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PREFACIO 


“Por los tenebrosos rincones de mi cerebro, acurrucados y desmudos, 
duermen los extravagantes hijos de mi fantasía, esperando en silen- 
cio que el arte los vista de lz palabra para poderse presentar decentes 
en la escena del mundo, 


Fecunda, como el lecho de amor de la seria, y parecida a esos pa 
dlrcs que engendran más hijos de los que pueden alimentar, mi musa 
concibe y pare en el misterioso santuario de la cabeza, poblándola de 
creaciones sin número, u las cuales ni mí actividad ni todos los años 
que me resvan de vida serían suficientes a dar forma", 


Guscavo Adolfo Bécquer 
(Untroducción a Rónas 7 leyendas) 


Coincidentemente, con el vigésimo aniversario de la promulgación de la 
Ley N* 26872 es que sale ala luz este libro, que no es otra cosa que el resultado 
de años de investigación y crítica a la insticución de la conciliación en el Perú, 
y que comenzaron en mis últimos años coro estudiante en la Faculcad de De- 
recho de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, en años en los que co- 
nocí el tema fuera de las aulas universitarias pues la ley de conciliación era de 
reciente aprobación y no existían muchas referencias entre los catedráticos de 
derecho procesal civil en ese entonces. 


Resulta curioso que el canino recorrido inicialmente se plasmó en una te- 
sis (La conaliación extrajudicial en el Perís análisis de la Ley N' 26872 y perspectivas 
de 5u eficacia como medio alternativo de vesclación de conflictos, Lima, 2003), la cual 
fe aprobada por unanimidad con recomendación de publicación, pero diversas 
circunscancias -como la modificación del marco normativo, por ejemplo— im- 
pidieron que se pudiera efectuar la publicación de los resultados de esa investi- 
gación; aunque ello no fue impedimento para seguir investigando en un tema 
que me apasiona hasta el día de hoy, ejerciendo de manera ininterrumpida la 
labor de capacitador principal en temas de conciliación extrajudicial reconocido 
por el Ministerio de Justicia junto con la de colaborador (desde el año 2003) en 
la prestigiosa revista Actnalidad Jurídica de la editorial Gaceta Jurídica, y que 
posteriormente fue abarcando orras publicaciones. Estas labores desarrolladas 
de manera paralela (a las que se debe añadir la labor como conciliador y como 
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abogado) me permitieron madurar —y a veces reclaborar— muchas ideas respec 
to a la forma como funciona y se implemente la institución de la conciliación 
así como tener el privilegio de contar con una tribuna en donde defender estas 
ideas y propuestas de mejora del sistema. 


Provengo de una generación de fines del siglo pasado en la que la forma- 
ión profesional estuvo orientada estrictamente para el litigio, y esta idea no- 
vedosa en su momento- de intentar resolver ciertos conflictos en un ambiente 
extraprocesal, no era de mayoritaria aceptación ni entre buena parte de cate- 
dráticos ni egresados ni estudiantes, para la única forma leg/sima de resolver las 
controversias era poniendo en movimiento la maquinaria del proceso a fin de 
que sea el juez el que decida de manera defiitiva el asunto controvertido lue- 
go de un largo y tedioso proceso. Pero resulta interesante anotar que el empleo 
del Poder Judicial para la resolución de conflictos en un Estado democrático es 
una forma relativamente nueva —con poco más de doscientos años de existen- 
cia-si la comparamos con otras formas de resolución de conflictos que han sido 
empleadas a lo largo de la historia. 


Progresivamente se ha ido entendiendo en la comunidad jurídica que no 
todos los problemas pueden ser resueltos de manera eficiente por el órgano ju- 
risdiccional, el cual presenta una serie de problemas tan conocidos (sobrecar- 
¿a procesal, excesiva morosidad, percepción de corrupción, demasiado forma- 
lismo, por mencionar algunos de sus principales problemas), y es así que en un 
primer momento han sido los propios usuarios del sistema formal de adminis 
tración de justicia los que han comenzado a emplear mecanismos altermarivos de 
resolución de sus concroversias, siempre cn la búsqueda de soluciones rápidas y 
eficientes, que signifiquen una menor inversión de tiempo y de recursos. Luego 
han sido los propios Estados los que han comenzado a reconocer esta incapaci- 
dad de poder resolver odos las controversias que se someten a su conocimiento, 
debido a lo cual se han encargado de implementar un marco normarivo fuerte 
que promueva el empleo de estas formas alternarivas de solución y se piense en 
el proceso como última rario 


Pero no debe pensarse —como señalan los detractores de los mecanismos al- 
ternativos de resolución de conflictos que estos mecanismos han sido imple- 
mentado exclusivamente para lograr la reducción dramática de la carga pro- 
cesal y que al no verse una descongesrión del despacho judicial entonces ha 
fracasado su implementación, idea de por sí toralmente errada. Debe verse más 
allá del simple utilitarismo, pues el fin que se persiguió desde el inicio fue el 
de propiciar el establecimiento de una ad/ura de paz, que no es la ausencia de 
conflicto —lo cual es utópico sino proporcionar a los ciudadanos mecanismos 
dialogados y directos que les permitan resolver sus controversias de manera efi- 
ciente, sin vencedores ni vencidos, debiendo actuar la resolución judicial de las 
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controversias únicamente para aquellos casos en los que la voluntad de las par- 
tes y el apoyo de un tercero imparcial y neutral no sea suficiente para ayudar a 
resolver sus diferencias. 


A veinte años de implementación de la Ley N' 26872 es fécil advertir una 
serie de marchas y concramarchas respecto del norte que debe guiar su imple- 
mentación, más aún cuando nos encontramos frente a una serie de problemas 
en cuanto a su aplicación que no habían sido previstos por el legislador origi- 
nario, pero que ahora son tangibles y presentan un reto y una oportunidad va- 
liosa para afinar y mejorar el sistema en su conjunto. El camino ha sido sinuo- 
50 y no siempre correcto, pero estamos frente a la posibilidad de aprender sobre 
lo avanzado y corregir la trayectoria. Pora ello se necesita de la verdadera uni- 
dad de los operadores públicos y privados, debiendo construirse puentes y no 
muros. El siguiente paso natural debe ser la generación de una lectura común 
entre los operadores de la conciliación y los operadores jurisdiccionales, habida 
cuenta que la conciliación depende de un Poder Judicial que complemente la 
adecuada ejecución de las acras con acuerdo o califique correctamente el cum- 
plimiento del requisito de procedibilidad. 


La presente obra tiene una estructura que parte del análisis de la concilia- 
ción por diversos temas: 


Analizamos la posibilidad de conciliar extrajudicialmente un conflicto no 
exteriorizado en vía de prevención (capítulo 1). También analizamos la evolución 
istórica y normativa de la conciliación en el Perú (capítulo 2) así como la coin= 
cidencia de objetivos entre el empleo de la conciliación extrajudicial y el dere- 
cho de acceso a la justicia como formas de resolución de conflictos (capítulo 3). 
Luego, se desarrolla la relación que tienen con la conciliación tanto el principio 
de la autonomía de la voluntad (capítulo 4) como el acto jurídico (capítulo 5) 


Se realiza un extenso análisis sobre la vigente y complicada regulación de 
las materias conciliables (capítulo 6) así como un análisis crítico al procedimien- 
to conciliatorio (capítulo 7). También se tracan los efectos de cosa juzgada de 
las actas de conciliación (capítulo 8) y se analiza el empleo de la conciliación ex- 
trajudicial como forma especial de conclusión de un proceso civil (capítulo 9). 
Procedemos a mostrar un panorama general sobre el valor de las actas de con- 
dilación extrajudicial y su ejecución (capítulo 10). 


Abordamos un estudio sobre los cencros de conciliación (capítulo 11), los 
conciliadores extrajudiciales (capítulo 12), así como el régimen de sanciones 
para conciliadores y censros de conciliación (capítulo 13). Efecruamos un bre- 
ve paralelismo acerca de la intervención de los sujeros en el proceso judicial y 
en el procedimiento conciliatorio (capítulo 14) y formulamos sugerencias para 
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superar el deficiente tratamiento normativo de la representación en el procedi- 
miento conciliatorio (capítulo 15). 


"Tratamos acerca de matrimonios, uniones de hecho y conciliación extraju- 
dicial en familia (capítulo 16) y la posibilidad de incurrir en omisión de asi 
tencia familiar por incumplimiento de acuerdos conciliatorios sobre alimentos 
(capítulo 17). También analizamos las modificaciones incorporadas al Código 
Procesal Civil por la Ley N* 30293 y su incidencia en la conciliación intrapro- 
«eso (capítulo 18). así como el nuevo marco normativo a emplearse en la reso- 
lución de confliccos con el Escado (capítulo 19) y la colisión normativa existen 
te en la Directiva que regula el accionar de los operadores de la conciliación 
(capítulo 20), para culminar tratando sobre la conciliación y el arbitraje de con- 
sumo como formas de tutela del consumidor en el Perú (capítulo 21). 


Luego del desarrollo de estos temas, y a manera de guía básica, presenta- 
mos un caso práctico a fin de poder verificar la forma de cómputo de los plazos 
en el procedimiento conciliarorio así como la redacción de los principales do- 
cumentos sobre la base de Jos formacos a ser empleados en todo procedimien- 
to conciliarorio. 


La parte final está compuesta por un anexo conteniendo la principales nor- 


mas legales —evidentemente, no pueden estar todas— que regulan la concili 
ción en el Perú. 


Es dificil tracar de mencionar a todas las personas que nos brindaronsu apo- 
yo en algún momento de este largo camino. Entre los maestros quiero agra- 
decer al Dr. Ulises Montoya Alberti, quien al momento de ser asesor de tesis 
compartió su vasta experiencia a fin de darle forma definitiva a dicha investiga- 
ción inicial. De igual forma, expresar mi agradecimiento al Dr. Anibal Sierral. 
ta, que me permitió tener un primer acercamiento con la mediación y la con- 
dilación y que proporcionó muchos consejos cuando apenas tenía una idea si 
forma. También al Dr. Pedro Coronado, que pudo complementar la labor de 
análisis legal. Asimismo, al Dr. Rafael Jacger, que en su condición de profesor 
de Historia del Derecho me enseñó a mirar al pasado para comprender el pre- 
sente e intentar mejorar el furaro. Y finalmente, al Dr. Juan Espinoza, a cuya 
acertada sugerencia fue que comencé a escribir artículos de divulgación. A to- 
dos ellos, mi respeto, admiración y agradecimiento. 


A los apreciados colegas Renzo Cavani, Federico Mesinas y Franco Monto- 
ya, queen algún momento tuvieron que revisar parte de losartículos publicados 
en Gaceta Jurídica, algunos de los cuales forman parte de esra obra. También 
mi gran agradecimiento a Manuel Torres por la confianza, así como la edición 
tan pulcra y las sugerencias para el título definitivo de la obra. 
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EN VÍA DE PREVENCIÓN 


CAPÍTULO 
1 


ACERCA DE LA POSIBILIDAD 
DE CONCILIAR EXTRAJUDICIALMENTE 
UN CONFLICTO NO EXTERIORIZADO 
EN VÍA DE PREVENCIÓN" 


“Las relaciones humanas se encuentran llenas de conflic- 
tos, lo que constituye la regla, no la excepción 


Joseph M. Strayhora Jr. 


L INTRODUCCIÓN 


Desde hace cierto tiempo se ha venido hablando y difundiendo la idea de 
poder resolver en vía de prevención los conflictos jurídicos mediante acuer 
dos preventivos que implican el empleo de actas de conciliación extrajudicial 
en las cuales se establezca, de mutuo acuerdo entre las partes, la aplicación 
de soluciones a potenciales conflictos que puedan surgir en el desarrollo de 
su relación jurídica, siendo además que dichos acuerdos han sido logrados al 
amparo de la autonomía de voluntad de las partes y de conformidad con el 
ordenamiento jurídico en su conjunto. 


Ciertamente, el modelo prevalente de solución de conflictos en nues 
tra sociedad ha sido el de enmarcarse dentro de un escenario jurisdi 
nal, con su característica de ser eminentemente adversarial, en donde el juez 
resuelvo el conflicto dentro de un proceso judicial al amparo del ¿us imperiam 
y haciendo efectiva dicha función por la aplicación de la tutela jurisdiccional 
efectiva invocada por una de las partes mediante su demanda. 


En ese sentido, ha resultado un tema interesante para muchos (aun- 
que también no menos controvertido para pocos), abordar la posibilidad de 


(0) La venda original de este trabajo fue elaborado conjuntamente con Córar Mendes Valdiviso y publi 
slo celgíaalecte como. Prevenir u resolver? ¡He alí el lemal: acerca de la pusbilidad de Cond 
lar extrajudicialmente an confito no exterionzado en vía de prerención”. En: Rensts Jeria dll Per 
1N 122, Gaceta Juricic, Lima, sb de 2011, pp 3013517. 
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conciliar extrajudicialmente materias en las cuales no ha existido un conflicto 
exteriorizado en la realidad —que es llamado comúnmente conflicto real 
más aún si cl marco normativo vigente considera expresamente a la conci 
ción extrajudicial como un mecanismo alternativo de solución de conflictos”, 
asumiendo que esta definición subsume únicamente a los llamados conflic- 
tos exteriorizados o reales aunque, como es evidente, la función de reso- 
lución llevaría intrínseca la de prevención, puesto que no hay que olvidar 
que el empleo de la conciliación extrajudicial persigue un rol pedagógico de 
educación ciudadana en la cual se fortalecen los valores éticos y morales de la 
sociedad, lo que supone finalmente dar crédito u la palabra empeñada y con 
ello fortalecer la denominada buena fe de las partes, situación que supondrá 
además la consecución de una convivencia social en armonía. 


Así las cosas, para las personas ajenas al tema de la conciliación y del uso 
de los medios alternativos de solución de conflictos en general, el tema podría 
zanjarse, a portir de una visión limitada, de manera muy simplisca, haciendo 
una diferenciación entre la prevención y la resolución de un conflicto, afir- 
mando que solo pueden resolverse conilictos exteriorizados mas no podría 
emplearse la conciliación como mecanismo de prevención de conflictos toda 
vez que no habría conflicto, o al menos, no se encuentra exteriorizado, pot- 
que aceptar esta posibilidad significaría desnaturalizar la institución concilia- 
dora y, en ese orden de ideas es evidente que tampoco podría conciliarse 
conflictos que no se encuentran debidamente acreditados con documentación 
que sustenten su existencia previa, situación por demás anecdótica y que cier- 
tamente sí originaria un conflicto, por la indefensión a la que se encontrarían 
expuestas las partes en dicho escenario. Por lo que resulta evidente entonces, 
que si bien son bienvenidos los aportes y críticas constructivas sobre el tema. 
objeto de estudio, también es necesario señalar que la falta de conocimiento 
integral del conflicto, como fenómeno social propio de las relaciones huma- 
as, puede conllevar a realizar afirmaciones inapropiadas sobre la mareria. 


Por ello, el conflicto debe ser estudiado desde una perspectiva teórica 
en lo que respecta a su dinámica, evolución y solución, siendo que el enfo- 
que legal a veces resulta insuficiente para explicar este fenómeno, debiendo 


Asi los artículos 1 y 3 de la Ley N* 26872, Ley de Concilaión emplean la denominación mecanismo 

alccenasivo de solución de conilictos, asimismo, el articulo 3 del Reglamento de la Ley de Conciliación 

probado por Decreto Supremo N 014-2008.JUS habla del acuerdo conciiarorio como una forms. de 

solucionar sus diferencias. 

(5) Cir GARCÍA AUQUI, Hudy Adolfo, Les mal denomiradas “ucas de concilisción preventivas y la des- 
sruralzación de la conciliación exrrajadiial”. En: oArueldad Jurídico. N* 195, Gaceta Jurídica, Lima, 

Febrero de 2010, pp 83-91 
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recurrirse a un enfoque multidisciplinario mucho más profano que permita 
advertir, en esencia, lo que es conflicto. 


Sobre la base de lo expresado se hace necesario, entonces, señalar que 
para efectos de delimitar la aplicación de la conciliación como mecanismo de 
prevención y/o resolución de conflictos, se debe determinar con mayor pre- 
cisión cuándo nos encontramos frente a una situación de conflicto y si es (o 
no) totalmente necesario que aquel se encuentre exteriorizado en una franca y 
abierta situación de colisión de derechos, para encontramos recién habilitados 
para el empleo de los acuerdos preventivos vía la conciliación extrajudicial. 


TI. SOBRE LA DINÁMICA PROPIA DEL CONFLICTO 


Antes de afirmar o negar categóricamente la posibilidad de conciliar 
un conflicco no exteriorizado en la realidad primero debemos definir qué se 
entiende por conflicto y cuál es su dinámica de acción, ello con el fin de llegar 
a conclusiones y definir posiciones. 


1. El conflicto 


En términos generales, cuando dos o más personas tienen intereses con- 
trapuestos sobre un mismo bien o derecho, nos encontramos ante el surgi- 
miento de un conflicto, el cual puede ser definido como la lucha entre dos 
partes, la contraposición de intereses frente a decerminadas situaciones O pre- 
tensiones y en la que estas partes no ceden, produciéndose un enfrentamiento 
o colisión de dercchos o pretensiones y que gencralmente se presenta como 
un proceso interrelacional que, como tal, nace, crece, se desarrolla y puede a 
veces transformars, desaparecer y/o disolverse y otras veces permanecer rela- 
tivamente estacionado. Esta situación se da entre dos o más partes, enten- 
diendo por partes a personas individuales, grupos pequeños, comunidades o 
gremios; pero también puede darse entre dos grupos, entre una persona y un 
grupo, etc., en el que predominan las interacciones antagónicas sobre las inte- 


racciones atrayentes”, 


Los conflictos son aquellas siruaciones en las cuales los intereses de las 
partes o sus necesidades no son coincidentes pero sí interdependientes toda 
vez que se percibe que la satisfacción de los intereses de una parte signifi- 
cará -inevitablemente— la no satisfacción de los intereses de la otra parte, de 
manera que su satisfacción dependerá de la conducta que las partes adoptan 


(4) SUARES, Marinés, Canbaión de digut, somaniación y émicas. Paidós, Banus Als, 1996, pp, 78, 7. 
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mutuamente, Así, cualquier siruación en la cual existan diferencias de incere- 
ses unida a la relación de interdependencia es porencialmente generadora de 
conflicto, 


Si intentamos complementar la definición elemental de lo que debemos 
entender por conflicto, podríamos afirmar que es un hecho, situación o pre- 
sensión realizada por una parte y que es percibida por otra parte como contra- 
ria a la satisfacción de sus intereses, lo que origina un comportamiento a la 
defensiva en protección de dichos intereses propios representado en las pos 
ciones% que adoptan las partes, 


El elemento de la percepción” resulta importante en la apreciación 
de todo conflicto roda vez que no siempre lo que hacen los demás va diri- 
gido a percurbar o perjudicar los intereses de uno mismo, pero es la percep- 
ción y el posterior acto de atribución'” de ese acto como dañino o poten- 
cialmente perjudicial a nuestros intereses lo que va a generar que se piense 
que hay conflicto, entendido el mismo como contraposición de intereses; o 
como decía Shakespeare: "nada es bueno o malo, sino que el pensamiento es 
lo que hace que las cosas sean buenas o malas”; o dicho en ocras palabras, una 
misma situación puede ser concebida por algunas personas coro tn conflicto, 
de variable intensidad, y para otras la misma situación no será conflicto en lo 
absoluto, dependiendo de estos factores altamente subjetivos como son la per- 
cepción y atribución. 


(5) El rérmino interés pertenses al aspecto subjeivo de las parts y es lo que realmente desean obrener cada 
toma de esras en una srvación conflictiva, lo que hace referencia a cma necosidad mn negociable de las par 
tes en conilico que debe ser sarscha al ha de Negerse a una solución duradera. Se encucncran confor 
los por los sentimientos, recesdados, deseos y perctones que sustentan a la posiciones, cn orras palabras, 
som las razones por las cnale ls parts presentan las mencionadas soluciones. 

(6) El tóraino posición debe ser excendido como el aspecto de una selacón «unifica que es suscepible 
dle aprecias, es decr, la forma como las partes se presentan y actúan co na situación confleiva, Se 
escucarra conformado por los sequerimientos, esigencas, demandas y argumentos planreados inic 
mente por las pestes ante ur condice, 

(0) La percepción es, en esencia, nnx actvdad meramente sensotal por medio dela cul e ser humano toma. 
conacimento del enrormo median la periipación de los senridos. Según Salvadar Carrión, la percepción es 
tun precesoincerno que seleciona la afirmación según la empealizaión del sujero o sena sepresenccio- 
al dominante, existiendo varias modalidades de percepción de la realidad; visual predomina la modalidad 
visual y strucraran sus pensamientos preyalecendo las imágenes), acleivo (los pensamientos se consersyen 
con palabras y sonidos) y Linestsio o sensccial (que bsan sus construcciones mentales por la sensaciones 
que perciben), n significando que esos tipos sean exclusrasnence visuals, acitivos o [insrésice, sino que 
an más valora los impacrs legados por 5u cal preponderante, relegando un segurdo término los actc- 
idos por el reco, puesto que la información que n0 pertenece 2 5 canal preponderamne pasa completamente: 
dlesspercida yes como si para elos no cxisera. Cir CARRIÓN LÓPEZ, Salvador, Inuliencia emeinal an 
PNL, 2%ocición, EDA!, Madrid, enero 2002, p, 59. 

(8) La atribución esla represencación Inem que corsisce en el «cto valorarivo que el sujeto hace de la Infor 
ación percibida, areloupéndeles un valor intrínseco debido a su actividid cogroscriva, que puede ser 
cvincidenre o mo con la reclidad, De ordinario se añirms que tanto percepción como artibución operan casi 
Simulelrcamene 
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Claro está, además, que operan otros elementos que van a determinar 
que un sujeto considere que se encuentra inmerso en un conflicto aparte del 
sentimiento de afectación de los intereses propios, puesto que también tenc- 
mos a la jerarquía de necesidades” y la propia escala de valores, que en la 
medida que se sientan como afectados van a condicionar su posterior compor- 
tamiento (ver gráfico N' 1). 


GRÁFICO N'1 
ELEMENTOS DE UNA SITUACIÓN CONFLICTIVA 
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2. Espectro del conflicto 


Según Roque Caivano, cuando una situación es percibida y sentida como 
conflicto, dependiendo de la intensidad de la percepción de la afectación, 
podemos hablar del espectro del conflicto, el mismo que está compuesto 
por seis etapas que van aumentando en intensidad y cada una de ellas mal 
manejada, inadecuadamente resuelta o directamente irresuelto puede esca- 
lar en la siguiente o escalar otras etapas hasta llegar al último escalón, sin 


(9) — Según Dale Coevie, cas codos ls adultos normales quieren: 1) la salud y la conservación de la vida; 
2) alimento; 3) sueño; 4) dinero y las cosas que compr el dinero; 5) vida en el más al 6) saisacción 
aexval; 7) el bienenta de los hjor y 6) el sepcido de la propia imporrancia. C6, CARNEGIE, Dale, Cno 
ames amigo e dofni sabre ls pesas, Mayo 2008, pp. 42-43, 
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embargo, no se trata de una secuencia lineal inevitable. Las etapas que con- 
forman el espectro del conflicto son: 


2) 


b) 


d 


e 


1) 


Leves diferencias. Las disputas entre las personas generalmente se 
suscitan por pequeñas diferencias, con una limitada colisión de inte- 
reses. Si estas diferencias no han sido manejadas adecuadamente, de 
manera comprensiva, amigable y colaborativa, esta etapa puede esca 
lar en el nivel siguiente. 


Desacuerdos. Al haber leves difercacias irresucltas estas pueden 
quedar latentes y presentes en la memoria como referencia frente 
a futuras diferencias. Así, frente a otra discusión saldrán a relucir y 
producirán una escalada en una mayor polarización de opiniones, 
adaptando posiciones en la comunicación fluida y productiva y cada 
parte se centre en su posición, probablemente se producirá un estan- 
camiento, De ahí que la intervención de un tercero neutral podría 
ayudar a evicar el riesgo de escalar al siguiente nivel. 


Disputas. El fracaso en resolver los desacuerdos usualmente produce 
una interacción más activa de las partes y las discusiones se tornan 
más acaloradas, las percepciones de uno frente al otro más negativas, 
la comunicación más accidentada y las posiciones más obstinadas. En 
general las partes buscan ganar y que la otra pierda 


Campañas. Si las etapas anteriores no han sido resueltas, las par- 
tes pueden comenzar a involucrar más participantes en él. La dis- 
puta pasa de ser privada a ser pública, y las partes buscan aumentar 
su poder frente a la otra buscando aliados. Al tomar estado público, 
las instituciones y medios de comunicación pueden hacer eco del 
conilicro presionando o influycado en una de las partes o actuar de 
determinada manera. Es de mencionar que al incluirse más partici 
pantes, el proceso de comunicación se complica así como la toma de 
decisiones, pues todos tienen una postura, opinión o interés en deter- 
minado sentido. 


Litigios. En esta etapa las partes continúan con sus posturas adver- 
sariales y son obligadas por la ley o por la autoridad a derivar la solu- 
ción de su conflicto a un tercero. Sin embargo, cuando la solución 
del tercero no satisface a alguna de las partes pueden llegar estas a la 
última etapa. 


Peleas o guerras. Esta última etapa se caracteriza por la presencia 
de violencia física o psicológica y de sentimientos inspirados en dañar 
o destruir al otro. 
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3. Proceso del conflicto 


“odo conflicto no puede ser visualizado como un acontecimiento estático, 
sino que debe ser concebido como un proceso dinámico y, por lo tanto, en su 
desarrollo existen fases por las que va 2 transcurrir, las cuales van a condicio 
ar su posible futura resolución. Estas fases son (gráfico N” 2): 


GRÁFICO N"2 
PROCESO DEL CONFLICTO 


Condiciones antecedentes. <A 
Y az N 


Conflicto las diferencias Conflicto! 
Percibido Sentido 


de la resolución 
Nuevas 
y Ml Condiciones 
Antecedentes 
Fin del Conflicto 


(€). Pinedo A. 2000 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


E) 


b) 


Condiciones antecedentes. Aunque las condiciones antecedentes 
pueden ser consideradas como la siruación previa al surgimiento del 
conflicto real y que puede ser considerada como la situación prefe- 
rida a la que se aspira retornar luego de ocurrido el conflicto; con- 
sideramos que podrían ser entendidas también como las situaciones 
de conflicto interno previa al surgimiento del conflicto exteriorizado, 
que equivaldrían a una acumulación de tensión entre los actores 
del conflicto, y que se manifiesca en los hechos y siruaciones que ocu= 
rren entre las partes como parte de un proceso de comunicación y 
relacionamiento entre estas, como equivalente de pequeñas diferen- 
cias que se van acumulando. Aquí podemos sostener que detcrmina- 
dos conflictos poseen un largo historial de situaciones previas que se 
van acumulando en el fuero interno de las partes intervinientes (o al 
menos en una de ellas) y condicionan fuertemente su posterior ocu- 
rrencia, bastando solamente un acto, situación o pretensión para que 
se manifieste con toda su fuerza, el mismo que visto de manera ais- 
lada no justificaría su posterior estado conflictivo. 


Armonización de las diferencias. Por otro lado, la existencia de 
estas diferencias generadas a nivel de acumulación de tensión no le- 
van necesariamente a la exteriorización del conflicco, ya que las par- 
tes pueden llegar a lo que se denomina armonización de las dife- 
rencias, que es un proceso por el cual nos encontramos frente al 
descenso brusco del nivel de tensión acumulada y que evita que el 
conflicto trascienda el fuero interno de las partes y se exteriorice en la 
realidad. Esta reducción del nivel de tensión se da por actos valunta- 
rios de una o ambas partes involucradas destinados a tratar de con- 
ducir el relacionamiento por caminos menos conflictivos sin tener 
que esperar a que se exteriorice el conflicto. Afirmamos que en esta 
etapa podrían emplearse mecanismos pacíficos de resolución de con- 
flicros tendientes justamente a evitar un desenlace negarivo. Por 
ejemplo, una pareja de esposos que riene un relacionamiento nega- 
tivo que presenta diferencias entre ellos y va acumulando tensión, 
pero cuyo nivel es reducido abruptamente con un acto como inten 
tar conversar pacíficamente sobre el curso que lleva la relación o sim- 
plemente llevándole un ramo de flores a la esposa o preparando la 
comida favorita del esposo con la finalidad de reducir la tensión acu- 
mulada en la relación. 


Conflicto percibido. Aquí las partes, mediante la actividad senso- 
rial, perciben determinadas actitudes y comportamientos de su con- 
traparte como contrarias a la sarisfacción de los intereses propios, 
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d) 


€) 


2) 


lo que posteriormente será considerado como una agresión directa, 
siendo que la armonización de las diferencias no ha servido para 
reducir el nivel de tensión entre las partes, Como ya se ha señalado, 
esta percepción puede ser real o podría encontrarse distorsionada 
debido a problemas de percepción lo que nos llevaría a hablar de 
conflictos inexistentes, toda vez que la percepción tiene como carac- 
terística el ser un comportamiento subjerivo condicionado por mode- 
los de conductas preestablecidos y, por lo tanto, que forma parte del 
pensamiento interno del sujeto. 


Conflicto sentido. Seguimos en el ámbito interno de la persona, 
quien luego de percibir determinada situación casi simultáneamente, 
mediante un acto valorarivo de lo percibido, culmina sintiendo y asu- 
miendo dicha situación como atentaroria a la sarisfacción de sus inte- 
reses propios, Sería el equivalente al acto de atribución, es decir, le 
otorgo cualidades intrínsecas negativas al acto percibido anterior- 
mente y eso va a condicionar mi posterior desempeño. En otras pala- 
bras, se comienza a exteriorizar una respuesta ante las actitudes de la 
contraparte que han sido percibidas como contrarias a nuestra pos 
ción y que se encuentran basadas en sentimientos producidas por ira, 
temor o rechazo. 


Comportamiento manifiesto. Una vez que se ha percibido un 
hecho como contrario a los propios intereses, y se ha sentido ese 
hecho como una potencial agresión, la consecuencia lógica siguiente 
será la de exteriorizar por parte del sujero una respuesta a esa con- 
ducta y que sea percibida por la contraparte como un acto por repe- 
ler sus actos que a criterio del sujeto vulneran o amenazan sus intere- 
ses. Aquí podemos hablar ya de la exteriorización del conflicto. 


Resolución o supresión del conflicto. En esta etapa se incluirán 
todas las formas mediante las cuales las partes intentarán poner fin al 
conflicto, tales como la aurorurela, autocomposición o heterocompo- 
sición. Así, existirán formas de supresión del conflicto en las que una 
de las partes impondrá su volunted sobre la ocra mediante el empleo 
de la violencia, o irán en búsqueda de una solución dialogada entre 
ellas la que puede ser realizada de manera directa o mediante la par- 
ticipación de intermediarios, o dejarán que un tercero imponga la 
solución mediante un acto de decisión. 


Consecuencias de la resolución. Finalmente, el acto de resolver 
el conflicto podrá poner fin efectivamente a la situación de conflicto 
manifestada, lo que asegurará la furura perfecta convivencia de los 
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individuos; o por otro lado, de no haber sido resuelto de manera ade- 
cuada, servirá de condición antecedente para el surgimiento de un 
potencial nuevo conflicto. 


¡Como se puede apreciar, entonces, todo conflicto tiene un aspecto interno 
y un aspecto externo o exteriorizado, y en ese sentido, no existiría impedi- 
mento para que en cualquiera de sus facetas se pueda emplear mecanismos 
pacíficos de resolución de conflictos con la finalidad de dar solución a las con- 
troversias (potenciales o reales) que se puedan presentar entre los individuos, 
visión que busca justamente, el restablecimiento —o, en su caso, el manteni- 
miento- de la armonía social dentro de una cultura de paz. 


TI. ¿LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL ES 
IDÉNTICA A UNA DEMANDA JUDICIAL (O VISCEVERSA)? 


El Código Procesal Civil establece una serie de requisitos para estar legiti- 
mado para accionar en sede judicial mediante la interposición de una demanda 
judicial. Así, se habla de los presupuestos procesales, que son los requísicos 
esenciales para la existencia de una relación jurídica procesal válida. Quien ejer- 
cita su derecho de acción y lo viabiliza a través de una demanda debe cumplir 
con un conjunto de requisitos al momento de su interposición. Algunos de estos 
requisitos son de forma y regularmente consisten en la obligación de acompañar 
anexos a la demanda o acompañar a esta de algunas formalidades que la hagan 
viable. Por otro lao, hay algunos requisitos llamados de fondo porque son intrín- 
secos, es decir, están ligados a la esencia de la demanda como acto jurídico pro- 
cesal. Así, identificar con precisión la pretensión, precisar la calidad con que se 
demanda, plantear debidamente una acumulación. Tanto uno como otro, confor 
man lo que en doctrina se conoce con el nombre de requisitos de la demanda, 
que es otro presupuesto procesal de singular importancia y determinante, como 
los otros, para el establecimiento de una relación jurídica procesal válida 


Así como los presupuestos procesales presentes en un proceso permiten 
asegurar la existencia de una relación procesal válida, las condiciones de la 
acción hacen viable un pronunciamiento válido sobre el fondo. En doctrina 
suele aceptarse pacíficamente que son parte de las condiciones de la acción, el 
interés para obrar y la legitimidad para obrar. El interés para obrar 0 interés 
procesal es, básicamente, un estado de necesidad; cuando una persona tiene 
una pretensión mareríal, antes de convertirla en prerensión procesal puede, 
se encuentren o no regulados, realizar una serie de actos destinados a procu- 
rar satisfacer su pretensión ances de iniciar el proceso, desde solicitar, invo- 
car, rogar, requerir, exigir, apremier o amenazar al obligado. Se dice que hay 
interés para obrar cuando la persona ha agotado los medios para sarisfacer su 


“Acerca de la posibilidad de conciliar extrajudicialmente un conflicto no exteriorizado 


pretensión material y no tiene otra alternativa que no sea recurrir al órgano 
jurisdiccional. La legitimidad para obrar, llamada también legitimidad sus- 
tantiva o hgitimatio ad cana, es cuando se tiens o se cree tener un conilicto de 
intereses o una incertidumbre con relevancia jurídica susceptible de ser conver- 
tida en pretensión procesal; es empezar un proceso o seguirlo haciendo partici- 
par como parte demandante a la persona o todas las personas que deben tener 
tal calidad y como parte demandada a la o las personas que les corresponda ral 
calidad"", 


Pero en la concilisción extrajudicial ser parte implica más que estar legi- 
timado bajo los criterios que operan para el proceso civil. De manera general 
podríamos afirmar que no cualquier persona está facultada para presentar su 
solicitud de conciliación, sino que solamente podrá hacerlo quien esté legiti- 
mado para ello. Ahora bien, esta legitimación implicaría, sin ningún tipo de 
inconveniente, que quien sea parte del conflicto (sea parte primaria o secun- 
daria) podrá presentar su solicitud de conciliación en tanto la conciliación es 
una forma de resolver conflictos. El problema surge si intentamos precisar 
quién sería parte del conflicto, y la definición de parte del conflicto es más 
amplía que parte procesal, puesto que una persona narural o jurídica puede 
presentar una solicitud de conciliación si tiene algún interés en la solución del 
conflicto, es decir, si el conflicto la involucra o afecta de manera directa o indi- 
recta. En ocras palabras, en términos estrictamente procesales puede haber 
carcucia de una legitimidad para iniciar una acción legal en relación con el 
tema controvertido al no poder aportar prucbas de su cxistencia, pero aten 
diendo a la dinámica propia de la conciliación extrajudicial sí se podría pre- 
sentar una solicirud de conciliación, roda vez que se es parte del conflicto por 
el papel que cumple en la dinámica que se presenta en la siruación conflictiva. 
Por ejemplo, cuando ante el abandono de uno de los padres, los tíos podrían 
solicitar el escablecimiento de un régimen de visitas a favor de su sobrino, o 
cuando queremos cobrar una deuda de le cual no tenemos documento alguno 
que la acredite, ya sca porque se extravió o simplemente porque no existe al 
ser una deude contraída de menera verbal. 


En la conciliación es importante que el conciliador identifique quiénes 
son las parte del conflicio, y para hacerlo debe desligarse de los conceptos 
procesales que rigen para definir quién es parte (procesalmente hablando), ya 


(00) Resulea impcecate dfecencia el esquema imperanre enla jura prom dl que se aprecia 4 nivel de 
La java de pr, em el cxal se tiene como una de sos caraterísecas la oralidad, cda vor que se concibe 
que la finalidad del proceso debe ser la búsqueda de una solución eficaz e lnmediata del problema, pues 
el eamplimiento de las formalidades cel procesa no es un fin perso ya que esté íntimamente ligado a. 
las personas que parecipas en el mismo, Cir AQUINO OJEDA, María Blens, La jasiia de par negada 
Jenprena Edirial Puto Car, Huancayo, 2010, pp. 18-19, 
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que en este caso la conciliación va más allá porque lo que se busca es resolver 
el conflicto integralmente y no solamente el conflicto jurídico. 


Debemos poner énfasis en que la conciliación no constimye un método 
que reemplace a la intervención judicial, pero en atención a la materia o a las 
condiciones personales de los involucrados puede que resulte una vía más fac- 
síble. La intervención judicial y el arbitraje tienen en común la resolución de 
la disputa por parte de un tercero que actúa prucbas aportadas por las partes, 
y dicha resolución se hace includiblemente de un modo adversarial con la con- 
secuencia casi siempre nefasta de un ganador y un perdedor, a diferencia de la 
conciliación que pone énfasis en el restablecimiento del proceso de comunica= 
ción entre las partes y de las relaciones a futuro, así como la coincidencia de 
voluntades como presupuesto esencial para intentar resolver el conflicto. 


En este sentido, el maestro italiano Mauro Cappelletti señalaba que la jus- 
ticia conciliatoria como expresión de una alternativa frente a la justicia tradi- 
cional no rendía a resolver el conflicto en forma tajante dando la razón a una u 
tra de las partes, sino de una manera más pacífica, siendo una forma de justicia 
coexistencial para quienes deben luego seguir conviviendo, una wor7er 144) 0/ 
disputas, esto es, una forma más cálida para resolver las disputas entre quienes 5c 
procuraba salicran de la resolución en buenas relaciones, sin vencedores ni ven- 
cidos, y preconizaba un sistema diferente al de la justicia tradicional y burocr: 
tica" A opinión del maestro italiano había que “dérmgularizar; dilegalizas dépro- 
Fisionalizar” (10), buscando soluciones simples, equitativas y de avenimiento 


Aunque también recordemos que los límites para someter una contro- 
versia a conciliación están puestos en razón de la materia cuando se encuen- 
tran involucradas cuestiones de orden público. La noción de orde» público alude 
a todos aquellos aspectos controvertidos que no pueden ser acordados libre- 
mente por los particulares y que al ser imperativamente regulados por la ley, 
de sólito, deben ser resueltos mediante un obligatorio pronunciamiento juri: 
diccional, lo que los excluye de ser considerados como materias conciliables, 
conforme lo señala el artículo 7-A de la Ley de Conciliación 


IV. NATURALEZA DE LOS DOCUMENTOS RELACIONADOS CON 
EL CONFLICTO: SON ANEXOS Y NO MEDIOS PROBATORIOS 


Cuando el vigente Reglamento de la Ley de Conciliación, Decreto 
Supremo N* 014-2008-JUS, señala en el numeral 4 del artículo 14 que a la 


(UI) ES Código Preeral Crd Modelo pana ararérica, Expaición de Meios, InsicaroIberonenricano de Derecho 
Proxesal, Moxtevideo, 1988, p.67. 
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solicitud se debe acompañar copias simples del documento o documen- 
ros relacionados con el conflicto", nótese que no habla de medios proba- 
toros, solo de documentos relacionados con el conflicto, los cuales tienen la 
calidad de anexos y que solo servirán para fundamentar, documentariamente, 
los hechos señalados en la solicirud y en consecuencia servirán para reforzar la 
posición de las partes. 


Habría que señalar que no todo anexo servirá como medio probato- 
sio puesto que según la regulación del artículo 425 del Código Procesal Civil 
algunos anexos servirían para probar situaciones tan distintas como la repre- 
sentación legal del demandante, o sustentar el petitorio'*. Pero recordemos 
que en la conciliación no se actúan medios probatorios de ningún ripo puesto 
que no es el conciliador, sino las partes las que deciden el fondo de la contro- 
versa en ejercicio de su auconomía privada. 


Muchas veces cuando se presentan documentos como pruebas de las 
situaciones que se presentaron hace que las partes se focalicen en discusiones 
basadas en derechos y lo escrito en ellos, y cuando el conflicto se convierte en 
una discusión de derechos nos limita llegar a las razones por las cuales se ori- 
ginaron los mismos. 


Sobre el tema de qué documentos se deben exigir a las partes al 
momento de calificar la recepción de una solicitud de conciliación, lo que se 
debe tener presente es que los documentos deben ser los mínimos desde un 
punto de vista formal, y si no se aportan sería imposible iniciar el procedi- 
miento ya que estos documentos resultan esenciales como en el caso de las 


(12) Reglucac de la Ley de Conciliación, Dexcero Supresn N* 014-2008-JUS: 

“Arrícalo 14 Anexos de la solicitud de conciliación. A la olicirud de conciliación se deberá acompañar: 

18) 

“4, Copias simples del documento u documentos relacionados oa el conflicto" 

(13) Código Procesal Civil: 

"Arial 425 Anexos ea cesan la emana debe oompañane, 

1. Copia legible del doumuneo de idenidad del dosmandanto y, cn su caso, del ropresentance; 

2. El dociamenxo que conviene el poder para inicias el proceso, cundo se acre per apoderado 

3, La prueba que acredite la representación legal del demandantes se rua de personas urcicas o natu 
sales que no pueden comparecer por sí mismas; 

4 La poca de la calidad de hersdoro, cónyuge, curador de bienes, aduniziscrador de bienes comunss, 
albacea o del título con que actós el dermadante, salvo que tal calidad sen marca del conflicto de 
intereses y en el caso del procurador ofxiso; 

5, "odos los mecios probacoros destinados a suscencar sa peiori, indicando sos precisión los datos y lo 
demás que tez necesino para su actuzción. A vete efecto acompañará por separado pliego cerrado de 
pociones, de incerrogarorio pura cada uno de lx testigos y plizgo abiereo pescando los puestos 
Sobre los que versará el dicranca pericial, de ser caso; y 

6. Los documentos probarorios que tuviese en su poder el derrandanre, Sino se dspmstera de algnno de 
estos, se describirá su contenido, indicándose con precisión el lugar en que se encuentran y solcicán- 
dore ls medidas pertinentes pues su incorporación al proce” 
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personas jurídicas que necesariamente deben presentar la inscripción registral 
así como el documento que contiene la representación legal y la respectiva 
vigencia de poder; en el caso de conciliación de menores de cdad que scan 
padres de familia se debe presentar la partida de nacimiento del padre y del 
hijo, ya que en esos documentos se informa quiénes son los padres y acredi- 
tando el entroncamiento nos encontramos frente al cese de incapacidad regu- 
lado por el artículo 46 del Código Civil. En los conflictos sobre derechos reales 
que requieran legalmente registro, como el caso de los inmuebles o propiedad 
vehicular, son documenros fundamentales la partida registral conteniendo la 
inscripción ya que solo con ellos se idenrifica el propietario (aunque recorde- 
mos que nuestro sistema registral es declarativo y no sc exige la inscripción). 
Otro caso lo tenemos en el caso de herederos, que para iniciar un proce 
miento conciliatorio sobre división y partición, necesariamente deberán pre- 
sentar los documentos que los acreditan como herederos declarados y en con- 
secuencia que son titulares plenos de sus derechos sobre la masa hereditaria. 


Pero precisamos una idea fundamental: una cosa son los documentos 
referidos a la capacidad de las partes y al acto de disposición de derechos, los 
que resultarían mínimos para calificar la solicitud de conciliación y otra cosa 
muy distinta son las pruebas. Así, las pruebas no son fundamentales en la 
conciliación porque las partes no buscan convencer al conciliador respecto de 
la veracidad de sus afirmaciones ya que aquel mo decide el fondo de la con- 
rroversia, mi busca la verdad jurídica, solo guía el procedimiento conciliato- 
rio. Recordemos que la conciliación es una institución consensual que reposa 
en el principio de la autonomía de la voluntad de las partes conciliantes!%, las 
que conciliarán solo si es que ambas lo desean, independientemente que exis 
tan o no documentos probatorios de por medio, y si el legislador permite que 
las personas dispongan de los conflictos que concilian es porque no requieren 
probarlos ya que pueden renunciar a ellos, toda vez que es una característica 
de la conciliación la posibilidad de encontrarnos frente 4 renuncias unilarera- 
les o bilaterales. Por otro lado, si hablásemos de pruebas al interior del proc 
dimiento conciliatorio, estas resultarían inconvenientes para el manejo de la 
conciliación ya que sí tenemos en cuenta que buena cantidad de conciliadores 
son abogados, muchos de ellos podrían tender a guiar la conciliación depen- 
diendo de la forma en que las pruebas se presentan y las entiende el concilia- 
dor, afectándose su imparcialidad. 


(14) Sobre la relevancia del principio de la axtosomíspritada en la conciliación extrajudicial se puede consul- 
tar; PINEDO AUBIAN, F Marín. “'Te obligo porgte te convienel: asmoromís de la wolnnrad, conci- 
lación extrapadiial y ampliación de la reriorilidad de la obligación de coneverir al procedi 
comcliacai”, Ex: Aualidad Juridica, Tos 196, Ger Juridica, Lia, ¡mayo de 2010, pp. 90-101. 
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En este aspecto, la diferencia sustancial de la conciliación con el proceso 
judicial radica en que en este último se persigue encontrar la denominada 
verdad jurídica, puesto que cs principio procesal que toda parte que afirme 
o niegue algo debe probarlo mediante la actividad probatoria según el princi- 
pio de la carga de la prueba", y esta actividad probatoria está orientada a 
causar certeza en el juzgador, la misma que servirá para fundamentar su deci 
sión al momento de que este expida su fallo%; por el contrario, en la concilia- 
ción no existe actividad probatoria toda vez que el tercero llamado conciliador 
no decide el fondo de la controversia, sino que ayuda a las partes a intentar 
resolver el conflicto guiando para ral efecto el desarrollo del procedimiento y 
especificamente de la audiencia de conciliación, y son las partes las que sí lo 
descan van a decidir resolverla, no importando si existen documentos relacio 
nados con el conflicto. 


También es pertinente precisar que el Reglamento de la Ley de Concilia- 
ción hace expresa constancia a la remisión de copias simples de la documen- 
tación, no exigiendo remitir los documentos originales ni copias legalizadas o 
certificadas de dichos documentos relacionados con el conflicto en la media 
que no se trata de medios probatorios. En este sentido, si de flexibilidad en 
temas de familia se trata, sería interesante volver a adoptar una disposición 
contenida en el segundo párrafo del artículo 13 del derogado primer Regla- 
mento de la Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Supremo N* 001- 
98-JUS que señalaba que en los casos de familia y de aquellos asuntos cuya 
cuantía no exceda de 10 unidades de Referencia Procesal, los centros de conci- 
lación de manera gramuita darán fe de la autenticidad de los documentos ori- 
ginales, sin necesidad dejar copia. 


Y. ¿SERÁ EXIGIBLE SIEMPRE ACREDITAR EL CONFLICTO? 


El marco legal vigente que regula la conciliación extrajudicial contempla 
la exigencia de acreditar la existencia del conflicto””, mandaro que se satisface 
mediante la presentación de la copia simple de los docamentos relacionados 
con aquel. Sin embargo, esta exigencia legal resultaría inviable para cierto 


(15). Cólio Procesal Civil: 
'Aricalo 196. Carga de la Prucbo.-Salvo disposición legal dironce, la carga de prbor corresponde a 
quien añema los hechos que configuran su pretensión, o a quien los conreadico alegando nuevos hechos” 
(16) Cócigzo Procesal Civil: 
“Artículo 188.- Finalidad - Los medics probacorios tienen por finalidad acreditar los hechos expuestos por 
las partes, producir certeza e el juez respecto de los puntos controvertidos y fandamentar sus decisiones”, 
(17), Reglamento de la Ley de Conciliación. Decreto Supremo N* O14-2008-JUS: 
“Articulo 56.- De las oblizaciones del centro de coccillación- Sin perjuicio de lo previsto en el presen 
Reglamento, le centros de conciliación se encontrarón obligados 5 1.) 
48, No slimicio trios un procedimiento covcliaori sin la existencia previa de us conflic (Y 


27 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


tipo de conflictos que requieran de una solución en vía conciliatoria como 
pasamos a mencionar muy sucintamente. 


|. Conflictos sin documentación sustentadora 


En el caso de conflictos entre vecinos ocasionados por actos de perturba- 
ción, o en el caso de un préstamo de dinero efectuado de manera verbal como 
consecuencia de un alto grado de amistad o familiaridad no nos encontraría 
mos en posibilidad de cumplir con acreditar docamentadamente la existencia 
del conflicto toda vez que sería imposible en este caso adjuntar los documen- 
tos respectivos porque simple y llanamente no existen. 


Por otro lado recordemos que, en algún moraento, los centros de conci- 
liación gratuitos del Ministerio de Justicia, orientados a atender a personas de 
escasos recursos —que, de ordinario, recurren a la oralidad como caracterís 
tica de sus relaciones económicas—, se llegó a suplir esta ausencia documental 
mediante la suscripción de declaraciones juradas, situación ahora imposible 
pues se ordena ahora seguir exigiendo que se presente algún tipo de reque- 
rimiento para acreditar documentalmente el conflicto, lo que evidencia un 
apego a la visión procesal de la resolución del conflicto en tanto sc exige algún 
tipo de documento que acredite lo manifestado por el solicitante respecto de 
la existencia del conflicto. 


Recordemos que en el caso de los contratos verbales estos contienen obli- 
gaciones en las que el marco legal no exige cumplir con algún tipo de forma, 
siendo la forma ad probationor, es decir, la forma solamente serviría para acre- 
ditar en un eventusl y posterior proceso judicial la existencia del acto jurídico 
mas no se sanciona la inobservancia de determinada forma escrita al no estar 
pre establecida en el marco legal. En este supuesto, pensar que no existe la 
controversia entre vecinos o no existe la deuda porque no se puede adjuntar a 
la solicitud un documento que la acredice significa desconocer la realidad de 
buena parte de las transacciones comerciales que se producen en la sociedad 
además que evidencia dejar de lado la presunción de buena fe de los conci- 
liantes reemplazándola por una permanente mala fe respecto de que la inexis- 
tencia de documentos relacionados con el conflicto significaría únicamente la 
inexistencia de aquel. 


Además, como señala Hernando de Soto, los contratos extralegales sobre 
propiedad sustentan a casi todos los sistemas de propiedad y son parte de la 
realidad de todo país, y como lo recuerda Richard Posner, la propiedad es una 
construcción social, lo que significa que los acuerdos sobre propiedad funcio- 
nan mejor cuando las personas han alcanzado un consenso acerca de cómo 
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ser dueños de activos y sobre reglas que rigen su uso y su intercambio; por 
ello en el Tercer Mundo los contratos sociales extralegales prevalecen por un 
motivo comprensible: han sido más cficaces que la legislación formal a la hora 
de construir el consenso vigente sobre cómo deben ser gobernados los activos. 
Sostiene que un derecho no necesariamente tiene que haber sido definido por 
la normatividad formal para ser legítimo, bastando que un grupo de personas 
apoye con fuerza un determinado acuerdo para que este sea sostenido como 
derecho y defendido conera la ley formal". 


2, Formalización de acuerdos 


Una situación similar la tenemos en los casos en que las partes deciden 
resolver sus controversias mediante acuerdos informales, ya sean verbales o 
plasmados en documentos privados. Pensamos que no existiría ningún incon- 
venicate pare que dichos acuerdos scan formalizados medianee la suscripción 
de un acta de conciliación, la que daría mayor fuerza a estos acuerdos aten- 
diendo al valor que la ley le da al acta, que es título ejecutivo de naruraleza 
extrajudicial” (similar a una sentencia en cuanto a sus efectos), y que en caso 
de incumplimiento se pasaría directamente a su ejecución, evitando las moles- 
tías de transitar por las etapas de un proceso cognitivo (etapas postulatoria, 
probatoria, decisoria e impugnatoria). Por ejemplo, la formalización del pago 
de la pensión alimenticia que ya venía dándose de manera informal mediante 
vn acuerdo verbal entre los excónyuges, o un acuerdo verbal entre arrendador 
y arrendatario a fin de que se cumpla con la restitución de la posesión del bien 
inmucble, o ampliando el plazo de vigencia del contrato de arrendamiento 


vencido o se proceda al reconocimiento y pago de las mejoras”. 


En estos supuestos, mediante labores de prevención, las partes deciden 
por un lado evitar la judicialización del fondo de la controversia en caso de 
que esta se produzca y, por otro, deciden someterse directamente a las reglas 


(18) Cir. DESOTO, Hernando, E/ mier del espiral Empresa Editora El Comercio, Lima, acviembre, 2000, 
pp. 198-199. 

(19) Ea roclidad, el artículo 18 de la Ley de Conciliación sigue consignando que sl acta de conciliación coo 
acuerda es culo de ejecución, pero asenciendo alas modificasorias incrodutidas por cl Decrezo Legislacio 
N' 1069 al Codigo Procesal Csyl, que ha unticado las reglas del procesa de ejecución, se ha derogado la 
figura de los cculo de ejecución, y el vigente arículo 688 del Código adieivo señala que solo se puede 
Promover ejecución en vireud de eulos ejcurivos de naruraleza judicial o extrajadical, por lo que en la 
poáctica las accas de conciliación sc encontrarían subsuumidas dencro delos culos cjcacivos de nacoralza 
exrajudical. 

(20) Este rema ha sido dexarollado de manera más amplis por Cétsr Mendoza Valdivieso en lo que deno- 
svina "Acta de conciliación exerajadical preventa”, pudiéndose consulear pus invercmnees artículos; 
MENDOZA VALDIVIESO, César “El Procedimiento Concillrorio Preconflicto. El acta de conciliación 
estrajudical preventiva”, En: Arabidad Jarida, N* 171, Gacera Juridica Lima, febrero de 2008, pp. 
76-40; rambién: "Lor acuerdos preventivos 0 preconflcto a propósico del allanamiento del arrendarario 
previsto en la Ley N' 30201", En: Actualidad Civ. NY 21, lustro Paciio, marco de 2016, pp.-4251, 
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del proceso de ejecución de resoluciones judiciales, lo cual les evitaría —por lo 
menos a la parte perjudicada por el incamplimiento— transitar por un largo 
proceso judicial para llegar a obrencr una sentencia, Esta figura no solo bene- 
ficiaría a las ¡partes involucradas en el acto de resolución sino también de 
manera indirecta al Poder Judicial ya que no tendría participación en el desa- 
rrollo de un proceso destinado a la búsqueda de la verdad jurídica, sino que 
solamente actuaría como un ente encargado de ejecurar acuerdos únicamente 
en caso de que estos se incumplan, coadyuvándose a la descarga del despacho 
judicial. 


3. Pretensiones determinables 


Por otro lado, recordemos que en el procedimiento conciliatorio no todo 
conflicto deberá ser acredicado, porque existe la posibilidad que este conflicto 
no sea planteado ca la solicitud de conciliación sino en la audiencia de con- 
ciliación respectiva, en lo que se conoce como pretensión determinable*>. 
En este sentido, el artículo 7 del Reglamento si bien es cierto no define lo que 
es una pretensión determinsble, únicamente señala que no existe inconve- 
niente para que en el desarrollo de la conciliación, las partes fijen di: 
tintas pretensiones a las inicialmente previstas en la solicitud. 


En este sentido es preciso señalar que esto implica la posibilidad de 
ampliar la pretensión original contenida en la solicitud, y que puede darse 
tanto por parte del solicitante como por el invitado a conciliar durante cual- 
quier momento del desarrollo de la audiencia de conciliación. Esta es una 
característica de la conciliación excrajudicial en la medida que como conci- 
jadores no estaremos en capacidad de delimitar perfectamente los temas que 
componen el conflicto o controversia teniendo como única guía la preten- 
sión contenida en la solicitud de conciliación, razón por la cual al momento 
de identificar los problemas que se intentarán resolver existirá la posibili- 
dad de incorporarse otras controversias existentes y que podrían configurarse 
en condiciones antecedentes del conflicto que determinarán su solución. En 
este caso, el acuerdo conciliatorio deberá referirse también 4 estas últimas, y 
nótese que no se exige que estas pretensiones sean probadas documentad: 
mente, a pesar que serían consideradas también como conflicto, el mismo que 


(21) De manera simple, podemos afirmar que la ¿ren aierminado es la que se planeca por el solicitanre 
en la soliiud de concilción, yla pretnstón dirrminabo puece ser planteada por cualquiera de las partes 
—soliciaste e fasitado— co el nonscaco que se desarcola la audiencia de concilación. A fa de conoces 
de aancra más aucplia sus caracteristicas y diferencias sccomendamos la lectura del sien arrculo 
PINEDO AUBIAN, F. Martin. %/.. Y eso es conclliable: la vigente (y complicada) regulación de las 
rateras conciñables en la Ley de Conciliación Esrrajudical”, En: Hora Jeria al Perú, NY 16, Lava, 
tale de 2010, pp. 283-315. 
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no es planteado en la solicirud de conciliación, sino durante el desarrollo de la 
audiencia conciliaroria. 


4. Otros supuestos de prevención 
4.1. ¿Qué sucede cuando una demanda es declarada infundada? 


Luego del desarrollo de un proceso judicial, el juzgador deberá resolver si 
la demanda debe ser estimada y, por ende, ser declarada fundada, siendo que 
en estos casos se declara la existencia de existencia de un derecho vulnerado 
el cual es separado en una sentencia estimativa; pero cuando una demanda es 
declarada infundada, el juzgador ha valorado que esta carece de fundamento 
legal y, por ende, se establece que nunca existió afectación de derecho alguno; 
y es justamente dicha valoración la que evidenciaría que el sistema jurisdiccio- 
nal del Estado, permite sin decirlo de manera directa, la posibilidad de que se 
inicien procesos judiciales únicamente por la percepción del conflicto en una 
de las partes, vale decir, que dicha parte ha puesto a consideración del órgano 
jurisdiccional su visión del conflicto, pero que al ser contrastada con la seali- 
dad evidencia que el conflicto nunca existió para el derecho y en todo caso el 
conflicto se quedó en la esfera personal de la parte (intrapersonal) y esta plan- 
teó en la realidad su demanda sobre la base de un conflicto interno y en el 
mejor de los casos sobre la base de un porencial conflicto. 


4.2. ¿Cuál es el papel de las garantías reales? 


Las figuras de las garantías reales han surgido a partir de la desconfianza 
o, si se quiere decir en otro sentido, para garantizar las relaciones jurídicas 
entre dos partes y solventar cualquier perjuicio que necesitare ser cubierto a 
favor de una de ellas; y siendo ello así, esta figura supone la obligación de 
cumplimiento futuro a partir de visualizar potenciales conflictos y no para 
garantizar conflictos reales. 


En ese sentido, es evidente entonces que tanto el sistema de administra- 
ción de justicia como el propio derecho sustantivo prevén el uso la utilización 
de mecanismos de protección y/o defensa de los ciudadanos ante conflictos 
potenciales y no únicamente para conflictos reales, 


Recordemos que la finalidad de las garantías reales —ya sea prenda o 
hipoteca— es precisamente garantizar el cumplimiento de una obligación, 
y ante un eventual incumplimiento es la ejecución de la garantía otorgada 
la sanción que se impone, aunque recordemos que no siempre se va a eje- 
curar, siendo la morivación de su constitución la previsión de garantizar el 
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cumplimiento de una obligación en caso de presentarse un hipotético incum- 
plimiento, en vía de prevención, 


VI. POSICIÓN DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 


La Dirección de Conciliación Extrajudicial y Medios Alternativos de 
Resolución de Conflictos del Ministerio de Justicia emirió el Oficio Circular 
N* 01-2010-JUS/DNJ-DCMA de fecha 20 de diciembre de 2010, en el cual 
recomienda a los operadores del sistema conciliatorio (vale decir, a los conci- 
liadores extrajudiciales y a los centros de conciliación extrajudicial) tomar en 
cuenta y verificar previamente en las materias conciliables de libre disposición 
y en temas de familia sobre alimentos, tenencia y régimen de visitas de niños 
niñas y adolescentes (bajo apercibimiento de iniciarles un procedimiento san= 
cionador) lo siguiente: 


-  Quesolo se reciban y tramiten solicieudes de conciliación en los casos 
que exista un conflicto de intereses pendiente, debidamente acredi- 
tado mediante documentos relacionados con el conflicto de intereses. 


- Que el conflicto no haya sido previamente resuelto antes de acudir a 
un centro de conciliación 


- No existan acuerdos previos ante notarias o en forma privada utili 
zando al sistema conciliatorio para su formalización. 


- Las partes sean titulares del objero de la conciliación (deben observar 
La legitimidad, la debida representación y la capacidad); así como, las 
facultades para disponer del derecho mareria de conciliación”. 

- — Arribar acuerdos que no sean contrarios a las leyes que interesan al 
ordea público y buenas costumbres, 


- — Cumplir con la exigencia de la existencia y presencia de partes en la 
audiencia conciliatoria (solicitante e invitado) de conformidad con el 
artículo 15 y 24 del Reglamento de la Ley de Conciliación. 


De manera similar, existe una disposición contenida en los Lineamientos 
para la correcta prestación del servicio de conciliación extrajudicial (aprobados por 
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Resolución Directoral N* 069-2016JUS/DGDP) que establece expresamente 
que en caso de contratos verbales, en donde no existe documento rela- 
cionado con el conflicto, se debe anexar a la solicitud de conciliación, el 
requerimiento realizado al invitado para el cumplimiento de la obligación. 


Es decir, al margen de que resulte discutible que dichos inserumentos 
scan vinculantes para los operadores del sistema conciliatorio al no estar 
contenido en norma jurídica alguna que haya sido debidamente divulgada 
mediante su publicación en el diario oficial, el ente rector de la conciliación 
extrajudicial en el Perú condena a que esta sea empleada únicamente como 
mecanismo de resolución de conflictos, entendiendo al conflicto como toda 
situación de controversia que se encuentra exteriorizada en la realidad, y por 
lo mismo exigiendo —con un criterio procesalista— que se acredite indubi- 
rablemente al centro de conciliación que el conflicto ya se encuentre mare- 
rializado en la realidad y además respaldado por documentación referente 
a aquel, olvidando que la naturaleza de algunas controversias hace impos 
ble cumplir con esta exigencia (como ocurre en las obligaciones verbales por 
citar un ejemplo). 


Especulemos un poco. Este oficio podría sugerimos que la presunción 
del ente rector de la conciliación será la de advertir un comportamiento de 
las partes conciliantes motivado por una constante mala /o, que podría leerse 
entre líneas de la siguiente manera: si no se acredita el conflicto de manera 
previa mediante la presentación de documentos relacionados con el conflicto, 
entonces el acuerdo conciliatorio al que pudiera arribarse será producto de 
la colusión y contubernio de las partes conciliantes con el objeco de evadir 
acreencias y perjudicar derechos de terceros mediante los actos de disposición 
unilaterales o bilaterales propios de la conciliación”, lo que a su vez demues- 
tra que existe una vulneración del principio de buena fe%% regulado en la Ley 
de Conciliación y su Reglamento. 


(23). Este presunción sobre la mala fede las partes concliaes la encontramos en diversos atícuos del Regla 
o de la Loy de Conelizción;saf toncmos, poe cjempl, el acuículo 12 mameral 7 quo xigo que codo 
soliciud de conciliación sobre alimentos debe indicar si exsten orras personas cun derecho alimemario 
in de preservar los principios le buena fe y legalidad de la conciliación, algo que, paradójicamente, no 
se exige en e respectivo proceso judicial por alimentos, Por su parte e articulo 15 ¿five del Reglamento 
señala que, en caso el acuerdo al que pudieran seribar Ins pares afocto el derecha de terceros, para conri 
nar la mudiencia de coiliación estos deberán ser cirados e incorporsdos al precedimienco conciliar, y 
caso los rerseros pesar de star válidamense moriicados no asisten ula auciencia convoceda, las partes 
podrán llegar a acuerdos sabre las marerias que Snicamerte les afecte a ellos. En esca misma línea de pen- 
“amiento so encuentra la parte final del lireal c) del aciculo 2 del Reglamento al hablar de una posible 
ula dede alguno de os conciiames 

(24). Reglamento de lay de Conciliación. Decrero Supremo N* 014-2008-JUS: 

"Artícala 2- Pencipica de la Conclisción «De confarmidad cor lo dispuesto en el aétculo 2 de la Ley los 
que sige la Conciliación se sajeran lo siguien, (-) 
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Además, si cabe la analogía, esta percepción de restringir el empleo de la 
conciliación únicamente como un mecanismo de resolución de conflictos exte- 
siorizados será como el bombero que llega cuando el incendio devora y con- 
sume un edificio, impidiéndoscle realizar labores de prevención que resulta 
rían más beneficiosas a nivel social. 


Consideremos algunas ideas. Por un lado, si la exigencia es presentar 
copias simples de documentos relacionados con el conflicto, estos documentos 
podrían ser falsificados o creados por las partes en casos en los que, motivados 
por una mala fe, decidieran ampararse en el acuerdo conciliatorio para evadir 
acreencias o incumplir obligaciones. En este sentido, la exigencia de adjuntar 
copias simples de documentos relacionados con el conflicto resultaría mera- 
mente formal. 


Por otro lado, como hemos visto, no siempre todo conflicto se exterioriza 
en la realidad, puesto que puede ser entendido como una limitada colisión 
de intereses que perfectamente puede ser resuelta por las partes intervinien- 
tes en aquella mediante la armonización de las diferencias sin necesidad de 
que se exteriorice. O, simplemente, hay acuerdos previos que necesitan de un 
amparo legal más eficiente y por eso buscan formalizarse mediante la suscrip- 
ción de un acuerdo conciliatorio, el mismo que tiene la ventaja de ser ejecuta- 
ble, a diferencia de las convenciones particulares que para llegar a ello deben 
ser probadas previamente en un proceso de naturaleza cognitiva lo que signi- 
fica a su vez judicializar la controversia con el consabido coste económico, de 
tiempo y emocional para los litigantes. 


"VI. CONCLUSIONES 


Considerando la naturaleza del conflicto, en algunos casos aquel no llega 
a extenorizarse en la realidad al operar la armonización de las diferencias, 
lo que supone disminuir la tensión acumulada entre las pares en conflicto, 
siendo que esta actividad supone perfecramente labores de prevención. Y la 
prevención y la resolución no son labores que se excluyan, puesto que ambas 
tienen como finalidad solucionar conflictos (exteriorizados o 10). 


+) Principio de buena le- La buena fe se entiende como la necesidad que las partes procedan 
de manera honesta y leal, confiando en que esa será la conducta a seguir en el procedimiento 
Cusado el Cunciliados cea duda dela viabilidad de un acuerdo, tie conoxinienco o al mevaos un di 
io de que escá basado cn información falsa o de mala fo, deberá recomendar a los concilanees que se 
apoyen en experos de la materia relacionada con dicho acuerdo antes de Analizarlo, cuidardo que ral 
intervención no perjudique y entorpesca el procedimiento de conciliación , en qu exo, a alguno de los 


«onciliaces (y (el resaltado es nuestro). 
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En muchos, casos son las propias partes involucradas en una relación jurí- 
dica bilateral las que consideran emplear mecanismos que les proporcionen 
seguridad de cumplimiento de las obligaciones asumidas entre ellas en caso de 
un eventual incumplimiento, como una manera de prevención, Si el ordena- 
miento jurídico en su conjunto lo permite, entonces cuél sería la justificación 
de su exclusión por parte de la conciliación. 


En otros casos, hablamos de formalización de relaciones jurídicas 
mediante el empleo de instrumentos con mayor fuerza legal, lo que supone 
que se prefiere el hacer constar acuerdos verbales o que hayan sido plasmados 
en documentos privados en un acta de conciliación. Esto supone a su vez deci- 
dir someterse directamente a las reglas de un proceso de ejecución. No existi- 
ría justificación para impedir la formalización de los acuerdos que han resuelto 
de manera previa conflictos entre partes enfrentadas. 


La conciliación extrajudicial debe ser entendida con una dinámica distinta 
a la del proceso judicial. En tanto instirución que persigue la resolución de los 
distintos tipos de confliceos que sé presentan en la sociedad, no podemos con- 
denarla al sometimiento a exigencias rígidas y formales que se exigen y sí se 
justifican en un proceso judicial en donde las garantías mínimas derivadas de 
un debido proceso significan probar hechos al juzgador a fin que este decida el 
fondo de la controversia. En la conciliación son las partes -y no el tercero- el 
que decide resolviendo el conflicto, y con pruebas o no, son las partes las que 
deciden resolver su conflicto sí es que verdaderamente lo descan 


Complementando lo anterior, debemos consideras que el objetivo de la 
conciliación es poner paz entre las partes en conilicto y no debe interesar si es 
un conflicto exteriorizado o no, o si se puede acreditar su existencia O no, pues 
lo que importa es que basta que para una de las partes se perciba que existe 
una situación de conflicto y exprese deseos de querer revertir esa sicuación 
para considerar que es un caso perfectamente conciliable, Será entonces fun- 
ción primordial del conciliador crear el espacio de diálogo que permita escu- 
char a las partes y tratar de restablecer la relación comunicacional encre las 
partes como presupuesto básico para iniciar el diálogo que permita llegar a 
una solución consensuada que sea resultado de la coincidencia de voluntad de 
ellas. O como decia Lao “Tse: "Por qué discutir, vale más escuchar”. 


CAPÍTULO 
nu 


EVOLUCIÓN HISTÓRICA 
Y NORMATIVA 
DE LA CONCILIACIÓN 
EN EL PERÚ 


CAPÍTULO 
II 


EVOLUCIÓN HISTÓRICA Y NORMATIVA 
DE LA CONCILIACIÓN EN EL PERÚ*> 


más grande lección de la historia es que nadie 
es de la historia”. 


Aldous Huxley. 


L DELIMITACIÓN CONCI 


AUR omo institución juridica, el rérmino alude 


a Cual 


Independientemente, de esca distinción considera- 
mos necesario realizar una retrospectiva a fin de revisar la evolución hiscórica, 
así como el diverso tratamiento normativo que recibió esta institución jurí- 
dica en el Perú, con la única finalidad de comprobar que no es una instieución 
tan novedosa como aparenta, sino que, por el contrario, es una instirución de 
antigua dara, pero que, dependiendo de la época y el contexto, su regulación 
no llegó a ser tan eficiente convirtiéndola en insuficiente para cumplir con la 
finalidad prevista en el cuerpo legal que la contenía. 


Este análisis histórico resulta pertinente en la medida que con 


mativo actual con los intentos normativos previos, a fin de tratar de encon- 
trar los aciertos y vacíos que nos permitan no repetir los errores del pasado 


(05), Parte del presente tema fue elaborado con la colaboración de ln Sres, Diana Guix Abarca. abogada egre- 
ola dele Paca de Derecho dle Univessidad Aria del Coxco, 
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El tema de la justicia conciliatoría es uno de los más trascendentes del 
mundo moderno, dentro de la problemática más general de la justicia, de las 
formas de acceso a la misma y a la búsqueda de fórmulas alternativas de solu- 
ción de conflictos. Esto no significa que esta forma de justicia sea novedosa o 
de reciente creación sino que, por el contrario, y como ya se ha afirmado, es 
muy antigua y lo que se ha hecho es revalorizarla?%, Intentar una conciliación 
entre las partes, contando para tal efecto con la participación y asistencia de 
un tercero que puede actuar como simple mediador o conciliador, representa 
una de sus formas más antiguas que se puede apreciar hasta hoy en día en 
algunas comunidades en estado primitivo. Es más, esta función, generalmente 
como etapa previa al proceso, ha sido confiada en muchas legislaciones proce- 
sales a los juzgados de categoría más baja en la escala, pero que sc encuentran 
más cerca de la población (juzgados municipales, jueces de paz, etc.) muchas 
veces asistidos por gente del pueblo con cierto ascendiente entre los litigantes 
dos llamados hombres buenos)” 


H. ETIMOLOGÍA Y DEFINICIÓN 


A la polar conciliación ES de las peas Jaci 


a su vez, el verbo “conciliar” proviene del verbo latín “conciliare”, que implica 
componer o ajustar los ánimos de los que estaban contrapuestos, avenir sus 
voluntades, ponerlos en paz. Como bien señala Eduardo J. Couture, tanto el 
verbo “conciliar” como las palabras latinas “concilio” y “conciliare” derivan 
de concilizan que significaba asamblea o reunión, y que en la ancigua Roma 
se utilizaba para denominar a una asamblea en general, y en particular a una 
asamblea de la plebe, donde se reunía la gente para cerrar negocios, resolver 


(26) Anrgramente los arentenses daban fuerza de ky a las trarsacciones que celebraban los llamados juicio, 
y artes de comparecer en él; y los romanos rralacars a las Leyes de las Doce Tablas estas disposiciones, 
al puo que edificaron el Trplo de la Concordia mo lejos del Foro y, según testimonio de Sueronia, (-.) sé 
alzó nl Foro una coloma de miel de Namnidia, de una sola piza y de más de veinte pies de aloura, 
con esca inscripción: Al padre de la parra, y por largo rlempo fur coseimbre ofrecer sacrificios al pie de 
cel, hacer voros y terminar ciertas dierencias jurando por el nombre de César”. Ver Julio César, LAXXV. 
Ens SUETONIO, Cayo. Vidas dels des Ciro, WM. Jaccson Edirores Buenos Aires, 1950, p. 53. 

(27) Por ejemplo, La anteror legsleción española, con un procedimuento obligatorio ante ¡uez dstiao al que 
conocerá el pleito, menciona que cada parte se presenta a la diligencia con su “hombre bueno”, dando a 
esta reglumentación mn cerco sabor ala insiración del jurado, Por su pare, los franceses consideraron ala 
conciliación obligaroria artes del juicio, ro la redime de la /órmula de los “hombres buenos”, exigiendo 
quese intente an el juez que congcesa de la comroversan Ver: MERINO REYNA, José. "Conalliación y 
Allanamiento". En: Reza Persana de Jorisprudecia, Panenciar y Dbcre hl Fra par el estadio del Prosa 
de Códice de Precalomiento Civil. Ediroriol Revise de Jurisprudencia Peruana S.A, Año VIL, Lara, 31 de 
Agisto de 1949, p. 209. 
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diferendos, exc. razón por la que el verbo conciliar: que originalmente signifi- 
caba “asistir al concilio” tomó las diversas acepciones correspondientes a estas 
actividades”, 


% igual forma en el idioma francés encontramos el término “conci- 
liarion”, en italiano es conciliazione y cn portugués canciliageo, términos todos 
que derivan de la misma raíz latina. 


En cuanto a las definiciones de lo que se entiende por conciliación, estas 
han variado según la época y el contexto desde los cuales se ha intentado 
ensayar una definición completa; así, gramaticalmente, podemos definir a la 
conciliación como la conveniencia o semejanza de una cosa con otra, así como 
la avenencia de ánimos que se encontraban opuestos entre sí. Por su parte, el 


diccionario de la Real Academia de la tene define a la conciliación como 


en la avenencia de ánimos de las partes que se encuentran inmersas en un 
conflicto. 


Iván Ormachea menciona que, para evicar confusiones al momento 
de utilizar el vocablo conciliación, debemos precisar las dos acepciones que 


guarda el término. oa el uso de CREA 
dirigido por un conciliador o un 
juez; la segunda acepción está vinculada a la noción de resultado o acto de 
GARRO D: mc que comaros on cod 
lación en cuanto al procedimiento (actividad) y en lo relativo al resultado o 
acuerdo (la llamada finalidad)”, 


Cabanellas define a la conciliación como un acto que constituye tun ave! 


miento entre partes discordes, 
Este autor incorpora un elemento 


(28) Eduardo]. COUTURE, Vicabadaro arídic, Es. Depalraa, Buenos Aires, 1976, 159. 

(291. ORMACHEA CHOQUE, Irán y SOLÍS VARGAS, Rocio, Rv > Jabilidads dela conilición 03 el rá 
Primo csudr crei. Propuestas de poli  Imaomient de ae. Cusdsmos de Deba Judicial, Vol. 
Consejo de Coordinación Jucicial, Lima, 1998, p. 48 

(650) Citado por ZEGARRA ESCALANTE, Hiimer. Form: Alernativar de condón an pricen sich, 28 edición 
isctcalzado, Marsol Perí eicses, Lim, 1999, p. 204 


ES 


E, Mastín Pinedo Aubián/La conciliación extrajudicial 


adicional a la definición anterior, en el sentido de que admite la existencia de 
renuncias por parte de los implicados en el conflicto, ya sea de manera recl- 
proca o solamente por parte de uno de cllos. 


“Feliciano Almeida señala un concepto vertido por Miguel y Romero 


juien afirma que 


'o por 
tando la entrada en juicio o preparándolo en el caso de que no se llegue a 
un acuerdo. Según estas definiciones la función de conciliar corresponde al 
juez de paz, en tanto es representante de la autoridad estatal, quien intentará 
que no se llegue a juicio, convirtiendo u la conciliación en un acto previo al 
proceso. 


e ilustre A Lal 


concepto de conciliación dos elementos novedosos; el primero consiste en que 
no solo se pueden hacer renuncias, sino que existe la posibilidad de efecruar 
allanamientos y transacciones a fin de llegar a un acuerdo; el segundo, nos 
introduce a una clasificación del acto de conciliación dependiendo de la sede 
donde se realice, así, si esta evita un litigio pendiente estaremos hablando de 
la conciliación intraproceso, pero si evita un litigio eventual, entonces nos 
estamos refiricado de una conciliación preprocesal o extraprocesal, la que se 
encuentra fuera del ámbito del proceso civil. 


Montero Aroca señala que la conciliación es la comparecencia, obli- 
garoria o facultativa de las partes ante una autoridad estaral para que én su 
presencia cracen de solucionar amistosamente el conflicto de intereses que 


DE VICENTE Y CARAVANTES, JoaS. Tirado bigócño, cii luli de la prcadimictas judicial en 
Mere vil sg La Ley de Ejuccámorm, Torno Permcro, Imprenta de Grao y Mot Esients, Madrid, 
1836, p. 447, 

(62) ALMEIDA PEÑA, Felicino, La ciación la Adeinitración de Juicio, Marzcl Perú Editores, Trujillo, 
1997, p, 2 

(93) Obictp. 159, 

G). Giado por LEDESMA NARVÁEZ, Marianella La nmición. Temas del Proceso Civil, Toro |, dlonal 
Legrinan ima, 1996, 45. 


da 
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las separa, regulada por el ordenamiento jurídico que atribuye determinados 
efectos jurídicos a lo en ella convenido. Debemos asumir que esta definición 
hace referencia únicamente a la conciliación ejercida por cl juca —autoridad 
estatal — comparecencia que puede ser obligatoria o no por mandato de la ley, 
y que se desarrolla al interior de un proceso civil. 


Ensayando una definición 


. Esta definición es más completa que 
las anteriores si se tiene en cuenca que hace alusión a la posibilidad de que 
scan más de dos las partes en conflicto, además de mencionar el hecho de que 
el arreglo puede cfecruarse con o sin renuncia de derechos; pero el elemento 
más importante radica en la mención que se hace del tercero —el conciliador 
y la función que cumple dentro del proceso conciliatorio, así como la facultad 
de proponer fórmulas de solución. 


El profesor trajillam 


. El elemento que incorpora 
este autor es el carácter voluntario de la conciliación, que no es otra cosa que 
la exteriorización de la autonomía de la voluntad de los individuos, y el querer 
conciliar como característica subjetiva de las partes en conflicto que se some- 
ten a conciliación, quienes solo podrán conciliar derechos disponibles. 


“Como colofón de todo lo dicho, e intentando elaborar una definición que 


alber; 


(95) ZEGARRA ESCALANTE, Hilmer. Ob, cie, 
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111. ANTECEDENTES Y EVOLUCIÓN HISTÓRICA 


El origen de la conciliación se encuentra en el le- 


Posteriormente, estos consejos y persuasiones apoyados en el respeto de 
la ancianidad, en la influencia de los vínculos de sangre y en los afectos de la 
amistad, se vieron en la necesidad de rener fuerza de ley mediante la afirma- 
ción por parte de la autoridad judicial que ya obraba como medio de resolu- 
ción de conilictos impuesto por la sociedad. Así, los hebreos apelaban a medios 
conciliztorios antes de ir a juicio siendo estos acuerdos plenamente válidos. De 
igual forma en la antigua Grecia los sesmótotas eran magistrados que entre sus 
funciones daban fuerza de ley a las conciliaciones que se celebraban antes de ir 
a juicio por los llamados a comparecer en él. En la antigua Roma, la Ley de las 
XI Tablas prescribía a los magistrados que aprobaran el convenio que hubie- 
ran hecho los litigances al dirigirse a su tribunal, toda vez que era costumbre 
intentar la conciliación previa a la accuación de los pretores mediante convenio 
o con la participación de amigables componedores para evitar litigios mediante 
medios conciliazorios. 


eriormente, 
escribe la necesidad de arribar a una conciliación preliminar a todo juicio 
ya que la jurisdicción de la iglesia consistía no tanto en hacer litigar ante ella, 


¿Guanto en impedir que se litigara, 


(36). Era Hlsofincorá convenida cn el Canon 1446 del Cóxgo de Derecho Canórico -Gódor de 1983- en los 
gulentes crios. 
€.) 1446 $ 1, odos los fieles y en primer lagar los Obispos, pan de procurar con diligencia que, sin 
perjuicio de la jusicia, e even en lo posible lo Iriios en el pueblo de Dios 5 he arreglen pacíficamente 
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a act o 
evitarse siempre —con cal que sea posible, 

bien en su propio inicio, o bien interrumpicado su curso por la conciliación de 

las partes en conflicto, cuya obtención es un deber no secundario del juez”. 


Este ejemplo de arajar la posibilidad de iniciar un juicio mediante exhor- 
taciones judiciales prosperó en Europa a lo largo de los siglos XVIII y XIX. 
Así, en Prusia se erige la figura del juez mediador que es escogido de entre 
los mismos miembros del tribunal que ha de ver el juicio, lo que hace alusión 
a la conciliación intra proceso; de igual manera el Reino de los Países Bajos 
estableció en su Código de Procedimientos que el tribunal podrá en todos los 
casos y cualquiera fuere el escado del proceso, mandar a las partes a que com- 
parezcan en persona ante él para el efecto de conciliarse; de manera similar, 
una disposición legal de Ginebra preveía que los jueces exhorten a las partes 
en el primer día del pleito a terminar sus diferencias por medios amigables y 
por la intervención de sus parientes. 


sancionadas por el Rey Carlos IV en 1802, se prevenían a los Comandan- 
tes de Marina que trataran de avenir a las partes en presencia de su asesor 


32. Al comenzar el liigio, yen cualquier tro momenso, sempae que abriguc alguns esperasa de éso, 
el juez mo dejará de exhortar y ayudar las paris, pura que procuen de común acuerdo buscar 
Scllxióncquicativa de e conesvesa, y o nda ls medios oportunos para lograr ct a, securrendo 
inciso a personas seras como medidoras (Y 

(67) A MARZOA, J. MIRAS Y R RODRÍGUEZ.OCANA. Comenta veto al Gádggo de Demo Canino. 
Iracruro Marín e Apu, Feculrad de Derecho Canánico de la Universidad de Nuvarr. Volume 
VÍ, Segunda clcin, Ediciaes Universidad de Navarra, Pamplona, 1992, p, 918. 

(58) Ordenanza de Bilbao. Capíulo 7, N? 6; “Siempre que cualquier persona paredere en el Consulado de 
Camercia mo sele admiten mi puedan admice demandas ni peticiones alganas por esrito sane tocas 
usas l prior y cónsules hagan parece aux salas parcs, s buenamcne pudiesen ses Jabias, y ojéndo- 
las vebalente as acciones y excepOones, procurain atajar ore els el plc y dierncia que tuviere 
«con a mayor brevedad; y no pahéncolo corsegui, es acimiran so pericos por ec” 

(39) Testruccón de Comic. Capialo : "Lor jue» ciarán cn cuanco pueelan los ple», procurando 
que las partes se compongas aiosamente, ecusando procesos codo lo que o sen rave, sempre 
ue pueda verifica sin pesudicn ls derechos legítimas delas parres, pra lo cual e valdrá dela per- 
“uacón y de ecos los medios que les dicte ms prudencia, haciéndolos vr el irerés que a cl mismas 
des sala y lo perjuicio y dispendi inspaabls de los lion mum cuado ganen". 
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y escribano, debiendo hacerlo constar en autos, y no debiendo dar sin esta 
«ircunscancia curso a segundo pedimento sobre negocios transigibles, bajo su 
responsabilidad. 


En todos los casos mencionados, se designaba conciliador al mismo juez 
que debía juzgar la controversia, pero esta no cra la única opción en ese 
entonces, ya que existía la posibilidad de nombrar un juez conciliador inde- 
pendicntemente del que debía decidir cn un juicio posterior, motivado esto en 
el cuestionamiento que se hacía al anterior sistema principalmente en el sen- 
tido de que al recaer en la misma persona las funciones de conciliador y de no 
prosperar esta, la de juez, se vería afectada de alguna manera la imparcialidad 
del juez, razón por la que este sistema cayó en descrédito y la tendencia pos- 
terior fue nombrar jueces especiales para este objero; así, por Ley del 24 de 
agosto de 1790 la Asamblea Constituyente francesa prescribió que sin hacer 
constar que se había intentado el medio de la conciliación no se entablaría 
pleito alguno, designando a los alcaldes como autoridades especiales para ejer- 
cer el cargo de conciliadores. 


A su vez, esca disposición fue adoptada por el Código de Procedimientos 
Civiles de Napolcón en 1806, que conservó esca institución como obligato- 
ria. Este precepto fue recogido en la Constitución de Cádiz de 1812, regulán- 
dose por primera vez de manera constitucional a la conciliación. Finalmente, 
el Código de Comercio español de 1829 creó la figura del juez avenidor para 
conciliar a las partes en sus controversias sobre acros mercantiles. 


TV. EVOLUCIÓN NORMATIVA DE LA CONCILIACIÓN EN ELPERÚ 


1. Regulación a nivel constitucional 


1.1. La Constitución de Cádiz de 1812 


Los antecedentes históricos de la insricución de la conciliación extrajudi- 
cial en el Perú, en tanto que comenzó a gozar de autonomía política respecto 
de España, 


Así, el artículo 282 señalaba: 


“e oñcio de conciliar, y el que tenga que demandar por negocios civiles o 


as, deberá presentarse a 
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con esta decisión extrajudici: 


Si bien es cierto esta Conseitución nunca llegó a tener vigencia plena para 
nuestro país aunque era aplicable al Perú en su condición de Colonia espa- 


ñola en América, 


1.2. Constitución Política del Perú de 1823 


Posteriormente, en los inicios de la República se dictó la Consticución 
Política de la República Peruana sancionada por el Primer Congreso Consti- 
tuyente el 12 de noviembre de 1823 


prescribía 


Debe notarse como sellos más notorios de 
la conciliación el carácter obligatorio y previo a todo proceso civil, así como el 
establecimiento de los jueces de Paz. 


Para ser alcalde se exigía ser vecino del lugar por lo menos diez años 
antes de la postulación, en un afín de garantizar un mínimo de elementos 
comunes entre él y los pobladores de su jurisdicción, favoreciendo la comu- 
nicación entre ellos. Otros requisitos para ser elector, y por lo tanto para ser 
elegible como alcalde, eran ser ciudadano, es decir, tener propiedades y/o pro- 
bar determinados niveles de ingreso o renta, determinando que dicho cargo 
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recayera siempre en algunos de los miembros del grupo de poder local, ya que 
la gran mayoría de la población era excluida del proceso de elecciones por no 
scunir los requisitos mencionados para ser ciudadanos ya que solo el poder 
económico gerantizaba participación cn el reparto del poder político'9, 


13. Constitución Pola 4 Perú de1826 


La Constitución de 1826 contempló esta institución en el capítulo V, de 
la Administración de Justicia, cuyo artículo. 112 señalaba DA perder 


jiere importancia 

-omo condición 
previa al desarrollo de los procesos en otras instancias, dándose importancia a 
la aplicación de la lógica cotidiana antes que la lógica formal para la solución 
de conflicios'”. 


Como se puede apreciar, esta Constitu- 
ción extendió el ámbito de acción de la conciliación mo solo a los procesos ci 
les, sino que podía intentarse esta en los procesos criminales sobre injurias, sin 
cuyo requisito no podría acudirse al órgano jurisdiccional competente. Final- 
mente, se excluían del ámbito de la conciliación a las acciones fiscales, según 
se desprende del artículo 114 de la Constitución bajo comentario. 


Promoviendo el acceso de la población a la justicia de paz, se estableció 
la obligación de nombrar a un juez de paz en los poblados pequeños, aunque 
solo tuyiese cien personas; en los poblados medianos se determinaba la exis- 
rencia de ua juez por cada doscienras personas, y en los poblados grandes, 


uno por cada quinientas. 


(40) LOLL, Silvia, “El uceso a la jutica y la juscici de pue enel Peru”, En; Pudor Julia! Ars la jasició 
tcs Téeica de Proyectos e Conpeación Inercia del Pues Judici, 1 in, Lama, 1997, 
p: 

un 


0 985. 
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1.4, Constitución Política del Perú de 1828 


La Constitución de 1828 


posteriores constituciones de 1836 y 1839 asignan a los jueces de paz com- 
petencia solo para los procesos de menor cuantía, obviando toda referencia 
a procesos de conciliación previa, aunque esta potestad conciliatoria aparece 
en los reglamentos para jueces de paz de 1834 y 1839. En efecto, mediante 
Decrero del 16 de noviembre de 1838, se derogó el Reglamento de Tribu- 
nales de 1834, así como las leyes referidas a la justicia de paz, dejándose sin 
efecto la disposición que adscribía estos juzgados a las juntas municipales, 
señalándose que los nuevos jueces serían nombrados por el gobierno, de una 
terna elaborada por el prefecto —en el caso de Lima- o los subprefectos —ca las 
provincias-. 


así como su competencia para instruir juicios sumarios en 


:ces de primera instancia, siemp 


- a ser un espacio de refe 
rencia que hace posible su supervivencia, debido esto a la disolución de los 
municipios en 1836. 
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ruz, en ese enconces Presidente de Boli- 
vía y convertido luego en Prorector de Bolivia y los Estados Sud-Peruano y 
Nor-Peruano —lo que se vino a conocer como Confederación Peruano-Boli- 


viana—, pasó a regir desde el primero de noviembre de 1836 para el Estado 
Nor-Peruano, estando vigente desde antes en el Estado Sud-Peruano, y que 
fue conocido también como Código de Santa Cruz. 


En este cuerpo legal, la conciliación fue concebida como un acto previo 
a la interposición de la demanda ante un juez de letras. Se iniciaba el proce- 
dimiento ante el juez de paz del domicilio del demandado, pudiéndose rea 
lizar la petición de mancra verbal cualquier día incluyendo los días feriados. 
El juez de paz invitaba a comparecer de manera obligaroria ya sea en per- 
sona o mediante apoderado instruido. El juez tenía que proponer algún aco- 
modamiento prudente de transacción y de equidad, bajo pena de mulidad, y si 
las partes manifestaban su conformidad con este acomodamiento terminaba la 
demanda. 


Si la parte citada no asistía se le citaba para una segunda oportunidad 
bajo apercibimiento de multa, y sí persistía la inasistencia entonces se daba 
por concluido el procedimiento, ororgando al demandante la certificación de 
haberse intentado el acto conciliatorio y como 10 hubo resultado por culpa 
del demandado se le aplicaba a este una multa, y si la inasistencia era del 
demandante, entonces a este se le aplicaba la multa; pero si la inasistencia era 
de ambas, se tenía por no intentada la conciliación y no se imponía multa y 
podría citarse de nuevo si se volvía a solicitar la conciliación. 


Otra disposición muy interesante del mismo Código bajo comentario 
mencionaba que, transcurrido un año de haberse verificado el juicio de con- 
ciliación en que no hubo avenimiento de partes y no se hubiere interpuesto la 
demanda, era necesario un nuevo juicio de conciliación para poder interponer 
la demanda, lo que supone la caducidad de la constancia que se expedía en el 
mencionado plazo. 
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Por otro lado, este requisito previo de intentar la conciliación no era exi- 
gido para los casos de acciones sobre concurso de acreedores, concurso a cape- 
llanías, interdictos de poscsión, de obra nueva, reconocimiento de documen- 
tos, retracto, formación de inventarios y partición de herencia, u otros casos 
urgentes de igual naturaleza, 


2.2. Código de enjulciamientos en materia civil de 1852 


El Código de Enjuiciamientos en Materia Civil, promulgado el 19 de 
dici el presidente José Rufino Echénique, y vigente desde 
reguló la conciliación previa en la sección primera del 

Libro segundo, c 


igencia que debía practicarse antes de los juicios. Así, 
el título segundo traraba de manera exclusiva sobre la conciliación. 


El artículo 284 prescribía 


mo compe- 
tentes para conocer de conciliación los jueces de paz, en las causas de fuero 
común; y los que señalan las leyes especiales, en las causas de los demás fue- 
ros'*. Por otro lado, el artículo 287 señalaba de manera taxativa los casos en 
los que no procedía el llamado juicio de conciliación, a saber: 


1. En las causas criminales que deben seguirse de oficio'9; 


2. En los juicios verbales“; 


(13) Por clefiición contene en el amículo 279 del Código bajo eomentar, ls juicios civiles pocían server 
bale y escri. Vebrles po les quese siguer de palabra, ut los juetes de paz, escritos ls que se siguen 
por ecrico, au ls jueces competentes, Los artículos 1227 a 1239, cstablctan además que sl demanda 
dra sobre cantidad que mo excedicra de doscientos pesos el juicio sería verbal, debiendo resolve por. 
«el jues de páx, siendo la sentencia pronomciada impelablo vi ex que rcac sobre asuntos cuyo interés na 
tecla de vio peros. Por su pare, sl alado 1240 acñalba que cu la cuts vedenrias cuyo inerés no 
excaciera de quinientos pesas, sera interpuesta la demanda ante un juez de primer instancia, requirién= 
dose estos casos de conciliación. 

(43) Cír.Con los arrculos 298, 299 y 593 de este Código. Eso limo señala: "Es los cesos en que debo pruc- 
Gicase la conciliación ante l Juez de primero instancia según esc Código, se deerrará cn e escrito de 
«decana, que compreetcan la pares al eto concilio, señalándoseles dí y hora 

(44), En Jos juicios de sivorci regulados en el Código de Procedimientos bajo comentario, véss los arículs 
374 ("Con la concesación, resulcando mório bastante, se dechaará expedita la ación de divorcio; y se 
andará ctur a los cónpuges, señalandoles ía y hora para que comperezcan en su juzgado al acto de 
«conállación”) y 380 (“en los juicios de divorcio no se puede pronuncia sentencia sin nuevo comparendo 
paro conciliar alos cónyuges". 

(45) Como excepción a eva disposición tenemos el urícula 132 cel Código de Enfuiciaientos Peuales se 
determinaba la precedencia de la oncilción en os ic por querdls sobre injurias verbales o por 
servo que no sc impreso. 

(46) Ver: Arcculo 279 (scbre definición de juicio verbal y escrio), así como 1227 al 1239 del código bujo 
comentario (sobe jicios verbal), Pero es necesaro peciar que si procedía la neliación en los ficos 
sercos de menor cuantía (Cfr Art, 1240), sabre diligencias prepararoias para el juicio de divorcio (Cfr 
lt. 374 4 380), y sobre jsi de iviids de comes comunes (a. 1068), 
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3. En las demandas en que tienen interés los menores y demás personas 
incapaces, el Estado, iglesias, monasterios, hospitales, universidades, 
colegios, escuclas de instrucción primaria y demás establecimientos 
públicos que no tengan libre administración de sus bienes; 


4. Enlos juicios sumarios de posesión; 
5. Eu las demandas de obra nueva o sobre edificios que amenaza ruina; 
6. En las demandas sobre bienes de los pueblos; 
7 


.. En las demandas contra ausentes, mientras la ausencia no está decla- 
rada judicialmente; 


8. En los juicios de concurso de acreedores; 
9. Enel reconocimiento de vales o pagareés (si); 


10. En la interposición de las demandas de rerracto; sín perjuicio de veri- 
ficarse la conciliación después de interpuesta la demanda; 


11. En los casos urgentes, pero si después hubiese que interponerse 
demanda que motive contención en juicio ordinario, la conciliación 
es indispensable, 


El artículo 288 versaba sobre los deberes de los jueces de conciliación, 
los cuales escaban obligados en primer lugar, a citar por medio de cédula a 
la parte demandada, si pudiese ser habida; debiendo esta rubricar la cédula, 
o hacerlo un testigo en su defecto. Si no pudiese ser habida, se le dejará una 
copia de la citación en poder de su esposa, hijos, criados o vecinos, poniéndose 
constancia de ello en la cédula, ante un testigo. No habiendo quien se encar- 
gue de entregar la copia, se fijará esta por mano del alguacil en la puerta del 
domicilio de la persona citada, firmando la diligencia el mismo alguacil con 
un testigo. En segundo lugar, a expresar en la cédula de citación, los nombres 
del denrandante y demandado, la cosa que se demanda, el día en que se libra 
la cédula, y el día y hora en que las partes deben comparecer según la distan- 
cia. El juez debe suscribir con firma entera la cédula de ciración, que se entre- 
gará al demandante o al alguacil, si aquel lo quiere, para los efecros del ante- 
rior inciso, Y, finalmente, en tercer lugar, a disponer que el demandante o el 
alguacil devuelvan las órdenes con la diligencia de citación 


Se señalaba, además, que debía transcurrir cuando menos un día de inter- 
medio entre la citación y la comparecencia, conforme al artículo 289. Si las 
parres comparecen a la conciliación, dispondrá el juez que el actor exponga 
de palabra su demanda sin permitir que sea redactada; oirá enseguida al 
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demandado, e impedirá que las partes se injurien o se interrampan cuando 
están hablando ante él (art, 290). 


El artículo 291 ororgaba a las partes la posibilidad de comparecer con 
mediadores. En este caso, el juez debía escuchar la exposición verbal del 
demandante y demandado y las propuestas de los mediadores, quienes no 
podían intentar orra cosa que procurar los medios de avenimiento entre las 
partes. El juez estaba habilitado a imponer silencio a los mediadores que se 
desvíen de este objeto. 


“Acto seguido, y vida la exposición de las partes y las indicaciones de los 
mediadores, en su caso, proponía el juez precisamente cuantos medios de ave- 
nimiento estén a su alcance para que las partes terminen amistosamente sus 
diferencias. Si convienen los interesados, procederá á redactar el convenio en 
términos claros y en el libro correspondiente, quedando concluida la demanda 
y transigido el pleito (art. 292). Caso contrario, si no convienen las partes, el 
juez redactará el acta, sin poner en ella mas que la constancia de haberlas oído 
sobre el objero del juicio que se iniciará sin alegación alguna; y de no haber 
resultado conciliación, á pesar de los medios que propuso en la discusión ver- 
bal (art. 293). 


El arrículo 294 señalaba que roda acta debía ser firmada por el juez, las 
partes y el escribano, o por dos tescigos a falca de este. Si alguna de las partes 
no quiere o no sabe escribis, se haría mención de esta circunstancia en el acto. 
Los jueces expedirán en el papel sellado correspondiente, y sin llevar derecho 
alguno, los certificados que pidieren las partes, quienes solamente pagarán 
dos reales por foja de a cincuenta renglones. 


A pesar de ser obligatoria la concurrencia a la audiencia de conciliación, 
el artículo 296 preveía la posibilidad de una eventual inasistencia de las par- 
tes a la audiencia de conciliación en el día señalado, el juez expedirá en el 
siguiente día el certificado de no haber concurrido y de haberse intentado en 
vano la conciliación. 


El artículo 300 establecía que los medios de avenimiento que proponía el 
juez de primera instancia en los actos de conciliación, no servirán de pretexto 
para recusarlo en el juicio principal que surja de no haberse llegado a acuerdo 
alguno, Finalmente, el artículo 301 especificaba que la falta de conciliación 
podía subsanarse en cualquier estado de la cuusa, sin que se anule lo actuado. 


La función conciliadora seguía siendo ejercida por los jueces de paz pero, 
debido a que los municipios no habían sido aún reínstaurados, en 1855 el pre- 
sidente Ramón Castilla emirió un decrero disponiendo que, transitoriamente, 
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los jueces de paz sean nombrados por los prefectos a propuesta de las cortes 
respectivas, con lo cual los jueces de paz se mantenían dentro de la estrucrura 
formal del Poder Judicial, pero en el nivel más bajo, En este scatido, la noción 
de revisabilidad de los fallos del juez de inferior jerarquía por parte del supe- 
rior sufrió distorsiones, ya que esta lógica no pudo ser aplicada a las soluciones 
obtenidas por acuerdo conciliatorio entre las partes, dado que la disconformi- 
dad de los involucrados suponía ausencia de solución, no existiendo así fallo 
alguno que revisar. Pero por otro lado, el juez de paz remonta su condición de 
inferior jerárquico en el ejercicio de su función conciliadora y de prevención ya 
que se le consideraba como una función distinta a la judicial, con suficientes 
elementos para resolver un litigio a través del uso del sentido común. 


Hasta 1912, pues, 


Si bien puede reconocerse cierta importancia e influencia social de la con- 
«iliación, por consiguiente, debiera ser uno de los actos que más debiera lla 
mar la atención de los legisladores y de los jueces, desgraciadamente esto no 
sucede entre nosorros, ya que la falta de habilidades en los jueces en lo que a 


CEN COMITÉ DE REFORMA PROCESAL. Esas de Meño de Clio e Prdimimo Cv, Cu 
torne Senna Co Ls, 191 pd 
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conciliaciones respecta y la insuficiencia de las diligencias que se practican, 
convirció en inúril una inscicución tan importante. Así, en el siglo XIX, el 
ilustre jurisconsulto nacional doctor Toribio Pacheco cra de la opinión de que 
"se borre de los Códigos ese requisito superfluo y embarazoso de la concilia- 
ción”, agregando: "Téngase presente que si un individuo está animado del 
deseo de evitar un pleito, no aguardará para ello la conciliación, y por mucho 
que se diga a favor de esta, nos parece que han de ser muy pocos, acaso nin= 
guno, los litigios que haya precavido 


Por el contrario, podemos afirmar, junto con De la Lama, que la concilia- 
ción tiene por objeto, precisamente, inocular ese deseo, en lo cual se esfuerza 
el juez que tiene a su cargo la conciliación; y es bien sabido que las diferen 
cias entre los hombres terminan con frecuencia, cuando hay quien los ponga 
en contacto y haga que se enciendan; si la conciliación no precave muchos li 
gios, culpa es de los legisladores y de los conciliadores, y no un defecto de la 
institución: lo que siendo bueno en sí adolece de imperfecciones, se reforma y 
no se destruye, 


AA este respecto dijo Dalloz: “verdaderamente es una idea feliz, seductora, 
y que podría ser fecunda en resultados sacisfacrorios, obligar a las partes desde 
«el origen de sus diferencias, y antes de poder hacerse subir a las puertas de la 
justicia, a presentarse ante un juez conciliador, que sin tener derecho de juz- 
gar el asunto que suscita la controversia, tiene la misión de inducir a las par- 
tes, por medio de consejos imparciales y de reflexiones desinteresadas, a con- 
ciliarse y transigir entre sí, haciéndose concesiones recíprocas y renunciando 
a su intención de promover el litigio. Ejercida esta insticución por hombres 
hábiles, y que infundieran respeto y estimación por sus luces y su probidad, 
podría prevenir multitud de litigios y de enemistades. Así que, desde luego 
seríamos sus defensores, si comprendiendo el legislador tode la importancia de 
la doble misión confiada a los jueces de paz, y las dificultades de una magi 
tratura que se ejerce sin asesores, exigiera que fueran elegidos entre los jueces 
del Tribunal de primera instancia más acreditados por el saber y la experien 
cia, y si realzara sus funciones. ya fuese asignándoles un sueldo digno y ele- 
vado, ya realzando su grado jerárquico que podría ser el mismo que el de pre- 
sidente de Tribunal'4%, 


El silencio respecto a la conciliación previa supuso una pérdida impor- 
tante para la justicia de paz, porque desde entonces se redujo a la escala más 


(48) Ver: DE LA LAMA, Miguel Antonio. Código de Exjaciamientu en Maseria Civil. Imprenta y Librería Gil 
Lima, 1894, p.437 


(49) Ibídea, p, 437 ya 
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baja del Poder Judicial, competente solo para conocer problemas de mínima 
cuantía, y que por Ley N* 4871 del 3 de enero de 1924, se estableció que la 
judicatura de paz de Lima fuera ejercida por letrados, haciéndose extensiva al 
Callao y a las capitales de departamento en setiembre del mismo año, con lo 
que se dividió a la justicia de paz en letrada y no letrada, la primera estrecha- 
mente vinculada al Poder Judicial a partir de su incorporación en una jerar- 
quía ligeramente superior y compartiendo con los demás jueces la caracterí 
tica de ser abogados; siendo que los jueces de paz no letrados se convierten en 
el nivel más bajo del Poder Judicial, ligándose a las clases más pobres, 


Será a partir de 1912 que, según lo manifestado por el artículo 103 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial que señalaba que “los jueces de primera ins- 
tancia están facultados para ordenar nn comparendo en cualquier estado del 
juicio y procurar por este medio la conciliación de las parces”, que la conc 
liación se vuelve procesal (dentro del proceso), facultativa (cuando la pedía 
el juez o las partes, lo que ya debía considerarse como una situación extraña 
dentro de la lógica procesal de entonces), ante el juez del litigio y, en cual- 
quier momento del proceso. Con criterio similar, fue regulada la concilia- 
ción en las posteriores leyes orgánicas del Poder Judicial de 1963%% y 199205, 
como una facultad del juez de la causa 


(50) Ley Orglnica del Poder Judicial de 1963 
"Arcalo 183.- Los jueces de Primera Instancia en lo Civil están fuculcados para ordenar un comparendo 
en cualquier exado del juicio y procurar por este medio la conciliación de las parres sobre todo el licigio 
o.cle no ser posible, sobre algunos puntos concretos del mísmo, i la conciliación ze reis en forma rocal 
sé sencard aca bndicando con pruusión el acuento a que lega las partes, Ses solo paruial, se inclcará 
vn el aca los pueces en que lis parte cscán de acuerdo y aquellos tros en que no esti conlormes y se 
¿lejan para la resolución judicial. Rarificadas los partes en el texto del act, con assteeca de su resperivo 
sbogado, procicerán a Grmuela y entonces los acuerdos que so haya concertado scráo exigibls on vía de 
ejecución de sentencia, forunándose cuaderno separado cuando la conciliación es sulo paria 

(51), Ley Orgánica cel Poder Judicial de 1992 
“Arucalo 185.- Son faculridos de lee magistrados 
1 Propiciar la cunciliación de las partes :ncdianue un compparendo cu cualquier estado del juicio Sila com- 

om se realiza cn forma total se siena ac indicando con precisión el acuerdo a que llegue las partos 

¡Sis solo parcial, e indica en el acta los puntos e los que la partes están de acuerdo y aquellos orros en 
queno carán conformes y que quedan pendientos para la resolución judicial, Rasifiacas las partos en el 
text del act, con asistencia de su respectivo abogado, proceden a firmita, en cuo caso los acuerdos que 
fs Puya omctada som eg a ide ecc de serena, omundo cosmo separado und 

la conciliación es solo parcial 
No es de aplicación era coles, cuendo la moruraleza del proceso na Jo permi”. 

(52) Conviene mencionar que cu los casos de alimentos, se escableció un sistema de obligatoriedad de llraz 
¿ábo la audiencia de conciliación al inceror del proceso respectivo, según se desprende de una lectura de 
los articulos 9 y 10 del Decreto Ley N' 20177, del 16 de ocmbre de 1973, referente a juicio de alimentos 
De la misma manera, le» artículos 9 y 10 del Decreto Legilaivo NO 128, de fecha 12 de juro de 1981, 
relacio al juicio sumario de Alimentos, En aunbos casos nos cecontramos anre uns audiencia obligatoria 
y dentro del proceso, Ver: Fívico RODRÍGUEZ DOMINGUEZ, “Ta Conciliación en el Derecho Procesal 
Civil Pemeno”, Ens Manel de Decio Prosa Ciel. 2 ecición aconlizada y aumentada, Grieg; Lima, 
1998, p. 430 y sa 
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cia 


2.4. Código Procesal Civil de 1993. 


A diferencia de su antecesor de 1912, el (y hasta antes de la _modificato- 


spectiva o en cualquier momento posterior del proceso, a 
pedido del juez o de las partes. 


Esta forma de conciliación llamada procesal está normada, básicamente, 


en dos partes del Código Procesal Civil, a saber: 


(53) Con la prom 


- La primera parte se remite a considerarla como una de las formas 
especiales de conclusión del proceso (junto con cl allanamiento y 
reconocimiento, la transacción judicial, el desistimiento —de la acción 
y de la pretensión y el abandono), y regulándola como tal en los 
artículos 323 al 329 que se encuentran en el Capítulo | sobre Con 
ciliación, Título IX, Formas Especiales de conclusión del proceso, 
Sección Tercera sobre Actividad Procesal, del Libro 1 sobre Justicia 
Civil», 


Por lo regulado en los artículos mencionados, las partes pueden con- 
cilias su conflicto de incereses en cualquier estado del proceso, siem- 
pre que no se haya expedido sentencia en segunda instancia, recu- 
rriendo para ello ante un centro de conciliación elegido por las 
partes, no obstante, si ambas partes lo solicitan, puede el juez con- 
vocarla en cualquier etapa del proceso, siendo que el juez no es pasi- 
ble de ser recusado por las manifestaciones que pudiera formular en 
la audiencia de conciliación. Por otro lado, solemente será aprobada 
la conciliación que trate sobre derechos disponibles siempre que el 
acuerdo se adecue a la naruraleza jurídica del desecho en litigio, con 
lo que se concluye el proceso con el mismo efecto de una sentencia 
en el sentido de tener autoridad de cosa juzgada, existiendo la posi- 
bilidad de realizar conciliaciones parciales, en cuyo caso se continuará 
el proceso respecto de las pretensiones o de las personas no afectadas. 


ién del Decrero Tegislrivo N* 1070 del 28 de junio de 2008, se derogaron losarríulos 
326 329 del Código Procesal Civ, a ha vez que se modificar los artículos 324 y 327 del mierro cuerpo. 
vo, transformando ula conciliación judicial cvemo ue acto faculeativo paca Ls paros, 
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Es importante recalcar que, según la regulación contenida en el dero- 
gado artículo 326 del Código adjetivo, el juez debía escuchar las 
razones que sc expongan y de inmediato estaba obligado a propo- 
ner una fórmula de conciliación que su prudente arbitrio le aconse- 
jase, y si esta fórmula fuese aceptada por las partes, se debería ano- 
tar en el Libro de Conciliaciones del Juzgado, dejándose constancia 
en el expediente; pero si esta no fuese aceptada, entonces se debería 
extender un acta describiéndose la fórmula planteada, mencionán- 
dose además la parte que no prestó su conformidad a la misma, Otro 
asunto importante radicaba en el hecho de que, si la sentencia otor- 
gaba igual o menor derecho que el que se propuso en la conciliación 
y fue rechazado, se le imponía a la parte que lo rechazó una multa 
no menor de dos ni mayor de diez Unidades de Referencia Proce- 
sal, salvo que se trate de procesos de alimentos, en cuyo caso el juez 
puede reducir la multa en atención al monto demandado y al que 
se ordena pagar en sentencia. Este procedimiento ha quedado sin 
efecto, puesto que la audiencia conciliatoria se realiza ahora fuera del 
local del juzgado o a pedido de ambas partes, adoptando un carácter 
facaltarivo. 


- La segunda parte, dentro de la etapa postulacoria del proceso, se 
enconcraba regulada en los arrículos 468 al 472 que se encuentra 
en el Título VI sobre Audiencia Conciliatoria o de Fijación de Pun- 
tos Controvertidos y Saneamiento Probatorio, dentro de la Sección 
IV (Postulación del proceso) del Libro 1 (Justicia Civil) del mismo 
Código. De estos artículos, el artículo 468 ha sido modificado pres- 
cindiendo de la realización de la audiencia conciliatoria; por su parte 
han sido derogados los artículos 469 al 472. 


Hasta antes de la modificatoria incroducida por el Decreto Legisla- 
tivo N” 1070, señalaba el Código Procesal que, una vez expedido el 
auto que declara sancado el proceso o subsanados los defectos adver- 
tidos, el juez fijaba día y hora para la realización de la audiencia con- 
ciliatoria, con el fin de propiciar la conciliación entre las partes, con 
lo cual podían ocurrir dos situaciones: si hay acuerdo conciliatorio, el 
juez debía especificar cuidadosamente el contenido del acuerdo y el 
acta que se suscriba deberá ser debidamente firmada por los inter- 
vinientes adquiriendo el mismo valor que una sentencia con autori- 
dad de cosa juzgada, se concluye el proceso evitándose la expedición 
de sentencia, pero solucionando la controversia de manera definitiva, 
siendo que los derechos que de allí emanen pueden ser ejecutados, 
protocolizados o inscritos con el solo mérito de la copia certificada 
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del acta. Pero, si no hay acuerdo, el juez, con lo expuesto por las par- 
tes, procedería a enumerar los puntos controvertidos y, en especial, 
los que van a ser maccría de prucba, ordenando luego la actuación de 
los medios probatorios y la continuación del proceso. 


Pero, a partir de la reforma contemplada en el Decreto Legislativo 
N* 1070, publicado en el diario oficial E/ Perxeno el 28 de junio de 
2008, podemos apreciar que se ha eliminado la obligatoriedad de la 
realización de la audiencia de conciliación, volviendo al sistema facul- 
tarivo que imperaba bajo la vigencia del anterior Código de Procedi- 
mientos Civiles, con lo que tenemos que no se elimina totalmente su 
realización, sino que se faculta a las partes a solicitarla si es que ellas 
lo desean. 
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plazo prorrogado por Ley N* 27218 hasta el 14 de enero del año 2001, ficul- 
der Ejecutivo a di 


De igual manera, el ámbito de aplicación espacial de la obligatoriedad de 
la conciliación extrajudicial quedó ampliado por Ley N” 27398 de fecha 13 de 
enero de 2001, mediante la cual se implementa la obligatoriedad de la con- 
«iliación en el distrito conciliatorio de Lima y Callao a parcir del 1 de marzo 
de 2001, para las mismas materias conciliables señaladas para la implementa 
ción del plan piloto en los distritos conciliatorios antes mencionados. En estos 
lugares era obligatorio para las partes acudir a un centro de conciliación para 
buscar solución total o parcial a su conflicto o controversia antes de acudir 
al órgano jurisdiccional a solicitar tutela efectiva, en los casos que se trate de 
pretensiones determinadas o determinables que versen sobre derechos dispo- 
mibles, excluyéndose temporalmente los temas de derecho familias y laboral. 
En los elemás districos conciliatorios la obligatoriedad se implementaría pro= 
gresivameare por paste del Ministerio de Justicia, 


Posteriormente, el Decreto Legislativo N” 1070, del mes de junio de 
2008 modificó tanto la Ley de Conciliación y el Código Procesal Civil. 


La conciliación extrajudicial es una institución que se constituye como un 
mecanismo alternarivo para la solución de conflicros, por el cual las partes 
acuden ante un centro de conciliación extrajudicial 4 fin de que se les asista 
en la búsqueda de una solución consensual al conflicro. Este procedimiento 
se desarrolla previo a la presentación de una demanda ante el Poder Judicial, 
señalándose que es un requisito de procedibilidad para las demandas que ver- 
sen sobre materias conciliables a presentarse a nivel nacional, Se afirma esto 
en la medida en que el modificado artículo 6 de la Ley de Conciliación esta- 
blece que si la parte demandante no solicita ni concurre a la audiencia de con- 
diliación, el juez competente al momento de calificar la demanda, la declarará 
improcedente por causa de manifiesta falca de interés para obrar. En la prác- 
tica esto genera un régimen de obligaroriedad de concurrencia de las parres, 
puesto que el modificado artículo 15 de la Ley de Conciliación prescribe que 
la inasistencia de la parce invitada a la audiencia de conciliación, no lo habilita 
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para formular reconvención a la vez que produce en el proceso judicial que se 
instaure, presunción legal relariva de verdad sobre los hechos expuestos en el 
acta de conciliación y reproducidos en la demanda 


Sus características son las siguientes: es previa a la instauración de un 
proceso al ser requisito de procedibilidad; es obligatoria la concurrencia (por 
lo menos del solicitante); y se realiza con la participación de un conciliador, en 
un centro de conciliación. Con esta forma de conciliación se evita el litigio. 


La Ley N* 26872 declara de interés nacional la insticucionalización y 
desartollo de la conciliación como mecanismo alcernativo de solución de con- 
flictos, señalando que la conciliación propicia una cultura de paz. Estos pro- 
pósitos coinciden plenamente con los fines del proceso judicial. Así, el Código 
Procesal Civil señala que el juez deberá atender a que la finalidad concreca 
del proceso es resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidum- 
bre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos sustan- 
ciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia, Vemos 
que existe un objetivo común por parte de la administración de justicia y los 
medios alternativos o complementarios de resolución de conflictos, esto es, la. 
paz social, formando una nueva mentalidad en la ciudadanía, intentando que 
«ella opte por preferir la solución del conflicto antes que litigar y generar con- 
frontaciones que perturben la armonía social. 


La modificación introducida al Código Procesal Civil cransforma a la con- 
ciliación procesal en una institución facultativa, que para su realización en 
sede jurisdiccional requiere del pedido conjunto de ambas partes procesales al 
juez de litigio. 


Estas dos formas de conciliación (la procesal y la extrajudicial) tienen sus 
propias vías y sus propios procedimientos lo cual está expresado en la sétima 
disposición complementaria, transicoria y final de la Ley de Conciliación al 
señalar que “el procedimiento de conciliación creado en ella se realiza de 
modo independiente de aquel que regula el Código Procesal Civil”. Las carac- 
rerísticas de ambos sistemas conciliarorios (preprocesal y procesal) serán anali- 
zadas posteriormente. 


CONCLUSIONES 


En el Perú, la institución conciliatoria ha tenido una regulación norma- 
tiva que respondía a las concepciones que cada época le ororgaba al proceso 
en lo que respecta a la finalidad que debía cumplir. El signo distintivo había 
sido en un primer momento fomentar el arreglo previo ante el denominado 
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jueces de paz mediante mecanismos de conciliación, siendo que el juicio se ini- 
ciaba recién si se verificaba la imposibilidad de llegar a un acuerdo. 


“Tal vez el problema en la implementación de los diversos marcos norma- 
tivos reposa en una serie de factores. Por un lado, existía el mandato legal de 
que los jueces ejerzan función conciliadora (ya sea de manera previa al pro- 
ceso o al interior de este), pero esta función era ejercida de manera empírica, 
con un matiz estrictamente legal propio de la formación jurídica del magi 
trado, sin que este preste atención al aspecto relacional entre las partes en 
conflicto, ni procurando un acercamiento de las partes en disputa mediante 
el empleo de técnicas de comunicación que reposen en la persuasión y la ave= 
nencia, puesto que al final el magistrado era de la percepción que él iba a 
imponer la decisión final en la sentencia. He aquí la diferencia sustancial con 
un conciliador extrajudicial, el mismo que cuenca con una formación y capaci- 
tación previa que le permite manejar adecuadamente situaciones de conflicto, 
sobre la base de la aplicación de técnicas de comunicación que persiguen un 
acuerdo mutuamente satisfactorio sobre la base del consenso. 


Asimismo, el tiempo destinado « la realización de la audiencia concilia- 
toria colisionaba directamente con cl tiempo a dedicarse a la realización de 
¿tras diligencias judiciales, esto como consecuencia de la sobrecarga procesal. 
Como consecuencia de ello, la audiencia de conciliación judicial se llegaba a 
realizar de manera mecánica, siendo que el magistrado recién tomaba cono- 
cimiento de la controversia momentos antes de la realización de la andien- 
cia, y las propuestas de aquel contenidas en fórmulas conciliatorias propuestas 
a las partes no eran aceptadas mayormente por estas en la medida en que no 
satisfacían mínimamente sus expectativas ni sus intereses. Mayormente estas 
audiencias cran llevadas a cabo con premura, toda vez que la excesiva carga 
procesal demandaba no invertir mucho tiempo en su realización puesto que se 
afectaba la realización de otras diligencias, cosa que no se presenta en un cen- 
tro de conciliación, que se dedica exclusivamente a la realización de audiencias 
de conciliación, empleando el tiempo necesario para su realización. 


Otro aspecto a considerar es el ámbito donde se desarrolla la conciliación, 
puesto que los juzgados mayormente carecen de la infraestructura necesaria 
que proporcione la comodidad y confidencialidad que la audiencia concili 
toria requiere, Este tema es superado con ventaja por los centros de conci- 
lación, los cuales para ser autorizados a funcionar deben cumplir con brin- 
dar un ambiente propicio y adecuado para cumplir con los objetivos de la 
conciliación, 
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Sea como fuere, la institución conciliatoria en sí misma no es negativa, 
sino que lo que la ha hecho objeto de cuescionamienos a lo largo del tiempo 
ha sido la forma ca que se llevado a la práctica cl intento conciliatorio, Tal vez 
creemos que en lugar de optar por eliminar la conciliación judicial se hubiera 
apostado por reforzar las facultades conciliadoras de los jueces mediante una 
adecuada capacitación y mejoramiento de la infraestructura de los juzgados, 
todo esto dentro de la óprica de no cerrar posibilidades de conciliar el con- 
flicto de intereses, ya sea antes o después de presentada la demanda, puesto 
que como lo ha demostrado el propio Plan Piloto, ambos sistemas conciliaro- 
rios (judicial y extrajudicial) se complementaban. 


En todo caso, de lo que se trata es no perder el rumbo respecto de los 
objetivos que se persiguen con la Ley de Conciliación, esto es, brindar a las 
partes un espacio de diálogo en el que puedan ventilar sus controversias de 
manere pacífica, contando con la ayuda de un tercero capacitado y cuya ges- 
ción satisfactoria les permita arribar a un acuerdo de manera rápida y econ 
mica, pero lo más importance, un acuerdo con mayor vocación de cumpli- 
miento en la medida que es acordado de manera voluntaria 


GRÁFICO 
SITUACIÓN ACTUAL 
DE LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL Y PROCESAL 


Comparación de la Conciliación después 
le la modificación del DL 107 


DEMANDA 


Conciliación 
Procesal 
+ Requisito de PROCEDIBITIDAD Por modificación introducida. por 
Exigible cu los disucios condi el DL 1070 abora la Aualiencia es 
liseorios donde está vigente la — FACULTATIVA por iniciaiva de las 
obligatoriedad. Peter 
+ No es esigible en el reso del país. + No aplica paca temas de familia 
+ Únicamente — pera Derechos: donde sigue szndo obligatoria. 


Disponibles. 
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GRÁFICO 
EVOLUCIÓN NORMATIVA 
DE LA CONCILIACIÓN EN EL PERÚ 
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LA COINCIDENCIA DE OBJETIVOS 
ENTRE EL EMPLEO DE LA 
CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 
Y EL DERECHO DE ACCESO 
ALA JUSTICIA COMO FORMAS 
DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS 
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LA COINCIDENCIA DE OBJETIVOS 
ENTRE EL EMPLEO DE LA CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL Y EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA COMO FORMAS 
DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS? 


"El fin supremo del proceso es procaras justicia, para cuya ga- 
rentía se estima esencial un sistema que se astente en la in- 
dependencia y la imparcialidad (...) El prevalecimiento de la 
justicia individual y social reclaman que cl juez intervenga 
en la dirección del proceso en el grado, sin rebasaclo, que re- 
quieran su economía y su eficacia, ordenadas al fin supremo, 
de la justicia 
Ley de Enjuiciamiento Civil española - 1984 
(Exposición de motivos) 


L ELDERECHO A LA TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA 


La Constitución Política de 1993 consagra en su artículo 139, numeral 
3, que son principios y derechos de la función jurisdiccional la observancia 
del debido proceso y la tutela jurisdiccional, en consecuencia ninguna persona 
puede ser desviada de la jurisdicción predererminada por la ley ni sometida a 
procedimiento distinto a los previamente establecidos, ni juzgada por Órganos 
jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, 
cualquiera sea su denominación. En este orden de ideas, de conformidad a 
lo señalado en el artículo 1 del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 
toda persona tiene derecho a la rurela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o 
defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un debido proceso. 


(55) La versión origical de este rmbajo fue publicada comer “la conciliación exreaadicial y el derecho de 
aceso a la jusica como formas de rerolución de conflcros”. En: Gaia Cil E Prel Cvil N? 25, 
Gaceta Juidica, Lia jlio de 2015, pp. 215-224. 


67 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


En palabras de Montoy"", puede considerarse dos grandes momen- 
tos para ubicar este derecho a la tutela jurisdiccional efectiva: un primer 
momento lo tenemos antes del proceso y por el cual se le considera como 
aquel derecho que tiene toda persona, en tanto cs sujeto de derechos, de exi- 
gir al Estado provea a la sociedad de los requisitos o presupuestos materi 
les y jurídicos indispensables para solventar un proceso judicial en condiciones 
satisfacrorias. Un segundo momento se da durante el proceso, que contiene el 
haz de derechos esenciales que el Estado debe proveer a todo justiciable que 
participe en un proceso judicial, y que puede desdoblarse a su vez en derecho 
al proceso y derecho en el proceso. 


Debe entenderse que toda persona tiene derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva, la cual se materializa al incerior de un proceso con el derecho de acción 
(para el caso del demandante, que interpone su demanda en verdadero ejerci- 
cio de su derecho de acción, y que busca tutela jurídica de sus derechos) y el de 
contradicción (para el caso de ser demandado, que se ve forzado a contestar la 
demanda incoada en su contra). Este derecho supone que toda persona tiene 
la aptitud de poder recurrir ante el órgano jurisdiccional para la defensa de sus 
derechos, solicitando un acto de solución a la controversia que es impuesto por 
el juez, prescindiendo de la voluntad de las partes. Esta forma de solución de 
conílictos escablece un sometimiento de las partes a la autoridad del magistrado, 
el cual compara el conflicto de intereses con criterios de solución contenidos 
principalmente en la norma positiva y declara el derecho de una de ellas al final 
de un proceso judicial cn el que resperando las más elementales normas que 
garantizan el derecho a un debido proceso se actúan los medios probatorios que 
finalmente le causan certeza de lo afirmado o negado por los sujetos procesales. 


IL. EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 


Si consideramos a la administración de justicia como un servicio que es 
prestado por el Estado a la comunidad, mediante la solución de las controver- 
sias que surgen al interior de la sociedad, podríamos afirmar que lo que busca 
el Estado mediante este servicio es restablecer la paz social y facilitar el desa 
rrollo de la sociedad. Así, cuando surge entre dos individuos una controversia, 
dos intereses distintos impulsan al Estado a interponerse entre los contendien- 
tes: el primero es el interés en el mantenimiento de la convivencia social de 
manera pacífica lo que significa que el litigio debe cesar lo más pronto posible 
a fin de que no se prolongue la amenaza a la tranquilidad de la asociación que 


(56) MONROY GÁLVEZ, Jun. Ieradació al forn civil, Termo 1. Temis, Savra Ec de Bagorá, 1996, pp. 
245-247, 
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lleva consigo; el segundo es el interés en la actuación del derecho objetivo, 
que reclama que el litigio sea decidido según el derecho, a fin de que la volun- 
cad jurídica del Estado quede confirmada en el caso concreto. 


Cuando el Estado se entromete entre los litigantes a través de la labor del 
juez, la satisfacción de los dos intereses indicados se produce simultáneamente 
con el pronunciamiento de la sentencia, la cual, por una parte, resuelve el liti- 
gio y por otra actúa la leyó”, pero esto no quiere decir que los dos intereses 
deban en todos los casos quedar satisfechos en el mismo momento; incluso, 
se puede pensar que estos dos intereses se encuentren en conflicto entre sí y 
que la satisfacción de uno excluya o aleje la satisfacción del otro, en cuanto 
no sea posible tna pronta solución del litigio sin renunciar a las investigacio- 
nes ponderadas, únicas que pueden llevar a una decisión justa, y, viceversa, no 
sea posible llegar a una decisión conforme a derecho sin renunciar a las ven- 
tajas de la solución inmediata, Se podría imaginar por eso que el Estado, en 
lugar de satisfacer el interés en el mantenimiento de la paz social mediante 
una rápida solución de la controversia, traca de eliminar las difíciles y largas 
pesquisas que son necesarias para obtener una decisión según justicia, y se 
limitase a imponer a los litigantes una solución cualquiera de su controversia. 


111. EL MONOPOLIO ESTATAL JUDICIAL 


La tendencia mayoritaria por la población siempre ha sido aceptar que 
la única forma legal y válida de solucionar una controversia es la que realiza 
el juez, ya que forma parte de un cuerpo especializado en administrar justi- 
cia —el Poder Judicial y que cumple tan importante rol dentro de la sociedad 
por delegación de los ciudadanos y regulada de manera constitucional“. Por 


(97) CALAMANDEE, Piero, Higadís obre el fra coil. racucción de Sango Senrís Melendo, Hdironal 
Bibiográfica Argentina, Buenos Alves, 1945, p.2 

(58) Recordemos que cn la Burcpa medicval los monarcas absolucos concentmron el jecico de la función: 
jurisdicconal al dictar las lepos y administrar justicia, debiendo delegar ete tleima función por razones de 
«lensidod demográfica y extensión rerrtorial en personas cercanas a elos dada la imposibilidad de hacerlo 
¿lrecramente. Es a finales del siglo XVII, von la legad de las ideas democráicas contemporáneas y en 
plena ccapa gerninal de los Estados curopens ccidencales, que se legó ala conclusión de que la función 
jurisdizconal ma podía estaren las mismas manus de quienes aprobaban las leyes y quienes las jecutaban, 
porque eso sigaiicaba. reunir demasiado poder cn aquellos órganos y podía conducir a la tiranía, lo que 
Ae resumo de mencro muy concrera en hs palabras de Lard Arton: "Todo poder cormps, y el poder 
absoluto corrompe alsclucamente”, Y cuno consecuencia de la Revolución Iberal de 178) eo Francia, 
se afñanzs la idea de contar la resolución de conflicis a jueces organizados dentro de un Poder Judicial 
“autónoma de los oros poderes cel Estado, Pmbablemene. na es cierta que Montesquien creyera posible 
imitar en Francia al gobierno inpléx, en el cual las: controversias ever la corona y los ebranales del coo 
Aa y eoucela Corona y el Parla haba dado impoctancía concreca a la separación de prderes, pero 
en sa libro “El Espiric de las Leyes” atribuía lo libertad de que gozaba Inglaterra ala separeción de los 
pockeres legisimivo, ejecutivo y judicial yla extorencia cl frenos y contrapeses emre esos poderes, estable» 
cisdo cuas doctrinas como dogmas del consicucionalismo lberal. Cfr SABINE, Gooege H. Hispia dela 
"ría Plica, 1 xcempresión, Pudo de Culcura Ecouómica, México, 1996, p. 427. 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


ello es común sostener que el poder público del Estado, por medio del órgano 
jurisdiccional, es el único legitimado para resolver los conflicros que surgen 
entre los miembros de una sociedad al haberse apropiado de la facultad de 
estos de solucionar sus conflictos para ejercerlo a través de un órgano especia 
lizado que forma parte de él, esto es, el Poder Judicial. 


Esta tesis, conocida como tesis del monopolio estatal judicial sostiene 
que los particulares deben someter todas sus controversias a conocimiento del 
órgano jurisdiccional por ser la administración de justicia un servicio público 
de exclusividad estatal, por tanto, la renuncia a instaurar la acción judicial 
confiando a un tercero ajeno a este podes del Estado la solución de la contro- 
versía sería inconstitucional por violar la soberanía del Estado. De esta forma, 
la idea de solucionar conflictos mediante un proceso, acudiendo ante el Poder 
Judicial a través de la incerposición de la respectiva demanda ante este órgano 
especializado en administrar justicia, mediante el desarrollo del proceso judi- 

ial propiamente dicho y que de manera autónoma forma parte del Estado 
conjuntamente con los poderes Ejecutivo y Legislativo, se arraigó y se ha 
mantenido como imperante, quedando como verdad inmutable hasta mues- 
tros días?” 


(59). Peyrano nsenciona las etapas habidas cu la cvolución de lor comocimientos procesales hasta nuestros día, 
a saber la primera etapa, denominada prác fee, se decada al estuco del modo de ligar es cerca 
y dexermivada sede judicial. Posterior a la primera cepa, y con el advenimienro de los Estados nacionales 
y la aparición de cuerpos codiicados de nacaraleza procesal (las llamadas prdmarzas) rezron Cansigo la 
lcfcacón ue la ley em general, y de la procesal en particulas, Surgió, pues, y como lógia consecuencia, 
el prucdemensaliono que mo signdica otra cosa que eltrusvasamiento de la ideología y de la metodología 
dle lx Exégess del Código Napolcón al ámbiro ahora de lo procesal, Dada la mayor vigencia rerntoral de 
los dixiotos códigos de procrdimiento, los feos dela lahor delos procedircenealisras podian ser aprove- 
clrados ex toas las sedes judiciales donde fuera de aplicación el código respectivo, Luego delo anterior, 
da Commicazas del siglo XX, encramos 6 la era del pracsalimo, caraccritada por cl ascenso del Derecho 
procesal al rango de ciencia, cosa que mo habie ceuerdo antes ya que el derecho procesal había estado 
exclivizado el Derecho Civil y al Derecho Penal. E el descubrimiento de esa auronorría del derecho de 
scción lo que vin independizar al Derecho Procesal Cil y a concederle cl rango de disciplina cieníica 
“on principios propios. El problema fue que los procesalisss fueron tencados cn su mayoría salar una. 
especie de arquitectura procesal en los planos ceórios, lvidéndose de la ealilad a la que debían servir, 
“en Leaf por abascar y sisoracione odo. Lu úlcima crap, la del afin procu, posee carerericias 
ben ceuids, cumo el acceso dela ficuia la escala de valores del proceso, que, desde una perspectiva 
eros trascendente (pero igualmente importante) se traduce ca la acimal preccupacin por el cabal ren 
«limiento del servico de la justicia; que solo es considerado eficaz cuando verdaderamene cumplimenta 
Los finos que de d se uspecan, Igualmente compurable resulea verificar la creciense inclinación de la duc- 
nina por hacer ciencia incerdivaplimaca e decir, por cxamnar el fenómeno procesal (y sobre ado su 
¡veneval reforma) con la ayuda de ciencias surilares, como la Psicología, la Estadsica yla Sociología. El 
eficietismo procesal apunta a poner cn rendidor conacto el qué es con el para qué es. para así estar en 
buenas condiciones de sceprar (por servicial) o de rechazar (por inservible), por ejemplo, una mueva ins 
tución procesal El efcientismo, en definiia, no e cea cora que el paladivo reconocimiento de que ya no 
resulta suficiene hallar una bell ide, puesto que además es necesaria probarla, para saber aí acerca de: 
sus bondades o de sus defectos PEYRANO, Jorge W "El euarro estadio de los conocimientos procesales; 
el aicimirmo Procesal". En: Dorcho Procnal Coil de Acnerdo al CPC Porñano. Ediciones Jurídicas, Lima, 
pro TIa6. 
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La tesis del monopolio estatal de la administración de justicia se mani- 
fiesta en el uso recurrente del órgano jurisdiccional como mecanismo de reso- 


lución de las controversias por parte de buen sector de la población al consi- 
derarlo como el único mecanismo legítimo para resolver los problemas que se 
presentan en la sociedad, lo que genera una sobrecarga que se convierte en 
uno de los principales problemas que afecta al Poder Judicial tanto ea nuesero 
país como en otros Estados de la comunidad internacional y parcicularmente 
de América Latina, ya que se encuentra abrumado por una gran cantidad de 
cansas someridas a sus fallos. Si a esco sumamos el retardo y morosidad en 
la resolución de las causas, así como la falta de una adecuada infraestracrura 
fisica de los locales judiciales y la generalizada percepción de inmoralidad y 
corrupción, podríamos hablar que para el sentir del ciudadano común no se 
trata de administración de justicia sino de formalización de la injusticia, lo 
que trae como consecuencia la falta de credibilidad en el sistema judicial en su 
conjunto. Todo esto ha llevado a un consenso y a un convencimiento compar- 
tido de que sin un Poder Judicial eficiente no hay democracia, entendida en su 
aspecto que el Estado brinde al ciudadano mecanismos concretos y eficaces de 
protección y respeto de sus derechos. 


TV. LA DESMONOPOLIZACIÓN DEL SERVICIO DE JUSTICIA 


En 1960, Ronald Coase —Premio Nobel de Ciencias Económicas en 1991 
por el descubrimiento y clarificación del significado de los costes de transac- 
ción y derechos de propiedad para la estructura inscicucional y el funciona 
miento de la cconomía— propuso una idca básica del análisis económico que 
“60, el cual sostiene que el Estado deberá 


se conoce como el teorema de Conse! 
intervenir si los beneficios netos de su actuación son mayores que los de su no 
intervención, es decir, cuando debido a los costes de transacción y a la presen- 
cia de externalidades, la solución no pueda alcanzarse sin la asignación de la 
titularidad del derecho por una norma jurídica emanada del mismo Estado y 
por una autoridad estatal con poder para hacerlo. 


“Todo Estado aspira a servir a los ciudadanos y ayudarlos a conseguir la 
maximización de sus beneficios, es decir, para ayudarlos a ser eficientes. Así, 
un objetivo final del Estado sería el permitir el funcionamiento de un mer- 
cado eficiente donde se logre el desarrollo, que es el equivalente a conseguir la 
maximización del bienestar de la población, Una característica de un Estado 
que pretenda ser maximizador de los beneficios es la función garantizadora 


(60) "Ver: COASE, Ronald "le pres foil cos", os Jura! Lam Enmni. il. 3, Ciao, 1960, 
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del derecho que consiste en el intercambio de un grupo de servicios denomi- 
nados protección y justicia, por rentas”. 


Si el Estado no logra ser eficiente, entonces comenzarán a presentarse 
problemas y a cuestionarse a las instituciones que forman parte de él. Así, 
el Estado se torna ineficiente pero seguirá cobrando rentas intentando max 
mizarlas, pero no brindará adecuadamente los servicios de protección y justi- 
cia, dejando de cumplir su función garantizadora del derecho, haciendo que 
los individuos vuelvan al estado de la naturaleza, con el agravance de que nos 
encontramos ante un Estado que cobra a cambio de nada, esto es, un Estado 
ineficiente que no sirve, pero sí perjudica, pues en vez de ser un agente pro- 
motor de seguridad jurídica, crea inseguridad. Los individuos pierden fe en el 
Estado y van abandonándolo paulatinamente conforme toman conciencia que 
es un escorbo y no una solución a sus conflictos, buscando escapar de su esfera 
de acción y actuando de manera contraria al llamado ordenamiento formal, 
logrando que las personas se replicguen hacia el secror extralegal, y contrario 
a lo que podría pensarse, esca subclase exrralegal no constituye una minoría 
que vive al margen de la sociedad, sino que existen países en vías de desarrollo 
donde la extralegalidad siempre ha sido predominante. 


El ex ministro de Justicia Alberto Bustamante señalaba allá por 1993 que 
la problemática del Poder Judicial siempre se ha constituido como un tema 
de fundamental importancia en el Perú, ya que pareciera muy extraño que 
pueda existir-un país en el que se pretenda el funcionamiento de una econo- 
mía de mercado y la simultánea puesta en vigencia del Estado de derecho sin 
que todo ello se encuentre garantizado por la existencia de un servicio de jus- 
ticia eficiente, activo y legítimo, siendo poco probable el funcionamiento de 
vna economía sin un sisterna judicial que garantice a los agentes económicos 
y ciudadanos el cumplimiento de los coneratos, sancione su incumplimiento o 
compense a las víctimas de la inejecución contracrual”, 


A decir de Eduardo Schvarstcin'ó, la resolución de disputas en cl Poder 
Judicial nos ha llevado a dirimir nueseras disputas ante el juez no como una 
elección propia, sino como una imposición cuando creemos que ya nada 


(61) NORTE, Douglas. srta y comba ud bit somámic, Alan Edil, Made, 191, p. 58 

(62). Sobre el fenómeno de la creeme eeralgaidad, nu hay en l mundo muchos gobiernos e coacciones 
de cometo dl poder oxralegl, endo que el Étado a ha sic superado. Yer DE SOTO, Herando 
El misterio del capital. El Comercio, Lima, 2000, p. 113 y ss. 

(65) BUSTAMANTE DELAÚNDE, Albero. Jevide aberuin. Insuro de Fccnmía de Libre Mercado. 
Lim, 193, p. 18 

(GA) SCHVARSTEIN, Hiduardo. Probgardo el pro de SUARES, Marinén. Muda 
comanmió y si. ii, Duna Als, 1996, 25. 
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podemos hacer por nosotros mismos, es decir, asumimos una incapacidad de 
poder resolver por nosotros mismos nuestros conflictos. Así, la eficiencia de la 
administración de justicia cn los tribunales sc ha visto resentida cn la misma 
medida en que ha crecido el orden de estas imposiciones. Los jueces no cono- 
cen a quienes juzgan, los abogados recurren a prácticas dilarorias en benefi- 
cio propio y de sus clientes, los recursos son cada vez más escasos y la demora 
judicial se constiruye en una irritante manifestación de injusticia 


Esta problemática ha intentado ser aliviada no solo por procedimientos 
como la reforma del Poder Judicial, sino que son los mismos usuarios del sis- 
tema judicial los que han generado en los últimos tiempos nuevas y verdade- 
ras opciones de solución al problema de la administración de justicia en nues- 
tro país y la consecuente abolición del monopolio estatal de administración 
de justicia, buscando como consecuencia descongestionar el despacho judicial, 
mejorar el servicio de administración de justicia y buscar la pacificación de la 
sociedad civil, recurriendo a medios alternativos de resolución de confliceos 
en el ámbito extrajudicial, tales como los tribunales arbitrales y los centros de 
conciliación extrajudicial. 


Además, actualmente sc presenta una tendencia al interior del Estado que 
se orienta en la delegación de parte de estas funciones de resolución de confli 
tos en la colectividad para que esta recurra a otro tipo de mecanismos distintos 
al Proceso Judicial y que, además, el propio Estado se encarga de incentivar o 
promocionar y, por lo menos, en lo que respecta a la conciliación se constituye 
en una forma más simple, directa y expeditiva de búsqueda de soluciones procu- 
rando en lo posible mantener y rescaurar la armonía cure las partes involucradas, 


En esta orientación podemos mencionar al Acuerdo Nacional, suscrito 
el 22 de julio de 2002 y que está conformado por un conjunto de 31 políti- 
cas de Estado constituidas como una especie de compromiso asumido por los 
partidos políticos, las organizaciones sociales y el gobierno coa la nación y que 
fucron concebidas en un espacio de diálogo y concertación orientadas en fun- 
ción de un proyecto a largo plazo de desarrollo en democracia. Estas políticas 
de Estado fueron resultado del consenso y definen en la práctica un programa 
nacional de desarrollo. La vigésimo octava política de Estado establece como 
obligación del Estado la difusión de la conciliación, la mediación, el arbitraje 
y en general los mecanismos alternativos de resolución de conflictos como una 
forma de garantizar el acceso a la justicia, encendido como el logro de una 
resolución adecuada a las controversias que se presentan en la sociedad'", 


(65) ACUERDO NACIONAL: VIGÉSIMO OCTAVA POLÍTICA DE ESTADO, Plena vigencia de la Conse 


tesón yde los desechos huemamos y ncxesy ale jscicia e independencia judicial, 
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Por su parte, el artículo 149 de nuestra actual Constitución Política reco- 
noce a las comunidades narivas y campesinas la posibilidad de ejercer funcio- 
nes jurisdiccionales para resolver conilictos dentro de su ámbito territorial y 
de conformidad con su derecho consuetudinario, reconociéndose la posibilidad 
de que sus costumbres tengan valor jurídico 


Asimismo, el texto para el debate del Anteproyecto de Ley de reforma 
de la Constitución claborado durante la gestión de Henry Pease en la presi- 
dencia del Congreso de la República contempló en su artículo 226 el recono- 
cimiento a nivel constitucional de técnicas no jurisdiccionales de resolución de 
conflictos e incertidumbres jurídicas como la conciliación, la negociación y el 
arbitraje, de acuerdo a lo previsto en las leyes sobre la materia“, hecho que 
significó un gran avance pero que lamentablemente no llegó a aprobarse. 


Y. LOS MEDIOS ALTERNATIVOS DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS 


Los medios alternativos de solución de conflictos —también llamados 
medios o mecanismos alternativos de resolución de conflictos, resolución alter= 
naciva de disputas o de controversias, o últimamente conocidos como métodos 
participativos de justicia, apuntan hacía una noción más amplía y abarcadora 
del concepto de justicia y se basan en un supuesto básico: la solución de un con= 
flicto de intereses sin tener que acudir al órgano jurisdiccional, oprándose por 
que la solución no sea adoprada por los jueces sino que sea consecuencia del 


Nos Compromtemos a garsniza el eco universal £ la jsi, la promoción dela jucca de paz y la 
iutonoma, independenci y el presupuesto del Poder Judicia! así coma regular la complementaicdid 
entre ete y la juin comunal: Asemismo, nor compromeseenos a adoptar poícos que granticen el 
ote y la vea de los derechos funerales abc e la Comtación y els tratados Interes 
orales sobre la mera 
Con este chjerivo el Estado: 4) promoverá la insimacionalización de un Sistema de Adminisrción de 
Justicia, resperando la independeacia, la auconomí y el presupuesto del Poder Judidal, el Misise- 
sio Público, el Comi Naciona de la Magiaracuza y el Tubunal Conscicucicnsl, denuro de us precso 
de modermizacón y descenerlizicón del Usado al servico dl ciudadano; ) promoverá la dsnación 
enorsparene de las acordados jucicales, así como su valoración y permarerte capaccació: ) promo» 
verá cat a jusca comunal y l Poder Judicial una relación que respeto la icecaburaidad y egalerá 
las competencias, arbucines y liicacións de aquell, conclicar la egulación de la jui de paz 
y la clcción popular de ls aces de pez.) difundir la conciliación, a mediación, el arfitraje y en 
Jesnral los mecanismos alternaivos de tesolución de conflictos. D adoptará medidas leales y ami. 
istraivss pero gamoizas la vigencia y difusión de la Consrución,aianará el respeo iestito de los 
dirchos ramas y asegurar a sanción e los responsables de su vilación, 4) sableerá mecacismas de 
vigiancia correcto funcosamieco de la lminstración de justicia lcespero dels derecho humanos, 
“omo para la errcicacón de la corrupción judicial en cuortiación con laseciedad ivi lo garantizará 

la cabernar nacional el mejo fancionariento de la Defensoría del Puebl; e, fortalecerá ls instancia 
ale conexo armo e los órganos juridcionales (e sesalado saco) 

(66). COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, REGLAMENTO Y ACUSACIONES CONSTITUCIONATES DHL 
CONGHISO DE LA REPÚBLICA. Anmpreyecto de Ley de reforma de la Consración, Testo paa el 
Glee. Lina, 3 de bie 2002, p. 127. 
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empleo de otros mecanismos en los que prima la voluntad de los sujetos, y 
cuya decisión será vinculante entre estas partes'”. 


Los medios alternativos de resolución de conflictos complementan el fan 
¡onamiento adecuado de los mecanismos jurisdiccionales, a los cuales se debe 
acudir en última ratio, esto es cuando se hayan agotado los medios por inten- 
tar solucionar el conflicto de una manera directa a través de medios que ayu- 
den a descongestionar la inmensa carga procesal que agobia al Poder Judi 
cial, actuando como fileros que solucionan los casos solubles y dejan para el 
Poder Judicial aquellos que requieran de manera indefectible de un pronun- 
ciamiento de este poder. 


A nuestro entender, son dos las principales justificaciones sobre la que 
reposa el empleo de la conciliación como medio alcernativo de resolución de 
conflictos: un primer fundamento, de tipo filosófico, radica en el estableci- 
miento de la llamada cultura de paz y propugna que en una sociedad donde 
el conflicto se ha insticucionalizado como manera de hacer resperar nuestros 
derechos, creando un clima adversarial en la resolución de disputas, se debe 
aspirar a llegar a alcanzar una siruación ideal en la que se mantenga la paz y 
la cranquilidad cncre los miembros de csa sociedad. Afirmamos junto con Hil- 
mer Zegarra'% que si el conflicto nace en los mismos corsociados, lo óptimo 
sería que la solución nazca igualmente de ellos, para eliminar esa secuela 
nefasta de todo juicio donde hay un ganador y un perdedor, en aras del inte 
rés común de la sociedad y el suyo propio, optando par resolver pacíficamente 
su conflicto de intereses para así evitar un fururo proceso que podría enta- 
blarse, contando para ello con la ayuda de un tercero. 


(67), Parwcalsrmento, somos de la idea de unicas la cerminclogía que exsce acruslmente, siendo partidarios 
dle hablar solamente de mecanismos complementarios de resolución de conflictos en rs alusión a 
que redas las posibilidades de que disponemos para intentar solucionar un conflicto finalmente te come 
piementan coa la fabor del óxgamo Jurisdiccional, cuyo adecuado funcionamiento es el que garancira cl 
Cumplimiento delinitivo delos acuerdos concirorio y de los Inudos arbitrales, resultando el Podes Judi- 
«il la base sobre le que reposa muestro sistema de resolución de conflictos. Decimos esto ya que en los 
sltimos años la inclusión del término alternativo ha caído en crisis pues mos lleva Sicilmente 2 ener eo 
cunfusioxes de tipo concepcual, puesto que ns sol lleva emplii la posiblidad de elegir enre dos o más 
aleemativas de solución a una controvessia, sino que también pcdríamos Llegar a pensor de la existencia de 
tun medio de reslución de conflcios normal en cortraposición de los denominados medios alternativos 
y que de orsinario el comón de la genes los podría crumir de manera contraria al primero, tato es, como 
forras raenores en la jerarquía de los medios de resolución de conflios. Esa posición, a meners de inte- 
rrogarce como consecuencia de la constitucionalización del aebicrae y de su jurisdiccionalización, la 
“encontramos formada cn el inreresante atíclo de Jorgs Santistevan de Noriega: "Tribunal Constiracio= 
ral y erbieraje improcedencia del smparo conerresoluciores y lnudos mábitraes, el contre difaso er sede 
abla y l tracamicuco de la secusación del canal ablcral dr su". En: Rertan Ponana de Arburaje NO, 
Lima, 2007, pp, 11-12, 

(68) ZEGARRA ESCALANTE, Hilos. Forms Altres de conduir am prurao civil. 2% edición scraizada, 
Massal Perú ciores, Lima, 1999, p. 205, 
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El segundo fundamento es más bien de orden operativo, afirmándose 
que el empleo de medios alternativos de resolución de conflictos, como la 
ación extrajudicial o el arbitraje, propiciará la descongestión del des- 
pacho judicial, haciendo que los casos que puedan ser solucionados vía con- 
iliaciones previas o arbitrajes libremente pactados no lleguen a la esfera de 
acción del Poder Judicial, dejando su actuación solamente a aquellos casos en 
que no sea posible una solución dialogada encre las parres para dar paso aun 
acto de decisión del conflicto por parte del juez mediante la expedición de la 
sentencia, 


En ambos casos, lo que se pretende no es eliminar el proceso civil, habida 
cuenta que la conciliación extrajudicial no podrá solucionar todos los conflic- 
tos que se le presenten, sino que estos mecanismos lo que harán será coadyu- 
var a que la administración de justicia se torne más rápida y eficiente a fin de 
poder alcanzar la finalidad abstracta del proceso que es lograr la paz social en 
justicia. 


Vemos que lo que se busca, en principio, es la solución más eficiente del 
problema, es decir, que esta sca la más conveniente a las partes en conflicto, 
Así, la idca principal que inspiró al legislador nacional al momento de regu= 
lar los Mecanismos Alrcrnarivos de Solución de Conflictos está compuesta 
de dos vertientes principales: por un lado, poner al alcance del ciudadano e 
incentivar el empleo de estas formas de resolución de coneroversias distintas 
a la vía jurisdiccional como parte de la institucionalización de una cultura de 
paz (entendida como la adopción en primera instancia de mecanismos pacífi- 
cos y dialogados de resolución de conflictos) y, por otro lado, descongestionar 
al Poder Judicial aunque no de manera dramática, pero sí significativa— de 
casos que podrían solucionarse mediante el empleo de esos mismos medios 
alternarivos. Pero precisamos que el empleo de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos no tengan que ver solamente con la búsqueda de la des- 
congestión del despacho judicial”, que sería una consecuencia operativa de su 


(69) Sobres asun, resul ieresanse contemplar que existo una aparense siuuación acípica cu lo que res 
pecta a la competencia noranl para resolver asuntos no contenciosos y que se encuentra regulada por Ley 
26662, Ley de Camoctcacia Notarial cn Asunros No Consenciosos y que sirven también pata ayude 

ss la descongesción del despacho judicial, al ceorgae la posiblidad que estos asuntos seao vistos en sodo 
Judicial ame los notarios públicos. Si entendemos seco ren que a fanción jurisdiccional ex el poder 
¿leer del Estado para solucionar un conficto de intereses o dilucidar naa incertidumbre, ambas con rele. 
“vendia jurídica, lo que implica hablar 4 su vez del derecho a la cuela juricicciona, enconces podrísmos 
afirmar que esta regulación sería inconsrirucional; pero la moderna doctrina procesal prefiere considerar 
al concepto de juriudicción como el poder genérico que ue drgano del Estado, ses este jaradiccional, 
lega v adminstrativo, ejerce sobre el indiyicuo y que e ls arenación del sistema legal del Estado, 
y que se encuentra destinado a resolver los conficos de insersos que les propongan, siendo que el hecho 
le cilucidar ua incerciéumbre juridica perfectamente puede ser delegada e ceas intencias -como sucede 
¡en te caso al ser una cuestión meracnete aeniniscacira. En exc orden de idess, el mismo concepao de 
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empleo recurrente, sino más bien con el grado de insatisfacción que los inte- 
grantes de una sociedad manifiestan al sentir que no tienen acceso a la ade- 
cuada respuesta a sus conflictos por la vía formal o clásica de solución de con- 
flictos representada por el Poder Judicial. 


VI. CLASIFICACIÓN DE LOS MEDIOS ALTE 
CIÓN DE CONFLICTOS", 


¡NATIVOS DE SOLU- 


1. Autocomposición 


Debemos tener presente que desde tiempos antiguos -y excluyendo el 
empleo de la fuerza, que fue el primer mecanismo de resolución de confli 
tos empleado por el hombre- exisren las formas autocompositivas para dar 
solución a los conflictos, constituidas por aquellos procedimientos conforme 
a los cuales son las propias partes involucradas en la controversia las que van 
a intentar dar solución a sus conflictos o controversias a través del diálogo. 
Las formas autocompositivas son única y exclusivamente expresión de volun- 
tad de las partes, siendo que en cualquier caso el empleo de estos mecanis- 
mos no puede garantizar una resolución definitiva de la controversia la cual 
sigue estando supeditada a la coincidencia o confluencia de la voluntad de 
las partes. En otras palabras, lo que se busca es una solución mutuamente 


Tuadón juicios se encuesa es ts ya que si slizamos un audio és apli podemos ves que: 
existen rganos de tipo administrativo que ejercen funciones de resolución de conflictos de intereses, como. 
sucede en el caso del Trbanal Fiscal o el Thbunal del Instioro de Defensa dela competencia yla Propic- 
dad Ierelecral - Indecopi Lo defisitva, como bien apunte Monroy, este rema se encuentra insimamenee 
ligado al coucepto de jurisdicción voluncaria, y que eva usado desde la epoca de los somnanos para des 
csbir aquélls actos cn los que puricipaba el juez, no para resolver un comico eacre las pares, sino para 
protocolízar un acuendo carr esto, es deci, son acuellos asantos en os que por su mararaleza o por el 
estado en que se hallan, no admiten contradición de part, emanando eu parte intrínseca delos rlumos 
iiceesados que acrden au la susoridad jui, La cual se Luna a dar elicacio circos acos jurídicos 
privados, Nuesero actual código procesal descarta el uso de este concepxo, sin embargo utiliza el cier 
dle asencia de contención para clasificar los procesos en contenciosos y n0 contenciosos, optando además 
¡po pescar la accvidad que puede calificar de puramente administrativa de la actividad judicial, dando 
el encargo de ejercerla a decceminados funcionaios públicos, como sucede con el caso de los nuraios. Vr: 
MONROY GÁLVEZ, Juan, Insridacoón al prue cal Tem, Sánca Fe de Bogorá. 1996, pp. 231-244 

(70), Para efeccs puramente didácticos se han consdrado dnicamuence ala negación, la mudiacón, la cun- 
ciliación y el asbicrae, que se conscituyen cn una especie de fnucas "básicas? demo de los aecios alcr= 
tivos de solución de costos, pero existen prras figuras Ibsridas como la cláusula meca, el mini 
juáco y eveluación temprana ncvtrl; asimismo, hay autores que consideran formas adicionales de resolver 
Conalicos como la pericia abieal, experto neutral, oyenee neutral, csclarecedor de cuestiones de hecho, 
comejero especial, ambar, programas de quejas y teclames, juicio sumario por jurados, acuerdo desee” 
minado por el jurado, grupo ¿scsce circunscrito, alquiler e juez, cibunales religiosos, embellecimiento. 
dle cameras y aperador de proceso, que no son síño derivaciones de esas formas bísicas ya ancradas, Cfr: 
HIGHTON, Hlena 1, y ALVAREZ, Gladys $. Madiaó paro rev conf, Sere Rentacón Alternativa 
de Digas N' 1, Adele, 2 edición, Buenos Aires, 1996, pp. 119-138, Por erro lado, para cencr sn 
"panorama mis amplio respec de las formas de resolución de contlcros, Ct: SUMARIA BENAVENTE, 
Orar “Marifestacones de la formas de solución de confietos como expresión de la 'culrura! y la rela: 
ción con el Desarrollo de la ayroridad”, Em: Acraaladod Cho, N* 1, Publicación del Iretirmno Picfico 
Lira, jul de 2014, pp. 230-245, 
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satisfactoria a la controversia, y para llegar a ello se implementa un proceso 
de comunicación entre las partes, proceso en el cual se apela a la imaginación 
y a la crcacividad. 


a) La negociación 


La forma más esencial que se tiene para intentar resolver un conflicto 
mediante el empleo de mecanismos antocompositivos es a través de 
la negociación, es decir, mediante el inicio de un proceso de comu- 
nicación a desarrollarse únicamente entre las partes en conílicco, sin 
intermediarios, intercambiando puntos de vista y buscando una solu- 
ción producto del consenso. 


La negociación es una ctapa clevada de comunicación en la que des- 
pués de un intercambio de informaciones de las partes se llega a pun- 
tos precisos y claros”, siendo considerado una ciencia y un arte en 
virtud de las cuales se configura un proceso voluntario de intercam- 
bio entre dos o más partes interdependientes en razón de un con- 
flicto, mediante el que intentan estructurar un acuerdo por el cual 
maximicen sus resultados en mutuo beneficio derivado de una acción 
conjunta, resolviendo entonces la controversia que los separa, sin 
necesidad de recurrir a otro método y experimentando ganancias 
mayores a las pérdidas, consecuencia de una actitud evasiva. 


Reitcramos que una de las características más importantes que 
presenta la negociación es que el proceso de comunicación al que 
hemos hecho referencia se realiza de manera directa y sin interme- 
diarios, siendo únicamente las propias partes involucradas las que 
guían el procedimiento dentro del cual buscan hallar la forma que 
mejor satisfaga sus necesidades, sin la participación de un tercero. 
Vemos que la negociación es un proceso de interacción y comunica 
ción interpersonal que deficaden unos intereses determinados per- 
cibidos como incomparibles, constituyendo una récnica y un arte 
destinado a desarrollar un proceso con el fin de conseguir objet 
vos comunes y solucionar un conflicto. Decimos que es técnica por- 
que existe un instrumental teórico, y es arte porque cada negocia 
dor puede desarrollar sus propias habilidades para poder conseguir 
sus objetivos 


(71) SIERRALTA RÍOS, Anibal, Napcición y comoatación iornacionad, Universidad Nacional Aurónera de 
Anuxción, Asunción, 1992, p. 1 
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b) La mediación 
Una forma más claborada de resolución autocompositiva de confli 
tos es la mediación, en la que se induce la participación secundaria 
de un tercero neutral en esa negociación para que colabore opera- 
tivamente con las partes, creando un espacio de diálogo, sirviendo 
como una especie de moderador que guía el desarrollo del proceso 
de comunicación entre las partes, persiguiendo como finalidad que 
se pueda llegar a un acuerdo satisfactorio para ambas partes y que 
resulte de la coincidencia de sus voluntades, aunque el mediador se 
encuentra prohibido de formular recomendaciones o sugerencias res- 
pecto del tema de disputa 


En el uso común el término mediación aparece ligado a la acción de 
interceder o rogar por otro, a la de interponerse entre dos o más que 
rinen o contienden, procurando reconciliarlos y unirlos en amistad. 
La mediación puede ser definida como la participación secundaria de 
un tercero llamado mediador, en un negocio ajeno, procurando que 
las partes en conflicto arriben a un acuerdo satisfactorio para ambas. 
Decimos que su participación es secundaria puesto que el tercero no 
cumple un rol protagónico en el procedimiento ni decide el fondo 
de la controversia, sino que se limita a una participación meramente 
procedimental; asimismo, es ajeno porque no representa el interés de 
ninguna de las partes en pugna al ser imparcial y neutral. El media- 
dor básicamente cumple la función de ser un facilitador del diálogo 
entre las partes. 


En la actualidad, la palabra mediación se usa para designar un pro- 
ceso no adversarial, eseructurado en ecapas, confidencial y en el 
cual participa un tercero neutral e imparcial que ayuda a las partes 
a negociar cuestiones, no necesariamente jurídicas, para llegar a un 
resultado mutuamente aceprable. Constituye un esfuerzo sistema 
tizado para facilitar la comunicación entre las partes y mediante la 
aplicación de técnicas específicas y despliegue de habilidades apren- 
didas, en donde el mediador no actúa como juez, pues no impone 
una decisión, sino que más bien es un facilitador y conductor del pro- 
cedimiento que permite identificar los puntos de la controversia, des- 
cubrir los interesos y explorar las posibles vías de solución y bases de 
un pacto, Planca la relación en términos de cooperación, con enfoque 
de futuro y con un resultado en el cual todos ganan”, 


(72) HIGETON, Elena. y ÁLVAREZ, Gladys Sula. Ob, ep. 122 
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Christopher Mitchell considera que, dada la concepción tan amplia 
sobre los roles de los terceros y la lísta tan específica de tareas o fan 
ciones que debe cumplir, se debe hablar de un modelo con varios 
niveles que combine los conceptos de proceso, roles y funciones, a fin 
de analizar y conceptualizar la naturaleza de la mediación, y de ses- 
ponder a ciertas cuestiones sobre los factores que influyen en el éxito 
o fracaso de determinados esfuerzos de mediación”. 


Este modelo parte de la existencia de un proceso integral de medi 
ción consistente en una serie de roles de intermediación en sentido 
amplio, incluyendo cada rol a su vez una serie de tareas o funciones a 
desempeñar, 


Así, un proceso de mediación puede empezar con una persona 0 ins- 
tirución convocante, con tres o cuarro funciones específicas, como 
efecuuar un llamamiento público para las conversaciones en el 
momento adecuado, el inicio de contactos entre las partes enfrenta- 
das para ver si se puede elaborar una agenda aceptable y, por último, 
la preparación de un lugar neutral para las conversaciones. Otro rol 
podría ser el de facilitador (o moderador) para que las recrimina- 
ciones mutuas y frustraciones no rompan las conversaciones directas. 
Además, en cualquier tipo de conflicto, mucho antes de que planteen 
las conversaciones directas, los terceros tienen el rol fundamental de 
sondear por separado la voluntad de las partes enfrentadas, a fin de 
poder hacer un compromiso para conseguir un acuerdo, considerán- 
dose ésto como parte de la función sincronizadora del mediador. 


Otros roles serían los de generador de ideas, ofreciendo muevas 
ideas y opciones a los adversarios para que elijan o adecuen, inten- 
tando desarrollar en ellos una nueva forma de pensar sobre una serie 
de opciones o resultados posibles que puedan conducir a una solu- 
ción; y el de garante, que garantiza a los adversarios que no van a 
sufrir costos desmesurados por el hecho de entrar en un proceso de 
intermediación. 


e) La conciliación 


Si la mediación no dio resultados tenemos en la conciliación otra 
forma aurocompositiva de solución de conflictos, donde el tercero lla- 
mado conciliador tiene un papel más activo que el de un mediador, 


(03) MITCHELL, Cierophcr, El foie y der fra dela miduación. Centro de Investigación por la Paz “Gernika 
Segons", País Visca. 1994, p.4 y 3 
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ya que adicionalmente al hecho de guiar el procedimiento y crear un 
espacio de diálogo al acruar como facilitador del proceso de comuni- 
cación entre las partes en conflicto, tienc la facultad de poder pro- 
poner a las partes en conflicto fórmulas de solución no vinculantes 
que pueden ser aceptadas por ellas, ejerciendo cierca influencia en la 
toma de decisiones de las partes. 


La conciliación es la acción destinada a componer, concordar o ave- 
nir a las partes en conflicto con el objeto de evitar un pleito o con- 
cluir uno ya iniciado, Según el Diccionario de la Real Academia, con- 
ciliación, que proviene del latín conciliario, es el nombre que recibe 
la acción y efecto de conciliar, y conciliar es la acción de componer y 
ajustar los ánimos de los que estaban opuestos entre sí. 


Reiteramos que un aspecto que unifica los conceptos de mediación 
y conciliación lo tenemos en el hecho que la participación del ter- 
cero —mediador o conciliados— se caracteriza porque no impone nin- 
guna decisión del fondo de la controversia a las partes, pues son ellas 
y no el tercero quienes van a resolver su controversia únicamente si 
existe coincidencia y confluencia de voluntades. La diferencia sustan- 
cial entre ambos mecanismos la tenemos en la facultad adicional del 
conciliador de poder proponer a las partes algún tipo de fórmula de 
solución, en vía de recomendación o sugerencia sobre la solución del 
tema de fondo, la misma que las partes pueden aceptar o no, siendo 
que para el caso del mediador, este solo ejerce funciones de condu 
tor del procedimiento de comunicación, a manera de un moderador, 
encontrándose prohibido de poder formular a las partes sugerencias 
sobre la solución del tema de fondo, 


2. Heterocomposición 


En palabras de Ayn Rand, en una sociedad libre, cuando se producen 
conflictos por la ruptura de un contrato —que implica un uso indirecto de la 
fuerza—, la parte perjudicada tendría como opción el apropiarse como com- 
pensación de los bienes del orro, pero al estar prohibido el empleo contraofen- 
sivo de la fuerza por los sujetos individuales corresponderá al Estado cumplir 
vna función importante en la resolución de las disputas entre los hombres de 
acuerdo al empleo de leyes objetivas, y mediante la participación de un fun- 
cionario público que a manera de tercero imparcial administre dichas leyes”. 


(74) BAND, Ayu. La mataba del Gubierno.Iusccuro de Economía de Ls Mercado, Lim, 1994, po 14. 
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Por ello es que se reconoce de manera generalizada que la potestad de 
administrar justicia emana del pueblo y es ejercida por el Poder Judicial a 
través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la Constitución y a las leyos. 
El Poder Judicial se considera como cl tercer poder del Estado en la divi- 
sión clásica de los poderes -junso al Ejecutivo y al Legislativo— ejerciendo 
la potestad jurisdiccional que consiste en solucionar los conflictos que ocu- 
rren entre las personas, recurriendo a la Constirución y las leyes para resol- 
ver, y a la fuerza pública para hacer cumplir sus sentencias”. Este poder se 
encuentra integrado por órganos jurisdiccionales que administran justicia en 
nombre de la nación, y por órganos que ejercen su gobierno y administra- 
ción. Los órganos jurisdiccionales son la Corte Suprema de Justicia, las cor- 
tes superiores de justicia y los demás tipos de juzgados que determine su Ley 
Orgánica, 


En conformidad con estos preceptos constitucionales, la solución de los 
conflictos se da en el ámbito del Poder Judicial, que se constirnye en la forma 
dlásica o tradicional de alcanzar solución a un conflicto recurriendo al Poder 
Judicial en el cual los jueces y otros magistrados tienen la porestad de dar 
'mediante una sentencia la solución al conflicto. Como excepción tenemos los 
ámbitos, atribuciones y competencias de la justicia militar —que constituye 
un fuero privativo- y de los procedimientos arbitrales, según lo contempla el 
inciso 1) del artículo 139 de la actual Consticución Política del Perú”. Estos 
organismos integran las formas heterocompositivas de solución de los con- 
flictos, en les que encontramos que terceros participan en la resolución de los 
conflictos mediante un acto de decisión, dan solución a los conflictos entre las 
partes, determinando derechos y obligaciones en conformidad con la norma- 
tiva legal pertinente. 


Así, en términos generales, podemos afirmar que en la forma hetero- 
compositiva de solución de conflictos interviene un tercero en la solución del 
conflicto, estando la solución del conflicto ajena a la voluntad de las partes 
y dependiendo de las decisiones de este tercero el cual va a estar provisto de 
las facultades legales para solucionar el conflicto, imponer su decisión y hacer 
cumplir su mandato a las partes. 


(15) RUBIO CORREA, Marcel. Para como la Camitución de 1993. Cemtro ce Estudio y Promoción del Desa- 
rrollo - DESCO. Lisa, 1994, p. 151 

(16). Cormeiución Policia del Re. 
"Artículo 13)-- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
1. La unida y exclusividad de la función jurisdiccional 
No exe n puede esablecersjarscicción algona independiente, con excepción de la milir y la erbical 
00 


La coincidencia de objetivos entre el empleo de la conciliación extrajudicial 


4) Elarbitraje 


Si las formas autocompositivas de resolución alternativa de conflictos 
no ofrecen mejores resultados ya que no se garantiza un resultado, 
tenemos en el arbitraje otra forma alrernariva de resolución de con- 
flictos de naruraleza heterocompo En este caso, la decisión es 
adoptada por el árbitro (elegido por las partes de manera voluntaria 
/ por mandato legal), el cual prescinde de la voluntad de las partes e 
impone su decisión a las mismas al estar investido de facultades lega- 
les para ejercer un acto de decisión de la controversia, decisión que 
debe ser cumplida de manera voluntaria o que, en caso de incumpli- 
miento, se puede ejecutar ante el órgano jurisdiccional”, 


En el arbitraje existe un tercero imparcial que emite un veredicto 
vinculante y obligatorio sobre dos pretensiones controvertidas. Es 
un mecanismo típicamente adversarial, cuya estructura es básicas 
mente la de un litigio, ya que el rol del árbitro es similar al del juez 
habida cuenta que las partes le presentan el caso, prueban los hechos 
y sobre esa base decide la controversia. No obstante sus similitu- 
des, el arbitraje mantiene con el sistema judicial una diferencia sus- 
tancial, en el sentido de que la decisión que pone fin al conflicto no 
emana de los jueces del Estado, sino de particulares libremente elegi- 
dos por las partes, utilizando un procedimiento pensado para resolver 
el conflicto con la menor cantidad de interferencias formales, siendo 
que esta elección excluye la posibilidad de la resolución judicial de la 
controversia. 


El concepto de arbitraje como institución se fundamenta en el 
acuerdo de voluntades de las partes, en someter sus diferencias a la 
decisión de los árbitros, obligándose previamente a aceprar y dar 
cumplimiento a tal decisión, otorgando de esa manera jurisdicción 
privada a dererminados sujeros que son elegidos con base en crite- 
rios de imparcialidad, aunque también debemos señalar que el some- 
timiento al arbitraje no siempre resulta de la manifestación de la 


(77) Sisi es dierco que el aebicrje ino la ceracuoíscic de ser vinculante para ls pos, es poreisuncs seña. 
Jae que exis un xiseema de arbitraje nu vinculante cn donde el lnado que el árbiero u ábires puedan dar 
mo es obligatorio para las partes, pero sirve pata disuadir a las parts, ya que al tener el laudo, y estando 
bien asesorada, podría aventurarse a usarlo en un posceicr proceso judicial, Este arbitraje no vinculante 
ha so experimentado en algunos tribunales norteamericanos, especialmente en el esrado de Morida y en 
los tribunales estadales de Wishingron D,C, En exe proceso ac siguen los Encamienvos del abieeaje ra 
Adicional pero el laudo no es vinculance para las parces quienes pueden acetarlo o promover el juicio. Sí una 
lo aceprs y la otra no recurriendo al juicio, el nez al dcrarsenrencia verificará si decisión se asemeja en 
cierto rango alo decidido ene] laudo no vinculanre, y si ello es así, impone tna moles ala parto que lrigó 
ln má saliente 
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voluntad de las partes pues existe una especie de sometimiento for- 
zoso puede emanar de una norma legal, de un estacuro o de un 
testamento. 


Las caracteríscicas más saltantes del procedimiento arbitral serían, 
por un lado su celeridad, si es que se le compara con la gran demora 
que presenta el procedimiento judicial lo que origina la mayor de las 
veces sun fallo tardío, siendo el procedimiento arbitral más expeditivo 
a la vez que no está sujeto a recurso de impugnación como la senten- 
cia. Asimismo, otra característica sería su especialización, ya que por 
lo general se designan árbicros para que realicen una labor de inter- 
pretación del contrato que se pretende hacer cumplir, haciéndose 
esta designación en razón de su especialidad en el tipo de controver- 
sia sometida a su consideración. 


La neutralidad de los árbitros, que opera más bien como una presun- 
ción, sugiere que las partes clijan árbitros que tengan suficiente cali- 
dad moral y que actúen de manera independiente e imparcial. Asi- 
mismo, la confianza se presenta al nombrar como árbitros a personas 
de su confianza ya sea porque conocen la materia, sus cualidades per- 
sonales en temas específicos, su prestigio y honorabilidad y demás 
cualidades éricas 


Por otro lado, la economía que presenta el arbitraje no es solamente 
procesal entendida en cuanto al tiempo para desarrollar el arbitraje 
reduciéndose el término para las audiencias, defensas y alegatos, sino 
que también presenciamos una reducción de los costos que 5e asu- 
men en un procedimiento judicial como tiempo de servicios de abo- 
gados, cédulas de notificación, y otros. 


VIL LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 


Parafraseando a Eduardo Schvarstein, el empleo de la conciliación como 
mecanismo de resolución de conflictos no debe ser considerado como una pri- 
vatización de la justicia. Por el contrario, la manera de resolver disputas en el 
ámbito público del Poder Judicial constituye, paradójicamente, una privatiza- 
ción de las mismas al estar privados del conocimiento de las reglas de juego, 
de las alternativas a nuestro alcance, del contacto con nuestros oponentes y 
con los Jueces que deben resolver sobre nuestros diferendos y; muchas veces, 
de la confianza en nuestros abogados que parecen litigar en beneficio pro- 
pio. La conciliación extrajudicial abre la posibilidad del contacto con el otro, 
es decir, restablecer la relación interpersonal y las presencias corporales que 
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permiten percibir todo lo que la relación social indirecta que imponen los tri- 
bunales arenúa y aun oculta. 


Roque Caivano enumera una serie de desventajas propias de la conci 
liación, como son la voluntariedad, por medio de la cual si es deseo de 
las partes, someten su controversia a un procedimiento de conciliación, y 
si quieren, deciden resolverla en esa instancia; orra desventaja asociada con 
la anterior es la incertidumbre, ya que la conciliación no puede garanti- 
zar que todo conflicto que sea llevado ante ella pueda ser resuelto, cosa que 
sí sucede en el arbitraje y en el proceso judicial, donde la solución se da de 
manera obligatoria. Por otro lado, existen dos problemas de técnica, el pri- 
mero referido a la imposibilidad de delimitar perfectamente el conflicto en 
su fase inicial, ya que dentro del proceso conciliatorio existe la posibilidad 
de incorporarse nuevos conflictos discincos al reclamo original planteado en 
la solicitud; a este problema debe sumarse el inconveniente motivado por la 
posibilidad de que exista revelación de información, en aquellos casos en los 
que, no habiendo llegado a un arreglo, pueda usorse las pretensiones o posi- 
ciones reveladas al interior del procedimiento conciliarorio en un posterior 
proceso judicial”s 


Por otro lado, la conciliación no es inconstitucional, ya que el artículo 
139 de la Constitución Política regula la resolución de controversias mediante 
un sistema heterocompositivo en el que los jueces que forman parte del Poder 
Judicial (y por excepción los árbitros y los jueces del fiero privativo militar) 
imponen su decisión en la resolución de controversias, y los conciliadores no 
resuelven controversias sino que ayudan a las partes a resolver sus controver- 
sias dentro de un sistema de autocomposición donde se pone énfasis a la auto- 
nomía de la voluntad. 


Ricardo Herrera Vásquez llega a señalar que algunos autores estiman 
que los medios alternativos de resolución de conflictos (uno de los cuales es 
la conciliación) constituyen una seria limitación al principio constitucional de 
la función jurisdiccional, deviniendo en inconstirucionales, puesto que si el 
Estado debe garantizar que todo ciudadano pueda acceder inmediaramente al 
servicio de administración de justicia, establecer etapas intermedias forzosas 
como un intento de conciliación pre-judicial, resultaría en principio enervante 
del contenido esencial del derecho a la tusela judicial efectiva, peor todavía 
si la parte contraceualmente fuerte puede imponerse a la débil y enervar su 
derecho a la tutela judicial efectiva, considerándose que aun cuando se asuma 


(8) Ver: CAIVANO, Roque ) Negniación, conciliación y anbisrejo. Meaioma alrmacico para a relación de 
confio. APENAC, Las, 1998, pp. 138 y 139. 
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que los medios alternativos de resolución de conflictos no lleguen a configu- 
rar un atentado directo contra la tutela judicial efectiva, ocasionan un retraso 
considerable cn la emisión del futuro pronunciamiento judicial ante su even- 
tual inoperancia para solucionar el conflicto, por lo que atentaría conera el 
debido proceso legal, plasmación de la tucela judicial efectiva, por lo que de 
todos modos habría un atentado indirecto". 


Sin embargo, prosigue el doctor Herrera Vásquez, desde otra perspectiva 
los medios alternativos de resolución de conflictos no contravendrían la tutela 
judicial efectiva, Si se plantea la optimización de las relaciones económicas en 
función a los postulados de lz autocomposición del conflicto, donde las par- 
tes sean capaces de resolver individual o colectivamente las patologías del sí 
tema, se podría llegar a dicha aseveración. Desde este punto de vista, la exce- 
siva judicialización de los confliccos no contribuye al saneamiento del sistema 
económico. Así, es clara la posible confrontación entre dos postulados cons- 
titucionales;: la rurela judicial efectiva (señalada en el artículo 139 mumeral 3 
de la Consritución) y la promoción de los medios alrernacivos de resolución de 
conílictos y la autocomposición del conflicto (conforme lo entiende el artículo 
28, numeral 2 de la Constitución). Si el derecho a la tutela judicial efectiva se 
materializa a través del debido proceso legal y, este se inicia a pedido de parte 
(principio dispositivo), es necesaria una manifestación de voluntad del justicia- 
ble en el sentido de querer acudir a la vía judicial para que aquel derecho se 
ejercite. Como derecho, también puede no ser ejercido munca, Precisamente, 
en esta potescad radica la posibilidad ele recurrir opcional u obligatoriamente 
(por opción legislativa) a los medios alternativos de resolución de conflictos. 
Así, solo estaríamos ante una aparente confrontación entre ambos postula- 
dos constitucionales, que realmente solo constituirían dos vías alternativas de 
solución de conflictos, activadas alternativa o sucesivamente dependiendo de 
cada sistema legal. 


Asi, la Ley N* 26872 porencia la recurrencia a los medios alternativos de 
resolución de conflictos y la autocomposición del conflicto por encima de la 
tutela judicial efectiva, pero sin acenter contra su contenido esencial, que 
consiste en garantizar el acceso del ciudadano al servicio de administración de 
justicia. Establecer un paso previo consistente en la recurrencia de la conci 
ción no niega tal derecho, pues una vez fracasado el intento de solucionar el 
conflicto por tal vía queda expedito el camino para acudir a los tribunales, 


Y 


(09) ACADEMIA DE LA MAS 
liceo”, Segundo romeo de formac 
(60) Ibídera, p. 67. 


'RATURA. Prosroma de Formacióe de Astíranto, Tener Caria “Pantón Juris 
eecializado, De, Riendo Horna Vázquez. Lara, 2000, pp. 64-67 
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Además, resulta pertinente recordar una sentencia emitida el 25 de enero 
de 1983 por el Tribunal Constirucional español en una acción de inconsticu- 
cionalidad interpuesta precisamente contra una ley que estableció también 
en España un sistema de conciliación prejudicial obligatorio. La demanda fue 
declarada infundada en base a tres argumentos centrales: i) los derechos fun- 
damentales no son absolutos, por lo que pueden ser limitados; 1) por razones 
de interés público es necesario promover mecanismos alrernarivos de resolu= 
ción de conflictos a la vía judicial para descongesrionar los tribunales naciona 
les; y, iii) el establecimiento de un sistema de conciliación prejudicial obliga- 
torio no enerva el contenido esencial de la rurela judicial efectiva, pues no se 
extingue el derecho del justiciable de acudir a los tribunales, aun cuando pre- 
vismente deba intentar la conciliación. 


De igual forma, la Corte Constitucional colombiana resolvió una 
demanda de inconstitucionalidad contra algunos artículos de la Ley 640 de 
2001 por la cual se modificaron normas relativas a la conciliación, estable- 
ciendo que la conciliación prejudicial obligatoria como limitación del derecho 
a acceder a la justicia es constitucionalmente razonable, con lo cual se puede 
colegir que la legislación sobre conciliación constituye un límite razonable al 
derecho a la turela judicial efectiva”. 


Lamentablemente, la posibilidad de empleo de la conciliación es descono- 
cida por la mayoría de la población por falta de una adecuada divulgación de 
sus beneficios. Como resultado, la solución judicial de los conflictos se sigue 
viendo abrumada debido a la consideración por parte de los ciudadanos de 
que el proceso judicial es la única vía a la que podrán recurrir para satisfacer 
sus precensiones, generando retraso y errores en la administración de justicia, 
olvidando que existen otras formas de solución. 


VII CONCLUSIÓN 


En definitiva, no existe incompatibilidad entre el empleo de los medios 
alcernativos de resolución de conlictos y el derecho de acceso a la justicia, 
habida cuenca de que en ambos casos lo que se persigue es la búsqueda de 
una solución eficiente a la controversia que ponga paz entre las partes en 
conflicto. Finalmente, no deben verse estos mecanismos como una traba o 
un requisito previo innecesario al acceso a la tutela jurisdiccional, sino como 
mecanismos que coadyuvan al logro de una solución, justamente evitando 
las molestias que significan transitar por un proceso judicial largo y formal, 


(51) ABANTO TORRES, Jaime David La ronilcación cordial y la conciliación judicial: on pont de oo entro 
Los MARC 7 le jesiia alimen. Griley, Lima, 2010, p. 137. 
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dando una solución con el mismo valor que una sentencia, y que se traduce 
no solamente en el logro de la paz entre las partes, sino en definitiva cum- 
plicado con el mandato de lograr cn cl restablecimiento de la paz y la armo- 
mía social. 
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EL PRINCIPIO DE LA AUTONOMÍA 
DE LA VOLUNTAD Y LA CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL 


'La única Libertad que merece ese nombre es la de buscar 
nuestro bien por nuestro propio camino co tanto no prive- 
mos a los demás del suyo". 


John Swuare Mill 


L INTRODUCCIÓN 


La libertad es una característica fundamental del ser humano en cuanto 
se configura como derecho esencial y natural de todo hombre y más aun si 
este es sujeto de derecho, Así, y de ordinario, observamos relaciones jurídicas 
de la más diversa naturaleza y de las más diversas causas fuentes, relaciones 
que al ser expresiones de voluntad de los sujetos se constituyen como ejerci- 
cios plenos de esa libertad antes mencionada, y que son entendidas la mayoría 
como relaciones jurídicas dentro de las cuales destaca principalmente el con- 
trato, que como relación jurídica eminentemente patrimonial, que se confi- 
gura como acuerdo esencial de voluntades que crea, regula, modifica y extin- 
gue relaciones jurídicas, permitiendo el libre intercambio de bienes y serv 
entre los individuos de toda sociedad civil 


Algunas de esas relaciones jurídicas han sido creadas previstas direc- 
tamente por el ordenamiento jurídico, el cual está compuesto por una serie 
de reglas básicas expedidas por el Estado y que deben ser de estricto cumpli- 
miento para los individuos dentro de una sociedad y que constituyen prin- 
cipios valorativos contenidos en normas jurídicas; o sea directamente la ley 
interviene regulando las relaciones de los particulares, siendo que las partes 
no pueden alcanzar su propósito mas que de la forma prescrica por la ley, no 
pudiendo invocarse ignorancia al respecto. Pero no todas las relaciones jurídli- 
cas observables tienen como causa fuente la ley, la que no pretende ni alcanza- 
ría a ser la causa fuente de todas las relaciones jurídicas que se puedan dar en 
la realidad, así como tampoco pretende regularlas todas. 
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Contrario a lo arriba mencionado, existe un espacio en el cual la causa 
fuente de las relaciones jurídicas no es la ley, no es el ordenamiento jurídico, 
ya que en esc espacio sc encuentran únicamente los mismos sujetos que sc 
vinculan en esa relación. Es decir, hay un espacio dentro del cual las perso- 
nas, ejerciendo de manera libre su voluntad, pueden crear, regular sus propias 
relaciones jurídicas, esto es, un espacio de autorregulación de relaciones juri 
cas. Ese es el espacio de la autonomía de la voluntad o también denominada 
autonomía privada. 


A decir de Max Arias-Schrciber, el principio de la autonomía de la volun- 
tad constituye el postulado básico de lo que se conoce actualmente como Teo- 
ría Clásica del contrato, que parte del criterio de que la ley debe abstenerse de 
intervenir en las relaciones de los particulares, ya que cada individuo tiene la 
facultad de crear, por voluntad propia, una determinada situación jurídica que 
el derecho positivo debe respetar”. 


Pero debemos tener presente que las relaciones son jurídicas porque son 
exigibles, y son exigibles porque el ordenamiento jurídico tutela la exigibi- 
lidad, de modo tal que ese espacio de autorregulación no es un espacio que 
esté fucra del ordenamiento jurídico, sino que es un espacio tutelado por él; 
solo que allí no es directamente la ley la que crea, ni la que regula las rela- 
ciones jurídicas; son los sujetos los que crean y regulan su relación jurídica, 
por eso se habla de un espacio de autorregulación y en vista de ello pueden 
orientar sus relaciones jurídicas porque estos sujetos gozan de la autonomía 
privada. 


Vemos que el principio de la autonomía de la voluntad constiruye la esen- 
cia del denominado Derecho Civil patrimonial y se le define como el libre 
arbitrio que posee todos los individuos que gozan de capacidad para regular 
sus derechos y contraer obligaciones, a les que las partes se deben someter en 
base a lo manifestado en el acto de declaración de voluntad, aunque vale la 
pena mencionar que si bien este principio se aplica fundamentalmente en cl 
régimen de contratos, no es el único campo donde se uriliza, como ya veremos 
más adelante. 


(82) ARIAS-SCHREIBER PEZET; Max Exige del Cádig Civil Porno de 1984. Tormo 1. Gaceta Jurídica Edi- 
tores Lima, 2% edición acrunlizada, 1995, pp. 26 y 27. Continúa el citado auxor cmvumeranco loy peine 
cipios básicos de la Teoría Clásica del contrato: el bre albedrío delas partes pora celebrar contratos de: 
cuakquier contenido y atribuirle los efecos que descen; y la fuera obligaroria del contraro se impone 
anto a la partes insersiientes <n él como al juez, conzagrando la regla pura sony sound al dar fuere 
¿de ley evo las pues ls convenciones Egalemense forenadas.| 
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TI. CONCEPTO 


Buscando algunas definiciones de lo que cs la autonomía de la voluntad, 
encontramos que, para algunos autores es una doctrina de filosoña jurídica, 
según la cual toda obligación reposa esencialmente sobre la voluntad de las 
partes 


Siguiendo 2 León Duguir se puede manifestar que la auconomía de 
la voluntad es un elemento de la libertad general; es la libertad jurídica 
y es, en suma, el poder del hombre de crear por un acto de voluntad una 
siruación de derecho, cuando este acro riene un objero lícito. En otros térmi- 
nos, en el sistema civilisca, la auronomía de la voluntad es el poder de que- 
rer jurídicamente, y por lo mismo el derecho a que ese querer sea socialmente 
protegido”, 


Colin y Capitant, por su parte, afirman que la autonomía de la voluntad 
consiste en que los particulares pueden ejecutar todos los actos jurídicos que 
quieran y hacerles producir las consecuencias jurídicas que les convengan, con 
ciertas limitaciones *%, 


Díez-Picazo y Gullón, refiriéndose a la autonomía privada, señalan que 
esta “es el poder de dictarse a uno mismo la ley o el precepto, el poder de 
gobernarse a uno mismo(...) puede igualmente conceptuarse como el poder de 
la persona para reglamentar y ordenar las relaciones jurídicas en las que se es 
o ha de ser parte. La autonomía privada es la libertad individual"? 


Hasta aquí podemos afirmar que la autonomía de la voluntad es un 
poder de autorregulación que tienen los sujeros privados que les permite 


(83) LÓPEZSANTA MARÍA, Jorge. Las amerstor. 1 edición, Ed, Juridica de Chio. Saningo, 1986, p. 165. 

(64) Un ejemplo de definición de lo que se entiende por "lberead” es el que oftc Lord Acton cuando señala: 
es cc le sepia deu oda Judas Jaleo o Ica e cua el 
¿que cra su debes, conra la influencia de autoria, de mayorías, costumbre y opinión”; nunque debe 
mos entendes cs definición dento del concepao de lo que podía dencia "lberad de selión”y 
«ungue intercar un definición cue abarque una noción más complera de lo que significa ll>rtad no cs 
taren ácil, ya que cómo sosrovo Abrazo Láncol en un discurso pronunciado co Baltimore en 1864 al 
ioceneas explico el hecho de que la queen civil e osiginó en un equívoco reacio a a palabra “Bberad” 
dio "El mundo paca ha sonido uns buena dtinicón de la palebra Libernd () sl liza la misma 
pelao, mo aos referimos a ln misma com". Ver LEONI, Bruno, La libra y dk. Como de Estudios 
Sobre la Libertad, Buenos Ade, 1961, 9, 48 y 5. 

(85) DUGUIT, León. Las rumana seras el Dorcho Prado sel Cada de Najevón. Toducción de 
Carlos G. Posada. 2 líon, Madrid, p, 6. 

(56) COLIN, Ambrsie y CAPITANT, Hen, aro lomera de Der Cil. Tracción española dela Revisa 
gensral de Legelacióny Jurprudencia, Tomo l, Ren, Madrid, 1924, p. 132, 

(87) DÍEZ-PICAZO, Luis y GULLÓN, Antonio. Siena de Dendh Crd. Vol. y 1, Tecnos, p. 589. A coo 
pación precisan que la anronomís prada s ierrad inividnl, y el hecho reconocer | born sg 
Fien permi, bctr ar al individoo nm esfera de acranción, pro reconocer astonomia e decir algo 
quee iio mo alo e se ió su cd obrmno para jeep ley nm cala jui 
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crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas. La autonomía de la 
voluntad es causa fuente de relaciones jurídicas. Este espacio de auto regu- 
lación existe ca toda sociedad, y varía según cl poder que cada sociedad le 
reconoce a los sujetos para autorregular sus relaciones jurídicas. En otras pala- 
bras, la autonomía de la voluntad es el poder que crea relaciones jurídicas y 
se expresa a través del acto jurídico; el acto jurídico es el instrumento usado 
por la autonomía de la voluntad para crear relaciones jnrídicas y hacer 1150 
de la esfera de autorregulación, y que se materializa principalmente en los 
contratos. 


Ta autonomía de la voluntad es poder que se expresa principalmente a 
través del contrato, El contrato es el instrumento jurídico de la autonomía 
privada, porque él le permite a ella crear relaciones jurídicas, autoregular la 
vida privada de los sujetos. Aunque actualmente nadie discute el carácter de 
principio de derecho privado que tiene la autonomía de la voluntad, algu- 
os autores advierten que no debe confandirse a la autonomía de la volun- 
tad con la libertad general, concepto que lo comprende, pero que pertenece al 
plano filosófico. Además, tampoco podemos reducir la doctrina de la autono- 
mía de la voluntad al mero ámbito contractual, es decir, reducirlo a la facul- 
tad que tiene la voluntad para convertirse en ley para los contratantes, o con 
el subprincipio de libertad contractual, ya que ambos derivan del primero. Sin 
embargo, añaden que efectivamente la parte del Derecho en donde más se 
aplica el principio de la autonomía de la voluntad es en los contratos, pero no 
es cl único, Es más, con Fundamentos basados en el liberalismo económico, 
se sostiene que si son las partes las que ponen en riesgo sus recursos e inver 
siones, son ellas las que libremente pueden pactar sín más límite que el orden 
público, el respeto a los valores y la moral pública. 


Podemos sostener que la autonomía de la voluntad cs el alma del con- 
trato, entendida como el poder que se expresa a través de este. Ahora bien, 
si no entendemos de manera clara el concepto de acto jurídico o de contrato 
no podremos adentrarnos en el tema de la autonomía de la voluntad. Así, lo 
que distingue a un acto jurídico de un acto administrativo, procesal o legisla- 
tivo, es que en estos tres actos esrá ausente el poder de los sujetos para anto- 
segularse y por lo tanto hay ausencia de autonomía privada, Por el contrario, 
encontramos acto jurídico donde los efectos son el resultado de la declaración 


(88) Vers BOGGIANO, Anronio, Corman ¿srormacionalo, Depalma. Buenos Aier, 1990, po. £3; LLANOS 
MEDINA, Arrexalo, E primi lla gotonmda de la runa y sas Fimbtaciones. Menor. Santiago, 1944, 
po 0 

(89) SIERRALTA RÍOS, Abal, Comas de moria nrornacional. 3* edición, Fondo Edicoia de la Poncifcia 
Ubiverdac Casdlia del Petú, Lima, 1998, p. 131. 
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de voluntad; por lo que si quisiéramos definir al acto jurídico tendríamos 
que expresar que es un hecho humano, voluntario, lícito, con manifestación 
de voluntad y efectos queridos por el agente; este último clemento pone de 
manifiesto la idea de autonomía privada, ya que el agente puede producir los 
efectos queridos mediance ese poder. 


En este orden de ideas podemos sostener que es mediante un acto jus 
dico —entendido como manifestación de voluntad— que los individuos ejer 
cen la soberanía que tienen para regular sus derechos mediante acuerdos de 
voluntades que tienen fuerza de ley entre las partes. Debe entenderse que la 
expresión de la autonomía de la voluntad es la garantía ma de la liber 
tad del individuo, por ello el «cto jurídico es instrumento de la autonomía de 
la voluntad justamente en el sentido de que es puesto por la ley a disposición 
de los particulares, a fin de que puedan servirse de él, no para invadir la esfera 
ajena, sino para ordenar en cada propía, es decir, para imponer un ajuste a sus 
intereses en las relaciones recíprocas. 


III. ORIGEN Y ALCANCE DEL PRINCIPIO DE LA AUTONOMÍA DE 
LA VOLUNTAD 


1... Origen histórico 


Hayek" nos dice que no debemos olvidar que antes de los últimos 
diez mil años durante los cuales se ha desarrollado la agricultura, las ciuda- 
des y por último la Gran Sociedad, el hombre vivió más tiempo en pequeñas 
bandas de cazadores, que compartían el alimento, con sujeción a su estricto 
orden jerárquico, dentro del territorio común y exclusivo de la horda, siendo 
que fueron las necesidades de este tipo de orden social las que determinaron 
muchos de los sentimientos morales que aun nos gobiernan y que aproba- 
mos en los demás; así en este grupo primitivo encontrábamos un fin único 
y una participación definida en los medios basada en una idea común del 
mérito individual -como ocurría con la asignación de diferentes porciones de 
la presa a los distintos miembros, según su importancia para la superviven- 
cia del grupo—, imponiéndose límites al desarrollo de aquella forma de soci 
dad, ya que el grupo solo podía adaprarse a los acontecimientos y aprove- 
char las oportunidades de las que sus miembros tenían conciencia directa, en 
otras palabras, el individuo apenas podía hacer nada que los demás no apro- 
basen. Por esto sostenía que era ilusorio creer que en semejante tipo de sociedad 


(00) HAYER, Iiredridh A. Bl serio de le juro cil, Insviaro de Economía de Libre Mercado. Lima, 
1994, p10 ys 
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el hombre era libre, ya que la “libertad natural” era un invento de la civiliza- 
¡ón. Al individuo no se le reconocía una esfera de acción independiente y el 
mismo jefe solo podía esperar obedicncia, apoyo y comprensión en lo habi- 
sual, Cuando todos tienen que servir a ese orden jerárquico de necesidades 
está excluida la libre experimentación personal. 


Históricamente, los inicios de la doctrina de la auronomía de la volun- 
tad se encuentran difusos, por lo que algunos autores preficren emplear el tér- 
mino voluntarismo como fundamento de la contratación a partir del siglo 
XVI, ya que el contrato antiguamente era entendido como acuerdo de volun- 
tades que genera obligaciones, aunque antes de esto la situación haya sido 
totalmente distinta 


Efectivamente, desde el punto de vista cronológico, el primer sistema de 
contratación de los pueblos fue el rigurosamente formalista, caracterizado por 
la exigencia de determinadas solemnidades exteriores que eran esenciales para 
la existencia y validez de los contratos y cuya inobservancia acarreaba la muli- 
dad del acto mismo. Era el sistema propio de los pueblos primitivos y enci 
rra en una primera fase un sabor típicamente religioso que caracteriza a las 
legislaciones orientales y en un segundo momento un matiz civil del cual son 
exponentes las legislaciones romanas y germánicas, en las que la fuerza del 
contrato proviene mucho más del cumplimiento del rito o de la formalidad 
solemne que de las voluntades de las partes. 


De manera similar, en el Derecho griego se confunden aspectos éticos y 
de ordenamiento social como base de la contratación, primando la idea de 
reciprocidad en las prestaciones, siendo indiferente si deriva o mo del acuerdo 
de voluntades. La contratación se efectuaba por escrito. No se atendía a la 
voluntad subjetiva de los contrayentes, ya que solo su manifestación mediante 
ciertas formas escritas originaba obligaciones civiles, y si cierto papel jugó el 
voluntarismo, fue en relación a aspectos secundarios de la convención, 


En el Derecho Romano clásico, por su parte, encontramos a la volunta- 
riedad como un concepto mucho más lejano que en el Derecho griego como 
fundamento de la contratación. Fue regla general en el Derecho romano el 
principio ex nudo pacto cctio non nascituras (del simple pacto no nace la acción), 
o también conocido como medim: pactrne obligationem non parrít (el pacto des- 
nudo no genera obligaciones). Acogiendo el principio del formalismo, define 
al acto formal manifestando que la inobservancia de la forma jurídicamente 
presunta para la manifestación de voluntad, encuentra su sanción en la ul 
dad del acto mismo. En otras palabras, las partes no pueden alcanzar su pro- 
pósico mas que por la forma prescrica por la ley y que nadie puede invocar 
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ignorancia respecto de la forma, ya que no era el muruo consentimiento la 
razón por la cual nacía el contraco, sino por la observancia de ciertas formali- 
dades rigurosamente establecidas y que las partes debían realizar, 


Así, el Derecho Romano conoció en un primer momento una forma de 
ligazón contractual por la observación de rigurosas formalidades, que gene- 
ralmente se plasmaban en la expresión de palabras sacramentales o ciertas 
acciones típicas como en los contratos reales que requerían de la entrega de la 
cosa para su perfeccionamiento, 


Posteriormente, exisció una situación en que surgían obligaciones corre- 
lativas procedentes de un contrato, que derivaban del nexo sinalagmático o 
reciprocidad de las prestaciones, surgiendo un efecto obligatorio del contrato 
que encontraba su fundamento en la bilateralidad objetiva de las obligaci 
nes, El término latín contractas, que hacía referencia al contrato, expresa “lo 
contraído”, o sea, la relación juridica bilateral ya formada, En esta forma se 
atendía al vínculo ya formado en que surgen obligaciones recíprocas fundadas 
precisamente en la reciprocidad de las prestaciones, es decir, de una mutua 
causalidad; así, podía incluso constituirse una relación contractual por un acto 
unilateral. Lo que importaba cra la bilatcralidad de la relación ya formada, 
lo que en palabras de Messinco, significaba que el contrato no indicaba un 
acuerdo de voluntades, sino el vínculo obligatorio entre sí, considerado como 
hecho objerivo. 


Respecto al Derecho Romano postclásico, algunos autores consideran 
que ahí se encontraría el inicio del contrato fundado en el consentimiento, es 
decir, en el acuerdo de voluntades al decaer el procedimiento formulado en 
la época del Derecho Justinianeo. Los contratos habían dejado de ser rigu- 
rosamente típicos, naciendo los contratos innominados, Para el propio Gayo, 
jurisconsulto romano del siglo II, autor de Insritaciones, que sirvieron de base a 
las del emperador Justiniano, el elemento fundamental del contrato es el con- 
sentimiento. Pero otros autores sostienen que esta valorización de la volun- 
tad no habría sido mas que una necesidad impuesta por el creciente cráfico 
jurídico entre ciudadanos romanos y extranjeros motivado por la expansión 
del Imperio romano que hacía prácticamente imposible mantener un sistema 
estrictamente formalisca que se volvía rígido ante las exigencias de una socie- 
dad cada vez más dinámica, aunque por sí solo no sustentaba el contrato, por- 
que aun en los contratos innominados el cumplimienco de una prestación 
implicaba el nacimiento y cumplimiento de la correlativa obligación. 


El Derecho en la Edad Media parece haber mantenido el sistema contrac- 
rual de la obligación cumplida, o sea que el cumplimiento de la prestación 
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por una de las partes era causa suficiente para el nacimiento de la obligación 
correlativa, sin atender a la voluntad subjeciva de los contratantes. Tan solo 
en cl siglo XVI se establece en el ordenamiento de Alcalá cn España cl con- 
sensualismo contractual, aunque esto no debe de confundirse con el princi- 
pio de la autonomía de la voluntad, que es condición de este por haber per- 
micido la liberación de la voluntad de las formas materiales, paso previo y 
necesario para el establecimiento del principio de la autonomía de la volun- 
tad. Posteriormente, y debido en gran parte a la difusión del juramento y a la 
índole religiosa de las naciones —rodo esto desarrollado por el Derecho Canó- 
nico y la competencia de los tribunales eclesiásticos dicho acto hizo penetrar 
en las costumbres cl predominio del espíritu sobre la letra, lo mismo fue el 
respeto de la ley jurada, siendo la resistencia ofrecida por los romanistas, muy 
apegados a la tradición romana de la formalidad, lo que retardó por bastante 
tiempo el triunfo del principio sh comsensus obligar que luchaba por impo- 
nerse desde el siglo XVI, hasta que en el siglo siguiente triunfa la regla canó- 
nica sudo pacto actio mascitur (del simple pacto nace la acción); desapareciendo 
así el formalismo y el contrato se establece desde allí como instrumento abs- 
tracto, El jurisconsulto Loycel afirmaba: “se ata a los bueyes por los cuernos y 
a los hombres por las palabras y tanto vale una simple promesa o convención 
como las estipulaciones del derecho romano”. 


A partir del criunfo del consensualismo más elementos tomados del Dere- 
cho Canónico y la evidencia de la multiplicidad de vínculos contractuales, se 
desarrolla por los filósofos y juristas del siglo XIX la idea voluntarista del con- 
trato, que encuentra su máxima expresión dentro de la Escuela del Individus 
lismo Jurídico y en la concepción metafísica del derecho subjetivo, que si 
vieron de bases filosófico-jurídicas del Código Civil francés de 1804. Así, el 
principio del consensualismo evolucionó y quedó definitivamente consagrado 
en Francia a través de su inclusión en el Código de Napoleón de 1804, pues 
sus redactores lo adoptaron como regla general9”. 


Hoy en día, se acepta el principio de la función de la voluntad en el con- 
trato como elemento decisivo para la existencia del mismo; ello como conse- 
cuencia de la evolución de la concepción de la corriente individualista de la 
sociedad, que parte de las ideas que aportó el liberalismo económico como 


(91) No obstarce, este cuerpo legal contiene solo tres disposiciones que consagran de manera positiva el prin- 
<ipio de la autonomía de la voluntad, 6 saber, l articulo 6 que dispone que no pueden derogarse, poe la 
cuayeución de puriculaces, la leyes que inreresán el ordea público y las buenas coscucubres; el articulo 
1134, prime párralo, según el cual lus comtenciones logalmenes formadas tienca el valor de ley para 


aquellos que las han pactado; finalmente, e arrculo 1156 que dispone que debe invesrigarse en los com. 
“venios cual ha sido la intención común de las partes coneracantos, más bien, que ase cn el sentido Nreral 
de los cárnicos, 
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movimiento filosófico y político. De este modo, el principio de la autonomía 
de la voluntad alcanza su plena consagración con el desarrollo del liberalismo 
económico. La expresión de la voluntad y el respeto por la palabra empeñada 
es recogida por el principio pacta sunt servanda o cumplimiento de la palabra 
empeñada, que significo que lo establecido contracrualmente debe ser respe- 
tado y además cumplido fielmente. 


2. Origen filosófico 


La descripción es consensual al reconocer a la autonomía privada como 
un poder. Es más, algunos juristas omiten todo análisis asumiendo a priori que 
el principio de la autonomía de la voluntad es un axioma jurídico, que como 
tal hay que aceptarlo, pues su discusión perjudicaría la existencia del Dere- 
cho. Y otro segmento de estudiosos parte de la aceptación universal, según 
la cual el asunto ha creado adeptos desde los trabajos de Saliceto y Dumou- 
lin, y en consecuencia hay una convicción gencralizada de su existencia. Se 
invoca la tradición como la razón más poderosa para aceptas el principio y 
enfrentar cualquier crítica, teniendo como sustento la continuidad histórica, 
preguntándose si es posible alterar un principio tan antiguo y universalmente 
establecido' 


El debate empieza cuando se explora los fundamentos de esta autonomía 
privada, y se especula sobre el origen de ese poder. En este sentido, existen 
dos posiciones básicas que intentan explicarlo 


La primera posición, que se inicia con el derecho moderno y es denomi- 
nada voluntarista, sostiene que el poder es originario, innato, que radica en 
el hombre, es una expresión de su ser, afirmándose que se tiene autonomía 
privada porque se es hombre, 


La segunda, que surge con posterioridad es llamada normativista y sos- 
tiene que ese poder es conferido al hombre, no le nace, le viene de afuera y es 
el ordenamiento jurídico el que ororga a cada sujeto ese poder, más o menos 
extenso, según la naruraleza de cada ordenamiento jurídico, según el espacio 
de acción privada que el ordenamiento jurídico quiera reconocer. 


De esta manera, se puede entender como autonomía de la voluntad, con- 
siderando al sujeto de la relación, por ser tal, el generador de las normas jurí- 
dicas ab ónirio, por sí es fuente originaria del Derecho; pero también puede 


(02) WIGNY. La rige de on appicabls crs. Une rai rain Cedo por SIERRALTA, Anibal 
Ob cio, p 153. 
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entenderse que la voluntad del sujero es una fuente derivada que puede crear 
reglas solo y en cuanto una ley primera lo faculta de manera previa o lo habi- 
lita para tal ercación””, 


2.1, Posición voluntarista 


Esta posición se encuentra influenciada por el iusnaturalismo, e inspi- 
rado por santo Tomás de Aquino señala que la naruraleza humana implica 
la racionalidad y voluntad autónoma del hombre, en virtud de esta última el 
ser humano tiene la facultad de elegir, sin sujeción forzada, los bienes particu- 
lares aptos para realizar su fin último sobrenatural. Esta libertad debe respe- 
tar y reconoces el derecho positivo, porque este no es sino una ordenación de 
la razón para el bien común, promulgada por quien tiene a su cargo el cui- 
dado de la comunidad, que a su vez es parte de la ley natural, o participación 
del hombre en la ley eterna que emana de Dios y que tiene por objeto la con- 
ducta entera del hombre. Claro que esta idea evolucionó, para convertirse en 
un movimiento intelectual denominado Escolástica Tardía y que postulaba la 
preeminencia de la voluntad sobre la razón, conocido también como volun- 
tarismo, y que luego en el siglo XVII se convirtió en la Escuela del Derecho 
Natural, y que sostenía que el hombre es por naturaleza libre, indepen- 
diente, aislado, titular de derechos individuales inalienables e impres- 
criptibles, de derechos llamados naturales, indisolublemente unidos a 
su cualidad de hombre. 


Será recién en el siglo XIX que se logrará la integración del voluntarismo 
a la ciencia jurídica, llegando de esta manera a encontrarse la esencia del con- 
trato en la voluntad concordante de las partes, llegándose a afirmar que el 
“alma del contrato es el consentimiento y reina la libertad contractual. 


Según esta posición, si dos personas concluyen un contrato, esa condición 
dada por el contrato señala como debida la consecuencia de cumplirlo, por- 
que las partes, en cuanto seres racionales con una voluntad libre, han creado 
la norma particular concrera, no pudiendo una de ellas desconocer el convenio 
en forma unilateral, porque entonces no habría seguridad alguna en las rela- 
ciones jurídicas. 


2.2. Posición normativista 


Esta posición se basa en la Teoría Pura del Derecho que fue elaborada por 
Hans Kelsen. Sostiene que la autonomía de la voluntad, en cuanto poder del 


(93) SIERRALTA, Aubal. Ob.civ, p. 131. 
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hombre para crear sicuaciones de derecho, encuentra su fandamento no en la 
propia narursleza humana, sino en una norma jurídica anterior, ya que toda 
norma jurídica sc dicta siguicado los preceptos de otra norma jurídica previa 
que a su vez ha sido dictada según lo dispuesto por otra norma anterior y así 
sucesivamente hasta llegar a lo norma fundamental de la cual deriva la validez 
de todas las demás. 


Según esta posición, la estructura lógica de las leyes que integran al 
Derecho se reduce a una proposición en la cual se establece que a la reali- 
zación de un determinado hecho debe seguir la realización otro hecho igual- 
mente determinado. Aquí, la condición jurídica es la conducta humana inde- 
seable; la consecuencia jurídica, es la sanción coactiva, esto es, la pena o la 
ejecución forzada. 


Según la Teoría Pura del Derecho, es erróneo pensar en la idea de que 
las partes poseen las condiciones de entendimiento y voluntad exigibles, que 
son sabias y buenas, y ambas en el mismo grado. En este supuesto va incluida 
especialmente la idea de que los intereses de los hombres no perturban su 
cio objetivo y que son aptos pare conocer la verdad plena. Por esta razón, la 
labor de aplicación del derecho natural en su estado general y abstracto a las 
acciones concretas del hombre, tendrá que hacerla un órgano, positivamente 
formal, que pretenderá resolver el litigio y no los propios contratantes porque 
no son igualmente inteligentes, buenos y sabios y porque sus intereses suelen 
perturbar su juicio objerivo, manteniéndolos indefinidamente en busca de la 
justicia como una de las virtudes cardinales que permiten la consecución del 
fin último, en otras palabras, el derecho natural, para realizarse, necesita vol- 
verse obra humana, a través de un órgano, positivarse y, con esto, el proceso 
de realización del derecho narural suprime su idea. 


De acuerdo a esto, el derecho nacural no existe, porque los hombres no 
tendrían intuición de lo justo y lo acertado, lo que denoraría la falta de una 
norma, a diferencia del postulado de la Teoría Pura del Derecho que entrega 
al juez y al legislador el hecho que impongan coacrivamente a los obligados la 
consecuencia que se establece como debida al acto, que procede de una norma 
jurídica anterior validada por la norma jurídica fundamental. 


Dependiendo de la posición que se adopre resultará el régimen legal que 
se le dé a la autonomía de la voluntad, Así, si consideramos que ella es innata, 
cualquier pretensión de limitarla va a aparecer como una pretensión desna- 
turalizadora de la autonomía privada. Fueron los juristas que elaboraron el 
Código Civil francés de 1804, conocido también como Código de Napoleón, 
quienes pensaban de esta manera. Por ouro lado, si concebimos este poder 
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como uno conferido por el ordenamiento jurídico, no vamos a tener reparos 
en admitir que aquel que concede el poder lo puede conferir más o menos 
extensamente o lo puede limitar, ya que estas limitaciones no afectarán la 
nacuraleza de aquel que recibe el poder porque este poder es externo a él. 
Los juristas que elaboraron el Código alemán pensaban de similar manera, 
por ello las limitaciones a la autonomía de la voluntad no les eran extrañas. 
Con todo lo dicho, resulta pertinente mencionar que no se puede descono- 
cer el hecho de que el hombre sea por naruraleza libre, nn ser con voluntad 
autónoma, y por lo tanto sería la posición más acertada como fundamento 
filosófico de la doctrina de la autonomía de la voluntad, que considerarla 
procedente de una norma jurídica fundada en último grado en otra norma 
ajena al derecho. 


TV. CONTENIDO 


En el régimen de los contraos, la auconomía privada se expresa a través 
de dos libertades: la libertad de coneratar y la libertad contractual. 


1. La libertad de contratar 


Esta libertad se presenta en el momento previo a la celebración del con- 
trato, porque gracias a ella los contratantes son libres de decidir si celebran 
o no un contrato y además con quien lo celebran; es el derecho que tienen 
las partes, en la medida de que así lo descen, de vincularse. Los sujetos son 
libres de contratar y a su vez nadie está obligado a celebrar contratos; incluso 
se puede llegar a admitir que la potestad consistente en no contratar es una 
exteriorización de esta libertad. 


Quienes hacen de esta libertad una religión sostienen que nadie puede ser 
obligado a contratar, nadie puede ser obligado a vender, nadie puede ser obli- 
gado a dar en arrendamiento, o a decir de Max Arias-Schreiber, se contrata 
porque se quiere y se contrata con tal o cual persona porque así se deseaó”, 
Con esas afirmaciones sc está haciendo referencia a csa libertad de contracar 
que es expresión del poder de la auronomía privada. 


Al afirmarse que la voluntad del individuo basada en su libertad es el 
fundamento mismo del Derecho, se postula además que el individuo es libre 


por esencia y solo puede obligarse por propia voluntad, que es lo que lo lleva 
precisamente a contratar. 


(04) ARIAS-SCHREIER PEZET, Max. Ob, ip. 27 
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2. Lalibertad contractual 


Esta libertad les permite a las partes contratantes definir rérminos y con- 
diciones del contrato que celebran, así como definir el contenido del contrato. 
Este contenido viene a ser la plasmación del ejercicio de la libertad contrac- 
tual, es el resultado de la declaración de voluntad de las partes, las cuales 
son absolutamente libres para crear, regular, limitar o extinguir obligaciones 
mediante el empleo de los términos y condiciones que consideren más favora- 
bles a sus intereses. 


Este principio hace referencia al ejercicio que tienen las partes para dotar 
de consenido al coneraro, al amparo de las reglas de la auronomía a las que 
se someren libremente. Las partes al hacer uso de la libertad de contratar tie- 
nen implícitamente una libertad contractual, sometida a tipos previstos por el 
legislador y regulada por las normas jurídicas imperativos que se deben tomar 
en cuenta al momento de llevarse a cabo el acto jurídico. 


Así, vemos que no solo se considera al consensualismo como fundamento 
de la relación contracrual, sino que esta declaración de voluncad debe ser veri- 
ficada por las partes para interprerar si arenta conera normas imperacivas 
como veremos más adelante. 


Y. LÍMITES 


El derecho tiene como finalidad establecer reglas de organización dentro 
de la sociedad que permitan mejorar las relaciones entre las personas, dentro 
del marco general del orden jurídico impuesto por el Estado. Allí donde existe 
organización social, existe un Estado que ejerce su poder de coacción para per- 
mitir la aplicación de las normas jurídicas en los distintos campos y ramas del 
Derecho que se intercalan en su actuación en una sociedad. Sin embargo, en 
toda sociedad civil existe un orden público dentro del cual se enmarcan las 
libertades de los individuos que aceúan en ella. Así, nos encontramos ante un 
orden jurídico compuesto por reglas básicas que deben ser de estricto cumpli- 
miento por los individuos dentro de una sociedad y que constituyen principios 
valorativos contenidos en normas jurídicas. Aquí es de resaltar que en la crea- 
ción de relaciones que se generan entre los particulares no solo se debe tener 
en cuenca el interés individual de las parte, sino también el interés general de 
la sociedad. 


Ahora bien, intentar definir adecuadamente lo que entendemos por orden 
público será siempre motivo de álgidas e interesantes discusiones respecto a 
su conceprualización, ámbico de aplicación así como su utilización al ser una 
noción enigmática, cambiante en cada ordenamiento jurídico y aun dentro de 
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un mismo Estado, en relación con la disciplina jurídica que se ocupa de él y 
con la época en que se aprecia. Normalmente se le puede considerar como la 
situación jurídica cn un Estado determinado, la cual hace que sus habitantes 
deban respetar principios y normas superiores de carácter político, económico, 
moral y algunas veces de carácter religioso, sobre los que este asienta su indi- 
vidualidad y que no pueden ser dejados sin efecto por simples convenciones 
particulares, siendo rígidamente obligatorias o imperativas. Dichas normas se 
sustentan casi siempre en la protección del interés general respecto del inte- 
rés particular, no pudiendo, además, ser derogadas por las partes a diferencia 
de las normas dispositivas que sí son susceptibles de ser dejados de lado median 
estipulaciones diferentes a ellas en aplicación de la autonomía de la voluntad. 


El fundamento del orden público radica en que las leyes traducen con- 
cepciones morales y exigencias técnicas cuya vigencia se estima indispensable 
para la realización del bien común en una sociedad estatal, considerándose en 
este contexto a roda solución contrapuesta que provenga de la voluntad de las 
partes como radicalmente antijurídica. 


El Código Civil peruano de 1984 se rige por la idea que considera que la 
autonomía de la voluntad es un poder conferido por el ordenamiento jurídico 
y, por ende, es un poder limitable por parte de un acto de decisión del Estado. 
En este sentido, los artículos 1354, 1355 y 1356 prueban que la autonomi 
de la voluntad es un poder limitado”, 


En este orden de ideas, si la autonomía privada se expresa en la libercad 
de contratar y en la libertad contracrual, y si la auronomía de la voluntad es 
un poder limitado, entonces podríamos suponer que ambas libertades esta- 
rían limitadas en nuestro ordenamiento jurídico: pero, contrariamente a esto, 
en muestro Código Civil solamente encontramos limitada a la libertad con- 
tractual, mas no a la libertad de contratar. La limitación es al contenido de 
los contratos, los cuales pueden ser establecidos de manera libre por las par- 
tes, siempre que no rebasen determinados límices, como las normas de cará 
ter imperativoS, ya que todo contrato que vaya en contra de ellas es nulo y 


(95) Cid Cil 
“Arcclo 1354. Las pares pueden dererminar libremente el contenido del cons, siempre que no seu 
«arar mara legal de este imperativo, 
“Aruiclo 1335.. La le por coosideraciones de inrés social, público ético, pued imponer reglas ecu 
blecerlimicaciones al contenido de los contaros 
“Arcenlo 1356.- Las diponicione de l ley sobre contacor son mupleoros dela volmead de las parte, 
Salvo que ss imperativos, 

(96). Comscación Poírica del Per: 
"Arículo 2. "Tica persona cis derechos.) 
14. comas on so lo impee que 195 convengan ly de eden público. 
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por lo tanto no producirá ningún efecto. De manera similar podemos hablar 
también de los contratos que colisionen con las buenas costumbres o el orden 
público. 


De esta manera se supera el principio de la autonomía de la voluntad, 
en el sentido de que se deja de considerar que lo estipulado por las partes no 
tiene limitaciones, ya que si bien las partes pueden contratar dentro de los 
límites de la ley que lo permite, no pueden generar por sí un contrato que sca 
asimismo una ley, entre los sujetos, con prescindencia de cualquier condición, 
aún cuando estas por sí voluntariamente se impongan restricciones, oblig: 
ciones o se den derechos, pues aun quedan determinados elementos como las 
normas de tipo imperativo, el orden público y las buenas costumbres, sobre 
las cuales no se pueden pactar al operar como límites a ese poder que deno- 
minamos autonomía de la voluntad, sieado la ley la que permite a les par- 
tes configurar un contrato y a la vez fija los límites a esa conducta, quedando 
cualquier aclaración o interpretación dentro de los marcos proporcionados por 
dicha norma. A decir de Manuel Miranda Canales, se consagra el principio 
del intervencionismo o dirigismo contractual, por cuanto la concepción 
elásica de la autonomía de la voluntad, ha sido superada, ya que la igualdad 
legal, no es equivalente a la igualdad real, debido a las grandes desigualdades 
económicas?” 


A través de este dirígismo contractual el Estado interviene en la etapa de 
formación del contrato mediante regulaciones que se basan en gran medida 
en conceptos difusos y genéricos, tales como el interés social y el bien común. 
Y, según la teoría de la revisión de los contratos, esta intervención se puede 
dar en el curso de la ejecución contractual inclusive en sede judicial 


El dirigismo contractual se presenta en forma de intervencionismo legis- 
lacivo cuando el Estado actúa mediante leyes y decrecos, acentuándose en los 
periodos de crisis más agudas, como por ejemplo ocurrió en las guerras mun- 
diales. El contrato celebrado por adhesión y las cláusulas generales de con- 
tratación incorporados al ordenamiento jurídico peruano de 1984 constituyen 
una expresión de la manera en que el Derecho Civil ha debido admiti 
vas formas jurídicas acordes con la transformación operada en las sociedades 
modernas. No podemos dejar de señalar que con la crisis económica generali- 
zada en la década pasada, el intervencionismo estatal se convirtió en algo coti- 
díano, usual, sino basta recordar la legislación que sobre alquileres se estable- 
ció en el quinquenio 1985-1990. El intervencionismo contractual puede tener 


mue- 


(97) MIEANDA CANALES, Maawel.Toría General de la Cuat, Calcural Curs Liza, 1986, 
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la forma de intervencionismo judicial cuando se faculta al juez para modificar 
las obligaciones de las parres en los casos concreros sometidos a su decisión”. 


El derecho positivo pervano establece de manera clara la libertad contrac- 
tual, permitiendo el libre y voluntario acuerdo de las partes, pero regulando el 
uso legítimo de ella; así, el principio de la autonomía de la voluntad es tras- 
vasado por una concepción más justa, acorde con los nuevos tiempos". 
fundamentación radica en que el contenido del contrato no puede circunscri- 
birse a ser el marco dentro del cual la libertad de los contratantes predomina 
absolutamente, sino que tal libertad debe permitir la justicia entre los propios 
contratantes, así como para todos los terceros que, en una u otra forma, pue- 
den verse afectados”, 


Existe pues un límite legal a la autonomía privada en materia contrac- 
tual que está constituido por las normas imperativas que tienen un rango 
preferente al cual los particulares se deben subordinar de manera obligato- 
ría en contraposición a las normas disposirivas que sí pueden ser adoptadas de 
manera libre y voluntaria, 


Estas normas, que son consideraciones de orden público, constituyen el 
límire de la libertad coneractual entre los particulares, por lo que la coexisten- 
dia de las normas imperarivas con el principio de la autonomía de la volun- 
tad se dará por razones de interés general para la sociedad y en consecuencia 
el contraco dejará de ser un acto que solo interesa a las partes que lo cele- 
bran para dar paso a la intervención del Estado, para ordenar las condicio- 
nes humanizadoras dentro de un marco general de solidaridad, debiendo ser 
entendidas no como limitaciones o exclusiones del ejercicio pleno de la liber- 
tad contractual, sino mas bien como un complemento de ella que permitirá su 
correcto ejercicio en armonía con el derecho de los demás corno sucede en el 
caso del arcículo 11 del Título Preliminar de nuestro Código Civil que prohíbe 
la omisión o el ejeccicio abusivo de un derecho. 


VI. EL PRINCIPIO DE LA AUTONOMÍA DE LA VOLUNTAD EN LA 
CONCILIA CIÓN EXTRA JUDICIAL 


Como habíamos adelantado, emos que la autonomía de la voluntad —en 
tanto faceca de la libercad general de la que goza todo individuo se presenta 


(08) ARIAS SCHREIBER P, Max. Ob. cit, pp. 29 y 30, 

(09) SIERRALTA, Anibal. Ob. cit p. 144 

(100) DELA PUENTE Y LAVALLE, Manel. sm ll onorareprisado Tano 1, Calrueal Cusco, Lira, 1985, 
p.óL 
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generalmente en el ámbito de los contratos, pero no es el único espacio en 
donde opera. Así, podemos hablar de elementos del principio de la autonomía 
de la voluntad que son aplicables a diversas facetas que forman parte de la 
relación de los individuos dentro de la sociedad, y que perfectamente pueden 
utilizarse dentro de los medios alternativos de resolución de conflictos y espe- 
cificamente en el campo de la conciliación extrajudicial 


En primer lugar, recordemos que cuando el procedimiento de conciliación 
extrajudicial concluyo con acuerdo conciliatorio (sea ese total o parcial), este 
acuerdo puede ser considerado como un acto jurídico en la medida que el docu- 
mento que lo contiene — denominado Acta de conciliación— contiene a su vez la 
manifestación de voluntad de las partes, entendido como el acuerdo de volunta- 
des destinado a resolver una controversia"%; por ello no existiría inconveniente 
alguno en asemejar un acta de conciliación con acuerdo con un contrato pl 
vado, en tanto que para su construcción se requiere necesariamente de la coin- 
cidencia o confluencia de la voluntad de las partes, la que deberá quedar plas- 
mada en un documento. Esto es coincidente con lo que señala el artículo 3 de la 
Ley N' 26872, Ley de Conciliación, en el que se aprecia que la Conciliación es 
una institución consensual, en tal sentido los acuerdos adoptados obedecen 
única y exclusivamente a la voluntad de las partes”. 


Ahora bien, de una lectura del artículo 4 del Reglamento de la Ley de 
Conciliación (aprobado por Decreto Supremo N" 014-2008-JUS) pode- 
mos afirmar que esta manifestación de voluntad de las partes no se ejerce de 
manera irrestricta, pues la autonomía de la voluntad a que hace referencia el 
ya citado artículo 3 de la Ley no se ejerce irrestrictamente, ya que las partes 
pueden disponer de sus derechos siempre y cuando no afecten con ello normas 
de carácter imperativo ni concraríen las buenas costumbres, que se consritu- 
yen en límites establecidos al ejercicio de los derechos de las partes, 


Ley de Concllación: 
Artculo 16.= Acta 
El Acta es e documento que expresa la muniistación de voluntad delas partes en la Conciliación Extra 
judicial (3 
El Aer deberá contener lo siguientes 
h. El Acuerdo concilacaro, sea ucal o parcial, consignándose de manera lars y precisa los derechos, 
deberes u obligaciones cercas, expresas y extgibls acordados por la partes (Y. 
(102) Ley N? 26372, Ley de Conciliación 
Artkulos3- Arenormía de la voluntad. 
La Conciliación es uns insuicución consensasl, cu tal sencido los acuerdos adoptados obedecen única y 
escliswamente ala voluntad delas partes 
(103) Dexrewo Supremo N' 014-2008 -JUS, Repdauvenco de le Ley de Conciliación: 
“Articulo 4- Restricciones ala Adtoncamía de la Voluntad. 
Ta suroromía de la volnnrad a que hacen referencia los srrculos 3 y 5 de la Ley, no se ejerce 
iercrticcamente, Les portes pueden digaoner de sus derechos siempre y cuendo no scan contrarias las 
Leyes que imeresan al orde pública alas buenas costumbres. 
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En este sentido estamos en condiciones de afirmar que este principio de 
la autonomía de la voluntad se aprecia en la conciliación extrajudicial, de 
manera concecta, en tres situaciones: 


- La primera situación se refleja en cuanto a la libertad de las partes 
para optar por el medio de resolución de conflictos más adecuado 
según sus necesidades. 


- La segunda, en cuento a la libercad de concurrir al procedimiento 
conciliatorio. 


- La tercera, respecto de la exigencia de que todo acuerdo que tenga 
como fin la culsminación del conflicto debe ser expresión fiel de la 
propia voluntad de las partes. 


Además, otros aspectos relevantes que surgen derivados de la aplicación 
del principio de la autonomía de la voluntad en la conciliación extrajudici 
tienen que ver con los límites que se impone a la voluntad de las partes en 
cuanto a la forma en estas resuelven sus conilictos, puesto que el acuerdo no 
debe ser contrario a las normas de tipo imperativo (las que interesan al orden 
público) ni a las buenas costumbres. Otro tema esrá referido al cumplimiento 
de las formalidades del documento que contiene la manifestación de voluntad 
de las partes, denominado acta de conciliación. 


|. Libertad para optar por el medio de resolución de conflictos más 
adecuado 
En principio, podríamos llegar a suponer, amparados cn cl principio de 
la autonomía de la voluntad, que las partes involucradas en un conflicto de 
manera libre y haciendo uso de su libertad de elección estarían en libertad 
de optar por el medio de resolución de conflictos más adecuado según sus 
necesidades y expectativas de resolución. Es decir, sí lo consideran pertinente, 
podrían optar por una diversidad de alternativas de solución que van desde la 
negociación directa, o recurrir a procedimientos de negociación asistida con la 
participación secundaria de un tercero, como sucede en los casos de mediación 
y conciliación, o dejar que este tercero participe de manera que imponga una 
solución definitiva a la controversia, como sucede en los casos de recurrir al 
arbitraje o el proceso judicial. 


La tendencia actual radica en que la solución de los conflictos deja de 
ser centralizada por el Poder Judicial, el cual adolece entre otras cosas de 
una sobrecarga procesal que le dificulta cumplir con eficiencia su propósico, 
razón por la cual el Estado propicia y ofrece a través del sistema jurídico otras 
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opciones, además de la judicial, por medio de las cuales las partes en con- 
flicco puedan solucionar sus controversias mediante una variedad de medios 
de resolución de confliccos que pueden ser escogidos libremente por ellas de 
tal manera que ambas se sientan satisfechas tanto con el medio elegido así 
como con el probable resultado. 


Pero en este extremo resulta un poco contradictorio el hecho de hablar de 
libertad para elegir cuando la ley nos obliga a transitar por una conciliación 
antes de acceder a la administración de justicia como forma de solucionar con- 
Rictos(1%%, ya que si optamos por acudir directamente al Poder Judicial para 
resolver nuestra controversia siempre se nos exigirá acreditar el haber cum- 
plido con el requisito previo de la conciliación para aquellas materias en los 
que se constituya en requisito de procedibilidad que se encuentran reguladas 
en el artículo 7 de la Ley de Conciliación"* (a saber: pretensiones determina 
das o determinables que versen sobre derechos disponibles, materias derivadas 
del Derecho Familiar y del Derecho Laboral). Si tomamos en cuenta lo seña- 
lado por la tercera disposición final del Decreto Legislativo N9 10709, esta- 
ríamos en condiciones de afirmar que por disposición legal expresa la exigen- 
cia de la conciliación laboral como requisito de procedibilidad de la demanda 
en materia laboral se encuentra suspendida en su obligatoriedad de exigen- 
cial". Distinto es en lo que respecta a la materia familiar, en donde por 
modificación introducida por la Ley N? 29876 se declaró como materia con- 
ciliable facultativa y, en consecuencia, ya mo se exige el cumplimiento de 


(104) Tey N* 26872, Ley de Conciliación: 
Artículo G- Fale de intento conclacorio 
Si la pare demandacte, en forma previa a iucerponer su demando judicial, uo socie ul concuure a la 
Aucicnca respectiva ante un Centro de conciliución extramdicil para los fines señalados en el articulo 
precndenee, e jocz compererre l momento de calificar ln demanda, la declarará improcedente por causo 
¿le enanifcaa tala deinverés para obrar (el realvado es nuestro) 

(103) Ley N' 16872, Ley de Conciliación 
"Artículo 7- Maresas Conciliables 
Soo mater de Conciliación las prescnsíones decerminados o desceminabios que vesen sobre dercchos 
«disponibles de las partes, 
En marera de familia, son conciliables aquells pretensiones que versen sobre pensión de alimentos, 
régimen de visiras, tenencia, ací como ntrus que se deriven de la relación familiar y respecto cl la cuales 
las parres rengan libre disposición. El conciliador en su acrución deberá aplicar el Principio del inrerés 
superior del niño, 
1 conciarión en ara abr se ers eb sesptando el cr treneible de on derechos del 
trabajador reconocidos por la Constitución Política del Perú y la Ley (Y 

(106) Dexreto Legslacivo N? 1070, 
“Tercera Disposición Final 
Ta Conciliación estsbleción cn el terter y cuarro párrafo del arrílo 7 de la Ley N* 26872 modificada 
porel presente Docreco Legisarivo, no resulta exigible a efectos de calificar la demanda en materia 
Jabaral tel esalado es ouesuro) 

(107) Cfr, PINEDO AURIÁN, E. Martín. “INi a favor ni en conera, todo lo contrario! (Problema de inserpir- 
tación en la corteca aplicación del Decreto Legislacion NY 1070 y mu incidencia en el ámbiro jodical y 
xcrsjudicial”, Ea; Rea Jovidico del Pri NC 108, Lia, febccro de 2010, pp, 301-315. 
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requisito de procedibilidad de la demanda en los distritos conciliatorios en 
donde ya se encuentra implementada la obligatoriedad de exigencia de la 
conciliación extrajudicial. 


Complementando lo anterior, deberíamos precisar que actualmente pode- 
mos hablar de un “ámbito territorial” de obligatoriedad de la conciliación 
extrajudicial que inicialmente resultaba exigible en los distritos conciliatorios 
(o provincias) de Trujillo, Arcquipa, Lima y Callao”, siendo que en el resto 


del país se ha optado por su entrada cn vigencia de manera progresiva. 


Así, desde el año 2010 ya se ha ido implementado de manera progre- 
siva la exigencia del cumplimiento de la conciliación extrajudicial como requi- 
sito de procedibilidad, como son las provincias de Lima, Callao, Trujillo, 
Arequipa, Cusco, Huancayo, Cañete, Huaura, del Santa, Piura, Ica, Chiclayo, 
Cajamarca, Puno, Huamanga, Huánuco, Tacna, Maynas, Huaraz, San Mar- 
tín, Tumbes, Coronel Portillo, Mariscal Nieto, Abancay, Pasco, Huancavelic 
“Tambopata, Chachapoyas, San Román, Sullana, Barranca, Moyobamba, Chi 
cha, Pisco, Rioja, Saripo, llo, Andahuaylas, Huanca, Camaná y Leoncio Prado. 
En estos lugares el cumplimiento de la conciliación se exige como requisico de 
procedibilidad antes de la interposición de una demanda que verse sobre derc- 
chos disponibles, quedando pendiente de implementación para los años 2017 
y 2018 en las provincias de Cajabamba (a partir del 14 de junio de 2017), 
Jaén (a partir del 16 de agosto de 2017), Acobamba (a partir de 20 de setiem- 
bre de 2017), Nazca a partir del 18 de octubre de 2017), Lambayeque (a 
partir del 15 de noviembre de 2017), Huaral (a partir del 21 de marzo de 
2018), Ferreñafe (a partir de 18 de abril de 2018), Huaylas (a partir del 16 de 
mayo de 2018), Caylloma (e partir de 20 de junio de 2018), La Mar (a par- 
tir del 15 de agosro de 2018), Chanchamayo (a partir del 19 de setiembre de 
2018), La Convención (a partir del 17 de octubre de 2018) y Talara (a parcir 
del 14 de noviembre de 2018). 


Esta obligatoriedad, de conformidad a lo señalado por el artículo 6 de 
la Ley de Conciliación, debe entenderse como la exigencia que se impone al 
futuro demandante de solicitar el inicio de un procedimiento conciliatorio 
y concurrir a la audiencia respectiva ante un centro de conciliación, puesto 
que si no se acredita ello entonces recac sobre él una sanción consistente en la 


(108) En concordancia con lo catabecido por el Decrero Supremo N' 006-2010JUS, cusco se habla de la 
provincia de Lima y la provincia consirucional del Callao, se debe entender que para todos los efectos 


constinayen un slo Disriro Conciiaroria además por disposición espresa este Disriro Conciliacono csá. 
conformado también por la junidicción dela Corte Superior de Juscicia de Lima Nome con excepción de 
la provincia de Carta. 
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declaración de improcedencia de la demanda por causa de manifiesta falta de 
interés para obrar. 


“Tenemos, pnes, que en los distritos conciliarorios antes señalados el acta 
de conciliación se constituye en un requisito de procedibilidad para la inter- 
posición de la demanda en las materias conciliables obligatorias que versen 
sobre derechos disponibles de las partes y en temas de familia, señalados taxa 
tivamente en el artículo 7 de la Ley de Conciliación, y en el caso de que no se 
cumpla con ese requisito la sanción será la declaración de improcedencia de la 
demanda, no dejándose posibilidad de subsanación. 


Situación muy distinta es la que sucede en el resto de los distritos conci- 
lLiatorios del país en los que, en la práctica, el futuro demandante puede optar 
por interponer de manera directa su demanda o, si lo desea, puede solicitar el 
inicio de un procedimiento conciliatorio de manera previa a la presentación 
de su demanda. Esto debido a que se está a la espera de la entrada en vigen- 
cia de la obligatoriedad a la que hace referencia la primera disposición final 
del Decreco Supremo N'1070 (entendida como la exigencia de la conc 
ción como requisito de procedibilidad para la interposición de la demanda) 
mediante la expedición del respectivo decreto supremo conteniendo el calen- 
dario oficial de implementación de la obligatoriedad. 


Siempre hemos sido de la opinión de la implementación de un sistema 
de obligatoriedad de la conciliación como requisito previo a la interposición 
de una demanda que verse sobre derechos disponibles de las partes. El fun- 
damento de dicha imposición legal se basa en que frente al derecho que tic- 
nen las personas a la tutela jurisdiccional efectiva debe prevalecer el interés de 
la sociedad representado en la posibilidad de lograr la paz social mediante el 
empleo reiterado de la conciliación extrajudicial; así, esta aparente limitación 
—o vulneración al derecho individual a demandar resulta preferible puesto 
que el uso obligatorio (amparado en un mandato legal) genera costumbre, 
la costumbre se transforma en cultura, y la conciliación propicia el estableci- 
miento de una cultura de paz, entendida como el empleo reiterado de meca- 
nismos pacíficos que permitan resolver eficientemente el problema, de manera 
mutuamente satisfactoria y con perspectivas de mejorar la relación a futuro, 
lo que redunda en beneficio de la sociedad. Respecto del tema de la obligato- 
siedad de la conciliación en temas de familia, un sector importante de perso- 
nas considera que debería ser facultarivo, puesto que se visualiza de manera 
paccial a la conciliación como un requisito previo (que podría vulnerar el dere- 
cho a la subsistencia de los menores en casos de alimentos, por ejemplo), pero 
esta visión limitada no contempla que la conciliación es una posibilidad de 
evitar el inicio de un largo proceso judicial, al margen que el manejo eficiente 
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del conciliador permitirá brindar a las partes un ámbito menos traumático de 
reorganización de las relaciones familiares, siruación que no se logra judiciali- 
zando el conflicto familiar. 


2. Libertad de concurrir al procedimiento conciliatorio 


De igual manera, aunque una de las partes haya optado por iniciar un 
procedimiento conciliatorio mediante la presentación de la respectiva solici- 
tud —ya sea porque lo consideran una alternativa de solución o simplemente 
un requisito previo a la interposición de su posterior demanda- resulea obli- 
gatorio para el solicitante (futuro demandante) concurrir a la realización de la 
audiencia de conciliación 


En este punto es común encontrarnos frente a una confusión respecto a la 
posibilidad de iniciar el procedimiento conciliatorio sin que se exija la concu- 
rrencia de las partes. Antes de las modificatorias incorporadas por el Decreto 
Legislativo N* 1070, la única exigencia se daba en la esfera de acción del soli- 
citante, se daba en el hecho de obligarlo a iniciar el procedimiento conciliaro- 
sio a través de la presentación de la respectiva solicitud, mas no se extendía 
esta exigencia a la concurrencia a la audiencia de conciliación ni para el solici- 
tante ni para el invitado. 


En materia procesal, el primer Código Procesal que reguló la conciliación 
previa con un sistema de concurrencia obligatoria fue el Código de Procedi- 
mientos Civiles de Bolivia, que por mandato del mariscal Andrés de Santa 
Cruz, en ese entonces Presidente de Bolivia y convertido luego en Protector 
de Bolivia y los Estados Sud-Peruano y Nor-Peruano —lo que se vino a cono- 
cer como Confederación Peruano-Boliviana—, pasó a regir desde el primero de 
noviembre de 1836 para el Estado Nor-Pernano, estando vigente desde antes 
en el Estado Sud-Peruano, y que fue conocido también como Código de Santa 
Cruz, cuyo artículo 119 señalaba; “No se admitirá demanda civil, sin que se 
acompañe un Certificado del jueces de paz, que acredite haberse intentado el 
juicio conciliarorio, bajo pena de nulidad, excepto en los casos en que este no 
sea necesario”. 


En este cuerpo legal, la conciliación fue concebida como un acto previo 
a la interposición de la demanda ante un juez de letras. Se iniciaba el proc 
dimiento ante el jueces de paz del domicilio del demandado, pudiéndose rea- 
lizar la petición de manera verbal cualquier día incluyendo los días feriados. 
El jueces de paz invitaba a comparecer de manera obligatoria ya sea en per- 
sona o mediante apoderado instruido. El juez tenía que proponer algún aco- 
modamiento prudente de transacción y de equidad, bajo pena de nulidad, y 
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las partes manifestaban su conformidad con este acomodamiento terminaba 
la demanda. Si la parte citada no asistía se le citaba para una segunda opor- 
tunidad bajo apercibimiento de multa, y si persistía la inasistencia entonces se 
daba por concluido el procedimiento, otorgando al demandante la certifica- 
ción de haberse intentado el acto conciliaxorio y como no hubo resultado por 
culpa del demandado se le aplicaba a este una multa, y si la inasistencia era 
del demandante, entonces a este se le aplicaba la multa; pero si la inasistencia 
era de ambas, se tenía por no intentada la conciliación y no se imponía multa 
y podría citarse de nuevo si se volvía a solicitar la conciliación. 


Actualmente, en virtud tanto del artículo 6 de la Ley de Conciliación 
como la parte final del artículo 15 de la misma Ley, se ha implementado un 
régimen de obligatoriedad de concurrencia de las partes a la Audiencia de 
conciliación 9, puesto que de su tenor se desprenden vacias sanciones a la 
parte que no concurre a la audiencia de conciliación, a saber: 


a) Si la parte demandante no solicita mi concurre a la nudiencia de con- 
ciliación excrajudicial, el juez al momento de calificar la demanda, la 
declarará improcedente por causa de manifiesta falta de interés para 
obrar. 


b) La formulación de reconvención en el proceso judicial solo se admi 
tirá si la parte que la propone no produjo la conclusión del proce: 
miento conciliatorio "0, 


<) La inasistencia de la parte invitada a la audiencia de conciliación pro- 
duce en el proceso judicial que se instaure, presunción legal rela- 
tiva de verdad sobre los hechos expuestos en el acta de conciliación y 
reproducidos en la demanda 


d) La misma presunción legal relativa de verdad se aplicará a favor 
del invitado que asista y exponga los hechos que determinen sus 


(109) Cfr PINEDO AUBIÁN, E. Marí. "El fia dela conclición (cl nuovo surco moemativo de la conciliación 
«estrejudecial dido por el Derteco Legisiacivo N' 1070 y el nero reglamento de la Ley de conliación! 
ex: Atualidad Joriico. Tono 180, Gaceta Juridica, Lima, noviembre, 2008, pp. 88-103, 

(110) Soros de la cpiaión de que la prohibición de socomvesir en ua proceso judicial al fnvicado que so 
«came a la mudiencia de concilación cinc como furclamento precisamente obligaclo 2 concurtir al 
procedimiento cencliatoo, Ea ese sentido debería bastar la sola concurrencia de la parte invitada a la 
sudencia para hablicano a forenular una reconvención, sn tener que esele que además exponga los 
Fundamentos de su reconvención, mada vez que estas fundamentos rrción podrán ter exgrimidos ando se 
presente la desanda, sobre la base de las preseasiones descrminadas y deserminables que sc plasmen eo 
el acta. Además, ral y como está concebido el régimen, la sola concurrencia del invitado no lo habil 
para planrese su reconvención, supertríamos que vaya acompañado de un abogado a la audiencia de 
concibación para evaluar la posiniicad de argumentar eu posible reconvención y que esta e encuentre 
polasuada de manera mínima ea el Asta. 
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pretensiones para una probable reconvención, en el supuesto de que 
el solicitante no asista. 


€) El juez debe imponer en el proceso una multa no menor de dos ni 
mayor de diez unidades de referencia procesal a la parte que no 
haya asistido a la Audiencia. 


Debemos precisar que esta obligatoriedad de concurrencia se viene apli- 
cando únicamente a los distritos conciliatorios señalados líncas arriba. En sen- 
tido contrario, no existirá ningún tipo de sanción a las partes que no con- 
curran a un procedimiento conciliatorio convocado en aquellos distritos 
conciliatorios en los cuales no se encuentra implementada la obligatoriedad de 
la exigencia de la conciliación como requisito de procedibilidad. 


3. Solución del conflicto por propia voluntad de las partes 


Por otro lado, y asumiendo que la roralidad de las partes (solicitante e 
invitada) hayan decidido participar de la realización de la audiencia de con- 
ciliación que se efeceúa al interior de un procedimiento conciliatorio, el even- 
tual acuerdo al que puedan arribar se constituye únicamente por expresión de 
la voluntad de las partes, y que sc materializa cn el acuerdo conciliacorio al 
que estas arriben y plasmen en un acta, según lo señala el artículo 3 de la Ley 
N' 26872. Así, las partes, de manera voluntaria, deciden la solución de un 
conflicto, aunque al hacerlo no necesariamente aplican de manera estricta la 
Ley (entendido como un criterio de solución estrictamente legal), pero la res- 
peran evitando cransgredirla al observar el cumplimiento de las normas impe- 
rativas, es decir, aquellas que interesan al orden público. 


Lo que se prerende afirmar es que solamente podremos hablar de acuerdo 
o solución del conflicto cuando les partes hayan consentido su solución de 
"manera mutua y verdaderamente lo hayan afirmado mediante la elaboración 
del acuerdo conciliatorio que forma parte del acta respectiva, Por otro lado, la 
construcción de la solución se hará en los términos descados por ambas partes, 
siendo que ellas en ejercicio de su autonomía privada construyen la forma en 
que se ha de solucionar la controversia. Pero también resulta pertinente men- 
cionar que no existe obligación de llegar a un resultado, ya que las partes son 
libres se ponerle punto final en el momento que lo descen, si es que perciben 
que no encuentran la solución adecuada a sus controversias. 


En este orden de ideas, la conciliación entendida como acto jurídico, 
resulta de la manifestación de voluntad de las partes y que se ve plasmada en 
el acuerdo conciliatorio que forma parte del Acta de conciliación. Es mediante 
este acuerdo que se pone fin a la controversia mediante un resultado favorable 
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para las partes a través de la creación, regulación, modificación o extinción de 
relaciones jurídicas. Pero también debemos recordar que en los casos en que 
no se llegue a un acuerdo, no existirá manifestación de voluntad plasmada en 
un acuerdo, sino más bien esta se dará en el sentido que las partes no desca- 
ron poner fin a su controversia mediante conciliación, optando por derivar su 
controversia 4 otra instancia de resolución, 


Vale hacer la aclaración que esta premisa de solución de conflictos por 
volunted de las partes no es aplicable ni para el arbitraje ni para el proceso judi- 
cial ya que en ambos la solución de la controversia no dependerá de las partes 
en conflicto, sino que será impuesta por un tercero —árbitro o juez— que estará 
provisto de facultades para poner fin a la controversia de manera definitiva 


. Límites al poder de solucionar los conflictos 


Ahora bien, la autonomía de la voluntad, principio sobre el que reposan 
los actos jurídicos denominados acuerdos conciliarorios, no se ejerce irrestricta- 
mente, ya que, como se vio anteriormente, tiene como límites a las normas de 
carácter imperativo, así como las buenas costumbres, ambos conceptos meta 
jurídicos. Estos límites no pueden ser rebasados habida cuenta de que opera 
ría automáticamente la nulidad del acuerdo conciliatorio, claro que a diferencia 
de las buenas costumbres, las cuales son muy dificiles de considerar de manera 
precisa dependiendo del entorno social en el que pretendan invocarse, lo que 
manifiesta un carácter jurídico y sociológico que lo convierte en una norma de 
carácter especial, las normas de orden imperativo si pueden ser establecidas de 
manera objetiva y específica por parte del operador jurídico por lo que será más 
fácil observar su cumplimiento; pero ambas no podrán vulnerarse bajo pena de 
sanción drástica, como puede ser la nulidad del acto jurídico mismo contenido 
en el acta constituyéndose en límites forzosos por donde se encausa la voluncad 
misma de los sujetos participantes en el procedimiento conciliatorio, 


Recordemos que en cuanto a la función de verificación de la legalidad de 
los acuerdos conciliarorios, el artículo 29 de la Ley de Conciliación señala la 
obligación de dicha función al abogado del centro de conciliación, quien es el 
encargado de que el acuerdo no vulnere normas imperativas'"". 


(111) Ley N' 26872, Ley de Conciliación: 
Articulo 29.- Legalidad delos Acuerdos. 
El centro de corciiación contará por lo menos con un cbugado quien supervisará le legalidad de los 
cuerdos concilio 
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5. Cumplimiento de las formalidades del Acta 


El Acta de conciliación en la que conste el acuerdo o la falta de aquel, es 
el documento que expresa la manifestación de voluntad de las partes al culmi- 
nar el procedimiento de conciliación extrajudicial, y su validez está condicio- 
nada a la observancia de las formalidades establecidas en la Ley de Concilia- 
ción, bajo sanción de nulidad, Recordemos que la manifestación de voluntad 
de las partes debe estar acompañada forzosamente de todos los elementos 
que se configuran en requisitos para verificar la existencia de un acto jurí- 
dico válido desde un punto de vista jurídico, y plasmado en un documento 
que posee una forma ad solernitatom, esto significa que en última instancia no 
se aciende a lo querido por las partes, sino que esto es superado largamente 
por el aspecto formal, cuya inobservancia determinará la nulidad del acto jurí- 
dico mismo, considerándose que dicho acto nunca existió ni ha desplegado sus 
efectos en la realidad". 


Esto nos lleva a afirmar que el acta de conciliación se constituye ca ua 
documento estrictamente formal, ya que la ausencia de alguno de los que 
podríamos denominar requisitos esenciales señalados en los incisos c), «), €), 
£), h) e i) del artículo 16 de la Ley acarrea necesariamente la mulidad misma 
del acta; asimismo, cuando el Acta presente enmendaduras, borrones, raspa 
duras o superposiciones entre líneas. En estos casos, el artículo 16-A de la ley 
ha previsto un procedimiento especial de rectificación del Acta a seguir ya sea 
de oficio o a pedido de parte en caso que el acta de conciliación carezca de 
alguno de los requisitos formales. Este procedimiento señala la convocaroria a 
las partes para informarles el defecto de forma que contiene el acta y expedi 
una nueva que sustituya a la anterior con las formalidades de ley. En este sen- 
tido resulta cuestionable la sanción de nulidad cuando se omite alguno de los 
requisitos esenciales de validez del acta de conciliación, puesto que al contem- 
plarse la posibilidad de rectificación del acta aparentemente nos encontraría 
mos frente a un coso de anulabilidad,. 


'VIL CONCLUSIONES 


Las partes involucradas en un procedimiento conciliatorio van a generar 
actos jurídicos que se plasman en el acta de conciliación, Estos actos jurídicos 


(112 1a forma ad olórmicaen es aquella en la cual el contruro dependerá de la observancia de una formalidad 
pare que este produzca mus efecros. En esos cesos, la lep impone ana formalidad y su inobservancia £s 
Presesica con la sanción de la uulidad del concsaco y 10 produciá misgún clero (ur. 140, luc, 4 y ut 
219 inc. 6 del Código Civil, La forma ad probticues consiste en plasar la declaración de volancad en 
von docimento, es deci, la ley mo exige una forma especal consustancial al contrao y su valide, sino se 
le acera en la forma escrra que brinde la exicnend de probar la existencia del acuerdo de las partos 
art. 144 del Código Civil, 
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se encuentran comprendidos dentro de los alcances del principio de la autono- 
mía de la voluntad en diversas formas, 


A estas aleuras nadie niega que el único aspecto en el que se podría 
hablar de cierta vulneración en la libertad de las partes se da en el hecho de 
obligar al solicitante —futuro demandante- a transitar por un procedimiento 
concilistorio antes de acceder al Poder Judicial, siendo necesario verificar el 
hecho de la solicitud y la concurrencia al procedimiento conciliatorio bajo san= 
ción de declarar improcedente la demanda a interponerse (lo mismo puede 
considerarse con la imposibilidad de reconvenir al invitado que no concurre al 
procedimiento conciliatorio), así como la interposición de multa; pero recor- 
demos que si lo que se trata es de implementar en el país una culeura de paz, 
entendiéndola como un comportamiento socialmente aceptado y arraigado 
por su práctica constante al interior de la sociedad, que propugna el despla- 
zamiento de formas adversariales de resolución de controversias para reem- 
plazarlas por otras formas pacíficas y de diálogo, el hecho de haber otorgado 
al procedimiento conciliatorio inicialmente una característica de “facultativi- 
dad” lo condenó a una falta de empleo por los potenciales usuarios del sistema 
conciliatorio que lo veían de manera externa como un requisito adicional y 
un encarecimiento al acceso de la administración de justicia y no de manera 
interna como una posibilidad de llegar a un acuerdo eliminando los pastos 
propios de un proceso judicial, Este aspecto ha sido superado al establecer 
un régimen de obligatoriedad de concurrencia. 


Pero independientemente de aquel aspecto, tampoco podemos negar el 
poder de la libertad que poseen las propias partes y que se plasma en la posi- 
bilidad de que ellas mismas scan las que decidan finalmente en qué términos 
plantearán esa solución, claro que respetando los límites de esa libertad. Claro 
está que lo ideal y óptimo sería que la elección del medio de resolución de 
conflictos más adecuado debería depender, en cada caso concreto, de las aspi- 
raciones de las partes, de la posibilidad de diálogo entre ellas, de las ventajas y 
desventajas que ofrecen los distintos medios, pero la característica primordial 
del modelo vigente será, al final, que estas partes siempre ejercitarán su liber 
tad al momento de decidir. 


CAPÍTULO 
Vv 


LA CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL 
Y ELACTO JURÍDICO 


IO) 
V 


LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIA! 
Y ELACTO JURÍDICO 


Lo que al Abogado importa no es saber el Derecho, sino.co- 
nocer la vida, El derecho positivo está cn los libros, Se bus- 
can, se estudian, y en paz, Pero lo que la vida reclama no 
está escrito ca ninguna parte. Quien tenga previsión, sere- 
nidad, amplitud de miras y de sentimientos para advertirlo, 
será Abogado; quien no tenga más inspiración ni más guía. 
que las leyes, será un desventurado ganapán. Por eso digo 
que la justicia no es fruro de un estudio, sino una sensación”. 


Ángel Ossorio 
(El Alma de la Toga) 


L ¿ACTO JURÍDICO O INSTITUCIÓN JURÍDICA? 


Parte fundamental del análisis en curso consiste en definir a la concilia- 
ción, la que para la Ley N* 26872 de Conciliación constituye tanto un acto 
jurídico como una institución jurídica, por lo que es pertinente señalar de 
manera detallada cuál es el significado que encierran ambos conceptos antes 
de poder dar nuestro concepto. 


1. Elacto jurídico 


El acto jurídico, según la definición contenida en el artículo 140 de nues- 
tro Código l vigente, es la manifestación de voluntad destinada a 
crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas, requiriendo 
para su validez de agente capaz, objeto física y jurídicamente posible, 
fin lícico y observancia de la forma prescrita bajo sanción de mulidad. 


Como bien señala Fernando Vidal, el acco jurídico es una especie den- 
wo del género denominado hecho jurídico o jurígeno, el que, según la 
noción generalizada de la doctrina, viene a ser el hecho que por sí, o junto a 
otros, produce cfectos jurídicos y se conscituye, medina o inmediatamente, 
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en fuente de toda relación jurídica o en cansa de su extinción". Así, no todo 
hecho entendido como suceso o acontecimiento generado con o sin la inter- 
vención del ser humano- scrá hecho jurídico en la medida que debe producir 
consecuencias jurídicas y sea así calificado por el Derecho, ya que el atributo 
de jurídico es una calificación a posteriori del hecho ea cuanto de este deriven 
consecuencias para el Derecho. 


Scñalaba el maestro León Barandiarán'"% que el acto jurídico es una 
especie dentro del hecho jurídico entendido como hecho jurídico volunta- 
rio-, pues aquel descarta la involuntariedad y la ilicitud. Sobre este particular 
es bueno recordar que en la doctrina del negocio jurídico al hecho jurídico 
voluntario se le denomina acto jurídico y se le conceptíta como una conducta 
humana generadora de efectos jurídicos que pueden ser lícitos o ilícitos, lo 
que lo diferencia del negocio jurídico que produce los efectos porque el sujeto 
los ha querido y perseguido voluntariamente, y a criterio del maestro el acto 
jurídico no alcanzaba al acto ilícito, que era urilizado para significar la respon- 
sabilidad extracontractual, por lo que el acto jurídico comprendía solo al acto 
lícito y cuyo fin era crear, modificar, transferir, conservar o extinguir derechos. 


2. Elementos esenciales 


Otro elemento importante en la noción de acto jurídico es el refe 
rido a los elementos esenciales que deben acompañar a la manifestación 
de voluntad, los cuales pueden ser de dos clases, pudiendo ser de validez o 
conscitmtivos. 


2.1. Requisitos de validez 


Los requisitos de carácter general o también conocidos corno requisitos de 
validez, vienen a ser la manifestación de voluntad, la capacidad, el objeto, la 
finalided y la forma. 


La manifestación de voluntad está referida a la exteriorización 
de lo que el sujeto quiere, convirtiéndose en una exteriorización cons- 
ciente de la voluntad del sujeto que va a permitir constituir el acto jurídico, 
el cual debe generar un efecto jurídico que debe ser el querido y perseguido 
con la manifestación y que será una consecuencia necesaria de esa manifes- 
tación y cuya eficacia estará condicionada a no contravenir el ordenamiento 
legal. En cuanto al proceso de formación de la voluncad interna, se distinguen 


(113) VIDAL RAMÍREZ, Vermardo,B2aca judio, 4 edición. Gacera Juridica, Lima, 1998, p. 31 ys 
(114) Cicudo por VIDAL RAMÍREZ, Fernado. Ob, ci, p, 38, 
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claramente tres fases, como son el discernimiento (aptitud para percibir o dis- 
tinguir las diferencias en relación a aquello que guarda conformidad con mues- 
tra conveniencia o sentido moral y gue sc constituye en característica inhc- 
rente a la racionalidad del ser humano y presupuesto de su capacidad de 
ejercicio), la intención (determinación orientada a la consecución de una fina- 
lidad previsca por el sujero) y la libertad (espontaneidad que debe existir para 
tomar la decisión de celebrar el acto jurídico). 


La capacidad supone que el sujeto que manifiesta su voluntad 
=siendo que este sujeto de derecho puede ser tanto la persona natu- 
ral como la jurídica- debe poseer la característica de ser agente capaz. 
Pera debe señalarse que a nivel doctrinario es conocida la diferenciación de las 
capacidades en la denominada capacidad de goce o jurídica, que es la aptitud 
para ser ticular de derechos, deberes y obligaciones, y la capacidad de ejerci- 
cio o de obrar, que es la posibilidad por sí mismo, de adquirir derechos o de 
contraer deberes u obligaciones o celebrar por si mismo los actos jurídicos. 
Deberíamos entender —a criterio de Vidal- que ambas capacidades se encuen- 
tran subsumidas en la exigencia del inciso 1 del artículo 140 del Código Civil 
de que el sujero sea agente capaz, en la medida al no hacerse distingo sobre 
el tipo de capacidad que se requiere esta es tanto de goce como de ejercicio, 
aunque habría que añadir que la primera (goce) es insustituible, mientras que 
la segunda (ejercicio) puede efectuarse mediante representación, por lo que 
podría interpretars, en sentido estricco, que el requisito de validez estaría refe- 
rido a la capacidad de goce! 


El objero debe ser física y jurídicamente posible, esto es, debe exi 
tir factibilidad de realización con adecuación a las leyes de la naturaleza 
y debe existir conformidad de la relación jurídica con el ordenamiento 
jurídico. Adicionalmente, el objeto deberá ser susceptible de ser determinado 
o dererminable, o sea, que exista posibilidad de identificación de los derechos 
y deberes inherentes a la relación jurídica que vincula a los sujetos, ya sea al 
momento de la celebración del acto o cuando exista la posibilidad de identifi- 
carlos de manera posterior. 


La finalidad lícita consiste en la orientación que se da a la manifes- 
tación de voluntad para que esta se dirija directa y reflexivamente a la 
producción de efectos jurídicos. El Código Civil exige que la finalidad sea 
lícita, esto es, que el motivo no sea contrario a las normas de orden público ni 
a las buenas costumbres a fin de que, exteriorizados con la manifestación de 


(113) Ibíckra, pa 117, 
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voluntad, los efectos queridos y producidos puedan rener el amparo del orde- 
namiento jurídico. 


Finalmente, en cuanto a la forma, se precisa que el acto jurídico 
debe cumplir con la observancia de la forma prescrita bajo sanción de 
nulidad, con lo que estamos que la forma prescrita tiene el carácter de ad 
solemnitatem, ya que la forma prescrita sería consustancial al acto jurídico y el 
único modo de probar su existencia y contenido es cl documento mismo; esto 
a diferencia de la forma ad probationero, en el cual la forma solo cample una 
función probatoria, 


2.2. Requisitos constitutivos 


Los requisitos de carácter especial o constitutivos deben concurrir con los 
clementos esenciales y estos se encuentran desarrollados en la Teoría de los 
actos jurídicos integrados a las diversas instituciones jurídicas como sucede en 
el caso de la compraventa, por ejemplo, en que adicionalmente de los requisi- 
tos generales se requerirá que exista un bien que se venda y de un precio que 
deba ser pagado, 


3. Institución jurídica 


Por extensión en su acepción, se dice que una institución será considerada 
jurídica cuando forma parte de cada una de las materias de las diversas ramas 
del Derecho, como sucede con instituciones, tales como la insticución de la 
familia, la insticución del macrimonio, de la patria potescad, de las sucesiones, 
de la propiedad, etc."'9 En otras palabras, una institución jurídica será cada 
vna de las figuras jurídicas o materias que se ponen de manifiesto en las diver- 
sas disciplinas juridicas 1, lo que supone encontrarnos frente a un conjunto 
de conocimientos jurídicos que posee cierta autonomía teórica y que eventual- 
mente puede verse plasmado en un conjunto de normas reunidas de manera 
sistemética que intentan regular una situación de la realidad. 


A decir de Trazegnies, las instituciones jurídicas no son soluciones univer- 
sales a determinados problemas, sino intentos históricos de dar una respuesta 
jurídica a problemas cuya raíz es a veces —no siempre— universal; intentos cir- 
cunscanciados, porque utilizan los valores, técnicas y conocimientos de cada 


(116) OSORIO, Manel. Dinard de Cincias Jasiicas, Eleven y cal. Helasa, Buenos Ares 388. 
(117) FLORES POLO, Pedro, Dicionari de ómims jasíion, Cuzco, Lia, 96. 
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época determinada a fin de encontrar una solución mejor y más adecuada a 
las circunstancias". 


IL. UNA DENOMINACIÓN MENOS CONFUSA 


Vemos que de una lectura rápida de la Ley de Conciliación, la concepción 
de la conciliación extrajudicial es que esta es una institución, lo que implica 
la existencia de un acto de voluntad por parte del Estado motivado por la 
necesidad de fomentar una cultura de paz. En este sentido, el artículo 3 de la 
Ley de Conciliación señala que “(..) La conciliación es una institución consen= 
sual, en tal sentido los acuerdos adoptados obedecen única y exclusivamente a 
la voluntad de las partes”, 


A su vez, la misma ley considera a la conciliación como un acto jurídico!” 


entendido como la manifestación de voluntad de los conciliantes dirigida a solu- 
cionar su coniliceo de intereses, en la medida que sus efectos son consecuencias 
de la manifestación de la voluntad de las partes intervinientes en un procedi 
miento conciliatorio, destinada a crear, regular, modificar y/o extinguir relaciones 
jurídicas, y que se ve plasmado en el Acta, siendo que se debe cumplir además 
con los requisitos de validez de todo acto jurídico, resumidos en la capacidad del 
agente que celebra la conciliación, objeto física y jurídicamente posible, persecu- 
ción de un fin lícito y observancia de la forma prescrita bajo sanción de nulidad. 


Peso, además, existe otro uso para el término conciliación que se utiliza 
para hacer referencia al procedimiento de conciliación propiamente dicho o al 
resultado favorable dentro del mismo. 


Esta significación diversa del rérmino conciliación contenida en la ley 
para identificarla tanto como acto jurídico o como institución jurídica puede 
originar cierta confusión, al ser utilizada dentro de un lenguaje coloquial, 
como sucede muchas veces entre el común de la gente en expresiones, tales 
como “me voy a la conciliación”, o “arribamos a una conciliación”, o tal vez 
“hoy día conocí algo sobre la conciliación”. Así, es sumamente importante 
denominar adecuadamente a estos tres conceptos distintos que se constituyen 
en diversas acepciones de un mismo término, ya que lo correcto sería utilizar 
denominaciones más específicas y menos coloquiales. 


(118) DE TRAZEGNTES GRANDA, Fernando. La reponsabilidad xtracmnartual Bibicecca ara ler el Código 
Gil, Vol. IV Tomo I, Fondo Editoral de la Fonciica Univesidad Carólica del Peró. Lima, 1988, p, 28 y a 
(119) Reglamento de la Loy de Conciliación: 
"Articalo 3.-Ta conciliación es el ato juídico por medio del cul las pares buscan sojucienar su conflicto 
dle intereses, con la ayuda de un tercero llamedo conciliador, Se funda en el principio de la «uronomía de 
La voluznd, 
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|. El acuerdo conciliatorio es acto jurídico 


Así, la conciliación entendida como acto jurídico debería denominarse 
acuerdo conciliatorio, en la medida que es a través de esa manifestación de 
voluntad de las partes que se ve plasmada en el acuerdo conciliatorio —el que 
a su vez forma parte del Acta— que se pone fin a la controversia mediante un 
resultado favorable para las partes, existiendo la posibilidad de crear, regu- 
lar, modificar o extinguir relaciones jurídicas que puedan ser marerias conci- 
liables. Pero debemos recordar también, que esta manifestación de voluntad 
de las partes debe estar acompañada de todos los elementos que se configu- 
ran en requisitos para verificar la existencia de un acto jurídico válido desde 
un punto de vista jurídico, y plasmado en un documento que posee una forma 
solemne bajo sanción de nulidad. 


Sobre este particular, quedaría por señalarse además que, en los casos en 
los que no se llegue a un acuerdo, no existirá manifestación de voluntad plas- 
mada en un acuerdo —el cual es inexistente— sino mas bien existirá manifes- 
tación de voluntad en el sentido de que las partes no descaron poner fin a su 
controversia mediante concil n, sino más bien optaron por derivar su con- 
troversía a otra inscancia de resolución. 


2. Laserie de actos es procedimiento conciliatorio 


La conciliación entendida como la serie de actos regulados por ley y enca- 
iinados a intentar la búsqueda de una solución por voluntad de las partes, 
las que someten su controversia a un tercero a efectos que sean asistidas por 
este debería ser identificada con el término procedimiento conciliatorio. 
Sugerimos el término procedimiento y no proceso, porque este último tér- 
mino puede causar confusión porque su uso está ampliamente difundido en el 
campo del derecho procesal y por ello puede ser fácilmente confundido o asi- 
milado al concepto de proceso judicial. 


3. El conjunto de normas es institución jurídica 


Finalmente, la serie de normas que pretenden regular de manera sistemá- 
tica todo lo referente a la conciliación, así como todas las posibles explica 
nes y justificaciones formuladas desde un punto de vista estrictamente teórico 
y con cierto nivel de autonomía se deberían agrupar en una denominación 
más específica como la de institución de la conciliación. 
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TIT. FUNCIÓN NO JURISDICCIONAL 


La conciliación no constituye acto jurisdiccional, según lo prescrito por el 
artículo 4 de la Ley de Conciliación. Este artículo permite afirmar que la con- 
ciliación no vulnera el principio constitucional de la unidad y exclusividad de 
la función jurisdiccional del Estado consagrado en el artículo 139 de la actual 
Constitución Política del Perú, y que señala, además, que no existe ni puede 
establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y 
la arbitral. 


La Ley de Conciliación N* 26872 surgió a raiz de los Proyectos de Ley 
N' 2565/96-CR y 2381/96-CR propuestos el primero por los señores congre- 
siscas doctores Jorge Muñiz Siches, Jorge Avendaño Valdez y la doctora Lour- 
des Plores Nano; y el segundo por el doctor Óscar Medelius Rodríguez y que 
dieron origen a un texto sustitutorio aprobado en el dictamen en mayoría de 
la Comisión de Justicia y debatido en la décimo primera (sic) sesión vesper- 
tina del día jueves 11 de setiembre de 19972”, 


Los aspectos más importantes del Proyecto N% 2565/96-CR radicaban 
en el hecho de fundamentar a la conciliación en el principio de la autonomía 
de la voluntad, además de enumerar los principios éticos en los que reposaba 
(equidad, veracidad, buena fe, confidencialidad, legalidad, celeridad y econo- 
mía procesal). Por otro lado, la conciliación debía realizarse de manera obli 
gatoria previa al inicio de un proceso judicial en los centros de conciliación 
creados especialmente para tal fin y sobre aquellas controversias que se confi- 
guraran cn pretensiones sobre dercchos disponibles, siendo el caso que, de lle 
garse a un acuerdo, el acta que los conciene cra susceptible de ser ejecurada en 
caso de incumplimiento a través del procedimiento de ejecución de resolucio- 
nes judiciales 


Otto aspecto importante de este proyecto de ley se enconeraba en el 
hecho de que el conciliador podía proponer fórmulas conciliarorias no obliga- 
torias, a la vez que se señalaba que la creación y supervisión de los centros de 
conciliación dependía del Ministerio de Justicia a la vez que se contemplaba 
la creación de la Junta Nacional de centros de conciliación como una persona 
jurídica que agrupaba a los centros de conciliación. 


Por su parte, el Proyecto N* 2581/96-CR mencionaba que el ámbito de 
aplicación de la conciliación estaba dado por las controversias determinadas 
o determinables respecto de las cuales las partes tuvieran facultad de libre 


(120) Ver: CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Dira dela Debora, Primera Lagilrara Ordinaria de 
1997, Tue. Lia, 1997, po. $ 
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disposición, siendo un procedimiento de carácter obligatorio antes de acudir 
al Poder Judicial, salvo en el caso de procesos cautelares y ejecutivos. Por otro 
lado, las partes podían optar por solicitarla ante el Poder Judicial o ante los 
centros de conciliación, diciéndose que el conciliador debía ser abogado. Los 
eventuales acuerdos constarían en un acta a la cual se le daba el efecto de cosa 
juzgada, previo a lo cual debían ser homologadas ante el jueces de paz letrado 
competente 


Los autores de ambos proyectos de ley propusicron un texto sustituto- 
rio, el cual presentaba como principales características el hecho de definir a 
la conciliación como un mecanismo alternativo de resolución de conflictos, 
basado en el principio de la autonomía de la voluntad y con carácter obliga- 
torio previo al proceso judicial. Asimismo, este procedimiento debía realizarse 
siguiendo los principios écicos de equidad, veracidad, buena fe, confidencial 
dad, imparcialidad, neutralidad, legalidad, celeridad y economía; debiendo ser 
materia de conciliación las pretensiones determinadas o dercrminables sobre 
derechos disponibles de las partes. 


Asimismo, se establecía la posibilidad de elegir conciliar entre un centro 
de conciliación o el Poder Judicial, para lo cual el procedimiento cra único 
para conciliar ante cualquiera de ellos, siendo que la audiencia de conciliación 
era una sola pero comprendía la posibilidad de realizarla en varias sesiones, 
con la única condición de que la concurrencia a esta audiencia era personal, 
salvo las excepciones previstas por ley para actuar a través de representantes 
legales 


Por otro lado, el conciliador podía ser o no ser abogado, para lo cual los 
centros de conciliación debían tener un soporte profesional multidisciplinario. 
En el caso de las actas de conciliación con acuerdo, estas podían ser reclama- 
das a través del procedimiento de ejecución de resoluciones judiciales, elimi- 
nándose de esta manera el proceso de homologación de actas ante los juzg; 
dos de paz letrados, 


Sobre este tema resulta interesante recordar la discusión que se dio en 
la sesión del 11 de setiembre de 1997, cuando se debacían los Proyectos 
de Ley N's 2565/96-CR y 2581/96-CR, mediante los cuales se propone la 
implementación de la conciliación extrajudicial. Se llegaba a señalar, con cri- 
terio totalmente errado y que demostraba desconocimiento de la figura, que 
la creación de una estrucrura alterna a la del Poder Judicial no solucionaría 
los problemas de los justiciables, sino que, por el contrario los complicaría y 
dilataría al contrariarse a la Constitución, que declara que la administración 
de justicia es ejercida por el Poder Judicial, arentándose conera la unidad y 
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exclusividad de la función jurisdiccional, estableciéndose una jurisdicción 
independiente a la militar y arbitral previstas en la Constitución. 


Conviene recordar también lo mencionado por la doctora Lourdes Flores 
Nano, coautora de uno de los proyectos que dieron origen a la actual ley, al 
mencionar que, como la etimología de la palabra lo dice, la función jurisdi 
cional supone que hay javi dicto, que alguien dicta derecho, que alguien dice 
en determinada controversia que alguien tiene razón, que esta es la verdad -y 
esa sería función exclusiva de los jueces en ejercicio de la función jurisdiccio- 
nal-; pero la labor del conciliador es la de sentar a dos partes para que ellas 
se pongan de acuerdo y formalizar lo que estas resuelvan, pero de ninguna 
manera este puede suplir la voluntad de las partes, por tanto, no se puede 
afirmar que dicta derecho, pues él no resuelve nada, no declara nada; sim- 
plemente formaliza lo que las partes de por sí han acordado, dentro de un 
sistema autocompositivo de resolución de conflictos, por lo que no se podría 
afirmar que estamos ante una función jurisdiccional que es una típica forma 
heterocompositiva de resolución de conflictos. 


Abundando en el tema, mencionó además que la función jurisdiccio- 
nal tiene algunos clementos claves como, por ejemplo, la llamada eosutón, 
que es la facultad de compeler a que concurran. En el caso de la concilia- 
ción, si alguien no quiere conciliar, no asiste a la audiencia, y el conciliador 
no lo puede hacer asistir, pues no está obligado a ir, por lo tanto el concilia- 
dor carece de icatio. Asimismo, el conciliador tampoco posee la vervio, que es 
la posibilidad de que la decisión que se tome pueda ser ejecutada; tanto es así 
que, si el acta de conciliación no es cumplida, hay que ir al juez para que este 
la haga cumplir. Finalmente, tampoco posee la jaricio, que es la potestad de 
resolver la controversia. 


Los argumentos en contra de la conciliación al considerarla contraria a las 
disposiciones de la Constitución Política pierden sustento ya que ha quedado 
comprobado meridianamente que la conciliación no afecta la unidad y exclu- 
sividad de la función jurisdiccional, las cuales siguen siendo ejercidas por el 
Poder Judicial en otra esfera de acción dentro de un sistema heterocomposi- 
tivo, aunque para evitar en el futuro cualquier tipo de interpretación errónea, 
el legislador optó por mantener la redacción del proyecto de ley indicando 
que la conciliación no constituye acto jurisdiccional. 
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“Todos los asuntos tienen dos asas: por una son maneja 
bles, por la otra no" 


Epicrero de Frigia 


L INTRODUCCIÓN 


lel marco normativo que 
regula el Sistema Conciliatorio Extrajudicial introducida por el Decreto 
Legislacivo N” 1070 y el Reglamento de la Ley de Conciliación, aprobado por 
Decrero Supremo N* 014-2008-JUS, en lo que se refiere al tratamiento nor- 
mativo de las materias conciliables. 


Este tema ya había sido desarrollado anteriormente", pero estimamos 
pertinente volverlo a tratar de manera actualizada adecuando su análisis a la 
regulación legal vigente, toda vez que se constituye cn un tema que siempre 
será de vital importancia en tanto que es la esencia misma de la institución 
conciliadora, porque a través del establecimiento de normas claras debe que- 
dar meridianamente claro —por lo menos al conciliador extrajudicial cuál es 
el tema que puede ser admirido como materia conciliable y, en consecuencia, 
susceptible de plantearse al interior de un procedimiento conciliatorio con la 


(121) El tema de la regulación de Ls macerias conciliables ha sufrido modificaciones impostantes, respecto del 
marco normativo originario. Cuendo se produjeron las modifcaorias incroducidas en su pormanidad por 
la Ley N' 27398 publicada el 13 de enero de 2001, se pubicó el asrícul, “Regulación de las sateias 
cuulables cu la ley de conciliación extrajudical”, Lu; Augalidal Jurídica, Turco 119, Guceca Jurídica. 
Lima, ocrubre, 2003, pp. dL-60. Posteriormente, cun ocasión de as modificaciones introducidas por el 
Decrro Lepisarivo N* 1070 se publicó una versión acruaizadh: “¿..Y eso es concillable: la vigente (y 
complicads) regulación de lxs materias eonciiables en la Lep de Conciliación Exeraadica!”, En: Reina 
Juridica dl Br NY11Ó. Lira, corabec, 2010, pp, 283-315. 
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finalidad de que se intente su resolución, en tanto existe un marco normativo 
que exige cransitar por aquel antes de judicializar la controversia. 


Otro aspecto a considerar es que, a diferencia de un proceso judicial o un 
procedimiento administrativo en donde se recibe el pedido y luego se califica 
a fin de deter isibilidad o su procedencia, en el procedimiento 


plimiento de sus requisitos form: 


de sanción''*; en este sentido, 

lación legal vigente contiene algunas zonas grises y nebulosas que inducen a 
errores de calificación de las materias conciliables contenidas en las solicirudes 
de conciliación y buena cantidad de operadores jurídicos no llegan a entender 
la trascendencia y complejidad que el tema de las macerias conciliables llega a 
tener dentro del sistema conciliatorio. 


Tita siruación nos obliga a replantear —una 
vez más— algunas ideas en torno al tema de las marerias susceptibles de ser some- 
tidas al régimen de conciliación a la luz de estas nuevas disposiciones legales. 


Il. CONCEPTOS FUNDAMENTALES 
Pretensión determinada, pretensión dererminable y derechos disponibles. 


(122) Desc Supremo 0 014-2008.JUS, Reglamenso de la Lo de Conciliación 
Scala 36 De Jas obligaioes dl ceo de concilcón So peu de lo prerho co el rescate 

egumetno, los cnn de concilación se enconczaio obligados (.) 

28 Tun Slade de concilación sl sobre mues Conclibles 

pas 
(129) Deer Supremo IN" 014-2008-JUS, Reglamento de Ley de Conclición 

cio 10 De as Inca scada oa ls. Be sancion cn als: (3) 

a) Als Cocido po 

TB procimcnto Cocina sobe ct coca, 


os de conciliación por. 
1. Admitirrrámirs procedimiento conciliatorio nobre maccria no conclible 


0 
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1, Pretensión determinada 


El Reglamento de la Ley de Conciliación, Decreto Supremo N" 014- 
2008-JUS (en adelante, el Reglamento) señala en su artículo 7 que “ 
ria de conciliación aquella pretensión fijada en la solicitud de conciliación 


implícita en el texto del Reglamento, 
esto si tomamos en consideración la definición que de ella hacía expresamente el 


artículo 9 del derogado primer Reglamento de la Ley de Concil na 
por Decreto Supremo N* 001-98-JUS), que establecía que “( 
a 


En este orden de ideas, podríamos afirmar que, de manera similar a como se 
señala el petitorio en le demanda que se efectúa en sede judicial, en el procedi- 


ico comal dl lc deb els sa pasen de ea cata 
la solicitud de conciliación; esto es, la parte solicitante plantea en su escrito de 


solicitud no solo los hechos que dieron lugar al conflicto, sino también su preten- 
sión decerminada, e 


o también se puede presentar una siruación distinea al existir la posibilidad de 
que la solicitud de conciliación sca planteada de manera conjunta por las partes 
involucradas en el conflicto, con lo cual existiría confluencia de una pluralidad de 
partes solicitantes que desean resolver su controversia. 


jue la pretensión 
(29 (que 


también puede formularse directamente de manera verbal ante el centro de 


(124) Desrero Supremo N'014-2008-JUS, Reglamento de le Ley de Conciliación: 
“Artículo 12- Requisitos de la Solcieud de Corcillción, La Soiciud de Concilación deberá presentarse 
prescrito y contendrá: 
1 La prerensión, indicado con orden y caridad, precisando la materia a conciliar 
Ed 
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conciliación) y nos ofrecerá una certeza relativa acerca de las materias contro- 
vertidas a intentar solucionarse en el procedimiento de conciliación, ya que, en 
principio, cscas son susceptibles de scr variadas, como veremos a continuación, 


2. Pretensión determinable 

El artículo 7 del Reglamento no define lo que es una pretensión deter- 
minable; únicamente señala que *(..) no existe inconveniente para que en el 
desarrollo de la conciliación, las partes fijen distintas prerensiones a las inicial- 
mente previstas en la solicitud (...Y. 


Debemos entendes COEN 
pretensión determinable, mas aun si tomamos en cuenta que el artículo 


del derogado primer Reglamento de la Ley de Conciliación (aprob: 
Decreto Supremo N* 001-98-J] 


que se habilita a las partes (solicitante e invitada) la posil 
también de variar la pretensión original contenida en la solicitud, y que puede 
darse tanto por parte del solicitante como por el invitado a conciliar durante 
cualquier momento del desarrollo de la andiencia de conciliación. 


(123) Ley N' 26812 Ley de Conciliación: 

"Artículo 15 «Conclusión del procedimiento coniitorio 

Se da por covcluido el peocedimientocencilintori por: 

deseo molde la pares E 

) Acuerdo parcial de las 

(0 Fade acuerdo entre las pares, 

“y Insistencia de uns parzea dos (2) sesiones 

<) Inessencia de ambas pares a una (1) ación, 

1) Decisión debiitamente motivada del Conclldor en Audiencia Efes, por adverur violación a los 
principios de la Conciliación, pe resiars alguna de las partes antes de la conclusión de la Audiencia o 
por negarse a fiemar el Acta de Conciliación. 

re) 

La formulación de reconvención en el proceso judicial, solo se acirirá la paté que la propone, no 

produjo la conclusión del procedan concllco sl que fue invitado, Eo es sepuesos de bs 

incisos d) y ) contenidos en el presente artículo. 

Ta insistencia de apart invada la Audiencia de Conciliación, produce cn el proceso judicial que se sra 

la presurción legal relativa ce verdad sobe ls hechos expuestos en l Acta de Conclisción y reprodacidos =n 

la demarda. La misma presunción se aplicará a favor del invitado que asis y exponga los hechos que 
lercrmincn, sus pretensiones para una probable reconvención, en el sapuesto que el solicitante no 
isis. Es cales cos el Juez impendrá en el proc una cule no menor dedos al mayor de dice Unidades de 
eferenca Procesal ula parte que uo haya asísido ala Ain” (e sealado es esto). 

(126) Ley N? 26872, Ley de Conciliación 
"Araícalo 16. Acta. 
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ugar a un acuerdo conciliarorio, Para ello, el 
debe contener necesariamente los planteamientos del invitado que sustenten 
su probable reconvención, los mismos que deben ser considerados como pre- 
tensiones dererminables!%?, 


El hecho de no existir inconveniente para que, en el desarrollo del pro- 

- cedimiento de conciliación, las partes fjen distintas pretensiones x las inicial 

mente previstas en la solicitud, es una característica muy particular de la con- 

ciliación extrajudicial que se presenta como una ventaja, pero también como 
un problema. 


Afirmamos que es una ventaja para las partes porque mediante un único 
procedimiento conciliarorio se puede intentar resolver no solo el problema 
que justifica la presentación de la solicitud de conciliación, sino los posibles 
temas conexos que evencualmente sean propuestos por las 
(solicitante y/o invitado) 


Por el contrario, 
sola lectura de la solicita 
delimitar perfectamente los temas que componen el conflicto 0 controver- 


sia reniendo como única guía provisional la pretensión determinada conte- 
mida en la soicied de conciliación, Peto a 
ficar lad: 
de in 


me 

JE Acta deberá conterer o siguientes 

08) 

Los hechos expuescos co la solicitud de conclisción y, cn su coo, los hechos expuestos por el invi- 

ado como sustento de su probible reconvención, así como la descripción de ls o las cons 

rcverstas correspondientes en ambos casos. Para éstos efectos, se podra adjuntas la soliirud de 
conciliación, la que formará parce integrane de Acta, en el modo que establezca el Reglamento, 

(3 (e resaltado es nuesro), 

(127) Creemos que resulta cuestionable la exigencia al invirado no solamente de concurre a la audiencia de 
«conciliación sino de plasmar en el acta de conciliación los fondamentos de su prebable reconsención 
bajo sarción de mo poder formulas la misma en el even proceso judicial que ss pueda iniciar 
postciorcere, La imención debería scr, dentro del ségimon de obligatoriedad de concurrencia adoptado, 
promover la concurrencia del auvitado a la sudiencia de conciliación, siendo que, de vericerse su 
concurrencia debería quedar <utomáricamente habilitado pars formalas su reconvención e imponer la 
respectiva malta. No permirilo seconveni, a pesar de haber concurrido, podría ser considerado —con jusca 
nata como una valncración al derecho ala tuccl jurisdiccional eletiva. 
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condiciones antecedentes del conflicto que determinarán su solución. En este 


ben consignarse obligatoria 


Un ejemplo puede semos de mucha ayuda, Iván ha celebrado un con- 
trato de mutuo dinerario con Víctor, y ante el incumplimiento del pago del 
préstarao en la fecha de vencimiento acordada invita a conciliar a Víctor pasa 
que cumpla con pagar el íntegro del monto adeudado; mas en la audiencia 
=y a pesar de no estar consignado en la solicitud- Iván requiere a Victor para 
que, adicionalmente a lo solicitado, cumpla con pagarle los respectivos inte- 
reses generados por la mora en el cumplimiento de la obligación; asimismo, 
aprovecha la concurrencia de Víctor a la audiencia para solicitarle una indemn- 
nización por el a cumplimiento, En este caso 


Precensión decerminada Prerensión determinable 
Iván (solicitante) Pago de deuda Pago de intereses e indemnización 
Victor (invieado) — Ninguna Ninguna 


Otro ejemplo. Julio, propietario de un departamento alquilado a 
Oswaldo, lo invita a conciliar debido a la falta de pago de tres meses de alqui- 
ler, con la finalidad de que este cumpla con desocupar el inmueble arrendado 
y que proceda a cancelar el monto correspondiente a la deuda. En este caso 
la pretensión determinada presentada por el solicitante es desalojo por falta 
de pago y pago de arrien endernos que a 


su vez Oswaldo 


invitado. 


(128) Dectero Supremo N*014-2004-JUS, Reglamento de le Ley de Conciliación: 
"Artículo 43 - Fanciones específicas del Conciiados Son funciones específicas del Concliado;(..) 
4. Ideniica lo los peobleanas cenralos y concresos sobe ls que versará la Cowilación() 
(129) Decreto Supremo N”014-2004-JUS, Roglamento de la Tey de Conciliación 
“Artículo 7.- (.) El acta de conciliacón debe contener obligatoriamente las precensiones macería de 
«onuruversa, que sn Gnalunenae aupradas por las partes (+. 
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bar 


Julio (soliciaame) — Desalojo por falta de pago — Ninguna 
Pago de arriendos 


Oswaldo (invitado) | Ninguna Reconocimicato y pago de mejoras 


Otro caso. Supongamos que en un procedimiento de conciliación en 
familia solicitado por la señora Juana, esta invita a conciliar al señor Pedro, su 
pareja, para conciliar el establecimiento de un régimen de visicas para que él 
pueda ver a su hijo Junior. Hasta aquí es fácil advertir e identificar la preten- 
sión determinada (régimen de visitas), la cual consta en la solicirud de con- 
ciliación y ha sido planteada por la parte solicitante (Juana). Pero imagine- 
mos que, durante el desarrollo de la audiencia, Juana solicita además que de 
manera previa se establezca una pensión de alimentos a favor de su menor 
hijo; acá nos encontramos 
parte solicitante. Por su parte, Pedro considera que 
propicio para definir primero la tenencia del menor a su favor, y por otro lado, 
también desea la liquidación de la sociedad de gananciales a fin de formalizar 
el estado de separación que tiene con su excónyuge; estas serían pretensiones 
determinables planteadas por la parte invitada que, al margen de que sean 
resueltas en su totalidad o no (dando origen a los acuerdos totales o parciales, 
respectivamente), deben consignare en el acta de conciliación. 


Partes Pretensión determinado 
Juana Golicitante) — Régimen de visitas Pensión de alimentos 
Pedro (invitado) Ninguna Tenencia 


Liquidación de sociedad de gananciales 


En la práctica cotidiana podremos apreciar que estas figures —y otras 
más- se pueden dar sin ningún problema en las audiencias de conciliación 
extrajudicial en la medida que los puntos controvertidos serán identificados 
al final de la fase conocida como comunicación, o escuchar los relatos ini 
ciales de las partes, pero va a romper el esquema procesal al que estamos 
acostumbrados y que se presenta al interior de un proceso judicial, en donde 
el juez únicamente debe atenerse de manera forzosa al petitorio contenido 
en la demanda, esto en cumplimiento del principio de congruencia judicial 
que, inspirado en el aforismo ne tal judex altra petita partium o que “el juez no 
puede darle a una parte más de lo que esta pide”, tiene vigencia plena en el 
proceso civil, siendo que, si bien es cierto las normas que regulan el proceso 
son de carácter público, cl derecho que declara el juez en cuanto a contenido 
es de naturaleza privada, por lo tanto el juez no tiene facultad para afectar 
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la declaración de voluntad del demandante y concederle más de lo que este 
ha pretendido en su demanda, o como dice Monroy, se exige al juez que no 
omita, altere o exceda las peticiones contenidas en el proceso que resuelve", 
Sin embargo, este impedimento no se presenta cuando el juez ororga menos 
de lo demandado, cuando estime que el demandante no probé todos los 
extremos de su pretensión. 


3. Derechos disponibles 


La esencia misma de las materias conciliables, entendidas como lo que sí 
se puede conciliar, la tenemos en el concepto de derechos disponibles. El 
acrual marco normativo no define lo que debe entenderse por derechos dis- 
ponibles. Tal vez deberíamos remitirnos a la definición legal contenida en el 
artículo 7 del anterior reglamento aprobado por Decreto Supremo N* 001- 
98-JUS, la misma que establecía que podrá entenderse como derechos dispo- 
mibles “.. (Y es decir, los 


3.1. Contenido patrimonial 


En primer lugar, se afirma que los derechos disponibles tienen un conte- 
nido patrimonial, lo que se percibe como susceptible de valoración económica, 
esto es, que puede ser valorado monetariamente ya sea fijándole un precio o 
mediante el pedido de una indemnización; pero existirá siempre la pregunta 
acerca de qué cosas pueden valorarse de esca forma, ya que el Derecho Pri 


vado, tradicionalmente, está integrado por dos tipos de derechos, a sabes 
arrimoniales y no patrimoniales. 


mos advertir que esta clasificación clásica se encuentra en crisis —como bien 
apuntaba Ennecerus'9%.- ya que no siempre es exacta, porque el derecho de 
propiedad puede recaer sobre cosas que no tienen valor, o que pueden tenerlo 


(130) MONROY GÁLVEZ, Jan. ima e Pro Cir. Libreria Srcum, La, 1987, p. 222, Adcioralmente, 
+ aaor hace el isc de ls incongruencias gue pueden premian, tomo Sun la incongruencia no 
ein, que ee la min e el promancimieno de alguna de le permite inconeraeno sv ps 
ue dote cuando la decañn Contiene una preclón m0 demundada y má efrida» persona a al 
Process y la incemgrsenca nda a ue es aquel orgmada en lucho de que la decian concede o 
adjudica más de lo que fue pedi 

(131) Ciao por ROMERO ROMAÑA, Belo, Cord Cil debas malos ETCM, Lim, 1947, p. 10 5 
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solo para la parte interesada, como sucede, por ejemplo, con el caso de un 
recuerdo familiar, una carta o el rizo de la amada; en cambio tenemos dere- 
chos clasificados como no patrimoniales, como el de la patria potestad que, 
sin embargo, ticas frecuentemente un interés económico apreciable, porque el 
padre hace suyos los rendimientos de los bienes de los hijos. 


De igual forma, y parafrascando a Bullard'*, podríamos sostener de 
manera simplista que poscerá esta característica 


mento que él o entender que esta patrimo- 
nialidad se puede llegar a confundir con elementos no patrimoniales, toda 
vez que existirán derechos que en principio no serían susceptibles de valo- 
rarse económicamente —como por ejemplo el derecho al honor o a la inceg 
dad física— pero que mediante el pedido de una indemnización podrían patri 
monializarse, aunque tampoco sean objeto de libre disposición; y de manera 
contraria, derechos susceptibles de valorarse económicamente podrían verse 
impedidos de cuantificarse económicamente al primar un aspecto subjetivo 
compuesto por los afectos del propietario por sobre cualquier posible valora- 
ción económica que pueda realizarse de manera objetiva, como sucede con. 
una reliquia familiar, que para el titular no tiene precio— encontrándonos ante 
aspectos altamente subjetivos de apreciación del derecho, Concinúa Bullud 
señalando que podrá ser considerado como patrimonial aquel aspecto de la 
relación jurídica que persiga la sarisfacción de un interés parrimonial en la 
prestación, es decir aquel interés que enfrente a dos individuos en su posibili 
dad mutua de maximizar beneficios. 


Vemos pues que nos encontramos con que esta característica de valora- 
ción económica no se podrá dar siempre puesto que no es exclusiva de los 
derechos disponibles, sino que también pueden llegar a patrimonializarse otro 
tipo de derechos que no son disponibles, pero que pueden parrimonializarse 
en caso de una afectación negativa que requiera un resarcimiento económico, 
lo cual no implica que sean necesariamente disponibles; por el contrario, tam- 
bién existe la posibilidad de que siendo el derecho objetivamente susceptible 
de valorarse económicamente, el titular de esc desecho no podrá asignarle un 
valor monetario por un clemento subjetivo que prima sobre el criterio obje- 
tivo, Estos supuestos deberían volverse a recoger en la Ley de Conciliación. 


(132) Ver: BULLARD G., Alfredo, La nación juridico porimonial: Ral 1. Obligaciones, Lluvia Edirores, Lima, 
1990, pp. 131-136. 
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3.2. Libre disposición 
En segundo lugar, y atendiendo a la eventual imposibilidad de valorarse 


económicamente, se habla de 


decis: ugt de ph Ll que mio o cat 
lichos derechos, sin ningún tij le prohibición legal que limite o restrinja 


esas facultades. 


As E este sentido, la Comisión de Justicia. greso, en su 
am el Proyecto de Ley de Conciliación definió como derechos dis- 
ponibles “(...) aquellos derechos de contenido patrimonial y por tanto pue- 


den ser objeto de negociación (transacción), se regulan desde normas creadas 
interpartes con límite a las normas de carácter imperativo, son susceptibles de 


embargo, enajenación o subrogación, son transmisibles por herencia, son sus- 
ceptibles de caducidad y prescripción (.. 


Finalmente, el hecho de que las partes pueden disponer de sus derechos 
se encuentra limitado, ya que esos actos de libre disposición serán válidos 
siempre y cuando el Acuerdo Conciliatorio al que se haya arribado no sea con- 
trario a las leyes que interesan al orden público ni a las buenas costumbres, 
según lo establece el artículo 4 del Reglamento 


Un ejemplo podría graficar mejor la situación: suponiendo que una per- 
sona en su condición de propietaria de un inmueble decidiera darlo como 
parte de pago de una deuda contraída con un tercero, no tendría ningún 
inconveniente —en principio— para poder formalizar dicho cumplimiento 
mediante la celebración de un acuerdo concilistorio con su acreedor en 
el cual le cransficre la tirularidad del predio; pero la posibilidad de que esa 
situación pueda ocurrir en la realidad variará, sustancialmente si es que de 
los hechos se llegará a verificar que el deudor posee el estado civil de casado, 
y que ese inmueble hubiera sido adquirido con posterioridad a la celebra 
ción de su matrimonio, con lo que se constituiría en bien común de la socie- 
dad de gananciales, o que el inmucble con el que pretende cancelar la deuda 
estuviera sujero a algún tipo de carga o gravamen, hechos que dificulta- 
sían o imposibilicarían el acto de disposición por mandato legal y que debe- 
rían estar perfectamente señalados cn la normatividad y ser de cumplimiento 
obligatorio. 
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Comentario aparte merece el hecho de distinguir los derechos dispo- 
nibles, con su característica de libre disposición, de los demás derechos que 
posce toda persona y que se encucarran amparados por la normativa vigente. 
Así, nuestra Constitución reconoce derechos inhorentes a todo ser humano 
que mo pueden ser otorgados o negados ya que se nace con ellos y poseen la 
característica de ser fundamentales como sucede con los derechos á la vida, la 
integridad moral, psíquica y fisica, erc. y que fueron reconocidos como conse- 
eencia de la revolución liberal iniciada en Francia en 1789 que pregonaba el 
reconocimiento de ciertas libertades básicas inherentes a todo individuo por 
el solo hecho de serlo, Esta situación se llegó a complementar con la incor- 
poración de los llamados derechos sociales, con una clara mención de los 
derechos laborales —que en nuestra Constitución Política tienen el carácter 
de irrenunciables- exigiendo una más activa participación del Estado a fin 
de que cumpla con su sol de proporcionar seguridades a sus miembros. Tan 
importantes son estos derechos que no se permite cualquier acto de disposi- 
ción, cesión o renuncia a pesar de que sus titulares deseen hacerlo, ya que por 
encima de su voluntad prima el interés social. 


De una lectura de la nueva regulación de las materias conciliables en la 
Ley de Conciliación y su Reglamento, encontramos una triple clasificación de 


111. MATERIAS CONCILIABLES OBLIGATORIAS 


El texto del artículo 7 de la Ley, modificado por el Decreto Legislarivo 
N” 1070 señala: 


carácter irrenunciable de los 
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La materia laboral será arendida por los centros de conciliación 
Graruitos del Ministerio de Justicia, Ministerio de Trabajo y Pro- 
moción del Empleo y por los centros de conciliaci 
para lo cual deberán contar con 


las partes podrán contar con un abogado 
de su elección o, en su defecto, deberá de estar presente al ini- 
cio de la audiencia el abogado verificador de la legalidad de los 
acuerdos. 


En materia contractual relativa a las contrataciones y adqui- 
siciones del Estado, se llevará a cabo de acuerdo a la ley de la 
materia”. 


Este artículo debe ser entendido como el marco que regula la exigencia 
del cumplimiento de la conciliación extrajudicial como requisito de procedi 
lidad, la misma que resulta aplicable, en principio, a los temas allí señalados. 
Claro está que, no se debe realizar una interpretación literal de este artículo, 
roda vez que debemos tratar de interpretarlo de manera sistemática. 


1. Derechos disponibles 


129, otorgamiento de 


(135) E proceso de deslejo se tramita enla va sumaría, y deacuerdo lo señalo en Jos arrículos 563 y 986 
del Código Precesal Civil el propietario, el srerctcdor o el acministrador de un predio pesen demumdar 
la restinación de cs predo intopeniendo ceo demande en cono cel arrendrcaro, el obarrendacari, el 
precio o aikqier cra penna a quien lees cigible la rsctción. As, tenemos quese puede demandar 
desalojo pr a ala de pago dels arerdurientos [concretamente la alt de pago dedos meses y quince 
«Jas conforma lo estable el atícuo 1697 del Código Cirilo porque el pese del inmueble en ocu 
anve precio, decir, poeque la poscsión del inmuebles ejes in ípl lguno o el que s cena ha fon 

contorme la precebe e asolo 911 del Código Civil Empero, hay que corsiderar que exicn otros 

procesos de desabjo que tenen una regulación propa que los cos del cumplimieno de la concllación 

ceserajdicia. Aé, eiste aa modificación legal lx e arc£ulo 7-A dela Le de Conciliación, eccraa 

por la Única Disposición Complementario Modictuia del Deento Legalatvo N' 1196, y per dl cual e 

Sena coo pto de mera a concibe los caos de desalojo previstos en el Decreto Legslacivo 

N' 1177 - Decreto Legisluuvo que estable el régimen de promoción del arrendamiento para 

vivienda (conocido también como "deslejo expres” y que ha creo nn proceso especial de ejcación de 

¿leaojo)y en la Ley N' 24364 - Ley que regla l contrato de expicalizaciónincuobiliacay us modi 

curia (noc com cunas de “alqulervenca”. En esos supuso muse ese y Justa ás bie 5 
"tolibe=el inicio del ineavo conciliar iva extsjdia, 

(136) Raspecto a la posbiidad de concillos incendia, eale interesante la posición de Chis Sin 
cal corparimo», spero 4 que scan tsucdos juliialucace sin que medi focsusunenas conelación 
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obligación de dar, hacer o no hacer, indemnizaciones, división y partición de 
bienes, incumplimiento, resolución y rescisión de contrato, rectificación de 
áreas y linderos, reivindicación, retracto, mejor derecho de propicdad, ofte- 
cimiento de pago, pago de alquileres, problemas vecinales y otros sobre dere- 
chos disponibles'*, Todos estos temas y otros más que se podrían suscicar, 
presentan una serie de características comunes que conviene precisas 


En primer lugar, 


En segundo lugar, al margen de la ya aludida posíbilided o mo de 


a esta unilateral o bilateral, a título one- 
oso o gracuito— o una transacción. 


Finalmente, en tercer lugar, existirá la exigencia de su cumplimiento 
a aquel que está obligado a hacerlo por parte de la persona afectada por el 
incumplimiento de determinada obligación y que, desde un punto de vista 
legal -como parte de una relación obligacional en la que encontramos a un 
deudor y a un acreedor- constituirá la raíz del conflicto o controversia. 


previa en razón de que las actos de perrurbeción de la posesión son esencialmente sucesos de riclenca, 
siendo que en la práctica los jueces no se han puesto de acuerdo a cimicie demandas con o sin conciic 
previa siendo lo conveniente tegulaos como macera concliable fucalativa, Ver; STEIN CÁRDENAS, 
Cluzscan. “La demanda imerdictal frame al cequisico de procedibilidad conulawao”, ex: Especial: 
Problemas actuales derivados del procedimiento concilacono. En: Actuaided Juridica Tomo 253, (acer 
Juríica, Lima, diciembre de 2014, pp. 51-55. 

(135) La Direztiva N* 001-2016-JUS/DODI-DEMA, Lincamiencos pare a cores prestación del servicio de 
conciliación esurjudicial, aprobada por Resolución Directoral N" 069.2016JUSIDGDT, establece un Is- 
taco de mareras concibles, Señala que eo material ivi se considerarán como materias oopcilables 
resolución de contrato, incumplimiento de conrsto, ovorgamiento de escricura, rectificación de Áras y 
Liaders, oecimiento de pago, deslojo (por (ala de pago, vencimienso de plazo, ocupación precaria, 
incumplimiento de conetato entre 005) divisón y puricón, indemnización, indemmización por sepa 
ración unilateral de unión de hecho (debxendo acrdica previamente la declaración de unido de hecho), 
recicro, petición de herencia solo cuendo se sere la cuidad de hezedero reconocido), interdicro de 
retener y recubras obligación de dar suma de dino, vbligacioncade lar hacer y no hacer, rivndicac 
sentencia con condena de future y puso de mejoras. En eateval de fama se considera como mater 
conaliables: pensión de alímentes (cano para lujos vacios dentro del macrimanio, para Fijos extremas 
moniales reconocidos por ambos padres y de acuellos coya parernidad no haya sido reconocida ni decla- 
Fada judiciales, además de etablecer alimentos a favor del comiviente previa declaración de unión 
de hech->, también se considera a la reducción o aumento de pensión de alimentos (cuando haya sido 

ablecida por acra de conclación), exoneración ce alimentos (emana el heniiariosca mayor de edad), 
régimen de visas, tenencia, aseos de embarazo, liquidación de sociedad de gananciales y [quidación de 
ciedad de bienes duce la unión de hecho (puevo rcomtimiento de la nión de hecho). 
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Se mantiene la posibilidad de conciliar pretensiones determinadas (plan- 
tecdas en la solicieud de conciliación) y dererminables (planteadas por cual- 
quiera de las partes durante el desarrollo de la audiencia de conciliación), que 
versen sobre derechos disponibles de las partes, es decir, sobre aquellos dere- 
chos que pueden ser objeto de valorización económica, pero que siempre pue- 
den ser objeto de libre disposición. 


2, Derecho de familia“*” 


A pesar de que se siguen mencionando en el segundo párrafo del artí- 
culo 7 de la Ley de Conciliación, dehemos precisar que estos temas ya no son 
materias conciliables obligatorias, en mérico a haber sido declarados materias 
conciliables facultativas por lo señalado en la Ley N' 29876. 


Empero, resulta interesante la posición del legislador en lo que respecta 
al tema de las materias conciliables en familia. Así, el segundo párrafo modi- 
ficado del artículo 7 de la Ley de Conciliación adoptó expresamente el princi 
pio del numeras apertus al señalar los temas de Familia que son objeto de con- 
«iliación extrajudicial, al ser considerados como materias conciliables aspectos 
referentes a pensión de alimentos, régimen de visitas, tenencia y otras que 
se deriven de la relación familiar y respecto de las cuales las partes ten- 
gan libre disposición, debiendo el conciliador aplicar el principio del inte- 
rés superior del niño, lo que implica en principio la posibilidad de incorpo- 
rar como materia conciliable a cualquier otro tema de familia distinto a los 
enumerados taxativamente (como ocurre con la liquidación de sociedad de 
gananciales, que se dejó de mencionar como materia conciliable expresa) y 
que podría quedar incluido en la obligatoriedad de ser sometido a concili 
ción, aunque en estos casos el Reglamento de la Ley es claro al mencionar que 
solo son conciliables los derechos de libre disposición. Vale la pena mencionar, 
además, que en estos casos lo que se concilia no es el reconocimiento de esos 
derechos -los cuales ya existen— sino por el contrario se conciliará acerca de la 
forma en que van a hacerse efectivos o ejecutados. 


Como vemos, las marerias conciliables en temas de familia siguen siendo 
la pensión de alimentos (que, al amparo del art. 46 del Código Civil que 
regula la capacidad adquirida, puede ser solicitada también por menores de 
edad que sean padres de menores de edad), régimen de visitas y tenencia, 


(136) No se debe confondir con la conciliación que se realiza en Defemsorias del Niño y el Adolescente, que sí 
bee trata sobre alimentos, rerencia y tégimen de vairas, te consiruge un sistema de conciliación ademi- 
ristrtiyo que depende del Mitiscrio de la Mujer y que es discínto al regalado por la Ley de Concilación, 


La vigente -y complicada regulación de las materias conciliables 


siendo que se ha excluido a la liquidación de sociedad de gananciales como 
materia conciliable taxativamente señalada en la norma. 


Pero tenemos excepciones a este sistema, ya que existe impedimento legal 
expreso de someter a conciliación temas como la violencia familiar (art. 7-A, 
inc. h) de la Ley) o los casos en que se trate de derechos y bienes de incapaces 
absolutos y relativos (art. 7-A, inc. c) de la Ley). 


Otro tema 2 considerar es la posibilidad de conciliar si la pensión alimenti- 
dia ya se encuentra fijada en una sentencia judicial. Creemos, sobre la base del 
principio de revisión de derechos, que si las partes que se encuentran men- 
cionadas ca la sentencia lo descan pueden conciliar cl establecimiento de nue- 
vas condiciones para el cumplimiento de la pensión de alimentos en los casos de 
aumento, reducción y hasta exoneración de alimentos, para lo cual deberá men- 
cionarse en el acta de conciliación eque existe una sentencia previa y las partes de 
común acuerdo deciden modificarla. El tema discutible se presenta en los casos 
de prorrateo, cuando un tercero decide solicirar una pensión de alimentos, y el 
obligado ya se encuentra cumpliendo con el pago de una pensión de alimentos 
por mandato judicial a otro acreedor alimentario; en este caso particular, consi- 
deramos que no se debe exigir la conciliación, toda vez que habría que invitar a 
conciliar no solo al deudor alimentario, sino también al acreedor alimentario, lo 
que disminuye las posibilidades de éxito de la conciliación. 


De igual manera, podríamos asumir la excepción de transitar por el pro- 
cedimiento de conciliación en lo que respecta al tema de la separación con 
vencional y divorcio ulterior en sede judicial, al ser necesario el pronuacia- 
miento de la separación y posterior disolución de la unión matrimonial por 
parte del Poder Judicial. Pensamos, sin embargo, que nada obsta para llegar a 
un acuerdo mediante acta conciliatoria y presentarla al juez como propuesta, 
para homologación dentro de un procedimiento judicial, con la consiguiente 
intervención del Ministerio Público corno parte del procedimiento establecido 
en el Código Civil. En este mismo sentido, nada impide a que los acuerdos 
sobre asuntos de alimentos, tenencia y régimen de visitas puedan integrarse a 
la propuesta de convenio que se presente con la demanda de separación con 
vencional, debiendo anexarse una copia certificada del acta de conciliación a 
la demanda. Así, son las partes las que van a establecer su propuesta de con- 
venio de separación, y siempre que esta no exceda el marco legal, el convenio 
será aprobado por el juzgado de farnilia, entonces se podría tracar temas deri- 
vados de la separación en un centro de conciliación. 


También recordemos que la separación convencional puede tramitarse 
ante una municipalidad o ante una notaría al amparo de lo regulado en la 
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Ley N* 29227, Ley que regula el procedimiento no contencioso de separación 
convencional y divorcio ulterior ante municipalidades y norarías, conocida 
comúnmente como Ley de divorcio rápido. En este caso la norma exige que, 
en caso de existir hijos menores de edad o mayores con discapacidad, se debe 
acreditar haber resuelto los temas referentes al ejercicio de la patria potes- 
tad en lo que respecta a pensión de alimentos, régimen de visitas y tenencia, 
mediante una sentencia firme y consentida o mediante 1n acra de concilia- 
ción regulada por la ley de la materia. Si tomamos en cuenta lo señalado por 
el artículo A de la Ley IN” 29227, para solicitar la separación convencional, en 
el caso de que los cónyuges tengan hijos menores de edad o con incapacidad, 
deben presentar una sentencia judicial o un acta de conciliación emitida con 
forme a ley, respecto de los regímenes del ejercicio de la patria potestad, al 
mentos, tenencia y de visitas de aquellos. Aquí surge una discrepancia res- 
pecto de las materias conciliables, pero debemos hacer la precisión que según 
la Ley de Conciliación la patria potestad no resultaría una materia concilia- 
ble, pero sí los atributos que derivan de ella, específicamente en lo que res- 
pecta a alimentos, régimen de visitas y tenencia. 


Asimismo, debemos señalar que la liquidación de sociedad de gananciales 
es un derecho de libre disposición que deriva de la relación familiar, por lo que 
debemos entender que sigue siendo una materia conciliable, pudiendo pre- 
sentarse como propuesta de convenio ante el Poder Judicial, mas no tendría 
validez como requisito del trámite de divorcio rápido ante notarías y munici 
pios regulado por la Ley N? 29227, el mismo que exige respecto del régimen 
patrimonial la presentación de una escritura pública debidamente inscrita. En 
este sentido, podría presentarse un proyecto de ley en el que se establezca una 
cuantía mínima para exigir el requisito de la escritura pública de cambio o 
liquidación de régimen pacrimonial, a fin de que en algunos casos de poca 
cuantía se pueda acceder al divorcio rápido con un acta de conciliación que 
regule la liquidación de sociedad de gananciales y no resulte en un trámite 
adicional y oneroso para las partes. 


Finalmente, resulta evidente que los temas referidos al reconocimiento de 
la filiación, o al reconocimiento de la condición de heredero no son materias 
conciliables, 


3. Derecho Laboral 


La ley en su artículo 7, tercer párrafo, cica expresamente como concilia- 
bles los asuntos laborales al establecer que la conciliación en materia labo- 
ral se lleva a cabo respetando el carácter irrenunciable de los derechos del 
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trabajador reconocidos por la Constirución'"” y la Ley. Así, la conciliación 
laboral supone el respero de los derechos intangibles del trabajador, por lo 
que solo opera en cl ámbito de disponibilidad que este disfruta. 


Ahora bien, si la ley prevé que los temas laborales pueden conciliarse ante 
un centro de conciliación extrajudicial, debe considerarse que la tercera dispo- 
sición final del Decreto Legislativo N* 1070 señala que la conciliación extraj 
dicial no resultará exigible a efectos de calificar la demanda laboral'**) con lo 
que tenemos que se suspende la obligatoriedad de su exigencia como requisito 
de procedibilidad de manera expresa por mandato legal, Esto supone que deberá 
resolverse de manera previa algunos temas pendientes que impiden su imple- 
mentación como el perfil que debe exigirse en la formación y capacitación de los 
conciliadores en la especialidad laboral, puesto que la norma exige que los conci- 
líadores a cargo de las conciliaciones laborales deben contar con esta especialidad. 
Lo que sí incorpora es una función adicional del abogado del centro de concili 
ción, quien deberá estar presente al momento del inicio de la audiencia en caso 
de que alguna de las partes concurra sin abogado, entendemos pata verificar la 
legalidad de los acuerdos y el respeto a los derechos irrenunciables del trabajador. 


Es preciso mencionar que el régimen de la conciliación laboral tam- 
bién se encuentra regulado fuera del marco de la Ley de Conciliación. Así, el 
artículo 103 de la vigente Ley Procesal del Trabajo N* 26636, la conciliación 
puede ser de dos clases: conciliación privada, que es voluntaria y puede rea- 
lizarse ante una entidad —concepto que perfectamente subsume a un centro 
de conciliación o ante un conciliador individual, debiendo para su validez, 
ser homologada por una sala laboral ante solicitud de cualquiera de las par- 
tes, caso en el cual adquiere autoridad de cosa juzgada. La conciliación admi- 
nistraciva es facultativa para el crabajador y obligaroria para el empleador y se 
encuentra a cargo del Ministerio de Trabajo y Promoción Social, el cual pro- 
porciona los medios técnicos y profesionales para hacerla factible. 


En este sentido, asumiendo que pueda llegarse a un acuerdo mediante 
la conciliación extrajudicial en marería laboral podríamos asumir que cl 
Acta que lo contiene constituye título de ejecución, en virtud de lo señalado 


(137) Goesciución Poltica del Berú. 
"Artículo 26. En la relación laboral se respecan los siguientes principios (| 
2. Carácter irrenunciable de lo derechos reconacias por la Constiención y la ep €. 
(138) Dexrero Legálecivo NY 1070, 
Disposiciones Finales, 
“Tercera Ta Conciliación escablecida en el rercor y cuarto párrafo del arcíclo 7 dela Tez N? 26872 madi- 
ficada por el presente Decreto Legiscivo, no resulta exigible a cecros de calificar la demanda en materia 
Lab. 
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por el artículo 18 de la ley""” (aunque lo correcto es hablar de título ejecu- 
tivo, acorde a las modificacorias introducidas al Código Procesal Civil por el 
Decreto Legislativo N* 1069); pero por interpretación de la norma laboral 
se puede llegar a sostener —arendicado al principio de especialidad de la 
norma- que existe contradicción entre esta y la de conciliación extrajudicial, 
y que cualquier acuerdo al que se llegue en una audiencia de conciliación con- 
vocada en virrad de la Ley N* 26872 deberá ser homologado a nivel judi- 
cial%%, Por esta homologación el juez de la sala laboral confirma lo convenido 
entre las partes en la conciliación privada y le da fuerza obligatoria, obligando 
a los jueces a revisar los acuerdos ances de aprobarlos, en el sentido de que no 
se produzca renuncia de derechos, 


En este sentido, recordemos que existe una nueva Ley Procesal del Tra- 
bajo, le Ley N* 29497, la misma que se viene implementando progresiv: 
mente según lo dispuesto por la Resolución Administrativa N* 232-2010- 
CE-PJ. Según esta nueva regulación, en los lugares donde ya ha entrado en 
vigencia la nueva ley procesal, ya no es necesaria la homologación del acta de 
conciliación privada, con lo que se mantiene el valor de tículo ejecucivo del 
acta de conciliación privada a nivel laboral. 


Finalmente, y teniendo en consideración el carácter tutelar del Derecho 
Laboral así como esa característica de irrenunciabilidad de los derechos labo- 
rales, será obligatoria la conciliación únicamente para los casos de derechos dis- 
ponibles, es decir aquellos que tengan contenido patrimonial o que sea de libre 
disposición de las partes. Al respecto dos comentarios son necesarios: 


Si comprendemos el verdadero significado de la regulación, debemos 
entender que sí es posible conciliar los derechos irrenunciables en materia 
Laboral, pero no se concilia acerca del reconocimiento de ese derecho, pues ya 
existe, sino que se va a conciliar acerca de la forma en que se va a materiali- 
zar su cumplimiento, por ejemplo, nada impide que conciliemos acerca de un 
derccho irrenunciable como es la compensación por tiempo de servicios (CTS), 


an 
O te TUS 

o eo 
A 
A ess 
Brent ¡personas privadas, coso en el cual deberán remitir a la Autoridad de Trabajo copia de las Actas 

ad 
ió 
o ap epa 
y 
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pero la conciliación no versará sobre la existencia o no de este derecho, sino en 
la forma en que se va a ejercirar su camplimiento. Se podrían someter a conci- 
liación asuntos de libre disposición del trabajador, como por ejemplo, mejoras 
en las condiciones de trabajo, horas de entrada y salida, y cualquier acto que 
pueda ser considerado como una liberalidad por parte del empleador. 


4, Conciliación con el Estado 


Se establece de manera amplia que la conciliación se puede dar en aquellos 
casos de controversias relativas a contrataciones estarales en que el Estado sea 
parte, ya sea como solicitante de la conciliación o como invitado a conciliar, remi- 
tiendo a la ley de la materia, Tenemos que existen controversias que se resuel- 
ven aplicando la anterior Ley de Contrataciones del Escado, Decreto Legislativo 
N? 1017 y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N* 184-2008-EF, 
mientras que otras deben ser manejadas a la luz de lo prescrito por la vigente Ley 
N? 30225 y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N' 350-2015-ER. 


En ambos cuerpos normativos se refieren en conjunto a la conciliación y 
arbitraje como formas de resolución de conflictos en etapa de ejecución con 
tracrual, no siendo la primera la vía previa de la segunda, sino uno de los 
mecanismos de solución de controversias que se pueden utilizar antes de acu- 
dis al arbitraje, Se dispone que se someterán a esta vía de solución de contro- 
versias (conciliación o arbiwraje) las que surjan entre las partes sobre la ejecu- 
ción, resolución, inexistencia, ineficacia, nulidad o invalidez del contrato. 


En nuestra opinión, las partes deberían agotar la conciliación antes de 
llegar al arbitraje, por cuanto significaría un menor costo para él en relación 
con los gastos que demandan la instalación y honorarios propios del arbitraje, 
pero la gran limitación de la conciliación es la falta de mandaco de los repre- 
sentantes de las entidades públicas para poder llegar a acuerdos conciliatorios, 
situación que no sucede en el arbitraje, donde es el árbitro el que decide. Otro 
aspecto en contra de la conciliación con el Estado lo tenemos en el temor a 
conciliar que está larente en buena cantidad de servidores públicos, debido a 
que pueden ser objeto de denuncia por parte de órgano de control interno al 
pensar que existiría colusión con la contraparte. 


De conformidad con el artículo 47 de la Constitución política de 1993, 
los procuradores son los encargados de asumir la defensa de los intereses del 
Estado''%, actuando como una especie de abogados del Estado, nombrados 


onsetación Poíica del Peri de 1993: 
"Artículo 47.- La defensa de lx incoroses del Tetado está a cargo delos Procuredores Públicos conforme a 
Ley Y 


va 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


para tal efecto por los organismos públicos con las formalidades del caso, 
como es, mediante la expedición de resolución ministerial. Por otro lado, debe 
tenerse cn cuenta que el procurador, en su calidad de funcionario público que 
representa los intereses del Estado, al momento de realizarse una concilia- 
ción deberá poscer facultades expresas para conciliar, las que deberán constar 
expresamente en la norma que regula el funcionamiento de la entidad estacal 
que representa 


El Estado es representado y defendido por el procurador público. Con la 
aprobación del Decreto Legislativo N' 1068 (publicado en el diario oficial E/ 
Peruano el 28 de junio de 2008) se creó el Sistema de Defensa Jurídica del 
Estado. Hay procuradores públicos de los poderes del Estado, de los organis- 
mos autónomos, especializados, de los gobiernos regionales, municipales. En 
el artículo 22.1 del Decrero Legislaxivo N? 1068 se señala que el procura 
dor público represente y defiende jurídicamente al Estado en los temas que 
conciernen a la entidad (materia procesal, arbitral y de carácter sustantivo) 
siendo sus facultades demandar denunciar, participar de cualquier diligencia 
por el solo acto de su designación, facultades generales y especiales contenidas 
en los artículos 74 y 75 del Código Procesal Civil. La excepción es la de alla- 
narse. Pueden transigir, conciliar y desistirse previa autorización por resolu- 
ción administrativa. El procurador público debe ser abogado con experiencia 
no menor a cinco años, 


Un dato interesante respecto a la posibilidad de conciliar con el Estado 
lo tenemos en Argentina, país en el cual por la Ley de Consolidación de 
Deuda, dictada en el año 1991, se estableció la prohibición de que el Estado 
participe en mediaciones en la medida que la mediación como la conci- 
liación— implica la eventual renuncia de derechos por parte del represen- 
tante del Estado, y que fue consagrado en el artículo 2 inciso 4 de la Ley 
N' 24.573 de Mediación, que prohíbe el procedimiento de mediación obliga- 
toria en las causas en que el Estado nacional o sus entidades descentralizadas 
sean parte. 


TV. MATERIAS CONCILIABLES FACULTATIVAS 


El artículo 9 de la Ley establece los casos de inexigibilidad de la concilia- 
ción extrajudicial según el siguiente tenor: 


“Artículo 9.- Inexigibilidad de la Conciliación Extrajudicial.- Para 
efectos de la calificación de la demanda judicial, no es exigible la con- 
ciliación extrajudicial en los siguientes casos: 
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a) En los procesos de ejecución. 
b) En los procesos de tercería. 

€) En los procesos de prescripción adquisitiva de dominio. 
d) En el retracto. 


€) Cuando se trate de convocatoria a asamblea general de socios o 
asociados. 


£) En los procesos de impugnación judicial de acuerdos de Junta 
General de Accionista señalados en el artículo 139 de la Ley 
General de Sociedades, así como en los procesos de acción de 
nulidad previstos en el artículo 150 de la misma ley. 


8) En los procesos de indemnización derivado de la comisión de 
delitos y faltos y los provenientes de daños en materia arabiental, 


h) En los procesos contencioso administrativos, 


1). En los procesos judiciales referidos a pensión de alimentos, régi- 
men de visitas, tenencia, así como orros que se deriven de la 
relación familiar y respecto de los cuales las partes rengan libre 
disposición. 


j)_ En los procesos de indemnización interpuestos por la Contra- 
loría General de la República según la auribución conferida por 
cl artículo 22, acápite d) de la Ley N* 27785, Ley Orgánica del 
Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la 
República, cuendo, como consecuencia del ejercicio del control 
gubernamental, se derermine que funcionarios, servidores públi- 
cos o rerceros ocasionaron daños y perjuicios al Estado”. 


En estos casos, la con ión es facultativa. 


1. Procesos de ejecución 


Resulta un gran avance considerar algunos temas como materias concilia- 
bles facultativas, puesto que ahora se admite la posibilidad de conciliar títulos 
ejecutivos (situación que ya accptaba la Ley de Mediación en Argentina), lo 
que puede significar para las partes un procedimiento más cercano y Mexible 
que el consabido proceso de ejecución. 


Los procesos de ejecución se caracterizan porque ordenan ejecucio- 
nes hechas en virtud de títulos ejecutivos de nacuraleza judicial y extrajudicial 
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conforme lo establece el artículo 688 del Código Procesal Civil", Esta clasifi- 
cación así como la unificación de criterios que dieron origen al Proceso Único de 
Ejecución se incorporaron al Código Procesal Civil mediante el Decreto Legi 
lativo N' 1069. En estos casos, no habrá exigencia de interponer la conciliación 
de manera previa, quedando expedito el derecho para solicitar el cumplimiento 
de manera directa ante el Poder Judicial en vía de ejecución. 


Resultaba discutible el hecho de prohibir la conciliación en los casos ca 
que estuvieren de por medio instrumentos, tales como cheques o letras de 
cambio, ya que en algunos casos el proceso judicial respectivo en el cual se 
solicita su ejecución no da posibilidad de acordar una posible forma de pago, 
sino que el mandato ejecutivo ordena el pago del íntegro de la obligación, 
siendo que a veces esto es imposible de realizarse, teniendo un buen proceso 
pero un mal resultado con una obligación, en la práctica, inejecucable. Sobre 
este particular resulta interesante la posición del legislador argentino el cual 
en el articulo 3 de la Ley N' 24.573, de Mediación, y que se aplica a la Pro- 
vincia de Buenos Aires, señala que el procedimiento de mediación será facul- 
tativo para el reclamante en el caso de los procesos de ejecución, obteniéndose 
buenos resultados en relación a la ejecución de cheques. No nos olvidemos 
que el conflicto se crea por una “percibida” divergencia de intereses, y a veces 
los malos entendidos se pueden aclarar en una mesa de conciliación, evitando 
así un largo juicio (por más ejecurivo que este fuera). 


2. Enlos procesos de tercería 


La tercería es un proceso por el cual un tercero, ajeno al proceso, inter- 
viene en él reclamando el reconocimiento del derecho de propiedad que le 


(142) Cáligo Paca Cirl 
“Artículo GUN Tcuosejicuivs. 
Solo se puede promuner ejecución cu iru de scalos ejecuenos de namrleza judicial scsi 
serio serca. Son rintos cmo lor sienes: 
Tas resoluciones Judiciales mes 

Yi els nl Es 

as Acts de Contilación deacuerdo y; 

Los Eitalos Valores que coaliean l ación Caabiaia, debidamente prorstcos o con la constancia de 

da formalidad seso del pruteto respect: o, en su as, cun presidencia de dicho pronto o 

constancia conforme al prov en la ly de lammaeno; 

5. La conoci de incacióny talar rapid pora Sen de Cotpepuación y liqubación 
de Vales, en l caso e valores eprsencidos por anracón en enenta, par las ercthos q den 
Jnger al ejercicio de la accóo cambaria, conforme al prev cn Ja ley dela mmrera; 

6: rol ani puda que concen cn dcsento puto seanodidos 

7. acopla cruficada de la Posta enicipada que contiene une abenlacin de postie» apess fea; 

o e 

3, El oca apago ems por amondam, empre que e acti inrumenlen la 
relación conacmat: 

10. El cscimonto de scrirara pública; 

A, Queen talon lei la lee dea Ejec”. 
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corresponde respecto de algún bien materia del juicio que esté afectado por 
una medida cautelar o que esté para ejecución, a fin de que dicho bien sea 
desafectado, También procede la terccría, a favor del referido tercero, a fin de 
reclamar el derecho de preferencia que le corresponde para que sea pagado 
con el precio de tales bienes. Por definición contenida en el artículo 533 del 
Código Procesal Civil, la tercería se entiende con el demandante y el deman- 
dado, y solo puede fandarse en la propiedad de los bienes afectados por 
medida cautelar o para la ejecución; o en el derecho preferente a ser pagado 
con el precio de tales bienes. Es fácil advertir que en estos casos existirá peli- 
gro en la demora por lo que se ha preferido también no exigir la conciliación 
de manera previa a la solicitud que busca la suspensión de la ejecución del 
remate del bien o del pago al acreedor. Adicionalmente, estamos ante un pro- 
ceso que no es autónomo, sino que se interpone dentro de un proceso en trá 
mite en el cual ya se ha cumplido —cuando el caso lo amerite— con la formali- 
dad de la conciliación extrajudicial, y debe ser dirigido ante ambas partes del 
proceso, esto es, ante el demandante y el demandado, pudiéndose hacer en 
cualquier momento o etapa del proceso, antes de que se inicie el remate del 
bien, y para el caso de la rercería de derecho preferente, se interpone antes de 
que se realice el pago al acreedor. 


3. En los procesos de prescripción adquisitiva de dominio 


Recordemos que, de conformidad con doctrina uniforme, ratificada por 
el artículo 950 del Código Civil, la posesión que se consuma con la usucapión 
debe contar forzosamente con la confluencia de los siguientes requisitos: pose- 
sión continua, pacífica y pública, con animas domóni, es decir, como propieta- 
rio, por el plazo mínimo exigido por ley 


Lo que sí resultaría cuesrionable es considerar a la prescripción adqui- 
sitiva de dominio como materia conciliable —aunque sea de manera faculta- 
tiva- toda vez que será el órgano jurisdiccional el único encargado de decla- 
rar si el demandante ha adquirido la propiedad por el transcurso del tiempo, 
no siendo esta una facultad de las partes. Además, el hecho de que el posee- 
dor no propietario invite a conciliar al propietario registral de manera pre- 
via a la interposición de la demanda de prescripción significaría, co la prác 
tica, ponerlo sobre aviso para que este interponga la respectiva demanda de 
reivindicación, con lo que no importaría que haya transcurrido el plazo de 
prescripción “9. 


(143) En lo que tonciome al carícror estrictarento declarrivo de la sentencia de prescripción acquisiriva. debe= 
os recordar que segin le Casación N*1166-2006-Lima (publicada en el diario oficial el 1 de febrero de 
2007), la tensercin que declaim propietario al poseedor ue es declarelya ino conscuriva de deseos, 
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4, Enel retracto 


Por definición contenida en el artículo 1592 del Código Civil, el derecho 
de retracto es el que la ley le otorga a determinadas personas para subrogarse 
en el lugar del comprador y en todas las estipulaciones del contrato de com- 
praventa. Asi, se le reconoce el derecho de retracto al arrendatario, al copro- 
pietario, al litigante en caso de venta por el contrario del bien que se esté 
discutiendo judicialmente, el propietario en la venta del usufructo y otros 
regulados en el artículo 1599 del Código Civil. Lo que menciona la norma es 
que en estos casos se puede acudir a una conciliación previa de manera facul- 
tativa o se puede demandar directamente. 


5. Cuando se trate de convocatoria a asamblea general de socios o asociados 


Resulta un derecho fundamental de todo socio o asociado el solicitar se 
convoque a una asamblea general. En estos casos, cuando existe renuencia del 
máximo órgano de la persona jurídica en convocarla, cualquiera de los asoci: 
dos puede solicitarla ante el órgano jurisdiccional, siendo que puede convo- 
carse vía conciliación extrajudicial, En estos casos, al haber pluralidad de soli- 
citantes y/o invitados, se debe verificar la concurrencia de la tocalidad de las 
pactes para poder iniciar la audiencia de conciliación. 


6. En los procesos de impugnación judicial de acuerdos de junta general de 
accionistas, así como en los procesos de acción de nulidad regulados por 
la Ley General de Sociedades 


Se cuestiona la inclusión de la impugnación judicial de acuerdos o las 
acciones de nulidad en asuntos regulados por la Ley General de Sociedades 
toda vez que son acciones que se tramitan exclusivamente ante el órgano 
jurisdiccional para que sean resueltas no por acuerdo de las partes, sino por 
decisión del magistrado, no resultando ser derechos de libre disposición de 
las partes. Además, según el artículo 8 del Reglamento, se le considera como 
materias no conciliables. 


pues 6 3 parir de la sentencia firme quese genera una nueva sicuación jurídica respecto de la propiedad 
¿el bien y vu reula; más aun sien tanto no exista sentencia firme que declze la prescripción aciquisiriva, 
la acción eeivicizada, cue ou, se encuentra expedita a favor del propiecao, conos lo escblece 
el acrculo novecientos vetarsiece del Código Civl, cu consecuencia, cuando las instancias de mérito sta 
blecen que la demandada no puede seibmise la calidad de propieraia del bicn sublii por cl solo hecho. 
dle haber cjrcido la posesón por más de diez años, mientras mo exis sentencia fime que aílo declare, 
Fncerpretan comectamente la norasa snaceria denunciada, 
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7. En los procesos de indemnización derivado de la comisión de delitos y 
faltas y los provenientes de daños en materia ambiental 


Debe quedar claro que no se concilian los delitos ni las falcas, por apli- 
cación del principio de persecución pública del delito a cargo del Ministerio 
Público, pero una vez declarada la responsabilidad penal del imputado, la 
parte agraviada puede solicitar en la vía civil el pago de una indemnización, 
para lo cual el requisico de la conciliación como requisito de procecibilidad 
queda sia efecco, quedando en faculcad del demandante su inicio de manera 
previa a la interposición de la demanda. 


Recordemos que el artículo 98 del Código Procesal Penal de 2004 prevé 
la conscicución del actor civól y sus derechos, al señalar que la acción repa- 
ratoria en el proceso penal solo podrá ser ejercicada por quien resulte 
perjudicado por el delito, es decir, por quien según la ley civil esté legi- 
timado para reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios 
producidos por el delito, La constitución del agraviado como actor civil se 
debe hacer hasta antes que termine la investigación preparatoria y le permite 
participar dentro del proceso penal en los actos de investigación y prueba, 
puede deducir la nulidad de lo actuado, promover medios de pruebas, parti- 
cipar en las diligencias de investigación e intervenir en la audiencia de juicio 
oral, a la yez que sustituye al Ministerio Público ca la pretensión resascitoria 
del daño sufrido. En este sentido, cl artículo 106 del Código Procesal Penal 
señala expresamente que la constitución en actor civil impide que se pre- 
sente demanda indemnizatoria en la vía extra penal, precisando que el 
actor civil que se desiste como tal antes de la acusación fiscal no está impe- 
dido de ejercer la acción indemnizatoria en la otra vía. 


Por su parte, la Ley General del Ambiente, Ley N* 28611, publicada el 
15 de octubre de 2005, contempla en su artículo 151 el deber del Estado en 
fomentar y emplear el arbitraje, la conciliación, mediación, concertación, mesas 
de concertación, facilitación, entre otras como medios de resolución y gestión de 
conflictos ambientales. En estos temas consideramos de aplicación el artículo 82 
del Código Procesal Civil referente al parrocinio de intereses difusos, puesto que 
su titularidad corresponde a un número indeterminado de personas, 


8. En los procesos contencioso-administrativos 


Este proceso se encuentra regulado por Ley NY 27584. En viread del pro- 
ceso contencioso-administrativo, los afectados por una actuación administra 
tiva violaroria de sus derechos e intereses están consrirucionalmente facul- 
tados para demandar ante el Poder Judicial la satisfacción jurídica de sus 
pretensiones contra la Administración Pública, garantizándose una de las 
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conquistas básicas del Estado de derecho, cual es la subordinación de toda la 
actividad adminiscraciva a la legalidad. La doctrina de Derecho Administra- 
tivo caracteriza al proceso contencioso-administrativo como una de las dife- 
rentes técnicas y instrumentos de control de la Administración Pública, cons- 
tituyendo un mecanismo de control externo de la aceuación administrativa 
por órganos jurisdiccionales, mientras que los recursos administrativos que 
pueden interponer los particulares para impugnar un acto administrativo 
constiruyen medios de control interno, también denominados de autocontrol 
de la Administración, La contradicción la encontramos en lo señalado por el 
artículo 8 del Reglamento, que la considera materia no conciliable, 


9. Enlos temas derivados del Derecho de Familia 


Ya hemos desarrollado este tema líneas arriba, al analizar el segundo 
párrafo del artículo 7 de la Ley de Conciliación. Solo reiceramos que se puede 
conciliar los temas relacionados al establecimiento de una pensión de alimen- 
tos (tanto para mayores como menores de edad), régimen de visitas, tenencia 
y otros derechos derivados de la relación familiar y que sean objeto de libre 
disposición. 


En los procesos de indemnización interpuestos por la Contraloría General 
dela República 


Por modificación incorporada a través de la Ley N” 30514, el pedido 
indernnizatorio que en sede judicial formule únicamente la Contraloría Gene- 
ral de la República, como consecuencia del ejercicio del concrol gubernamen- 
tal en donde determine obligación de indemnizar al Estado de funcionarios, 
servidores públicos o terceros que ocasionaron perjuicios al mismo, se encuen- 
tra eximido de cumplir obligatoriamente con el requisito de procedibilidad 
de la conciliación extrajudicial, al haberse convertido en una materia concilia- 
ble faculcariva, En otras palabras, no se prohíbe la posibilidad de conciliar el 
resarcimiento económico en vía de indemnización, sino que deja de ser consi- 
derado un requisito de procedibilidad obligatorio y, al transformarse en una 
marería conciliable facultaciva. 


Este es un régimen excepcional que no resulta de aplicación a otras enti- 
dades distintas a la Contraloría General de la República -como ente rector 
del Sistema Nacional de Control. Así, si el pedido indemnizasorio formulado 
por el Estado es formulado por una entidad estacal ajena al Sistema Nacio- 
nal de Control entonces dicho pedido —en tanto se trata de un derecho de 
libre disposición— se encontrará sujero a la exigencia del cumplimiento de la 
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conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en las provincias o 
distritos conciliarorios en donde ya se ha implementado. 


11. Conciliación previa al arbitraje 


Una omisión a subsanar en el marco legal es indicar la posibilidad de ini- 
ciar un procedimiento conciliatorio antes del inicio de un procedimiento de 
arbitraje, cosa que sí señalaba la anterior regulación, siendo partidarios de su 
incorporación en el texto legal como materia facultativa, toda vez que según 
el artículo 50 del Decrero Legislativo NY 1071, que regula el arbitraje, al 
interior del procedimiento arbitral se habla solo de la posibilidad de realizar 
una transacción, cuya naturaleza jurídica reposa en la obligatoriedad de rea- 
lizar concesiones recíprocas, mientras que en la conciliación se habla de con- 
cesiones unilaterales o bilarerales. Al respecto, recordemos que en otros países 
se aplica la conocida cláusula Med-Arb, por medio de la cual se puede iniciar 
de manera facultativa un procedimiento de mediación antes de iniciar el asbi- 
traje, con la finalidad de explorar la posibilidad de concluir de manera nego- 
ciada y rápida la controversia, y si esto no era posible entonces se procedía a 
iniciar el procedimiento arbitral**%. 


Y. MATERIAS CONCILIABLES IMPROCEDENTES 


Por su parte se ha incorporado el artículo 7-A a la Ley, que señala casos 
de improcedencia de la conciliación, según el siguiente tenor: 


“Artículo 7-A.- Supuestos y materias mo conciliables de la 
conciliación 

No procede la conciliación en los siguientes casos: 

a) Cuando se desconoce el domicilio de la parte invitada. 


b) Cuando la parte invitada domicilia en el extranjero, salvo que el 
apoderado cuente con poder expreso para ser invitado a un cen- 
tro de conciliación. 


€) Cuando se trate de derechos y bienes de incapaces a que se refie- 
ren los artículos 43 y 44 del Código Civil. 


d) En los procesos cautelares. 


(144) Cir. PINEDO AUBIÁN, E Martín "Sugerencias para la adecuación e implementación del sistema meda 
¿ula legislación sebical", Evo Rrrána Jrádico dl Pri, N" 9), Lima, mayo, 2009, pp. 281-268, 
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€) En los procesos de garantías constirucionales. 


1 En los procesos de nulidad, ineficacia y anulabilidad de acto jurí- 
dico, este último en los supuestos establecidos en los incisos 1,3 y 
4 del artículo 221 del Código Civil. 


8) En la petición de herencia, cuando en la demanda se incluye la 
solicitud de declaración de heredero. 


h) En los casos de violencia familiar. 


1), En los casos de desalojo previstos en el Decreto Legislativo 
N* 1177 —Decreto Legislativo que establece el régimen de pro- 
moción del arrendamiento para vivienda y en la Ley N* 28364 
Ley que regula el contrato de capitalización inmobiliaria y sus 
modificatorias. 


3) En las demás pretensiones que no scan de libre disposición por 
las partes conciliantes". 


Este tema es regulado de una manera muy deficiente en el texto del 
artículo 8 del Reglamento, que señala que son marerias no conciliables: la 
nulidad del acto jurídico (omitiendo mencionar a la ineficacia y a la anulabili- 
dad), la declaración judicial de heredero, la violencia familiar, las marerias que 
se ventilan ante el proceso contencioso administrativo (considerada facultativa 
según el artículo 9 de la Ley), los procesos de impugnación judicial de acuer- 
dos a que se refiere el artículo 139 de la Ley General de Sociedades y las pre- 
tensiones de nulidad a que se refiere el artículo 150 de la misma norma por 
ser materias indisponibles (que también son consideradas materias concilia- 
bles facultativas según el precitado art. 9 de la Ley) y todas aquellas preten= 
siones que no sean de libre disposición por las partes conciliantes; y decimos 
deficiente, puesto que el texto del reglamento contiene menos materias que 
las señaladas de manera más extensa en el texto de la Ley y su redacción inte- 
gral presta a confusión. 


1. Cuando se desconoce el domicilio de la parte invitada 


En estos casos, estimamos que resulea acertada la opción del legisla- 
dor por no exigir la conciliación en aquellos casos en los que se desconoce 
el domicilio de la parte invitada, puesto que allí podemos afirmar que no se 
va a producir el procedimiento conciliatorio. En estos casos, el demandante 
tendrá que indicar que no adjunta el acta de conciliación como requisito de 
procedibilidad al desconocer el domicilio del demandado, debiendo solicitar 
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la designación de un curador procesal, de conformidad a lo prescrito en el 
artículo 6L del Código adjetivo. 


la parte emplazada domicilia en el extranjero 


El criterio predominante para decidir su exclusión como materia concilia- 
ble podría estribar en la exigencia de la concurrencia personal de las partes al 
procedimiento de conciliación, supuesto de difícil cumplimiento en los casos 
en que el invitado a conciliar domicilia en el extranjero, por lo que la conci- 
liación podría asumirse como un requisito innecesario, ya que en la demanda 
posterior que se interponga habría que diligenciar la notificación mediante 
exhortos, supuesto que no ha previsto la ley de conciliación. La única excep- 
ción a esta prohibición es cuando el invitado que domicilia en el extranjero 
cuenta con un apoderado que cuente con poder expreso para ser invitado a 
un centro de conciliación, aungue en realidad el poder debe cumplir con los 
demás requisitos previstos en el artículo 14 de la ley'*9, Distinto será el caso 
en que la parte invitada domicilic en el país, supuesto en el cual se deberá 
tener en cuenta el distrito conciliarorio en el cual domicilia a efectos de proce- 
der a solicitar el inicio del respectivo procedimiento conciliatorio. 


3. Cuando se trate de derechos y bienes de incapaces 


Para el caso en que se trate de derechos y bienes de incapaces absolutos y 
relativos a los que se refieren los artículos 43 y 44 del Código Civil'*?, personas 
que se hallan en estado de incapacidad, cuyo patrimonio es adminiserado por 
terceros, es decir por los padres, los curores o los curadores, a quienes también 
corresponde su representación en juicio y que están sornetidas a precisas regu= 
laciones de control judicial, cuando se trata de disposición de los bienes de sus 


(145) Cr. PINEDO AUBIÁN, Y Marco. “Xu cengo el poder, peo cn la concilación m0 soy poder". Ln 
ovio ortia dl Pá. NO 102, Lim, sono, 2009, pp 271-278. 
(146) Código Civil pernos 
Crealo 4. Son abit aca 
1, Los mentes dedica aña, salvo paa quelo cn descmisados pr la le 
2, os que por conque claa e encuen prados de dicemimino, 
3, Los sordomudos! los cesojondos y lor ciemados que no pueden expresar su voluntad de manera 
ndice. 
“Arículo 44 Son rltiamente inca 
1. Los mayores de discés y mences e deco ac 
2. Los rerardados mencals. 
o A 
10 pica 
3, os que inuren cn mala gestión. 
$ os caros habimales 
7, Ln cnc 
oi lc pts Deva laiicin 
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representados, tampoco procede la conciliación extrajudicial, en la medida que 
la participación del Poder Judicial es importante para autorizar cualquier tipo 
de disposición de cstas personas como una garantía para su correcta adminis 
tración y una acción del Estado destinada a evitar el perjuicio que podría oca- 
sionarles la falca de control en las decisiones relativas a sus derechos o bienes, 
motivo por el que no es conveniente obligar a la conciliación extrajudicial para 
definir, sin la vigilancia del órgano jurisdiccional, la suerte de su parrimonio; 
además, no se puede obligar a los representantes de incapaces, procurar una 
conciliación previa al juicio, cuando por el contrario, lo que el Estado procura es 
que intervenga el apararo judicial con el fin de evitar perjuicio a quien no puede 
conducirse en sus actos civiles por sí mismo por lo que resultaría contraprodu- 
cente en ese sentido, obligar al representante de un incapaz que recurra a la 
conciliación previa al juicio, cuando la ley le ordena también que previa y obli- 
gatoriamente demande la autorización del juez para la ejecución lícita y legí- 
tima de un acto relativo a los bienes de la persona que representa, lo cual ori- 
ginaría un círculo vicioso innecesario, razón por la cual, de manera acertada el 
legislador optó por excluir de la exigencia de la conciliación previa estos casos. 


La única situación de cese de la incapacidad la tenemos en el artículo 46 
del Código Civil que regula los casos de capacidad adquirida. Este artículo 
precisa que cesa la incapacidad de las personas mayores de dieciséis años por 
matrimonio o por obtener tículo oficial que les autorice a ejercer una profe- 
sión u oficio. Asimismo, cesa la incapacidad del mayor de cavorce años a partir 
del nacimiento del hijo solo para realizar los actos de reconocimiento del hijo, 
demandar por gastos de embarazo y parto, demandar y ser parte en los proce- 
sos de tenencia y alimentos a favor de sus hijos y demandar y ser parte en los 
procesos de filiación extramatrimonial de sus hijos. Si concordamos esto con lo 
dispuesto en el artículo 12 inciso 3 del Reglamento'*”, tenemos que las mate- 
rias conciliables para los menores de edad que sean padres de hijos menores de 
edad serían alimentos, régimen de visita y tenenc 


4. Procesos cautelares 


En lo que se refiere a los procesos cautelares, sc entiende por proceso cau- 
telar aquel que se inicia a fin de proteger un derecho (puede ser un embargo), 


a 


Decreto Supremo N*014-2008.JUS. Reglamento de la Ley de Conciliación: 
'Artícalo 12. Requietce de la Salcirad de Cacciiación, La Solicitud de Concilición deberá presentarse 
por escrico y comendad:(.. 

3.El nombre y domi del apederado o representanco del solcicance o olicirnces, de ser el caso, En los 
céscs de pedres menores de edad que scan representantes de sus hijs en mareria de alimentos y régimen 
le vistas, podrán identificarse con la partida de nacimiento su Documento Nacional de Identidad 
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evitando que el deudor disponga de su patrimonio con la finalidad de evirar 
el pago. En este caso se sigue un proceso autónomo y expeditivo por el cual es 
interpuesta la medida cautclar antes de la presentación de la demanda princi 
pal. Se llega a afirmar que este tipo de procedimientos 5c caracterizan por su 
celeridad, por lo que la conciliación podría asumirse como un procedimiento 
que significaría peligro en la demora al poner sobre aviso al deudor e intentar 
este disponer de su patrimonio teniendo utilizando el procedimiento de conci- 
lación como una forma de ganar tiempo. 


En definitiva, no se dificulta la interposición de la demanda solicitando 
la medida cautelar, pero por regulación expresa del artículo 11 del Regla- 
mento*%, una vez otorgada la medida cautelar iniciada antes del proceso 
principal, el solicitante de la medida tendrá un plazo de 5 días calendario para 
solicitar la conciliación, empezándose 4 concar esce plazo desde el momento 
en que se ejecute la medida cautelar, Asimismo, si se diera el caso de una con- 
¡ación total, el solicitante de aquella deberá solicitar de inmediato que se 
deje sin efecto la medida cautelar. Por el contrario, si no hubiera acuerdo, 
o este es parcial, el plazo de diez días previsto para interponer la demanda, 
señalado en el artículo 636 del Código Procesal Civil'*, empezará a correr 
desde la fecha en que se suscribe el acta de conciliación 


5. Procesos de garantías constitucionales 


En general, las acciones de garantía proceden en los casos en que se vio- 
len o amenacen los derechos constitucionales reconocidos para cualquier per- 
sona, con la finalidad de reponer las cosas al escado anterior a esca violación o 


(14) Reglamaco d la Ley de Conciliación, Dexcero Suprema N* 014-2008-JUS: 
“Articalo 11. De la Conciliación en os Procesos Cautelares 
Cum el intento conciliatorio exrajodicialfaera necesario para la calificación jodicil de procedencia de 
La demanda, oso deberá se iniciado dencro de los cuco días hábiles ala ejecución de a mc caurelar 
Eo caso de concurrencia de medidos cautelaces, el plazo sc compusará 4 parie de la jecación de la úlicua 
recida, salvo pronunciamiento del juez, como lo señala l articulo 657 del Codigo Precesal Civ 
¡Si mo se acude al centro de conciliación en el plazo indicado, la mecida cautelar cacuca de pleno derecho, 
dle coaformidad con el aexculo 636 del Código Procesal Civil, 
El plazo paca inteponer la demanda se compararé a part de le conclusión del procedimienco concilaro- 
io, conforme al erecelo 13 dela Ley”. 

(149) Código Descosal Civil de 1993 (auuifiado pur ol Decreto Logisdacio NY 1070. 
"Artículo 636.- Medica cauce fucra de proceso 
Kigcntada la medida antes de iniciado el proceso principal, el beneficiario debe inserponer sa demanda 
sane el mismo jucz, dentro de los diez días posteriores + dicho acto, Cuando el proceclimiento conciicorio 
estrajudicial fuera nesesario para la procedencia de la desranda, el plazo para la interposición de esta se 
«computará a parir de la conclusión del procedimienro concilacorio, el que deberá ser iniciado denso de 
los cinco días hábiles de huber coma conocimiento de la ejecución de la medida. 
Si se interpone la demanda oporramamente, n sea es rechazada liminarmente, o o se acude al centro 
de conciliación en el plazo indicado, la medida caduca de pleno derecho, Dispuesta la acrvisón de la 
¿desata pus rewcntoría del superior le medida coutelartoquiere teva tramitación” 
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amenaza, pero queda claro que no procederán las acciones de garantía cuando 
el agraviado opta por recurrir a la vía judicial ordinaria. Para el caso especí- 
fico de las acciones de amparo, podrá scr interpuesca por el afectado, su repre- 
sentante o el representante de la entidad afectada, siempre y cuando se hayan 
agotado las vías previas. Estos procesos se caracterizan por su celeridad, y la 
conciliación podría dilatar innecesariamente el tiempo necesario para cumplir 
con su finalidad 


Las garantías constitucionales se encuentran reguladas en el artículo 200 
de la actual Constitución de 1993 y desarrolladas en el Código Procesal Cons- 
titucional aprobado por Ley N' 28237, que señala que procede la acción de 
hábeas corpus ante la violación de la libertad individual o los derechos indi- 
viduales conexos; la acción de amparo, protege los demás derechos recono 
cidos por la Conscicución que no sean la libertad; la acción de hábeas daca, 
que tiene por finalidad dar a las personas el derecho de recurrir a los tribuna 
les para que se obligue a acruar de acuerdo a derecho a toda auroridad o fan- 
cionario que vulnera los derechos de recibir información de cualquier entidad 
pública, el de que los servicios de cualquier clase no suministren informacio- 
nes que afecten la intimidad personal o familiar y que no se afecte los dere- 
hos al honor y la buena reputación y los derechos a la voz y la imagen pro- 
pias; la acción de inconstitucionalidad, que se interpone contra las normas con 
rango de ley, recurriendo ante el Tribunal Consticucional, la acción popular, 
para que los cribunales ordinarios declaren la inconsticucionalidad de las nor 
mas de rango inferior a la ley; y la acción de cumplimiento, que da derecho a 
las personas de recurrir ante el Poder Judicial para que, rápidamente, ordene 
a cualquier autoridad o funcionario público renuente a acatar una norma legal 
o acto administrativo, que lo haga y sometido además a las responsabilidades 
de ley. 


6. En los procesos de nulidad, 


eficacia y anulabilidad de acto jurídico 


Las categorías jurídicas de la nulidad y la ineficacia se asemejan, en tanto 
el acto jurídico afectado por ellas no surte efectos en la realidad, puesto que se 
le considera como un acto que nació muerto. Queda claro que la nulidad y la 
ineficacia de un acto jurídico solo pueden ser declaradas por el juez, ya que las 
partos no pueden hacerlo al scr derechos indisponibles. Un caso contrario es el 
concepto de la anulabilidad, que habla de un acto jurídico herido de muerte 
al faltarle algún requisito, pero que puede ser objeto de subsanación por parte 
de los partícipes en la construcción del acto. En este sentido, se señala que 
no procedería la conciliación en los supuestos establecidos en el artículo 221 
del Código Civil, incisos 1 (incapacidad relativa del agente)3 (por simula- 
ción, cuando el acto real que lo contiene perjudica el derecho de tercero) y 
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4 (cuando la ley lo declara anulable); pero omite mencionar el inciso 2 del 
mismo artículo referido al acto jurídico anulable por vicio resultante por error, 
dolo, violencia o intimidación, debiendo entenderse que en este supuesto sí se 
podría conciliar la convalidación del acto jurídico anulable. 


En la petición de herencia, cuando en la demanda se incluye la solicitud 
de declaración de heredero 


Petición de herencia significa pedir derecho a suceder, con independen- 
cia de los bienes mismos o de quién los posea, y la condición de heredero es 
esencial y se constituye en un paso previo para actuar sobre la herencia. En 
este sentido, conforme a lo señalado en el artículo 664 del Código Civil, el 
derecho de petición de herencia corresponde al heredero que no posee los bie- 
nes que considera que le pertenecen, y se dirige concra quien los posea en 
todo o parte a título sucesorio, para excluirlo o para concurrir con él. Es dec 
estamos frente a la pretensión de quien considerándose llamado a la herencia 
reclama su posición hereditaria y como correlato de ello, si los hubiera, sobre 
el conjunto de los bienes, derechos y obligaciones que componen la herencia 
y que otro los tiene invocando asimismo título sucesorio. Hasta aquí, podría 
mos considerar que el requisito para iniciar el proceso de petición de heren- 
cia es el de haber sido declarado previamente heredero del causante, y lo que 
estaría en discusión es la distribución de los bienes que conforman la masa 
hereditaria; así, este tema se asemeja más a una división y partición de bienes 
que perfectamente resulta una marcría conciliable, ya que como afirma Loh- 
mann, cuando el derecho sucesorio no está en discusión, la pretensión ya no es 
estrictamente petición de herencia —o sea, al todo integral o a una cuota de la 
misma-, sino petición de elementos singulares y específicos que componen la 
herencia. 


La prohibición de iniciar la conciliación previa a la demanda de petición 
de herencia la tenemos de una lectura del segundo párrafo del mismo artículo 
664 del Código Civil, ya que en él se establece que a la pretensión de peti- 
ción de herencia puede acumularse la de declarar heredero al peticionante si, 
habiéndose pronunciado declaración judicial de herederos, considera que con 
ella se han preterido sus derechos. En otras palabras, se persigue obtener un 
título de heredero que no se tiene, para lo cual previamente es preciso retirar 
en todo o parte el título de otro. Así, el demandante carece de la condición de 
heredero y se le faculta de accionar acamulativamente a la petición de heren- 
cia a que el juez también lo declare heredero dentro del mismo proceso, resul- 
tando un acto que no puede darse por voluntad de las partes y en consecuen— 
cia no resultaría mareria conciliable. 
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8. Violencia familiar 


La violencia familiar, según el artículo 2 de la Ley N* 26260, Ley de Pro- 
tección Frente a la Violencia Familiar, es definida como cualquier acción u 
omisión que cause daño físico o psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la 
amenaza o coacción graves, que se produzca entre cónyuges, convivientes y, 
en general, entre quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien 
relaciones contractuales o laborales. 


La Ley NY 29990 ha establecido la prohibición de emplear la conciliación 
como forma de resolución de conflicros en los que se advierta casos de violen- 
cia familiar, Esta prohibición se aplica mediante modificaciones a lo regulado 
por el Código de los Niños y Adolescenres, la Ley de Conciliación y el Código 
Penal, con lo que este nuevo marco normativo prohíbe conciliar casos de vio- 
lencia familiar a cuelquier nivel. 


La modificación incorporada por la Ley N* 29990 a las reglas del Pro- 
ceso Único reguladas en el nuevo Código de los Niños y Adolescentes =apro= 
bado por Ley N' 27337. precisa en el areículo 170 un deber al juez, el que al 
convocar a la realización de la audiencia, ahora se encuentra prohibido de con 
vocar a una audiencia de conciliación en los casos de violencia familiar, 


Así mismo, la Ley N” 29990 modifica el artículo 7 de la Ley N" 27939, 
Ley que establece el procedimiento en casos de faltas y que modificara a su 
vez los artículos 440, 441 y 444 del Código Penal. En estos casos, a pesar de 
que de manera genérica se permite que en cualquier estado de la causa, hasta 
antes de dictada la resolución de segunda instancia, el agraviado puede desis- 
tirse o transigir, con la finalidad de dar por fenecido el proceso, se precisa la 
prohibición de que no procede la transacción ni el desistimiento en los proce- 
sos de faltas conera la persona derivados de violencia familiar. Ahora bien, sí 
entendemos la ratio legís de la norma, la misma que está dirigida a eliminar la 
posibilidad de emplear la conciliación, entonces dicha prohibición se extiende 
también a la conciliación que no podrá ser empleada como forma especial de 
conclusión del proceso en los casos de violencia Familiar. 


La violencia familiar dejó de ser materia conciliable a partir del 13 de 
enero de 2001, según la prohibición contenida en el inciso g) del artículo 2 de 
la Ley N% 27398 —que modificó la redacción original del artículo 6 de la Ley 
de Conciliación—, a la que debemos añadir una lectura de su artículo 3 que 
deroga expresamente los artículos 10 y 23 del Reglamento de la Ley de Con- 
ciliación. Debemos mencionar además que su exclusión como materia conci- 
líable no afecta para nada el marco legal establecido por la Ley N* 26260, 
Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar, adoptada en diciembre 


166 


La vigente -y complicada regulación de las materias conciliables 


de 1993, modificada posteriormente por la Ley N* 26763 de marzo de 1997, 
y cuyo Texto Único Ordenado fue adoptado mediante el Decrero Supremo 
N? 006-97-JUS, que entró en vigor el 28 de junio de 1997, donde intcrvis 
nen tanto el fiscal provincial de familia (con la posibilidad de realizarse una 
audiencia de conciliación) como el juez especializado en materia de familia o 
en materia penal, 


La justificación de su exclusión definitiva como materia conciliable debe- 
mos enfocarla en un doble aspecto: el primero seferido a la participación del 
conciliador en los casos que implicaban violencia familiar; el segundo, dado 
por la real eficacia o no del marco legal proporcionado por el Estado peruano 
en lo que respecta a la eficacia de la aplicación de la Ley de Protección Frente 
a la Violencia Familiar. 


En el primer caso, podemos apreciar una grave distorsión de la función 
del conciliador, ya que los mencionados artículos 10 y 23 del primer Regla- 
mento"? establecían un procedimiento especial a seguirse en estos casos 
por el cual solo era posible conciliar sobre los motivos o factores que gene- 
raban la violencia familiar, no siendo posible conciliar respecto de la inten 
sidad de la misma. Agregaba además que debía tenerse en cuente que, en 
estos casos, el fin de la conciliación era el cese definitivo de los actos de vio- 
lencia, por lo que devenía en nulo cualquier acuerdo que implique la renun- 
cia de derechos o legitimen los actos de violencia. Por otro lado, se afectaba la 
imagen de imparcialidad que debe tener todo conciliador, al señalar una serie 
de fnciones a cumplir, señaladas en el artículo 23 del Reglamento, como 
que el conciliador evaluaba la conveniencia de la realización de la Audiencia de 


(150) Reglamento de la Ley de Conciliación, Decreto Supreeno NY 001-98-JUS (derogado): 

“Anícalo 10. Cuando la Ley senal cn su artículo Y que sos concliables las pecensiones que versen sobre 

violencia famili, debo encenderse que es posible solo conciliar sobre los motwas o factres que generen la 

violencia, nosiendo posible conciliar respecto dela intensidad ce la misma. 

Debo teacrse ca cucpta que, en cotos caso, el fi de la concilación cs cl cese defiaivo de los actos de 

violencia, por lo que es nulo cualquier scuerdo que implique la renuncia de derechos v Iegitimen los actos 

dle violencia" 

y) 

"Ariculo 23 En la concilición subre ssuncos de violencia Familiar, el conciliador debe abscrvar las 

sigulences paras: 

1 Ensroviscarso ames de la Audiencia de Conciliación con la víctima y cl agresor, por separado, paca cva- 
las la sieuación de tmbor y deserminarsaí la conveniencia de la realización o no dela Audiencia. 

2, Informar la víctima sobre sus derechos los fis y alcances de la Conciliación, a como otra alternas 
tivas de solución al confliceo 

3, Velarances, daranne y finalizada le Audiencia, por la seguridad de la victima, minimizando los riesgos 
que podieran produces a ríe de su intervención. 

4. Fromover, cuando sex nescraro, quese dicen las medidas de proresción o cacrclars que malvaguarden 
la segusicac de la víctima 

5, Cuidar que la vícrima participe libremente co la Andiencia de Conciliación, din coacción de ninguna 
ase. En caso contrario, l conciliador deberá mupender el precedimiento hasta que esieran les condi. 
“lores que gatmuicca la Hare cido de la vicio” 
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Conciliación, debiendo asesorar a la víctima acerca de sus derechos y de otras 
opciones de solución, debiendo velar por su seguridad y disponiendo que se 
dicten las medidas necesarias para su protección, funciones todas que más 
parecicran las de un protector de una de las partes que las de un conciliador 
que se dice es imparcial y neutral. 


Es fácil advertir, además, que ambos artículos del reglamento poseían 
una redacción deficiente al calificar a las partes como “victima” y “agresor”, 
lo cual denoraba ya un acto de calificación de las personas por parte del con- 
diliador el cual no estaría libre de caer en subjetividades, lo cual a su vez, 
podría interferir en su neutralidad e imparcialidad, sobre todo al momento 
de velar por la seguridad de una de las partes —en este caso, de la denominada 
víctima—. 


En segundo lugar, debemos entender que el marco legal proporcionado 
el Estado peruano con la dación de la Ley de Violencia Familiar contiene una 
serie de deficiencias que imposibilitan una adecuada lucha contra la denomi- 
nada violencia familias, siendo que se presentan problemas legales y estruc 
rurales que siguen negando a las víctimas el acceso a protección, remedio y 
recurso verdaderos. Estas deficiencias, a criterio de la División de Derechos de 
la Mujer de Homar Right Westeh, se traducen en problemas tanto legales como 
prácticos, así, por ejemplo, su definición de violencia familiar sigue siendo 
incompleta y excluye efectivamente a categorías enteras de mujeres, así como 
formas particulares de violencia familiar, además de que le otorga prioridad a 
la conciliación por encima del procesamiento, lo que transmite la inquietante 
idea de que las agresiones dentro de las relaciones interpersonales deben resol- 
verse mediante negociaciones en lugar de sanciones”? 

Por otro lado, y aunque se trata de un régimen de conciliación adminis- 
trativo distinto, la Ley N” 27007, Ley que faculta a las Defensorías del Niño 
y del Adolescente a realizar Conciliaciones Extrajudiciales con Título de Eje- 
cución, y su Reglamento aprobado por Decrero Supremo NY 006-99-PRO- 
MUDEH, consideraban inicialmente a la violencia familiar como materia con- 
ciliable ante las Defensorías del Niño y del Adolescente, en concordancia con 
el señalado por el Decreto Ley N" 26102 que aprobó el Código de los Niños 
y Adolescentes. Posteriormente, por Ley N* 27337 se aprobó el nuevo Código 
de los Niños y Adolescentes, cuyo artículo 45 literal c) modifica el régimen 
de las materias conciliables ante las Defensorías del Niño y del Adolescente, 
al señalar que se pueden efectuar conciliaciones extrajudiciales sobre temas 


(151) HUMAN RIGHT WATCH. Monorádam Slre la Ley de Porción Fm u la Videncia Familiar dd Pe 
Lina, marzo, 2000, p. 2358 
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relativos a alimentos, tenencia y régimen de visiras. Debemos considerar que 
el Reglamento de la Ley N? 27007, fue modificado por el Decreto Supremo 
N” 007-2004-MIMDES, cl cual señaló que se pueden conciliar sobre alimen- 
tos, régimen de visitas y tenencia, dejándose de considerar a la violencia fami- 
llar como materia conciliable, en concordancia con el marco normativo que 
regula la conciliación extrajudicial y que se aplica supletoriamente. 


Un tema a considerar es que se debe distinguir los casos “con violen 
cia” de los casos “de violencia”, En los casos “con violencia” el episodio vio- 
lento aparece como un hecho aislado por lo que se puede considerar que 
no volverá a presentarse y el conciliador podría continuar con el procedi- 
miento conciliatorio, ya que no se estaría conciliando la violencia. Por el 
contrario, en los casos “de violencia”, o denominados también casos “de 
violencia crónica” no existe un único episodio violento, sino una cantidad 
de ellos, que generalmente van en incremento, lo cual aumenta los riesgos 
fisicos y psicológicos para las víctimas; en estos casos el conciliador debe 
tomar las precauciones para ayudar a los miembros de la familia que escán 
en riesgo, siendo lo más aconsejable es la derivación a un lugar especiali- 
zado, mas no la conciliación de la violencia que, como vemos, se encuentra 
prohibida 


9. Otros casos de desalojo 


Hay que considerar que existen otros casos de desalojo distintos al de 
salojo por falta de pago o por precario —que sí son conciliables- y que ci 
nen una regulación propia que los exime del cumplimiento de la concilia- 
ción extrajudicial. Así, existe una modificación legal al texto del artículo 7-4 
de la Ley de Conciliación, efectuada por la Única Disposición Complemen- 
taria Modificatoria del Decreto Legislativo N% 1196, y por el cual se señala 
como supuesto de materia no conciliable los casos de desalojo previstos en 
el Decreto Legislativo N” 1177 - Decreto Legislativo que establece 
el régimen de promoción del arrendamiento para vivienda (conocido 
también como “desalojo express” y que ha creado un proceso especial de 
ejecución de desalojo) y en la Ley N' 28364 - Ley que regula el contrato 
de capitalización inmobiliaria y sus modificatorias (conocido como con- 
trato de “alquiler-venta”). En estos supuestos no se exige —y hasta más bien se 
prohíbe— el inicio del intento conciliatorio a nivel extrajudicial. 


10, Delitos o faltas 


El actual marco normativo no se pronuncia de manera expresa respecto 
de la improcedencia de la conciliación en los casos de delitos y falras, cosa que 
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sí hacía la legislación anterior. Solamente se señala en el artículo 8 de la ley 
que constituyen excepciones al principio de confidencialidad el conocimiento 
de hechos que conduzcan a establecer indicios razonables de la comisión de un 
delito o una falta, lo que supondría poner el hecho delictivo en conocimiento 
de las autoridades, mandato que llevará implícica la conclusión del procedi- 
miento conciliatorio. La redacción original del artículo 9, tercer párrafo, de la 
Ley de Conciliación, contemplaba que no se somerían a conciliación las con- 
troversias sobre hechos que se refieran a la comisión de delitos o faltas, siendo 
su justificación la existencia de un principio jurídico por medio del cual la per- 
secución pública del delico está a cargo del Escado. 


En sentido estricto, el Código de Procedimientos Penales y la parte en 
actual vigencia del Código Procesal Penal, señalan cuarro cesos en los cuales 
puede haber una cierca forma de conciliación en mareria penal, al interior del 
procedimiento judicial respectivo, estos son: 


- — Cuando se trate de delitos insignificantes O poco frecuentes, salvo 
que la pena mínima sea de más de dos años. 


- — Cuando la culpabilidad del agente o su contribución sean mínimas. 
- — Guando, en el juicio por faltas, haya desistimiento de la acción; y 


- — En los procedimientos especiales por calumnia, difamación e injuria, 
habiéndose excluido de este tipo de conciliación a los deliros contra el 
honor sexual mediante la llamada Ley Merino. 


Por otro lado, se crearon con el carácter de proyecto piloto dos Fiscalías 
Provinciales Especializadas en la aplicación del Principio de Oportunidad, en 
las cuales, mediante Resolución del Consejo Transitorio del Ministerio Publico 
N? 200-2001-CE-MP que aprucba el Reglamento de Organización y Funcio- 
nes de las Fiscalías Provinciales Especializadas en la aplicación del Principio 
de Oportunidad, se contempla la realización de una audiencia única de conci 
liación, a cargo del fiscal provincial, en la etapa previa al ejercicio de la acción 
penal, a efectos de cumplir con el supuesto regulado en el artículo 2 del 
Código Procesal Penal, que consagra el principio de oportunidad en virtud del 
cual el Ministerio Público, con consentimiento expreso del imputado, podrá 
abstenerse de ejercicar la acción penal en los casos previstos en la norma 


11. Procesos no contenciosos 


Los procesos no contenciosos se caracterizan por la ausencia de litis, esto 
es por no importar un conflicto entre dos partes con intereses contrarios, 
siendo además que la legislación peruana actual ha considerado pertinente 
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establecer la posibilidad de que algunos de estos procesos se tramiten tam- 
bién a elección del interesado, ante notario público de acuerdo a las normas 
de la Ley N* 26662, Ley de Competencia notarial cn Asuntos no Contencio- 
5os, como una medida saludable para descongestionar la carga procesal del 
Poder Judicial. En consecuencia, existen dos regímenes para la tramitación de 
los procesos no contenciosos; uno constituido por la vía judicial y otro por la 
vía notarial. 


En la vía judicial, y de acuerdo al artículo 749 del Código Procesal Civ 
se pueden tramitar los siguientes asuntos no contenciosos: 


1. Inventario. 
2. Administración judicial de bienes. 

3. Adopción de personas mayores de edad. 

4. Autorización para disponer derechos de incapaces. 

5. Declaración de desaparición, ausencia o muerte presunta. 
6. Patrimonio familiar 

7. Oftecimiento de pago y consignación! 92, 

8. Comprobación de testamento. 

9. Inscripción y rectificación de partida. 

10. Sucesión intestada. 


11. Reconocimiento de resoluciones judiciales y laudos expedidos en el 
extranjero. 


12. Las solicitudes que, a pedido del interesado y por decisión del juez, 
carezcan de contención. 


13. Los que la ley señale. 


En el segundo caso, no es posible tramitar todos los asuncos no conten- 
ciosos, sino algunos de ellos en vía norarial, como la rectificación de partidas, 


-gén lo proxcrto por le Direciva N! 001-2016-JUS/DGDP-CMA, Lincasmiemos para la correcta pr 
tación del servicio de concilación extrajudicial, áprobada por Hesolución Directoral N' 009-2016-JUS 
'DGDR el ofrecimiento de pago se considera como una mareria conciiabe, señalando que es cuando ana 
persona nararal o jurídica esse enmplir con el pago de la denda a su acreedor, pudiendo arribar a 
icuedas sobre la forma de pagos 
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la adopción de personas capaces, el patrimonio familias, los inventarios, la 
comprobación de testamentos y la sucesión incestada. 


Este supuesto de exclusión de los procesos no contenciosos comó mareria 
conciliable no está contemplado taxativamente en la Ley de Conciliación, pero 
si tenemos en cuenta la función del conciliador extrajudicial, la que apunta 
a restablecer el proceso de comunicación entre las partes a fin de que ellas 
resuclvan de manera dialogada su conflicto de intereses antes que delegar su 
solución de manera obligatoria a wn tercoro —sca un juez o un árbitro-, vemos 
que el requisito fundamental es que exista un problema de por medio, una 
litis, esto es, una situación de naturaleza contenciosa, la cual se intenta solu= 
cionar. Por el contrario, en los procesos no contenciosos que se tramitan ante 
el órgano jurisdiccional la finalidad concreta del proceso es eliminar una incer- 
sidumbre con relevancia jurídica según lo establece el artículo III del Título 
Preliminar del Código Procesal Civil; en otras palabras, haciendo uso del 
poder conferido por la Constitución y las leyes, el juez dilucida la incertidum- 
bre pronunciando un derecho, requisito básico para que este sea oponible ergo 
ommis, atribución que mo posee el conciliador en la medida que él carece de 
las facultades propias de un juez en ejercicio de la función jurisdiccional para 
declarar un derecho. 


Finalmente, tampoco procedería la conciliación como requisito previo a la 
interposición de procesos no contenciosos, toda vez que no hay conflicto y se 
busca la declaración de un derecho, atribución exclusiva del magistrado. 
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CAPÍTULO 
VII 


ANÁLISIS CRÍTICO EN TORNO 
AL RECORRIDO QUE PRESENTA 
EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 


Adelante! Por los caminos rnalos, si no huy otros; por 
los busvos, si es posible. Pero adelante, adelame a pesar 
de todos los obstáculos para logras el fin". 


Charles Dickens 


1. ¿PROCEDIMIENTO O PROCESO? 


Tanto la Ley N* 26872, Ley de Conciliación, como su Reglamento apro- 
bado por Decreto Supremo N” 014-2008-JUS emplean el término proce- 
dimiento conciliatorio para referirse a la secuencia lógica de actos que son 
desarrollados al interior de un centro de conciliación extrajudicial y conduci- 
dos en su mayoría de manera acriva por el conciliador extrajudicial, actos que 
se encuentran encaminados a buscar el logro de la solución a la controversia 
plantcada ca la solicitud de conciliación extrajudicial mediante la suscripción 
del acuerdo conciliztorio. Dichos actos se inician con la presentación de la 
solicitud de concilisción y culminan con la expedición del acta de conciliación 
respectiva que puede contener un acuerdo o no, lo que nos lleva a afirmar 
que todo procedimiento culmina con la expedición de un acta de conciliación, 
pero no todo procedimiento conciliasorio culmina con acuerdo conciliatorio 
entre las partes”, 


(153) Etectiramee, no todo procedimiento concliatorio culminará con acuerdo, pero codo procedimiento 
conaliacoro deb lenin con la expedición de un acta de concilción. En esce encido, el arículo 16 
dle la Ley de Conciliación prescsibe que *(.) El Ara debe contener necesaiamente una de ls formas 
«le conclusión del procedimiento concliacceio señaladas en «l artículo anterior (Y. En esto orden de 
idess, podemos afirmar que el Acta de conciliación que se expide al culminar todo procedimiento con- 
cilirecio puede agruparse de dos maceras, saber 1) Actas con acuerdo: que pueden ser 1) Acuerdo 
"Total y 1) Acuerdo Parcial y 1) Actas sa acuerdo, que puedes set, 1) Pala de acuerdo entre las parres, 
5) Ines de una parce 2 dos sesiones, comsecuuvas o 10, 1) nasicencia de ambas parres a una. 
sesión, y tv) Decisión debidamente motivada del concilador en audiencia efcriva, por advertir violación a 
los principios dela Cencllación, por retirarse alguna de las partes antes dela conclusión de la Audiencia o 
poraegars: a Erumar el acia de ccmilisción. 
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Vemos pues que el marco normativo prefiere el empleo del rérmino pro- 
cedimiento en contraposición al término proceso, que también puede ser 
entendido como la cadena de actos coordinados para el logro de una finali- 
dad'%%, Asumimos que la opción para preferir dicho término radica en el hecho 
de evitar cualquier tipo de confusiones entre los operadores jurídicos debido 
al arraigado empleo del término proceso como sinónimo de juicio, En este 
sentido, conviene rener presente las diferencias entre las expresiones procedi- 
miento y proceso, que esencialmente radican en el hecho de que mientras 
el primero (procedimiento) se lleva ante cualquier tipo de autoridad —como, 
por ejemplo, ante una autoridad de tipo administrativa; el segundo (proceso) 
se conduce ante los órganos de la función judicial, competentes para cono- 
cer y resolver los recursos interpuestos, y tramitar la demanda que contiene 
Ia acción y ejercer la tutela jurídica en atención a las pretensiones procesales 
de los recurrentes, Además, como afirmaba el maestro Alzamora Valdez, en 
un plano estrictamente procesal, debe tenerse presente que el término prace- 
dimiento no equivale a proceso, ya que se refiere al aspecto externo o mera- 
mente formal de la actividad procesal", 


La Ley de Conciliación lo entiende así, de allí que la sétima disposición 
complementaria, transitoria y final de la Ley de Conciliación señale que el 
procedimiento de Conciliación creado por dicha ley se realiza de modo inde- 
pendiente de aquel que regula el Código Procesal Civil. 


TI, INICIO DEL PROCEDIMIENTO 


1. Lasolicitud de conciliación 


Independientemente de que existe la obligación legal de calificar de 
manera previa toda solicirud de conciliación, a fin de verificar que esta con- 
tenga todos los requisitos formales y verse sobre materia conciliable“%9 bajo 
sanción de no ser recibida por el cencro de conciliación, formalmente, todo 
procedimiento de conciliación extrajudicial se inicia con la presentación de 


(154) Aucque el empleo de esta denominación no es vniforms. Por ejemplo, el cuarto párrafo del artículo 14 de 
la Les de Conclación, al referirse a los requisitos que debe contener un podes, cuando se trae de actua 
«ión mediante apoderado, omice el término “procedimiento” al señalar expresamente: “(.) En el caso, 
que las faculeades heyan sido ororgadas con anrcrioridad + ha invitación el poder deberá además contar 
¿un facultades para que el apoderado preda ser invicado a un proceso concilstorio (..)” (el resaltado es 
esto) 

(155) ALZAMORA VALDEZ, Mario. Dirwhs Prosal Civil Tira Gen del Pres, Ediciones EDDILI, Lima, 
p.14 

(156) Cf, PINEDO AUBTÁN, E Martín “7... Y es.eso concliable? Ta sigenre (y complicada) rrenlación de las 
iracerios concliables en la Ley de Conciliación Esrrajadicial”. En: Raza Jarídica del Eorá, N 116, Gaceca 
Juridica, Lina, octubre de 2010, pp, 263 
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una solicirud, la cual, de acuerdo al artículo 5 de la Ley de Conciliación y 
el artículo 6 del Reglamento, puede dirigirse a un centro de conciliación“. 
Dichos centros pueden ser privados (que prestan sus servicios mayormente a 
título oneroso) o pueden ser centros de conciliación gratuitos del Ministerio 
de Justicia. 


1.1. Formas de solicitud 


Tanto para la Ley de Conciliación como para su Reglamento, la solicitud 
de conciliación puede asumir varias formas, a sabe: 


a) Conjunta o individual 


Según el artículo 13 de la Ley de Conciliación, las parres pueden 
solicitar la conciliación extrajudicial en forma conjunta o individual 
con arreglo a las reglas generales de competencia establecidas en el 
artículo 14 del Código Procesal Civil, 


La solicicud conjunta es aquella en la cual, ante el surgimiento de un 
conflicto o controversia, la totalidad de las partes involucradas están 
de acuerdo en iniciar el procedimiento conciliarorio; en este caso las 
pares en conjunto plantean la solicitud, pudiendo también elegir 
libremente cualquier centro de conciliación, según lo estipulado por 
el artículo 6 del Reglamento! Por ejemplo, si una pareja de espo- 
sos con domicilio en la ciudad de Piura se encuentra en la cindad 
de Lima y en ese momento deciden intentar resolver la controver- 
sia pendiente sobre el tema de alimentos y tenencia, no existe nin- 
gún inconveniente para que puedan presentar su solicitud de manera 
conjunta y concurrir en el día ante cualquier centro de conciliación 
ubicado en la provincia de Lima. Como vemos, la única variante del 
procedimiento conciliatorio la tenemos en el hecho de que si la soli- 
citud es presentada por ambas partes la audiencia de conciliación 
podrá realizarse en el día -lo que supone no efectuar el acto de noti- 
ficación para realización de la audiencia, siempre y cuando el centro 


(157) Recordemos que, inidlmente, la Ley de Conciliación contemplaba co su Cepíalo VI (ares 33 al 38) 
la posibilidad de concilae tambén ante :n juez de pas lerrado, posibilidad que se sespendió en vrend 
dle la tecera cisposición complementaria, rrasicuia y fal de la Ley N* 27398, y que posterionmente 
la toralidad del capículy VÍ fue derogado por la única disposición dempacosa del Decreto Legisacivo 
"NP 1070, publicado en el dírio oficial El Persona cl 24 de junio de 20058. 

(158) Reglamwenso de la Ley de Conciliación. Dexceco Supresno N* 01 4-2008-JUS. 

"Aruculo 6.- De la Petición Concilio - La Conciliación puede ser soliikada por cualquiera de as par- 
tes, o por ambas, a un cenero de conciliación Exrrawdicial can arreglo a las reglas generales de compo- 
tencia legal y convencional esmblecidas ca el Código Procesal Cvil con el objero que un tercero llamado 
Corxillador, ls asia coda búsqueda de ua solución conscusual al vufliceo”. 
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de conciliación cuente con disponibilidad de salas y conciliado- 
res para la realización de la misma, según la parte final del segundo 
párrafo del artículo 15 del Reglamento 


La solicitud es individual cuando existe una o varias partes denomi- 
nadas solicitantes que desea invitar a conciliar 4 otra u otras que 
tendrán la condición de invitadas, en virtud de un conflicto entre 
ellas, y para ello cumple con presentar su solicitud de conciliación 
indicando el nombre o denominación de la contraparte y su respec 
tivo domicilio a efectos de que esta sea válidamente emplazada con la 
invitación para conciliar. 


b) Escrita o verbal 


Por su parte el artículo 12 del Reglamento señala que la conciliación 
podrá presentarse por escrito o de manera verbal. Esto quiere decir 
que tanto las solicirudes individuales o conjuntas podrán asumir la 
forma escrita o verbal 


Podríamos asumir que lo usual es que la solicicud sea presentada por 
el solicitante o solicitantes de manera escrica, debiendo cumplir con 
los requisitos señalados en los numerales 1 al 9 del citado artículo 12 
y que se desarrollarán en el siguiente punto. 


Cuando el tercer párrafo del artículo 12 del Reglamento señala que 
la solicieud de conciliación podrá realizarse también verbalmente, 
prescribe además que los centros de conciliación elaborarán forma- 
tos de la solicitud de conciliación, siendo que en este caso todos los 
datos serán requeridos directamente por el centro de conciliación, 
bajo su responsabilidad. En este caso tenemos que existe presencia 
fisica de la parte solicitante, la cuel manifiesta su intención de pre- 
sentar su solicitud, siendo que quien transcribe en el formato de soli- 
cirud los datos referentes al conflicto no será el solicitante sino el per- 
sonal del centro de conciliación designado previamente para tal fin; 
una vez ocurrido ello recién podremos hablar de la presentación de la 
solicitud. 


12, Requisitos de la solicitud 


El artículo 12 del Reglamento señala que, ya sea que se trace de solicien- 
des presentadas por escrito o de manera verbal, todas ellas deberán contener 
los siguientes requisitos: 
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Fecha. Si la fecha de recepción no coincide con la fecha de solici- 
tud, se tomará en cuenta la fecha de recepción para el cómputo de 
los plazos. Como sc aprecia, se emplea el criterio de “fecha cierta”, a fin 
de inicias el cómputo de los plazos del procedimiento a partir de la fecha 
de recepción de la solicitud. 


El nombre, denominación o razón social, documento(s) de identi- 
dad, domicilio del solicitante o de los solicitantes. En el caso de que 
la solicitud sen presentada en forma conjunta, quien desee ser invi- 
tado en una dirección diferente, deberá señalarlo en la solicitud. 
Los clatos del solicitante son de vital importancia, ya que nos permitirán 
individualizar con certeza quién es la persona que inicia el procedimiento 
conciliatorio al poder identificarlo mediante su nombre o razón social o el 
nombre de su representante y su respectivo documento de identidad. 


El nombre y domicilio del apoderado o representante del solici- 
tante o solicitantes, de ser el caso. En los casos de padres menores de 
edad que sean represencances de sus hujos en macerias de alimentos y régi 
men de visitas, podrán identificarse con la partida de nacimiento v su docu- 
mento nacional de identidad. Se permite consignar los datos del apoderado 
o representante en los casos que el marco normativo lo permita, que variará 
dependiendo que se trate de personas naturales (donde la regla general es 
la concurrencia personal, permitiéndose la concurrencia mediante repre 
sentante solo en los casos debidamente acreditados de incapacidad física 
temporal o permanente o cuando se domicilia fuera del distrito conc 
coro, mediante escritura pública con facultades para conciliar extrajudi- 
cialmente, disponer del derecho materia de conciliación y ser invitado al 
procedimiento conciliarorio) y personas jurídicas (donde basta exhibir el 
documento donde conste la designación, debidamente inscrito en Registros 
Públicos y con el certificado de vigencia de poder respectivo). 


Una innovación positiva la tenemos en el hecho de precisar que los meno- 
res de edad que sean padres de familia puedan concurrir al procedimiento 
conciliatorio en representación de sus hijos, al amparo de la capacidad 
adquirida regulada en el artículo 46 del Código Civil”. Si bien es 


(159) Código Civil peraanos 
“Arículo 46. Capacidad sdquiria por earimnio  sículo oficial. La incapacidad de las personas smayo- 
res de decias (16) años cesa por mmarsimonio o por abrenes rítulo oficial que les utorke a ejercer unn 
profes alii, 
La capacidad adquirida por matrimonio no se pierde por la terminación de est, 
"Tratándose de mayores de catorce (14) años cesala incapacidad a partir del nacimiento del ho, para reali 
ut tamente lo lentes acrás 
1 Recomucer sus hos. 
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cierto que el Reglamento les autoriza a los menores de edad a represen 
tar a sus hijos en temas de alimentos y régimen de visitas, del texto del 
artículo 46 del Código Civil debemos entender que también se les habi- 
lite para representar a sus hijos también en temas de tenencia, así como 
en los temas de reconocimiento de gastos de embarazo y parto, siendo 
que estos dos últimos perfectamente se pueden tramitar dentro del rubro 
de alimentos. 


El nombre, denominación o razón social de la persona o personas 
con las que se desea conciliar, a fin de individualizar con certeza al desti- 
matario de las invitaciones para conciliar, sea persona natural o jurídica. 


El domicilio de la persona o de las personas con las que se desca con- 
cilíar, El Reglamento deja de lado el criterio de Mexibilidad, al hablar única 
mente de domicilio del invitado, Recordemos que la regulación primigenia 
permitía consignar no solamente el domicilio del invitado, sino que en caso 
de desconocer este se podía mencionar la dirección del centro de trabajo, arn= 
que en la práctica este hecho generaba una serie de inconvenientes al invitado 
(obre todo si se traraba de temas de alimentos o deudas). Sin perjuicio de 
ello, el Código Civil vigente en su artículo 33 considera que el simple hecho 
de residir real y habitualmente en un lugar es factor determinante para pre- 
sumir que la persona ha situado ahí su centro espacial de imputación juridica; 
a su vez, el artículo 35 prescribe que la persona que vive alternativamente o 
tiene ocupaciones habituales en varios lugares se le considera domiciliada en 
cualquiera de ellos, permitiendo a los terceros ubicar con facilidad a la per- 
sona a quien se le imputa un deber o un derecho", 


Los hechos que dieron lugar al conflicto, expuestos en forma orde- 
nada y precisa. Los hechos que dieron lugar al conflicto responden a la 
pregunta ¿qué pasó?, es decir hacen referencia a una descripción breve 
de los orígenes y evolución del conflicto desde el punto de vista del soli- 
citante, siendo equivalente e los fundamentos de hecho que se plan- 
tean en la demanda, según lo estipulado en el inciso 6 del artículo 424 
del Código Procesal Civil, que prescribe que dichos hechos deben ser 


2, Derranda por gato de embartzo y paro 
3, Desmandar y so parte en los precsos e cenencay alimentos favor de sus ajos 
4. Desmaradar y se parte en os priceos de flaciónextramatrimonial de us js 

(160) A eve de Canos Fernández Seesarego lo dispueer en el aríclo 35 del Código Civ es contradictorio a 
La seg de "habimaidad” para consideras el domi de un persona señala el asco 33 del mimo 
Código, ya que desde su punto de vista no cabe tner des hábitos coneapuesoss en Un mismo asanto 
+ actividad, £s decir n se podís resi habimlmente co dos más lupaes, ya que elo sigma la 
Gusencia de habiralidad, Ver: FERNANDEZ SESSAREGO, Carles. Dercho dela Pero. $? edición 
Libra Seadiza licor, Lana, 1988, p- 96, 
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expuestos mumeradamente en forma precisa, con orden y claridad, a efec- 
tos de que el conciliador tenga una visión inicial del conflicto. 


Deberá indicar, en el caso de alimentos, si existen otras personas 
con derecho alimentario a fin de preservar los principios de buena 
fe y legalidad de la conciliación. Esta disposición resulta discutible, 
toda vez que ni siquiera es exigida por el propio órgano jurisdiccional al 
momento de interponer una demanda de alimentos. Se parte de la pre- 
misa de que las partes conciliantes podrían estar coludidas y actuarían 
de mala fe con la finalidad de perjudicar a un tercero (acreedor alimen- 
tísta) con el acuerdo conciliatorio al que pudieran arribar, y por ello se 
exige que en este caso particular de alimentos el solicitante debe indi- 
car si conoce de la existencia de otras personas con igual o mejor dere- 
cho alimentario a fin de que sean citadas a la audiencia respectiva. Si 
concordamos esco con lo dispuesto por la parte final del artículo 15 del 
Reglamento, si estos terceros, a pesar de estar válidamente citados, no 
concurren, entonces las partes solo podrán conciliar en la parte que les 
concierne a ellas“%, Consideramos que la intención de requerir este dato 
a los solicitantes es buena, pero poco práctica en la realidad, toda vez que 
la sola existencia de un acreedor alimentario no significa necesariamente 
que está interesado en accionar. Por otro lado, la parte solicitante podría 
mentir al afirmar desconocer de la existencia de otras personas con dere- 
cho alimentario, o conociendo de su existencia no necesariamente sabría 
sus domicilios a cfecros de que scan incorporados al procedimiento conci- 
liatorio, o siendo estos válidamente notificados demuestran su desinterés 
al no concurrir al procedimiento conciliatorio, Si la idea es proteger a los 
acreedores alimentarios, estimamos que ellos no se encuentran en sirua- 
ción de desamparo porque tienen expedita la vía del prorrateo a fin de 
efectivizar su derecho a una pensión alimenticia. 


La pretensión, indicada con orden y claridad, precisando la mate- 
ría a conciliar. De igual manera, la solicitud de conciliación debe con- 
tener la pretensión, que servirá en el caso de un eventual procedimiento 


(161) Ragamcnso de la Ly de Conciliación, Deteeto Supremo NY 014-2008-JUS. 

"Artículo 15. €.) Encaso el acuerdo al que pudieran artibar la pastor afecte el derecho de terceros, pa 
conumase la auciencia de conciliación estos eberón se citados e incorporados al procedimiento concilla» 
torio. En caso los cerceros a pesa de estar válidamente notificados mo asian ala audiencia convocada, las 
partes podrán llegara acuerdos sobre Jos materia cue ricamente ls afícr a llos... En loe tema de 
Derecho Cvil patrimonial esca doposición equivale en la práctica » iniciar un pequeño procedimiento con- 
cursal que resulcaía poco ul y muy engorroso, Estimarncs que deberia dejarse de lado la presunción de 
la mala fede la pare concilanres (que podría darse en algnos casos, pero que tendrá que demostrarse) 
paro dar cabida nla presunción de un accionar guíndo en la buena fe, presunción suis zar que, además, 
¿un pico de la instcución conciliadora, 
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judicial, para señalar el perirorio. La pretensión equivale a responder la 
interrogante respecto de ¿qué se desea obtener?, y el hecho de requerir 
además que sc consigac la materia a conciliar facilita a los centros de con- 
ciliación determinarla con precisión por dicho expreso del solicitante. 


La firma del solicitante; o su huella digital, si es analfabeto. Final- 
mente, la doctrina considera que la firma debe ser manuscrita y la que 
habitualmente usa el firmante; pero la Ley admite la posibilidad que, 
ante el hecho de encontrarnos frente a solicitudes presentadas por perso 
nas analfabetas, se omitirá el requisito de la firma del solicitante reempla- 
zándola con la impresión digital del solicitante. 


1,3, Formato de solicitud 


Mediante la Resolución Ministerial N” 235-2009-JUS publicada en cl 
diario oficial El Peruano el 16 de diciembre de 2009 se aprobaron los mode- 
los de formatos tipo de actas para su utilización en los centros de conci 
Dentro de estos formatos, tenemos el Formato “A” correspondiente al modelo 
para las solicitudes de conciliación, y que reproducimos para mejor compren- 
sión. La totalidad de los formatos será reproducida posteriormente. 


ión. 


1.4. Documentación que debe acompañarse 


itud de conciliación se 


El artículo 14 del Reglamento señala que a la sol 
deberá acompañar en calidad de anexos: 


Copia simple del documento de identidad del solicitante o solici- 
tantes y, en su caso, del representante. 


El documento que acredita la representación, de ser el caso. En el 
caso de padres menores de edad, cuando se trate de derechos de 
sus hijos, estos se identificarán con su partida de nacimiento o su 
documento de identidad. Se entiende que la documentación que acre- 
dita el entroncamiento entre padres menores de edad y sus hijos los 
habilita a presentar la solicitud de conciliación por encontrarse bajo los 
supuestos de “capacidad adquirida”, puesto que en orros casos en los que 
acrúen menores de edad como tirulares de derechos se encuentra prohi- 
bido recepcionar las solicitudes de conciliación en tanto para la legislación 
vigente los menores de edad son considerados incapaces "9%, 


(162) Ley N? 26872, Ley de Conciliación: 


"Arrículo 7-A.- Sapnesros y materias no conclisles de la Conclición.- No procede la conciliación en lor 
siguientes casos: +) 
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Documento que contiene el poder para conciliar cuando se acrúe 
por apoderado y el certificado de vigencia de poder para aquellos 
que se encuentren inscritos. Recordemos que sc refiere exclusivamente 
a la presentación de la escritura pública que contiene el poder, no siendo 
válida ninguna otra forma de poder como carta poder simple o poderes 
fuera de registro con firmas legalizadas. Por otro lado, en el caso de los 
poderes que se encuentren inscritos en los Registros Públicos deberá pre- 
sentarse obligaroriamente la respectiva vigencia de poder. 


Copias simples del documento o documentos relacionados con el 
conflicto. Nótese que no se habla de medios probatorios, solo de docu- 
mentos relacionados con el conflicto, los cuales solo servirán para funda- 
mentar documentariamente los hechos señalados en la solicitud, refor- 
zando la posición de las partes, siendo que en la conciliación no se acrúan 
pruebas, puesto que el no es el conciliador sino las partes las que deci- 
den el fondo de la controversia. Sobre este punto es pertinente precisar 
que la ley hace expresa constancia a la remisión de copias simples de la 
documentación, no exigiendo remitir copias legalizadas o certificadas de 
dichos medios probatorios. Si de flexibilidad en temas de familia se trata, 
sería interesante volver a adoptar una disposición contenida en el segundo 
párrafo del artículo 13 del primer Reglamento de la Ley de Conciliación, 
aprobado por Decreto Supremo N* 001-98-JUS que señalaba que en los 
casos de familia y de aquellos asuntos cuya Cuantía no exceda de 10 uni- 
dades de referencia procesal, los ceneros de conciliación de manera gra- 
tuita derán fe de la autenticidad de los documentos originales, sin necesi- 
dad dejar copia. Por otro lado, está la exigencia de acreditar la existencia 
del conflicto“ que se sarishace mediante la presentación de la copia de 
los documentos relacionados con el mismo, pero esta resultaría inapl: 
ble para cierto tipo de conflictos, como el caso de una deuda contraída de 
manera verbal, aunque en los centros de conciliación gratuitos del Mi 
terio de Justicia se llegó a suplir esta ausencio mediante la suscripción de 
declaraciones juradas, situación que ahora no es posible, exigiéndose la 
presentación de la copia del requerimiento efectuado por el acreedor. 


“Tantas copias simples de la solicitud y sus anexos como invita 
dos a conciliar; que serán enviadas a las partes invitadas junto con la 


“9 Cuando se trar de derechos y bienes de incepaces a que se reñren los arículs 43 y 44 del Código 
Civ. 

(163) Reglamento de la Loy de Concilación. Deceero Supremo N 014- 
"Articalo 56.- De las oblizaciones del centro de corcillación 
Reglamento, les ceners de conciliación se enconeracén obligados 
48. No admi a eras un procedimiento conciliatorio sil exi 


2008-JUS: 
perinicio de lo previsto en el presente 
28) 
iia previa de un conflico, (Jo 
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invitación para conciliar a fin de informarlas debidamente respecto del 
tema maceria de controversia. 


Certificado médico emitido por institución de salud, acreditando la 
discapacidad temporal o permanente que imposibilite acudir al centro 
de conciliación extrajudicial. En este caso se requiere el documento origi- 
mal expedido por establecimientos del Ministerio de Salud, EsSalud, y empre- 
sas prestadoras de salud - EPS a fin de acreditar que debido a su estado de 
salud la parte solicitante se encuentra habilitada para otorgar poder. 


Constancia de movimiento migratorio v certificado domiciliario 
que acredite que cl solicitante domicilia fuera del territorio nacio- 
nal o en otro distrito conciliatorio. De manera similar al numeral 
anterior, en este caso también se requiere de la presentación del docu- 
mento original a fin de acreditar que la parte solicitante no podrá con- 
currir a la audiencia por domicilias fuera de la jurisdicción del centro de 
conciliación, y que la habilita a otorgar poder. Consideramos que en los 
casos en que se otorgue poder por Escritura Pública o Poder Consular 
bastará la presentación del documento que lo contiene en el que se veri- 
fica que cl lugar de otorgamiento del poder así como el domicilio de la 
parte otorgante está fuera del ámbico jurisdiccional del centro de conci- 
liación para hacer innecesario la presentación de movimiento migratorio 
o certificado domiciliario. 


1.5. Coincidencia del señalamiento del domicilio del invitado 


El domicilio del invitado señalado por el solicitante en su solicitud de 
conciliación marcará el lugar de destino de las posteriores invitaciones para 
conciliar dirigidas al invitado. Queda claro que si el solicitante desconoce el 
domicilio de la parte con la que debe conciliar, entonces se encontrará impe- 
dido de presentar su solicitud de conciliación”, puesto que en ese caso no 
existirá la posibilidad de realizar el procedimiento conciliatorio, debiendo 
demandar directamente solicitando se le norifique por edicto bajo apercibi- 
miento de nombrársele curador procesal conforme lo prescribe el artículo 435 
del Código Procesal Civil. 


Ratificamos la necesidad de que exista plena coincidencia entre el domi- 
cilio del invitado consignado en la solicitud de conciliación y en el Acta de 


(164) Ley N' 26872, Ley de Conlación: 
“Artícalo 7-A.= Sapuestos y materias o concibe de le Conciliación - No procede la conciliación en los 
siguientes sos ..) 

13) Guardo se desconos ldemiclio de la part invitada, 
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conciliación expedida como requisito de procedibilidad con el domicilio del 
demandado señalado en la demanda que se interponga posteriormente, siendo 
que la demanda debe ser declarada improcedente por el juez, cuando en clla 
se consigne una dirección distinta a la dirección de la parte con la que 5e debía 
conciliar. El demandante, en este caso, quedará obligado a iniciar un nuevo 
procedimiento de conciliación. Es decir, cuando el domicilio del demandado, 
consignado en la demanda es diferente al señalado por el demandante en la 
solicirud de conciliación no habiéndose realizado esta por inasistencia del invi- 
tado la demanda debe ser declarada improcedente. 


Debe existir plena coincidencia entre el Acta de conciliación expedida y 
el domicilio que se consigne en la posterior demanda judicial que se presente. 
La sanción a imponerse en caso de que no coincidan los domicilios señalados 
tanto en la solicitud, el Acta de conciliación y la demanda será la declaración 
de improcedencia de la demanda y la exigencia de iniciar un nuevo procedi- 
miento conciliatorio con el domicilio señalado en la demanda, 


2. Competencia territorial 
2.1. Los distritos conciliatorios 


Por la tercera disposición complementaria final del Reglamento de la Ley 
de Conciliación'16, precisado por la cuarta disposición complementaria tran- 
sitoria del Decreto Supremo N' 006-2010-JUS'%%, se señala que cada Provin- 
cia —desde un punto de vista de demarcación territorial se considera como 
un distrito conciliatorio, con excepción de la Provincia de Lima y la Provincia 
Constitucional del Callao que constituyen un solo distrito conciliatorio. 


Esta disposición señala el ámbito territorisl en el que se encuenera 
inmerso todo centro de conciliación, pues para todos los efectos, debe enten- 
derse que Lima y Callao son un solo distrito conciliatorio y en el resto del 
país se considerará a cada provincia como un distrito conciliatorio. Así, la 


(165) Reglamnno dela Ley de Conciliación, Decreto Supremo N* 014-2004-JUS Disposiciones Complementa- 
rus Vilos 
Tercera. Pat efectos de la Ley y el eplamento, debe entendese que las provincias del departamento 
de Lima y la Provincia Constircional del Cala, constiayon un solo districo concilio, En el 
testo del país se esideará a cada provincia de cada departamento como un disco concicorio disino 
(e resaltado <s muestro), 

(166) DecreroSupremo N?006-2010-JUS Disposiciones Complementarias Trasiorine 
Cara Presse que en unción lo cableado pon la Tescera Disponiión Complementaa Final del 
Keglamcao de la Ley de Conciliación, aprobado por Decrco Supremo N” 014-2008-JUS, la Provincia 
de Lima y la Provincia Consiracional del Callao consoruyen un solo Distrito Concilio dns 
mirado Distrito Conciiacorio de Lima, En el reso dol país se considerará a cada provincia de 
Esla departamento como un Déselto Concilio distinto (el reslado es merca) 
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demarcación territorial que determina el radio de acción de los centros de 
conciliación esrá dada sobre la base de la división política en las provincias 
que forman parte de un departamento, concordante con lo dispuesto tanto en 
el artículo 189 y la duodécima disposición final de la actual Constitución Polí- 
tica del Perú''%”, 


2.2. Aplicación supletoria del artículo 14 del Código Procesal Civil 


En este sentido, exisce obligación legal de admitir a crámice solicitudes 
de conciliación cuando el domicilio de las partes corresponda al distrito con- 
ciliatorio de su competencia", Esto debe ser concordado con lo señalado en 
el artículo 13 de la Ley de Conciliación * que establece que en el caso de las 
solicitudes de conciliación interpuestas de manera individual, estas deben ser 
presentadas con arreglo a las reglas generales de competencia establecidas en 
el artículo 14 del Código Procesal Civil. 


En este caso, si es solo una de las partes la que solicita la conciliación 
mediante una solicitud individual la elección del centro de conciliación debe 
ser hecha con arreglo a las reglas generales de la competencia establecidas en 
el artículo 14 del Código Procesal Civil'"», 


(167) Constirución política del Perá de 1993 
“Anículo 189.- El terrvorio de la Repóblica se divido en rogioner, deparramentos, provincia y discos, 
ee cuyas Cscunscrpciones se ejerce el gobierno unitario se manera scencralizaa y desconcertada” 
Disposiciones Finales y Transitoras: (| 
"Drndécima- La organizacón pelíica departamental de la República comprende los departamenmoe 
siguientes: Amasores, Ancenh, Apurímac, Arequipa, Ayacucho, Cejumares, Cusco, Huancavelica, 
co, Fez, Junta, La Liberad, Lambayeque; Lima, Loreto, Madre de Dios, Moquegua, Pasco, Pura, Puso, 
¡San Marí, lacna, lhmbes, Ucayali; yla Provincio Consuracional del Callao 

(168) Reglamento de la Ley de Conciliación. Decrero Supremo N* 014-2008 JUS: 
“Arículo 36. De las obligaciones del cenuro de conciliación: 
Sin pei el preve en lps Keplameno, oscense cocción se conan oigo 

losas.) 

31, Adulta erámico procedimiento conciliatorio cuaado ul domicilio de las paetos coresponda al ds- 
tito conciliatorio de sa compescncia, salvo acuerdo de las partes.) 

(169) Ley N? 26872, Ley de Conciliación: 
"Arúículo 13.Tecición - Lis parces pueden solicitar la Conciliación Exerajudicial ca forma comjunsa  indi- 
vidal, con arreglo alas rglas generales de competencia essablecidas en el artículo 14 del Código Procesal 
Cm 

(170) Código Procesal Civil 
"Articulo 14- Regla generales de Ja compcrencia- Cuando sc demanda a una persona natural, es compo- 
tente el Jurzdel lugar de su domicilio, salvo disposicon legal en contrario, 
¡tel desmandado domicita en varios lugares puede ser demandado en cualquiera de ellos, 
Si el demandado carece de domiciho o cero cz desconocido, es competente dl Juez del logar dende se 
nexentre o el del domicilo del demandante, 3 cleción de esc último, 
¡Si el dermandado decnicla en el extranjero, 6 commperente el Juez del lugar cel último domicilio que tuvo. 
enel ya 
Si por la nararalezs de la pretensión 1 cera consa análogo no pudiera deserminarse la comprrenca por 
aude del grado, es comperente el Juez Cinl 
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Si intentamos verificar como sería la aplicación supletoria del articulo 14 
del Código Procesal Civil podemos señalar de manera genérica lo siguiente: 


La regla general será que, cuando se pretenda invitar a conciliar a na 
persona natural la solicitud de conciliación se deberá presentar ante un cen- 
tro de conciliación ubicado en el domicilio del invitado, esto es, ubicado en la 
provincia o distrito conciliatorio donde este reside. 


Si el invitado a conciliar domicilia en varios lugares, puede ser invitado a 
conciliar en un centro de conciliación ubicado en cualquiera de sus domicilios. 


Si el invitado a conciliar carece de domicilio o este es desconocido, no 
resultaría aplicable la disposición del Código adjetivo que señala que es com- 
petente el juez del lugar donde se encuentre o el del domicilio del deman- 
dante, puesto que existe prohibición de iniciar el procedimiento conciliatorio 
conforme lo señala el literal a) del artículo 7-A de la Ley de Conciliación. En 
este supuesco, se habilita al reclamante a demandar directamente sin cum- 
plir con el requisito de procedibilidad, debiendo indicar este hecho en su 
demanda 


Idéntica prohibición ocurre si el invitado a conciliar domicilia en cl 
extranjero, pidiendo demandar directamente vía exhorto, resultando compe- 
tente el juez del lugar del último domicilio que tuvo en el país, a menos que 
se haya dejado un apoderado con poderes expresos para ser invitado a un cen- 
tro de conciliación"””. 


En este orden de ideas, un centro de conciliación es competente para reci- 
bir todas las solicitudes de conciliación que se presenten para invitar a per- 
sonas domiciliadas en el Distrito Conciliarorio —léase provincia donde se 
encuentra ubicado y fanciona ese centro, Así, por ejemplo, si se presenta un 
conflicto en la provincia de Lima, cualquier centro de conciliación ubicado en 
el respectivo Districo Conciliacorio de Lima —enciéndase en las provincias de 
Lima y Callao— será competente para conocer del procedimiento conciliatorio 
mediante la respectiva recepción de la solicitud. 


Pero recordemos que la provincia de Lima posee 42 districos más el Cer- 
cado de Lima, además de los 6 distritos que posee la provincia constitucional 


(171) Ley N? 26872, Ley de Conciliación: 
Vársícolo 7=A,-Sopacatas y mares mo cotcliall de le Conciisión - Nor pros 
siguientes casos (+) 
al Cirando se desconoce el domicila de la parte Invinuda. 
b) Caando la parce invitada domiclla en el oreranjro, salvo que el apoderado cience con poder expreso 
para cr invcado a un contro de conciliación. (y 


la conciliación co los 
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del Callao. Así, si el solicitante viviera en el districo del Rímac y el invitado 
raviera su domicilio en el districo de San Isidro, no existiría ningún inconve- 
niente para que el solicitante escogicra un centro de conciliación ubicado cn el 
distrito de Los Olivos o uno ubicado en el distrito de La Perla —en plena pros 
cia constitucional del Callao-, ya que cualquiera de ellos cumple con el requisito 
de estar ubicado en el distrito conciliatorio de Lima y Callao. Idéntica situación 
se presentará en los demás distritos conciliarorios del interior del país, donde 
debe verificarse cuáles son los distritos que forman parte de la provincia a fin de 
determinar la competencia territorial de cada centro de conciliación. 


Hay que tener presente que no se toma en cuenta la demarcación polí. 
tica a nivel distrital, sino a nivel provincial y que es la que se encuentra con- 
tenida en la Ley de Conciliación; claro está que lo ideal sería elegir un centro 
de conciliación que se encuentre, si no es cerca del domicilio del invicado, al 
menos equidistante del domicilio de ambas partes. Tampoco resulta aplicable 
la demarcación jurisdiccional que efecráan las cortes superiores de justicia en 
lo que conocemos como distrito judicial, que es aprobado mediante resolu- 
ción administrativa de cada corte superior. 


"También hay que considerar el ámbito territorial de obligatoriedad de la 
conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad el mismo que ya se 
ha ido implementado de manera progresiva la exigencia del cumplimiento de 
la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad desde el mes de 
agosto de 2008 en las provincias de Lima, Callao, Trujillo, Arequipa así como 
en el Distrito Judicial del Cono Norte de Lima, salvo la Provincia de Canta, 
lugares en los cuales enuró en vigencia a los sesenta días de la publicación del 
Decreto Legislativo N' 1070, conforme lo estableció la primera disposición 
final de dicho Decreto Legislativo, que señaló además la entrada en vigencia 
de manera progresiva en los diferentes distritos conciliatorios según calenda- 
rio oficial que será aprobado mediante decreto supremo. 


Por Decreto Supremo N” 005-2010-JUS se estableció la exigencia de la 
obligatoriedad de la conciliación extrajudicial como requisito de procedi 
dad en las Provincias Casco (desde el 1 de julio de 2010), Huancayo (desde 
el 1 de agosto de 2010), Cañete y Huaura (ambas desde el 1 de setiembre 
de 2010), del Santa (desde el 1 de octubre de 2010) y Piura (desde el 1 de 
noviembre de 2010). 


Por Decreto Supremo N% 008-2011-JUS se amplió la entrada en vigen- 
cia de la obligatoriedad de la conciliación a las provincias de Ica (desde 
el 1 de setiembre de 2011), Chiclayo (desde el 4 de octubre de 2011), 
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Cajamarca (desde el 3 de noviembre de 2011) y Puno (desde el 1 de diciem- 
bre de 2011). 


Mediante Decreto Supremo N* 015-2012-JUS se implementó la obli- 
gatoriedad de la conciliación en las provincias de Huamanga (desde el 7 de 
noviembre de 2012), Huánuco (desde el 14 de noviembre de 2012), Tacna 
(desde el 12 de diciembre de 2012), Maynas (desde el 3 de abril de 2013), 
Huaraz (desde cl 5 de junio de 2013), San Martín (desde cl 7 de agosto de 
2013), Tumbes (desde el á de sctiembre de 2013), Coronel Portillo (desde el 2 
de octubre de 2013) y Mariscal Nieto (desde el 6 de noviembre de 2013). 


El Decreto Supremo N” 008-2014-JUS aprobó la cntrada cn vigencia 
de la obligatoriedad del intento conciliatorio en las provincias de Abancay 
(desde el 1 de octubre de 2014), Pasco (desde el 22 de octubre de 2014), 
Huancavelica (desde el 5 de noviembre de 2014), Tambopata (desde el 26 
de noviembre de 2014) y Chachapoyas (desde el 11 de diciembre de 2014). 
Posteriormente, el Decreto Supremo N* 004-2015-JUS aprueba el Calenda- 
rio oficial de la entrada en vigencia de la obligatoriedad del incento concilia- 
torio para las provincias de San Román (desde el 30 de scciembre de 2015), 
Sullana (desde el 28 de octubre de 2015), Barranca (desde cl 25 de noviem- 
bre de 2015), Moyobamba (desde el 18 de diciembre de 2015), Chincha 
(desde el 27 de abril de 2016), Pisco (desde el 22 de junio de 2016), Rioja 
(desde el 24 de agosto de 2016), Satipo (desde el 21 de setiembre de 2016), 
llo (desde el 26 de octubre de 2016) y Andahuaylas (desde el 23 de noviem= 
bre de 2016). 


Finalmente, por Decreto Supremo N' 001-2017-JUS se establece el cro- 
nograma de obligatoriedad de la conciliación extrajudicial para las provincias 
de Huanta (desde el 15 de marzo de 2017), Camaná (desde el 5 de abril de 
2017), Leoncio Prado (desde el 17 de mayo de 2017) y Cajabamba (desde 
el 14 de junio de 2017). En estos lugares el cumplimiento de la conciliación 
se exige como requisito de procedibilidad antes de la interposición de una 
demanda que verse sobre derechos disponibles, quedando pendiente de imple- 
mentación para los años 2017 y 2018 en las provincias de Jaén (a partir del 
16 de agosto de 2017), Acobamba (a partir de 20 de setiembre de 2017), 
Nazca (a partir del 18 de octubre de 2017), Lambayeque (a partir del 15 
de noviembre de 2017), Huaral (a partir del 21 de marzo de 2018), Ferre- 
ñafe (a partir de 18 de abril de 2018), Huayles (a partir del 16 de mayo de 
2018), Caylloma (a partir de 20 de junio de 2018), La Mar (a partir del 15 
de agosto de 2018), Chanchamayo (a partir del 19 de setiembre de 2018), La 
Convención (a partir del 17 de octubre de 2018) y Talara (a partir del 14 de 
noviembre de 2018); siendo que en las demás provincias no resultará exigible 
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el cumplimiento de este requisito de procedibilidad aun cuando se trate de 
materias conciliables obligatorias (ver siguiente gráfico). 


GRÁFICO 
ÁMBITO TERRITORIAL DE LA OBLIGATORIEDAD 
DELA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 


Distritos Conciliatorios (provincias) Distritos Coneiliatorios (proviaci: 
donde se ha establecido la conciliación | — donde la conciliación extrajudicial 
extrajudicial OBLIGATORIA NO ES OBLIGATORIA 
1. TimayCallao. — 28. SanRomán. — Resto delas Provincias del país 
2. Tujillo 29, Sullana, (0 M. Pinedo A. 2017. 
3. Arequipa. 30, Barranca 
4. Cusco, 31, Moyobamba, 
Huancayo, 32. Chincha. 
Cañete, 33. Pisco. 
7 Pura 34, Rioja, 
8. DelSanta, 35, Saripo, 
9. Piura 36. Mo, 
10. Tea. 37. Andahuaylas. 
11. Chiclayo, 38. Huanta. 
12. Cajamarca 39. Camaná 
13. Puno 40, Leoncio Prado 
14. Huamanga. AL, Cajabamba, 
15. Huánuco. 42. Jaén 
16. Ticna. 43, Acobamba. 
17. Maynas. 44. Nazca. 
18, Huaraz. AS, Lambayeque 
19. San Martín, 46, Huaral, 
20. Tumbes. A, Testeñale, 


21. Coronel Portillo. 48. Huaylas. 
22, Mariscal Nieto, — 49, Caplloma. 


25. Abancay. 50. LaMar 
24. Pasco, 51. Chanchamayo. 
25. Huancavelica. 52, La Convención. 
26. Tambopata. 53. Talara 


27. Chachapoyas 
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2.3. Aplicación supletoria de las demás disposiciones adjetivas sobre compe- 
tencia territorial 


A diferencia de lo normado por el artículo 18 del primer Reglamento!??, 
no existe disposición legal expresa que señale la posibilidad de aplicar suplero- 
riamente las disposiciones sobre competencia territorial distintas del artículo 
14 dispuestas por el Código Procesal Civil; pero, si efectuamos una interpre- 
tación sistemática estaríamos en condiciones de afirmar que al señalarse cn la 
Ley de Conciliación como regla general la aplicación supleroria del artículo 
14 del Código Procesal Civil, y al señalar este una serie de reglas a aplicarse, 
salvo disposición legal en contrario, entonces también resultarían aplica- 
bles las demás normas sobre competencia territorial contenidas en el Código 


En todo caso, el mismo Ministerio de Justicia lo llegó a entender así, al 
considerar en algún momento en su página web'”%, en el rubro sobre pre- 
guntas frecuentes sobre conciliación extrajudicial, específicamente en la 
pregunta 24 cuyo tenor es: ¿Si el invitado domicilia en otro distrito con- 
ciliatorio, se puede conciliar?, responde en sentido afirmativo señalando 
que sí es posible conciliar, teniendo en cuenta el termino de la distancia esca 
blecido por el Poder Judicial. Este criterio ha variado, pues se sigue conside- 
rando como una conducta sancionable entre los operadores de la conciliación 
aceptar solicitudes de conciliación donde el domicilio del invitado se encuen- 
tre fuera del distrito concilistorio (salvo los casos de competencia territorial facul- 
tativa, como ocurre por ejemplo en el caso de alimentos). El texto del numeral 31 
del artículo 56 del Reglamento impide la posibilidad de invitar a conciliar a una 
persona que domicilia fuera del districo conciliatorio, restringiéndola únicamente 
al districo conciliatorio de la parte invitada. 


(172) Decreto Supremo N? 001.98-JUS: Reglamento de la Lay de Conciliación: Derogado) 
'Artícalo 18. Troándopo de la Conciliación anee un Centro, para todos los efros, debe entender que la 
Provincia de Lema y Callao consticayen ua solo districo conciliatorio. Rel esto del país se considerará a 
¿óda provincia cono un districo conc lacio 
Las demás disposiciones sphre competencia territorial, contenidas en el Código Procesal Civil, se 
aplican supletoriamente para la Conciliación ante el jueces de paz Letrado y ante los centros de 
«conciliación, en lo que fueran pertinentes. 
"Ninguna de las ras anteriores rige cuando la prescrración de la solicicud es conjunta. Tn exce caso, ls 
artes pueden elegi, con liberad, el cenrro de cenciliación an el eval planreara su solici (el seso 
Fdo es muestra) 


(173) Comenidas en os artículos 15, 16,17, 18, 19, 20,21, 23, 24,25, 26 y 27 del Código Procesal Cv 
(ATA) Ver en: <Tupinncniojs gob pelconcdiaciondABchelk20conciliacia pegar /2Orecentes) pal 
(acuaalamene ya 1030 encuentra ativo este enlace) 
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2.4. Procedencia de la conciliación extrajudicial dentro de un proceso 


judicial 


La modificación introducida por el Decrero Legislarivo N% 1070 no solo 
alcanza al procedimiento conciliarorio, sino también ha efecruado importan- 
tes modificatorias al proceso civil al modificar al Código Procesal Civil. Recor- 
demos que en virtud de dichas modificatorias, actualmente el artículo 324 
del Código adjetivo considera que la conciliación debe realizarse obligatoria 
mente ante un centro de conciliación de manera previa a la interposición de 
la demanda que verse sobre materias conciliables, siendo que la audiencia de 
conciliación procesal tiene un carácter facultativo y que para su realización se 
requiere del pedido expreso dle ambas partes demandante y demandada al 
juez”. 


Empero, el artículo 327 del Código Procesal Civil prescribe que, si 
habiendo proceso abierto, las partes concilian fuera de este, presentarán con 
un escrito el acta de conciliación respectiva a fin de que sea aprobada y se 
declare concluido el proceso"”%, Es decir, se prevé que la conclusión del pro- 
ceso judicial se puede dar de forma especial no solamente mediante la conci 
liación judicial, sino también por la conciliación extrajudicial, no importando 
en este último caso en que etapa se encuentre el proceso judicial, con lo cual 
vemos que la conciliación extrajudicial puede emplearse aun en aquellos con- 
fficeos judicializados como una forma de concluir el litigio de una manera más 
eficiente y mutuamente satisfactoria. Esto supone dos situaciones: 


- La primers, que ambas partes (demandante y demandada) han eva- 
luado la conveniencia y están de acuerdo en resolver su controversia 


(175) Código Procesal Cl 
“Arrícalo 324.- Eormalidad de la conciliación. La Loncilición se Llevar a cabo nnce un centro de concili 
ción elegido por las partes; no obstante, sí ambas o solicitar, puede el Juez convocarla en conlquie etapa 
del proceso. 
El Juez no es recasable por las anifscuiones que padlicra formular en sta sudicacia. 
Los Jucos, de oficio o a solid de ambas partes, podrán ciar a una audiencia de conciliación antes de 
mir semtenca, salvo cm les canos de violencia familiar, Sila audiencia de conciliación fuera a peeición 
de ambas parce y cualquiera de ela no cuacurro ula misma, se ler aplico ¡na mulca de cncre aros y see 
vanidades de referencia procesal (URPY 
Artkulo modificado por el arcieno 2 dela Ley N" 30295. 

(176) Código Peocesal Civil 
"Articulo 327 Conciliación y proccso- Si habiendo proceso sbiero, las partes concilian facra de exo, 
presentar son un esco l cr de Concón espec, expli por un ceso e conclción 
Extrajudicial 
Presentada por los partes el aca de corcillación el Juez la aprebará previa verificación dl roquisito estao 
bleclo cel artículo 325 y, declarará concluido el praceso 
St la conciliación presentada al Juez es parcial, y ello secre sobre alguaa de las pretensiones se rere a 
alguno o alganos delos liigantes, el proceso continuas respecta de las prerensicnes o delas persanas no 
afecradas, En cor último cas, se tendrá en cuenca lo normado sobre intervención de tercero”. 
Aticulo menifico por a única disposción modificatoria del Decrero Legalaivo N' 1070. 
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judicializada mediante la conciliación extrajudicial y por lo tanto 
deciden iniciar un procedimiento conciliarorio, de preferencia 
mediante la presentación de una solicitud conjunta, a fin de que scan 
ellas y no cl juez las que resuelvan el conflicro de manera mutus- 
mente satisfactoria. 


- La segunda, que una de las partes procesales (sea el demandante o el 
demandado) ha evaluado la conveniencia de intentar conciliar extra- 
judicialmente con su contraparte, y por ello presenta una solicitud 
de conciliación individual, intentando llegar a un acuerdo que será 
presentado posteriormente al juez para concluir el proceso judicial ya 
instaurado. 


Nótese que, a diferencia del modelo adoptado para la conciliación pro- 
cesal, en la conciliación extrajudicial no se exige la presentación conjunta de 
la solicitud de conciliación extrajudicial para iniciar el procedimiento, ya que 
solo se habla de acreditar el resultado de la conciliación extrajudicial bastando 
con presentar al juez el Acta de conciliación con acuerdo, sea este total o par- 
cial, por lo que perfectamente se pueden admitir cualquiera de las dos situa- 
ciones anteriormente descritas. 


3. Trámite de la solicitud 


3.1. Recepción de la solicitud 


La solicitud de conciliación es recibida por el secrerario general del centro 
de conciliación, quien tiene como algunas de sus funciones recibir y dar trá- 
mire a las solícirudes de conciliación, según lo señala el artículo 48 literal a) 
del Reglamento referente a los fianciones del secrerario general. Antes de recibir 
la solicicud, debe verificar el cumplimiento de tres requisitos copulativos: ¿) que la 
solicitud cumpla con los requisicos formales exigidos en los artículos 12 y 14 
del Reglamento, i) se verifique la capacidad de las partes así como cumplir 
con los requisitos exigidos para actuar a través de representante cuando la ley 
lo permita y iii) que la solicicud verse sobre materia conciliable, sea esta obli- 
gatoria o facultativa. Luego de verificar el cumplimiento de estos requisitos 
concurrente, debe recibir la solicitud, asignarle un número correlativo y remi- 
tirla al director del centro de conciliación para que este proceda a la designa- 
ción del conciliador dentro del día hábil siguiente de su recepción. 


3.2. Suspensión de los plazos de prescripción 


Uno de los efectos jurídicos más importantes que suceden con la recep- 
ción de la solicitud de conciliación se da en lo que respecta a los plazos de 
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prescripción establecidos en el Código Civil los cuales se suspenden a partir de 
la fecha de presentación de la solicivud de conciliación extrajudicial, según lo 
establece cl artículo 19 de la Ley de Conciliación, 


Según lo dispuesto por nuestro Código Civil, solamente la prescripción 
admite suspensión!" toda vez que por mandato expreso, la caducidad no admire 
interrupción ni suspensión", ni causa alguna que la enerve, pues se funda en el 
solo transcurso del tiempo. De esta forma, podemos afirmar que el artículo 19 de 
la ley de conciliación lo que hace es introducir una causal de suspensión adicional 
a las reguladas en el artículo 1994 del Código Civil vigente, siendo esta causal adli- 


cional la presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial 


Debemos entender que dichos plazos se reinician en la fecha de conclu- 
sión de la Audiencia de Conciliación señalada en el Acta para los casos en que 
la conciliación fuese parcial o no se hubiera realizado, por lo que, de confor- 
midad a lo estipulado en el artículo 1995 del Código Civil, desaparecida la 
causa de la suspensión, se reanuda el curso de la prescripción adicionándole el 
tiempo transcurrido anteriormente a la presentación de la solicitud. 


Aunque esta disposición no es del todo uniforme, ya que el artículo 15 
de la Ley señala que la conclusión del procedimiento conciliatorio por inasi 
rencia de una parte a dos sesiones, inasistencia de ambas partes a una sesión 
y en los casos de conclusión por decisión debidamente motivada del conci- 
liador (por advertir violación a los principios de la conciliación, por retirarse 
alguna de las partes antes de la conclusión de la audiencia o por negarse a fir- 
mar el Acto de conciliación) no produce la suspensión del plazo de prescrip- 
ción contemplado en el artículo 19 de la Ley para la parte que produjo aque- 
las formas de conclusión del procedimiento. El artículo 23 del Reglamento 
precisa que en el caso de inasistencia de ambas partes a una sesión se produce 
la ineficacia de la suspensión del plazo de prescripción, es decir, se tiene por 


“Arícalo 1994. So suspende la prose 
1. Cuando los incapaces no están bajo la guarda de sus representantes legales 
2, Ene los cónyuges, durante la vigencia de la sociedad de garanciaes, 
3, Fnurc las personas comprendidas en el arrículo 326. (Uniones de hecho) 
Enero los menores y us padres o ratores durente la parra poresrad ala rurela 
3. Eure los incapaces y sus curadores, duranee el ejercicio de la cursa. 
6. Durante el tiempo que transcurra entre la perición y el combremicato del curador de bienes, en los 
sos que procede, 
7, Ene ls personas jurídicas y su+ administradores, mientas ecos continácn em el ejercicio del cargo, 
8. Mienuras ses imposible reclamar el derecho auce un cebunal peruano” 
(178) Cócig Civil pervano: 
"Artículo 2005.- La caducidad no akite intermpción ni suspensión, salvo el cuvo purevito em el arrcalo 
1994, inciso 9”, 
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no suspendida debiendo añadirse al cómputo de los plazos el tiempo que se ha 
empleado para el desarrollo del procedimiento conciliatorio; mientras que en 
los demás casos (inasistencia de una parte a dos scsiones o en los casos de deci- 
sión debidamente motivada del conciliador por advertir violación a los princi- 
pios de la conciliación, por retirarse alguna de las partes antes de la conclusión 
de la audiencia o por negarse a firmar el Acta de conciliación), y solo en caso 
de que quien no conenrra o se ausente sea el solicitante, la prescripción rea- 
'nuda su curso, adicionándose el tiempo transcurrido anteriormente, situación 
que no le alcanza al invitado. 


3.3. Medidas cautelares fuera de proceso 


Para el caso de medidas cautelares fuera de proceso, la conciliación no es 
exigible e manera previa. El artículo 11 del Reglamento, concordado con el 
artículo 636 del Código Procesal Civil, prescribe que cuando el intento conci- 
liacorio extrajudicial fuera necesario para la calificación judicial de procedencia 
de la demanda, este deberá ser iniciado mediante la presentación de la solici 
tud de conciliación dentro de los cinco días hábiles a la ejecución de la medida 
cautelar presentada de manera previa e la demanda. La sanción por no cum- 
plir con presentar la demanda dentro de este plazo es que la medida caute- 
lar caduca de pleno derecho. Concluido el procedimiento conciliatorio sin 
acuerdo, se debe interponer la demanda dentro del plazo de 10 días hábiles 
contados desde la fecha de expedición del acta, bajo apercibimiento de que se 
declare la caducidad de la medida cautelar, 


3.4. Designación del conciliador 


El artículo 12 de la Ley concordado con el artículo 15 del Reglamento 
señala que el centro de conciliación designa al conciliador extrajudicial dentro 
del día hábil siguiente de recibida la solicitud. Claro está que ambos artícu- 
los no determinan con exactitud quién es la persona encargada de designar 
al conciliador para cada caso, por lo que debemos acudir al artículo 48 k) del 
Reglamento, que señala que es una de las funciones del director de centro de 
conciliación designar para cada asunto al respectivo conciliador. 


El Reglamento ha previsto en su artículo 20 que el conciliador puede ab: 
tenerse o ser recusado por las mismas causales de impedimento o recusación 
establecidas por cl Código Procesal Civil, siendo que la solicitud de recusa- 
ción al conciliador deberá ser presentada ante el centro de conciliación hasta 
24 horas antes de la fecha de la audiencia. En este caso, el centro de con- 
ciliación designará inmediaramente a otro conciliador, debiendo de comuni- 
car este hecho a las partes, manteniéndose el mismo día y hora fijado para la 
audiencia. 
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Asimismo, al momento de la designación del conciliador, el cencro entregará 
al conciliador designado la copia de la solicitud de conciliación y de los documen- 
tos anexados. En este caso también el conciliador designado deberá expresar cn el 
día si se encuentra incurso en algún impedimento para dirigir la conciliación. 


3.4.1, Impedimento, recusación y abstención de conciliadores 


El artículo 23 de la Ley y el artículo 20 del Reglamento prescriben que 
son aplicables a los conciliadores las causales de impedimento, recusación y 
abstención establecidas en el Código Procesal Civil. Así, los artículos 305, 
307, 312 y 313 del Código Procesal Civil señalan taxativamente cuáles son 
esas causales y su aplicación de manera analógica en el caso de la labor de los 
conciliadores sería el siguiente: 


- Los conciliadores se encontrarían impedidos de dirigir un procedi- 
miento conciliatorio cuando hayan sido parte de manera anterior en 
un proceso; cuando él o su cónyuge o concubino, tiene parentesco 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o 
de adopción con alguna de las partes o con su representante o apode- 
rado o con un abogado que interviene en el proceso; o cualquiera de 
ellos tiene el cargo de tutor o curador de cualquiera de las partes, o 
han recibido beneficios, dádivas de alguna de las partes, antes o des- 
pués de empezado el proceso. 


- De manera más específica, el artículo 2 del Reglamento en su nume- 
ral f) referente al principio de neutralidad prescribe que “(... el Con- 
cilindor debe en principio, abstenerse de conocer los casos en los que 
participan personas vinculadas a él o su entorno familiar, al per- 
sonal del centro de conciliación, o en los que participen concilian- 
tes con los cuales lo vincule parentesco, salvo que las partes soliciten 
expresamente la intervención de aquél (...". Esto supone encontrar- 
nos frente al caso de presentación conjunta de la solicirud de conci- 
liación, en la que ambas partes de muruo acuerdo solicitan además 
la designación de determinada persona como conciliador responsable 
de guiar el procedimiento conciliatorio, al conocerlo y rener més con- 
fianza en su desempeño eficiente. 


- Las partes pueden solicitar la recusación del conciliador cuando este 
es amigo íntimo o enemigo manifiesto de cualquiera de las partes; o 
cuando él o su cónyuge o concubino o su pariente en la línea directa 
o en la línea colateral hasta el segundo grado, primero de afinidad o 
adoptado, tienen relaciones de crédico con alguna de las partes, salvo 
que se trate de persona de derecho o de servicio público; o cuando 
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él, su cónyuge o concubino son donararios, empleadores o presan- 
tos herederos de alguna de las parres; o haya intervenido en un pro- 
ceso como apoderado, perito, testigo o defensor; o tenga un interés 
directo o indirecto en el resultado del procedimiento; o exista pro- 
ceso vigente entre él o su cónyuge o concubino con cualquiera de las 
parces. Las partes cambién podrían solicitar la recusación del conci- 
liador si este no cumple con su deber de abstención por causal de 
impedimento. 


- Finalmente, de conformidad con el artículo 20 del Reglamento, la 
solicitad de recusación al conciliador, deberá ser presentada ante el 
centro de conciliación hasta 24 horas antes de la fecha de la audien- 
cía, En este caso, el centro de conciliación asignará inmediaramente 
orro conciliador, manteniéndose el mismo día y hora fijado para la 
Audiencia. 


Debemos tener muy presente que el artículo 26 del Reglamento señala 
que con posterioridad al procedimiento de conciliación, quien actuó como 
conciliador y los que brindan servicio de conciliación en el centro de conci- 
liación que tramitó el caso respectivo, quedan impedidos de ser juez, árbitro, 
testigo, abogado o perito en el proceso que se promueva como consecuencia 
de la audiencia de conciliación que haya culminado con o sin participación de 
las partes. Como puede apreciarse, la prohibición abarca no solamente al con- 
ciliador designado para el caso concreto, sino a todo el personal que labora 
en el centro de conciliación, sin importar el tipo de conclusión del procedi- 
miento. Existe una gran diferencia con la redacción original de este artículo 
que preveía esta prohibición exclusivamente al conciliador designado y ¡para 
los casos de conclusión del procedimiento con falta de acuerdo o acuerdo par- 
cial, lo que suponía que la prohibición se aplicaba únicamente a aquellos casos 
con presencia de las partes. Por otro lado, la redcción original contemplaba 
la prohibición de ser asesor, algo que no ha previsto la actual redacción del 
artículo 26 que comentamos, por lo que podría darse la figura de asesorar 
a alguna de las partes en un eventual proceso judicial sin tenor que partici- 
par como abogado parrocinante que sería labor de otra persona que acudiría 
al Poder Judicial; este tema merece una mejor atención, ya que podría dar la 
salida fácil a algunos malos elementos que podrían conocer de lo actuado en 
la audiencia y utilizarlo maliciosamente en un proceso del cual no participa 
rían, al menos, de manera directa. 


3.4.2. Análisis de la solicitud 


Antes de continuar con el desarrollo del procedimiento conciliatorio, 
ahora bajo su mando, el conciliador deberá analizar la solicitud de conciliación 
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con la debida anticipación, según lo establece el artículo 43 mumeral 2 del 
Reglamento de la Ley, y esto motivado por tres facrores: 


- El conciliador debe culminar de manera efectiva con la califica- 
ción del expediente que contiene a la solicitud de conciliación; esto 
en buena cuenta porque, a pesar de que existe exigencia por parte del 
artículo 48 del Reglamento de la Ley de Conciliación de que tanto el 
director del centro de conciliación así como el secretario general scan 
conciliadores a fin de garantizar mínimamente la labor de calificación 
de la solicitud, existiría la remota posibilidad que estos puedan admitir 
a trámite una solicitud que no verse sobre materia conciliable o que no 
cumpla con los requisitos exigidos por el marco legal. En caso de que 
se verifique esta siruación se deberá poner fin al procedimiento conci- 
liacorio mediante la expedición del Acta debidamente fundamentada, 


- Una vez verificado que se trace de una materia conciliable, entonces 
deberá verificar que no exista ningún grado de parentesco o afinidad 
entre el conciliador y alguna de las partes, ya que esta situación podría 
afectas la imagen de imparcialidad y neutralidad que debe proyectar 
en todo momento y que es un imperativo en su desempeño como con- 
ciliador. En todo caso, deberá inhibirse o abstenerse de seguir cono- 
ciendo el caso, comunicando su decisión en el día al director del Centro 
para que este proceda a designar a otro conciliador. 


- — Finalmente, y una vez verificado los dos puntos anteriores, entonces 
el conciliador recién podrá redactar las invitaciones para conciliar a 
efectos de que sean notificadas a las partes, así como podrá iniciar el 
análisis de la cuesción de fondo contenida en la solicitud, a efectos de 
ir generando opciones parciales de solución a la controversia, y deci- 
mos parciales ya que solo se cuenta hasta ese momento con el punto 
de vista parcial del conflicto dada por la parte solicitante. 


3.4.3, Co-conciliación 


Si la complejidad del caso lo amerita, el conciliador designado puede soli- 
citar al director del centro de conciliación la participación de otro conciliador 
(un co-conciliador), a fin de que lo asista en el desarrollo del procedimiento 
conciliatorio, según lo señala la segunda parte del numeral 2 del artículo 43 
del Reglamento. Claro está que ni la Ley ni el Reglamento señalan cual es el 
procedimiento a seguir, por lo que debemos acudir a la teoría, la cual señala 
una serie de pautas a tenerse presentes al momento de trabajar en esquema de 
co-concilisción, también conocida como conciliación en equipo. 
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Los conflictos que se presentan al interior de un procedimiento conciliaro- 
rio muchas veces poseen varias aristas, así, podemos apreciarlos desde un lado 
emocional, técnico o legal, exc. Es raro que los conciliadores individuales cuen- 
ten con capacitación mulidisciplinaria, experiencia o conocimiento para abarcar 
completamente los aspectos emocionales, legales y/o técnicos que intervienen 
en algunos casos. De ahí que en algunos casos se hace imperacivo el uso de la 
co-conciliación, que representa la oportunidad para la combinación de servicios 
de distintas disciplinas y la fisión de conocimientos aislados de los profesiona- 
les que pazticipan de la co-conciliación. Esto ofrece una gran ventaja cuando se 
traca, por ejemplo, de un conflicto familiar con fuertes emociones entre las par- 
tes recurrente, ya que mientras un conciliador se concentra en el contenido de 
los hechos materia de la desavenencia y a su posible análisis legal, el otro ayuda 
a las portes a enfrentarse a las barreras de la comunicación propias de este tipo 
de conciliaciones además del alto contenido emocional que llevan las partes. 


Pero la co-conciliación implica trabajar en equipo, es decir, se requiere de 
coordinación, oportunidad y práctica. Los co-conciliadores antes de trabajar jun- 
tos deben concederse el tiempo que sea necesario para conocer y reconocer sus 
puntos fuertes y sus puntos débiles así como los enfoques y técnicas que cada 
uno utiliza; de allí que también que sea necesario la empatís, ya que una co- 
conciliación mal manejada puede ser perjudicial, debiendo evitar que resulte 
evidente alguna discrepancia enure los co-conciliadores en presencia de las par 
ves, lo cual limitaría enormemente su imagen de profesionalismo. En todo caso 
su empleo estará condicionado por la complejidad del caso y por el grado de 
colaboración y desempeño eficiente de los conciliadores como un grupo. 


TI. DEL EMPLAZAMIENTO 


1. Las invitaciones para conciliar 


Según lo disponen el artículo 12 de la Ley'"” y el artículo 15 del Regh 
mento”, una vez recibida la solicitud de conciliación, verificada en sus 


(179) Lay N' 26872, Ley de Conciición 
'Arucalo 12- Procedimiento y plazos para l convocaroría - Recibida la Solicirud, el centro de conciliación 
desigrará « conciliador al día hábil siguiente, teniendo este dos días hábiles afin de cursar las invitaciones 
alas partes para l rslizaión de la anciencia de conciliación 
El plazo para la realización de la audicucta mo superará los sie dí habiles concados a parir del día 
siguiente de curschs los invitaciones, debiendo mediar entre la recepción de la invicación y la fecha de 
sudiencia no menos de tes días hábios 
De no concureir ana de los partes, el conciliador señalará uns nueva fecha de audiencia motficando en el 
actu: la parte asisten, respetado los plazos señalados en el páscalo anterior”, 

(180) Reglamento de la Loy de Conciliación, Decrero Supremo N* 014-2008-JUS: 
“Artículo 15.- Designación del conciliador y actividad conciliaoria.-. Recibida la solicrud de conciliación, 


se procederá ue contorenidad con el arículo 12 dela Ley, para lo cual el conezo de conciliación deignará 
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requisitos y designado el conciliador dentro del día hábil siguiente, este a su 
vez redacta las invitaciones para conciliar y las cursa a las partes dentro de 
los dos días hábiles siguientes invitándoles para la Audiencia de conciliación, 
la cual se debe realizar dentro de los sicte días hábiles siguientes contados a 
partir del día siguiente de cursadas las invitaciones, debiendo mediar entre la 
recepción de la invitación y la fecha de audiencia no menos de tres días hábi- 
les en concordancia con lo dispuesto por el artículo 147 del Código Procesal 
Civiles». 


Tenemos nuestras reservas respecto a la reducción de los plazos adoptados 
al interior del procedimiento conciliatorio, los que evidencian una mal enten- 
dida celeridad procesal y resultan muy cortos e insuficientes si los contrasta 
mos con las exigencias formales que se han incorporado al acto de notificación 
de las invitaciones. En este sentido somos de la opinión de volver a adoptar 
los plazos originarios previstos en la redacción original de la ley, de cinco días 
hábiles para cursar las invitaciones para conciliar y de diez días hábiles para la 
realización de la Audiencia de conciliación. 


Sobre las invitaciones para conciliar es necesario precisar que son docu- 
mentos por medio del cual las partes que participan de un procedimiento 
conciliarorio —ranto solicitante como invitado- toman conocimiento de 
la fecha y hora de realización de la Audiencia de conciliación, así como de 
quién es el conciliador designado, por lo tanto su redacción se hace dirigida 
para ambas partes 


Reiteramos que la invitación para conciliar se redacta y se norifica tanto 
al solicitante como al invitado, por los siguientes motivos: 


- — En primer lugas, porque mi el solicitante ni el invitado saben quién es 
el conciliador designado para conducir el procedimiento de cone 
ción, y al enterarse ambos por medio de la invitación de quién será el 
conciliador designado podrían —eventualmente— pedir su recusación al 
poseer algún grado de parentesco o afinidad con alguna de las partes. 


sl conciliador hasta el día hábil siguiente, pudiendo ser designado el mismo díc de recibida la solicitud 
de conciliación. El Conciliador desjanado seró dl encargado de laborar las invitaciones pare la audiencia 
las cuales deberán ser caradas enero de los des dies úbiles aguientes. S: la solicevd es presentada por 
“ambas pues, de audience conciliación podra realizar en el cl siempre y cundo el centro de conti- 
lación cues con cisponibilidad de salas y conclisdores paca la realización de la mistn. Y 

(181) Cácigo Proceso Civil 
“Aruealo 147. Cómpuco. EL plazo se cuenta desde el día siguienae de uovifcada la ssolución cue lo ju 
y. cuando es común, desde la úlcima aodificación. 
¡Nose consideran para el cómparo los días nbábeles 
Entre la noelicación para ana actuación procesal y su realización, deben trarcursir por lo menos resis 


hábil, salvo disposición distina de ese 06 
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- — En segundo lagar, ambos toman conocimiento del día y hora seña- 
lados para la audiencia de conciliación, lo cual les permitirá adoptar 
las providencias del caso a fin de poder concurrir a la audiencia, claro 
está, si es que cada una de ellas lo desca. 


- En tercer lugar, el invitado recibirá junto con la invitación para con= 
ciliar una copia simple de la solicitud y sus anexos, a fin de ente- 
rarse con mayor detenimiento de lo que pretende intentar resolver la 
parte solicitante sobre la base de la descripción de las controversias y 
la pretensión contenida en la solicitud. 


2. Redacción de la invitación y su notificación 


Debemos precisar que en la práctica coridiana de los operadores conci 
torios se diferencia claramente la redacción de la inviración para conciliar y la 
posterior notificación de este a las partes, pero el mandato legal prescribe que 
ambos actos se realizan dentro del plazo máximo de dos días hábiles siguien- 
tes contados a partir de la fecha de designación del conciliador. 


En lo que respecta a la redacción de la invitación para conciliar, en vir- 
tud a lo señalado por el artículo 44 numeral 3 del Reglamento, esta es fun- 
ción exclusiva del conciliador designado para cada procedimiento conciliato- 
sio, siendo que redacta y además suscribe la invitación para cada una de las 
partes respetando los requisicos señalados en el artículo 16 del Reglamento así 
como los plazos legales. 


Será función del secretario general del centro de conciliación notificar la 
invitación a conciliar, según se desprende de lo estipulado en el artículo 48, 
literal b)) del Reglamento, debiendo cumplir con las formalidades que para el 
acto de notificación exige el artículo 17 del mismo Reglamento, bajo sanción 
de no surtir efecto, es decir, bajo sanción de nulidad no solo de la notificación, 
sino también del procedimiento conciliacorio mismo. 


El artículo 17 del Reglamento"”” señala que el acto de notificación de 
las invitaciones será responsabilidad del centro de conciliación (entiéndase, 


(182) Reglamento de la Ley de Conciliación. Decreto Supremo N” 0L4-2008-JUS 

“Arículo 17. De la Notificación de las invitaciones s conciliar. La norificación de las invitaciones a conci- 
llor será resporwabilidad del cenero de conclición, que podrá coreruar a una empresa orpecialiada pare 
esa fines debido vetlicar que esa cumpla con los requiics de validez dela nolicación bajo pee 
bio de o produce elo alguno. La oia y los equis de la ocación de las invitacion 
conciliar son los signiemes 

+) Las invitaciones a conciliar debio ser entregadas personalmente l invisedo, en el domicilio señalado 

porel solicitan 
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del secretario general), y que podrá contratarse a nna empresa especializada 
de mensajería para efecruar la notificación, debiendo cumplirse con las for- 
malidades que para el acto de notificación señala cl precitado artículo 17 del 
Reglamento bajo sanción de nulidad, a saber: 


- Las invitaciones deben ser entregadas personalmente al invitado, en 
cas se debe- 
Ñn entregar a sus representantes o dependientes debidamente 
identificados. 


caso sca persona natural; en el caso de personas jurí 


- Para todos los efectos, las notificaciones deben ser entregadas en el 
domicilio señalado por el solicitante. 


- De no encontrarse al invitado, las invitaciones deberán ser entregas 
das a persona capaz, resultando inválida la recepción por parte de 
incapaces, como podría suceder en el caso de menores de edad. 


- Se debe dejar constancia escrita del nombre, fecha, hora, firma e 
identificación del receptor de la invitación, así como del o los testigos 
del acto, de ser el caso. El artículo bajo comentario establece la posi- 
bilidad de que un notario público acompañe al norificador en el acto 
de norificación de la invitación a conciliar a fin de verificar su real 
zación (que no es lo mismo que el diligenciamiento mediante notifi- 
cación notarial que lo hace exclusivamente el personal de la notaría) 
haciéndose cargo del costo quien lo solicita, 


vasc al invitado, e cruregacá la imitación u la persona cspar quese encuentre e dicho 

¡ben caso sa persona neural. De erurarsc de una persona juridica se entenderá la ncificación a 

través de sus representantes o dependientes, debidamente idencficados. 

+) Kn coso mo pueda reclizaze la nosifiación conformes los lirerals 4) y b) se dejará aviso del día y hora 
en que se regresará paca alzar la diligencia de notificación. Sica scguada oporcuaidad tampoto 3c 
puede ralizar la notificación se podrá dejar la invitación bejo puerta y se Jovantará un Acta donde 
deberá consignarse le imposililidod de realizar la noviñicación dela invitación de acuerdo alos literales 
prscecemses y Las caracteneicas del dasmueble donde se dejó la invitaci, fecha, hora, ssl como el nom- 
bre, número de decumenco de xlencidad y fc de la persona que realizó el aio de novificación bajo 
esca modalidad, incorporando, de ser posble, la partcipación de un testigo debidamente HMentificado 
ue corrabore lo manifestado por el nutfiador. 

Fs responsallidad y obligación del cono de conciliación vorificas que vn el cargo de la noiicación dela 

invitación a conciliar alos que hacen referencia los párrados a y E) se dejo constancia exenta del nombro, 

echa, hora, firma e idensicación del receptor de la invcación as como del los rstgos del acto, de ser 

elisa 

Podrán acompañar en el acto de notificación de la invitación 4 concilir un notario páblico haciéndose 

«argo del cono quien lo solicita, 

El centro de conciliación, en caso de concluir el procedimienco concilzaoro por dos inssstencies de una 

de Jus partes des sesiones o por una inasistencia de ambas partes, previamente als elaboración del Acta, 

¿deberé ncinir certificación exprera de haber realizado los norificaciones de acuerdo a lo señalado en los 

páteafos precadertes del presente seticulo”. 
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- De manera similar a lo dispuesto en el artículo 161 del Código adje- 
tivo, si no se pudiera entregar la notificación por no encontrarse el 
invitado o no encontrar persona capaz que pudicra recibirla ca su 
nombre, se establece la obligación de dejar un aviso, señalando la 
fecha y hora en que se retornará para notificar la invitación. Debe 
precisarse que el poscerior acto de notificación se tiene que realizar 
dentro de los dos días hábiles contados desde la fecha de designa- 
ción del conciliador, por lo que si se espera hasca el segundo día hábil 
para notificar, ante la imposibilidad antes señalaca se deberá retornar 
ese mismo día, puesto que postergerlo para otro día implica notificar 
excediéndosc el plazo legal y la consiguiente nulidad del acto. 


- Si al recornar el notificador en la fecha y hora señalada en el avño 
persiste la imposibilidad de notificar al invitado, recién se podrá dejar 
la notificación bajo puerta, debiendo expedirse una constancia indi- 
cando este hecho así como las características del inmueble donde se 
dejó la invitación, fecha, hora, así como el nombre, número de docu- 
mento de identidad y firma de la persona que realizó el acto de noti- 
ficación bajo esca modalidad, incorporando, de ser posible, la par- 
ticipación de un testigo debidamente identificado que corrobore lo 
manifestado por el notificador. 


No se ha contemplado en el texto legal que debe hacerse en caso de 
negativa a recibir la invitación o por indicarse que el invitado no domicilia en 
el lugar señalado por el solicitante, debiendo asumir que el responsable de la 
notificación deberá dejar un aviso y retornar dentro del plazo legal, y de per- 
sistir la situación entonces dejará la notificación bajo puerta, dejando conms- 
tancia escrita de este hecho. “Tampoco se ha contemplado el procedimiento a 
seguir en el caso de que el domicilio del invitado señalado por el solicitante 
no exista, ya sea porque no se ha verificado su existencia o por error tipo- 
gráfico en su consignación, en este caso deberíamos asumir que al tener que 
cumplirse con el mandato de notificar en el domicilio consignado por el soli- 
citante, deberá culminarse el procedimiento mediante un acta de conclusión 
fundamentada señalando la inexistencia del domicilio del invitado. 


3. Contenido de las invitaciones 
Según el artículo 16 del Reglamento, las invitaciones deberán redactarse 
en forma clara, sin emplear abreviaruras y contendrán: 


1. El nombre, denominación o razón social de la persona o personas a 
invitar y su domicilio, 
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2. La denominación o razón social y dirección del centro de conciliación. 


3. El nombre, denominación o razón social y dirección del solicitante de 
la conciliación. 


4. El asunto sobre el cual se pretende conciliar 
5. Copia simple de la solicitud de conciliación y sus anexos. 


6... Información relacionada con la conciliación en general y sus ventajas 
en particular. 


7. Día y hora para la Audiencia de conciliación (que es la fecha y hora 
de realización de la Audiencia de conciliación, y que se debe fijar solo 
la fecha de la sesión que corresponda). 


8. Fecha de la invitación (que es la fecha en que se ha redactado la 
invitación). 


9. Nombre y firma del conciliador 


Adicionalmente, se deberá consignar obligatoriamente la indicación per 
tinente para que en el caso de personas analfabetas o que no puedan firmar, 
estas comparezcan acompañadas de un testigo a ruego, De manera similar, las 
invitaciones deben consignar que se debe concurrir a la audiencia con el docu- 
mento de identidad y con el documento que acredite la representación, en el 
que se consigne literalmente la facultad de conciliar extrajudicialmente y de 
disponer del derecho materia de conciliación, entregando copia de estos docu- 
mentos —que debe ser legalizada o certificada en el caso de representación— al 
centro de conciliación. 


La labor del conciliador se simplifica al momento de redactar las invita 
ciones para conciliar, ya que como ya se indicó anteriormente, existe un For 
mato de Invitación para Conciliar —el denominado Formato A— el cual fue 
aprobado mediante Resolución Ministerial N* 235-2009-JUS, publicada en el 
diario oficial El Pernano el 16 de diciembre de 2009 y que contiene todos estos 
requisitos, 


IV. LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 


1. Plazo de inicio 


La Audiencia de conciliación debe realizarse dentro de los siete días hábi- 
les contados a partir del día siguiente de cursadas las invitaciones, debiendo 
mediar entre la recepción de la invitación y la fecha de audiencia no menos de 
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tres días hábiles, según lo dispone el segundo párrafo del artículo 12 de la Ley. 
Debe considerarse que, evenzualmente, puede existir la figura de una segunda 
notificación de la invitación debido a la inasistencia de una de las partes a la 
primera fecha de convocatoria y que obliga al conciliador a reiterar la invita 
ción por segunda vez a aquella parte que no asistió, así, si una de las partes no 
concurre el conciliador señalará una nueva fecha de audiencia notificando en 
el acto a la parte asistente, resperando los plazos mínimos de tres días hábiles 
y máximos de 7 días hábiles señalados anteriormente. 


Consideremos que no siempre se va a poder iniciar la audiencia de con- 
dilíación, puesto que para ello se requiere de la concurrencia de ambas par 
tes, situación que a veces no se presenta a pesar de contar con un régimen de 
obligatoriedad de concurrencia, el mismo que impone sanciones a las par- 
1es que no concurren al inicio de la audiencia**”. Por ello el artículo 21 del 
Reglamento señala una serie de pautas procedimentales a seguir en el desarro- 
llo de la Audiencia de conciliación, a saber: 


- Si minguna de las partes concurre a la primera sesión, no debe convo- 
carse a más sesiones, dándose por concluido el procedimiento de con- 
ciliación mediante la expedición de un acta por inasistencia de ambas 
partes. 


- Cuando solo una de las partes (solicitante o invitado) concurre acude a 
la primera sesión, deberá convocarse a una segunda; para tal efecto se 
deberá elaborar una constancia de asistencia con la parte concurrente 
(ver Formato D, Formato Tipo de Constancia de Asistencia e Invita 
ción para Conciliar, aprobado por Resolución Ministerial N% 235- 
2009-JUS), señalando nueva fecha y hora de realización de la audien- 
cia, precisando que la sola firma de la parte concurrente significa que 
se da por notificada para la siguiente sesión, debiéndose cursar una 
segunda invitación para conciliar dirigida a la parte que no concu- 
rrió a la audiencia, Si la situación persiste en la segunda sesión, el 
conciliador deberá dar por concluida la audiencia y el procedimiento 


(183) Racordemos que cste rÚgicuen scñala que 5 la parto demncndanto de masura proris a interponer su 
“desvanda no solicita la concibación, o habiéndola solicitado no concurre la aadiencia de conciliación, ose 
retina de la auciencia provocando la conclusión del procedimiento, entonoss la sanción será la declaración 
de improcedencia de la demanda interpacsr (rt, 6 de la Ley de Conciliación) En el caso del demandado, 
Sila materia fuer conciluble y 20 acredita haber concurrido ala axcienci de conciliación respectiva, la 
sanción será la prolubición de presentas recomiención (ar, 15 dela Ley de Conciliación). Se incorpora la 
presunción Iegal relciva de verdad de los hechos expuestos por el soliceaore por el invitado, ea caso de 
Inconaurrencia de la concrapare (are 15 de la Leg), Adicionslmnene, se obliga a los jueces 4 imponer en 
el procesa ama molta ne menor de dos ni mayor de diez widades de referencia procesal ala parte que no 
haya cuecusrido ula mudienci de conciliación extrajudicial (as. 15, 6 fio, de la Ley) 
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de conciliación mediante la expedición de nn acta por inasistencia de 
una de las partes a dos sesiones, 


- — Deidéntica forma, cuando cualquiera de las partes (solicitante o invi- 
tado) deja de asistir a dos sesiones alternadas o consecutivas, el con= 
ciliador deberá dar por concluida la audiencia y el procedimiento de 
conciliación mediante la expedición de un acta por inasistencia de 
una de las partes a dos sesiones. 


- — Si se cuenta con la concurrencia de las partes a la audiencia de conci- 
liación y ambas deciden postergarla para otra sesión, deberá dejarse 
expresa constancia de la interrupción en la constancia respectiva, que 
inapropiadamente el reglamento denomina Acta'*, (ver Formato 
E, Formato Tipo de Constancia de Suspensión de Audiencia de Con= 
ciliación, aprobado por Resolución Ministerial N* 235-2009-JUS), 
señalándose el día y la hora en que continuará la audiencia, enten- 
diéndose que la sola firma de las partes en esca constancia de suspen= 
sión significa que han sido debidamente invitadas para la siguiente 
sesión, haciendo innecesario el cursar nuevas invitaciones para 
conciliar. 


- Cuando las partes asisten a la audiencia de conciliación, si al final 
de aquella las partes manifiestan su deseo de no conciliar, entonces 
la audiencia y el procedimiento de conciliación deben darse por con- 
cluidos mediante la expedición del acta de conciliación por falta de 
acuerdo. 


2. Plazo de realización 


El artícalo 11 de la Ley señala que el plazo de la Audiencia única de Con- 
ciliación podrá ser de hasta treinta días calendario -se compuran incluso los 
días feriados o inhábiles- contados también a partir de la fecha de la primera 
sesión realizada, Como podemos advertir, la fecha de la primera sesión será 
el punto de referencia para iniciar el cómputo de los plazos de inicio y con- 
dlusión de la realización de la Audiencia de conciliación, que es una sola pero 
puede realizarse en una o varias sesiones. 


(184) Somos partidarios de corregir cl 1érmino que emplea el Reglamento, procediendo a denominar a este 
locnmento constancia, ya que el término acta podria inducir a la equivocada ides de que se pueden 
redactar varias arcas de conliaión concenicudo acuerdos pusciles, cuando la verdad es que el acca con 
“cuerdo 0 mo se redacta ul final del procedimiento, y esta acta a la que se menciona hace referencia a 
'un documento formal por el cual se deja constancia de la asiseacia de una o ambas partes, la spen- 
sión de la audience y el schalamiento de una meva fecho y hora para la realización de la andienca de 
«cnliación. 
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Este plazo de realización de la Audiencia puede ser prorrogado por 
acuerdo de las partes. Esto se refiere al plazo de duración de la Audiencia de 
conciliación si esta se realizara en más de una sesión y que las partes pueden 
exceder estos treinta días si es su deseo de seguir participando de la realiz: 
ción de la Audiencia de Conciliación. Al no existir un plazo máximo a esta 
prórroga podríamos encontrarnos ante procedimientos conciliatorios que ten- 
drian una duración indefinida, ya que dependerían de la coincidencia de la 
voluntad de las partes en cuanto a la duración de la prórroga, aunque algu- 
nos autores han hecho notar que la prolongación del plazo de la Audiencia de 
conciliación no debería haber quedado al solo albedrío de las partes y que en 
dicha prórroga el conciliador deberá apreciar si realmente la prórroga será de 
utilidad o será utilizada simplemente como medida dilatoria por alguna de las 
partes. 


GRÁFICO 
EJEMPLO DE CÓMPUTO DE PLAZOS DEL PROCEDIMIENTO 


o7 08 09 10 m 12 15 
Redacción y 
Verificación 
144 15 16 17 18 19 20 
Plazo Plazo 
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Audiencia Audiencia 
2 2 2 24 25 26 2 
28 E 30 31 


3. Laapertura dialogada (monólogo) 


Puede darse la posibilidad de no contar con la presencia de las partes 
durante el desarrollo del procedimiento conciliatorio, y en consecuencia no 
siempre se podrá iniciar el proceso de comunicación entre el conciliador y las 
partes, sino que más bien el procedimiento conciliatorio se transformará en un 
requisito de procedibilidad que las partes deberán cumplir antes de interponer 
la respectiva demanda. Así, en las ocasiones en las cuales el conciliador tenga 
la oportunidad de tener frente a sí a ambas partes, el conciliador debe tener 
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presente que en la mayoría de las veces estas desconocen en qué consiste el 
procedimiento conciliacorio y que ventajas les ofrece. 


En esta parte el conciliador deberá complir con dos funciones básicas: infor- 
mar respecto de las características del procedimiento así como motivar respecto 
de la utilidad del mismo, y debe hacerlo de una manera cordial y natural, con el 
objetivo de lograr una eficiente introducción a la comunicación verbal. 


Así, el artículo 43 mumeral 3 del Reglamento señala esca obligación legal 
que el conciliador debe cumplir una fianción de informar a las partes sobre el 
procedimiento de conciliación, su naturaleza, características, fines y ventajas; 
Así mismo, deberá señalar a las partes las normas de conducta que deben obser- 
var. El conciliador se convierte en este momento en una persona que informa a 
lus partes de las características propias del procedimiento conciliatorio, de sus 
ventajas, de los derechos y deberes de las partes, de las prohibiciones, los lími- 
tes de su actuación y, en definitiva, intentar por un lado crear la confianza en 
su figura de tercero imparcial y neutral capacitado en el manejo de situaciones 
conflictivas; y por vero lado, generar la expectativa en cuanto al procedimiento 
a seguirse, el cual no será el remedio universal a todos los males, pero que debe 
verse como una oportunidad de resolver amigablemente la controversia. 


Estos pasos son conocidos como apertura dialogada, aunque otros auto- 
res insisten en emplear denominaciones tales como discurso de apertura, 
discurso inicial, aunque es conocido comúnmente como monólogo, y que 
es la herramienta principal del conciliador y una de las pocas oportunidades 
con que cuenta para intentar generar en las partes confianza hacia su persona 
y esperanza respecto de la utilidad del proceso. Es quizá el momento en que 
aflora con más fuerza su estilo y la personalidad del conciliador. Comenzará a 
mostrar su capacidad de comunicarse y transmitir a las partes la idea de que 
entre todos intencarán solucionar el problema, 


4. Sesiones conjuntas y privadas 


Como ya se indicó anteriormente, la Audiencia de conciliación es una y 
comprende la sesión o sesiones necesarias para el cumplimiento de los fines 
previstos en la ley, según lo dispone el artículo 10 de la Ley, y eventualmente 
se pueden convocar a sesiones privadas o caucal!% con cada una de las partes. 


(185) El término coman 19 está adricido por la Meal Academia Española, se «rara de uns que propía del ingl 
americano, El Distemoro Calls lo relaciona con una voz del Kdioma algonquino, ura nación india nortea- 
imericana, que signdica “reunión de jefas de ribu” y hace referencia la realización de nna reunión pei- 
vada e secre, Existe abundante documentación donde parece tener dignos significados como reunión, 
congreso, convención, dele, según los consextos, Es el argor accprado por Jure» se acepta 
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Las sesiones se desarrollan normalmente de manera conjunta, es decir, 
con presencia simultánea del conciliador y las partes, en la cual intentarán 
mantener un esquema de comunicación entre cllas, iniciando un diálogo 
directo de tipo parte-conciliados en el cual cada una de las partes expondrá al 
conciliador su punto de vista de la controversia a fin de que este tome cono- 
cimiento más profundo del problema y al final de dicho relaco el conciliador 
confirmará la real comprensión de lo expresado por esta parte, pero también 
surge un diálogo indirecto parte-parte en el cual, y de manera indirecta, cada 
parte se informe del punto de vista de su contraparte, operando una espe- 
cie de triangulación del diálogo, ya que una parte expresa al conciliador su 
punto de vista de la controversia, peto al estar presente la otra parte esta tiene 
la oportunidad de escuchar sin interferencias ese mismo relato, y viceversa 


Excepcionalmente, y si la situación lo amerita, el conciliador o cua 
quiera de las partes puede solicitar la realización de una sesión privada o aw 
us, en la cual se deberá reunir de manera privada con cada una de las partes 
por separado, y esto motivado ya sea por considerar que durante el desarro- 
llo de la sesión conjunta no se ha podido restablecer el proceso de comuni- 
cación debido a la presencia de una alta carga emotiva, siendo necesario lle- 
gar a desapasionar y calmar a cada una de las partes por separado; o bien, 
porque desea obtener información viral para una mejor comprensión del con- 
flicto que difícilmente puede ser manifestada por una parte en presencia de 
la otra, En cualquiera de estos casos, la labor del conciliador se reduce a reu- 
nirse con ambas partes y en un tiempo proporcionalmente igual, a fin de evi- 
tar dañar su imagen de imparcialidad y neutralidad; por otro lado, debe man- 
tener el cumplimiento del principio de confidencialidad, al estar obligado a 
confirmar al momento de finalizar la sesión privada con cada una de las partes 
acerca de lo que puede urilizar en la sesión conjunta de lo manifestado en la 
sesión privada, ya que si no se htace esto, deberíamos entender que nada de lo 
dicho en la sesión privada podrá utilizarse al estar protegido por el principio 
de confidencialidad 


pacificamente que es sinónimo de ación privada, que esla que eventualmente reclisa el conciliador por 
separado con cada ura delas pure, como parte del procedimiento concilicorio. 
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GRÁFICO 
'TRIANGULACIÓN DEL DIÁLOGO EN UNA SESIÓN CONJUNTA 
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5. Concurrencia de las partes 


5.1. Concurrencia personal y casos de representación "% 


El primer párrafo del artículo 14 de la Ley señala que la concurrencia a la 
Audiencia de Conciliación es personal, salvo las personas que conforme a ley 
deban actuar a cravés de representantes legales. AL ofrecer el procedimiento 
conciliatorio la posibilidad de efectuarse concesiones recíprocas entre las par- 
ess, el legislador ha preferido restringir la figura de la representación, seña- 
lundo que la regla general será la de la concurrencia personal de las partes a la 
audiencia y, por excepción, admite la posibilidad de que scan los representan- 
tes los que puedan apersonarse a la audiencia de conciliación. 


(186) Sobre la crícica que hemos efecrvado respecto de la deficerse regulación de l representación enel proce= 
Alimento conciliarorio se puede consultar nuesto artículo: “Ya tengo el podr, pero en la conciliación no 
voya poder”, E. Revista Juridico ll Per IN? 102, Gaccca Juceica, Lie, agusto de 2009, pp. 271-278. 
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En la conciliación extrajudicial, la representación supone la declaración de 
voluntad del representante que interviene a nombre, por cuenta y en interés del 
represcatado, surticado su declaración efectos directos respecto del representado. 


5.1.1, Personas naturales 


La regla general es la concurrencia personal, permitiéndose la concu- 
rrencia mediante representante solo en los casos debidamente acredita- 
dos de: 3) incapacidad física temporal o permanente, o ii) cuando se domici- 
lía fuera del distrito conciliacorio. Fuera de estos supuestos que deben estar 
perfectamente acreditados mediante certificado médico, certificado domi- 
ciliario o constancia de movimiento migratorio— no se permite la participa- 
ción mediante representante. Encontrándose habilitado para actuar mediante 
representante, el poder debe ser otorgado mediante escritura pública, con 
facultades para conciliar extrajudicialmente, disponer del derecho mareria 
de conciliación y ser invitado al procedimiento conciliatorio. Por otro lado, 
debemos entender que la representación para personas naturales, que normal- 
mente se efectúa a nivel procesal a través del conocido poder para litigar, no 
surte efectos ni es válido en un procedimiento conciliatorio cuando el solici- 
tante y el invitado domicilian en el mismo distrito conciliatorio y no presen- 
tan ningún impedimento físico, siendo que en estos casos será de exigencia 
obligatoria la concurrencia personal de las personas naturales 


5.1.2. Personas jurídicas 


Las personas jurídicas se apersonarán a la Audiencia de conciliación a través 
de sus representantes legales en el país, bastando exhibir el documento donde 
conste la designación, debidamente inscrita en Registros Públicos y con el cer- 
tificado de vigencia de poder respectivo. El artículo 14 del Reglamento com- 
plementa agregando que el gerente general o los administradores de las socie- 
dades reguladas en la Ley General de Sociedades (sociedad anónima, sociedad 
«colectiva, sociedacles en cormandita, sociedad comercial de responsabilidad limi 
tada y sociedades civiles); así como el administrador, representante legal o pre- 
sidente del Consejo Directivo de las personas jurídicas reguladas en la Sección 
Segunda del Libro 1 del Código Civil (asociación, fundación y comité), tienen, 
por el solo mérito de su nombramiento, la facultad de conciliar extrajudicial- 
mente. La representación se acredita con la copia notarialmente certificada del 
documento donde conste el nombramiento, debidamente inscrito. 


5.1.3. Incapaces absolutos y relativos 


Por su parte, cuando se trate de derechos y bienes de incapaces absolutos 
o relativos, la conciliación se encuentra prohibida de realizarse, conforme a lo 
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estipulado en el literal c. del artículo 7-A de la Ley, salvo los casos de menores 
de edad que sean padres de familia y actúen como representantes de sus hijos 
en temas de alimentos, régimen de visitas y tenencia. Recordemos que en los 
casos de incapaces absolutos y relativos, los eventuales actos de disposición de 
los derechos y bienes de los incapaces por parte de sus representantes requie- 
ren de manera forzosa de una autorización judicial, con lo cual resultaría ini- 
ciar un trámire previo al judicial si es que al final de cuentas se requerirá de la 
aurorización judicial para convalidar un acto extrajudicial 


6. Participación de terceros (asesores, especialistas y testigos a ruego) 


Si bien es cierto que la presencia de las partes es estrictamente personal, 
el Reglamento en su artículo 21 numeral 1 menciona la posibilidad de que 
las partes puedan estar asesoradas por personas de su confianza o especialistas 
que coadyuven al logro de la conciliación, siendo que la participación de estos 
asesores o especialistas tiene por finalidad brindar información especializada 
a las partes, a fin de que estos tomen una decisión informada, no debiendo de 
interferir en las decisiones de las partes ni asumir un rol protagónico durante 
las discusiones que se promuevan en la audiencia de conciliación. Debe asu- 
mirse que los asesores pueden ser cualquier tipo de personas, sean letradas o 
no, que acompañarán a la parte conciliante, con lo cual se admite que las par- 
tes puedan asistir a la Audiencia de conciliación con un abogado —por ejem- 
plo- que ejercerá el rol de ser ascsor legal, pero también abre la posibilidad 
de que esta persona pueda ser cualquiera, sin importar el grado de inseruc- 
ción, sino más bien el grado de confianza entre ellas. La diferencia del ase- 
sor con el especialista radica en que el primero es cualquier persona que ins- 
pire confianza a la parte que acompaña, mientras que se puede colegir que el 
segundo es una persona versada en determinada especialidad técnica o profe- 
sional y que su apoyo reside en su formación académica o práctica aplicable a 
la apreciación de determinado tema. 


Como vemos, el rol del asesor dentro de una audiencia de conciliación 
extrajudicial es particularmente específico y limitado. Decimos esto ya que 
por un lado el artículo bajo comentario señala taxarivamente cuál es su fun- 
ción, que tiene por única finalidad brindar información especializada a la 
parte asesorada para que esta tome una decisión informada, lo que podría 
entenderse también como el hecho de ayudar a la parte que asesora a eva- 
luar todas y cada una de las opciones de solución que se elaboren al interior 
de la audiencia y ver la conveniencia o no de adoptar dichas propuestas y su 
forma de redacción en el acta final; por otro lado, se está limitando su accio- 
nar al prescribir que el asesor no deberá interferir en las decisiones de 
las partes ni asumir un rol protagónico durante las discusiones que se 
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promuevan en la Audiencia de conciliación, ya que en última instancia 
quienes toman la decisión serán las partes —y no los asesores— y son escas las 
que van a intentar restablecer el proceso de comunicación roto por el con- 
flicto, es decir, son las partes y el conciliador los que van a comunicarse y 
tener derecho a intervenir en el momento acordado. 


Esto último debe entenderse como que los asesores tienen derecho a estar 
presentes en las audiencias, pero sin tener derecho a voz. Claro está que esto 
puede admitir ciertas excepciones, como por ejemplo, cuando nos encontre- 
mos ante situaciones en que los asesores intervienen en un momento deter- 
minado de la audiencia para poder explicar con mayor detenimiento algún 
aspecto técnico, o para poder complementar lo dicho por sus asesorados, 
siendo requisito indispensable que el asesorado manifiesta su intención de 
que see el asesor el que haga uso de la palabra en su representación, como 
podría suceder en un caso en que el gerente de una empresa otorgue el uso 
de la palabra a su contador para que sea este quien explique cómo fue que se 
calculó tal o cual porcentaje de interés. Lógicamente que esta disposición no 
impide que el asesor hable con su asesorado, para lo cual el conciliador deberá 
velar porque estos diálogos entre asesor y asesorados no interfieran la din: 
mica propía de toda audiencia de conciliación. 


Debemos suponer que cada parte tiene derecho a asistir a la audiencia 
de conciliación con un asesor, aunque el Reglamento no establece un límite 
en cuanto al número máximo de asesores que pueden concurrir para asistir a 
cada una de las partes, aunque se deberá velar por mantener cierta proporcio- 
nalidad y equilibro en cuanto al poder de caca una de las partes y que podría 
aumentar o disminuir dependiendo de la cantidad de asesores que se encuen 
tren presentes para respaldar su posición. 


Por otro lado, el numeral 1 del citado artículo 21 del Reglamento tam- 
bién contempla la participación de cestigos a ruego, para el caso de personas 
analfabetas o que por cualquier circunstancia se encuentren impedidas de fir- 
mar. En estos casos, el restigo a ruego es designado por la parte respectiva y 
deberá concurrir a la audiencia y suscribir el acta de conciliación en señal de 
conformidad bajo sanción de nulidad. 


|. Desarrollo de la audiencia 


Si bien es cierto que el Reglamento señala en su artículo 21 una serie de 
pautas que deben tenerse en cuenta al momento de realizarse la audiencia de 
conciliación, así como los artículos 42 y 43 mencionan funciones a cumplirse 
por todo conciliador, el artículo 44 menciona sus obligaciones y el artículo 45 
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los límites en el ejercicio de la función conciliadora, no se especifica de manera 
detallada cuáles son las posibles tareas a desarrollarse al interior de la audien- 
cia de conciliación ni el orden de cfecruarlas. De manera resumida diremos 
que, en principio, toda audiencia de conciliación efectiva debería eransitar por 
los siguientes pasos: 


- Presentación del conciliador y de las partes. 

- Apertura dialogada. 

- — Exposición de la controversia desde el punto de vista del solicitante. 
- — Parafraseo o confirmación de lo escuchado por parte del conciliador. 
- Exposición de la controversia desde el punto de vista del invitado. 

- — Parafraseo o confirmación de lo escuchado por parte del conciliador. 
- — Sesiones privadas con cada una de las partes (facultarivo) 


- Identificación de los problemas centrales (agenda) y de los intereses 
de las partes. 


- Generación de opciones (lluvia de ideas) 


“Toma de decisiones 


- Suscripción del Acta de conciliación conteniendo el Acuerdo 
conciliarorio. 


Y. CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN 


El artículo 15 de la Ley establece las formas de conclusión del procedi- 
miento conciliatorio y que generan a su vez las formas de actas de conciliación 
respectivas a expedirse al finalizar el procedimiento conciliarorio. Estas formas 
de conclusión son las siguientes: 


1. Acuerdo total de las partes 


Cuando las partes se han puesto de acuerdo respecto de todos los pun- 
tos relativos a su conflicto de intereses y señalados como tales en la solicitud 
de conciliación y a lo largo del procedimiento conciliatorio, es decir, cuando se 
han resuelto todas las prerensiones determinadas y las eventuales prerensiones 
determinables que se hubieran incorporado dentro del procedimiento. 
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Acuerdo parcial de las partes 


Cuando las partes se han puesto de acuerdo respecto de alguno o algu- 
nos de los puntos controvertidos, dejando otros sin resolver, Debemos precisar 
que el acuerdo parcial no se refiere a la pluralidad de sujetos, en los se llegan a 
acuerdos conciliatorios solo entre algunos de ellos. 


3. Falta de acuerdo entre las partes 


Cuando las partes asisten a la primera sesión, el conciliador debe promo- 
ver el diálogo y eventualmente proponerles fórmulas conciliscorias no obliga- 
torias. Si al final de dicha sesión o de las que resultare pertinente convocar las 
partes manifiestan su deseo de no conciliar, la Audiencia y el procedimiento 
de conciliación deben darse por concluidos. 


4. Inasistencia de una parte a dos sesiones 


Cuando solo una de las partes acude a la primera sesión —sea esta solici- 
tante o invitado—, deberá convocarse a una segunda sesión. Si la situación per- 
siste en la segunda sesión, deberá darse por concluida la Audiencia y el proce- 
dimienco de conciliación. 


.  Inasistencia de ambas partes a una sesión 


Si ninguna de las partes (solicitante o invitada) acude a le primera o 4 
cualquier sesión, no debe convocarse a más sesiones, dándose por concluido el 
procedimiento de conciliación. 


6. Decisión debidamente motivada del conciliador en audiencia efectiva, por 
advertir violación a los principios de la conciliación, por retirarse alguna 
delas partes antes de la conclusión de la audiencia o por negarse a firmar 
el acta de conciliación 


En este caso, nos encontramos ante la posibilidad de concluir el procedi 
miento conciliatorio por causales totalmente distintas a las antes menciona- 
das. El problema es que exige que nos encontremos frente a la concurrencia 
de la totalidad de las partes conciliantes en lo que se conoce como audiencia 
efectiva. Pero limita los casos de conclusión del procedimiento conciliatorio 
al retiro de alguna de las partes antes de la conclusión de la audiencia, o por 
negarse a firmar el acta o por advertir violación a los principios de la concilia- 
ción (como ocurre por ejemplo con el tema de la confidencialidad). 


A continuación mencionaremos algunos casos que pueden presentarse y 
que no han sido contemplados por la normatividad: 
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- Los casos en los que se llega a un acuerdo amigable entre las partes 
después de la norificación de la invitación y antes de la fecha de rea- 
lización de la audiencia, opcrando una especic de desistimiento de la 
pretensión por parte del solicitante. 


- De manera similar al punto anterior, en los casos en los que opera 
una especie de desistimiento por parte del solicitante, el cual decide 
que no desea seguir con el procedimiento conciliatorio al advertir 
que su pretensión carece de amparo real, o porque sencillamente no 
existe controversia. 


- — En algunos casos, el conciliador puede advertir que se ha recepcio- 
nado una solicitud de conciliación que versa sobre una materia que 
no es conciliable, debiendo poner fin al procedimiento, bajo pena de 
ser sancionado. 


- Cuando el conciliador advierta que en el procedimiento que se ha 
cometido o se intentó cometer delitos que acentan contra la vida, el 
cuerpo, la salud, la libertad sexual u otros que por su trascendencia 
social no deben ser privilegiados con la confidencialidad y que consti- 
tuyen excepciones de su fiel cumplimiento. 


En cualquiera de estas situaciones, debe tenerse presente que todo pro- 
cedimiento conciliatorio debe concluir siempre con la redacción de un acta de 
conciliación, debiendo el conciliador ejercer su libertad de acción dentro de los 
límites señalados por la Ley, debiendo fundamentar con precisión la causa por 
la cual decidió poner fin al procedimiento conciliatorio. 


“Todos los puntos señalados deben considerarse como formas de conclu- 
sión del procedimiento de conciliación, por lo que sería conveniente ampliar 
las posibilidades de conclusión del procedimiento. 


Punto importante es la cuestión referente al hecho que nada impide 
que habiéndose dado por terminada la conciliación, puede convocarse a una 
nueva, sí es que las partes lo desean, lo que expresa un deseo de intencar hasta 
donde sea posible resolver la controversia en sede distinta a la judicial. 


VL REFLEXI 


FINAL 


Consideremos al procedimiento conciliatorio como el camino que reco- 
sren las partes para intentar encontrar al final del mismo al acuerdo conci 
torio. Este camino, que no está exento de escollos, lo recorren guiados por el 
conciliador, quien los anima a seguir caminando hasta el final; pero si bien es 


216 


Análisis crítico en torno al recorrido que presenta el procedimiento conciliatorio 


cierto hemos presentado una hoja de ruta, este camino no siempre es igual, 
sino que siempre se hace sobre el andar de todos los participantes. Considere- 
mos también que este camino a veces no se concluye, por múltiples factores 
que impiden lograr la coincidencia de las voluntades de las partes mediante 
el acuerdo, pero ello no debe ser impedimento para intentar recorrerlo las 
veces que sea necesario. Como dice Leo Buscaglia: “El intentar es arriesgarse a 
fallar. La persona que no arriesga nada, no hace nada, no tiene nada y es nada. 
Podrá evadir penurias y sufrimientos, pero no puede aprender, sentir, crecer, 
vivir, y querer”. 


GRÁFICO 
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CAPÍTULO 
vnI 


ACERCA DEL EFECTO DE COSA JUZGADA 
DE LAS ACTAS DE CONCILIACIÓN 


“Prometemos según nuestras esperanzas y cumplimos 
scgún nuestros temores" 


Erangois de la Rochefoucauld 


L INTRODUCCIÓN 


Cuando existe uma controversia entre dos o más partes y se recu- 
xre al órgano jurisdiccional para que sea este a través del juez quien decida 
mediante la expedición de una sentencia al finalizar un proceso, vemos que 
con ella se cumple con la obligación de brindar tutela jurídica a los justicia- 
bles mediante la declaración de un derecho contenido en dicho pronuncia- 
miento jurisdiccional. Pero si bien es cierto que se opta de manera recurrente 
por el proceso judicial como forma de resolver un conflicto entre dos esfe- 
ras contrapuestas de intereses, también cabe que se solvente por obra de los 
propios litigantes; así el empleo de la autocomposición, que pertenece a la 
esfera de las decisiones individuales, pretende evitar el inicio del juicio o bus- 
car apartarse de la vía jurisdiccional para ponerle término por otros medios 
distintos a los de la sentencia" 


En este sentido, los ubjeros acerca de los que normalmente se trata en el 
proceso civil no exigen la vigencia en él de los principios de legalidad, nece- 
sidad e inmutabilidad, y ello permite, y aun aconseja muchas veces, que se 
prescinda del instituto del proceso, haciéndolo innecesario si las partes logran 
una avenencia o lo sustituyen por otro medio que puede ser más conveniente 
para el logro de la armonía y la paz jurídica. Así, el proceso civil se puede 
hacer innecesario por un resultado favorable en un intento previo de conci- 
ión, siendo que el carácter fundamentalmente disponible de los derechos 
privados subjetivos no aconseja imponer como único medio de resolver las 


(187) ALCALÁ-ZANORA Y CASTILLO, Niceto, Preuo, sorcompaserón y aocadefnoo, Imprenta Usivenicaia, 
México, 1947, pp. 282). 
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discrepancias entre particulares la vía del proceso civil. En cuanto a la efi- 
cacia procesal del convenio logrado en conciliación, existe una equipa- 
ración a una sentencia, en tanto que se puede ejecutar el convenio con 
arreglo a las normas sobre ejecución de sentencias“, 


Debemos precisar que el acuerdo conciliatorio no solo se limita a con- 
tener de manera indubirable la función componedora de las partes, sino que 
este acuerdo debe contener ciertos clementos que lo tornen ejecutable debido 
a que goza de los efectos de una sentencia con la calidad de cosa juzgada, es 
decir, el acuerdo se vuelve seguro para las partes, así como ejecutable, 
pues concluido un proceso, por medio de la conciliación, este se torna 
inamovible e inalterable, gozando de los efectos de una sentencia con la 
autoridad de cosa juzgada'” 


En este sentido, el artículo 328 del Código Procesal Civil prescribe que 
La conciliación —refiriéndose a la conciliación procesal— surte el mismo 
efecto que la sentencia que tiene la autoridad de la cosa juzgada. 


Pero hay que hacer el distingo en el sentido que las sentencias que ponen 
fin de manera definitiva al proceso poseen autoridad de cosa juzgada, mien- 
tras que el acto conciliatorio por el cual se evita el inicio de un proceso o se 
permite la conclusión de manera especial de un proceso tiene efecto de cosa 
juzgada. Por esta razón es totalmente válido analizar la inscicución de la cosa 
juzgada para determinar su grado de influencia en el acuerdo conciliatorio ya. 
sea como forma especial de conclusión del proceso civil —refiriéndonos a la 
conciliación procesal o intra proceso- o como una forma de evitar el inicio de 
un juicio —para los casos en que se llegue a acuerdos vía conciliación extrajudi- 
cial, que hacen innecesario del inicio del mismo— 


TI. LA COSA JUZGADA 


En palabras de Monroy, si el fin abstracto del proceso es la paz social en 
justicia, tal encargo solo va a poder ser cumplido cuando las decisiones judi- 
ciales no admitan ningún cuestionamiento, y la decisión final que se obrenga 
en el proceso sea de exigencia inexorable, Esta calidad de indiscuribilidad y 
de cerceza en su contenido es una autoridad intrínseca que acompaña a las 
resoluciones judiciales y recibe el nombre de cosa juzgada. Se precisa, ade- 
más, que para que la autoridad de cosa juzgada acompañe a una resolución se 


(18) PRIETO-CASTRO, Lecnardo, Den Prsad Ci 
(189) ZEGARRA ESCALANTE, Hilemer. Former atra 
Mas Perú Edicores, Tallo, 1999, 128. 


edición, Tecnos, Madrid. 1989, pp, 418-422, 
desvelo ss pracen cri. 2% edición nrualizada, 
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deben haber agotado todos los medios impugnatorios pasibles de ser deduci 
dos contra ella, sea que se trate de una resolución inimpugnable o que haya 
transcurrido cl plazo legal correspondiente sin haberse interpuesto impugna- 
ción alguna contra esca, 


El aforismo yes judicata pra veritate haberur —que puede ser traducido como 
la cosa juzgada se tiene por verdad-, nos lleva a señalar que la cosa juz= 
gada es lo resuelto en juicio contradictorio, ante un juez o tribunal, por sen 
tencia firme, contra la cual no se admite la interposición de recurso alguno, 
no cabiendo posibilidad de contradecirla judicialmente salvo la acción muli- 
dad de cosa juzgada fraudulenta—, poniendo fin a la polémica entre las par- 
tes y dando estabilidad jurídica a las resoluciones, de manera que la cuestión 
controvertida no pueda ser discutida de nuevo en ese proceso ni en otro y la 
parte cuyo derecho ha sido reconocido en la sentencia, pueda obrar en justicia, 
sin que ningún juez pueda desconocer su derecho reconocido. Se llega a afir- 
mar que bien puede calificarse a la tesis de la inmurabilidad y santidad de 
la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, cualesquiera que fue- 
ran los vicios de que su dictado adoleciera, como mito propio de una ideología 
exacerbadamente individualista, siendo que en la eterna opción entre el valor 
seguridad y el valor justicia, debe prevalecer, a todo trance, el primero!” 


En definitiva, se suele afirmar que lo decidido en un proceso judicial por 
el magistrado a través de la expedición de una sentencia firme contra la cual 
no procede la interposición de recurso impugnatorio alguno posee la cali- 
dad de cosa juzgada y, por lo mismo, no puede pretenderse cuestionar dicha 
decisión jurisdiccional ni en ese proceso ni en ningún otro, no quedando otra 
alternativa que respetar y hacer cumplir la voluntad del juzgador expresada 
en la sentencia, 


III. CARACTERÍSTICAS DE LA COSA JUZGADA 


Eduardo Couture señalaba que la cosa juzgada es la autoridad y efica- 
cia de una sentencia judicial cuando no existen contra ella medios de 
impugnación que permitan modificarla. Así, la cosa juzgada como auto- 
sidad es el asributo propio del fallo que emana de un órgano jurisdiccio- 
pal cuando ha adquirido carácter definitivo. La cosa juzgada como eficacia 
implica que la sentencia adquiere los caracteres de inimpugnabilidad, inmuta- 
bilidad y coercibilidad', 


(190) MONROY GÁLVEZ, Juan, Itrudación al prov cv. Tem, Bogotá, 1596, pp. 86-87. 
(191) PEYRANO, Jorge V.. El pransa cl: pricprory fundementas. Asares, Buenos Aires, 1978, mp. 171-247. 
(192) Citado por Zegarra Escalaue. Ob. it, p, 128. 
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Entonces, podemos afirmar que “la cosa juzgada se asienta en dos princi- 
pios: a) La extinción de la acción con su ejercicio, lo que impide su renovación 
en otro proceso, salvo disposición legal expresa; y b) La seguridad jurídica, a 
fin de dar estabilidad a las relaciones de Derecho. Por eso los efectos de la cosa 
juzgada obligan a toda autoridad y el artículo 139 de la Carta Política, en sus 
incisos 2 y 13, prohíbe dejar sin efecto resoluciones que han pasado en autori- 
dad de cosa juzgada y revivir procesos fenecidos. De aquí signe que son caracte= 
res de la Cosa Juzgada, la inmutabilidad y la coercibilidad” (Cas, N* 724-2006, 
Lambayeque). Por otro lado, “no debe confundirse la cosa juzgada con el prin- 
cipio de preclusión, por cuanto la primera está referida a la exisrencia de una 
sentencia definitiva o un auto que produzca estos efectos, en cambio la pre- 
clusión implica que transcurrido (síc) una erapa del proceso no se puede regre- 
sar a otra etapa, lo cual no impide que se pueda declarar de oficio la nulidad 
de los actos procesales cuando se advierte la existencia de mulidades insubsa- 
nables” (Cas. N* 1195-2004, Ica). 


1. Autoridad de cosa juzgada 


La autoridad de cosa juzgada es la fuerza definitiva que la ley atribuye 
a la sentencia firme, bien por haberse dado el último recurso o por no haberse 
apelado dentro del término o por vicios de forma en la apelación, siendo que 
tal eficacia se revela entre las partes litigantes. Así, la sentencia judicial crea 
un estado de verdad judicial y de intangibilidad impugnatoria, y el fallo cons- 
tituye título ejecutivo para los que litigaron y se traduce en la imposibili- 
dad de reproducir la misma cuesción, porque el demandado podría oponer la 
excepción de cosa juzgada contra las pretensiones de mala £e'*, Se debe pre- 
cisar que no todas las decisiones últimas de un proceso están investidas 
de la autoridad de la cosa juzgada, pues esta solo se presenta en aque- 
llas resoluciones en las que haya un pronunciamiento sobre el fondo, es 
decir, sobre el conflicto que subyace en el proceso"? 


2. Eficacia de la cosa juzgada 


La cosa jungada como eficacia implica que la sentencia adquiere los 
caracteres de inimpugnabilidad (cuando no procede ningún medio impug- 
natorio contra ella), inmutabilidad (cuando el juez de la causa o cualquier 
tro juez se encuentran impedidos de modificar sus términos) y coercibilidad 
(que pueda ser sometida a ejecución forzada). 


(193) GABANELLAS, Guillermo. Dicionario emiapédio e Dencbo saul. Tomo 1, 26* cición, Helisec, Buenos 


Alies, 2001, p. 425, 
(194) MONROY GÁLVEZ, Juan, Ob. ie, p-86. 
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Los caracteres de inimpugnabilidad e inmutabilidad de la cosa juzgada, se 
encuentran consagrados en el artículo 123 del Código Procesal Civil. 


Así, respecto de la inimpugnabilidad, el artículo mencionado señala que 
una resolución adquiere la autoridad de cosa juzgada cuando: i) no proceden 
contra ella otros medios impugnatorios que los ya resueltos; o, ii) las partes 
renuncian expresamente a interponer medios impugnatorios o dejan transcu- 
srir los plazos sin formularlos; agregando en su parte final que la resolución que 
aclquiere la autoridad de cosa juzgada es inmutable salvo Jo dispuesto en los 
artículos 178 (nulidad de cosa juzgada fraudulenta) y 407 (corrección de 
errores numéricos y ortográficos durante la ejecución de la resolución). 


La cocrcibilidad la tenemos precisada en el numeral 1 del artículo 688 del 
Código adjetivo, que señala que se puede promover ejecución de las resolucio- 
nes judiciales firmes. Así, parafraseando a Monroy, cuando una decisión juris- 
diccional se vuelve inmutable y se constituye en cosa juzgada, debe asegu- 
rarse no solo que el conflicro se haya resuelto a nivel jurisdiccional, sino que 
la sencencia despliegue sus efectos en la realidad, pues el reconocimiento de lo. 
imperativo del mandato no es necesariamente lo mismo que el cumplimiento 
de este cn el plano de la realidad, porque si existe desobediencia del obligado 
entonces la jurisdicción se convertiría en una actividad inútil y absurda, y el 
prestigio social de la jurisdicción se debe, en considerable medida, al hecho 
de que sus decisiones deben ser obedecidas por el ciudadano vinculado a ellas, 
no tratándose de un mandato moral, sino que vinculado a él se encuentra la 
fuerza material del Estado, su imperio expresado en la posibilidad de uril 
zar algunas de sus instituciones como instrumentos coercitivos a fin de hacer 
cumplir el mandato judicial que ha alcanzado la calidad de definitivo o de 
todo aquel que requiera ejecución 


En otras palabras, nos encontraríamos frente a una función jurisdiccio- 
nal que, en su aspecto decisorio se encargará de decidir el fondo de la contro- 
versla, y que en su aspecto ejecutivo se encargará de ejecutar lo decidido de 
manera coercitiva en caso de la renuencia del vencido a cumplir con lo ordenado 
en una sentencia firme y consentida sobre la cual ha recaído la autoridad de cosa 
juzgada, 


(195) MONROY GÁLVEZ, Jus, Ob. ch, po. 220-221, 
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TV. CLASES DE COSA JUZGADA 


De otro lado, doctrinariamente se hace la distinción entre cosa juzgada 
formal y cosa juzgada sustancial o material. 


1. Cosa juzgada formal 

Hay cosa juzgada formal cuando la sentencia o resolución judicial es 
inimpugnable, pero no es inmutable; es decir, no puede ser impugnada den- 
tro del mismo proceso —al haberse rechazado el recurso impugnatorio o por 
vencimiento del plazo para su formulación pero sí puede ser modificada en 
un proceso posterior, como ocurre cuando se interpone la nulidad de cosa juz- 
gada fraudulenta dentro del plazo de lez. 


2. Cosa juzgada material 


Existe cosa juzgada sustancial o material cuando la sentencia o resolución 
judicial es inimpugnable dentro del mismo proceso e inmutable en un proceso 
posterior. 


En palabras de Ernesco Perla Velaochaga, la cosa juzgada material es la 
que produce la inmutabilidad definitiva de la sentencia y se funda en la 
necesidad de que los conflictos tengan ua fin impuesto por la autoridad 
del Estado, en garantía del orden jurídico, siendo que ello impide que el 
conflicto se reabra, de tal manera que ni las partes ni de los que de ellas 
derivan su derecho, pueden volver a plantearlo, ni los jueces pueden 
admitir una nueva discusión, ni menos nueva decisión, sobre lo que ha 
sido resuelto, ya que ella constituye una resolución de tal clase que no 
solamente es una ejecutoria, algo que debe cumplirse, sino que es una 
resolución que además de ser cumplida se tiene en forma decisiva como 
la expresión de la voluntad legal sobre el particular, sin que haya poder 
que pueda desconocerla, sin excepción dentro del campo del Derecho 
eiii, 


En este orden de ideas, la plena eficacia de la cosa juzgada solo se alcanza 
cuando la sentencia o resolución judicial adquiere las caracteríscicas de inim- 
puenabilidad e inmurabilidad, y una vez adquirida esas características obten 
drá recién la coercibilidad. 


(196) PERLA VELAOCHAGA, Ernesto, Jai mdinara. 7% edición, Edivoil y Disribuidoca de Libros EDDILI, 
Lio, 1987, 4 
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Y. LOS EFECTOS DE COSA JUZGADA 


De ordinario se sucle afirmar que las actas de conciliación con acuerdo 
son iguales 4 una sentencia judicial, razonamiento que carece de sustento 
tanto fáctico como legal, pues en realidad existen diferencias que nos llevarían 
a desvirtuar esta afirmación que se encuentra muy arraigada entre las perso- 
nas ajenas al campo jurídico. 


Como se ha visto, la autoridad y eficacia de cosa juzgada es una caracte- 
rística única y exclusiva de las resoluciones judiciales que ponen fin de manera 
definitiva a la controversia mediante el acro de decisión del juez respecto del 
fondo de la controversia, el mismo que resulta inimpugnable, inmurable y 
coercicivo. Pero también es posible que el proceso concluya de manera dis- 
tinta al acto de decisión del magistrado —ya sea por conciliación extrajudi- 
cial o judicial-, generando una serie de efectos similares a los de una senten- 
cia firme pero contenidos en un documento que no posee el mismo valor que 
una sentencia —y por tanto carece del valor de cosa juzgada— pero sí comparte 
efectos de cosa juzgada. 


Una sentencia contiene el acto de decisión de una controversia que es 
expedida por un magistrado al finalizar un proceso de naruraleza pública y 
que es susceptible de cuestionarse mediante los respectivos recursos impug- 
nacorios que prevé la ley procesal hasta que adquiera el carácter de inmuta- 
bilidad que le otorga la autoridad y efectos de cosa juzgada. Un acta de 
conciliación es un inserumento que contiene la manifestación de voluntad de 
las partes tendiente a resolver su controversia y, en consecuencia, evica el ini- 
cio del juicio o concluye el proceso ya iniciado, y el acuerdo conciliarorio no 
genera efecros de cosa juzgada de manera inmediata pues, en el caso de la 
conciliación procesal, será necesario que previamente sea aprobado por el juez 
de la causa, conforme lo exige el artículo 327 del Código Procesal Civil 


Pero sí existe un elemento que las acras de conciliación comparten con 
las sentencias y que se da en cuanto a los efectos puesto ranto las acras de 
conciliación como las sentencias: 1) establecen la resolución del fondo de 
la controversia; 2) generan la imposibilidad de revisión judicial de los 
hechos controvertidos y 3) en caso de incumplimiento se puede recu- 
srir a la ejecución forzosa de los decidido v acordado y esco último se 
materializa en la posibilidad de recurrir a la misma vía procesal de ejecución 
para garantizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en dichos 
instrumentos. 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


En este sentido, y de acuerdo con Marianella Ledesma, existen una serie 
de efectos que produce el acto conciliazorio a nivel procesal'”? podrían deta 
llarse de la siguiente manera: 


1. Conla relación procesal 


Efectivamente, producido el acuerdo conciliarorio a nivel procesal y apro- 
bado judicialmente, se tiene como principal efecto la resolución definitiva del 
conflicio preexistente, de manera distinta a la sencencia, con lo cual se concluye 
el proceso con declaración sobre el fondo, de acuerdo a lo señalado en el artículo 
322 del Código Procesal Civil. Es de precisar que esta extinción de la relación 
procesal no es inmediata, pues se requerirá la aprobación de la conciliación judli- 
cial por parte del juez, además de que el proceso puede continuar hasta diluci 
dar lo concerniente a las costas, según el artículo 415 del Código Procesal Civil 


En el caso de la conciliación extrajudicial, en tanto el hecho de llegar a un 
acuerdo de manera consensuada y voluntaria significa la resolución del tema 
de fondo, tenemos que habría ausencia de litis y, en consecuencia, ya no sería 
factible interponer una demanda con lo cual sería imposible establecer una 
relación procesal válida. 


2. Conla defensa 


La conciliación procesal tiene efecto extintivo sobre la cuestión controver 
tida, volviéndola inmutable e irrevisable, impidiendo que las partes procesales 
puedan volver a formular algún reclamo sobre ella; siendo que al existir impo- 
sibilidad de que cualquiera de las partes pretenda una nueva revisión judi- 
cial de los hechos controvertidos, en caso este hecho suceda, se puede oponer 
como excepción al igual que la transacción o el desistimiento de la pretensión, 
para lo cual debe acompañarse el protocolo de la conciliación o designarse cl 
expediente en que se hubiera celebrado, acreditando su preexistencia y solici- 
tando su remisión. De manera análoga, en el caso de la conciliación extrajudi- 
cial, el efecto inmediato de arribar a un acuerdo sobre el tema de fondo será la 
resolución de la controversia y la consecuente imposibilidad de intentar judi- 
cializar un conflicto inexistente que ha sido resuelto de manera previa. 


3. Con el valor del acta 


Con la suscripción de un acta de conciliación extrajudicial o la apro- 
bación judicial de la conciliación procesal se crea un título ejecutivo y el 
acuerdo conciliatorio deviene en inmodificable. De ordinario, los acuerdos 


(197) LEDESMA NARVÁEZ, Maiancll, La ociliaión.Lcgiana Edicia, Lima, 1996, pp. 92:99. 
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libremente suscritos son cumplidos de manera voluntaria por las partes, 
debido a la mayor vocación de cumplimiento que existe. Empero, si la per- 
sona obligada no cumple, entonces la parte perjudicada por el incumpli- 
miento puede recurrir al órgano jurisdiccional, el cual empieza a actuar en 
una nueva erapa llamada ejecutiva, en la que se recurre a la ejecución for- 
2053 a través del Estado y su fuerza coactiva a efectos de hacer cumplir el 
acuerdo contenido en el acta. 


Este aspecto es el que de ordinario se emplea para sostener equivocada- 
mente de manera coloquial que las actas de conciliación son iguales a una sen 
tencia, aunque lo correcto sería decir que ambos instrumentos son títulos eje- 
cutivos (unos extrajudiciales y los otros judiciales conforme a lo prescrito en 
los numerales 1 y 3 del art. 688 del Código Procesal Civil) y por ello mismo 
comparten la misma vía procedimental contenida en el proceso de ejecución 
de resoluciones judiciales, pero reiteramos que un acta de conciliación no es 
igual a una sentencia, salvo las similitudes que presentan en cuanto a su valor 
como título ejecutivo (y consiguiente carácter ejecutable de las obligaciones 
que contiene) así como a sus efectos de solución de la controversia, imposibili- 
dad de una nueva judicialización. 


VL LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 339 DEL CPC NO AFECTA LA 
CALIDAD DE COSA JUZGADA DE UNA SENTENCIA 


El artículo 339 del Código Procesal Civil establece que, aunque hubiera 
sentencia consentida o ejecutoriada, las partes pueden acordar condonar 
la obligación que esta contiene, novarla, prorrogar el plazo para su cumpli- 
miento, convenir una dación en pago y, en general, celebrar cualquier acto 
jurídico descinado a regular o modificar el cumplimiento de la sentencia. Sin 
embargo se precisa— dicho acto jurídico no tiene la caliclad de transacción ni 
produce los efectos de esta. 


Es decir, al encontrarnos frente a una sentencia firme y consentida las 
partes se encuentran obligadas al cumplimiento de lo ordenado por el magis- 
trado, pero no existe ningún inconveniente para que ambas partes, de mutuo 
acuerdo, puedan regular o variar cl mandato judicial, requiriéndose de 
maners obligatoria la coincidencia de voluntad de las partes contenida en un 
acto jurídico para acordar la forma de cumplimiento de la sentencia con auto- 
ridad de cosa juzgada, pero este posible acuerdo no afectará el valor de dicha 
decisión judicial. 


En este sentido vale precisar que el convenio que realicen las partes, 
en momento posterior al pronunciamiento de una sentencia que queda 
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firme, regulando o modificando el cumplimiento del fallo definitivo no 
configura una transacción; por lo que no se altera lo resuelto, conser- 
vando la calidad de cosa juzgada, incidiendo tan solo en su consuma- 
ción material o ejecución, es decir, lo que las partes convengan podrá 
modificar el mandato judicial, pero la sentencia como acto permane- 
cerá inalterable (Cas. N* 2154-2003, Lima). 


Este dispositivo abre la posibilidad de modificar un acuerdo conciliato- 
rio a través de una nueva conciliación, aunque no únicamente en cuanto al 
cumplimiento de los acuerdos, sino también respecto a la posibilidad de varia- 
ción de las obligaciones contenidas en el acta. Si partimos de la premisa que el 
acuerdo conciliatorio es un acto jurídico, en tanto es manifestación de volun- 
tad de las partes destinada a crear, regular, modificar o extinguir relaciones 
jurídicas, entonces no habría ningún inconveniente para que las partes pudie- 
ran —al amparo del artículo 339 del Código adjetivo— acordar vía una nueva 
concilisción variar o modificar la forma de camplimiento de los acuerdos con- 
tenidos en un acta. Pero el tema nos lleva también a verificar que sería posible 
sustituir una obligación primigenia por otra mediante el empleo de la mova- 
ción —conforme lo habilita el artículo 1277 del Código Civil-, pero el requi- 
sito para que pueda proceder será que las partes estén de acuerdo en la susti- 
tución de obligaciones, en caso contrario se mantendrá el mérito ejecutivo del 
acta y la exigibilidad de los acuerdos, 


VIL ELPRINCIPIO DE REVISIÓN DE DERECHOS COMO OPOSI- 
CIÓNA LA COSA JUZGADA 


En el Derecho de Familia encontramos al principio de revisión de 
derechos, el mismo que podríamos definirlo como la posibilidad de que los 
términos de un acuerdo conciliatorio o de una decisión judicial que estable- 
cen obligaciones para las partes puedan ser modificados posteriormente por 
las partes, ya sea de manera consensuada o a través del inicio de la acción 
correspondiente, si es que han variado las circunstancias de hecho o la sirua- 
ción de las partes que dieron origen y justificaron el reconocimiento de deter- 
minado derecho, Recalcamos que este derecho lo apreciamos exclusivamente 
en el Derecho de Familia y que se materializa en temas como los de pensión 
de alimentos, régimen de visita y tenencia, los que pueden ser variados poste= 
riormente a su determinación “9, 


(198) PINEDO AUBIÁN, E Martín “IPapá: cumples el 2cra o vas denero: la omisión de asistencia familiar por 
incemplimienco de acuerdos cencilioros sobre alimentos”, Em. Garra Coil 6 Preeral Cial. N> 36, jam 
2016, py. 235-250. 
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Así, no podríamos hablar de ni de valor ni de efectos de cosa juzgada en 
las sentencias y actas de conciliación que versen sobre temas derivados de la 
relación familiar como pensión de alimentos, establecimiento de régimen de 
visitas y tenencia de menor, pues independientemente de que dichos instru- 
mentos sean ejecutables, las obligaciones que contienen son susceptibles de 
variación ya sea de mutuo acuerdo o a través de un nuevo acto de decisión del 
fondo de la controversia por parte del juez. 


VIH, CONCLUSIONES 


"Tenemos que desterrar entre los operadores jurídicos la creencia que las 
actas de conciliación son iguales que las sentencias, y que se encuentra muy 
arraigada sobre todo a raíz de la implementación de la conciliación extraju- 
dicial: dicho discurso resulta válido para explicar a las partes intervinientes 
tanto en una conciliación procesal como extrajudicial que los acuerdos pro- 
ducto de la conciliación son totalmente válidos, de obligacorio cumplimiento 
y sobre todo cxigibles cn sede judicial, pero no resulta válido para un análisis 
teórico desde una perspectiva procesal. 


Lo correcto es alirmor que las sentencias y las actas de conciliación som 
instrumentos que presentan particularidades muy propias y distintivas; aun- 
que sin perjuicio de ello no podemos negar la existencia de algunos elemen- 
tos que las actas de conciliación comparten con las sentencias, básicamente a 
nivel de los efectos de cosa juzgada, y que son tres: solución del fondo de la 
controversia, imposibilidad de revisión judicial de esa controversia resuelta de 
manera previa y la obligatoriedad del cumplimiento de los acuerdos plasmada 
en la posibilidad de acudir a la vía de ejecución de resoluciones judiciales en 
caso de incumplimiento. Allí radica el quid del asunto para ir terminando con 
esta siruación de aparence confusión 


Estamos seguros que en el futuro inmediato surgirán nuevos estudios que 
profundicen un mejor análisis de una institución tan poco estudiada y apre- 
ciada como la conciliación, así como les implicancias que conlleva darle una 
mayor seguridad a las partes respecto de su empleo, revalorando su capacidad 
de resolver por sí mismas su controversia, entendiendo que el proceso debe 
iniciarse cuando se han agotado todos los mecanismos de diálogo previo. En 
palabras de Marcel Proust: “el verdadero viaje de descubrimiento no consiste 
en buscar nuevos paisajes sino en tener nuevos ojos”. 


CAPÍTULO 
IX 


EL EMPLEO DE LA CONCILIACIÓN 
EXTRA JUDICIAL COMO FORMA 
ESPECIAL DE CONCLUSIÓN 
DE UN PROCESO CIVIL 
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EL EMPLEO DE LA CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL COMO FORMA ESPECIA! 
DE CONCLUSIÓN DE UN PROCESO CIVIL 


“La mejor Ley, el más excelente uso, el más úxil que yo haya visco. 
jamás, está en Holanda. Cuando dos hombres quieren pleitear 
«el uno contra el orro, son cbligados a ir ante el Tñibunal de los 
Jueces Conciliadores, llamados 'hacedores de paz”, Si las partes 
llegan con un abogado y un procurador, se hace de pronto re- 
tirar a estos últimos, como se aparta la leña de un fuego que se 
quiere extinguir. Los pacificadores dicen a las partes: 'sois unos 
Jocos de querer gastar vuestro dinero en haceros mutuamente 
infelices, mosorros vamos a arreglarlos sin que os cueste nad 
Siel furor por pleitear es fueree en esos litigantes, se aplaza para 
otro día, a fin que el tiempo suevice los sintomas de la enfer- 
medad; en seguida los jueces les envían a buscar una segunda, 
na tercera vez; si la locure es incurable, se les permite litigar, 
como se abandonan ala amputación de los cirujanos miembros 
gangrenados; entonces la justicia hace su obra”. 


Frangois-Macie Arouct Voltaire 


1 INTRODUCCIÓN 


La conciliación extrajudicial se considera como un requisito de procedibi- 
lidad obligatorio y previo a la interposición de toda demanda que verse sobre 
derechos disponibles en aquellos lugares donde se encuentra implementada 
esta exigencia. 


Así, de ordinario, el justiciable se encuentra en la obligación de agotar la 
instancia conciliatoria prejudicial debiendo acreditar al juez que ha procedido 
a solicirar la conciliación extrajudicial, que ha concurrido a la audiencia de 
conciliación respectiva y que no ha provocado la conclusión del procedimiento 
conciliatorio por retirarse antes de la conclusión de la audiencia o por negarse 
a suscribir el Acta de conciliación, conforme lo exigen los artículos 6 y 15 de 
la Ley N? 26872, Ley de Conciliación. 
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Queda claro que si al momento de calificar la demanda el juez verifica 
que el demandante no cumplió con solicitar la conciliación extrajudicial o que 
no ha concurrió a la audicacia de conciliación extrajudicial o que provocó la 
conclusión de la audiencia por una forma distinta a la falta de acuerdo o la 
inasistencia de su contraparte, deberá declarar improcedente la demanda por 
causa de manifiesta falta de interés para obrar. 


En este orden de ideas, se podría pensar que agotada de manera infruc- 
tuosa la instancia conciliatoria prejudicial ya no sería posible acudir a su 
empleo cuando la controversia que enfrenta a las partes se ha judicializado 
buscando el pronunciamiento del magistrado respecto del fondo de la contro- 
versia. Pero si apreciamos la regulación adjetiva a la luz de las modificaciones 
incorporadas por el Decreto Legislativo N* 1070 (de junio de 2008), pode- 
mos afirmar que se contempla la posibilidad de recurrir faculcarivamente al 
empleo de la conciliación extrajudicial como una forma de concluir un pro- 
ceso abierto, a pesar de haberse agotado el intento conciliatorio previo. Para 
que opere esta posibilidad buscaré con presentar el Acta de conciliación al juez 
y que este proceda a aprobar la conciliación verificando que verse sobre dere- 
chos disponibles y se adecúe a la naturaleza jurídica del derecho en litigio. 


IL. REGULACIÓN ORIGINARIA: EMPLEO EXCLUSIVO DE LA 
CONCILIACIÓN PROCESAL COMO FORMA ESPECIAL DE 
CONCLUSIÓN DE UN PROCESO CIVIL 


La redacción originaria del artículo 327 del Código Procesal Civil sola- 
mente contemplaba el empleo exclusivo de la conciliación procesal como 
forma especial de conclusión de un proceso civil por conciliación. Así, se esta- 
blecía que acepcada por las partes la propuesta conciliatoria del Juez, 
versa sobre todas las pretensiones propuestas, este declarará concluido 
el proceso. Si la conciliación recae sobre alguna de las pretensiones o se 
refiere a alguno de los litigantes, el proceso continuará respecto de las 
pretensiones o de las personas no afectadas. En este último caso, se ten- 
drá en cuenta lo normado sobre intervención de terceros. 


Este artículo guardaba estrecha relación con el derogado artículo 3261 
que establecía la obligatoriedad de que el juez proponga una fórmula 


(199) Cácligo Peoccesl Civil: 
Artícolo 326 Audiencia de corclinción 
Presentes las partes o sus apoderalos o representantes con capacidad para ello, el Juez escuchará por su 
orden las razones que expongan. De inmediato propondrá la fórmula de conciliación que sa prudente 
“birio le aconseje, También puede disponer la mspensión de la audiencia y su porreior reanudación 
¿ler de ts plo 1 mayor le dieras. 
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concilistoria, luego de haber escuchado las razones de las partes demandante 
y demandado. Es decir, se imponía al magistrado el deber de proponer a las 
partes una fórmula conciliatoria que su prudente arbitrio le aconsejara, a fin 
de lograr su avenimiento, siendo que esta proposición debía ser realizada por 
el juez con posterioridad a haber escuchado el argumento de cada una de 
las partes y conocer su intencionalidad, o dicho de otro modo —como afirma 
Zegarra—, la fórmula conciliatoria debe ser el resultado de haber escu- 
chado previamente las razones de cada una de las partes, siendo final- 
mente estas quienes decidirán en última instancia si la aceptan o 10%, 
Se debe reiterar que la fórmula conciliaroria propuesta por el juez necesari: 
mente debía tener correlación con el pedido de las partes contenido en la pre- 
tensión material que se ventilaba dentro del proceso. 


En definitiva, la gran herramienta con la que contaba el juez para propo- 
ner su fórmula conciliatoria a las partes era su prudente arbitrio, tratando 
de convencer a las partes a través de la persuasión, apoyado en el marco legal 
que le obligaba a realizar dicha labor de amigable componedor, pero sin preo- 
cuparse en una adecuada capacitación que garantizase que pudiera cumplir su 
rol de conciliador en las mejores condiciones, con lo cual teníamos jueces con- 
diliadores por mandato de la ley procesal, pero que desempeñaban su labor 
obligatoria aunque de manera casi intuitiva y empírica. 


Así, nos encontrábamos dentro de un sistema de conciliación procesal 
obligatoria del juez, en el que la audiencia de conciliación debía convocarse 
y realizarse obligatoriamente por el juez dentro del proceso judicial, debiendo 
requerir fórmula conciliacoría a las partes o proponerla él en caso de que las 
partes no aceptaran las fórmulas de aquellas, bajo sanción de nulidad. Claro 
está que, luego de haberse culminado la audiencia de conciliación obligatoria 
sin llegar a acuerdos, nada impedía que, de manera facultaciva, tanto el juez 
(sistema de conciliación procesal facultativa del juez) como las partes (sistema 
de conciliación procesal facultativa de las partes) pudieran convocar a la rea- 
lización posterior de una nueva audiencia de conciliación procesal. Es decir, 


Side formula conciiaoria fuese aceptada, se anotará en el Libro de Conciliaciones que cada óngano junis- 
lierona! levar al efero, dejandose constancia en el expediente la prapuisea no es aceptada, se est 
leí ucra describinudose lo Forula planteada, mencionándose además la parte que no prestó su confor: 
cada la mima 
Sta semencia ororga igual o menor derecho que cl que se propuso en la conciliación y fue rechazado, sele 
impore al que lo rechazó ura multa no menor de dos ni mayot de diez Unidades de Referencia Procesal, 
salva que serrat de un peaceso de alimentos, en cuyo casa el Juez puede reducirla mnlra en arerción al 
monte demandado y al que te ordena pagas en sentencia 
(Asulcalo derogado por la dica disposicion derogatoria del Devreco Legislecivo N" 1070 del 29 de junio 
de 2008), 

(200) ZEGARRA ESCALANTE, leer. Forms altornarias de conca un pro civil. 3% edición scraalizada, 
Maesol Perú eciagre, Lima 1999, pp. 120-121, 
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la falta de acuerdo conciliatorio en la realización de la audiencia de concilia- 
ción procesal obligaroria no impedía que, posterior a ella, se pudiese ejercer 
la facultad de convocar a una nueva audiencia de conciliación procesal ampa- 
rado en cualquiera de los otros dos sistemas conciliatorios procesales existen 
tes (facultaciva del juez y facultativa de las partes), siempre y cuando no 
se hubiese expedido sentencia en segunda instancia“”, pero siempre dentro 
de un sistema conciliatorio de naturaleza exclusivamente procesal. 


IL.EL VIGENTE RÉGIMEN DUAL DE LA CONCILIACIÓN 
PROCESAL Y EXTRAJUDICIAL COMO FORMAS ESPECIALES 
DE CONCLUSIÓN DEL PROCESO CIVIL 


A raíz de las modificatorias incorporadas al Código Procesal Civil por 
el Decreto Legislativo IN? 1070, actualmente existe la posibilidad de que las 
partes procesales que tienen una controversia judicializada sobre la cual no 
bay una sentencia firme y definiciva puedan incentar resolverla solicitando 
—de manera individual o conjunte— el inicio de un procedimiento conciliatorio 


estrajadicial ante wn centro de conciliación, y de llegar a un acuerdo, deberán pre- 


sentar el acta con acuerdo al juez para que la apruebe y concluya el proceso. 


Recordemos que, en virtud de la modificación introducida por el Decreto 
Legislativo NY 1070 al Código Procesal Civil, el artículo 324% del Código 
adjetivo considera que la conciliación debe realizarse obligatoriamente ante 
un centro de conciliación extrajudicial de manera previa a la interposición de 


(201) PINEDO AUDIÁN, E. Marca. "Mejorando la conilición procesul: a propísito de las enodificaciones 
“incorporadas al Código Procesal Civil por la Ley N" 30293 y su incidencia en la cuncilación intrpro- 
ceso”. Ex: Especial: Últimas modificaciones al CRC y sl CC En: Actualidad Cin. Pollicación del ns 
tuto Pacifico. N'7, Lima, cer de 2015, pp, 47-49, 

(202) Código Procesal Cal 

'Artcalo 327 - Caneilación y proceso 

Si habiendo proceso abiero, las purtes conclian fues de ose, prosonensto con un esco al Acta de Con- 
¿lisción respectiva, expedida por wn censo de conciliación Excryudicil 

Presentada por los pares el acta de conciliación, el juez la aproberá previa verficaión del requisito esta 
blecido cn el artículo 325 y, declarará concluido ul proceso 

Sila conciliación presouada al juce es parcial, y cla pocao sobre alguna de las pretensiones o se rfere a 
alguno o algunos de los liiguntes, el proceso Continuar respecto de las pretensiones u delas personas no 
aféccadas. En este aso, se cendrá ca cuenta lo nortmado sobre incesvención de tercero 

(203) Código Procesl Civil 
“Arúcalo 324 Porrmalidad de la conciliación 
La conciliación se lleva a cabo ante un centro de conciliación elegido por los partes; no obrante, sí ambas 
lo solicitan, puede el juez conmocara en cualquier ecapa del proceso, El juez no es recusable por las mani- 
festacionts que pudiera Forsular en está sudiendio, 

Los Juesra, de oficio o solicitud de uunbas partes, podrán cie a una audiencia de coucliación antes de 
mili sentencia, salvo en los casos de violencia familiar Sila auiencia de concilición fuera a pección 
dle ambas part y cualquiera de ella ro concurre ala misma, se le aplica ma mula de enrre eres y ses 
vonidades e referencia procesal (URDY" 

CArucalo modificado por la Ley N* 30293 publicada cu el diacio oficial el 28 de diciembre de 2014) 
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la demanda que verse sobre macerias conciliables en cumplimiento de la exi- 
gencia del requisico de procedibilidad de la demanda, al establecerse un si 
tema de conciliación preprocesal obligatorio para las partes. Pero este 
mismo artículo señala que la audiencia de conciliación procesal, como expre- 
sión del sistema de conciliación procesal facultativo de las partes, tiene 
un carácter estrictamente facultativo y que para su realización se requiere del 
pedido expreso de ambas partes —demandante y demandada— al juez o que 
sea este el que pueda convocar a las partes a la realización de una andien- 
cia conciliatoria al habilitarlo el Sistema de conciliación procesal faculta- 
tivo del juez. Con ello se admire la posibilidad de que una controversia sea 
resuelta por un acuerdo conciliatorio pudiendo ser este un acuerdo arribado 
en una audiencia de conciliación judicial o extrajudicial. 


Empero, el texto vigente del artículo 327 del Código Procesal Civil pres- 
«ribe que, si habiendo proceso abierto, las partes concilian fuera de este, presen 
tarán con un escrito el Acta de conciliación respectiva a fin de que sea aprobada 
y se declare concluido el proceso, Es decir, se prevé que la conclusión del proceso 
judicial se puede dar de forma especial no solamente mediante la conciliación 
judicial, sino también por la conciliación extrajudicial, no importando en este 
último caso en que etapa se encuentre el proceso judicial, siempre y cuando no 
se haya expedido sentencia en segunda instancia, con lo cual vemos que la con- 
ciliación extrajudicial se visualiza, además de requisito de procedibilidad, como 
una forma especial de concluir un proceso civil, es decir, se concibe a la conc 

ión extrajudicial como wna forma de concluir conflictos judicializados de una 
manera más eficiente y mutuamente satisfactoria. 


Esto supone que, una vez iniciado un proceso judicial, cualquiera de las 
partes procesales ha evaluado dos posibles siruaciones: 


La primera, que ambas partes (demandante y demandado) han con- 
siderado la conveniencia de un acuerdo entre ellas y están de acuerdo 
en resolver su controversia judicializada mediante el empleo de la 
conciliación extrajudicial y, por lo tanto, deciden iniciar un procedi- 
miento conciliatorio, mediante la presentación de una solicitud con- 
junta ante un centro de conciliación, a fin de que sean ellas y no el 
juez las que resuelvan el conflicto de manera mutuamente satisfac- 
toria. Influye mucho en esta decisión el hecho que, a diferencia del 
juez, el conciliador extrajudicial posee capacitación en el manejo de 
conflictos y se encuentra acreditado para el ejercicio de la función 
conciliadora al interior de un centro de conciliación, lo que garanti- 
zará un manejo adecuado de la controversia. 
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La segunda, que una de las partes procesales (sea el demandante 
o el demandado) ha evaluado la conveniencia de intentar conciliar 
extrajudicialmenee con su contraparte a fin de llegar a un acuerdo 
en sede extrajudicial que ponga fin a la controversia de manera dis- 
tinta a la sentencia. Por ello, presenta una solicirud de conciliación de 
manera individual, esperando que su contraparte acepte concurrir a 
la Audiencia de conciliación que para ral efecto convoque el centro 
de conciliación, intentando llegar a un acuerdo; así, en caso de arri- 
barse a una conciliación, el acta conteniendo el acuerdo será presen- 
tada posteriormente al juez para concluir el proceso judicial ya ins- 
taurado. Esta opción supone una forma más flexible de acecdor a la 
conciliación como forma de solución de conflictos, ya que el sistema 
de conciliación extrajudicial contempla también la posibilidad de 
intentar la conciliación de manera individual, situación que no ocurre 
en la conciliación procesal, en la que la exigencia legal es que la con- 
ciliación sea solicitada por ambas partes. 


Nótese también que, bastará con presentar al juez el Acta de concilia- 
ción con acuerdo, sea este toral o parcial, por lo que perfectamente se pueden 
admitir cualquiera de las dos situaciones anteriormente descritas. 


TV. DE LA HOMOLOGACIÓN DE LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDI- 
CIAL Y EL CUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO 
PROCESAL CIVIL 


Como vemos, el régimen adjetivo vigente considera que la conciliación 
extrajudicial sirve para poner término al litigio de manera distinta a la sen- 
tencia, en cualquier estado del mismo, siempre que no se haya expedido sen- 
tencia en segunda insrancia, no importando si esta se hubiere empleado de 
manera previa como requisico de procedibilidad, pues se contempla su empleo 
como forma especial de conclusión del proceso civil. En todo caso, pr 
sentada por las partes el acta de conciliación extrajudicial, el juez la aprobará 
previa verificación del requisito establecido en el artículo 325%* del Código 
Procesal Civil, verificando que verse sobre derechos disponibles y se adecúe a 
la naturaleza jurídica del derecho en litigio, para recién expedir resolución que 
declara concluido el proceso. 


(204) Colo Procesal Civil 
“Aríenlo 323 Requisiro de fondo de la conciliación 
El Joer aprobará la conciliación que trate sole derichos disponibles, slerspét que el acuerdo. te ade 
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Ello implica que el acuerdo conciliatorio contenido en el acta debe recibir 
vna aprobación integradora, que técnicamente se denomina homologación, por 
medio de la cual el acuerdo conciliatorio obtiene un refuerzo público por 
parte de la jurisdicción, al acribuirle aptitud e idoncidad de ser realizada 
en vía de ejecución, el contenido del acuerdo conciliarorio; así en lugar 
de que el juez dicte sentencia sobre la liris, dicta otro pronunciamiento llamado 
Resolución de homologación, que suplanta o sustimuye a la sentencia sobre la 
litis, porque en la homologación el juez conoce y decide sobre la concilia- 
ción, en cambio en la sentencia del magistrado decide sobre la litis", 


En otras palabras, no importa que la controversia se encuentre judi 
lizada, pues se contempla la posibilidad de que las partes concilien extraju- 
dicialmente el fondo del asunto y presenten al juez de la causa el Acta de 
conciliación con acuerdo expedida por un centro de conciliación extrajudi- 
cial, solicitando la calificación del acuerdo que pone fin a la litis, a manera 
de control jurisdiccional, para posteriormente proceder a su homologación, 
concluyendo el proceso mediante una resolución distinta a una sentencia y 
obteniendo recién allí mérito ejecutivo. Esta vía del empleo de la conciliación 
extrajudicial como forma especial de conclusión del proceso es más flexible 
para las partes teniendo en cuenta que puede ser solicitada por una o ambas 
partes (a diferencia de la conciliación procesal que debe ser solicitada obliga- 
toriamente por ambas partes), puede ser empleada en cualquier etapa del pro- 
ceso antes de la expedición de sentencia en segunda instancia y alcanza a todo 
tipo de controversias judicializadas, no importando si ca ellas sc hizo empleo 
previo de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad. 


De ordinario se afirma que el acuerdo conciliatorio al que puedan arribar 
las partes en el proceso es el resultado de la coincidencia de la manifestación 
de la voluntad de aquellas que se da con la finalidad de concluir el proceso ya 
iniciado. Pero la sola manifescación de la voluntad de las partes no basta para 
concluir el proceso, pues la conciliación requiere de un control jurisdiccional 
como acto previo a su aprobación. 


Así, a efectos de determinar la posibilidad de que una conciliación sea 
aprobada o no por el juez se deberá verificar, en primer lugar, que el objeto de 
la conciliación haya sido un derecho de naturaleza disponible, situación com- 
pleja habida cuenta que no tenemos una definición legal que nos permita de 
manera objetiva establecer cuándo posee naturaleza disponible y —por opos' 
ción— cuándo no la tiene, a efectos de delimitar su “conciliabilidad”, eso es, si 


(205) LEDESMA NARVÁEZ, Maciancll, La conciliación, Logrinsa Edicrial, Lima, 1996, p. 90. 
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es un derecho disponible y, por ende, susceptible de ser sometido a una 
conciliación. 


Verificado esto, el juez deberá determinar que el acuerdo conciliatorio 
se adecúe a la nacuraleza jurídica del derecho en litigio, es decir, debe tener 
vinculación estrecha con las materias o derechos que son objeto del litigio 
y están plasmados en las pretensiones. Una vez verificado el cum 
de los requisitos, recién se expedirá la respectiva resolución que dará eficac 
plena al acuerdo que, 4 partir de eso momento, adquirirá mérito ejecutivo, 


Y. EL CONTROL JURISDICCIONAL Y LA HOMOLOGACIÓN 


La conciliación que pretenda emplearse como forma especial de con- 
clusión de un proceso requiere de un control jurisdiccional como acto 
previo a su aprobación por parte del juez, el cual está compuesto de dos 
elementos: 1) que el acuerdo verse sobre derechos disponibles y ii) que 
guarde correlación con el derecho en litigio%%9. Esta actividad jurisdiccional 
de valoración y calificación es ejercida por el juez y recae estrictamente en el 
acuerdo conciliatorio y no sobre el tema de fondo —que no es resuelto por el 
juzgador, sino por la coincidencia de voluncad de las partes—. 


Así, una vez efecmaado este control jurisdiccional se habilira a realizar la 
homologación, que es cuando se arriba a un acuerdo de partes que se celebra con 
la presencia e intervención del juez, y es aquel quien en lagar de dictar sentencia 
para resolver la litis, conoce y decide sobre la conciliación, expidiendo una sesolu- 
ción aprobándola para investirla de imperatividad y ejecutabilidad similar a la de 
una sentencia, adquiriendo recién el verdadero carácter de título ejecutivo, pues 
una vez que las partes han conciliado es imperativo contar con la aprobación judi- 
cial9. En este sentido, “[e]l título de ejecución (entiéndase título ejecutivo en 
la actualidad) está constituido, en este caso, por las copias certificadas de la conc 
lación judicial y el auto que la aprueba” (Cas. N* 2960-2006, Puno). 


VI. CORRELACIÓN CON EL DERECHO EN LITIGIO 


Queda claro que, aparte de encontrarnos frente a un derecho disponi- 
blé2%, el juez deberá verificar que el acuerdo conciliacorio al que arriben las 


(206) LEDESMA NARVÁEZ, Macianclla, Comentaris al Código Presa! Ci Tosco ,2* edición, Gaceta Jue 
cs Loma, 2009, mp. 674.67», 

(207) LEDESMA NARVAEZ, Maia, La comiació, Lego Eaioral. Lima, 1996 pp. 9091 

(208) Ce PINEDO AUBIÁN, E Marin... Y es es conciliole: la vigente (y complicada) regulación de las 
roateras cooclabls e la Ley de Conciliación Extrajudicial”, En Rev Jai dl Prá, Publicación 
Anel de Normas Legales. 116, Lina, occubre de 2010, pp. 263-315. 
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partes guarde correlación con el derecho en litigio. Cuando se exige que el 
acuerdo deba tener correlación con el pedido de las partes, esto implica que 
deberá versar sobre la pretensión material que se vencila dentro del 
proceso“, es decir, que cl acto de solución de la controversia adoptado por 
las partes debe adecuarse a la nacuraleza jurídica del derecho en litigio, pues 
el acuerdo no puede estar referido a relaciones jurídicas sustanciales diversas 
de aquella de la cual deriva la marería litigiosa sometida a juicio, pues debe 
existir congruencia entre la pretensión objeto del proceso y el objeto de la 
conciliación contenido en el acuerdo y que resuelve el conflicto plasmado en 
la pretensión para recién poder considerar que la conciliación pueda aprobarse 
por resolución y, en consecuencia, sc culmine el litigio. 


Recordemos que el principio de congruencia supone que, siendo el juez 
la persona encargada de declarar el derecho que corresponda al caso concreto, 
y pese a que las normas que regulan el trámite que lo conducirá a producir 
dicha declaración son de naturaleza pública, el derecho que declara —es decir, 
el contenido de su declaración es de naturaleza privada, en consecuencia, le 
pertenece a las partes. Por tal razón, el juez civil no tiene facultad para afectar 
la declaración de voluntad del pretensor (demandante) y concederle más de lo 
que este ha pretendido en la demanda”. 


En otras palabras, la congruencia es la exigencia de que medie iden- 
tidad entre la materia, partes y hechos de una litis incidental o sustan- 
tiva y lo resuelto por la decisión jurisdiccional que la dirima, y cuando 
decimos que la conciliación debe tener correlación con el derecho en litigio 
nos encontramos frente a la exigencia de evitar un caso de incongruencia 
objetiva, es decir, el desfase que puede producirse entre las reclama- 
ciones formuladas y su satisfacción por obra de la decisión jurisdic- 
¡onal -o en el caso que nos ocupa, por decisión de las partes-. Hay incon- 
gruencia objetiva por exceso, y por ende resolución altra períta, cuando el 
órgano jurisdiccional concede más de lo reclamado; en tanto que la habrá por 
defecto cuando el tribunal, sin razón valedera, otorga menos de lo reclamado. 
La incongruencia objetiva extra petita se da cuando el órgano jurisdiccional 
otorga algo que no ha sido imperrado por las partes; en tanto que la habrá 
citra petita si aquel omite pronunciarse sobre la viabilidad de alguno de los 
pedidos deducidos”, 


(209) ZEGARRA ESCALANTE, Hilmer. Ob, ct p. 121 

(210) MONROY GÁLVEZ, Juan, Ixtradeción al pr cl Teis, Bogorá, 1996. pp. 90-91 

(211) Ch: PEYRANO, Jorge Ve El prcan civil: primis > Jonlementa, Astro, Buenos Als, 1978, pp. 33-48, 
MONROY GÁLVEZ, Juan. man de pco il Librería Scudo, Lima, 1987, p. 222. 
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En definitiva, si nos encontramos frente a una conciliación procesal sobre 
la toralidad de las precensiones formuladas a nivel procesal, es tarea del juez 
verificar que cxista coincidencia entre las pretensiones formuladas y los acucr- 
dos conciliatorios. Situación análoga la encontraremos si la conciliación fuese 
extrajudicial y se presentase la respectiva Acta de conciliación excrajudicial 
con acuerdo al juez a efectos de concluir el proceso. En el caso que la concili: 
ción fuese parcial y alcance únicamente a algunas de las pretensiones dejando 
otras sin resolver, deberá procederse de acuerdo a lo normado en el artículo 
327 del Código Procesal Civil, siendo que el proceso continuará respecto de 
las pretensiones no afeccadas. 


VIL  DELOS ACUERDOS PARCIALES 


De la parte final del artículo 327 se colige que si la conciliación extrajudi- 
cial presentada al juez es parcial, y ella recae sobre alguna de las pretensiones 
o se refiere a alguno o algunos de los litigantes, el proceso continuará respecto 
de las pretensiones o de las personas no afectadas. En este caso, se tendrá en 
cuenta lo normado sobre intervención de tercero. 


1. Acuerdos parciales sobre las pretensiones pero no sobre los sujetos 


El vigente artículo 17 de la Ley N* 26872, Ley de Conciliación, precisa 
que si la conciliación concluye con acuerdo parcial, solo puede soli- 
citarse tutela jurisdiccional efectiva por las diferencias no resueltas. 
Ello supone que existe la posibilidad de que, en caso nos encontremos con 
una pluralidad de pretensiones y solo se llegase 2 acuerdos sobre algunas de 
ellas, las prerensiones no resueltas deberán ser resueltas en sede jurisdiccional 
inediante la consecución del proceso respecto a ellas en tanto no se encuen- 
tran bajo los alcances del acuerdo conciliatorio parcial que únicamente tendrá 
efectos de conclusión especial del proceso para aquellas prerensiones que sí 
fueron resueltas —aunque parcialmente en sede conciliatoria 


Originariamente, el derogado Reglamento de la Ley de Conciliación, 
aprobado por Decreto Supremo N* 001-98-JUS señalaba expresamente en su 
artículo 7 que, por el resultado del trámite, la conciliación podía ser parcial 
cuando las partes se han puesto de acuerdo respecto de alguno o algu- 
nos de los puntos controvertidos, dejando otros sin resolver; o cuando, 
existiendo una pluralidad de sujeros, existe acuerdo conciliatorio solo 
entre algunos de ellos. Es decir, a nivel de procedimiento conciliarorio se 
contemplaba la posibilidad de que los acuerdos parciales fiseran arribados 
tanto a nivel de puntos controvertidos como de sujetos intervinientes en la 
controversia. Actualmente los acuerdos parciales se refieren exclusivamente 
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a la posibilidad de conciliar extrajudicialmente algunas de las controversias 
mas no hay referencia legal expresa respecto a la posibilidad de conciliar estas 
controversias con algunas de las partes intervinientes, asumiéndose que la 
posibilidad de arribar a acuerdos concilistorios extrajudiciales requiere de la 
concurrencia y unanimidad de todas las partes. 


Recordemos que al interior del procedimiento conciliatorio extrajudicial 
podemos encontrar como sujetos procedimentales al solicitante y al invi- 
tado, los que al judicializarse la controversia, actuarán en sede jurisdiccional 
como partes procesales en su condición de demandante y como deman- 
dado respectivamente. En ambos casos, no existirá inconveniente alguno para 
que estén integradas por una pluralidad de personas, pero el artículo 18 de la 
Ley N* 26872 es claro al señalar, en el caso de la concurrencia de varios titu- 
lares del derecho en discusión, que cuando la parte está conformada por 
varios sujetos titulares del derecho en discusión, el Acta deberá con- 
tener la voluntad expresada por cada uno de ellos, añadiendo que en el 
caso del apoderado común, este debe contar con facultades especiales 
para conciliar. Por otro lado, el artículo 14 de la Ley N” 26872 reafirma la 
exigencia de la concurrencia personal a la audiencia, habilitando a actuar a 
través de apoderado común cuando una de las partes esté conformada por 
cinco o más personas. 


En otras palabras, cuando una parte —sea esta solicitante o invitada— esté 
compuesta por una pluralidad de sujetos titulares del derecho en discusión, se 
hace necesaria la concurrencia de todas las partes que la componen para poder 
realizar la audiencia de conciliación extrajudicial. Una vez verificada la con- 
currencia, se requerirá de unanimidad para cualquier tipo de acto de disposi- 
ción sobre el derecho disponible en discusión en caso de querer llegarse a un 
acuerdo. En este sentido, una sugerencia procedimental a nivel extrajudicial 
es intentar arribar a acuerdos conciliatorios a través del inicio de procedimien- 
tos conciliatorios de manera individual con cada una de las partes, a fin de 
evitar el hecho que se frustre la posibilidad de llegar a un acuerdo al tener que 
contar con la concurrencia de la totalidad de las partes o la unanimidad. 


2. Intervención de terceros 


Por otro lado, el artículo 15 /n J?ne del Reglamento de la Ley de concilia- 
ción, aprobado por Decreto Supremo N* 014-2008-JUS señala que en caso 
el acuerdo al que pudieran arribar las partes afecte el derecho de tercs 
ros, para continuar la audiencia de conciliación estos deberán ser cita- 
dos e incorporados al procedimiento conciliatorio. En caso los terce- 
ros a pesar de estar válidamente notificados no asistan a la audiencia 
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convocada, las partes podrán llegar a acuerdos sobre las materias que 
únicamente los afecte a ellos. En orres palabras, de verificarse la posibilidad 
de que el acuerdo conciliatorio afecte derecho de terceros, los terceros deben 
ser incorporados necesariamente al procedimiento conciliatorio y, en caso de 
o contar con su concurrencia, la audiencia puede llevarse a cabo sobre las 
materias en las que mo se afecte el derecho de terceros. 


Preciscmos que la intervención de terceros es una institución procesal por 
la que un sujeto que no es parte material y/o procesal en un proceso, se le per- 
mite ingresar al mismo, debido al hecho que tiene 'un interés jurídicamente 
relevante, directo o indirecto en su resultado. Los presupuestos de la proce- 
dencia de la intervención por adhesión son: 1) que debe existir y estar todavía 
pendiente una controversia, el llamado proceso principal, entre otras per- 
sonas, siendo que el proceso principal será, por lo regular, un procedimiento 
de sentencia; ii) el proceso principal debe ya estar pendiente; es decir, escar 
notificada la demanda o presentada la solicirud o debe llegar a pendiente 
junto con la adhesión del interviniente adherente; ii) el proceso principal 
debe estar todavía pendiente, pues no hay intervención después de la resolu- 
ción de la controversia con autoridad de cosa juzgada; pero sí cabe todavía en 
la instancia de apelación o de revisión, en tanto el recurso es en sí admisible; 
iv) el proceso principal debe estar pendiente entre otras personas, pues no es 
posible adherirse corno interviniente adherente a sí mismo o a la parte legal- 
mente representada por uno mismo, y si el interviniente adherente llegase a 
ser parte posteriormente, por cjemplo, a causa de herencia o traspaso del pro- 
ceso a él, entonces cesa la procedencia de la intervención por adhesión; y v) el 
interviniente adherente debe tener de acuerdo con las afirmaciones de parte, 
presentadas en el proceso principal, un interés jurídico en la victoria de la 
parte principal (llamado causa de la intervención). Un interés de esta clase 
se da siempre cuando el interviniente adherente está en tal relación jurídica 
con las partes o el objeto del proceso principal, que una sentencia desfavorable 
para la parte principal influiría, de algún modo, jurídicamente y para su detri- 
mento, en su situación jurídica, de derccho privado o público*!”, 


Concluyendo, y de acuerdo a lo señalado por el artículo 101 del Código 
Procesal Civil, podríamos aficmar que cualquier tercero no podrá incorporarse 
a un proceso, sino que deberá acreditar una serie de requisitos para la proce- 
dencia de su pedido: i) que exista conexidad entre la pretensión del rercero y 
la pretensión de las partes procesales; ii) que el tercero debe alegar un interés 


(212) ROSEMBERG, Leo, Tiuradi de Dincho Prwsal Chil. Inrmdición. Libro primero. Teaiacción de Ángela 
Rósucra Velo, ARA, Lim, 2007, pp, 303-306. 
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propio y actual en el proceso; iii) que el interés invocado por el tercero sea 
legítimo, y iv) que exista un proceso entre las partes procesales pendiente de 
resolución. 


VII CONCLUSIONE: 


Vemos que es factible el empleo de la conciliación extrajudicial a fin 
de inventar la conclusión —de manera especial- de un proceso judicial. No 
importa si se agotó el requisito de procedibilidad previo o este no resultaba 
exigible al momento de interponerse la demanda, la premisa será que exis- 
tiendo wuna relación jurídica procesal válida, cualquiera de las partes podrá 
intentar poner fin a la controversia de manera distinta a la expedición de una 
sentencia, pudiendo realizarse este acto siempre y cuando no exista sentencia 
firme y consentida, aun durante el trámite de apelación de sentencia. 


A diferencia de la exigencia de la solicitud conjunta —del demandante 
y del demandado— para la convocatoria a una audiencia de conciliación que 
impera en el empleo de la conciliación procesal, en la conciliación extrajudi 
cial vemos que el pedido puede ser formulado ante un centro de conciliación 
de manera individual e inclusive no existe limitación para que, acogiéndonos a 
la regulación procedimental específica, la solicitud de conciliación se presente 
de manera conjunta. 


Queda claro que no importa sí una controversia se encuentra judicial 
zada, pues las partes pueden considerar el empleo de la conciliación extraju- 
dicial a fin de intentar resolver sus controversias de manera dialogada y, de 
ser posible, de manera mutuamente satisfactoria, a fin de concluir un pro- 
ceso judicial que solo puede darles la seguridad de que únicamente una de las 
partes saldría vencedora (sin la seguridad de que se sienta así) luego de inter- 
minables articulaciones procesales en un insufrible sistema de pluralidad de 
instancias. La práctica nos demuestra que cuando hay un juicio no siempre 
debemos esperar de manera pasiva que todo sea resuelto por el juez y pode- 
mos hacer un último esfuerzo que nos devuelva la paz de manera más rápida; 
porque a veces termina resultando cierto lo de "más vale un (no tan) mal arre- 
glo que un buen juicio”. 
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“La justicia sia la fuerza es imporente; la fuerza sin jus- 


Blaise Pascal 


L INTRODUCCIÓN 


De ordinario se suele afirmar que las actas de conciliación extrajudicial 
que contienen acuerdos tienen el mismo valor que una sentencia judicial firme 
y consentida, Esta afiemación reposa tal vez en el hecho de que ambos instru- 
mentos comparten algunas características comunes, ya sea porque: i) ambas 
resuelven de manera definitiva la controversia, i) ambas evitan la revisión judi- 
cial de los hechos conflictivos; y iii) comparten la misma vía procesal cuando 
se tiene que acudir al órgano jurisdiccional cuando la parte obligada se mues- 
tra reacia a cumplir voluntariamente con sus obligaciones, teniendo que recu= 
rrirse al proceso de ejecución de resoluciones judiciales. 


Monroy nos precisa que el propósito de un ordenamiento procesal es 
hacer efectivos los derechos materiales de los que son titulares las personas 
dentro de una sociedad. Cuando como producto de estas relaciones civiles o 
comerciales se producen conflictos de intereses distintos y contrapuestos sobre 
un mismo bien jurídico tutelado, surge la necesidad de que estos sean resuel- 
tos por un tercero, distinto a los protagonistas del conflicto. Esta función se 
llama función jurisdiccional y está a cargo con exclusividad del Estado, más 
exactamente de Órganos especializados del Estado, concretamente los jueces y 
las cortes civiles. 


Jun Y. La fracción del ras cil parent. Ei vemidor. Comida, Lima, 


2003, pp. 663-664. 
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Asi, el proceso civil existe porque en la realidad se presentan conflic- 
tos de intereses o incertidumbres con relevancia jurídica, que urge sean 
resueltas o despejadas para que haya paz social en justicia”'”. Por ello, 
socialmente hubo la necesidad de que los conflictos fueran solucionados por un 
tercero ajeno a aquel y el devenir histórico fue el que determinó que este tercero 
fuera parte de un poder del Escado que es quien se ha hecho cargo con exclusi- 
vidad de esta actividad mediante el empleo de la función jurisdiccional. 


En este orden de ideas, una vez interpuesta la demanda (como ejercicio 
del derecho de acción) corresponde al juez ser el gran director del proceso, en 
tanto lo dirige, dicta las resoluciones y realiza los actos procesales que sean 
necesarios, así como decide el conflicto de intereses o incertidumbre jurídica 
de manera debidamente motivada y razonada, previa actuación y valoración 
de la actividsd probatoria de las partes, y así cumple con el deber de velar 
por la rápida solución de la controversia; siendo que lo decidido a través de la 
sentencia tiene que ser cumplido obligatoriamente por las partes una vez que 
recae en la decisión judicial la auroridad de cosa juzgada. Pero la demanda es 
el punto inicial de un sinuoso camino que transcurre hasta el momento en 
que se pueda obtener un pronunciamiento definitivo en una sentencia y, en 
consecuencia, hacer efectivo ese derecho reconocido por la sentencia, 


Empero, algunos procesos no culminan por decisión del juzgador sino de 
manera especial por el acuerdo de las partes contenido en una conciliación 
—que puede ser procesal o extrajudicial—, con lo cual merece particular aten 
ción conocer el valor como los requisitos de validez de las actas de concili: 
ción así como el proceso para la ejecución de los acuerdos contenidos en ellas, 
a efectos de verificar que nos encontramos con inserumentos que poseen una 
serie de características muy particulares que nos hacen replantear su simili- 
tad con las sentencias judiciales y que presentan una problemática propia que 
analizaremos de manera general 91, 


(EL) MONROY GÁLYIZ, Juan. Inc al rc cel. ems. Sana de Bogor. 1996, po. 199 y 200. 

(215) Ct PINEDO AUBIÁN, E. Marín “Rel paradójico que una deiaión de nulidad no tens como 
csomsecucucia a improcedencia de le demand”, Ex: brsadidad Jordi, Pabón menal de Gac 
Jariica. N' 214, Lira, secre de 2011, p. 96, "La subsanación de la cemanda fent a la eventual 
lidad del ara de conciliación”, En: Diábgr e la Jospradecia. Pabicación mensual de Cacet Jus 
dica. N* 139, Año 17, Lima, dicinbre de 201, . 133-145. Se puede dilcidar la ejecución anciano 
aida proba pue el co de cas de tonliión que Gooenca obligaciones condicionada", 
E: Dades sn de Jraprederas. Publicación menal de Gate Juríica. N* 176, Año 18, Laa, mayo 
de 2013, pp. 120-121. “Cómo vtar la improcedencia de la denandx? Recomendaciones desde l puma 
dle visa dela Ley de Coscñiucón”, En; Guti! 6 Pral C,Piblicación ome de Guo Juiia. 
Na, La aero de 2019, pp 107-202 va mid domar ale rleacóns al més cctv del 
ata de concllción pero no dl acto juícco contenido”. En Zualdad ra, Pullicación mensual de 
GacraJoridca, omo ZA, Lima, diciembre de 015, po. 165.166. “Ejecución de las ata de conclación 
on méreo cjcarivos ¿dl ea jus comperene?” E: Dicho on LJ rior, Publicación srenal 
de Gee Jurlca N* 189, Año 19, Lama, Junio de 2014, pp, 117-120, “Mejorando la euaclación 
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TI. CLASIFICACIÓN DE LAS ACCIONES: DE COGNICIÓN, EJECU- 
TIVAS Y CAUTELARES 


Chiovenda nos señala que el acto constitutivo de la relación procesal es la 
demanda judicial; el momento en que existe una demanda judicial es tam- 
bién el momento en el cual aquella relación tiene vida, y la demanda judicial 
existe en el momento en el cual es comunicada regularmente a la otra parte, y 
en aquel momento existe la relación procesal, siendo que las partes se encuen- 
tran envueltas en la relación procesal por el solo hecho de la demanda, quiera 
ono el demandado“, 


Siguiendo a Ledesma, podemos afirmar que cuando se postula un con- 
flicto de intereses a la jurisdicción, este discurre por diversos caminos para su 
satisfacción. En un primer momento se va a orientar a conocer quién tiene la 
razón y quién no la tiene; luego de ello se procederá a hacer efectivo el dere- 
cho definido. En tanto puede concurrir la actividad cautelar, dirigida a asegu- 
sar y garantizar el eficaz desenvolvimiento de la jurisdicción con el derecho 
a declarar, siendo que junto con la cognición y la ejecución, la jurisdicción 
cumple un ciclo entero de funciones principales, a las que se agrega una ter- 


cera actividad, la cautelar ”'”, 


Liebman'*? precisa que en el sistema del Derecho Procesal, la única cla- 
sificación legítima e importante es aquella que hace referencia a la especie y 
a la nacuraleza de la providencia que se pide. Desde este punto de vista, las 
acciones se distinguen en tres cacegorías: 


a) Las acciones de cognición, que es el derecho al juicio, conduciendo 


al pronunciamiento de una decisión del juez sobre el fondo de la pre- 


tensión contenida en la demanda”, 


procesal propísito de las modificaciones incorporachs al Código Procesal Cil por la Ley NS 
Su incidencia en la concilación intraproceso”. En: Especial; Ultimas modificaciones al CPC y al CC. En: 
Arraulidad Cid. Publicación del Instiroto Pacífico. N' 7. Lima, enero de 2015, pp. 46-56. "Parorara 
¡general sobre el mérico ejecutivo de las scras de conciliación extrajudicial”, En: Ejeoción de Sevencia. Ins» 
tiraro Pocíñco. Lima, mayo 2015, pp, 131-161, "Pacilieando la ejecución delas ncras de conciliación anre 
el juez competente”. En: Acraaidad Ci. Publicación dl Insrirao Pacífico, N*22. Lima, abril de 2016, 
pp. 196-260, "Acerca del Jn de cosa juzgada de ls aras de conciliación”. En: Arualitad Ci, Publica: 
«ción del Instiuco Pacífico. N* 28, Lima, ocrubre de 2016, pp, 257-248, 

(216) CHIOVENDA, José. Prómapis di Dersbo Pruasal Chil. REUS, Madrid, 1923, pp. 

(217) LEDESMA NARVAEZ, Marisnelh. Comentaris Cádizo Peso! Coi, Tona M. 
lia, Lima, 2000, p. P7. 

(218) LIESMAN, Enrico Tulio, Mannal de Der Procal Cil. Traducción de Santiago Sexis Melcado, EJEA, 
Bienes Aires. 1980, pp. 119-170. 

(219) Mba, pp. 121-122. 


1293 y 


63, 
elción, Gaceta Jue 
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b) Las acciones ejecutivas, que es aquella actividad con la cual los 
órganos judiciales tratan de poner en existencia coacrivamente un 
resultado práctico cquivalente a aquel que habría debido producir 
otro sujeto, en cumplimiento de una obligación jurídica, siendo que 
la ejecución forzada modifica la situación de hecho existente, 


<) Las acciones cautelares, que están dirigidas a asegurar, a garantizar 
el eficaz desenvolvimiento y el resultado de la cognición y la ejecu- 
ción, siendo que la cautela que se pide tiene la finalidad de garantizar 
el resultado de la acción principal, poseyendo una característica acli- 
cional de que es una acción anrónoma!**>. 


Monroy” afirma que si bien en sentido estricto el proceso judicial es 


unitario, es posible, atendiendo al propósito que se persigue con su uso o al 
derecho material que se pretende hacer efectivo con él, establecer criterios 
dlasificatorios del proceso, siendo que por su función tomando en cuenta 
el propósito o la naturaleza de la satisfacción juridica que se persigue con 
su uso- los procesos pueden ser clasificados en tres tipos: declarativo o de 
conocimiento, de ejecución y cautelar. 


(220) Ibídera, pp. 
(221) Ibidem, pp. 161 


e 


a) El proceso declarativo o de conocimiento tiene como presupuesto 
material la constatación de una inseguridad o incertidumbre con 
relación a la existencia de un derecho material en un sujeto, situación 
que ha devenido en un conflicto con otro, quien concibe que el dere- 
cho referido no acoge el interés del primer sujeto, sino el suyo. Así, 
tales opiniones contrarias requieren ser expresadas, probadas, alega- 
das y finalmente resueltas a través de un proceso judicial en donde el 
juez, al final, haciendo uso del sistema jurídico vigente, decide man- 
tener y certificar la legalidad de la situación jurídica previa al inicio 
del proceso, o de otro lado, declara extinguida esta y crea una nueva. 
Cualquiera de estas dos posibilidades se concreta a través de una 
resolución judicial 


b) El proceso de ejecución tiene un singular punto de partida, una 
situación fáctica imversa a la anteriormente descrita, esta vez en 
lugar de incertidumbre, lo que hay es una seguridad cn un sujeto 
de derechos, respecto de la exisrencia y reconocimiento jurídico de 
un derecho material (que escá contenido en un tículo). Á pesar de 


0) MONROY GÁLVEZ, Jus, Intrudoscón al fomes civil, pp 136-141, 


Panorama general sobre el mérito ejecutivo de las actas de conciliación estrajudisial 


lo expresado, la necesidad de utilizar este proceso se presenta por- 
que no obstante la contundencia del derecho, este no es reconocido 
—expresa o tácitamente— por el sujeto encargado de su cumplimiento. 


9) El proceso cautelar es el instrumento a través del cual una de las 
partes litigantes, generalmente el demandante, pretende lograr que 
el juez ordene la realización de medidas anticipadas que garanticen la 
ejecución de la decisión definitiva, para cuando esta se produzca. 


En términos generales, sc acepta pacíficamente que el proceso de cogni- 
ción se encuentra compuesto de varias etapas”, a saber: 


La primera etapa denominada postulatoria, corresponde al inicio de la 
relación procesal mediante la interposición de la respectiva demanda conte- 
niendo las pretensiones formuladas por el demandante en contra del deman- 
dado, aparejada de los respectivos medios probarorios y la posterior respuesta 
del emplazado a través del ejercicio de defensas de forma y fondo, la contes- 
tación de la demanda y eventual formulación de reconvención. En esta etapa 
hay exigencia de que el juez verifique el cumplimiento de los requisitos de 
una relación jurídica procesal válida, se sanee el proceso y se precisen los pun- 
tos controvertidos, siendo que la realización de la conciliación judicial tiene el 
carácter de faculcativa. 


Luego viene la erapa probatoria en la que corresponde al juez actuar los 
medios probatorios ofrecidos por las partes y, eventualmente, podría ordenar 
la actuación de medios probatorios adicionales incluyendo los medios proba- 
torios de oficio) que le permitan lograr certeon respecto de los puntos contro- 
vertidos y pueda, en consecuencia, fundamentar su decisión. 


Sigue a esta la erapa decisoria por la que corresponde al juzgador expe- 
dir sentencia decidiendo la controversia. El juez debe resolver la totalidad 
de los puntos controvertidos y dirimir el conflicto de intereses o eliminar la 
incertidumbre jurídica, aplicando el derecho que corresponde al caso concreto, 
a través de una adecuada motivación jurídica de la sentencia. 


Finalmente, queda abierta la posibilidad de que la parte que no haya 
obtenido sentencia favorable pueda hacer uso de su facultad de solicitar un 
nuevo examen de la sentencia por parte del superior jerárquico a través de la 
interposición de medios impuenatorios, dando inicio a la etapa impugnato- 
ria. Este es una especie de control de la actuación de un juez solicitando al 


(223) Toideas,p. 106, 
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superior jerárquico que anule o revoque la decisión del magistrado de primera 
instancia y que tiene sustento constitucional en el principio de pluralidad de 
la instancia consagrado cn el artículo numeral 6 del artículo 139 de la Cons- 
titución Política de 1993. 


Agotadas todas las fases señaladas, y adquiriendo la sentencia la sutori- 
dad de cosa juzgada, recién quedará en condiciones de poder hacer efectivos 
los derechos declarados ingresando a una ctapa ejecutoria mediante el inicio 
de un proceso de ejecución. 


Debemos acotar que cuando una controversia se resuelve a cravés del 
empleo de la conciliación extrajudicial concebida mayoritariamente como 
un simple requisito de procedibilidad, aunque debería ser considerada tam- 
bién como una forma de solucionar controversias- ya no será necesario iniciar 
un proceso de cognición pues la controversia ha sido resuelta por el acuerdo 
de voluntad de las partes, siendo que en el caso de un eventual incumpli- 
miento de los acuerdos conciliatorios se acude directamente a la etapa de eje- 
cución atendiendo al mérito ejecutivo del acta de conciliación que es un título 
ejecutivo. 


II. EL VALOR DEL ACTA DE CONCILIACIÓN 


De ordinario, al emplear el término acta nos referimos a todo documento 
que contiene el detalle de lo acontecido en un determinado evento, ya sea a 
nivel procesal, electoral, etc; accprándose de manera pacífica que este docu- 
mento deberá contener la trascripción más o menos fidedigna de lo sucedido, 
tratado o acordado en dicho evento o reunión y que termina plasmado en dicho 
documento. Pero recordemos que, según el artículo 16 de la Ley N* 26872, 
Ley de Conciliación (en adelante la Ley), modificado por el Decreto Legislativo 
N? 1070, el Acta —de conciliación—es el documento que expresa la manifesta- 
ción de voluntad de las partes en la conciliación extrajudicial, lo que sugiere un 
tratamiento normativo especial. 


Entonces, este término merece un tratamiento especial cuando sea 
empleado para referirse a un acta de conciliación expedida en el contexto de 
un procedimiento de conciliación extrajudicial, ya que, dependiendo de su con- 
tenido, se entenderá recién el valor y características que posee dicha acta, ya 
sea como consecuencia de transitar por la conciliación sin llegar a un acuerdo 
—presentando el acta un valor de requisito de procedibilidad-, o habiendo 
arribado a un acuerdo, este no se haya cumplido y tenga que iniciarse el res- 
pectivo proceso de ejecución de las obligaciones contenidas en el acta de conci- 
lación -que en este caso posee el mérito de ser título ejecutivo—. 
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Es preciso entonces reiterar que esta manifestación de voluntad es expre- 
sada únicamente al interior de un procedimiento conciliarorio, y por medio 
de ella cs que sc le puede poner fin al mismo de diversas maneras, tal como 
lo prevé el artículo 15 de la Ley de Conciliación que regula las formas de con- 
clusión del procedimiento conciliatorio y la consecuente expedición de las res- 
pectivas actas de conciliación, sea por acuerdo toral, parcial, falta de acuerdo, 
0 por inasistencia de una o ambas partes, aparte de los casos de conclusión del 
procedimiento por decisión debidamente motivada del conciliador. 


1. Las actas de conciliación con acuerdo son títulos ejecutivos de naturaleza 

extrajudicial 

Recordemos que son las partes las que están en condición de poder llegar 
a un acuerdo de manera toral o parcial, en cuyo caso el acta de conciliación 
contendrá la manifestación de voluntad de las partes en el sencido de solucio- 
nar de manera total o parcial la controversia, cvitando la judicialización de las 
controversias resueltas y teniendo el acta valor de título ejecutivo de natura- 
leza extrajudicial”, 


El vigente artículo 18 de la Ley de Conciliación, modificado por el Decreto 
Legislarivo N? 1070, considera que el acta de conciliación con acuerdo concilia- 
torio constituye título de ejecución. Obviamente, esta disposición legal es con- 
traria a las modificaciones introducidas en nuestro ordenamiento procesal por 
el Dectera Legislarivo N” 1069, que desde junio de 2008 ha derogado la dís- 
tinción entre títulos ejecutivos y títulos de ejecución, encontrándonos ahora 
con la regulación contenida en el arcículo 688 del Código Procesal Civil que 
únicamente considera la existencia de títulos ejecutivos de naturaleza jus 
cial y extrajudicial, atendiendo al criterio procesal de la naturaleza jurisdiccio- 
nal 0 no del ente que expide el instramento. En este orden de ideas, las actas 
de conciliación extrajudicial con acuerdo total o parcial deben ser consideradas 
como títulos ejecutivos de naturaleza extrajudicial. 


Por otro lado, el precitado artículo 18 de la Ley de Conciliación establece 
que los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exigibles que cons- 
ten en las actas de conciliación con acuerdo total o parcial se ejecutarán a tra- 
vés del proceso de ejecución de resoluciones judiciales. El artículo 22, in fine, 


Debemos precisar la discrepancia que mantiene el arícalo 18 de la Ley de Concilición que signo contide- 
tando al acta de conciliación com acucrdo conciliatorio curo cítulo de ejecución, siruación que colisiona 
cun las modificaciones incorporadas al Código Procesal Civil por el Decreto Legiletivo N" 1069, que, al 
derogar el artículo 713 (referenre 4 tíulos de ejcación) y mocifcar el arríclo 688 del Código adictivo, 
tania ls reglas dl proceso de ejecución y considera alos actas de conciliación con acuerdo como snulos 
ejerativos ale aaturaleza extrajudicial 
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del Reglamento de la Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Supremo 
N* 014-2008-JUS, señala que el acra de conciliación se ejecutará a través del 
proceso único de ejecución. Una lectura sistemática de la estructura del Pro= 
ceso Único de Ejecución nos dará como respuesta que la vía procesal correcta 
para la ejecución de las actas de conciliación será el proceso de ejecución de 
resoluciones judiciales (aplicando los arts. 715, 716 y 717 del Código Procesal 
Civil), pero campliendo las disposiciones generales del proceso único de ejecu= 
ción (señaladas en los artículos 688 al 692-A del Código adjetivo). 


2. Las actas de conciliación sin acuerdo son requisitos de procedibilidad 


Pero también existe la posibilidad de que, a pesar de los esfuerzos de 
todas las partes intervinientes en el procedimiento conciliacorio, no se pueda 
llegar a encontrar una solución aceptada por todas las partes, caso en el cual 
el acta contiene la manifestación de esas mismas partes de expresar la falca 
de acuerdo y el hecho de intentar resolver su controversia mediante otra vía 
distinta a la vía conciliatoria, con lo cual el acta posee el valor de ser requi- 
sito de procedibilidad. Asimismo, el hecho de computarse las inasistencias 
de cualquiera de las partes ya sea de una de ellas a dos sesiones consecutivas 
o no—o de todas las partes a una sesión, implica el hecho de poner fin al pro- 
cedimiento conciliatorio, lo que queda plasmado en el acta respectiva. 


Recordemos que, superando aquella distinción clásica entre requisitos de 
forma y requisitos de fondo para señalar cuándo nos encontrábamos frente 
a un requisito de admisibilidad y uno de procedibilidad, y que aún mantiene 
nuestro Código Procesal Civil", la moderna doctrina procesal ahora diferen- 
cia un requisito de admisibilidad de un requisito de procedibilidad cuando, en 
caso de ausencia de dicho requisito, la ley permite su subsanación o no. Así, será 
requisito de admisibilidad cuando se permita la subsanación de dicha omisión, y 
será requisito de procedibilidad cuando no se permira su subsanación. 


En este sentido, el valor de las actas de conciliación sin acuerdo es que se 
constituyen en requisitos de procedibilidad, pero únicamente en los casos 
que se expidan por falta de acuerdo, por inasistencia del invitado o en deter- 
minados casos de conclusión fundamentada, como ocurre cuando el invitado 
se niega a firmar el acta o se retira antes de la conclusión de la audiencia. 
Dicho valor se desprende del mandato procesal contenido en el artículo 6 de 


(225) Cócigo Procesal Civil 
“Arienlo 124.- Admisbilidad y Procedencia 
El Juez declira la inadonisiblidad de un acto inci curado caes vos sg de Torta e erro cu 
ple deiccuosaraente. Declara su improcedencia la emisión o defeio es un sequisic de fondo", 
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la Ley de Conciliación, modificado por el Decreto Legislativo N” 1070, que 
señala que “si la parce demandante, en forma previa a interponer su demanda 
judicial, no solicita ni concurre a la audiencia respectiva ante un centro de 
concilisción Extrajudicial para los fines señalados en el artículo precedente, el 
Juez competente al momento de calificar la demanda, la declarará improce- 
“dente por causa de manifiesta falta de interés para obrar”. 


Es decir, cuando se interponga una demanda que verse sobre materia 
conciliable obligatoria, si el juez advierte que el demandante no acredita 
haber solicitado, concurrido y permanecido en la audiencia de conciliación 
respectiva en su condición de solicitante, entonces deberá declarar improce- 
dente la demanda interpuesta, debiendo proceder de acuerdo a lo señalado 
en el artículo 427 del Código adjetivo, declarándola improcedente de plano 
y devolviendo los anexos, no permitiendo su subsanación. Aunque es preciso 
destacar que la exigencia de las actas de conciliación como requisito de proc 
dibilidad presenta un ámbito terrirorial muy limitado que se viene ampliando 
de manera progresiva. 


GRÁFICO 
MÉRITO DE LAS ACTAS DE CONCILIACIÓN 


Se ejecuta a través del 
CON ACUERDO PROCESO DE EJECUCIÓN DE 


Es Titulo Ejecutivo RESOLUCIONES JUDICIALES 


SIN ACUERDO So udjunta a la demanda 
Es roquisito de para acreditar cumplimiento 
procodibilidad dol requisito 


(226) Cf, PINEDO AUBIÁN, E Marín. “4 .Y eso es concilible?; la vigente (7 complicada regulación de 
las mescrias concliables en la Ley de Conciizción Exrajadicial”, En: Roo Jarédia dd Perú. NS 116, 
Gaceta Jutica, Lia, octubre de 2010, pp. 285-313. 
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TV. REQUISITOS DE VALIDEZ DEL ACTA 


Reiteramos lo prescrito en el artículo 16 de la Ley de Conciliación, que 
señala que el acta es el documento que expresa la manifestación de volun- 
tad de las partes en la conciliación extrajudicial, y su validez está condicio= 
nada a la observancia de las formalidades establecidas en la ley, bajo sanción 
de nulidad. 


Esto nos lleva a afirmar que el acra de conciliación se constituye en un 
documento estrictamente formal, ya que la ausencia de alguno de los requisitos 
señalados en el artículo 16 de la Ley de Conciliación acarrea necesariamente la 
nulidad documental del acta, concepto del que nos ocuparemos más delante. 
Además es perúnente recordar que el acta debe ser redactada por el conciliador, 
cuidando que contengan las formalidades establecidas en la Ley, así como que el 
acuerdo conciliatorio conste en forma clara y precisa, de acuerdo a lo prescrito 
por los numerales 2 y 12 del artículo 44 del reglamento. 


Así, y conforme lo señalado por el artículo 16 de la Ley””, los requisitos 
que debe contener toda acta de conciliación son los siguientes: 


27) Loy N 26872. Ley de Concilacón: 
“Arica 162 Ace 

1 Aces csel docomento que expres la munición de volunad dels pass enla Conciliación Ext 

judicial, El Act debe contener tcesciamene una ls formas de conclusión de peocedimienco concilaro. 

salada e e acudo aunacos El Aira debe onctnce lo tas 

> Nido comal 

b, Ntmero de expedente. 

€. Lugar y ficha a laque e sascrbe 

Hit semero del dectrmerno cid de indie delo ade 
y des e co, dl ig aro 

¡Nombre y numero del decsmento fica de klendad de conclador. 

É. iman de regir y. de er 2 caso, regio de espcialdad del conclaor. 

Jos hu capecos lala ele coacción y en. no coo, ls huchos esputos par dl teicado 
cmo sumeato de su probable 1ccoavencón, sl cazo la descripción de la ls Soatrovemlas cor 
pondientes en ambos casos, Para ss efectos, e podrá sdjonee la solid de conellacó, la que 
Tamaseá jun iesegracce dl Acta, en dl modo que etabcacal Reglamenta 

ha El Aruesdo Concilacado, so4 mel o pardal, consigndadose de manera clara y precisa lor desc, 
deber u obligaciones ceo, expresas y excl ncundids par las pase; o, en su co, la ao de 
cuendo, la isitencia de una ambas pares la Audiencia o la decisión deblamente motivada dela 
conclasión del procodimieno por part del conciados. 

£. Firma del concilados, de lus pares interviniente desu representan legales, deve st. 
| Frcllifidl od cosctados de la pants ccoo e deme sprenaecla, dele ds 

dE. ELuceab, epson de colepacua cs y huela del Abogado del conto de concilción Estrajucicia, 
quin pra ez de bs curo opacos rindo del cn ro ses ta 

Bale eau lap parió pus feat pci eclipse rip 

iio, incevendrá ts csi ruego quin firmas « imprmicá su huella gral. En l caso de ls anal 

bros, también incervendrá un testo 4 ruego, quien ler y frmará.l Acta de Conciliación. La impresión 
del kual dial Ad asallbes topória E ecoplación al oarorl dal dera, Es al cian se da 


comarca de eta situnción enel Aces. 
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1. Número correlativo 


Corresponde al número de acta, esto es, el número de orden de expe- 
dición del acta de conciliación, el cual será asignado por el centro de conci- 
liación según su propio registro interno. Cada acta deberá tener su propio 
número correlativo a efectos de que pueda ser individualizada en el repistro 
de actas respectivo. 


2. Número de expediente 


Debe ser el mismo número de expediente con el cual se registró la solic 
tud ingresada al centro de conciliación y que dio inicio al procedimiento con- 
ciliatorio, Nótese que no necesariamente existirá coincidencia entre el número 
de acta y el número de expediente pues son registros independientes. 


3. Lugar y fecha en la que se suscribe el acta 


Se exige este requisito a fin de tener certeza acerca de la fecha en que 
concluyó el procedimiento conciliatorio, y poder calcular la fecha de reinicio 
del cómputo de los plazos de prescripción establecidos en el Código Civil, los 
cuales se suspendieron al momento de la presentación de la solicitud y, con- 
forme al artículo 19 de la Ley y 23 del Reglamento se reinician en la fecha de 
conclusión de la Audiencia de Conciliación señalada en el acta para los casos 
en que la conciliación fuese parcial o no se hubiera realizado. 


4. Nombres, número del documento oficial de identidad y do lo de las 


partes o de sus representantes 


Esta información es vital ya que nos permite identificar e individuali- 
zas a las partes intervinientes en el procedimiento conciliatorio como son 
el solicitante y el invitado. En este caso resulta interesante verificar varias 
situaciones. 


La canisión de alguno de los requisitos establecidos en ls literales a), b), 1), y 29 cel presence asículo no 
“nervan la vlidez del Acta, en cualquiera de los casos de oclusión de procedimiento conciliatoio seña» 
Lado en el ardcalo 15. 

La visión cu el Acta de alguoo de los requisitos escublecidos eu los incisos 0) 2, ), 8), Md, € d del 
presente artículo, dará lurar a le maldad documental del Acto, que ea tal cxo mo pod ser considerada 
Como cito de ejecución, mi posibiliará la interposición de la dercanda. En ral supuesto, la parte afectada 
podrá proceder conforme lo establecido eel arículo 16-4, 

o Acta ao deberá conceves cu aíngús caso, eumendaduas, Lorsones,tuspaduzas superposiciones euro 
lis, bajo sanción de lidad, 

El Acta no podrá contener las pesíiones las propussas de las partes del conciliador salvo que ambas 


Lo autoricon expresamente, lo que podré ser emerienado por el juez respectivo ens oportariead 


(%)  Acrculo munliiado porel ascículo 1 de Decreto Legislacivo N? 1970, publicado el 26 de junio de 2098, 
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En el primer caso, cuando hay acuerdo entre las partes, esos daros de iden- 
tificación nos permiten además señalar de manera indubirable quiénes son las 
partes y a cuál domicilio se cxigirá cl cumplimiento de la obligación contenida 
en el acta en el caso de que la parte obligada incumpla con lo acordado. 


Cuando no hay acuerdo entre las partes, se deja constancia de los nom- 
bres, identificación y domicilio de ambas partes, las cuales participaron del 
desarrollo de la audiencia. En este caso, a nivel judicial, los domicilios consig- 
nados en el acta de conciliación deberán ser coincidentes a los señalados en la 
futura demanda 


De manera similar sc presenta la situación en la cual el procedimicato de 
conciliación concluye por inasistencia de una de las partes a dos sesiones, en 
cuyo caso los domicilios consignados en el Acta deberán ser coincidentes con 
los señalados en la solicitud, y deberán ser plasmados de manera idéntica en la 
futura demanda 


Si el acta es redactada por inasistencia de ambas partes, esta no podrá 
ser empleada por el futuro demandante, pues no tiene valor como requisito 
de procedibilidad al tener que acreditarse por parte del demandante no sola- 
mente haber solicitado sino también concurrido a la audiencia de conciliación, 
conforme lo señala el artículo 6 de la Ley. 


Recordemos que por disposición expresa del literal a) del artículo 7-A de 
la Ley, no procede la conciliación cuando se desconoce el domicilio del invi- 
tado a conciliar, debiendo demandarse directamente y señalando que se des- 
conoce el domicilio del invitado a fin de que la demanda interpuesta no sea 
declarada improcedente, De igual forma, deberá declararse improcedente la 
demanda cuando no exista coincidencia del domicilio del invitado señalado 
en la solicirud y en el acta con el que figure de manera distinta en la posterior 
demanda 


5. Nombre y número de documento oficial de identidad del conciliador 


Este dato nos permitirá identificar indubitablemente al conciliador extra- 
judicial que guió el procedimiento conciliarorio 


:. Número de registro y, de ser el caso, registro de especialidad del 
conciliador 


Este dato nos permitirá complementar la identificación del conciliador 
extrajudicial en lo que respecta a su habilitación para ejercer función conci- 
liadora mediante el respectivo número de acreditación tano como conciliador 
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extrajudicial y/o conciliador especializado que consta en el Registro Nacional 
Único (RNU) de Conciliadores del Ministerio de Justicia. 


7. Los hechos expuestos en la solicitud de conciliación y, en su caso, los 
hechos expuestos por el invitado como sustento de su probable reconven= 
ción, así como la descripción de la o las controversias correspondientes 
enambos casos 


En este punto es pertinente señalar que, en principio, el acta de conc 
ción contendrá las pretensiones determinadas consignadas por el solicitante 
en la solicieud de conciliación, pero eventualmente en el acra se podrán incluir 
las posibles pretensiones determinables que pueden ser propuestas por 
cualquiera de las partes después de la presentación de la solicitud y durante el 
desarrollo de la audiencia de conciliación. Recordemos que el Decreto Legisla- 
tivo N* 1070 también modificó el artículo 445 del Código Procesal Civil pre- 
cisando que, en caso de que la pretensión reconvenida sca materia conciliable, 
el juez para admitirla deberá verificar la asistencia del demandado « la audien- 
cia de conciliación y que conste la descripción de la o las coneroversias plan 
teadas por este en el acta de conciliación presentada anexa a la demanda 


Un tema importante que se origias por cl hecho de presentar las actas de 
conciliación ante el Poder Judicial es el referido a la inclusión de la pretensión 
como parte de los requisitos que debe contener toda acta de conciliación. Al 
respecto es importante manifestar lo siguiente: 


Al momento de presentarse la solicieud de conciliación, esta debe cum- 
plir con una serie de requisitos establecidos en el artículo 12 del Reglamento, 
específicamente lo señalado en el numeral 6, referente a los hechos que dieron 
lugar al conflicto, y el numeral 8, que señala que debe contener la pretensión, 
indicada con orden y claridad, precisando la mareria 4 conciliar. 


En otras palabras, en la solicitud se deberá indicar de manera indistinta 
tanto los hechos que dieron origen al conflicto así como la prerensión del soli- 
citante, Así, de manera legal se hace la distinción enre los hechos, que no 
será orra cosa que el equivalente a los fandamentos de hecho contenidos en 
una demanda; y de la pretensión, que equivale al petitorio de la demanda. 
Los relatos de los hechos siempre serán los mismos ya sea en la solicitud de 
conciliación, o en la descripción de las controversias que se plasma en el acta, 
o en la posterior demanda que se pueda interponer por la falta de acuerdo 
conciliatorio. 


En tanto que el literal g del artículo 16 de la ley señala que es requisito 
formal de toda acta la descripción de las controversias, así, como es fácil 
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de advertir, la exigencia de la formalidad del acta se refiere únicamente a la 
descripción de las controversias, esto es, al relato de los hechos considerados 
como controversias entre las partes y que al no haberse solucionado mediante 
la vía conciliatoria se exige su cumplimiento en la vía judicial mediante el 
pronunciamiento del órgano jurisdiccional. 


Por ello solamente deberán señalarse los hechos que dieron origen al con- 
flicto mencionándolos con claridad y precisión y se consignarán las controver- 
sias planteadas por las partes (solicitante e invitado), siendo que si la conci- 
liación no se ha realizado, solo deberá dejarse constancia en el acta del hecho 
que lo motivó, cuando se deba a la falta de acuerdo, inasistencias de ambas 
partes a una sesión, a inasistencia de una de las partes a dos sesiones, siendo 
que de ninguna manera se dejará constancia en el acta de las propuestas o la 
posición de las partes, a menos que ambas partes lo autoricen expresamente. 


8. El acuerdo conciliatorio, sea total o parcial, estableciendo de manera 
clara y precisa los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exi- 
gibles acordadas por las partes; o, en su caso, la falta de acuerdo, la ina= 
sistencia de una o ambas partes a la audiencia o la decisión debidamente 
motivada de la conclusión del procedimiento por parte del conciliador 


El acta puede contener el acuerdo conciliatorio, sea este total o parcial, es 
decir, cuando las partes acordaron resolver la totalidad de sus controversias o 
solo algunas de ellas, dejando otras sin resolver. 


El acuerdo conciliatorio, sea total o parcial, debe establecer de manera 
precisa los derechos, deberes u obligaciones cierras, expresas y exigibles de las 
partes, entendiendo por derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y 
exigibles: 


Son ciertas cuando están perfectamente descritas en el acta de concili 
ción no existiendo inconveniente alguno para que las prestaciones conveni- 
das sean genéricas. Son expresas cuando constan por escrico en el acta, Son 
exigibles cuando las partes señalan el momento a partir del cual cada una de 
ellas puede solicitarle a la otra el cumplimiento de lo acordado. 


Deberá señalarse también, con claridad, el lugar y modo en que se cum- 
plirá lo acordado. 


Debe quedar claro que si el acuerdo conciliatorio es parcial, deberán que- 
dar perfectamente señalados y descritos, en el acra, los puntos respecto de los 
cuales no se hubiera llegado a solución alguna. 
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Si la conciliación no se ha realizado, solo deberá dejarse constancia en el 
acta del hecho que lo morivó, cuando se deba a inasistencias de ambas parres 
a una sesión, o a la inasistencia de una de las partes a dos sesiones. 


La decisión debidamente motivada del conciliador, de acuerdo al artículo 
15, literal £) de la Ley, se produce en audiencia efectiva (que cuenta con pre- 
sencia del solicitante y del invitado) y únicamente por advertir violación a los 
principios de la conciliación, por retirarse alguna de las partes antes de la con- 
clusión de la audiencia o por negarse a firmar el acta de conciliación, siendo 
que en los dos últimos supuestos el acta de conciliación sirve como requisito 
de procedibilidad para la parte que no provocó la conclusión fundamentada 
de la audiencia. 


9. Firma y huela digital del conciliador, de las partes intervinientes o de sus 
representantes legales, de ser el caso 


El acta se considerará válida si es que ha sido debidamente suscrita por 
todas las partes que intervinieron en la realización de la audiencia y además 
han estampado su huella digital. La justificación radica en que la firma pro- 
porciona seguridad acerca de que han sido las partes y no otras las que han 
suscrito el acta, pero la idea ha sido brindarle mayor seguridad a un instru- 
mento privado mediante la inclusión de la huella digital como un requisito 
adicional a la firma, ya que, a diferencia de esta, la huella digital es más difícil 
de ser falsificada. La excepción de la inclusión de la firma como requisito for- 
mal se da únicamente para los casos en que alguna de las partes intervinien- 
tes sea analfabera, y por consiguiente no sabe leer, escribir y ni siquiera firmar, 
o cuando se encuentre imposibilitada de hacerlo, situación en la que forzosa 
mente deberá concurrir con un restigo a ruego. 


10. Nombre, registro de colegiatura, firma y huella del abogado del centro 
de conciliación, quien verificará la legalidad de los acuerdos adoptados, 
tratándose del acta con acuerdo sea este total o parcial 


En este caso, debemos entender que no siempre será de exigencia este 
requisito formal, debido a que no toda acta de conciliación contendrá acuerdos 
concilistorios, por lo que solamente se deberá exigir el cumplimiento de este 
requisito cuando el acta de conciliación contenga acuerdos totales o parciales, en 
cuyo ceso se hace necesario el acro de verificar la legalidad de los acuerdos, des- 
cartando su exigencia en aquellas actas que no contengan acuerdos. 


Por otro lado, la participación del abogado del centro de conciliación se 
da de manera complementaria en el procedimiento conciliatorio cuando el 
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conciliador que ha guiado el procedimiento conciliatorio no es abogado, en 
este sentido el artículo 29 de la ley señala que es función del abogado del cen- 
ero de conciliación supervisar la legalidad de los acuerdos. Pero, por disposi- 
ción expresa del numeral 4.£) del artículo 43 del Reglamento, el conciliador 
que no es abogado debe consultar con el abogado del centro de conciliación la 
legalidad del acuerdo conciliatorio. 


11. Participación de testigos a ruego" 


Cuando se contempla la participación de un testigo a ruego, este deberá 
firmar e imprimir su huella digital en el acta de conciliación, para el caso de 
personas analfabetas o que por cualquier circunstancia no puedan firmar ni 
poner su huella digital en el acra de conciliación. Esto complementa lo seña- 
lado en la parte final del numeral 1 del citado artículo 21 del Reglamento que 
contempla la participación de testigos a ruego, para el caso de personas anal- 
fabetas o que, por cualquier circunstancia, se encuentren impedidas de firmar. 
En estos casos, el testigo a ruego es designado por la parte respectiva y deberá 
suscribir el acta de conciliación en señal de conformidad”. 


Recordemos que, de acuerdo al artículo 16, ¿n five, del Reglamento de la 
Ley de Conciliación, uno de los requisitos de la invitación para conciliar que 
se cursa a las partes es señalar obligacoriamente que estas deben concurrir a 
la audiencia de conciliación acompañadas con un testigo a ruego en el caso de 
que sean analfabetas o por cualquier circunstancia se encuentren impedidas 
de firmar”. Con ello tenemos que su presencia es obligatoria, y el hecho de 
que una de las partes que se encuentre impedida de firmar no concurra acom- 
pañada por un testigo a ruego hace imposible la realización de la audiencia de 
concilizción y la consecuente suscripción del acra de conciliación, cualquiera 
que sea el resaltado del procedimiento conciliarorio. 


(228) Para un mjor deallo de lu participación de las partes y corceros cu un procedinienso concliacorio, 
especialmente asesores y, tesugos a ruego, Ci PINEDO AUBIAN, E. Mastín. “Intervención de los 
Ssejezos en el proceso judicial y en el procedimuento conciiacorio”, En; Araaiidad Gor, Publicación del 
Insituto Pacíico. N' 1. Lira juli de 2014, pp, 246-768 
:29) Reglamento de la Ley de Conciliación, Decrero Supremo N*014-2008-JUS: 
“Artienlo 21 - Reglas dela Audiencia de Conciliación 
Par la realización de la Audiencia de Conciliación deberán observarse las siguientes reglas (..) 
16) 
Para el caso de las persaras analfaberas o que no puedan frmor la conciliación se levar 2 cabo con la 
participación del testigo a ruego que aquellas destgnen y que deberá suscribir el Acta (. 
(230) Reglamento de la Ley de Conciliación, Decreto Supremo N* 014-2008-JUS: 
"Articalo 16 Contenido delay inviraciones a conciliar 
(0) 
Adicionalmente, ea las invicacione, el Centro de conciliación deberá consignar oblipatoramente la indi- 
ceción pertinente para que en el csso de personas analfabetas o que no puedan firmar, estas comperezcro 
acompañada de ul iiigo a ruego”. 
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12. Prohibición de incluir las propuestas o la posición de las partes 


El último párrafo del artículo 16 de la ley señala que el acta no podrá 
contener las posiciones o las propuestas de las partes o del concili 
dor, salvo que ambas lo autoricen expresamente, lo que podrá ser me 
tuado por el Juez respectivo en su oportunidad. 


Como es fácil advertir, es requisito indispensable del acta de conciliación 
la descripción de las controversias, lo cual es toralmente distinto a la prohi- 
bición contenida en el último párrafo del mismo artículo, que se refiere a las 
propuestas o posiciones de cualquiera de las partes que se efectúen al interior 
del procedimiento conciliatorio. Es más, esto último debe ser complementado 
con el artículo LO del reglamento de la Ley de Conciliación, el cual señala 
que, con relación a la confidencialidad que dispone el artículo 8 de la Ley, 
entiéndase que todo lo sostenido o propuesto en el proceso de conciliación 
carece de valor probatorio en cualquier proceso judicial, arbitraje o admi 
trativo que se promueva posteriormente, aun en aquellos que se originen en 
hechos distintos a los que dieron origen a la controversia materia de concilia- 
ción, entendiéndose, a contraria sensu, que en el acta solamente deben cons- 
tar las controversias que dieron origen al procedimiento de conciliación y la 
forma en que solucionó el problema, o la ausencia de solución ya sea por falta 
de acuerdo, inasistencia de una parte a dos sesiones o inasistencia de las partes 
a una sesión o los casos de conclusión debidamente motivada, Como vemos, la 
excepción a esta disposición la tenemos cuando ambas partes autorizan expre- 
samente la incorporación de las posiciones o propuestas en el acra, debiendo 
usarse el formaco oficial respectivo (formato L,. 


13. Otros requisitos de validez del acta 


Asimismo, el acte no deberá contener en ningún caso, enmendaduras, 
borrones, raspaduras ni superposiciones entre líneas, bajo sanción de nulidad. 
Esto obliga a los conciliadores a ser muy escrupulosos ea la expedición de las 
actas de conciliación pues no están permitidas las anoraciones marginales o 
interlineales o cualquier tipo de incorporación v rectificación de daros pues 
esto significaría la nulidad del acea que no podría ser empleada ni como requi- 
sito de procedibilidad ni como título ejecutivo 


Y. CLASIFICACIÓN DE LOS REQUISITOS DE VALIDEZ DELACTA 


De una lectura del artículo 16 de la Ley podríamos distinguir clara- 
mente dos clases de requisitos de validez en rodas las actas de conciliación, 
pues se establece que de todos los requisitos señalados solo la ausencia de 
algunos de ellos —los requisitos escablecidos en los incisos c). d), e). 2), h), € 
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i) del artículo 16, y que podemos denominar requisitos esenciales de vali- 
dez— van a afectar la validez del acta al provocar la mulidad documental de 
la misma, como veremos más adelante. 


1. Requisitos no esenciales de validez 


Cuando la Ley señala que la omisión de alguno de los requisitos estableci- 
dos en los literales a), b), P, j y k) del artículo 16 de la Ley no enervan la val 
dez del acta, en cualquiera de los casos de conclusión de procedimiento con 
liasorio señalado en el artículo 15, nos encontramos frente a lo que podríamos 
denominar requisitos no esenciales, ya que su ausencia no afecta de nin- 
guna manera la validez del acta de conciliación, que puede ser empleada ya 
sea como título ejecutivo o como requisito de procedibilidad. 


Estos requisitos no esenciales son: el número correlativo del acta; el 
número de expediente, el número de registro y, de ser el caso, registro 
de especialidad del conciliador; la huella digital del conciliador, de las par- 
tes intervinientes o de sus representantes legales, de ser el caso y el nombre, 
registro de colegiatura, firma y huella del abogado del centro de conciliación 
extrajudicial, quien verificará la legalidad de los acuerdos adoptados, tratán- 
dose del acta con acuerdo sen este total o parcial. 


2. Requisitos esenciales de validez 


Pero, cuando la Ley señala que la omisión en el acta de alguno de los 
requisitos establecidos en los incisos c), d), e), g), h), e 1) del artículo 16 de la 
Ley dará lugar a la nulidad documental del acta, y que en tal caso no podrá 
ser considerada como título de ejecución, ni posibilitará la interposición de la 
demanda, debemos considerar a estos requisitos como requisitos esenciales 
de validez, ya que su ausencia afecca con una mulidad documental el valor 
del acta de conciliación —sca como título ejecutivo o como requisito de proce- 
dibilidad-2"e imposibilita su empleo. 


Estos requisitos esenciales de validez son: el lugar y fecha en la que se 
suscribe el acra; los nombres, número del documento oficial de identidad y 
domicilio de las partes o de sus representantes y, de ser el caso, del testigo 


(231) Si bien es cierto el acta que adolece de ausencia de requisitos esenciales de validez so ve aíectada por 
ana malidad ciocumental, lo cierro es que, en virmd a lo señalada por el arrículo 22 del Reglamento, 
eu el caso parculer de ls actas com acuendos comilistris esco nulidad mo afecra el acco jurlico que: 
contienen, el cual no podrá ser exigido Lujo la reglas de. preciso de ejecución de resoluciones jadiciles, 
pero que Sigue resultando válido, pero que deber ser reclamando bajo las reglas de un proceso cognirivo 
y sus consebiñes erspse posrulstcr, probarorá, decisori, impugnatora y una vez obtenida una sencencia 
Ei y consensida pasas seción a la apa de ejecución. 
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a ruego; el nombre y número del documento oficial de identidad del conci- 
liador; los hechos expuestos en la solicitud de conciliación y, en su caso, los 
hechos expuestos por cl invitado como sustento de su probable reconvención, 
así como la descripción de la o las controversias correspondientes en ambos 
casos; el acuerdo conciliatorio, sea toral o parcial, consignándose de manera 
clara y precisa los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exigi- 
bles acordadas por las partes; o, en su caso, la falta de acuerdo, la inasisten- 
cia de una o ambas partes a la audiencia o la decisión debidamente motivada 
de la conclusión del procedimiento por parte del conciliados; la firma del con- 
ciliador, de las partes inrervinienres o de sus representantes legales, de ser el 
caso. 


Asimismo, como ya hemos visto, el acta no deberá contener, ea ningún 
caso, enmendaduras, borrones, raspaduras ni superposiciones entre líneas, 
bajo sanción de nulidad. El acta tampoco podrá contener las posiciones y 
las propuestas de las parces o del conciliador, salvo que ambas lo autoricen 
expresamente. 


En tal supuesto la ausencia de requisitos esenciales de validez, la 
parte afectada podrá proceder conforme a lo establecido en el artículo 16-A 
dela Ley 


VI. FORMATOS OFICIALES 


Por Resolución Ministerial N% 0235-2009-JUS se aprobaron los mode- 
los de formatos tipo de actas para su utilización en los centros de conciliación, 
los cuales sirven para uniformizar la expedición de las actas de conciliación y 
que corresponden a los formatos de acta de conciliación con acuerdo total, 
acuerdo parcial, por falta de acuerdo entre las partes, por inasistencia de una 
de las partes a dos sesiones consecutivas o no, por inasistencia de ambas partes 
a una sesión, por casos de conclusión debidamente motivada así como los for- 
imatos de solicitud, invitaciones para conciliar y demás que se usan en los cen- 
tros de conciliación, Estos se reproducen como anexos en la parte pertinente 
de este libro. 


VIL FORMAS DE CONCLUSIÓN DEL PROCEDIMIENTO Y TIPOS 
DEACTAS 


El artículo 15 de la Ley de Conciliación establece las formas de conclus 
del procedimiento conciliatorio y, por su parte, el artículo 16 de la Ley señala 
que el acca debe contener necesariamente una de las formas de conclusión del 
procedimiento conciliatorio señaladas ea el artículo anterior. Así, tenemos 
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que el procedimiento conciliarorio puede concluir y generar cualquiera de los 
siguientes tipos de actas, a saber: 


1. Acuerdo total de las partes 


Este supuesto se produce cuando las partes han concurrido a la audien- 
cia de conciliación y se han puesto de acuerdo respecto de todos los puntos 
su conflicto de intereses y señalados como tales en la solicitud de 
conciliación y a lo largo del procedimiento conciliatorio, es decir, cuando se 
han resuelto todas las pretensiones determinadas y las eventuales pretensiones 
determinables que se hubieran incorporado dentro del procedimiento. Debe- 
mos precisar que el acta con acuerdo es título ejecutivo de naturaleza extraju- 
dicial y que, en caso de incumplimiento, puede ser ejecutada mediante el pro- 
«eso de ejecución de resoluciones judiciales. 


2. Acuerdo parcial de las partes 


Esca situación se da cuando las partes han concurrido u la audiencia y se 
han puesto de acuerdo respecto de alguno o algunos de los puntos controver- 
cidos, dejando otros sin resolver. Debemos precisar que el acuerdo parcial no 
se refiere a la pluralidad de sujeros, en los se llegan a acuerdos conciliatorios 
solo entre algunos de ellos, sino que se refiere exclusivamente a una plurali- 
dad de pretensiones en las que algunas son resueltas y otras no. 


En este caso específico el acta de conciliación tiene un doble valor, pues 
respecto de las controversias sobre las cuales se llegaron a acuerdos el acta 
posee mérito de título ejecutivo, mientras que para el caso de aquellas contro- 
versias que no fueron resueltas por falta de acuerdo el acta posee el valor de 
ser requisito de procedibilidad que habilita a cualquiera de las partes a inten- 
tar resolver esa controversia en sede judicial al haberse acreditado el agota- 
miento de la instancia conciliatoria. Esto escá prescrito de manera expresa en 
el artículo 17 de la Ley de Conciliación al escablecer que si la conciliación 
concluye con acuerdo parcial, solo puede solicitarse rutela jurisdiccio- 
nal efectiva por las diferencias no resueltas. 


3. Falta de acuerdo entre las partes 


Cuando las partes asisten a la audiencia, el conciliador debe promover el 
diálogo y eventualmente proponerles fórmulas conciliatorias no obligatorias. 
Si al final de dicha sesión o de las que resultare pertinente convocar, las partes 
manifiestan su deseo de no conciliar, la audiencia y el procedimiento de con 
«iliación deben darse por concluidos. Si las partes concurren a la audiencia, 
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pero luego de un diálogo y de escuchar eventualmente fórmulas de concilia- 
ción, manifiestan su deseo de no conciliar, entonces debe darse por terminada 
la audiencia y el procedimiento expidiendo un acta por falta de acuerdo, que 
habilica a cualquiera de las partes a iniciar la respectiva acción en sede judi- 
cial, aunque nada impide que, agotada la vía conciliaroria, se pueda volver 
a iniciar un nuevo procedimiento conciliatorio sobre los mismos hechos no 
resueltos, 


4.  Inasistencia de una parte a dos sesiones 


Cuando solo una de las partes acude a la primera sesión —sea esta solici 
tante o invitado—, deberá convocarse a una segunda sesión. Si la situación per- 
siste en la segunda sesión, deberá darse por concluida la audiencia y el pro- 
cedimiento de conciliación. En otras palabras, de computarse la inasistencia 
de cualquiera de las partes a dos sesiones, sean estas alternadas o consecut 
vas, el conciliador debe dar por concluida la audiencia y el procedimiento de 
conciliación. 


5, Inasistencia de ambas partes a una sesión 


Si ninguna de las partes (solicitante o invitada) acude a la primera sesión 
o a cualquier otra realizada de manera posterior, no debe convocarse a más 
sesiones, dándose por concluido el procedimiento de conciliación. En orras 
palabras, si se verifica la inasistencia de la totalidad de las partes, debe darse 
por concluida la audiencia y se expedirá un acta por esta cansal concluyendo 
el procedimiento conciliarorio. 


Decisión debidamente motivada del conciliador en audiencia efectiva, por 
advertir violación a los principios de la conciliación, por retirarse alguna 
delas partes antes de la conclusión de la audiencia o por negarse a firmar 
el acta de conciliación 


En este caso, nos encontramos ance la posibilidad de concluir el procedi- 
miento conciliatorio por causales totalmente distintas a las antes menciona 
das. El problema es que exige que nos encontremos frente a la concurrencia 
de la totalidad de las partes conciliantes en lo que se conoce como audiencia 
efectiva. Pero limira los casos de conclusión del procedimiento conciliarorio 
al retiro de alguna de las partes ances de la conclusión de la audiencia, o por 
negarse a firmar el acta o por advertir violación a los principios de la concil 
ción (como ocurre, por ejemplo, cuando nos encontramos con una situación 
prevista como excepción al principio de confidencialidad). 
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VIII. ¿ES POSIBLE LA SUBSANACIÓN O LA CONVALIDACIÓN DE 
LA AUSENCIA DE LOS REQUISITOS ESENCIALES DE VALI- 
DEZ DEL ACTA? 


La respuesta a esta interrogante es afirmativa, sobre todo si tomamos en 
cuenta lo señalado por el artículo 16-A de la Ley, que establece un proce- 
dimiento de subsanación de las actas de conciliación —sean títulos ejecutivos 
o requisicos de procedibilidad— que no contengan los requisitos esenciales de 
validez del artículo 16. 


Efectivamente, el primer párrafo del artículo 16-A de la Ley señala que 
en los casos que se haya omitido alguno o algunos de los requisitos estable- 
cidos en los incisos c), d), 6), 8), lv, € 3) del artículo 16 de la Ley, el centro de 
conciliación de oficio o a pedido de parte, deberá convocar a las partes para 
informarles el defecto de forma que contiene el acta y expedir una mueva que 
sustituya a la anterior con las formalidades de ley 22, 


Claro está que la subsanación supondría la concurrencia de ambas partes 
solicitante e invitado— que deciden subsanar la omisión del requisito esencial 
de validez en que se ha incurrido y que afecta la validez del acta; pero puede 
ocurrir que no siempre se podrá subsanar la omisión de las actas debido a la 
inconcurrencia de cualquiera de las partes a esta nueva sesión convocada. En 
estos casos la ley señala —de manera errónea—, que de no producirse la rectifi- 
cación del acta por inasistencia de la parte invitada, el centro de conciliación 
expedirá nueva acta por falca de acuerdo, lo que supondría que las partes con= 
curricron pero no se pusicron de acuerdo en la subsanación (que es el requisito 
para la expedición de un acta por falta de acuerdo), situación que no se ajusta 
a la realidad, más aún si apreciamos el Formato Q aprobado por Resolución 
Ministerial N" 235-2009-JUS, donde se señala que el nombre correcto del 


(232) Ley N' 26872 Ley de Concilacón 
“Artículo 16- A.- Rectificación del Acta 
Fa los casos que se haya cmícido alguen u algunos delos requisicos establ<idos vo los liveales 0) dh, 
8), 1,61) del artículo 16 dela Ley, el centry de conciliación de oficio o pedido de parte, deberá consocar 
alas passes para informarks el deficro deforma que contiene el Act y expedir una cueva que sustiuya a 
La snserir con las formslidades de Le. 
De 09 producir la seclficación del Acta por inasistencia de la parte lnviuca, el cencro de conciliación 
expedirá nueva Acta por fala de Acuerdo, 
Za caso de conclusión del procedimiento concilacrio sin acuerdo, si dicha Acta hubleso sido presentada 
en proceso judicial, y no se hara cuestiomado la mulidad formal en la primera cpormaridad que ticne para 
lucero, se produce la convalidación tácica de la mistoa. De labesse producido cuescionuniento por la 
parte contraria o huber sido advercida pue e juez al calar la demanda dará lugar a la devolución del 
Acta, conceciendo un plazo de quince (15) cías pasala subsanación 
El acto jurídico contenido en el Acea de Concilación solo podrá ser declarado malo en vía de acción por 
scsi cancida en proceso judicial”, 
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acta a expedirse es el de Acta de Rectificación por Falta de Acuerdo ante 
Inasistencia de una de las partes. 


Respecto de la convalidación, esta solamente es posible en el caso de las 
actas sin acuerdo que sean presentadas como requisito de procedibilidad mas 
no en los casos de actas que contengan acuerdos y que poseen el mérito de ser 
títulos ejecutivos, los cuales al verificarse al interior del proceso de ejecución 
que presentan ausencia de requisitos esenciales de validez simplemente serían 
declaradas inejecurables. 


Esta distinción la obtenemos del tercer párrafo del artículo 16-A al señ 
lar que en caso de conclusión del procedimiento conciliatorio sin acuerdo, si 
dicha acta hubiese sido presentada en proceso judicial -se entiende solo como 
requisito de procedibilidad-, y no se haya cuestionado la nulidad formal en 
la primera oportunidad que tiene para hacerlo, se produce la convalidación 
tácita de la misma. Esto supone que, aunque el acta de conciliación presen 
tada como requisito de procedibilidad adolezca de nulidad documental, si ni 
el juez competente al momento de calificar la demanda ni la parte deman- 
dada al momento de contestar la misma hubiesen advertido la ausencia de 
cualquiera de los requisitos esenciales de validez, la consecuencia será que 
precluye cualquier posibilidad de interponer cualquier pedido de nulidad de 
la misma cuestionando su validez. 


En este orden de ideas, y siguiendo el principio de convalidación, en 
el Derecho Procesal Civil, toda nulidad se convalida por el consentimiento. 
Siendo el recurso la forma principal de impugnación, su no interposición en 
el tiempo y en la forma requeridos van a significar que opera la ejecutorie- 
dad del acto. Recordemos que el Derecho Procesal está dominado por cier- 
tas exigencias de firmeza y de efectividad en los actos, superiores a las de las 
tras ramas del orden jurídico. Por ello se llega a afirmar que frente u la nece- 
sidad de obrener actos procesales válidos y no nulos, se halla la necesidad de 
obtenes actos procesales firmes sobre los cuales pueda consolidarse el dere- 
cho. En ese orden de ideas, si pudiendo cuestionarse el requisito de procedi- 
bilidad este no es observado ni por el juez ni por el demandado entonces la 
posible injusticia queda cubierta por el consentimiento tácito de ambos y la 
nulidad documental se convalida, puesto que vencido el plazo para su cuestio- 
namiento opera la preclusión de la etapa procesal y el requisito nulo queda 
convalidado no existiendo manera de aracar su validez. 


Siendo estos principios la base misma del sistema, el litigante es libre de 
impugnar el requisito de procedibilidad presentado en la demanda o de aca- 
rarlo. Pero la parte que tiene en su mano el medio de impugnación y no lo 
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hace valer en el tiempo y en la forma adecuada, presta su conformidad a los 
posibles vicios del procedimiento, y en ese caso su conformidad trae apare- 
jada la aceptación. También puede reputarse que, con su conformidad, conva- 
lida los vicios y errores en los que incurrió el juez al momento de proceder a 
La calificación del acta como requisito de procedibilidad. En resumen, si el que 
puede y debe atacar no acaca, entonces aprueba (comsensus non minas ex facto 
quan ex verbis colliginr). Este precepto, en Derecho Procesal, es poco menos 
que absoluto 


Además, resulta pertinente señalar que según la Casación N? 1195-2004/ 
lea “(...) no debe confundirse la cosa juzgada con el principio de preclusión, 
por cuanto la primera está referida a la existencia de una sentencia defini- 
tiva o un auto que produzca esos efectos, en cambio la preclusión implica que 
transcurrido (sic) una etapa del proceso no se puede regresar a orra ecapa, lo 
cual no impide que se pueda declarar de oficio la nulidad de los actos proce- 
sales cuando se advierte la exiscencia de nulidades insubsanables (...”. Pero 
ciertamente esta nulidad de oficio deberá ser realizada por el juez exclusiva- 
mente al momento de la calificación de la demanda, bajo sanción de operar la 
preclusión. 


TX. CONSECUENCIAS PROCESALES DE LA FALTA DE SUBSANA- 
CIÓN DE LOS REQUISITOS ESENCIALES DE VALIDEZ 


Detengámonos un momento para analizar la característica de los requisi- 
tos esenciales de validez del acta de conciliación sin acuerdo. Si el acta de con- 
ciliación sin acuerdo se constituye en un requisito de procedibilidad para la 
interposición de una demanda, y la ausencia de requisitos esenciales de validez 
señalados en el artículo 16 de la Ley provoca la nulidad documental del acta 
de conciliación sin acuerdo impidiendo su empleo como requisito de procedi- 
bilidad, entonces la lógica procesal nos llevaría a afirmar que al no cumplirse 
con adjuntar un requisito de procedibilidad válido por ausencia de requisi- 
tos esenciales de validez la sanción, debiera de ser la declaración de impro- 
cedencia de la demanda y la devolución de anexos, conforme lo señala el 
artículo 427 del Código Procesal Civil, no permitiendo su subsanación, pero 
esta afirmación es errónea. 


Ya se expresó anteriormente el significado y diferencia entre un requisito 
de admisibilidad y un requisito de procedibilidad, pero precisemos ahora la 
diferencia entre estos por sus efectos. En primer lugar, nótese que el incum- 
plimiento de un requisico de admisibilidad de la demanda derermina que 
el juez no admita a trámite la demanda concediéndole al demandante el 
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derecho de subsanar el defecto incurrido dentro de un plazo determinado”. 
Sin embargo, la situación es distinta en el caso de un requisito de proceden 
cía, Esta vez, cl incumplimiento determina que el juez rechace la demanda, 
que tendrá la calidad de definitiva, es decir, no cabe subsanación por el 
demandante“, 


Recordemos que la conciliación ha sido pensada no solo como un acto 
anterior al proceso sino también como un mecanismo alternativo de solu- 
ción de conflictos, implementada como requisito de procedibilidad de la 
demanda, la que debe ser declarada improcedente por falta de interés para 
obrar cuando la parte demandante no acredite al juez de la demanda haber 
solicitado, concurrido y permanecido en la audiencia respectiva ante un cen- 
tro de conciliación extrajudicial con fines de conciliación; pero también debe 
acreditarse la presentación de un acta de conciliación que, en tanto requisito 
de procedibilidad, contenga todos los requisitos esenciales de validez, con lo 
que se ratifica la naruraleza de la conciliación como mecanismo alternativo de 
solución de conflictos prejudicial y de cumplimiento obligacorio para posibili- 
tar la interposición de la demanda. 


Empero, la segunda parte del tercer párrafo del artículo 16-A de la Ley 
contiene un mandato procesal distinto que colisiona con toda lógica procesal, 


(39) Cto Pel Cri 
Ancla 406- Inadmsidad ela demand. 
FE ue decime nai la demanda cuado: 
1. No enga ls regu legales 
2, Wade srl ls ano ccgis pare 
3. Ml pedrodo me cla o pued y 
4 La vía promesa! propues o coresponda a la cuales del pero al valor de cr, alo 
que le ey penca vo alepcón. 
a Eo ens el juez order al destandante suban la omisión 6 efes en a pliz ño 
magos de dim dar, Sl el detaconaaos o Cumple con. lo arceciadó, el Juas. reliemeó la 
«lemanda y ordenará el archivo del expedieme” (dl calado s macro 
(230 Código Procesal Civ 
“Aniclo 42. Improcdenda del demanda. 
E jua ecarar improcdenel demand condo 
1. E deman crea enientenene de legeaidd pa best 
1 drmrano caera grientenenes e led paraba 
Advice caducidad del date 
e 
Modan comcón Etoo ls bh pico 
El prat fuese juica o scanenteimporle; o 
Cono ua acido scada de eco, 
Sid jor esc que la dental e rotacion doren, la Iscar de pl, 
sudo los fandamentos de mu decida y devoluendo los anar 
Sl resolución que <ecara la improcetenda Rus speuda el ue pondeácn conocimiento del deman- 
dad cio Dra .ta Inda pio qe meva Silesia, PER 
puc apo edo cual 
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pero que en tanto disposición adjetiva específica, debe ser cumplida por el 
juez. 


Efectivamente, esta disposición adjeriva señala que si el juez advirriera la 
ausencia de requisitos esenciales de validez del acta presentada como requisito 
de procedibilidad o se hubiese producido cuestionamiento en este extremo por 
la parte demandada, entonces esto dará lugar a la devolución del acta con- 
cediéndose al demandante— un plazo de quince días para la subsanación 


Es decir, a pesar de ser el acca de conciliación un requisito de procedibi- 
lidad que en caso de ausencia debe originar la declaración de improcedencia 
y la devolución de anexos, lo que ocurre a nivel procesal es una consecuencia 
distinta ya que se ordena no una subsanación del requisico omitido o defec- 
tuoso, sino la devolución del acta de conciliación para que sea subsanada; en 
otras palabras, se procede a devolver el acta afectada por la nulidad documen- 
tal a efectos de que sea subsanada conforme a las reglas del artículo 16-A de 
la Ley, lo que supone un desglose de la misma a efectos de que sea reempla- 
zada por el acta nueva que laa subsanado a la anterior, 


Esta situación resulta atípica en el proceso ya que el juez no se rige por 
las reglas de la declaración de inadmisibilidad de la demanda contenidas en el 
artículo 426 del Código adjetivo (esto es, ordenar la subsanación del defecto 
u omisión dentro de un plazo), ni por las de improcedencia contenidas en el 
artículo 427 del mismo (declarar de plano la improcedencia y devolver los 
anexos sin posibilidad de subsanación); lo que supone encontrarnos frente a 
una nueva clase de mandato procesal en la que el juez devuelve el acta de 
conciliación al demandante y le concede un plazo de 15 días para su subsana- 
ción. Debe quedar claro que, como hemos visto, no siempre se va a producir 
la subsanación por la posible inconcurrencia de las partes a la sesión que con- 
voque para estos efectos el centro de conciliación extrajudicial, lo que signifi- 
caría el rechazo de la demanda y el archivo definitivo del expediente, 
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GRÁFICO 
CONSECUENCIAS PROCESALES DE LA PRESENTACIÓN EN JUE 
CIO DE UN ACTA SIN ACUERDO CON NULIDAD DOCUMENTAL 
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X. ¿CUÁL ES EL JUEZ COMPETENTE PARA LA EJECUCIÓN 
DE LAS ACTAS DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL CON 
MÉRITO EJECUTIVO? 


Cuando las partes en disputa resuelven su controversia a través de la sus- 
cripción de un acta de conciliación extrajudicial se hace innecesaria la inter- 
vención del órgano jurisdiccional en la decisión de dicha controversia, y se 
aspira al cumplimiento voluntario de estos acuerdos toda vez que poseen una 
mayor vocación de cumplimiento. Pero en caso de un eventual incumpli- 
miento, la parte perjudicada por aquel se apoyará en el mérito ejecutivo del 
acta de conciliación y tendrá que recurrir a la jurisdicción vía el proceso de 
ejecución de resoluciones judiciales para que, a través del poder coercitivo del 
Estado —representado por el Poder Judicial-, se haga efectivo lo libremente 
acordado en el acta. 


Menudo problema será el que deban afrontar las personas en lo relativo 
a tratar de dilucidar cuál es la vía procesal adecuada y el juez competente a 
efectos de solicitar la ejecución de dicha acta y, en caso de que las disposicio- 
nes emanadas dentro del ¡proceso de ejecución scan materia de impugnación, 
cuál será cl órgano superior que los deba resolver. Vamos por partes. 
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Como hemos señalado anteriormente, el artículo 18 de la Ley N* 26872, Ley 
de Conciliación, modificado por el Decreto Legislativo N? 1070, considera que 
el acta de conciliación con acuerdo conciliatorio constituye título de ejecución. 
Obviamente, esta disposición legal es contraria a las modificaciones introducidas 
en nuestro ordenamiento procesal por el Decreto Legislativo N* 1069, que desde 
junio de 2008 ha derogado la distinción encre rículos ejecutivos y títulos de eje- 
cución, encontrándonos ahora con la regulación contenida en el arrículo 688 del 
Código Procesal Civil que inicamente considera la existencia de títulos ejecuti- 
vos de naturaleza judicial y extrajudicial, atendiendo al criterio procesal de la 
naruraleza jurisdiccional o no del ente que expide el inserumento. En este orden 
de ideas, las actas de conciliación extrajudicial con acuerdo total o parcial deben 
ser consideradas como títulos ejecutivos de naturaleza extrajudicial. 


Por otro lado, el precitado artículo 18 de la Ley de Conciliación establece 
que los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exigibles que cons- 
ten en las actas de conciliación con acuerdo total o parcial se ejecutarán a tra- 
vés del proceso de ejecución de resoluciones judiciales. El artículo 22, in fine, 
del Reglamento de la Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Supremo 
'N? 014-2008-JUS, señala que el acta de conciliación se ejecutará a través del 
proceso único de ejecución. Una lectura sistemática de la estructura del Pro- 
ceso Único de Ejecución nos dará como respuesta que la vía procesal correcta 
paca la ejecución de las actas de conciliación será el proceso de ejecución de 
resoluciones judiciales (aplicando los artículos 715, 716 y 717 del Código Pro= 
ccsal Civil), pero cumpliendo las disposiciones generales del proceso único de 
ejecución (señaladas en los articulos 688 al 692-A del Código adjetivo). 


Dentro de estas disposiciones generales, la competencia para la ejecu- 
ción de las actas de conciliación extrajudicial se regula en el artículo 690-B 
del Código Procesal Civil que establece un criterio procesal pare decerminar 
esta competencia atendiendo a la cuantía de la pretensión, señalando expre- 
samente que resulta competente para conocer los procesos con título eje- 
cutivo de naturaleza extrajudicial el jueces de paz letrado (cuando la cuan- 
tía de la pretensión no sea mayor de 100 Unidades de Referencia Procesal) y 
el juez civil (cuando la cuantía de la pretensión supere las 100 Unida- 
des de Referencia Procesal). Entonces, resulta evidente que las disposicio- 
nes procesales vigentes contenidas en el Código Procesal Civil para la ejecu- 
ción de las actas de conciliación extrajudicial con acuerdo total o parcial, en 
tanto son títulos ejecutivos extrajudiciales, se regulan únicamente en función 
de la cuantía de la pretensión. Este mismo artículo establece que es compe- 
tente para conocer los procesos con título ejecutivo de nacuraleza judicial el 
juez de la demanda, y para el caso de los procesos de ejecución con garantía 
constituida, el juez civil. 
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Pero, tal como lo menciona Jaime Abanto*”, en la práctica se han susci- 
tado conflictos de competencia entre jueces especializados en lo civil y jueces 
especializados en lo civil con subespccialidad comercial al momento de deter 
minar cuál de ellos resultaba competente al momento de ejecutar las actas 
de conciliación extrajudicial, pues antes de la modificación del Código Pro- 
cesal Civil y de la Ley de Conciliación (a través de los Decretos Legislativos 
N's 1069 y 1070 respectivamente) estos últimos interpreraron que solo eran 
competentes para la ejecución de actas de conciliación en materia comercial, 
siendo las demás de competencia de los jueces civiles, Así, con la dación de la 
Resolución Administrativa N* 006-2004-SP-CS, publicada en el diario oficial 
el 2 de octubre de 2004, se establece la competencia de los juzgados civiles 
con subespecialidad comercial en las pretensiones referidas a la Ley de Títu- 
los Valores y en general acciones cambiarias y los procesos ejecutivos y de 
ejecución de garantías, y no se consideraba como competencia de los Juzga- 
dos Comerciales a los procesos de ejecución de resoluciones judiciales que, en 
ese momento, se consideraban como títulos de ejecución. Concluye que, si al 
amparo del vigente marco normativo las actas de conciliación ahora son títu= 
los ejecutivos, a tenor de la resolución administrativa glosada, en la Corte 
Superior de Justicia de Lima los jueces competentes para conocer su ejecución 
son los jueces civiles con subespecialidad comercial y los jueces de paz letrado, 
iendo que en los demás distritos judiciales son competentes para conocer la 
ejecución de las actas de conciliación los jueces civiles y los de paz lerrado, 


La Resolución Admninistraciva N* 006-2004-SP.CS ha atribuido y deli- 
mitado la competencia de los órganos jurisdiccionales de la Subespecialidad 
Comercial, no solo en atención a criterios procesales sino también conside- 
rando la naturaleza de las relaciones jurídico materiales que fundamentan 
las pretensiones y la naturaleza de la pretensión (o más bien la naturaleza 
de las relaciones jurídicas que sirven de sustento a las prerensiones); así, de 
acuerdo al criterio mencionado, establece que corresponde conocer esta sub- 
especialidad, las pretensiones derivadas de la contratación mercantil y de las 
operaciones de comercio exterior o las referidas al transporte terrestre, marí- 
timo, fluvial, lacustre y aeronáutico, de bienes en general. 


En este sentido la ejecución de las actas dle conciliación en materia laboral 
—privadas y administrativas — vienen siendo conocidas correctamente por los 
Juzgados Especializados de Trabajo y las actas de conciliación relativas a fami- 
lía expedidas a nivel del Ministerio Público en conciliaciones familiares—, por 


(255) ABANTO TORRES, Jaime David, La omncilición omafudicial yla conlición judicial: Us puesto dew eme 
os MARC 5 y da jr ordinaria, Gres Lion, 2010, pp. 207-209. 
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los Juzgados de Familia, siendo estos los límites que se deben tener presentes 
para delimicar la comperencia de los órganos jurisdiccionales de la subespe- 
cialidad comercial, cn la ejecución de actas de conciliación, Por cllo se consi- 
dera que la ejecución de actas de conciliación en materia laboral y de familia 
no puede ser conocida por los órganos jurisdiccionales de la subespecialidad 
comercial. 


Nos parece que estos razonamientos se apartan del espíritu de la norm: 
tiva procesal, unificada en materia de ejecución de los títulos ejecutivos en vi 
tud de lo señalado en el artículo 690-B del Código Procesal Civil, ya que se 
hacen distinciones inexistentes e innecesarias en atención exclusiva a la deno- 
minación del instrumento y la relación jurídica que contiene, lo cual termina 
siendo un contrasentido, más aún si consideramos que la resolución admi- 
nistraciva que sirve de sustento ha sido expedida durante la vigencia de un 
marco normativo que se encuentra modificado sustancialmente. 


Afirmamos esto puesto que parte del argumento para considerar a los 
juzgados civiles con subespecialidad comercial como competentes para cono- 
cer de la ejecución de las actas de conciliación reposa en el hecho de que, en 
un primer momento antes de la modificatoria del Código Procesal Civil incor- 
porada por el Decreto Legislativo N" 1069, estos —los juzgados comerciales 
resultaban competentes para conocer la ejecución de títulos ejecutivos y los 
juzgados civiles de los títulos de ejecución, pero al modificarse el marco nor- 
mativo y no existir títulos de ejecución, las actas de conciliación —eransfor- 
'madas ahora en títulos ejecutivos- deben ser de conocimiento de los juzgados 
comerciales, al disponerlo una resolución administrativa. 


Pero, este argumento se desvanece cuando admiten que la ejecución de 
determinadas actas de conciliación no puede ser de conocimiento de los juzgados 
comerciales, a pesar de ser tículos ejecutivos, porque predomina la marería de 
la relación jurídica contenida en el inscrumento, como ocurre en los casos de las 
actas de conciliación en temas laborales y de familia, aunque es de precisar que en 
sa fundamentación no se refiere a las actas de conciliación expedidas por un cen- 
tro de conciliación extrajudicial al amparo de lo señalado por la Ley N' 2687. 
sino a actas laborales privadas o administrativas y a actas expedidas ante el Mi 
terio Público emanadas de un proceso de conciliación fiscal en temas de fumili 
Y se afecta más este criterio cuando se afirma, « contrario sensu, que pueden exis- 
tir instrumentos que no contienen una relación jurídica de naturaleza comerci 
pero que sí pueden ser de conocimiento de la subespecialidad comercial. 


Consideramos que a nivel jurisdiccional deben establecerse criterios uni- 
formes a fin de hacer prevalecer la aplicación del criterio unificador que 
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resaltó en la modificación del Código Procesal Civil en lo que respecta al Pro- 
eso Único de Ejecución y contenido en el Decreto Legislativo N* 1069, esto es, 
la determinación de la competencia para la ejecución de los títulos ejecutivos cn 
mérico a la naturaleza judicial o extrajudicial del instrumento y a la cuantía de 
la precensión, a efectos de decerminar si resultan competentes para la ejecución 
de las actas de conciliación los jueces de paz letrados o los jueces civiles, evi- 
tando hacer distinciones que generan un alto grado de confusión en el usuario 
del sistema de administración de justicia, que se apoya en un proceso de ejecu- 
ción que en teoria debería ser rápido pero que debido a estas imprecisiones lega- 
les lo somere innecesariamente a un sa crucis procesal —el mismo al que evitó 
llegar cuando suscribió un acuerdo con su contraparte— y que le resta cficacia al 
verdadero mérito ejecutivo que debe poseer un acta de conciliación 


XI, EFICACIA DE LAS ACTAS QUE CONTIENEN ACUERDOS 
CONCILIATORIOS PACTADOS DE MANERA CONDICIONADA 


Uno de los aspectos más importantes de la real eficacia de la inscicución 
de la conciliación extrajudicial radica en el valor del acta de conciliación que 
contiene un acuerdo conciliarorio, 


Así, cuando existe un acuerdo conciliatorio extrajudicial plasmado en un 
acta de conciliación, se debe presumir que estos acuerdos tienen una mayor 
vocación de cumplimiento por parte de los sujetos que participaron en el 
procedimiento conciliatorio y suscribieron el acta; pero, en caso de un eventual 
incumplimiento de la misma, la eficacia de la conciliación se da en la garantía 
de cumplimiento de dichos acuerdos y que radica en el mérito ejecutivo que la 
ley le ororga al acta y la consecuente posibilidad de solicitar su ejecución forzada 
a uravés del proceso de ejecución de resoluciones judiciales, Es decir, el marco 
normativo ha previsto que la eficacia de la conciliación extrajudicial debe repo- 
sar necesariamente en el adecuado desarrollo de un proceso de ejecución en sede 
jurisdiccional que garantice la inevitabilidad del cumplimiento del acuerdo 
conciliatorio adoptado por las partes, cuando alguna de ellas quiera sustraerse 
del cumplimiento de sus obligaciones. 


Pero ésta premisa no necesariamente se cumple en la realidad, pues exis- 
ten una serie de problemas que van a afectar esta eficacia. Así, una deficiente 
calificación del acta de conciliación traerá como consecuencia que los acuerdos 
conciliarorios adoptados no puedan ser ejecutados en sede judicial ante situa- 
ciones de incumplimiento, a pesar de que el acta sea formalmente válida, 


El artículo 16 de la Ley N% 26872, Ley de Conciliación, establece cuá- 
les son los requisitos que debe contener toda acta de conciliación. Al hablar 
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del acuerdo conciliatorio la norma precisa únicamente que este debe conte- 
ner los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exigibles acordadas 
por las partes, sín cfectuar limitación de algún tipo, Si consideramos que el 
acuerdo conciliatorio expresa la manifestación de voluntad de las partes inter- 
vinientes en una conciliación, podríamos inferir que el acuerdo conciliatorio es 
un acto jurídico, y por lo mismo, podría realizarse mediante condición, plazo 
o modalidad de algún tipo, sin vulnerar el marco normativo imperativo. En 
este sentido, resulta de cumplimiento obligatorio lo señalado en el artículo 
Y del Título Preliminar del Código Civil, que prescribe que es mulo el acto 
jurídico contrario a las Leyes que interesan al orden público o a las 
buenas costumbres, o como señala Marcial Rubio, la nulidad previa afecta a 
los actos jurídicos contrarios, bien a las normas jurídicas vigentes que se refie- 
ren al orden público, bien a las buenas costumbres, que son estándares jurí- 
dicos, es decir, normas de contenido variable, que dejan su materia a criterio 
discrecional del magistrado judicial, encargado en última instancia de resolver 
estos problemas, 


Asi se explicaría la posibilidad de que en un acta de conciliación las par- 
tes puedan pactar una serie de obligaciones recíprocas entre ellas. En efecto, 
podría charse el caso de encontrarnos frente a una serie de obligaciones asumi- 
das de manera condicional por las partes (como, por ejemplo, por una parte, 
el ovorgamiento de la escritura pública que concenga el nuevo acto jurídico de 
compraventa de inmueble y, por la otra parte, la cancelación del saldo deudor 
en fecha determinada) 


Debemos asumir que ante un eventual incumplimiento la parte que soli- 
cite la ejecución del acta de conciliación está en condiciones de exigir la ejecu- 
ción forzosa del acuerdo asumido por su contraparte (otorgamiento de escri- 
tura pública de compraventa), por lo que el juez solamente debe limitarse 
a analizar los requisicos formales de dicha acta y expedir el mandato ejecu- 
tivo disponiendo el cumplimiento de la obligación contenida en el título, 
pues de acuerdo al artículo 690 del Código Procesal Civil el ejecutante ya se 
encontraba legitimado para promover la ejecución del acta desde el momento 
que se verificase que en dicho título ejecutivo tenía reconocido un derecho 
a su favor. Correspondería al ejecutado formular la respectiva contradic- 
ción y aportar los medios probatorios pertinentes orientados a demostrar 
la inexigibilidad de la obligación por el incumplimiento de la prestación a 
cargo del ejecurane (conforme al art. 690-D del Código Procesal Civil) y luego 


(236) RUBIO CORREA, Marcial. El Trdo Prliminor del CAizo Civil, 10* edición, Eonco Escorial de la Ponrii- 
cía Universidad Caeblica del Perú, Liena, 2008, p. 91 
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de formulada la contradicción, el juez debía correr traslado de la misma al eje- 
curante para que este absuelva y pueda proponer a su vez los medios proba- 
torios pertinentes, siendo que cl juez cstá facultado inclusive para convocar a 
audiencia única para la actuación de dichos medios probatorios (conforme al 
art. 690-E del Código Procesal Civil). 


Reiteramos que nada impide que un acuerdo conciliatorio pueda ser cele- 
brado de manera condicionada; además, en el caso propuesto, las partes se 
encuentran fecultadas para presentar medios probatorios que reforzaran en el 
juzgador la posibilidad de ejecución de las obligaciones contenidas en el acta 
de cor ¡ación o la inexigibilidad de las mismas. Así, si el ejecutante dermues- 
tra que sí había cumplido con efectuar el pago asumido, se encontraba legiti- 
mado para solicitar el ororgamiento de la respectiva escrirura pública; a con- 
srario sensu, si el ejecurado demoscraba que no había recibido el pago de la 
cancelación del saldo deudor por parte del ejecutante entonces podía esperar 
que su contradicción sea aparada. De acuerdo al marco normativo, la forma 
de celebración de un acuerdo conciliatorio puede estar sujeta a modalidad y 
existe el mecanismo procesal para dilucidar la procedencia o mo de la ejecu- 
ción mediante actividad probatoria. 


Tal vez el nuevo reto a asumir será unificar criterios entre operadores 
conciliatorios y operadores jurisdiccionales que permitan una adecuada cali- 
ficación de las actas de conciliación, y así lograr la eficacia de la concilia- 
ción basada en la ejecución de las mísmas mediante un proceso de ejecución 
guiado con excelencia. 


XII, LA “NULIDAD DOCUMENTAL” AFECTA SOLAMENTE AL 
ACTA DE CONCILIACIÓN PERO NO AL ACTO JURÍDICO 
CONTENIDO EN ELLA. 


Qué duda cabe que los acuerdos conciliatorios son actos jurídicos, en 
tanto son manifestación libre y coincidente de la voluntad de las partes desti- 
nadas a crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídicas —conforme a 
lo regulado en el artículo 140 del Código Civil- y, por lo tanto, esa manifes- 
tación de voluntad orientada a la búsqueda de soluciones a una controversia 
debe cumplir con los requisitos de validez señalados en la norma sustantiva 
(agente capaz, fin lícito, objeto física y jurídicamente posible y obser- 
vancia de la forma prescrita por ley bajo sanción de nulidad). 


En lo que respecta a la observancia de la forma prescrita por ley bajo san- 
ción de nulidad, debemos recordar que este requisito resulta aplicable úni- 
camente a los actos jurídicos que revisten la forma ad solemnitatem, actos en 
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los que al fusionarse los conceptos de acto y forma, más importante que la 
voluntad de los sujeros es el cumplimiento de la forma preestablecida por la 
ley, y en caso de inobservancia la sanción legal será la declaración de nulidad 
del acto jurídico. Contraria a esta forma, tenemos los actos jurídicos de forma 
ad probationem, en los que la forma que revista el acto jurídico será únicamente 
paca probar la existencia del mismo, aplicándose el criterio de libertad de for- 
mas. Entonces, y de acuerdo a lo regulado en el Código Civil, la invalidez 
absoluta de un acto jurídico genera su mulidad, lo que supone la ineficacia 
total y original del acto jurídico, no produciendo los efectos deseados por las 
partes y generando la imposibilidad de que sea saneado. Disrinra es la invali- 
dez relativa que provoca la anulabilidad, por la cual se da la posibilidad de 
que un acto jurídico afectado de un vicio superable pueda ser confirmado pos- 
teriormente por las partes intervinientes. 


Pero si analizamos lo señalado por la legislación sobre conciliación extra- 
judicial (vigente desde el mes de junio del año 2008 en mérito a las modificacio- 
nes introducidas por el Decreto Legislativo N" 1070), podemos apreciar que se 
ha incorporado un concepto muy interesante que es el de la “nulidad documen- 
tal”, que se encuentra mencionado en el artículo 16 de la Ley N” 26872, Ley 
de Conciliación, y por el cual ante la ausencia de lo que podemos denominar 
requisitos esenciales de validez (señalados en los literales c), d), €), 2), h) € 
1) del artículo 16 de la Ley N* 26872), dicha acta no podrá ser considerada ni 
como título ejecutivo ni como requisito de procedibilidad. Ello genera la 
obligación al centro de conciliación de convocar a las partes para informarles 
del defecto de forma que contiene el acta y expedir una nueva que sustituya a 
la anterior con las formalidades de ley. En este caso, podríamos afirmar que al 
existir la posibilidad de convalidación del acta de conciliación nos encontraría- 
mos frente 4 un acto jurídico que no es nulo sino anulable y por ende suscep- 
ríble de rarificarse, con lo cual vemos que la forma que reviste el acto jurídico 
sería meramente probatoria de su existencia. 


Pero la importancia de la forma probatoría en la nulidad documen- 
tal va más allá, pues esta nulidad solamente afecta al documento que con- 
tiene al acto jurídico mas no al acto jurídico mismo, que sigue manteniendo 
su validez, En efecto, de acuerdo a lo señalado cn el artículo 16-A in fine de 
la Ley N? 26872", el acto jurídico contenido en el acta de conciliación solo 


(257) Ley N? 26872, Ley de Conciliación: 
"Artículo 16-A - Rectificación del Acta 
re) 
El acto jurídico contenido en el Acea de Concilación solo podrá ser declarado malo en vía de acción por 
ctra emitida cn proceso judicial” (cl ¡oualeado es soso), 
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podrá ser declarado nulo en vía de acción por sentencia emitida en proceso 
judicial; asimismo, -y de acuerdo a los dos primeros párrafos del artículo 22 
del Reglamento de la Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Supremo N? 
014-2008-JUS-, el acuerdo conciliatorio subsiste aunque el documento que 
lo contiene se declare nulo, perdiendo el mérico ejecutivo y pudiendo ofrecerse 
como medio de prueba en un proceso judicial. 


En otras palabras, las actas de conciliación con acuerdo tienen el mérito 
de ser títulos ejecutivos de naturaleza extrajudicial, y en caso de incump] 
miento de las obligaciones contenidas en ellas, la parte perjudicada va a accio- 
nar solicitando el cumplimiento de dichas obligaciones a través del proceso de 
ejecución de resoluciones judiciales 


“Ahora bien, el artículo 16 de la Ley N” 26872 enumera los requisitos que 
debe contener toda acta de conciliación, siendo que en el caso de que el acta 
de conciliación con acuerdo adolezca de la ausencia de los requisitos esencia- 
les de validez antes señalados se produce la nulidad documental del acta. 
Aquí tenemos dos posibilidades: 


a) Las partes pueden convalidar el acto jurídico mediante la suscrip- 
ción de una nueva acta que reemplace a la anterior, y que cuenta 
con todos los requisitos legales que le devuelven el mérito ejecutivo, 
de acuerdo al procedimiento de rectificación del acta señalado en el 
artículo 16-A de la Ley de Conciliación, o 


b) de no prosperar la opción anterior, el acta pierde el mérico ejecu 
tivo —con la consecuente imposibilidad de ejecutarse en un proceso 
de ejecución pero al seguir siendo válido el acto jurídico denomi- 
nado acuerdo conciliatorio, se puede solicitar su cumplimiento ante 
un juez, ofreciendo esa acta como medio probatorio de la existencia 
del acto siguiendo las reglas de un proceso de naturaleza cognitiva 
(con el tránsito forzoso de sus etapas postulatoria, probatoria, deci- 
soria e impugnaroria), como quien desea hacer valer la obligación de 
una parte contenida en un contrato. 


Como vemos, el concepto de nulidad documental del acta consagra- 
ría lo que podríamos denominar principio de conservación del acto jurí- 
-o contenido en el acta por el cual la declaración de mulidad del acta de 
conciliación por ausencia de requisitos esenciales de validez no afecta al acto 
jurídico y, por el contrario, lo conserva aunque restándole el mérito ejecutivo 
al acta que lo contiene e impidiendo acudir a la vía ejecutiva en caso de no 
poder convalidarse, pero manteniendo el valor del acto jurídico para poder 
hacerlo valer en vía contenciosa. Resulta evidente que la nulidad documental 
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solamente podría invocarse únicamente al interior de un proceso de ejecución 
por la parte ejecurada que alegue que el acta adolece de ausencia de requisi- 
tos esenciales de validez que imposibiliten la ejecución de la misma al dejar de 
tener mérito ejecutivo. 


Situación distinta es cuando tenemos un acta de conciliación con acuerdo 
que cumple con todos los requisitos de validez contenida en el artículo 16 de 
la Ley de Conciliación. En este caso, la única vía precesal correcta para cues- 
cionar la validez de los acuerdos será el proceso de nulidad de acto jurídico 
invocando las causales específicas señalacias en el Código Civil y que persigue 
la declaración de nulidad ab ¿miío; y en tanto no exista sentencia judicial que 
declare la nulidad del acto jurídico las obligaciones contenidas en esta acta serán 
perfectamente ejecutables mediante el proceso de ejecución de resoluciones judi- 
ciales, lo que genera la ineviabilidad del cumplimiento de los acuerdos. 


XIM. CONCLUSIONES 


Las actas de conciliación extrajudicial poseen una regulación muy espe- 
cífica que debe conocerse para el empleo de las mismas tanto como requisito 
de procedibilidad o como títulos ejecutivos de macuraleza extrajudicial. Así, 
ausencia de presentación del acts como requisico de procedibilidad genera la 
declaración de improcedencia de la demanda interpuesta, cosa que no ocurre 
en el caso de la presentación deficiente de dicho requisito, lo cual quiebra la 
lógica procesal a la que estamos acostumbrados, pues existe un mandato pro- 
cesal específico en el que se obliga al juez a ordenar la subsanación de la pre- 
sentación del requisito de procedibilidad. Y si ni el juez ni la parte deman- 
dada hubieren advertido esta situación de nulidad formal entonces se produce 
la convalidación rácira del acta que habilita a continuar con un proceso judi- 
cial a pesar de encontrarnos frence a un instrumento nulo. 


Panorama similar ocurre en el caso de las actas de conciliación con 
acuerdo, que en principio deben cumplir con todos los requisitos estableci- 
dos en el artículo 16 de la Ley más aún los requisitos esenciales de validez 
para que el acra mantenga 5u valor de ser tírulo ejecutivo de naruraleza extra- 
judicial y su correspondiente mérito ejecutivo que habilite a accionar a través 
del proceso de ejecución de resoluciones judiciales para garantizar el cumpli- 
miento de los acuerdos. La ausencia de estos requisitos esenciales provoca la 
nulidad documental del acta, pero se parte de la premisa que el acuerdo con- 
diliatorio —entendido como acto jurídico— subsiste aunque el documento que 
lo contiene —el acta— sea declarado nulo, es decir, el acta con acuerdo pierde el 
mérito ejecutivo y se transforma en un documento privado que puede ser pre- 
sentado en un proceso que ya ao será ejecutivo sino de naruraleza cogni 
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Pero fuera de estos Casos, se presentan casos en los que las actas de con- 
ciliación con acuerdo no pueden ejecutarse, a pesar de encontrarnos frente a 
instrumentos plenos que cumplen con las formalidades establecidas por Icy, 
debido a que se hace necesaria la unificación de criterios a nivel jurisdiccio- 
nal que garanticen al justiciable un proceso de ejecución rápido y eficiente. 
El acuerdo conciliatorio evita el inicio del juicio respecto del tema de fondo y 
presenta mayor vocación de cumplimiento en tanto es resultado de la volun= 
tad de las partes, pero la eficacia de las acras de conciliación radica en ofre- 
ces la garancía de un adecuado proceso de ejecución que permita el cumpli- 
miento forzoso de las obligaciones en caso de un evencual incumplimiento, 
con lo que tenemos que la base de nuestro sistema de resolución de conflictos 
sigue siendo el Poder Judicial y la autoridad de nuestros jueces que garanticen 
una efectiva y verdadera resolución de las controversios y el restablecimiento 
de la paz social. 


En su obra Pensamientos afirmaba Blaise Pascal: “Justicia, Fuerza. Es justo 
que lo justo sea obedecido, es necesario que lo más fuerte sea obedecido. La 
justicia sin la fuerza es impotente; la fuerza sin la justicia es tiránica; la justi- 
cía sin fuerza encuentra oposición, porque siempre hay malvados; la fuerza sin 
la justicia es indescada. Hay, pues, que unir la justicia y la fuerza, y conseguir 
que lo justo sea fuerte y que lo fuerte sea justo”. 


Deberá ser objeto de preocupación la generación de un proceso de eje- 
cución que garantice el inexorable cumplimiento de los acuerdos a través de 
un proceso rápido, expeditivo y sobre todo sin complicaciones, en adecuada 
sintonía con la voluntad de las partes. He allí la eficacia que se debe lograr a 
nivel cualitacivo, donde se afirme que los acuerdos no solamente resuelven la 
controversia sino que además siempre se cumplirán, sea de manera voluntaria 
porque las partes desean cumplir su palabra, sea de manera forzosa porque el 
perjudicado por el incumplimiento se apoya en la fuerza del órgano jurisdic- 
cional para hacer valer sus derechos, 
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“No hay necesidad de salir de la habitación. Basca con sentarse 
a la mesa y escuchar Ni siquiera es necesario escuchar, solo es- 
perar, Ni siquiera hay que esperar, solo aprender a estar en 
Tencio. El mundose te ofreccrá libremente para sor descubierto". 


Franz Kafka 


L OBJETO 


Los centros de conciliación 


Entonces, la fan- 
ción básica de todo centro de conciliación es la de dispensar servicios de conci- 


lación a través del erabajo conjunto de todos sus miembros. 


A diferencia de lo que ocurre en Argentina donde la función del mediador 
se efectúa de manera libre e individual, es 
k 


verificación de la legalidad de los acuerdos conciliatorios, todo esto en beneficio 
de una mayor seguridad del procedimiento y la generación de acuerdos legales 
en favor de los usuarios del sistema conciliatorio. 


II. CONSTITUCIÓN DE UN CENTRO DE CONCILIACIÓN 


Solamente pueden constituir un centro de conciliación las personas jurí- 
dicas de Derecho Público o Privado sin fines de lucro, que tengan entre 
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sus finalidades el ejercicio de la función conciliadora, conforme lo señala el 
segundo párrafo del artículo 24 de la Ley en concordancia con el artículo 46 
del Reglamento que señala que pueden constituir centros de conciliación las 
personas jurídicas sin fines de lucro que tengan entre sus fines el ejercicio de 
la función conciliadora, requisito que debe cumplirse de manera expresa bajo 
sanción de no autorizarse el funcionamiento del centro. 


En este orden de ideas, las personas naturales no podrían constituir un 
centro de conciliación extrajudicial sino que, de manera previa, deberían cons- 
tituir una persona jurídica que finalmente solicita al Ministerio de Justicia que 
se autorice el funcionamiento de un centro de conciliación del cual esta per- 
sona jurídica es promotora. 


Si tomamos en cuenta las clases de personas jurídicas reguladas por nues- 
tro Código Civil, entonces debemos entender que el tipo que más se adecua 
a la exigencia legal para poder constituir un centro de conciliación será la de 
la asociación, en la medida en que no persigue un fin lucrarivo, pero sin las 
cuesciones adicionales de la afectación de bienes para la realización de derer- 
minados objetivos o la recaudación pública de aportes que se constituyen en 
características de la fundación y del comité respectivamente, Esta asocia 
ción deberá encontrarse constiruida de manera previa al inicio de los trámires 
de autorización del centro de conciliación, entendiéndose que debe estar ins- 
crita en el Registro de Personas jurídicas de la Oficina Registral, y preferente- 
mente de su localidad“. 


1. Solicitud 


Para obtener la autorización de funcionamiento, deberá presentarse una 
solicitud dirigida al Ministerio de Justicia (específicamente a la Dirección de 
Conciliación Extrajudicial y Mecanismos Alternarivos de Solución de Conflic- 
1os - DCMA), que tiene a su cargo tanto la autorización de funcionamiento, 
registro y supervisión de los centros, señalando la sede del centro, conforme a 
lo señalado por el artículo 27 de la Ley y el artículo 47 del Reglamento. 


(238) Código Cv 
vrícalo BO. La asociación es una organización scble de personas naturales o jurdias o de smbas, que 
sxtserd de vit meiridad coión panico" 
Artículo 99 La Fandaión es um organcación mo lucrar insináda median la aceación de uno 
o más bienes pura la realización de objetivos de carác rliso, asistencial cultural u oo de ineerós 
soci. 
“hercalo 111. E comic esla crgunicaión de pársonn cuencas o jaca, o de unio, diada la 
reunión públic de aportes dsiados auna inalidad alu (> 

(239) Cácigo Civ 
"Aralo 77. La eaiencia dela persa judia de derecho pedo comensal día de av inscripción en 


«el regieso supectivo salvo disposición discina de la ley ( 


Los centros de conciliación 


2. Requisitos comunes de la solicitud 


Conforme a lo señalado por el artículo 27 de la Ley, las instituciones que 
soliciten la aprobación de centros debea adjuntar a su solicitud debidamente 
suscrita por su representante legal, lo siguiente: 


1. Documentos que acrediten la existencia de la Institución.- refe- 
ridos básicamente a la prueba de la existencia de la persona jurídica 
mediante la presentación de los documentos que acrediten la inscrip- 
ción de la asociación en el registro de personas jurídicas de la oficina 
registral donde tiene su sede la institución. 


2. Documentos que acrediten la representación.- a fin de verificar 
que la persona jurídica está accionando su petición mediante la actua- 
ción de su representante legal, el cual debe poseer facultades para ello. 


3. Reglamento del centro.- que regulará la di interna del centro, y 
que es elaborado reniendo como base un modelo de Reglamento Tipo de 
centros de conciliación que ha sido elaborado por el propio Ministerio de 
Justicia, y que debe contener, además, los procedimientos para la selec- 
ción, capacitación permanente y designación de los conciliadores; el pro- 
cedimiento que deben seguir las personas que deseen utilizar los servicios 
del centro de conciliación, anexando la tabla de honorarios del centro y 
de sus conciliadores para los casos en que el servicio se presta a título 
oneroso; las normas de conducta para los conciliadores, los usuarios y el 
personal administrativo, y los procedimientos para solicitar copias certifi- 
cadas de las actas de conciliación, conforme lo requerido por los artículos 
48, 50, 51 y 52 del Reglamento, 


4. Relación de conciliadores.- quienes deberán encontrarse debida- 
mente acreditados por el Ministerio de Justicia, requisito indispensa- 
ble para que puedan ejercer función conciliadora. 


En todos los casos, y conforme a lo señalado por el artículo 47 del Regla- 
mento, se deberá acompañar a la solicitud, además, adicionalmente: 


1. Copia autenticada por el fedarario del Minjus o legalizada por nota- 
rio público de la constancia de inscripción en Registros Públicos o 
documento en el que conste la creación de la persona jurídica. 


2. Copia autenticada por el fedatario del Minjus o legalizada por nota- 
rio público del estatuto o del documento de similar naturaleza que 
contenga los fines u objetivos de la persona jurídica, debiendo estar 
señalado entre otros, el ejercicio de la función conciliadora 
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9. 


10, 


Copia autenticada por el fedatario del Minjus o legalizada por nota- 
rio público del acta de asamblea de asociados o del documento de 
similar nacuraleza, en el que consten los siguientes acuerdos: 


4) Constitución del centro de conciliación, en la que deberá adop- 
tarse la denominación, y de ser el caso la abreviatura; 


b) Funciones del centro de conciliación, la designación de cargos 


directivos, forma de elección y periodo de ejercicio en el cargo; 


<) Nombre del representante legal o el más alto cargo «iirectivo de 
la persona jurídica; 


d) Aprobación del reglamento del centro de conciliación, de acuerdo 
al formato tipo aprobado por el Minjus. 
Horario de arención debidamente suscrito por el representante legal 


de la persona jurídica. 


La relación de dos (2) conciliadores extrajudiciales y de un (1) abo- 
gado verificador de la legalidad de los acuerdos, como mínimo. 


Copia simple del título profesional y del carné de colegiatura del 
abogado verificador de la legalidad de los acuerdos. 


Certificado de habilitación del abogado expedido por el Colegio de 
Abogados al cual se encuentro inscrito, 


Registro de firmas y sellos que utilizarán en el ejercicio de sus funcio 
nes, los integrantes del centro de conciliación, así como del sello de 
expodición de copias certificadas de actas de conciliación. 


Copias simples de los documentos de identidad de los integrantes del 
centro de concil 


Croquis de ubicación y de distribución de las instalaciones del centro 
de conciliación, debiendo tener como mínimo la siguiente distribuci 


- Un(1) ambiente para la sala de espera y recepción, 
- Una(1) oficina administrativa. 
-  Un(1) servicio higiénico. 


- Una (1) sala de audiencias cuyas dimensiones serán de tres (3) 
metros de ancho y tres (3) metros de largo, aproximadamente. 
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11, Declaración jurada de carecer de antecedentes penales suscrita por 
los integrantes del centro de conciliación. 


12. Comprobante de pago por el derecho de trámite. 


Se precisa además de que el que participe en la constitución de un centro 
de conciliación o realice una modificación de la denominación registrada que 
importe un cambio de denominación, podrá solicitar a la DCMA, la búsqueda 
y posterior reserva de denominación por un plazo de treinta (30) días hábiles. 


Por otro lado, el Ministerio de Justicia no autorizará el funcionamiento de 
centros de conciliación que manifiesten en su denominación similitud o igual- 
dad con otro nombre, denominación, completa o abreviada, respecto de uno 
autorizado y/o ingresado con anterioridad o que hubiera iniciado primero el 
procedimiento de autorización de funcionamiento. Se entenderá, además, por 
denominación similar aquella que contenga más de una palabra igual o que 
guarde similirud gráfica o fonérica con denominaciones aurorizadas y/o ingre- 
sadas con anterioridad o que hubieran iniciado primero el procedimiento de 
autorización de funcionamiento. 


"Tampoco se autorizarán denominaciones o logos que reproduzcan o imi- 
ten denominaciones de cualquier Estado o cualquier organización nacional 
/ internacional, que sean reconocidos oficialmente, sin permiso de la autori- 
dad competente del Escado o de la organización nacional o internacional de 
que se trate. Además, la denominación a adoptarse no deberá inducir a con- 
fusión respecto de los servicios que brinde, o que en su empleo puedan indu- 
cir a error respecto del origen, cualidades o características de los servicios que 
ofrecen. 


Trámite de la sol 


Conforme a lo señalado por el artículo 53 del Reglamento, una vez reci- 
bida la solicitud el Ministerio de Justicia verificará en el plazo de siete días 
útiles, la documentación entregada a fin de revisar si cumple con los requisi- 
tos exigidos por los artículos 47 y 49 del Reglamento. Si la documentación no 
es suficiente, se oficiará al solicitante para que complete la información o pre- 
sente los documentos que le sean indicados. Si dentro de los treinca días úriles 
el notificado no completa la documentación, opera automáticamente el aban- 
dono de la solicitud presentada, 


tud 


Si la documentación presentada es suficiente, cl Ministerio ordenará den- 
tro de los cinco días útiles de efectuada la verificación, que se lleve a cabo 
una inspección en la sede del centro de conciliación, a fin de constatar que las 
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instalaciones sean adecuadas en cumplimiento de lo prescrito en el artículo 
47, numeral 10 y artículo 49 del Reglamento. La inspección deberá realizarse 
dentro de los diez días útiles siguientes a la fecha del oficio remitido al solici- 
tante indicando la realización de la inspección. El oficio contendrá el día y la 
hora de dicha verificación. 


Una vez efectuada la inspección y constatado el cumplimiento de los 
requisitos establecidos por la ley y el Reglamento, cl Ministerio de Justicia 
expedirá la resolución directoral concediendo la autorización de funciona- 
miento y que deberá ser publicada en la página web institucional del Ministe- 
rio de Justicia. La resolución deberá expedirse en un plazo no mayor de siete 
días calendario contados desde la fecha de la inspección. La expedición de la 
resolución de autorización del centro de conciliación implica la inscripción de 
este en el Registro Nacional Único de centros de conciliación. 


4. Registro Nacional Único de centros de conciliación 


Como hemos visto, el Ministerio de Justicia también tiene a su cargo el 
Registro de los cencros de conciliación —conforme el artículo 26 de la Ley=, 
para lo cual el artículo 54 del Reglamento prescribe que cl Ministerio de Jus 
ticia tiene a 3u cargo cl Registro Nacional Único de centros de conciliación, 
en el que inscribirá de oficio a los centros una vez expedida la resolución a que 
alude el artículo 53 del Reglamento. En el Registro se archivarán los docu- 
mentos sustentatorios de las solicitudes formuladas por los centros de conci- 
liación, se anotarán las sanciones impuestas a cada centro o a sus conciliado- 
res, así como los motivos que la originaron, Cualquier cambio en relación con 
la información y documentación contenida en el Registro deberá ser comuni- 
cado al Ministerio de Justicia, 


TI. ÓRGANOS DEL CENTRO DE CONCILIACIÓN 


Entendiendo que los servicios conciliatorios son proporcionados por el 
centro de conciliación, en tanto es una entidad que se constirnye para ejer- 
cer tal fin, debemos asumir uno serie de diferenciaciones y responsabilida- 
des de los miembros que lo componen. En un primer momento, ni la ley ni 
el reglamento fueron precisos al momento de definir la estructura orgánica, 
jerárquica y funcional que debía regir a todos los centros de conciliación, pero 
el modelo de Reglamento Tipo de los centros de conciliación aprobado por 
Resolución Ministerial N' 081-98-JUS, publicado el 27 de abril de 1998, nos 
proporcionaba algunas precisiones en cuanto a la reglamentación interna de 
todo centro de conciliación. 


296 


Los centros de conciliación 


Posteriormente, el actual Reglamento de la Ley de conciliación, aprobado 
por Decreto Supremo N* 014-2008-JUS, cumple con precisar en su artículo 
48 cuáles son los órganos de dirección de todo centro de conciliación, a saber: 
el director y el secretario gencral, además de contemplar la posibilidad de 
establecer otras secrerarías que determine establecer la persona jurídica que 
constituye el centro de conciliación (como podrían ser, por ejemplo: notifica- 
ciones, archivo, copias certificadas, erc.) 


GRÁFICO 
ÓRGANOS DEL CENTRO DE CONCILIACIÓN 


Abogado del cono 


Otras secretarías 


(C) M. Pinedo A 2017 


1. Director del centro de conciliación 


Por definición del artículo 48 del Reglamento la dirección administrativa 
del centro de conciliación estará a cargo del director. De ello podemos colegir 
que el director cs la máximo autoridad administrativa del centro de concilia- 
ción y ejerce una serie de funciones que básicamente son de tipo representa 
tivo ante todo tipo de autoridad. En realidad, de él dependen todos los demás 
miembros del centro de conciliación al ser el funcionario de mayor jerarquía 
siendo que los demás miembros se encuentran en una suerte de subordinación 
jerárquica. 


Un requisito esencial para considerar en la elección del director de un 
centro de conciliación reposa en que se exige que este sea conciliador extra- 
judicial acreditado por el Ministerio de Justicia, y además debe carecer de 
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antecedentes penales, policiales y judiciales. Además, no debe haber sido 
designado como director en otro centro de conciliación. 


La elección del director recae en el órgano de la persona jurídica que ha 
constituido el centro de conciliación o, en su defecto, el de quien aparezca 
con facultades de acuerdo con los estatutos de la persona jurídica. El Regla 
mento del centro de conciliación debe mencionar el periodo de la designación 
así como la posibilidad de reelección. 


Las funciones del director del centro de conciliación las encontramos 
detalladas en el artículo 48 del Reglamento y las podemos agrupar de la 
siguiente mancra: 


a) 


b) 


(u) 


Funciones de representación 


Representar al centro de conciliación ante cualquier autoridad 
administrativa y/o judicial; así como ante un proceso arbitral o 
un proceso conciliacorio. (Inciso b). 


Funciones de gestión 


Dirigir y coordinar todas las funciones del centro, sin perjuicio de 
las especiales otorgadas al scerctario general del centro (inc. 4). 


Examinar y evaluar a los aspirantes a conciliadores (inc. $). 


Poner a disposición del Ministerio de Justicia, cuando este lo 
estime conveniente, los expedientes personales de los conciliado- 
res (Inciso 1). 


Enviar al Ministerio de Justicia trimestralmente, la información 
estadística objetiva y veraz, a la que hace referencia el artículo 30 
de la Ley (inc. j). 


Funciones procesales 


Designar para cada asunto al respectivo conciliador (inc. k). 


Velar por el correcto desarrollo de las audiencias y por el cumpli- 
miento de los deberes de los conciliadores, así como de las funcio- 
nes del personal administrativo (inc. e). 


Funciones de capacitación 


Promover y coordinar con otros centros, universidades o simil 
res, y con el Ministerio de Justicia, actividades de tipo académico 
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relacionadas con la difusión de la conciliación y la capaciración de 
conciliadores (inc. c). 


- Diseñar, coordinar y dirigir los cursos de capacitación continua 
para sus conciliadores (iac. d). 


- > Preparar y dirigir los “Encuentros de Actualización Interna” del 
Centro (inc. 4). 


- Tener a su cargo las evaluaciones finales de los “Encuentros de 
Actualización Interna” (inc. h). 


e) Otras funciones que podrían incorporarse 


- Formular las propuestas que considere convenientes para 
ampliar o modificar las funciones del centro, o sus objetivos ins- 
titucionales. Diches propuescas se discutirán y aprobarán de 
acuerdo con el procedimiento establecido en los estatutos de la 
persona jurídica que ha constituido el centro de conciliación. 


- Celebrar, rescindir y resolver los contratos de prestación de servi- 
cios de los conciliadores, 


- Celebrar todos los contratos necesarios para el correcto desarrollo 
del centro. 


- Crear las secretarías que considere necesarias y pertinentes, 
debiendo contar con la autorización de la persona jurídica pro- 
motors del centro de conciliación. 


2. Secretaría general 

La secretaría general del centro de conciliación está a cargo del secrera 
rio general, quien es designado por el direcror del centro de conciliación, con= 
forme a lo señalado por la segunda parte del artículo 48 del Reglamento. 


Un requisito esencial en la elección del secrerario general de un centro de 
conciliación reposa en que se exige que este sea conciliador extrajudicial acre- 
ditado por el Ministerio de Justicia, y además debe carecer de antecedentes 
penales, policiales y judiciales. Además, no debe haber sido designado como 
secretario en otro centro de conciliación. 


Podríamos decir que el secretario general es un funcionario que goza de 
la absoluta confianza del director del centro, el cual le encomendará funcio- 
nes de tipo netamente administrativo y que también podríamos clasificar de 
la siguiente maneri 
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a) Funciones procesales 
- Recibir y darlos trámite a las solicitudes de conciliación (inc. a). 


- Notificar la invitación a conciliar, respetando los requisitos esta- 
blecidos en el artículo 17 del Reglamento de la Ley de Concilia- 
ción (inc. b), 


- Llevar el registro de actas de conciliación y el archivo del mismo 
Gnc. O. 


- Expedir copia certificada de las actas de conciliación (inc. d). 


Según el artículo 28 de la Ley, cada centro de conciliación llevará y 
custodiará un Libro de Registro de Actas y un archivo del mismo 
además del archivo de los expedientes, del cual se expedirán copias 
certificadas solo a pedido de parte interviniente en el procedimiento 
conciliatorio, del Ministerio de Justicia o del Poder Judicial. Se pre- 
cisa además que los expedientes deben ser archivados y custodiados 
por el centro de conciliación excrajudicial en las instalaciones autori- 
zadas para su funcionamiento bajo responsabilidad. 


El último párrafo del artículo 28 de la Ley señala que, en caso de 
destrucción, deterioro, pérdida o sustracción parcial o total del 
acta de conciliación o de los expedientes, debe comunicarse inme- 
diatamente al Ministerio de Justicia, que procederá conforme a 
lo dispuesto en el artículo 19-B de la ley, o sea actuar de acuerdo 
a la facultad sancionadora pudiendo imponer sanciones adminis- 
trativas, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que 
correspondan. 


El artículo 57 del Reglamento precisa que, en caso de autorización 
de suspensión temporal de actividades de centros de conciliación, se 
debe señalar el acuerdo de la persona jurídica por el que se aprucba 
la suspensión de actividades del centro, indicando el tiempo de sus- 
pensión así como la designación de la persona responsable de la expe- 
dición de las copias certificadas de las actas, así como la dirección 
donde se ubicará y expedirá dichas copias certificadas adicionales y el 
horario de atención. 


Por su parte, el artículo 58 del Reglamento señala que en el caso de 
que se autorice el cierre del centro de conciliación, este se encuentra 
obligado a remitir al Ministerio de Justicia la rotalidad del regisero 
de aceras de conciliación. 
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Sobre el Registro no se determina en la Ley si posee el carácter de ser 
público o privado, aunque el artículo 28 de la Ley nos sugiere que 
es de carácter privado ya que señala que las copias certificadas son 
expedidas a pedido de parte, ya que podríamos asumir que solo a las 
partes intervinientes en el procedimiento conciliatorio pueden expe- 
dirseles una copia certificada del acta, salvo mandato de autoridad 
competente, como el Ministerio de Jusricia o el Poder Judicial 


b) Funciones administrativas 


- Recibir, seleccionar, ordenar y clasificar las solicitudes de los aspi- 
rantes a conciliadores (inc. f). 


-  Encargarse de registrar en los expedientes personales de los con- 
ciliadores las evaluaciones finales de los “Encuentros de Actuali- 
zación Interna” (inc. €). 


Debe considerarse que también podrían escablecerse otras funciones adi- 
cionales tales como coordinar las funciones de las scerctarías adicionales que 
el director del centro hubiese creado, así como evaluar los documentos que 
acrediten el cumplimiento de los requisitos establecidos por la Ley para ser 
conciliador. 


.. Secretarías delegadas 


En concordancia con el artículo 48 del Reglamento, que señala en su 
parte inicial que la persona jurídica que ha constituido el centro podrá crear 
las secretarías que estime conveniente para que ejerzan funciones adminis- 
trativas previamente determinadas, o asuman alguna o algunas de las fan- 
ciones que le deleguen el director o el secretario general, debemos asumir en 
este supuesto que estas secretarías dependen jerárquicamente de la secreraría 
general. 


Por una cuestión de economía, la mayoría de los centros prefiere no ejer 
cor esta facultad, manteniendo la división de funciones entre el director y el 
secretario general, aunque de acuerdo a lo señalado en cl párrafo anterior, en 
un futuro cercano podríamos estar ante situaciones originadas por el creci- 
miento en la carga procesal que obligarian a ejercer esta facultad al director 
del centro. Así, se podrían crear secrerarías delegadas para que se encargasen 
de asuntos tales como la recepción y calificación de las solicitudes, la notifica- 
ción de las invitaciones, el registro de las actas de conciliación, la expedición 
de las copias certificadas de las accas, la evaluación y capacitación continua de 
los conciliadores, entre orras funciones. 
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. Conciliadores 


Los concilisdores extrajudiciales también forman parte del centro de 
conciliación y serían los únicos habilitados para ejercer función conciliadora 
tanto en temas de derechos disponibles y en los temas especializados en fami- 
lía (supuesto este último en el que deben contar con la respectiva acredita- 
ción adicional), Recordemos que para ser director o secretario general se exige 
ser conciliador extrajudicial, con lo cual renemos que nada impide que siendo 
conciliadores se pueda detentar una doble condición al interior del centro ya 
sea como director o secretario general. 


Su pertenencia al centro está determinada al cumplimiento del trámite de 
adscripción que es la comunicación en sede administrativa de que el conci- 
liador forma parte de la nómina de determinado centro de conciliación, con lo 
cual podríamos verificar el hecho de que un solo conciliador podría estar ads- 
crito y -en consecuencia- ejercer función conciliadora en más de un centro de 
conciliación extrajudicial. 


Por otro lado, se encontrarían en situación de subordinación frente al 
director del centro de conciliación, quien los designa para cada caso concrero 
originado por la presentación de la solicitud de conciliación; asimismo, su 
relación con el secretario general es de profunda coordinación, en la medida 
en que estos últimos se encargan tanto de la notificación de la invitación para 
conciliar como de la expedición de las copias certificadas del acta. 


Hay que tener presente que, de acuerdo a las limitaciones señaladas en el 
artículo 26 del Reglamento, ni el conciliador ni los que brindan servicios de 
conciliación pueden ser juez, árbitro. abogado. testigo o perito en el proceso 
que se promueva como consecuencia de la audiencia de conciliación que haya 
culminado con o sin participación de las partes. Por ello se recomienda ser 
selectivo respecto del número de centros de conciliación donde el conciliador 
se encuentre adscrito, pues así como se incrementa la posibilidad de ser desig- 
nado conciliador a cargo de la conducción de diversos procedimientos conci- 
liarorios, también se incrementa la posibilidad de encontrarse bajo los sapues- 
tos de limitación profesional en caso de no ser designado como conciliador. 


.. Abogado del centro 


Conforme a lo señalado por el artículo 29 de la Ley, todo centro de con- 
ciliación debe contar por lo menos con un abogado, quien se encargará de 
verificar la legalidad de los acuerdos adoptados. Recordemos que si bien es 
cierto que las partes son libres para resolver su controversia en los términos 
que mejor les parezca, se debe resperar siempre el límite fijado por las normas 
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imperativas. Si tenemos en cuenta, adicionalmente, que no todos los concilia- 
dores son abogados, entonces la función principal del abogado del centro será 
la de efectivizar cl cumplimiento del principio de legalidad que no es otra cosa 
que la conformidad del acuerdo conciliatorio al que arriben las partes, con el 
ordenamiento jurídico. 


En este sentido es pertinente precisar que es función del conciliador el 
redactar el acta de conciliación verificando que esta cumpla con todos los 
requisitos formales exigidos por el artículo 16 de la Ley, y la función del abo- 
gado consistirá única y exclusivamente en verificar que el acuerdo concilia- 
torio que forma parte del Acta se ajuste al ordenamiento legal vigente, no 
debiendo verificar si es que el Acta de conciliación cumple con los requisitos 
formales exigidos por Ley, y que son de responsabilidad exclusiva del concilia- 
dor en cuanto a su cumplimiento, conforme lo señalan los numerales 2 y 11 
del artículo 44 del Reglamento concordado con el numeral 4) literal £) del 
artículo 43 del Reglamento. 


Por su parte el artículo 47, ón fine, del Reglamento señala que si el con 
«iliador es abogado colegiado, ejercerá doble función en la conciliación: la de 
conciliador y la de supervisor de la legalidad de los acuerdos, para lo cual el 
centro de conciliación deberá comunicar al Ministerio de Justicia la adscrip- 

ión del conciliador en esta doble condición como conciliador y abogado. Esto 
se justifica en el hecho de que la presencia del abogado del centro de concilia- 
ción se hace imprescindible para aquellos casos en los que el conciliador que 
guía el procedimiento conciliatorio no es abogado y requiere forzosamente de 
un soporte en lo que respecta a la verificación de la legalidad de los acuer 
dos. Esta motivación se desvanece cuando el conciliador posee la condición 
de ser abogado colegiado, ya que existe la presunción legal de que se encuen 
tra capacitado para verificar la legalidad del acuerdo conciliarorio, pero reite- 
ramos que esta condición de encontrarnos frente a un conciliador-abogado 
debe ser comunicada previamente. 


IV. TARIFAS DE LOS CENTROS DE CONCILIACIÓN 
Se entiende por tarifa a todo dinero percibido por el centro de concilia- 
ción por la prestación de servicios concilintorios a título oneroso y comprende 


tanto los gastos administrativos del centro así como los honorarios profesiona- 
les del conciliador. 


El cuadro de tarifas debe ser aprobado por el Ministerio de Justicia, a la 
vez que se exige que deba ser exhibido en el local del centro de conciliación, 
pero se entiende que previamente a esta autorización oficial dicho cuadro 
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tarifario debe ser aprobado por el ente promotor del centro de conciliación, 
mediante decisión del órgano pertinente para tal fin. Toda modificatoria del 
cuadro de tarifas debe pasar necesariamente por este doble trámite de aproba- 
ción (entiéndase al interior de cada ente promotor y luego de esto la aproba- 
ción por parte de la autoridad pública). 


La regulación prevista para las tarifas no analiza topes en cuanto a las 
tarifas de los centros de conciliación, o en cuanto a las posibles expectati- 
vas que por ganancias por concepto de honorarios profesionales o similares 
tenga un conciliador; por el contrario, el espíritu de la regulación de las tarifas 
radica en verificar que no se persiga un fin lucrativo al interior de los centros 
de conciliación 


Se prohíbe todo cobro por encima de la tarifa establecida en cada centro 
de conciliación, pero queda abierta la posibilidad de poder cobrar precios infe- 
riores a los señalados en los cuadros de tarifas. 


El tema de las tarifas es un punto interesante de estudio ya que la norma- 
tiva vigente pretende regular de manera eficiente el costo que significa acce- 
der a los servicios en cualquier centro de conciliación privado existente a nivel 
nacional y que brinde sus servicios a título oneroso, sin que el ejercicio de la 
actividad conciliaroria signifique la obrención de algún tipo de lucro por parce 
de la entidad promotora o de los directivos del centro de conciliación al ser 
estas instituciones que se constituyen sin ánimo de lucro. 


Es en este punto en el cual se entrelazan diversas concepciones, al seña- 
larse que los centros de conciliación privados se encontrarán sujeros a una 
especie de intervención estatal que procura que las tarifas a cobrarse a los 
usuarios no signifiquen algún tipo de beneficio económico al ser estas institu- 
ciones sin fines de lucro; aunque existen otros que consideran que no debería 
existir ral interferencia ya que las tarifas son establecidas por el propio centro 
sobre la base de la ley de la oferta y la demanda y que cualquier regulación lo 
que ocasionaría sería una distorsión en las tarifas que no reflejarían los costos 
mínimos en los que se incurre para proporcionar un servicio conciliatorio, lo 
que podría generar el cierre de los centros ya constituidos. 


1. Base legal 


La regulación de las rarifas de los centros de conciliación que prestan sus 
servicios a título oneroso estuvo regulada en la Directiva N' 001-JUS/DM- 
STC, la cual fue aprobada mediante Resolución Ministerial N 117-2001-JUS 
de fecha 3 de abril de 2001, publicada en el diario oficial el 7 de abril de 
2001. 
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Tuvo como base legal el artículo 52 del derogado primer Reglamento de 
la Ley de Conciliación, aprobado por Decrero Supremo N* 001-98-JUS“”, 
Asimismo, el Reglamento Tipo de los centros de conciliación aprobado por 
Resolución Ministerial N? 081-98-JUS, contenía en su título VI una pro- 
puesta de esquema tarifario que se constituía en una propuesta no vinculante, 
formulada a manera de ejemplo de cómo elaborar la tabla de tarifas de cada 
uno de los centros de conciliación a conformarse posteriormente, Dicha pro- 
puesta señalaba que el cuadro de tarifas del centro de conciliación comprende 
tanto los gastos administrarivos del cencro así como los honorarios profesiona 
les del conciliador. 


El actual Reglamento de la Ley de conciliación, aprobado por Decreto 
Supremo N* 014-2008-JUS establece en su artículo 50 la regulación vigente de 
los tarifarios de los centros de conciliación, Dicho artículo señala que los centros 
de conciliación que presten sus servicios a título oneroso están obligados a con- 
tar con un tarifario, el cual deberá establecerse en el Reglamento del centro de 
conciliación, Este tarifario comprenderá los honorarios del conciliador y los 
gastos administrativos y deberá ser exhibido en un lugar visible en el local del 
centro de conciliación, para conocimiento del público usuario del servicio. 


Se precisa que los centros de conciliación solo podrán cobrar las tarifas 
que el Minjus haya aprobado previamente, siendo que la modificación del 
tarifario seguirá el trámite establecido para la modificación del Reglamento 
del centro de conciliación, es decir, mediante acuerdo de la persona jurídica 
promotora del centro de conciliación. 


2. Honorarios del conciliador 


Los honorarios profesionales del conciliador vienen a ser aquella parte del 
costo toral de la tarifa distinta a los gastos administrativos y que va a ser des- 
tinada al pago de los servicios prestados por el conciliador al interior de un 
procedimiento conciliatorio. En principio, el monto de los honorarios profe- 
sionales de todo conciliador se puede fijar de manera libre. 


Para los casos en que se recurre a la coconciliación, aunque el marco nor- 
macivo no lo precisa, deberá entenderse que al no podersc cobrar por encima 


(240) Decreto Supremo N?001-98-JUS, Reglamento de la Lop de Conciliación 
“Artículo 52,- Si el cenero de conciliación prom servicios a rírulo oncroso, deberá elaborar na eabla de 
honorarios señalendo los moros £ pagarse por los servicios de conciliación, según la ccanca y upo de 
conflicto. racándose de asuntos de familia, las rias no pueden escrder, en mingr caso, de 1 URP. 
¡Será sancionado el contro de ccncliación que discimine la arención de asuntos de poca cuanría o de 
Fl 


E Mastín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


de lo señalado en el cuadro de tarifas, el monto de los honorarios resultará de 
dividir el monto correspondiente a los honorarios que se determine en la tabla 
respectiva entre el número de conciliadores designados para el procedimiento 
concilistorio. 


Los honorarios del conciliador podrán fijarse libremente teniendo en 
«cuenta los siguientes criterios: 


1. EE monto de llos honorarios del conciliador deben estimarse mediante 
sumas fijas por tipos de conflictos, cuando estos importan pretensio- 
nes cuantificables. En caso de pretensiones no cuantificables, deberán 
cstimarsc sumas fijas sin distinción de la materia involucrada y que 
no excedan de una Unidad de Referencia Procesal (URP); 


2. No pueden establecerse tarifas cn razón de la forma de conclusión 
del procedimiento conciliatorio, salvo si se pacta un monto diferen 
ciado en el caso de inasistencia de una parte; 


3. No pueden establecerse tarifas por horas de trabajo del conciliador; 


4. Si cl centro de conciliación decide establecer una tarifa única para 
todo tipo de cuantía o confliceo, esta incluirá los gastos admninistrati- 
vos y los honorarios profesionales del conciliador; 


5. Por ningún motivo podrá condicionarse la entrega a las partes del 
acta de conciliación u otro documento, al pago de gastos u honora- 
rios distintos a los señalados en el tarifario; 


6. Los centros de conciliación podrán disminuir libremente los mon- 
tos de honorarios y gastos administrativos, si así lo pactasen con los 
usuarios de sus servicios; 


7. En los asuntos de familia las tarifas de honorarios establecidas por los 
centros de conciliación no pueden exceder de una unidad de referen- 
cia procesal (URP)O%, 


No cutendemos esta especie de imvervencionismo es la elaboración de los cuadros taifisios de lus ce 
ts de caucliación. Tal vez se pare de la premisa equivocada que todos los temas derivados ce fami 
invclueran partes con un nivel económico bajo, aunque en los procesos de divorcio rápido tramitados 
nte municipalidades y notarios e Mega a emplear actas de conciliación extrajudicial en aquellos casos en 
ue ene que esublecense pensiones de alimentos, egienca de viicas y tencia, y solazaenco se limita a 
reproducir los acuerdos aribacos en sede conciliatoi pero mo exste dispusición que rescia el monto a 
cubre por estos procedimientos de divorcio consensuado, Insstirsos en que deber rrararse de ma mej 
manera enta disposición lega, pues se limita la posiblidad de que los concisadores especializados en fami 
lia ibas us honorario profesional adecuado al tipo de labor que relizan. 
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Los centros de conciliación podrán establecer en sus reglamentos internos 
la posibilidad de cobrar un porcentaje de la tarifa al momento de ser presen- 
tada la solicitud y la diferencia al final del procedimiento conciliatorio. 


3. Gastos administrativos 


Por su parte, el artículo 51 del Reglamento señala que se entienden como 
gastos administrativos toda actividad que deba realizar el centro de concili 
ción y el conciliador para el apoyo del servicio y el correcto desarrollo del pro- 
cedimiento conciliatorio. 


Decimos que es una suma única y además líquida que es aplicable a todos 
los procedimientos conciliatorios, ya que el costo por gastos administrati- 
vos siempre será el mismo para todos los casos, no existiendo relación alguna 
entre la cuantía de la pretensión contenida en la solicitud de conciliación y los 
gastos administrativos, los cuales permanecerán invariables. 


El monto de los gastos adminiserativos es único y comprende lo siguiente: 
1 Designación del conciliador; 


2. Invitación a las partes a las sesiones que correspondan; 


3. Copias certificadas del acra de conciliación respectiva cuando haya 
finalizado el servicio conciliatorio. 


El costo de las actas adicionales que posteriormente soliciten las partes no 
debe exceder el valor que implique su emisión. 


Cuando el conciliador de un centro de conciliación no observe alguna 
de las formalidades señaladas en el artículo 16 de la Ley y convoque de ofi- 
cio o a pedido de parte a una nueva audiencia de conciliación, el centro en 
mención deberá asumir los costos administrativos y de honorarios de la nueva 
audiencia. 
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Y. MODELO DE CONSTITUCIÓN DE UN CENTRO DE CONCILIACIÓN 


ASAMBLEA GENERAL EXTRAORDINARIA DE ASOCIADOS 


En la ciudad de , siendo las horas del diA 
de del año dos mil en 

muestra sede institucional sito en 

se abrió la sesión de asamblea general extraordinaria de asociados, de confor- 

midad con la convocatoria efectuada para este fin en aplicación de lo dis- 

puesto en los estatutos de la “ASOCIACIÓN CIVIL SIN FINES DE LUCRO 

XXXXXXXXXXXXX", estando presentes los siguientes socios fundadores: 

- Don AAAAAAAA AAAAAAA. 

- — Don BBBBBBBB BBBBBBB. 

- Don CCCCCCCC COCCCCC. 


Estundo presente el 100 9 del coral de asociados se de inicio a la asamblea 
gencral extraordinaria, la misma que se realiza de acuerdo a la esquela de cos 
vocaroría, debidamente notificada con eres días hábiles de anticipación, pres 
diendo la asamblea el presidente don AAAAAAAAAA AAAAAMAÁA y red 
tando los acuerdos adoptados, don BBBBBBBB BBBBBBBD, quien actuó 
como secretario, con el objeto de llevar a acabo la siguiente a agenda: 


1, Acordar la consticución del cencro de conciliación denominado “centro de 
conciliación XXXXXXXXXXX" 


“Aprobar las fanciones del centro de conciliación 


Designación de los cargos direcrivos, forma de elerción y periodo de ejerci- 
cio en el cargo del director y secretario general del centro de conciliación. 
Aprobación del nuevo reglamento del centro de conciliación. 

Acordar consignar el nombre del ecpcesentante legal o el más alto cargo 

directivo de la persona jurídica. 

A continuación se pasó a debatir el primer punto de la agenda: 

1. ACORDAR LA CONSTITUCIÓN DEL CENTRO DE CONCILIA- 
CIÓN EXTRAJUDICIAL DENOMINADO CENTRO DE CONCI- 
LIACIÓN EXTRAJUDICIAL “XXXXXXXXXXX"” 

Los asociados acuerdan por unanimidad la constirución de un centro de 
conciliación extrajudicial con la denominación centro de conciliación 
extrajudicial "AXXXXXXXXXX". 

2. APROBAR LAS FUNCIONES DEL CENTRO DE CONCILIACIÓN 

El presidene del centro manifestó que une vez creado el centro de conci- 

liación, era necesario establecer sus funciones de manera coincidente con el 

marco normativo vigente, las cuales fueron aprobados por unanimidad y 

quedaron escablecidas de la siguiente manera 
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Funciones del centro de conciliación extrajudicial “KXXAXXAXX 

Xx” 

Son funciones del centro de Conciliación Extrajudicial “XXXXXXXX” 

las siguientes: 

a) Prestar el servicio de conciliación extrajudicial en concordancia a lo 
establecido por la Ley N* 26872 - Ley de Conciliación, modificado por 
Decreto Supremo NO 1070 y su Reglamento aprobado por Decreto 
Supremo N% 014-2008-JUS, modificado por Decrero Supremo 
N' 006-2010-JUS, 

b) Velar por el cumplimiento de los principios y obligaciones estableci- 
dos en la Ley de Conciliación, Ley N? 26872, modificado por Decreto 
Supremo N* 1070 aprobar las funciones del centro de conciliación. 

€) Brindar orientacion eficiente al público usuario respecto de la Concilia- 
ción extrajudicial. 


d)- Desarrollar actividades de difusión de la conciliación extrajudicial en 
coordinación con entidades públicas o privadas, 

e) Remitir al Ministerio de Justicia trimestralmente los resultados esta- 
dísticos de conformidad con lo establecido en el artículo 30 de la Ley 
N* 26872, Ley de Conciliación, 

Seguidamente la asamblea procedió a tratar el siguiente punto de la 

agenda; 


DESIGNACIÓN DE LOS CARGOS DIRECTIVOS, FORMA DE ELEC- 
CIÓN Y PERIODO DE EJERCICIO EN EL CARGO DEL DIRECTOR 
Y SECRETARIO GENERAL DEL CENTRO DE CONCILIACIÓN 
Luego de una breve deliberación los miembros de la asamblea eligieron 
por unanimidad al director y al secrerario general del centro de concilia- 
ción extrajudicial “XXXXXXXXXXX”, el cual queda conformado de la 
siguiente maneras 

a) Designar a AAAAAJA AAAAAAA como director DEL CENTRO 
de conciliación extrajudicial "XXX XXXXXXXX", por el periodo de 
cinco años, el que será designado en lo sucesivo por la Asamblea de 
Asociados de la Asociación Civil. 

b) Designar a BBBBBBB BBBBBBBB como secretario gencral del cen- 
tro de conciliación “XX XXXXXXXXXXX", por el periodo de cinco 
años, el que será designado en lo sucesivo por el director del centro de 
conciliación. 

Quienes aceptaron dichos cargos, los cuales desempeñarán de acuerdo a lo 

establecido por la Ley de Conciliación, Reglamento de la Ley y Reglamento 

del centro de conciliación. 


Acto seguido, la asamblea pasó a erarar el siguiente punto de la agenda: 
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4. APROBACIÓN DEL NUEVO REGLAMENTO DEL CENTRO DE 
CONCILIACIÓN 
La asambica aprueba por unanimidad el texto del Reglamento del centro 
de conciliación Extrajudicial “XXXXXXXXXXX”, cl cual consta de X 
Tirulos y 24 arsículos, según el siguiente decalle 


REGLAMENTO DEL CENTRO 
DE CONCILIACION EXTRAJUDICIAL 


TITULO 1 
DEL CENTRO DE CONCILIACION 
EXTRAJUDICIAL 
Artículo 1. El centro de Conciliación Extrajudicial “XXXXIAAXAXXX”, en 
adelante EL CENTRO, ejercerá sus funciones en armonía con lo dispuesto en la 
Ley de Conciliación, su Reglamento y demás Disposiciones Legales Complemen- 
tarías, así como lo señalado en este reglamento, 


EL CENTRO presta sus servicios a tículo oneroso de acuerdo al cuadro de tari- 
fas del centro de conciliación, 

EL CENTRO podrá prescar servicios de conciliación a rículo gracuito, por pedido 
expreso del solicitante, debiendo tener autorización escrita de su Director, 


TÍTULO 11 
DE LAS FUNCIONES DEL CENTRO 
DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 


Artículo 2.- Son funciones del cencro: 


a) Prestar el servicio de conciliación extrajudicial en concordancia con lo esta- 
blecido por la Ley N* 26872, Ley de Conciliación, modificada por Decreto 
Legislativo N” 1070 y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo 
N* 014-2008-JUS, modificado por Decreto Supremo N”006-2010-JUS, 

b) Velar por el cumplimiento de los principios y obligaciones establecidos por 

Ley N” 26872, Ley de Conciliación, modificada por Decreto Legislativo 
N* 1070 y su Reglamento aprobado por Decreto Supremo N* 014-2008- 
JUS, modificado por Decreto Supremo N* 006-2010-JUS 

c) Brindar orientación eficiente al público usuario respecto de la conciliación 
extrajudicial. 

«) Desarrollar actividades de difusión de la conciliación extrajudicial en coor- 
dinación con entidades públicas o privadas. 

€) Remitir al Ministerio de Justicia trimestralmente los resultados estadísticos 
de conformidad con lo establecido en el artículo 30 de la Ley de Concilia- 
ción, Ley N* 26872 
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TÍTULO 11 
DE LOS ORGANOS DEL CENTRO 
DE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 


CAPÍTULO [ 
DEL DIRECTOR 


Artículo 3.- La máxima autoridad administrativa del centro de conciliación es 

su director, quien es conciliador extrajudicial y cuya designación se efectuará 

mediante asamblea general de asociados. Dicho cargo se ejerce por un periodo 
de cinco años, pudiendo ser reelegido indefinidamente. 

Artículo 4.- Conforme al artículo 48 del Reglamento de la Ley de Concilisción, 

aprobado por Decrero Supremo N? 014-2008-JUS, son funciones del director: 

1). Dirigir y coordinar todas las funciones del centro de conciliación, sin perjui- 
cio de las funciones que sc otorguen al secretario general del centro. 

b) Representar al centro de conciliación ante cualquier autoridad adminis- 
trativa y/o judicial; así como ance un proceso arbitral o un procedimiento 
conciliarorio. 

«) Promover y coordinar con orros centros, universidades o similares, y con 
el Minjus, actividades de tipo académico relacionadas con la difusión de la 
conciliación y la capacitación de los conciliadores, 

d) Diseñar, coordinar y dirigir los cursos de capacitación continua para sus 
conciliadores. 


e) Velar por el correcto desarrollo de las audiencias de conciliación y por el 
cumplimiento de los deberes de los conciliadores, así como de las fanciones 
del personal administrativa 


£) Examinar y evaluar a sus aspirantes a conciliadores extrajudiciales, 

8) Preparar y dirigir los “encuentros de actualización interna” del centro de 
conciliación, 

h) Tener a su cargo las evaluaciones finales de los “encuentros de actualización 
interna”. 

1). Poner a disposición del Minjus, cuando este lo estime conveniente, los 
expedientes personales de los conciliadores. 

5) Enviar al Minjus trimestralmente, la información estadística objetiva y 
veraz, a la que hace referencia el artículo 30 de la Ley N? 26872, Ley de 
Conciliación. 

k) Designar para cada asunto al respectivo conciliador, 

CAPÍTULO II 
DELA SECRETARIA GENERAL 


Artículo 5.- La secretaría general estará a cargo del secretario general, quien 
es conciliador extrajudicial, y que es designado por el director del centro de 
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conciliación mediante documento expreso. Dicho cargo se ejerce por un periodo 

de cinco años, pudiendo ponerse fin a dicho periodo según criterio del director 

del centro de conciliación. 

Artículo 6.- Conforme al artículo 48 del Reglamento de la Ley de Conciliación, 

aprobado por Decreto Supremo N? 014-2008-JUS, son funciones del secretario 

general: 

a) Recibir y darles trámite a las solicitudes de conciliación extrajudicial. 

b) Norificar la invitación a conciliar, cumpliendo lo establecido en el artículo 
17 del Decreto Supremo N' 014-2008-JUS, Reglamento de la Ley de 
Conciliación. 

e) Llevar el registro de actas de conciliación y el archivo del mismo, 

dh Expedir copia certificada de las actas de conciliación y de la solicitud de 
conciliación de ser el caso, una vez concluida la audiencia conciliatoria. 

€) Encargarse de registrar en los expedientes personales de los conciliadores 
las evaluaciones finales de los “encuentros de acrualización interna" 

£) Recibir, seleccionar, ordenar y clasificar las solicitudes de los aspirantes a 
conciliadores. 


£) Coordinar las funciones de las secrecarías que pudieran crearse al amparo 
del artículo 48 del Decreto Supremo N* 014-2008-JUS. 


CAPÍTULO III 
DE LAS SECRETARÍAS ADICIONALES 


Artículo 7.- La asamblea general de asociados de la persona jurídica que ha 
constituido el centro de conciliación podrá crear en el futuro las secretarías que 
estime conveniente para que ejerzan funciones administrativas previamente 
determinadas, o asuman alguna o algunas de las funciones que le deleguen el 
director o el secretario general, al amparo de lo establecido en el artículo 48 del 
Decreto Supremo N' 014-2008-JUS. 


Estas secretarías dependen jerárquicamente de la secretaría general. 


TÍTULO IV 
DE LA CAPACITACIÓN 
A LOS CONCILIADORES 


Artículo 8.- Ttimestralmente se llevarán a cabo en el centro de conciliación, 
“encuentros de accualización inrerna” dirigidos únicamente a sus conciliadores. 
En ellos, los conciliadores y el equipo multidisciplinario que exista en el centro 
intercambiarán opiniones sobre sus experiencias personales dándoseles a conocer 
los últimos avances cn técnicas de negociación, Asimismo deberán realizarse cla- 
ses prácticas y teóricas con su correspondiente evaluación final. El puntaje obre- 
nido en dichas evaluaciones quedará consignado en el expediente personal del 
conciliador, 
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Además, el centro inscribirá a sus conciliadores, como mínimo, en un curso de 
capacitación al año. 
Artículo 9.- Los “encuentros de actualización interna” y los cursos de capaci- 


tación a que se refiere cl artículo anterior, son de asistencia obligatoria para los 
conciliadores, y se llevarán a cabo fuera del horario de atención al público, 


TÍTULO V 
DEL PROCEDIMIENTO DE 
CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 


Artículo 10.- El procedimiento de conciliación extrajudicial se inicia con la pre- 
sentación de una solicitud verbal o escrita, Para tal efecto la parte solicitante se 
apersonará al local del centro de conciliación. Al formuluse la solicitud de la 
conciliación verbal o escrica, individual o conjunta, el secretario general le asig- 
pará un número correlarivo y se clasificará según la especialidad, siguiendo el 
procedimiento regulado en la Ley de Conciliación y su Reglamento. Los servi- 
cios que brinda el cenero de conciliación pueden ser onerosos o gratuitos. 
Artículo 11.- El director del centso de conciliación designará al conciliador 
hasta cl día hábil siguiente de recibida la solicicud, teniendo este último dos días 
hábiles para cursar las invitaciones a las partes para la realización de la audiencia 
de conciliación. 


El plazo para la realización de la audiencia no superará los siete días hábiles con- 
tados a partir del día siguiente de cursadas las invitaciones, debiendo mediar entre 
La recepción de la invitación y la fecha de audiencia no menos de tres días hábiles 
Si la solicitud es presentada por ambas partes, la audiencia de conciliación podrá 
realizarse en el día, 

Artículo 12.- El conciliador puede abstenerse o ser recusado por las mismas 
causales de impedimento o recusación establecidas en el Código Procesal Civil. 
La solicitud de recusación al conciliador deberá ser presentada ante el cencro de 
conciliación hasta veincicuacro (24) horas antes de la fecha de la audiencia. 

En este caso, el director del centro de conciliación deberá designar inmediara- 
mente a otro conciliador, debiendo comunicar de este hecho a las partes, mante- 
niéndose el mismo día y hora fijado para la realización de la audiencia. 


El conciliador que tenga algún impedimento deberá abstenerse de actuar en la 
conciliación, poniendo en conocimiento la circunstancia que lo afecte en el día 
de su designación al centro de conciliación, a fin de que el director del centro 
proceda a designar de inmediato a un nuevo conciliador. 

Artículo 13.- Cuando el conciliador no sea abogado, los acuerdos a que se arri- 
ben deberán ser supervisados por el abogado del centro, el mismo que revisará 
el proyecto de acuerdo, antes de ser presentado a las partes, 

No es necesario que el abogado se encuentre presence en las sesiones, ya que 
solo velará por la legalidad de los acuerdos adoptados, los que deberán estar cla- 
ramente descritos. 
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El centro de conciliación queda obligado a entregar copia certificada del acta de 
conciliación y de la solicicad a conciliar una vez concluida la audiencia de con- 
ciliación, no pudiendo condicionar la entrega de la primera copia certificada del 
acta de conciliación al pago de gastos u honorarios adicionales. 


En caso asisticra una sola de las parres, el centro de conciliación entregará a 
esta una copia certificada del acta de conciliación, de manera gratuita, En caso 
de que ninguna de las partes concurra a la audiencia, el centro de conciliación 
queda facultado a entregarles una copia certificada del acta, previo pago del 
derecho correspondiente, 

Arúículo 14.- El centro de conciliación, bajo responsabilidad, levará un regis- 
tro de las actas de conciliación, el cual comprende tanto el archivo de las Actas 
de conciliación, como el Libro de Registros de Actas de Conciliación, y custo- 
diará el archivo de expedientes y actas de conciliación conforme lo señalado por 
el artículo 28 de la Ley N" 26872, Ley de Conciliación. 


TÍTULO VI 
DE LAS SANCIONES A 
LOS CONCILIADORES 


Artículo 15.- El centro de conciliación, a través de la dirección del centro, 
deberá comunicar al Ministerio de Justicia dentro de los cinco (5) días úxiles de 
ocurrida la infracción, sobre los conciliadores que incurran en falea para efectos 
de la imposición de la sanción respectiva, según lo establece el aumeral 27 del 
artículo 56 del Decreto Supremo N* 014-2008-JUS, Reglamento de la Ley de 
Conciliación. 


Artículo 16.- Constituyen faltas: 
2) El incumplimiento de sus funciones y obligaciones previstos en los artículos 


43 y 44 del Decrero Supremo N* 014-2008-JUS, Reglamento de la Ley de 
Conciliación. 


b) No concurrir a la audiencia de conciliación sin causa justificada. 


e) Pretender cobrar honorarios 9 tarifas adicionales a las autorizadas por el 
centro 

d) Las que se señalen como tales en el Título Y, “De las infracciones y sancio- 
nes de los operadores del sistema conciliazorio” del Decreto Supremo N* O14- 
2008-JUS, Reglamento de la Ley de Conciliaci 


TÍTULO VH 
DE LAS NORMAS DE CONDUCTA 
PARA LOS CONCILIADORES, PERSONAL 
ADMINISTRATIVO Y PÚBLICO USUARIO 


Artículo 17.- El conciliador deberá cumplir con los principios establecidos en 
el artículo 2 del Decreto Supremo N* 014-2008-JUS, Reglamento de la Ley de 
Conciliación 
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Artículo 18.- El conciliador deberá cumplir con sus funciones y sujerar su 
actuación como tal, conforme a lo prescrito por la ley de conciliación y su 
reglamento. 

Artículo 19.- El personal administrativo mantendrá reserva de todas las cues- 
riones relarivas al procedimiento conciliarorio y los acuerdos a que hayan dado 
lugar, así como de los documentos que estuviesen a su cargo. 

Artículo 20.- Los usuarios de los servicios brindados por el centro observarán 
las normas de conducta que a continuación se señalan, en los procedimientos de 
conciliación extrajudicial: 


a) Proceder con veracidad, probidad, lealtad y buena fe en todos sus actos e 
intervenciones durante la audiencia de conciliación y después de ella. 

b) Mantener una posición resperuosa de las reglas que el conciliador esra- 
blezca al inicio de la audiencia de conciliación, para su mejor desarrollo. 

<) Abstenerse de usar expresiones ofensivas o agraviantes en sus intervencio- 
es, en contra de su contraparte o en contra de terceras 


«) No portar armas de fuego u objetos contundentes 


€) No portas celulares o mantenerlos apagados durante el desarrollo de la 
audiencia, 


TÍTULO VHI 

DE LAS TARIFAS 
Artículo 21.- La tabla de honorarios del centro de conciliación comprende los 
gastos administrativos del mismo y los honorarios profesionales del conciliador. 
El monto de los gastos administrarivos es único y comprende lo siguientes 
- Formato o cleboración de la solicitud de conciliación. 
- — Designación del conciliador. 
— Invitación a las partes a las sesiones que correspondan. 


- Expedición de copias certificadas del acta de conciliación respectiva cuando 
se haya finalizado el procedimiento conciliatorio y copia certificada de la 
solicitud de conciliación de ser el caso. 

Los honorarios del conciliador son la compensación por la actividad que realiza 

el conciliador por la prestación de sus servicios profesionales. 

El costo de la copia certificada del acta de conciliación que se enerega al final del 

procedimiento conciliatorio a cada una de las partes está incluido en el pago por 

gastos administrativos. 

El centro de concilia 

la mencionada tabla. 


'n deberá colocar en lugar visible para el público usuario 


Los honorarios para el inicio de actividades del centro, según la cuantía, se esta- 
blece en función del siguiente cuadro: 
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S/. 400.00 S/. 200.00 
CASOS CUANTIFICABLES.——— S/.100000 
* COSTO POR EXPEDICIÓN DE COPIA CERTIA 
CADA DE ACTAS DE CONCILIACIÓN Y SOLICITUD DE 5/. 3000 


CONCILIACIÓN, 


Artículo 22.- El pago del costo del procedimiento scrá abonado íntegramente 
por elo los solicitantes en el momento de la presentación de la solicitud. 

El pago del costo del total del procedimiento conciliacorio es independiente del 
tipo de resultado con que puede concluir el procedimiento. 

Si el centro lo estima conveniente, puede cobrar montos inferiores a los señala- 
dos en el cuadro tarifario, efectuar reembolsos o inclusive puede brindar servi- 
cios de tipo gratuito 


TÍTULO XIX 
DEL PROCEDIMIENTO PARA SOLICITAR COPIAS 
CERTIFICADAS DE ACTAS DE CONCILIACIÓN 
Y SOLICITUDES DE CONCILIACIÓN 


Artículo 23.- Para la expedición de copias certificadas adicionales de actas de 
conciliación y su respectiva copia certificada de solicitud de conciliación (de ser 
el caso), el usuario deberá presentar una solicitud, la cual podrá ser de forma 
escrica o verbal, cumpliendo para ello con el pago por concepto de expedición de 
copias certificadas adicionales de actas de conciliación, la misma que será enere- 
¿ada a la parte solicitante dentro de los dos (2) días de presentada la solicirud. 


TÍTULO X 
APLICACIÓN SUPLETORIA 
Artículo 24.- Al presente reglamento le será de aplicación supletoria lo nor- 
mado por la Ley N" 26872, Ley de Conciliación, modificada por Decreto Legis- 
lativo NO 1070 y su Reglamento, aprobado por Decrero Supremo N? O14- 
2008-JUS, modificado por Decreto Supremo N% 006-2010-JUS. 


“Acso seguido, la asarmblea pasó a trarar cl último punco de la agenda: 


5. ACORDAR CONSIGNAR EL NOMBRE DEL REPRESENTANTE 
LEGAL O EL MÁS ALTO CARGO DIRECTIVO DE LA PERSONA 
JURÍDICA 
Con relación al requisito previsto en el artículo 47 del Reglamento de la 
Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Supremo N* 014-2008-JUS, 
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referido a consignar el nombre del representante legal o el más alto cargo 
diireceivo de la persona jurídica, los asociados acuerdan que el representante 
legal de la asociación es don AAAAAAA AAAAAA, Presidente Ejecutivo de 
la Asociación Civil. 

Asismismo se autorizo al presidente ejecurivo, don AAAAAA AAAAA- 
AAA, para que, en nombre y representacion de la asociacion firme todos los 
documentos que sean necesarios para obtener la respectiva autorización por 
parte del Ministerio de Justicia 


Sin más puntos que tratar y habiéndose aprobado todos los acuerdos 

por unanimidad se levante la sesión, siendo las 

horas — del de del año dos mil 
en el local de la asociación, procediendo a fir= 

mar el acta los señores asociados en señal de conformidad. 


AAAAAAAA AAAAJAMA. BBBBBBB BBBBBBBBB. 


COCCOCC CECCCOCC. 
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CAPÍTULO 
XI 


LOS CONCILIADORES 
EXTRAJUDICIALES 


CAPÍTULO 
XII 


LOS CONCILIADORES 
EXTRAJUDICIALES 


“Hace falta una persona con una misión para que un ob- 
jetivo:sca logrado”. 


Clarence Thomas 


L OBJETO DE ESTUDIO 

El sistema conciliatorio establecido por la Ley N* 26872 reposa en última 
instancia en los conciliadores extrajudiciales, ya que son estos los que van a 
guiar los procedimientos conciliacorios que tengan a su cargo, ejerciendo fun- 
ción conciliatoria, convirtiéndose en los operadores más importantes de este 
sistema mas no en los únicos. Se hace pues necesario analizar con deteni- 
miento cómo ha regulado la ley de conciliación el campo de acción en lo que 
respecta a requisitos y funciones que deben ejercer. 


TI. CONCEPTO 


El conciliador extrajudicial es la persona que ejerce función conciliadora, 
que se traduce en el hecho de propiciar el proceso de comunicación entre las 
partes al interior de un procedimiento conciliatorio, convirtiéndose en un ope- 
rador para la paz social, un tercero que ayudará a las partes proporcionándo- 
les un espacio ordenado de diálogo para que estas decidan si resuelven o no su 
controversia, estando facultado por ley para guiar el procedimiento y, de ser 
pertinente, plantear a las partes alternativas u opciones de solución que ellas 
pueden aceptar, modificar o dejar de lado. 


En definitiva, la persona del conciliador es el punto clave ya que sobre 
él descansa la responsabilidad de encauzar el conflicto hacia una solución 
mutuamente satisfactoria y por acuerdo entre las partes, para lo cual se hará 
necesario que logre generar la suficiente confianza para poder realizar una 
labor de intermediación útil para la consecución de los objetivos de las par- 
tes. Para lograr tal fin deberá cumplir además con transmitir una imagen de 
imparcialidad y neutralidad a lo largo de todo el procedimiento conciliarorio, 
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esto es, que las partes reconozcan en él a un tercero que no tiene ninguna 
participación en el origen mismo del conflicto y que además no tiene ningún 
interés personal en la resolución en tal o cual sentido, respondiendo única- 
mente a la satisfacción de los intereses de las partes. 


MI. REQUISITOS 


A continuación pasaremos « examinar con mayor detalle los requisitos 
exigidos por ley para ser considerado conciliador. 


Según lo señalado en el artículo 20 de la Ley de Conciliación, el condi 
liador es la persona capacitada, acreditada y autorizada por el Ministerio de 
Justicis, para ejercer la función conciliadora. Cumple sus labores en un cen- 
tro de conciliación, y dentro de sus funciones está promover el proceso de 
comunicación entre las partes y, eventualmente, proponer fórmulas conciliato- 
rias no obligatorias. Para conciliar en las especialidades de familia y laboral se 
requiere que el conciliador a cargo del procedimiento conciliatorio cuente con 
la debida especialización, acreditación y autorización expedida por el Ministe- 
rio de Justici 


Por su parte el artículo 32 del Reglamento complementa esca definición 
legal señalando que el conciliador es la persona acreditada por el Ministerio 
de Justicia para el ejercicio de la función conciliadora, quien para el desem- 
peño como ral requiere enconerarse adscriro 4 un centro de conciliación auro- 
rizado por el Ministerio de Justicia y tener vigente la habilitación en el Regis- 
tro Nacional Único del Ministerio de Justicia. 


De lo señalado en las normas mencionadas, se desprenden cuatro ideas 
principales: 


1. Cualquier persona puede ser conciliador extrajudicial 


Contrario a la creencia muy difundida de que solo los abogados pue- 
den desempeñarse como conciliadores extrajudiciales, sc advierte que la Ley 
de Conciliación no señala ni exige que el aspirante a conciliador extrajudi- 
cial deba poscer cierto grado de instrucción superior o que tenga algún tipo 
de formación legal o de cualquier otra índole. De la totalidad de conciliado- 
res extrajudiciales acreditados por el Ministerio de Justicia, un alto porcen- 
taje posee grado de instrucción superior, y de ellos si bien es cierto hay un alto 
número que posee formación en el campo del Derecho, también existen diver- 
sos tipos de profesiones como educadores, psicólogos, administradores, comu- 
nicadores sociales, entre otros. 
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El criterio del legislador para asumir esta postura radica en lo que se 
conoce como el enfoque multidisciplinario en la resolución de contro- 
versias, esto es, que toda persona desde el punto de vista muy particular de 
su profesión —si la tuviere— o de su experiencia de vida, puede aportar y gene- 
rar variadas y muy interesantes opciones de solución a la controversia, Se sos- 
tiene que para conseguir la implementación de la cultura de paz esta tarea 
no puede ni debe ser de exclusiva responsabilidad de los abogados, que de 
ordinario asumen únicamente una postura estrictamente legal al momento 
de pensar en la solución de determinada controversia, debiendo comprender 
necesariamente a la ciudadanía en su conjunto, considerada como un conjunto 
vivo y componente activo en el cumplimiento de este fin. 


Claro está que no todos coinciden con el enfoque multidisciplinario, y 
más bien son de la idea que se debe exigir como requisico mínimo que los 
aspirantes a conciliadores sean abogados. Llegan a afirmar los partidarios de 
esta postura que, como las materias sometidas a conciliación —ya sea que ten 
gan contenido patrimonial o persons-, son de carácter legal, por lo que se 
requiere de orientación de un profesional del Derecho, y el hecho de que el 
conciliador tenga formación jurídica garantizaría una mejor conducción de la 
audiencia, sobre todo al momento de proponer fórmulas conciliatorias, a la 
vez que garantizaría una mejor redacción del acta, evitando el riesgo de que 
las actas de conciliación scan rechazadas en el Poder Judicial por no versar 
sobre el tema mareria de conciliación o por incumplimiento de los requísicos 
que estas deben cumplir, 


Este criterio fue asumido, por ejemplo, en Argentina por la Ley de 
Mediación N* 24.573 (que rige para los tribunales ordinarios de la ciudad 
de Buenos Aires y en los tribunales federales del interior del país), que en su 
artículo 16 señala que para ser mediador será necesario poseer título de abo- 
gado y adquirir la capacitación requerida; aunque este criterio no es único ya 
que como Argentina es un país federal cada provincia puede darse su propia 
ley de mediación, y en el caso de la provincia de Corrientes se redactó un pro- 
yecto de ley de mediación para dicha provincia contemplándose el desempeño 
de los mediadores en centros de mediación interdisciplinarios. 


No se puede afirmar gratuitamente que por el solo hecho de ser un pro- 
fesional del Derecho se poscan per so los condiciones necesarias para ser con- 
ciliador, habida cuenta que en la resolución de los conflictos —dentro de un 
sistema autocompositivo— son las mismas partes las que se darán su solu 
ción si es que lo desean y en los términos que ellas convengan libremente, 
existiendo la posibilidad de renuncias o concesiones unilaterales o bilarerales. 
Muchas veces no se apela a un criterio legal, sino que se opta por criterios de 
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creatividad al momento de generar opciones de solución válidas, siendo que 
el marco legal servirá únicamente como una frontera que no se debe atravesar 
y este límite cs custodiado en última inscancia por el abogado del centro de 
concilicción, quien forzosamente deberá verificar en última instancia que los 
términos del acuerdo no vulneren la normativa imperativa. 


Por otro lado, los profesionales en Derecho que han cursado cursos de for- 
mación y capacitación de conciliadores han experimentado cn su gran mayo- 
ría un cambio de mentalidad en lo que respecta a su desempeño profesional, 
dejando de patrocinar legalmente a una parte por separado, para intentar bus- 
car soluciones más justas y menos legales. Todos sabemos que cada conflicto se 
ve revestido de particularidades que requieren de un trabajo de distintos pro= 
fesionales ya que, por ejemplo, nadie puede negar que en una disputa de fami- 
lía sería conveniente el trabajo de abogados junto con psicólogos y asistentes 
sociales para lograr un mejor desempeño. 


Claro está que, en el desempeño de la función conciliadora, se hacen 
necesarios una serie de requisitos que se constituyen en un perfil mínimo que 
debe cumplir todo conciliador —independientemente de ser letrado o no— 
como son comportarse de manera imparcial y neutral (cs decir, debe haber 
ausencia de relación alguna entre el conciliador y cualquiera de las partes en 
disputa); además, debe ser capaz de realizar un análisis inteligente del con- 
flicto (debiendo ver las causas del conflicto y elaborar propuestas de solución); 
debe saber escuchar (o sea, encontrarse en capacidad de saber interpretar las 
aspiraciones y concesiones que las partes consideran para llegar a un acuerdo); 
y finalmente, debe poscer facilidad para expresarse y comunicarse de manera 
eficiente con las partes. 


2. Serequiere de un proceso previo de formación y capacitación 


Así, la persona que aspire convertirte en conciliador extrajudicial deberá 
cumplir con una serie de sequisitos que se traducen en primer lugar en acredi- 
tar un proceso de formación y capacitación previo en entidades formadoras de 
conciliadores. De acuerdo a lo establecido en el artículo 70 del Reglamento, 
esta capacitación puede recibirse en un centro de formación y capacitación de 
conciliadores, que es una entidad que tiene por objeto ejercer la función de 
formar y capacitar a los conciliadores extrajudiciales y/o especializados. 


El artículo 76 del Reglamento señala que estos cursos constan de dos 
fases: 


La primera es una fase lectiva con una duración no menor de 120 horas 
lectivas de 55 minutos cada una, en la que se desarrollan los módulos de 
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teoría del conflicto social, medios alternativos de solución de conflictos, nego- 
ciación, modelos conciliatorios, técnicas de comunicación aplicadas a la conci- 
liación, procedimientos y técnicas de conciliación, marco legal de la conci 
ción extrajudicial, ética aplicada a la conciliación y modelo de audiencias, a la 
que se debe añadir un módulo previo de conceptos legales básicos de 8 horas 
de duración dirigido a aquellos alumnos que carezcan de formación legal 
superior donde se desarrollen temas sobre estructura del Estado, conceptos 
y principios generales del Derecho y sistema judicial peruano y que culmina 
con un examen escrito. Esta fase deberá contar con un enfoque metodológico 
orientado hacia la creación de habilidades y destrezas necesarias para un ade- 
cuado manejo del procedimiento conciliatorio en la fase práctica. Los cursos 
de especialización en familia tienen una duración no menor a 60 horas lectivas 
en la que se desarrollan los temas de la familia, conciliación familiar, divorcio, 
violencia familiar, técnicas de comunicación, proceso de conciliación familiar y 
marco lepal de la conciliación familiar. 


La segunda fase se denomina fase de afianzamiento de habilidades 
conciliarorias y, según el artículo 77 del Reglamento, consiste en la prác- 
tica simulada de conducción individual de audiencias, a través de no menos 
de tres audiencias de conciliación simuladas con una duración mínima de 50 
minutos cada una, 


3. Esnecesario un reconocimiento por parte de la autoridad 


Luego de la capacitación el aspirante deberá realizar un trámite admini 
trativo de acreditación que le permitirá encontrarse reconocido por el Minis- 
terio de Justicia para ejercer fanción conciliadora. Así, y de conformidad a lo 
señalado en el artículo 22 de la Ley; se necesita ser ciudadano en ejercicio, 
haber «probado el curso de formación y capacitación de conciliadores dictado 
por entidad autorizada por el Ministerio de Justicia, carecer de antecedentes 
penales y cumplir con los demás requisitos que exija el Reglamento. 


El artículo 33 del Reglamento señala los requisitos para acreditarse como 
conciliador extrajudicial, a saber: 


1. Copia simple del Documento Nacional de Identidad vigente a la 
fecha de la presentación de la solicirud. En caso de que el solicitante 
sea extranjero, deberá presentar copia simple del carné de exeranjería. 


2. El otiginal de la constancia de asistencia y de aprobación del curso de 
formación de conciliadores extrajudiciales debidamente suscrita por 
el representante legal del Centro de Formación y Capacitación, que 
deberá contener la calificación obtenida y el récord de asistencias del 
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participante, además consignará el número del curso, las fechas de su 
realización y el número de la resolución de su autorización. En el caso 
de que el solicitante no pueda obtener la constancia de asistencia y 
aprobación del curso por causa ajena a su voluntad deberá presentar 
una declaración jurada manifestando el impedimento, debiendo con- 
signar además el número del curso, la fecha de inicio y término y el 
número de la resolución de su autorización; la información declarada 
será corroborada por la DCMA con la documentación obrante en sus 
archivos. 


Declaración jurada de carecer de antecedentes penales suscrita por 
el solicitante de acuerdo al formato autorizado por el Ministerio de 
Justicia. 


> 


4. Certificado de salud mental del solicitante expedido por el psicólogo 
o psiquiarra de un centro de salud público. 


Dos fotografías tamaño pasaporte a color con fondo blanco. 


6. Ficha de información personal del solicitante de acuerdo al formato 
autorizado por el Minjus. 


7. Comprobante de pago por derecho de crámire en original. 


Adicionalmente para la aprobación de la acreditación, el Ministerio de 
Justicia verificará el camplimiento de lo señalado en el artículo 82 del Regla- 
mento (referente a las condiciones del dicrado de los cursos, especialmente a 
no haber supcrado el porcentaje máximo de inasistencias que es el 10 9% del 
total de horas de la fase lectiva) y las demás normas de la materia que resulten 
pertinentes. Además, para ser acreditado como conciliador especializado, se 
deberá acompañar en su oportunidad, los requisitos señalados anteriormente, 
debiendo contar con el RNU de conciliador, además de aprobar un curso de 
especialización 


De acuerdo a lo señalado en el artículo 39 del Reglamento, el Ministerio 
de Justicia al concluir el procedimiento de acreditación, expedirá la resolución 
correspondiente y asignará al solicitante un múmero de registro en el Regi 
wro Nacional Único (RNU) de conciliadores o de conciliadores especializados, 
según corresponda, con lo cual se le reconoce de manera formal su condición 
de conciliador, Esta inscripción deberá renovarse cada cinco años, conforme lo 
señala el artículo 40 del Reglamento a fin de poder obtener en sede adminis 
trativa la prórroga de la habilitación como conciliador para el ejercicio de la 
función conciliadora, aunque es preciso destacar que, en los hechos, no se está 
cumpliendo con la exigencia de esta disposición que daca del año 2008. 
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Se debe formar parte de un centro de conciliación 


Se dice esto ya que la función conciliadora no puede ser realizada de 
manera individual sino que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 32 del 
Reglamento, el conciliador forzosamente deberá estar adscrito en un centro. 
de conciliación, esto es, por la adscripción se autoriza administrativamente 
el formar parte de la nómina de conciliadores de un centro de conciliación y 
ejercer función conciliadora únicamente en dicho centro, lo que posibilita una 
mejor labor de supervisión por parte del Ministerio de Justicia, Aquí existen 
dos posibilidades, o que el conciliador forme parte de la nómina de concilia- 
dores desde el momento en que el centro de conciliación es antorizado o que 
sea incorporado posteriormente. Debemos mencionar, además, que no existe 
ningún inconveniente para que un conciliador se encuentre adscriro a más de 
un centro de conciliación. 


IV. ACREDITACIÓN 


Sobre este punto es pertinente hacer la distinción entre los diversos tipos 
de acreditación que en la práctica se pueden presentar: 


En primer lugar, existirá una situación que podríamos denominar 
acreditación académica, esto es, cuando el aspirante a conciliador 
ha concluido satisfactoriamente sus estudios de formación y capacita- 
ción como conciliador. 


En segundo lugar, y como ya se ha mencionado lineas arriba, se 
deberá seguir un procedimiento administrativo ante el Ministerio de 
Justicia específicamente ante la Dirección de Conciliación Extra- 
judicial y Medios Alternacivos de Solución de Confliccos (DCMA)- 
para que este reconozca al aspirante como conciliador, otorgándole 
un número de registro, equivalente a una colegiación y que podría- 
mos denominar acreditación funcional, ya que será el reconoci- 
miento formal de la autoridad pública de la condición de conciliador 
extrajudicial. 


Finalmente, en tercer lugar, y teniendo presente que la función con- 
ciliadora se ejerce únicamente al interior de un centro de conciliación, se 
deberá acredicar la pertenencia del conciliador a un centro de conciliación 
mediante lu respectiva adscripción a la nómina de conciliadores de dicho cen= 
wo, y que bien podríamos denominar acreditación laboral, ya que el ejer- 
cicio de la función conciliadora requiere de la verificación de que el concilia- 
dor a cargo del procedimiento conciliatorio se encuentre reconocido en sede 
administrativa como parte de dicho centro al existir obligación legal expresa 
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de contenida en el numeral 11 del artículo 44 del Reglamento de mantener 
vigente su Registro de Conciliador y encontrarse adscrito al centro de conci- 
liación donde realice el procedimiento conciliatorio. 


Y. FUNCIONES Y OBLIGACIONES 


El artículo 42 del Reglamento señala que son funciones generales del 
conciliador extrajudicial, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de la 
Ley. 


1. Promover el proceso de comunicación entre las partes. 


2. Proponer fórmulas conciliatorías de ser necesario. 


Por su parte, el artículo 43 del Reglamento prescribe como funciones 
específicas del conciliador: 


1. Facilitar el diálogo entre las partes, permitiendo que se expresen con 
libertad y se escuchen con respeto. 


2, Analizar la solicitud de conciliación con la debida anticipación y soli- 
citar al centro de conciliación, cuando la situación así lo amerite, la 
participación de otro conciliador en la audiencia de conciliación. Esta 
es la única referencia legal a la figura de la coconciliación. 


Informar a las partes sobre el procedimiento de Conciliación, su natu- 
raleza, características, fines y ventajas. Asimismo, deberá señalar a las 
partes las normas de conducta que deben observar. Esta es una refe- 
rencia legal al conocido discurso inicial, discurso de apertura, 
apertura dialogada o también conocido como monólogo, que son 
unas breves palabras que el conciliador dirige a las partes a efecros 
de informar respecto a las ventajas de la conciliación y la urilidad del 
procedimiento. 


4. Llevar el procedimiento conciliarorio resperando las fases del mismo 
Para lo cual deberá: 


a) Obtener información del conflicto preguntando a las partes 
en relación con lo que estuvieran manifestando con el objeto 
de entender los diferentes puntos de vista, aclarar el sentido de 
alguna afirmación o para obtener mayor información que benefi- 
cic al procedimiento de conciliación. 


b) Identificar cl o los problemas centrales y concretos sobre los que 
versará la conciliación. 
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c) Tratar de identificar y ubicar el interés de cada una de las parres. 
Enfatizar los intereses comunes de las partes 


d) Incentivar a las partes a buscar soluciones satisfactorias: para 
ambas 


€) Leer a las partes el acta de conciliación antes de proceder a 
la firma de esta. Informándoles sobre el alcance y efectos del 
acuerdo conciliatorio, 


$ Consultar con el abogado designado la legalidad del acuerdo 
conciliarorio. 


8) Redactar el acta de conciliación, cuidando que el acuerdo conci- 
liatorio conste en forma dara y precisa. 


Por su parte, el artículo 44 del Reglamento enumera las obligaciones del 
conciliador extrajudicial: 


1. Llevar a cabo el procedimiento conciliatorio cumpliendo los plazos, 
principios y formalidades establecidos en la Ley y su Reglamento. 


2. Redactar las actas de conciliación cuidando que contengan las forma- 
lidades establecidas cn el artículo 16 de la Ley. 


3. Redactar las invitaciones para conciliar cumpliendo con los requi- 
sitos previstos cn el Reglamento y con los plazos establecidos en el 
artículo 12 de la Ley. 


4. Abstenerse de actuar en un procedimiento conciliatorio donde pre- 
viamente no existe un conflicto. 


5. Observar los plazos que señala el artículo 12 de la Ley y su Regla- 
mento para la convocatoria y/o el procedimiento conciliarorio. 


6. Asistir a la nudiencia de conciliación para la cual fue designado como 
conciliador. 


7. Realizar procedimientos conciliatorios sobre materias conciliables. 


8. Verificar que en la audiencia de conciliación la representación de per- 
sonas naturales y los poderes se encuentren dentro de los supuestos 
establecidos en el artículo 14 de la Ley. 


9. Concluir el procedimiento conciliatorio de acuerdo a lo establecido 
en el artículo 15 de la Ley. 
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10. Realizar las audiencias de conciliación en local autorizado por el Min- 
jus, o en local distinto que deberá contar con autorización expresa de 
este, en concordancia con lo señalado en el artículo 10 de la Ley. 


11. Mantener vigente su regiscro de conciliador y encontrarse adscrito al 
centro de conciliación donde realice el procedimiento conciliatorio, 


12, Redactar el acta de conciliación cuidando que los acuerdos conciliato- 
rios constca en forma clara y precisa. 


13. Cuando sea el caso poner fin a un procedimiento de conciliación 
por decisión motivada señalando la expresión de causa debidamente 
fundamentada. 


14. Respetar el principio de confidencialidad. 


15. Redactar el acta de conciliación en el formato de acta aprobado por 
el Minjus. 


16. Identificar plenamente a todas las partes intervinientes de la audicn- 
cia conciliatoria, 


17. Actuar cn todos los procedimientos conciliatorios sia encontrarse 
inmerso en una causal de impedimento o recusación. 


18, Cancelar la respectiva multa en caso de habérsele impuesto. 


19. No utilizar la denominación o cualquier signo disrintivo del Minjus o 
sus órganos, en cualquier documento de presentación. 


20. Respetar y cumplir las sanciones impuestas por la DCMA; así como 
las medidas cautelares que le sean impuestas. 


21. No solicitar y/o aceptar de las partes o de terceros, pagos, donativos, 
promesas o cualquier otra ventaja para ejercer su función regular o 
irregularmente. 


22. No valerse del procedimiento conciliatorio, del acuerdo conciliaro- 
rio o de sus efectos, para beneficiarse o perjudicar a las parres o a 
terceros. 


Podríamos agrupar estas funciones en tres grandes grupos: facili- 
tar el acuerdo conciliatorio, conducir el procedimiento conciliatorio y, even- 
tualmente proponer fórmulas conciliatorias no vinculantes. En definitiva 
la función principal del conciliador será la de ser un facilitador del proceso 
de comunicación entre las parces y que ha sido roto por la ocurrencia del 
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conflicto, y dicha labor la cumple dentro del procedimiento conciliatorio que 
conduce; para tal fin queda claro que para la Ley el cumplimento de las fan- 
ciones se realiza únicamente al interior de un centro de conciliación, Escas 
funciones son desarrolladas al tratar el tema del procedimiento conciliatorio 
ya que es al interior de este que son realizadas por el conciliador, 


Por vtro lado, los principios éticos contenidos en el artículo 2 de la Ley y 
desarrollados en el artículo 2 del Reglamento sc constituyen en una especie de 
Código de Ética de tipo deontológico y, en consecuencia, de cumplimiento 
obligatorio en lo que respecta a las funciones que debe cumplir todo concilia- 
dor y que desarrollamos más adelante al tratar el tema de los principios éticos. 


1. Libertad de acción 


El artículo 21 de la Ley de Conciliación señala que el conciliador conduce 
la audiencia de conciliación con libertad de acción, siguiendo los principios 
establecidos en la ley, lo que nos permite afirmar que nos encontramos ante 
un procedimiento Nexible y que será guiado por el conciliador teniendo como 
referencia primero el marco legal y segundo la aplicación de las técnicas de 
comunicación que le permitan lograr su finalidad. 


Mas esta libertad de acción se encuentra limitada, ya que el artículo 45 del 
Reglamento señala que la liberted de acción a que hace referencia el artículo 21 
de la Ley tiene como límites naturales el orden público, las buenas costumbres y 
la ética en el ejercicio de la función conciliadora. Asimismo, precisa que la ética 
del conciliador en el ejercicio de la función conciliadora implica: 


a) El respeto a la solución del conflicto al que descen arribar voluntaria 
y libremente las partes. 


b) El desarrollo de un procedimiento de conciliación libre de presiones, 
con participación de las partes, y el comportamiento objetivo e ínte- 
gro del conciliador, dirigido a facilitar la obrención de un acuerdo 
satisfacrorio para ambas. 


€) El sespero al centro de conciliación en el que presta sus servicios, abs- 
teniéndose de usar su posición para obtener ventajas adicionales a la 
de su remuneración 


Esta exigencia de comportamiento al conciliador se hasa en el hecho 
de que en todo momento se debe velar por el cumplimiento de las con- 
diciones básicas que debe poseer todo tercero que intervenga en labores de 
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intermediación al interior de un procedimiento de resolución de conflictos, 
como son la imparcialidad y la neutralidad. 


Así, todo conciliador debe tener presente que su labor es radicalmente di 
tinta a la de un juez, y que carece de facultades para imponer una solución. Si es 
que las partes no desean solucionar su controversia entonces él deberá respetar 
esta decisión, ya que a lo mucho podrá proponer alternativas o recomendacio- 
nes que las partes pueden aceptar o no. Y si se presenta el caso en que las par- 
tes deciden resolver su controversia en tal o cual sentido, entonces deberá enten- 
der que esa ha sido la solución más adecuada a la satisfacción de los intereses de 
las partes y por eso están de acuerdo, debiendo velar únicamente que las partes 
hayan tenido la posibilidad de expresar su punto de vista de la controversia de 
manera libre así como hayan estado en posibilidad de evaluar todas las opciones 
posibles de solución y que hayan optado de manera libre y voluntaria por la que 
a su criterio sea la más conveniente pero sin vulnerar los límites de la auonomía 
privada como son las normas imperativas y las buenas costumbres. 


Además, bajo ninguna condición podrá obtener algún tipo de beneficio 
adicional al de su remuneración, ya que aceptarlo implicaría una especie de 
parcialización tácica con la parte que hizo entrega de dinero o regalos, aunque 
aquí es preciso distinguir entre el pedido que pudiera efectuar un mal conci- 
liador y la muestra de agradecimiento plasmada en la entrega de un presente. 
En el primer caso, ni durante el procedimiento ni finalizado este podrá darse 
una especie de pedido adicional por parte del conciliador hacia cualquiera de 
las partes, ya que no sería una conducta ética. Mas en el segundo caso, hay 
que tener presente que en muchas localidades -mayormente en el interior del 
país— puede existir la posibilidad de que las partes hayan llegado a una solu- 
ción de su controversia y que ambas deseen agradecer al conciliador mediante 
la entrega de algún presente, comportamiento que es muy arraigado y que 
en caso de ser rechazado bruscamente, puede dar lugar a algún tipo de sen- 
timiento de ofensa en estas personas; por esta razón lo recomendable sería, y 
teniendo presente estas costumbres, informar a ambas partes de la existencia 
de esta prohibición legal de aceptar cualquier tipo de obsequio por más buena 
fe o agradecimiento que exista en las partes. 


VI CLASES 


La redacción original de los artículos 5 y 7 de la Ley de Conciliación seña- 
laba que las partes podían optar de manera excluyente por los centros de con- 
ciliación o recurrir ante los jueces de paz letrados, y a falta de estos ante el 
juez de paz, según lo estipulado por el artículo 33 de la misma ley. Según 
los arvículos mencionados los conciliadores extrajudiciales podían ser de des 
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dlases, el primero es aquel que cumple funciones en un centro de conciliación, 
y el segundo será el juez de paz letrado, y en ausencia de este ejercerá sus 
funciones el juez de paz. El procedimiento de conciliación ante jueces de paz 
estaba regulado ca el Capítulo VI de la Ley, especificamente en los artículos 
33 al 38 de la Ley de Conciliación, 


Posteriormente se declaró la suspensión de manera indefinida de la conci- 
liación extrajudicial ante jueces de paz letrado y de paz, según lo señalado por 
la Ley N? 273980 Posteriormente, por la única disposición derogatoria del 
Decreto Legislativo N' 1070 se derogó la totalidad del Capítulo VI de la Ley, 
lo que se tradujo en el incremento del potencial de mercado cautivo, el que 
tendrían que compartir únicamente con los centros de conciliación gratuitos 
que dependen del Ministerio de Justicia —ral cual lo especifica la primera dis- 
ión complementaria final del Reglamento de la Ley de Concilia 
por lo que en la práctica tenemos que desde junio de 2008 solamente conta 
mos con conciliadores extrajudiciales que pueden desempeñas su función en 
un centro de conciliación privado o en los centros de conciliación gracuitos del 
Ministerio de Justicia. 


Hay que tener en cuenta que el juez de paz es juez de conciliación, con= 
forme a lo establecido en el derogado artículo 64 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, y que se encuentra regulado actualmente en la Ley N" 29824, Ley 
de Justicia de Paz, que señala en su artículo 1 que la Justicia de Paz es un 
órgano integrante del Poder Judicial cuyos operadores solucionan con- 
flictos y controversias preferentemente mediante la conciliación, y tam- 
bién a través de decisiones de carácter jurisdiccional, conforme a los 
criterios propios de justicia de la comunidad y en el marco de la consti- 
tución Política del Perú. 


(242) Ley N*27398. DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS, TRANSITORIAS Y FINALES 
Tercera. Conciliación urue lus jueces de paz letrado. El derecho de optar a que se refiere el 
arículo 7 de la Ley de Concilación queda eu suspenso; en consecuencia, el proceso de conciia- 
ción ante los jueces de paz Lerdo yde Paz ol poc ponerse en vigencia ua vez quese impl- 
imenten los medios necesarios, 

(243) Deucto Supremo N*014-2008-JUS, Reglamento de le Ly de Conciliación 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
Priraera El Minjs podr, mediante Resolución Ministerial, ru y regular la ocividad de los 
cenar de conclaión Extesjudical Gramos e vel nacional, los mismos que podein funcionar dentro 
dl cales del Minjus y en aquellos que le scan cocidos por converio con inserciones públicas o privadas, 
Figiendose los mimos por la normatividad espesífica que para estos cectos apruebe cl Monjas, y alicin 
dlsels suplecoriamence la Ley y el presence Reglamento, 

(246) DecresoSapecmo N*017-93-JUS Texto Único Ordenado dela Ley Orgábica del Poder Judicial: 
“Artículo 64 «arción concillacora del jueces de par. 
El jueces de paz, esencialmente es juez de concliación. Consecuentercnre está faculcado para proponer 
altermatvas de solución a las parres a fin de facilitar la conciliación, pero le es prohibido imponer an 
cuerdo" (et. desogado pus la éptima disposición Final ela Ley N' 29824). 
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El procedimiento regulado en la Ley N” 29824 señala que las demandas 
o denuncias interpuestas se tramiran sin formalidades (art. 22), que el juez de 
paz es eminentemente conciliador, o sea que es un facilitador para que las par- 
tes en forma autónoma y voluntaria puedan resolver sus desencuentros o dis- 
putas, estando prohibido de imponer acuerdos conciliatorios (art. 23), el juez 
cita a las partes a una audiencia única que puede realizarse en varias sesiones, 
en donde cada parte expone los hechos ocurridos y sus pruebas, invitando el 
juez a las partes a reflexionar sobre lo sucedido y a colocarse en la sirnación 
del otro e invitando a proponer posibles soluciones e incluso proponiendo él 
las soluciones al caso (art, 24), siendo que el acta de conciliación conteniendo 
los acuerdos que eventualmente se arriben tienen mérito de título de ejecu- 
ción (art. 25), 


Finalmente, no la Ley pero sí el derogado primer Reglamento de la Ley 
de conciliación, aprobado por Decreto supremo N* 001-98-JUS mencionaba 
una tercera clase de conciliadores, los denominados conciliadores en equidad, 
regulados en los artículos 61 al 75, y que se basaba en el aprovechamiento de 
las personas notables de un grupo o una comunidad, que, por el propio cono- 
cimiento que tienen de su entomo, pueden asistir con propiedad a la solu- 
ción de los conflictos existentes en su grupo o comunidad, existiendo el apro- 
vechamiento de ese notable para que ejerza función conciliadora de manera 
muy limitada al interior de su comunidad, Esta figura implicaba un acarco- 
namiento de formas consuctudinarias de resolución de conflictos —que se 
encuentran ya reconocidas por el artículo 149 de la actual Constitución Polí- 
tical%9 y que permite que las comunidades campesinas y nativas de muestro 
país administren justicia dentro de su ámbito territorial, ya que se obligaba 
a dichos conciliadores a una serie de funciones como cumplir con los plazos 
y formalidades del procedimiento, dar fe de la autenticidad de los documen- 
tos presentados por el solicitante, llevar un registro de actas de conciliación, 
y esperar que un equipo itinerante de abogados verifique la legalidad de los 
acuerdos adoptados, caso contrario se les aplicaban las sanciones previstas en 
la Ley de Conciliación. Finalmente, la conciliación en equidad fue derogada 
por el artículo 3 del Decrero Supremo N' 016-2001-JUS. 


(245) Constitución Política del Pená de 1993 
"Astícelo 149.- Las autoridados de aa Cumanidados Campesinas y Navas, con el apoyo de los Ronees 
Campesinas, pueden ejercr las funciones jurisdiccionales centro de su ámbito cesraoril de conformidad 
con el derecho consuercdínario, siempre. que na violen los derechos findamentaes de 'a persona, a ley 
eseablece la formas de coordinación de dihn jusedicción especial con los Juzgados de Paz y con ls demás 
Gretancis del Podes Judicial 
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VIT. PRINCIPIOS ÉTICOS 


Si bien las normas de ética profesional, entendidas como los principios 
de orden moral que deben guiar la actuación de todo profesional, deben estar 
presentes en el ejercicio de cualquier profesión, ellas cobran especial impor- 
tancia tratándose del desempeño de los conciliadores extrajudiciales. 


Parafraseando a Branson, podemos decir que, de manera similar a lo que 
puede decirse dentro de un procedimiento arbitral, un procedimiento conci- 
liarorio por sí solo no garantiza la neutralidad y la objetividad en el conoci- 
miento y eventual apoyo para la resolución de las dispuras si hay dudas acerca 
de la integridad de los conciliadores”%” sobre todo si tenemos en cuenta que 
aun siendo conciliadores seguimos siendo seres humanos, sujetos a sentir sim- 
pacías o antipacías por cualquiera de las partes. Así, cobra vital importancia cl 
tema del respeto a las normas de ética profesional por parte de los conciliado- 
res, ya que constituye un vehículo esencial para mantener la dignidad de los 
mismos y el prestigio de la institución conciliadora, como mecanismo alterna- 
tivo de solución de conflictos. 


Las normas éticas, entendidas como exigencias de comportamiento a que 
se encuentran sujetos los conciliadores descansan sobre dos principios esencia- 
les, cuales son, el de la imparcialidad y el de la neutralidad. El maestro Piero 
Calamandrei, sostiene que una de las virtudes, de las que más se honran 
en los jueces, es precisamente la imparcialidad, que se traduce en la 
facultad para resistir a las seducciones del sentimiento?” 


En otras palabras, la imparcialidad implica que el conciliador debe actuar 
libre de cualquier inclinación subjetiva, a favor de una de las partes o en con= 
cra de ellas. Lo anterior, se traduce en guiar el procedimiento en forma jusca. 
La imparcialidad es, en la esfera de lo emocional lo que la objetividad es 
en la órbita intelectual“, Por su parte, los autores de lengua inglesa def- 
nen la imparcialidad como el acruar libre de presiones?7, Luego, el princi- 
pio de neutralidad, también conocido como independencia, se traduce en que 
los conciliadores no pueden tener vínculos con las partes, o con las personas 
estrechamente vinculadas a estas o a la disputa, ya scan relaciones de carácter 
personal, social, económicas, financieras, o de cualquier naruraleza. 


(246) DRANSON, David, "IBA Rules OY Ethics For Intermational Acbitraors", Ens Iterracional Buscó, 
Sepiemabres 1997, Vol 3, N' 1, p. 23). 

(247) CALAMANDREL, Pier». Elio de he ja. Ediciones Juridicas Europa América, Enenos Aires, 1980, 
poLKVIn 

(248) GOLDSCHIMIDT, Werner, La inporialidad omo primapio bso del pots injusticia y vend. La Lay, 
Tienes Aires, Argentina, 1978, p. 279, 

(249) BRANSON, David Ob, cit, p. 335 
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Se pueden tomar como referencia para nuestro desempeño como conci- 
liadores, las normas que sobre el desempeño ético de los árbitros han brin- 
dado entidades como la International Bar Association, que constituyen dudas 
justificadas acerca de la independencia de un árbitro, si las relaciones entre 
este y una de las partes o un potencial importante testigo, son continuas y 
sustanciales, ya sea de tipo comercial, social o profesional %%, Por su parte, la 
International Chamber of Commerce - 1.C.C. establece que todo árbitro debe 
mantener la independencia con relación a las partes involucradas en el lirigio 
sometido a su decisión, Normas similares están dadas por la American Arbi- 
tración Association (AAA) y por la Arbitration Rules of the United Nariones 
Commisiones on International Trade Law - UNCITRAL, Como consecuencia 
de los principios éticos indicados, surgen ciertos deberes éticos que, en el caso 
de los árbitros, han sido especialmente recogidos por los Códigos de Ética, 
tanto de la International Bar Association (1.B.A.) como por la American Arbi- 
trarion Association (A-A.A.), que debieran ser igualmente recogidos y adecua- 
dos a nuestro desempeño como conciliadores, a saber: 


L Deber de revelación, que se traduce en que el conciliador debe 
informar desde el primer momento que le sea posible, acerca de cual- 
quier situación, hecho o circunstancia que pueda colocar en duda su 
independencia e imparcialidad en relación a las partes; deber que es 
menester mantener durante todo el procedimiento conciliatorio, de 
manera tal que sí surge alguna circunstancia posterior ella deberá ser 
igualmente revelada a las partes. En inglés este deber ético se conoce 
como "Duty of Disclosure”, encontrándose especialmente regulado 
dentro de las reglas de ética para los árbitros internacionales, dadas 
por la International Bar Association. Al efecto, en estas se establece 
que el árbitro debe revelar a las partes cualquier relación comercial o 
social directa o indirecta que haya tenido o renga con las partes o con 
una persona que vaya a ser un importante testigo del juicio. 


2. Deber de comunicación, que se traduce en la obligación del árbicro 
de mo comunicarse con una de las partes, o recibir informaciones o 
antecedentes que sirvan a la resolución de la controversia, en ausen- 
cia de la otra parte. Este deber ético se encuentra igualmente reco- 
gido por los Códigos de Etica de la LB.A. como de la A.A.A., esta- 
bleciendo este último algunas excepciones, relarivas a cuando se trate 
de resolver cuestiones de procedimiento, o cuando ambas partes son 
citadas a una audiencia, y solo comparece una de ellas, o en el evento 


(150) INTERNATIONAL SAR ASSOCIATION “Kalos of Esc for Internacional Acbiesacor”, Ent Arba 
iv Itervaticel, Nol.3 NY, enero 1987, 336. 
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en que ambas partes autoricen que este tipo de comunicaciones se 
efecuúen. 


3. Deber de diligencia, que se traduce en la obligación del árbi- 
tro de emplear sus mejores esfuerzos para conducir el arbitraje en 
forma diligente, eficiente y en el menor tiempo posible, todo ello 
con el objeto de obtener una solución justa del conflicto, Esta norma 
ha sido recogida tanto por el Código de Érica de la IBA como de 
la A.A.A., estableciendo que el árbicro solo debe aceptar el cargo si 
puede darle el tiempo y la atención que las partes razonablemente 
esperan: y. 


4. Deber de confidencialidad, que se traduce en que el árbitro no 
podrá utilizar las informaciones a que tuvo acceso durante el proce- 
dimiento arbitral para obtener ventajas personales o para favorecer 
o perjudicar u terceros. Esta obligación subsisce incluso una vez ter- 
minado cl arbitraje, Si se trata de un cribunal arbicral colegiado, el 
árbitro debe mantener el sigilo acerca de las deliberaciones con los 
otros árbitros, que llevarán a la decisión final. Este deber se encuen- 
tra igualmente recogido, tanto por el Código de Érica de la LB.A. 
como de la A.A.A 


En suma, del cumplimiento de los deberes éticos antes reseñados 
depende que los árbitros sean realmente imparciales, independientes, com- 
petentes, diligentes y discretos, lo que en último término significa preservar 
la credibilidad y mantener el prestigio, tanto de los árbitros como de la ins- 
titución arbitral, para lograr que esta se siga desarrollando como uno de los 
mecanismos más adecuados de solución de conflictos en la vida comercial 
moderna. 


En definitiva, la conciliación es una actividad con deberes y derechos éti- 
cos, ya que todos aquellos que participen en la conciliación deben compro- 
meterse a respetar una serie de principios éticos contemplados en el ejercicio 
de la conciliación extrajudicial y que se encuentran enumerados en el artículo 
2 de la ley y desarrollados en el artículo 2 del reglamento, como son la equi- 
dad, la veracidad, la buena fe, la confidencialidad, la imparcialidad, la neu- 
tralidad, la legalidad, la celeridad y la economía. Estos principios se consti- 
tuyen en una especie de Código de Ética profesional de tipo deomológico, es 
decir, por el solo hecho de estar contenido en la ley de conciliación se hace de 
cumplimiento obligatorio los principios estipulados en ella. Su contenido, de 
maners referencial, es el siguiente. 


337 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


1. Equidad 


La cquidad debe ser concebida como el sentido de la justicia aplicada 
al caso particular, materia de conciliación, según lo señala el literal a) del 
artículo 2 del Reglamento; claro está que el sentido de justicia que poseamos 
para cada caso concreto puede variar dependiendo del tipo de justicia del que 
hablemos, así, podríamos hablar de justicia distributiva (distribuir por igual 
o de acuerdo a las necesidades de cada cual), justicia conmurativa (retribuir 
un bien con otro equivalente), justicia social (dar y tratar a los hombres como 
personas iguales a nosotros, dando a cada quien lo que le corresponde como 
persona humana, con el propósito de una convivencia armoniosa), o justicia 
legal (que es aquella establecida por ley), aunque en realidad debemos tener 
presente siempre que la equidad será siempre el resultado o criterio para apli- 
car la justicia, no exclusivamente según la mera aplicación de la ley, sino con 
justicia moral, social, útil para la convivenci 


Por este principio de equidad el conciliador debe tratar que el acuerdo 
final que construyan las partes sea plenamente satisfactorio para ellas. La 
parte final del numeral 1 señala que el conciliador está obligado a generar 
condiciones de igualdad para que los conciliances puedan Jograr acuerdos 
mutuamente beneficiosos. 


2. Veracidad 


El literal b) 2 del artículo 2 del Reglamento señala que la veracidad está 
dirigida a la búsqueda de lo querido realmente por las partes y se refleja en 
el acuerdo conciliatorio al que llegarán de manera libre, como la mejor solu- 
ción para ambas. Se establece además que el conciliador no alterará nunca el 
sentido o significado de los hechos, temas, intereses o acuerdos a que arriben 
estas en el procedimiento conciliatorio. 


Este principio se refiere a que se deberá tratas de contar con información 
cierta sobre las causas y efectos del conflicto, buscando información fidedigna 
proporcionada por las partes, buscando que las partes se conduzcan con la 
verdad. El conciliador también debe ser veraz en lo referente a la información 
en el proceso conciliatorio y en lo referente a su sol y calificaciones; además, 
el conciliador debe observar este principio en el momento del discurso inicial, 
al proporcionar información cierta acerca del procedimiento conciliatorio; en 
la direccionalidad que está tomando el posible acuerdo y en la redacción del 
acuerdo conciliatorio, el cual debe recoger lo que las partes realmente quieren. 


8 


Aunque de tipo administrativo, añadiremos que la parte final del 
ral b) señala que los operadores del sistema conciliatorio deben remitir la 
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información veraz y auténtica cuando les sea requerida por el Ministerio de 
Justicia, lo cual ya se encuentra regulado como principio de presunción de 
veracidad en el artículo IV numeral 1.7 de la Ley N? 27444 por el cual se 
establece que en la tramitación de todo procedimiento administrativo, se pre- 
sume que los documentos y declaraciones formulados por los administrados 
en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los hechos que 
ellos afirman, siendo que esta presunción admire prueba en contrario 


3. Buenafe 


El literal c) del artículo 2 del Reglamento prescribe que la buena fe se 
entiende como la necesidad que las partes procedan de manera honesta y leal, 
confiando en que esa será la conducta en el procedimiento de conciliación. La 
buena fe es la actitud y comportamiento, buena voluntad de las partes en el 
proceso, que implica tener fe en la otra parte y en el conciliador; además de 
exigir que todos los que participan en la audiencia deben acruar sin dobleces 
y sin desco de obtener otro resultado diferente al de llegar a un acuerdo. Por 
ejemplo, usar la audiencia conciliacoria para dilatar el ir a uun juicio es actuar 
sin buena fe. 


La segunda parte del literal c) establece una pauta procedimenal por la 
cual, cuando el conciliador tenga duda de la viabilidad de un acuerdo, tiene 
conocimiento o al menos un indicio de que está basado en información falsa 
o de mala fe, deberá recomendar a los conciliantes que se apoyen en expertos 
de la materia relacionada con dicho acuerdo antes de finalizarlo, cuidando que 
tal intervención no perjudique o entorpezca el procedimiento de conciliación 
o, en su caso, a alguno de los conciliantes. 


4. Confidencialidad 


Este principio se encuentra relacionado con el hecho de guardar secreto, 
como sucede con los casos de secreto profesional y secrero de confesión, por 
mencionar dos casos conocidos por todos; y en el caso de la conciliación se 
convierte en el principio ético más importante y su signo más distintivo. La 
confidencialidad supone que, tanto el conciliador como las partes, deben 
guardar absoluta reserva de todo lo sostenido o propuesto, según lo estable- 
cido por el artículo 2 literal d) del Reglamento de la Ley. Cuando la fórmula 
legal señala que esca información no debe ser revelada a persona ajena a las 
negociaciones, sin el consentimiento de quien proporcionó dicha información, 
debe asumirse que se refiere a la confidencialidad que resulta aplicable a la 
realización de las sesiones privadas o canes. 
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Por su parte el artículo 8 de la Ley de Conciliación ordena que todos 
los que participan en la conciliación deben mantener reserva de lo acruado, 
siendo que todo lo sostenido o propuesto cn ella carece de valor probatorio, 


Por otro lado, el artículo 10 del Reglamento señala que con relación a 
la confidencialidad debe entenderse que todo lo sostenido o propuesto en la 
audiencia de conciliación carece de valor probatorio en cualquier proceso judi 
cial o arbitraje que se promueva posteriormente, aun en aquellos que se ori- 
ginen en hechos distintos a los que dieron origen a la controversia materia de 
conciliación. 


Agrega dicho artículo 10 que constituyen excepciones a la regla de la 
confidencialidad el conocimiento en la sudiencia de conciliación de la inmi- 
nente realización o la consumación de delitos que vulneren los derechos a la 
vida, el cuerpo, la salud, la libertad sexual u otros que por su trascendencia 
social no deben ser privilegiados con la confidencialidad y sean incompatibles 
con los objetivos y fines de la conciliación. En estos casos, aunque la ley no lo 
señala explícitamente, el conciliador debe poner el hecho en conocimiento de 
las autoridades pertinentes, Debemos tener en claro que solamente en el caso 
de estos delitos podremos exceptuarnos de seguir cumpliendo con el principio 
de confidencialidad, pero si nos encontramos frente al conocimiento de faltas 
y/o delitos poco relevantes socialmente, entonces la lógica nos lleva a afirmar 
que no estamos en la obligación de relevarnos del cumplimiento de la confi- 
dencialidad, pero en atención a que los delitos y las faltas no son concilíables, 
entonces tendremos que poner fin al procedimiento conciliatorio. 


No se ha establecido qué sucede si el Conciliador omite dar dicho aviso. 
Pareciera que esta omisión lo llevaría a ser pasible de una pena por delito con- 
tra la función jurisdiccional (art, 407 Código Penal'"), Este tema debe ser 
muy bien estudiado y dilucidado porque el principio de la confidencialidad es 
uno de los pilares fundamencales de la institución de la conciliación excrajudi- 
cial algunas personas podrían desconfiar de ella 


Por otro lado, el sistema de mumeras apertus establecido para determinar 
los otros delitos que por su naturaleza son susceptibles de ser denunciados 
por el conciliador en excepción de la regla de confidencialidad se presenta 


(051) Cácigo Penal peruanos 
Articulo 407. El que vevite comunicar » la suoridad las noticias que renga acerca de la corbión de 
algún delito, cuando esté obligado a hacerlo por su prifesión o empleo, será reprimido con pena privativa 
de lberead no mayor de dos años 
¡Si el hecho punible no demunciado tiene señalado en la ley pena privaciva de libertad puperior a cinco 
años a pont será mo amevor de dos ei magor de cuacto años, 
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como una fuerte barrera a ser subsanada mediante labores de interpretación, 
siendo labor fundamental del Ministerio coordinar con el Congreso a efectos 
que señale de manera fchaciente cual es el sentido de la norma mediante una 
interpretación estricta de aquella. Consideramos que el sistema de númerus 
clausus es el ideal, ya que el sistema de mameras apertas deja varios materias a 
la consideración de cada caso particular y si tomamos en cuenta que la mayo- 
ría de conciliadores no son abogados, entonces el problema va a ser muy com- 
plicado al intentar entender cuáles son las marerías que se encuentran subsu- 
midas dentro del concepto de macerias conciliables. 


Se establece en el artículo 10 del Reglamento como una excepción adi- 
cional al principio de confidencialidad cuando una de las partes exprese por 
escrito su consentimiento. Acá existiría una confusión, pues si concordamos 
esta disposición legal con lo señalado en el úlcimo párrafo del artículo 16 de 
la Ley de Conciliación, se establece expresamente que el acta no podrá con- 
tener las posiciones y las propuestas de las partes o del conciliador, 
salvo que ambas lo autoricen expresamente, Así, en estos casos se debe- 
ría emplear en la elaboración del acta de conciliación el Formato L o el For- 
mato L y que son los únicos supuestos en los que un acta podría contener las 
posiciones O propuestas y que se configuran en excepciones a la aplicación de 
la regla de la confidencialidad que caracteriza a la realización de la audiencia 
de conciliación, pero que para su implementación requiere de la autorización 
expresa no de una sino de ambas partes. 


El artículo 10 del Reglamento continúa diciendo que si el conciliador 
viola el principio de confidencialidad, la responsabilidad del centro de con- 
diliación se rige sistemáticamente, por lo dispuesto en el artículo 1325 del 
Código Civil**, Todo pacto que exima de responsabilidad al centro de co 
diliación, en esc sentido, es nulo. El mencionado artículo, referente a la res- 
ponsabilidad en obligaciones ejecutadas por terceros, indica que el deudor que 
para ejecutar la obligación se vale de terceros, responde de los hechos dolosos 
o culposos de estos, salvo pacto en contrario. También dice el Reglamento que 
si el conciliador viola el principio de confidencialidad estará sujeto a sanciones 
administrativas que van hasta la inhabilitación permanente, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil. 


052) Códizo Civil pernanes 
"Artículo 1325,- El deudor que para ejecucar la obligación se vale de rorceros, responde de los hechos 


¿dolores culpoñas de cos, mlvo pacto en contrario.” 
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GRÁFICO 
ALCANCE DEL PRINCIPIO DE CONFIDENCIALIDAD 


E protegido pora confidencialidad. 
E pot o oa ro cia cb 
DO apa ps de cnt 


Es conveniente comentar que el principio de confidencialidad es de gran 
importancia y debe ser rigurosamente observado, porque es una de las bases 
fundamentales para que la conciliación sea de aceptación y uso generalizado. 
La confidencialidad, en primer lugar, sc refiere a la información recibida por 
un conciliador en les sesiones conjuntas y por estensión se entiende que tam- 
bién abarca a la sesión privada o canens. Estos dos tipos de reuniones son con- 
fidenciales. La información recibida en sesión por separado solo podrá ser 
revelado en sesión conjunta si la parte así lo autoriza, para lo cual la técnica 
empleada durante el desarrollo de estas sesiones privadas debe contener la 
confirmación del alcance de la confidencialidad de estas sesiones, preguntando 
a la parte acerca de que parte de lo dicho podría ser usado eventualmente en 
la sesión conjunta, 


Por otro lado, como se estila en el procedimiento de mediación realizado 
ance la Cámara de Comercio de Santiago de Chile, sería recomendable que al 


comienzo del proceso de conciliación extrajudlcial las partes firmen un acta en 


que se compromeran a no revelar lo que conozcan drante la audiencia, 


(05) Reglamento Procesal de Medisción del Centro de Arbierje y Mediación de Sanriago 
“Arsículo 11.- Antes de micier la primera sesión de mediación, las parts firmarán ante el Centro una 
declaración de compromiso (.. En la primera sesión que el mediador celebre con las parts, se considerará. 
inicdo el procewo de mediación. En ell el mediacor entregará a ls partes información acerca del proceso 
¿de menlación y procederá a presctaies el convenio de conúilencialidad para a Fica.) 
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5. Imparcialidad y neutralidad 


Según el literales e) del artículo 2 del Reglamento, por el principio de 
imparcialidad el conciliador no debe identificarse con los intereses de las par- 
tes, teniendo el deber de colaborar con los participantes sin imponer pro- 
puesta de solución alguna, sin discriminar a las personas ni realizar diferen 
cias, El literal $) se refiere al principio de neutralidad obligando al conciliador 
a abstenerse de conocer los casos en los que participan personas vinculadas 
a él o a su entorno familiar, al personal del centro de conciliación o en los 
que participen conciliantes con los cuales lo vinculen parentesco, salvo que las 
partes soliciten expresamente su intervención (como podría ocurrir en el caso 
de una solicitud de conciliación formulada de manera conjunta). 


La imparcialidad es la cualidad por la cual el conciliador debe mantenerse 
sin favoritismos ni prejuicios con relación a las partes, es decir, es un estado 
mental para mantener una postura libre de prejuicios o favoritismos, con el 
compromiso de ayudar a ambas partes, y que se ve reflejado en el comporta- 
miento del conciliador durante el desarrollo de la audiencia. 


La neutralidad, por el contrario, es la inexistencia de algún vínculo pre- 
existente entre el conciliador y alguna de las partes que afecte la debida neu- 
tralidad. En este caso el conciliador debe apartarse del caso, salvo que exis- 
tiendo este impedimento ambas partes soliciten su intervención. 


6. Legalidad 

El literal 4) del artículo 2 del Reglamento refiriéndose al principio de 
legalidad textualmente dice que la actividad conciliatoria se enmarca den- 
tro de lo establecido en la Ley y Reglamento, en concordancia con el 
ordenamiento jurídico. 


Debió preferirse la redacción original del principio de legalidad, conce- 
bida como la conformidad del acuerdo conciliatorio al que arriben las 
partes, con el ordenamiento jurídico. Recordemos que los conciliadores no 
necesariamente son abogados, por lo tanto, esta función no es de aplicación 
amplia, Además, son las partes las que se van a dar su propia solución, en 
ejercicio de su libertad, y en este caso los términos del acuerdo no se constru- 
yen con criterios estrictamente legales, sino que la ley —debe entenderse la ley 
imperariva— sirve de límite a la libertad que tienen los sujetos para crear sus 
propias soluciones. Para este efecto los ceneros de conciliación deben contar 
con un abogado que certifique que el acuerdo a que se haya llegado no vul- 
nera ningún dispositivo legal o norma imperativa, pudiendo dejarse de lado 
normas de derecho dispositivo. 
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En los casos en que el conciliador no sea abogado y para evitar que el 
acuerdo al que se llegue pueda prescindir del derecho o la ley imperariva apli- 
cable, entonces el conciliador deberá tener la opinión favorable del abogado 
del centro de conciliación, quien verificará la legalidad del acuerdo concilia- 
torio antes de su redacción final en el acta. Si el conciliador fuera abogado 
entonces ejercerá doble función: la de conciliador y la de supervisor de la lega- 
lidad de los acuerdos. 


7. Celeridad y economía 


La celeridad es consustancial al procedimiento de conciliación, y segán lo 
señalado por el literal h) del artículo 2 del Reglamento la función conciliato- 
sia debe ejercerse permitiendo a las partes la solución pronta y rápida de su 
conflicto. 


En tanto que la economía está dirigida a que las partes eliminen el 
tiempo y los costos que les demandaría estar involucradas en un proceso judi- 
cial, ahorrando los costos de dicho proceso, según la definición legal contenida 
en el literal 5) del artículo 2 del Reglamento. 


Se discute la calidad de principios ético de estos principios, ya que en rea- 
lidad serían principios procesales que se configuran en características princi- 
pales de los medios alternarivos de resolución de conflictos, que rienden a evi 
tar la dilatación del tiempo que llevaría adoptar un acuerdo, llegando a él en 
el menor número de pasos procesales, con el consiguiente ahorro de tiempo y 
dinero, por lo que deben tenerse presentes por el conciliador y las partes. 


8. Empoderamiento o simetría de poder 


Hay un principio que no ha sido mencionado en la ley ni el Regla- 
mento que es el de simetría de poder. Se le conoce también como el princi- 
pio de empoderamiento que viene de la castellanización de la palabra inglesa 
empocerment. Empucer en inglés quiere decir dar poder o autoridad a alguien, 
aucorizar, permitir; el nombre o sustantivo es empruernent que vendría a ser 
apoderar a alguien. Por este principio en la circunstancia en la que una parte 
necesite información adicional o asistencia con el fin de promover negociacio- 
nes justas o un acuerdo justo, equitativo y duradero, el conciliador está obli- 
gado a enviar a las partes a los agentes de ayuda —información, instituciones 
o personas— que puedan facilitar el proceso, con el fin de conferir igualdad 
de poder a las partes. Recordemos que solamente en una negociación ideal 
ambas partes poscerán igual cantidad de poder, pero en la realidad, este poder 
se encuentra en cantidades desiguales, siendo que el conciliador tratará de 
igualar a las partes en lo que respecta a su nivel de poder. 
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El caso es que una parte puede, por diversos motivos, tener más poder 
que la otra. El conciliador debe obrar de forma que esa diferencia de poder no 
se traduzca en un acuerdo desvencajoso para una de las partes. El conciliador 
puede actuar así, pero teniendo sumo cuidado de no vulnerar el principio de 
imparcialidad o dar la impresión que lo está violando. 


CAPÍTULO 
XIHI 


RÉGIMEN DE SANCIONES 
PARA CONCILIADORES 
Y CENTROS DE CONCILIACIÓN 


CAPÍTULO 
Xnor 


RÉGIMEN DE SANCIONES 
PARA CONCILIADORES Y CENTROS 
DE CONCILIACIÓN 


“Pasajero, ve a Esparta y di que yacemos aquí por obe- 
decer sus leyes”, 
Simónides 


(Recordando a Leónidas 1 y su sacrificio 
en el Paso de las Terrmópilas) 


L ANTECEDENTES 


La redacción original del artículo 26 de la Ley de Conciliación estable- 
cía que el Ministerio de Justicia tenía a su cargo la autorización de funciona- 
miento, registro y su pervisión de los centros de conciliación, pudiendo sus- 
pender o privar de su facultad conciliadora, cuando estos no cumplan con 
los principios « objetivos legales previstos en la ley, o cuando incurran en 
faltas éticas. Posteriormente, por Ley N* 28163 de enero de 2004 se modi- 
ficó dicho artículo incorporando a los centros de formación y capacitación de 
conciliadores, 


Recordemos que, inicialmente, el derogado primer Reglamento de la Ley 
de Conciliación (aprobado por Decreto Supremo N” 001-98-JUS) señalaba 
que los conciliadores escaban sujetos a amonestación cscrica, multa, suspen- 
sión de uno a seis meses o inhabilitación permanente, según la gravedad de 
su falta o la reiteración en la misma”? Con respecto a los centros de conci- 
liación, señalaba que estos podían recibir una multa, suspensión de un mes 


(254) Decreto Supremo N'001.98-JUS, Reglamento dela Ley de Conciliación (derogado 
"Artícelo 41 El conciliador que incumpla con las obligaciones que le asigna la Ley y el Reglamento será 
sancionado, según la gravedad de su falta y sus antecedentes, con amonestación esta, malta, suspensión 
dle no a selsmesos o inhabiicación permanenre para desempeñarse como conciliador, 
El centro de conciliación, bajo responsabilidad, tene la obligación de comunicar inmediararseno la ale 
dle comcdiador al Misisterio de Jusia, encargudo de imponer la sanci? 
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a un año o desautorización de funcionamiento”. Los artículos 48 y 87% de 
dicho Reglamento establecían la competencia del Ministerio de Justicia en lo 
que respecta a la supervisión y sanción de conciliadores, capacitadores, centros 
de conciliación y centros de formación y capacitación de conciliadores, que 
incumplan sus obligaciones y contravengan las normas establecidas en la mor- 
mativa sobre conciliación. 


Complementando lo señalado en el primer Reglamento de la Ley, por 
Resolución Ministerial N* 174-98-JUS, de 12 de agosto de 1998, se aprobó 
el Reglamento de Sanciones a Conciliadores y centros de conciliación. Poste- 
siormente, mediante Resolución Ministerial N" 099-2002-JUS publicada en 
el diario oficial el 21 de marzo de 2002, se aprobó el Reglamento de Super- 
visión de Conciliadores, Capacitadores, centros de conciliación y cen- 
tros de formación y Capacitación de Conciliadores, que tenía por objeto 
regular el procedimiento a seguir para la supervisión respectiva a cargo de la 
Secretaría Técnica de Conciliación del Ministerio de Justicia. Se establecía que 
el control de la labor de los supervisores de la Secretaría Técnica de Concilia- 
ción estará a cargo del subdirector de supervisión y control de centros de con- 
ciliación, quien recibía las actas de supervisión y los informes elaborados por 
los supervisores y recomendaba las acciones del caso. 


(233) Decreto Supremo N*001-99-JUS, Reglamento de la Ley de Concilción (derogado): 
“Artienlo $3 El cena de corciiación que incumpla con las ahlgaciones que le ajena la Ley y el Regla» 
mento será sancionado, según la gravedad de su foco, con moles, suspensión de un mos an año o desa. 
toriación de un tomamicaro. Las sanciones serín puestas por el Ministerio de Jusiia cou arecalo al 
Kegtamento de Sanciones a Cotlacors y cents de conclación, qe debes aptas por Resolución 
Ministerial” 

(256) Desrero Supremno NY 001-98-JUS, Reglamenco de la Loy de Coalición (desogadoj: 

'Arucalo 48 > El Ministeño de Justicia dispondrá la supceriión de los centros de conciliación. Para este 
electo podrá efectuar impectiones en el Centro sin previo aviso, Dicha supervisión estará dciica a velar 
porel cueplimicaco delo dispacsto por la Ley y cl prosente Reglamento, y a conscatas, principalantos 

Ti desarrollo delos procedimientos de conciliación de acncrdo la Ley y el presen Heglamento, 
la observancia de los plazos señalados por la Lep y el presente Reglamento; 
El cumplimiento del deber de capacitación permanente de los coneiliadores; 
La aplicación de los principios señalacos en el arrícula 2 de la Ley; debiéndozo cenvicerar como fora 
ética la no cbxcreaadia de cos principios; 
3, La rerisión del archivo de actas para verificar que esté siendo llevado cosrectarcente 
El cenero de Concibación deberá brindar rocas las facilidades del caso al supervisor, quien podr estar pre= 
sente cn las Audiencias de Conciliación, cuando las pestes lo aumncen expressmente. El supervisor srá 
sujeta la obligación de cudeoxialidad ya respesar lus priacios de concliacón que correspondan" 
(*)Iexo vigence del Páralo, contorme a la modiicación establecida por el articulo 1 del Decreto 
Supremo N*006:98.JUS, publicado el 09/08/1998, 
Articulo 87.. El Ministeio de Justicia sin previo ario, podrá disponer la supresión de un Centro de. 
Pormsción y Capscicción u de lor cuisos o evaluaciones aucorizados por la Seccario Técnica de Con 
«lición a efecros de comprobar «l progama, metodologia, objeivos del curso y cualquier ero aspecto 
relacionado a los mismos, Asímismo, podrá sancionar a los ceros de formación y Capaciración de Con- 
¿iliadores, y a Lo cspaciradores que incamplaa los compromisos y las ncemas eseipulades es la normativa 


sobre conciliación cxujadica. 


Régimen de sanciones para conciliadores y centros de conciliación 


Con fecha 28 de julio de 2001 se publicó en el diario oficial la Resolu- 
ción Ministerial N* 245-2001-JUS, por medio de la cual se aprobó el nuevo 
Reglamento de sanciones a conciliadores, centros de conciliación, capacita 
dores y centros de formación y capacitación de conciliadores, que entró en 
vigencia desde el 29 de julio de ese mismo año. 


Este cuerpo legal fue dado durante la vigencia del texto único de la 
Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos aprobado por 
Decreto Supremo N* 02-94-JUS, norma que fue derogada con la promulga- 
ción de la Ley N% 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, el 
día 11 de abril de 2001, y que entró en vigencia el 12 de octubre de 2001 
que establece en su artículo 230 los principios de la potestad sancionadora 
administrativa, entre los que figuran los de legalidad y tipicidad, esto €s, que 
solo consticuyen conductas sancionables administracivamente, las infracciones 
previstas expresamente en normas con rango de ley mediante su tipificación 
como tales, sin admitirse interpretación extensiva u analogía; pudiendo las 
disposiciones reglamentarias de desarrollo especificar o graduar aquellas diri- 
gidas a identificar las concluctas o determinar sanciones, sin constituir nuevas 
conductas sancionables a las previstas legalmente, salvo en los casos en que la 
ley permita tipificar por vía reglamentaria. 


El hecho concreto fue que, con la promulgación de la Ley N* 27444, y 
en una evidente situación de colisión de normas de diferente jerarquía, devi- 
nieron en ilegales las disposiciones del Reglamento de sanciones a conciliado- 
res, centros de conciliación, capacitadores y centros de formación y capacita- 
ción, relativas a la sanción administrativa de los conciliadores y capacitadores, 
así como a la aplicación de la sanción de multa a los centros de conciliación y 
de formación de capacitadores, por no estar expresamente comprendidas den- 
tro de la porestad sancionadora del Ministerio de Justicia establecida en los 
artículos 25 y 26 de la Ley de Conciliación. 


Por esta razón, con fecha 13 de setiembre de 2002, se publicó en el dia- 
rio oficial la Resolución Ministerial N” 314-2002-JUS, por medio de la cual se 
procedió a derogar del Reglamento de sanciones los siguientes Títulos, Capí- 
tulos y artículos: 


- El artículo 7, numeral 1 (sanciones a los conciliadores). 


- El artículo 7, numeral 2, inciso a) (sanción de multa a los centros 
de conciliación, con la consiguiente derogación tácita del Capí- 
tulo I del Título III, referente a la sanción de mulee a los centros de 
conciliación). 
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- — El artículo 7, numeral 3 (sanciones a los capacitadores). 


- — El artículo 7, numeral 4, inciso a) (sanción de multa a los centros de 
formación y capacitación). 


- El Título 1! “De las sanciones a los conciliadores”. 
- El Título IV “De las sanciones a los capacitadores”. 


- — El Capítulo I del Título V “De las sanciones a los centros de forma- 
ción y capacitación” (sobre la sanción de multa a los centros de for- 
mación y capacitación) 


IL. BASE LEGAL 


El texto vigente del artículo 26 de la Ley de Conciliación establece que el 
Ministerio de Justicia tiene a su cargo la acreditación, registro, autorización, 
renovación, habilitación, supervisión y sanción de los operadores del sistema 
conciliatorio, precisando que la forma como serán ejercidas estas facultades 
serán especificadas en el Reglamento. 


En este mismo sentido, el Reglamento de la Ley de Conciliación pre- 
isa en su Título IV (arts. 88 al 103) todo lo referente a la supervisión a los 
operadores del sistema conciliatorio, y cn cl Título V (arts. 104 al 148) 
el régimen de las infracciones y sanciones a los operadores del sistema 
conciliatorio, Este régimen fue establecido a partir de 2008 con ocasión de 
la dación del vigente Reglamento aprobado por Decrero Supremo N* O14- 
2008-JUS y venía a complementar las modificaciones establecidas por el 
Decreto Legislativo N” 1070. Debe entenderse que todo el marco norma- 
tivo previo a la entrada en vigencia del Decrero Supremo N' 014-2008-JUS 
ha sido derogado de manera tácita en mérico a su segunda disposición com- 
plementaria derogatoria que señala expresamente deróguese las normas de 
inferior jerarquía que se opongan a las disposiciones contenidas en el 
presente Reglamento. 


Comentario adicional merece el hecho de que actualmente nos encontra 
mos frente a un extenso sumario de conductas sancionables en sede adminis- 
trativa y a una labor de supervisión efectuada en demasía por el ente rector 
que se convierte en un factor que desincentiva la labor de los operadores en 
el ámbito privado al establecer una serie de potestades y facultades de super- 
visión en extremo, llegando a considerarse casi como la finalidad principal de 
la actividad la persecución de supuestas actividades ilícitas de los operadores, 
descuidando la labor principal que debería ser la promoción y difusión de las 
ventajas y bondades de la conciliación extrajudicial a fin de lograr su plena 
institucionalización. 
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TIT. ENTIDAD COMPETENTE 


Si bica es cierto que tanto la Ley de Conciliación como su Reglamento 
mencionan que las funciones de acreditación, registro, autorización, renova- 
ción, habilitación, supervisión y sanción de los operadores del sistema conci- 
liatorio corresponden al Ministerio de Justicia, lo correcto es que al interior 
de este ministerio existe toda una estructura jerárquica y que se encuentra 
estipulada en el vigente Reglamento de Organización y Funciones (ROF) del 
Ministerio de Justicia, aprobado por Decreto Supremo N* 011-2012-JUS, 


El artículo 108 del ROF señala que la Dirección de Conciliación Extrajudi- 
cial y Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos (DCMA) se encarga 
de ejecurar la función de conciliación excrajudicial, arbicraje popular y oros 
mecanismos alternativos de solución de conflictos, a nivel nacional y de acuerdo 
a sus competencias. Asimismo, el artículo 109 precisa que son algunas fuincio- 
nes de la DCMA supervisar a los operadores de la conciliación extrajudicial a 
nivel nacional y sancionarlos por el incumplimiento de sus obligaciones (literal 
€), así como conocer en primera instancia el procedimiento sancionador iniciado 
contra los operadores de la conciliación extrajudicial (literal m). 


De acuerdo al organigrama del Ministerio de Justicia y Derechos Huma- 
nos, la Dirección de Conciliación Extrajudicial y Mecanismos Alternativos de 
Solución de Conflictos (DCMA) es una unidad orgánica que depende jerár- 
quicamente de la Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Jus- 
ticia (DGDP) que de acuerdo ul artículo 101 del ROF es el órgano de línea 
encargado de conducir regular, promover, coordinar y supervisar el servicio de 
defensa pública; la conciliación extrajudicial; y promover y difandir el uso de 
mecanismos alternativos de solución de conflictos, garantizando el acceso a la 
justicia y el derecho de defensa de todas las personas, dependiendo jerárqui- 
camente del Despacho Viceministerial de Derechos Humanos y Acceso a la 
Justicia. 


Conforme lo señalado en el artículo 124 del Reglamento, el Ministerio de 
Jusricia ejerce su potestad sancionadora a través de la DCMA, la que consti- 
tuye la primera instancia administraciva. Dicho artículo señala que la Direc- 
ción Nacional de Juscicia (DNJ) constituye la segunda y última instancia 
ademiniscraciva, con la cual se agota la vía administrativa comespondiente. Al 
haber variado la estructura orgánica del Ministerio de Justicia, la segunda ins- 
tancia ya no es la DNJ sino la Dirección General de Defensa Pública y Acceso 
a la Justicia (DGDP), 


De acuerdo al artículo 112 del ROF las direcciones districales de defensa 
pública también ejercen la conducción y representación de los centros de 
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conciliación del Minjus, con lo cual tenemos que, jerárquicamente, son los 
superiores inmediatos de los conciliadores extrajudiciales que laboran en los 
centros de concilis 


GRÁFICO 
UBICACIÓN DE LA DCMA EN LA DGDP 


TV. LOS OPERADORES DEL SISTEMA CONCILIATORIO 


De acuerdo a lo señalado en el artículo 19-A de la Ley de Conciliación, 
son operadores del sistema conciliacorio: 


a) Los conciliadores extrajudiciales así como los especializados. 
b) Los capacitadores, tanto principales como especializados. 


e) Los centros de conciliación extrajudicial 


d) Los centros de formación y capaciración de conciliadores. 


El Ministerio de Justicia tiene a su cargo los Registros Nacionales Únicos 
por operador del sistema conciliatorio 


Y. ACERCA DEL PROCEDIMIENTO DE SUPERVISIÓ! 


Según lo señalado en el artículo 88 del Reglamento, la supervisión es 
una función del Minjus que se ejerce a través de la DCMA, en ejercicio de su 
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facultad fiscalizadora que tiene por objeto velar por el cumplimiento de las 
disposiciones legales en materia de conciliación, a fin de salvaguardar y forta- 
lecer la institucionalización, funcionamiento y desarrollo de este mecanismo 
alternativo de solución de conflictos. 


Por su parte, el artículo 89 del Reglamento prescribe que el Ministerio de 
Justicia, a través de la DCMA, sin previo aviso, podrá disponer la supervisión 
de los operadores del sistema conciliatorio a nivel nacional, en el ejercicio de 
sus funciones, siendo que esta supervisión es desarrollada por los supervisores, 
verificadores legales o auxiliares de supervisión; a los que el reglamento deno- 
mina de manera general como supervisores 


Según el artículo 91 del Reglamento, el ejercicio de la supervisión se basa 
en los principios de observancia del debido procedimiento, de economía, cele- 
ridad y legalidad, y de modo general con base en los principios éticos de la 
conciliación contenidos en el artículo 2 de la Ley. 


1. El procedimiento de supervisión 


El artículo 92 del Reglamento establece que los supervisores seguirán el 
siguiente procedimiento de supervisión: 


1, Se constituirán al local donde se encuentren prestando servicios los 
operadores del sistema conciliatorio, realizándose la audiencia de 
conciliación o dictándose el curso de Formación y capacitación. 


2. Procederán a identificarse ante el representante del centro de conci- 
liación o centro de formación y capacitación de concilladores supervi- 
sado o, en ausencia de este, ante la persona o servidor que estuviera 
presente, con quien se entenderá la realización de la supervisión. 


3. Desarrollarán la supervisión de conformidad con lo establecido en 
los formatos de actas de supervisión aprobados por el Ministerio de 
Justicia, 


4. Concluida la diligencia, el supervisor levancará el acta respectiva y 
dejará copia de la misma al supervisado. 


El artículo 93 del Reglamento establece que el acta de supervisión es el 
documento donde se registran las constataciones, verificaciones objetivas, 
manifestaciones del supervisado con quien se realiza la supervisión, de terceros 
y otros actuados de la diligencia de supervisión. El contenido de dichas actas, 
de acuerdo a lo prescrito por el artículo 94 del Reglamento, es el siguiente: 
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L. Lugar y fecha. 


2. Nombre del supervisor y su número de documento nacional de 
identidad. 


3. Hora de inicio y de conclusión de la diligencia. 

4. Laidentificación de la persona con quien se realiza la supervisión. 
5. Los hechos materia de verificación y/o constatación. 

6. La descripción de los incumplimientos advertidos 


7. Las medidas correctivas y/o sugerencias que se dispongan, de ser el 
caso. 


8. Las manifestaciones u observaciones de la persona con quien se rea 
liza la supervisión o de terceros intervinientes, de ser el caso. 


9. La firma y huella digital de la persona con quien se lleva a cabo la 
diligencia de supervisión. En caso se negara a firmar o si se levanta el 
acta en ejercicio de apercibimiento expreso, el supervisor dejará cons- 
tancia de ello, sin que esto afecte la validez del acta. 


10. De ser el caso, se recabará la firma y huella digital del tercero. En 
caso se negara a firmar y/o poner su huella digital se tendrá por no 
interviniente. 


11. El acta de supervisión también consignará cualquier hecho o situa= 
¡ón que el supervisor considere pertinente con motivo de la realiza- 
ción de la diligencia de supervisión, para conocimiento de la Ditec- 
ción de Conciliación Extrojudicial y Medios Alternativos de Solución 
de Conflictos. 


12. Firma y huella digital del supervisor. 


El acta de supervisión, extendida cumpliendo las formalidades descri- 
ras en los incisos de este artículo, tiene pleno valor probatorio en los pro- 
cesos administrativos y produce fe respecto a los hechos y circunstancias 
constatadas y/o verificadas por el supervisor, precisándose que constituye ins- 
trumento público, 


2. Facultades de los supervisores 


Según el artículo 96 del Reglamento, los supervisores están facultados 
para: 
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conciliadores y centros de conciliación 


1. Ingresar sin impedimento alguno y sin aviso previo a los centros de 
conciliación, centros de formación y capacitación de conciliadores, 
y cursos de formación y capacitación de conciliadores en todas sus 
fases. 


Estar presentes en la audiencia de conciliación, previa autorización 


expresa de las partes. 


3. Entrevistar al personal de los centros de concilisción y centros de for- 
mación y capacitación de conciliadores y público en general, de ser 
necesario, con relación a hechos o situaciones materia de supervisión. 


Requerir la exhibición, para examinar in sétm los archivos, libros, 
registros, expedientes, legajos personales, listas de asistencias de par- 
ticipantes a los cursos y toda documentación necesaria, para la veri- 
ficación del camplimiento de las obligaciones que recaen sobre los 
supervisados, aun cuando ya hubieran sido objero de una supervisión 
anterior. El supervisor está facultado para solicirar y obtener coplas o 
extractos de estos documentos y utilizar cualquier medio tecnológico 
existente, ya sca grabaciones, filmaciones, fotografias u otros instru- 
mentos que recoja la información requerida. 


5. Requerir y proceder a la colocación de tarifarios, avisos y otros docu- 
mentos e información de interés para los usuarios, 


6. Exigir el cumplimiento de las obligaciones establecidas por la nor- 
mativa sobre conciliación, o de los compromisos asumidos por los 
supervisados 


7. Disponer medidas de aplicación inmediata, que permitan corregir 
la rrasgresión de las normas sobre conciliación, o que ocasionen per- 
juicios actuales o inminentes a los usuarios, con cargo de dar cuenta 
inmediata a la DCMA. 


8. Advertir la omisión en el acta de conciliación de algunos requisitos 
que establece el arcícalo 16 de la Ley, a efectos de que se procedan a 
su rectificación. 


9. Registrar en el Libro de Registros de Actas de Conciliación las fechas 
de supervisión y la firma del supervisor en cada visita de supervisión 
que se realice al centro de conciliación, así como tachar los espacios 
en blanco si lo hubiere en el citado registro. 


10. En los casos de centros de conciliación que se encuentren suspendi- 
dos, como resultado de un procedimiento sancionador, se procede: 
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a realizar la anotación del caso en el libro de Registro de Acras, sobre 
el último procedimiento conciliatorio registrado y/o tramitado, seña- 
lándosc el periodo de suspensión. 


11. En los casos de centros de conciliación que hubieren sido desauroriza- 
dos como resultado de procedimiento sancionador, serán materia de 
supervisión en tanto no hagan entrega al Minjus de la totalidad del 
acervo documentario con la que cuentan. 


12. Las facultades expresadas en el presente artículo son de carácter 
enunciativo y no limitativo. En ese sentido el supervisor está facul- 
tado para adoptar las medidas que faciliten y aseguren que la super- 
visión se lleve a cabo con arreglo a los principios de la Ley y su regla 
mento; así como de ser el caso adopten las medidas preventivas que 
eviten grave perjuicio a los conciliantes y al sistema conciliaxorio. 


3. Obligaciones de los supervisores 
Según el artículo 97 del Reglamento, los supervisores están obligados a: 


1. Efectuar las supervisiones que le sean encomendadas, con probidad, 
objetividad, imparcialidad y confidencialidad. 


Identificarse ante los supervisados, con la presentación de la creden- 
cial oficial extendida por la DCMA. 


3. Guardar estricta reserva y confidencialidad sobre la información 
recogida de los archivos, libros, registros, expedientes, legajos perso- 
nales, documentación institucional y casos de conciliación a los que 
tenga acceso en el ejercicio de sus funciones. 


4. Presentar informes mensuales sobre el resultado del ejercicio de sus 
funciones. En los casos en que se detecten posibles infracciones a la 
normativa de conciliación, <e realizará el informe respectivo poniendo 
en conocimiento de los hechos advertidos al director de la DCMA, 
para los fines pertinentes. 


5. Dar cuenta del acta de supervisión al director de la DCMA, una vez 
concluida la supervisión encomendada como parte de un procedi 
miento sancionador. 


6. Informar a la DCMA, en caso de detectarse vacíos o deficiencias de la 
normativa sobre conciliación, 
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7. Abstenerse de efectuar supervisiones en las cuales tengan interés 
directo o indirecto, o cuando medie parentesco de consanguinidad 
hasta el cuarto grado o el segundo grado de afinidad con relación a 
los capacitadores o servidores del centro de concilisción o centro de 
formación y capacitación de conciliadores, o de la persona jurídica de 
Derecho Público o privado que los promueva, quedando obligados a 
comunicar este hecho a la DEMA. 


8. Realizar labor preventiva y pedagógica cuando corresponda. 


9. Rechazar de plano ofrecimientos de cualquier naturaleza de parte de 
los operadores supervisados, tendientes a tergiversar o evitar la labor de 
supervisión, quedando obligados 1 comunicar este hecho a la DCMA. 


10. Otras dererminadas por la normativa sobre conciliación o que sean 
dispuescas por la DCMA. 


Concluida la supervisión, el Supervisor levanta el Acta respectiva. De 
existir incumplimiento de la normativa sobre conciliación, se dispondrá las 
medidas correctivas necesarias las que podrán ser de aplicación inmediata o 
sujeta a plazo. De ser necesario, se efectuará una nueva supervisión para veri- 
ficar el cumplimiento de las medidas correctivas dispuestas. La subsanación de 
los incumplimientos detectados no impide la apertura del procedimiento san- 
cionador y la aplicación de sanciones, de ser el caso. 


4. Dela obstrucción o abandono de la diligencia de supervisión 


Según lo prescrito en el artículo 102 del Reglamento, constituye obstruc- 
ción a la supervisión, la negativa o impedimento por parte de los supervisados 
a la realización de la supervisión en un centro de conciliación, centro de for- 
mación y capacitación de conciliadores, curso de formación y capacitación de 
conciliadores, efeceuado por su representante legal, sus asociados, directivos, 
conciliadores, abogados, capacitadores, dependientes, servidores y otros que 
tengan relación de cualquier tipo. 


La obstrucción puede ser directa o indirecta. Es directa cuando perjudica, 
entorpece o dilata la labor del supervisor, de manera tal que no permita la 
realización de la diligencia de supervisión. Es indirecta cuando so le niega al 
supervisor el apoyo necesario o cuando el centro de conciliación no se encuen- 
tra atendiendo al público en el horario autorizado. 


El abandono de la diligencia de supervisión sc produce cuando la persona 


con quien se entendía la diligencia, deja el lugar de la diligencia, imposibili- 
tando la suscripción del acta. 
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VI. EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 


El artículo 103 del Reglamento señala que en caso que los incumplimien- 
tos detectados constiruyeran faltas pasibles de sanción de acuerdo a la Ley y el 
Reglamento se emitirá el informe respectivo y se derivará a la Subdirección de 
Autorizaciones y Control de la Conciliación Extrajudicial del Minjus para la 
calificación respectiva y el inicio del procedimiento sancionador a que hubiera 
lugar. 


Por su parte, el artículo 109 del Reglamento señala que son sujetos pasi- 
bles de sanción: los conciliadores, los capacitadores, los centros de concili 
ción y los centros de formación y capacitación de conciliadores, en el ejercicio 
de su función. En esta parte del trabajo nos referiremos exclusivamente a las 
sanciones que se aplican a los conciliadores extrajudiciales y a los centros de 
conciliación, remitiendo a la lectura del Reglamento para los demás casos de 
sanción. 


1. Principios dela potestad sancionadora 


Según el artículo 106 del Reglamento, la potestad sancionadora del 
Ministerio de Justicia se ejerce tomando en cuenta la naturaleza, finalidad, 
trascendencia social y jurídica de la función conciliadora, y se rige por los 
siguientes principios: 


a) Legalidad.- Solo por norma con rango de Ley puede determinarse 
las conductas que constituyen infracción y la sanción aplicable. 


b) Debido procedimiento.- Las sanciones se aplican sujerándose al pro- 
cedimiento establecido respetando las garantías del debido proceso. 


<) Razonabilidad.- La comisión de la conducta sancionable no debe 
resultar más ventajosa para el infractor que cumplir con las normas 
infringidas o con la sanción a imponerse, Asimismo, la derermina- 
ción de la sanción debe ser proporcional al incumplimiento calif- 
cado como infracción, tomar en cuenta la responsabilidad directa o 
indirecta, considerar la existencia o no de la intencionalidad, el daño 
causado a la institución de la conciliación, el perjuicio causado a las 
partes y/o a terceros, el beneficio ilegalmente obtenido, las circuns- 
tancias de la comisión de la infracción y la reiteración de la misma 


d) Tipicidad.- Solo constituyen conductas sancionables administrativas 
mente las infracciones previstas en norma con rango de Ley mediante 
su tipificación como tales, sin admitir interpretación extensiva o 
analogía, Las disposiciones reglamentarias de desarrollo pueden 
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especificar o graduar aquellas dirigidas a identificar las conductas o 
determinar sanciones, sin constimuir nuevas conductas sancionables 
previstas legalmente, salvo los casos en que la Ley permita tipificar 
por vía reglamentaria. 


€) Irretruactividad.- Son aplicables las disposiciones sancionadoras 
vigentes en el momento de incurrir el administrado en la conducta a 
sancionar, salvo que las posteriores le sean más favorables. 


£) Concurso de infracciones.- Cuando una misma conducta califique 
más de una infracción, se aplicará la sanción prevista para la infrac- 
ción de mayor gravedad, sin perjuicio que puedan exigirse las demás 
responsabilidades que establezcan las leyes. 


£) Continuación de infracciones.- Para imponer sanciones por infrac- 
ciones en las que el administrado incurra en forma contimna, se 
requiere que haya transcurrido por lo menos treinta (50) días hábi- 
les desde la fecha de la imposición de la última sanción y se acre- 
dite haber requerido al administrado que demuestre haber cesado 
la infracción dentro de dicho plazo. En estos casos, se remitirá una 
comunicación escrita sl operador del sistema conciliatorio a fin de 
que este acredite en un plazo máximo de cinco (5) días hábiles que la 
infracción ha cesado dentro del periodo indicado en el párrafo ante- 
rior. Una vez vencido el plazo otorgado para los descargos sin que el 
operador de la conciliación acredite el cese de la infracción, se proce- 
derá a imponer una nueva sanción. 


h). Causalidad.- La responsabilidad debe recaer en quien directa o indi- 
rectamente incurre por acción u omisión en la comisión de la infrac- 
ción sancionable. 


í). Presunción de licieud.- Se debe presumir que los administrados 
han actuado de acuerdo a sus deberes, en tanto no se cuente con evi- 
dencia en contrario. 


$) Non bis én idem= Nadie puede ser procesado ni sancionado dos 
veces por el mismo hecho. 


2. Definición de infracción y sanción 

Según el artículo 107 del Reglamento, constituye infracción toda acción 
u omisión al cumplimiento de la Ley y su Reglamento por parte de los ope- 
radores de la conciliación en el ejercicio de sus funciones y de las obligaciones 
asumidas ante el Minjus, 
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Por su parte, el artículo 108 señala que constiruye sanción la pena que 
se impone por la comisión de una infracción. El camplimiento de la sanción 
por parte del infractor no supone la convalidación de la infracción cometida, 
debiendo, por tanto, el infractor subsanar la situación irregular que la originó. 
3. Del inicio del procedimiento sancionador 


El artículo 127 del Reglamento señala que el procedimiento sancionador 
se puede iniciar: 


a) Deoficio, como consecuencia de una visita de supervisión. 
b) Por orden superior. 

<) Por petición motivada de otras instituciones. 

a) Por denuncia de persona natural o jurídica legitimada. 


Conforme al artículo 128 del Reglamento, toda denuncia se presenta por 
escrito y por duplicado, y deberá contener: 


a) Nombre o denominación, número de documento de identidad o 
Registro Único de Contribuyente, domicilio real y procesal del 
denunciante. 


hb) Nombre o denominación del denunciado si fuere de su conocimiento. 


<) Los medios probatorios que sastentan la denuncia. 


«) Exposición de los hechos en que se fandamenta la denuncia, en 
forma precisa, con orden y claridad 


e) Firma del denunciante. 


Además, la denuncia deberá estar acompañada de los siguientes 
documentos: 


- Copia del documento nacional de identidad o del Registro Único de 
Contribuyente del denunciante. 


- Copia del instrumento que acredite la personería del representante 
legal del denunciante, de ser el caso. 


- — Copias certificadas por el fedatario del Minjus o por norario público, 
de los medios probatorios que sustentan los hechos materia de la 
denuncia, si los hubiera, 


Régimen de sanciones para conciliadores y centros de conciliación 


Según el artículo 129 del Reglamento, tienen legirimación para formular 
denuncia: 


a) La parte afectada, cuando haya culminado el procedimiento 
conciliatorio, 


b) Los conciliadores o capaciradores, tratándose de denuncias contra 
centros de conciliación o de formación y capacitación de conciliadores 
respectivamente, 


c) Los centros de conciliación o de formación y capacitación, tratándose 
de denuncias conera sus pares, 


d) El centro de conciliación donde se encuentre adscrito el conciliador 
denunciado y 


€) El centro de formación y capacitación donde se encuentre adscrito el 
capacicador denunciado. 


4, Dela inadmisibilidad e improcedencia de la denuncia 


Según el artículo 130 del Reglamento, la petición motivada o la denun- 
cia, según sea el caso, será declarada inadmisible cuando no cumpla con los 
requisitos señalados en el artículo 128 del presente Reglamento, En este caso, 
se le concederá al interesado un plazo de rres días hábiles a fin que subsane la 
omisión incarrida. Vencido dicho plazo, sin que el denunciante haya cumplido 
con subsanar dicha omisión, se procederá al archivamiento de la denuncia. 


Según el artículo 131 del Reglamento, la petición motivada o la denun- 
cia, según sea el caso, será declarada improcedente cuando: 


a) El denunciante no tiene legitimidad. 
b) Resulta manifiestamente inconsistente o maliciosa, 

€) Carezca de fundamento legal. 

d) Cuando el fin de la denuncia no corresponda a la instancia, 


Vencido el plazo para apelar la resolución que declara la improcedencia, 
se dispondrá el archivamiento de los actuados. 


Conforme lo habilita el artículo 132 del Reglamenco, admitida la petición 
motivada o la denuncia, se procederá a la calificación de los hechos que la sus- 
tentan disponiéndose, de ser el caso, actuaciones previas de investigación, ave- 
riguación e inspección que determinarán con carácter preliminar si concurren 
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«ircunsrancias que justifiquen la apertura de procedimiento sancionador o la 
improcedencia de la misma, disponiéndose su archivamiento. 


5. Dela apertura de procedimiento sancionador 


Según el artículo 133 del Reglamento, la apertura de procedimiento san- 
cionador se dispone mediante Resolución de la DCMA, la misma que deberá 
indicar los hechos imputados, las presuntas infracciones y sanciones aplica- 
bles de acuerdo al presente Reglamento. El plazo para la apertura del pro- 
cedimiento sancionador es de veinte (20) días hábiles, a partir de la fecha de 
recepcionada la denuncia por el área encargada de darle trámite. 


6. Del emplazamiento al infractor 


Por disposición contenida en el artículo 134 del Reglamento, cuando se 
dispone la apertura de procedimiento sancionador, la Resolución será notifi- 
cada al presunto infractor, conjuntamente con la copia de la denuncia si la 
hubiere, haciendo de su conocimiento los hechos, la infracción y la sanción 
aplicable, con el fin de que realice los descargos correspondientes y acompañe 
los medios probacorios que considere pertinentes en un plazo no mayor de 
diez (10) días hábiles contados a partir del día siguiente de la notificación. 


7. Dela investigación y actuación probatoria 


Conforme lo regula el artículo 135 del Reglamento, transcurrido el plazo 
señalado en el artículo anterior, con el respectivo descargo o sin este, se proce- 
derá a evaluar las pruebas aportadas por las partes y, de ser el caso, se dispon- 
drá de oficio las acrnaciones necesarias, rales como supervisiones, inspecciones, 
solicitud de informes y/o de documentos y otros, con la finalidad de determi- 
nar la veracidad de los hechos mareria de investigación y la exiscencia de res- 
ponsabilidad susceptible de sanción. El plazo para la investigación y actuación 
probatoria es de veince (20) días hábiles. 


Es derecho del administrado solicitar el informe oral el que deberá ser 
requerido en la presentación de sus descargos. La administración programará 
la realización del informe oral durante la etapa probatoria y se llevará a cabo 
dentro de los diez (10) días de concluida la misma, conforme lo habilita el 
artículo 136 del Reglamento. 


Dicho informe oral se realizará personalmente o por medio de represen 
tante en la fecha y hora que por única vez señale la DCMA. 
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8. Dela emisión de la resolución que da por finalizado el procedimiento 
sancionador 


El artículo 137 del Reglamento prescribe que, luego del informe oral o 
vencido el plazo de actuación probatoria, se emitirá la resolución que pone 
fin al procedimiento sancionador en primera instancia, en un plazo no mayor 
de veinte (20) días hábiles. Dicha resolución será notificada a todas las par- 
tes intervinientes en el procedimiento. Por su parte, el artículo 138 señala que 
es facultad de la DCMA ampliar los plazos señalados en cada etapa por un 
periodo igual a lo primigeniamente establecido por única vez y mediante pro- 
veído debidamente motivado. 


VIL. DELAS SANCIONES 


1, Delos tipos de sanción 


Conforme lo establecen tanto el artículo 19-B de la Ley de conciliación 
como el artículo 110 del Reglamento, las sanciones imponibles a los operado- 
res de la conciliación son: 


- Amonestación. 
- Multa. 
- — Suspensión o cancelación del registro de conciliadores. 


- — Suspensión o cancelación del regiscro de capacitadores. 


- — Suspensión o desautorización definitiva del centro de conciliación. 


- Suspensión u desautorización definitiva del centro de formación y 
capacitación de conciliadores. 


Como ya se ha señalado, en esta parte del trabajo nos referiremos exclu- 
sivamente a las sanciones que se aplican a los conciliadores extrajudiciales y 
a los centros de conciliación, remitiendo a la lectura del Reglamento para los 
demás casos de sanción. 


L1. Dela amonestación 


Conforme lo señala el artículo 111 del Reglamento, constiruye «mones- 
tación aquella sanción no pecuniaria que tiene por objeto advertir « los ope- 
radores del sistema conciliatorio sobre un error, omisión o falta cometida en 
el desarrollo de sus funciones, que no sean de mayor gravedad, la cual se 
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materializa a través de una comunicación escrica con la finalidad de prevenir 
la comisión de nuevas infracciones. 


Respecto de la imposición de la sanción, el documento que contenga la 
amonestación se expedirá en tres copias, de las cuales una permanecerá archi- 
vada en el respectivo Registro de Sanciones del Minjus; la segunda será not 
Ficada al operador del sistema concilistorio sancionado; y, la tercera, de ser el 
caso, será puesta en conocimiento del centro de conciliación o centro de for- 
mación y capacitación de conciliadores donde se produjo la falta. 


1,2. Dela multa 


Conforme el artículo 114 del Reglamento, la multa es la sanción pecunia- 
ría que se impone « los operadores del sistema conciliaxorio por la comisión de 
una infracción, conforme al presente Reglamento y se fija sobre la base de la 
Unidad de Referencia Procesal (URP) vigente a la fecha de pago. La multa a 
imponerse no debe ser menor a dos (2) URP ni mayor a cincuenta (50) URP. 


La multa deberá ser depositada en la cuenta correspondiente al Minjus, 
dentro del quinto día hábil de notificada la resolución que pone fin al procedi- 
miento. La falta de pago de la mulea dentro del plazo antes referido, impedirá 
que el operador del sistema conciliatorio pueda ejercer su función, hasta en 
tanto no dé cumplimiento a dicha sanción 


La multa prescribe a los dos (2) años de la fecha de la imposición de la 
sanción. 


13. Dela suspensión 


Por disposición concenida en el artículo 116 del Reglamento, la suspen- 
sión consiste en la interrupción de las funciones de un operador del sistema 
conciliatorio por un periodo determinado, como sanción por la comisión de 
una infracción conforme al presente Reglamento, 


También son pasibles de ser sancionados con suspensión de sus fancio- 
nes aquellos operadores del sistema conciliatorio que no efectúen el pago de la 
multa, 


La suspensión a imponerse a los operadores del sistema conciliatorio no 
debe ser menor a un (1) mes ni mayor de un (1) año, 


La suspensión del conciliador y el capacitador implica que, respectiv 
mente, se encuentre impedido de ejercer temporalmente la totalidad de sus 
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funciones en cualquier centro de conciliación o centro de formación y capaci- 
tación de conciliadores, a nivel nacional. 


La suspensión del centro de conciliación implica el cese toral de sus fin 
ciones conciliadoras durante el lapso determinado. Durante el periodo de sus- 
pensión solo podrá expedir copias certificadas adicionales de las actas de con- 
«iliación existentes en su archivo; para tal efecto, se encuentran obligados a 
señalar ante el Minjus el lugar, horario de atención así como la persona encar- 
gada de la entrega de las referidas copias certificadas durante el tiempo que 
dura la sanción, 


La suspensión de un Centro de Formación y Capacitación de Conciliado- 
res implica el cese total de sus funciones formadoras y capacitadoras, encon- 
trándose estos obligados a señalar ance el Minjus el lugar, horario de aten- 
ción así como la persona encargada de la expedición de las certificaciones 
relativos a cursos anteriores y efectuar la tramitación de las acreditaciones 
correspondientes. 


El incumplimiento de la sanción de suspensión acarrea la cancelación del 
registro tratándose de conciliadores y capacitadores. En el caso de centros de 
conciliación o centros de formación acarrea la desautorización definiriva de 
funcionamiento. 


14, De la cancelación del registro 


El artículo 118 del Reglamento prescribe que la cancelación del regis- 
tro consiste en el cese definitivo de las funciones del conciliador o capacit: 
dor sancionado por la comisión de una infracción conforme al presente Regla- 
mento, lo cual acarrea la pérdida de la acreditación y la cancelación del 
registro, sin que pueda posteriormente obtener nueva acreditación. 


1.5, De la desautorización definitiva 


Por su parte, el artículo 120 del Reglamento establece que la desautori- 
zación definitiva consiste en la cesación definitiva de las facultades del centro 
de conciliación o centro de formación y capaciración de conciliadores y su ci 
1re definitivo, que acarrea además la cancelación de su registco respectivo y la 
imposibilidad futura de obtener un nuevo regiscro. 


2. Dela prescripción 


Conforme lo señala expresamente el artículo 123 del Reglamento la 
facultad para determinar la existencia de infracciones administrativas pres- 
cribe a los dos (2) años computados a partir de la fecha de la comisión de 
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la infracción. Dicho plazo se interrumpe con el ii 


icio del procedimiento 


sancionador. 


3. Delas infracciones sancionadas con amonestación escrita 


Conforme lo estipulado en el artículo 113 del Reglamento, se sanciona 
con amonestación escrita: 


1) Alos conciliadores por: 


b) 


A los centros de con 


1. Omitir en el acta de conciliación cualquiera de los requisitos de 
forma señalados en el artículo 16 incisos a), b), f), j) y k) de la Ley. 


2. Redactar las invitaciones para conciliar a una o ambas partes, 
fuera del plazo establecido en el artículo 12 de la Ley. 


3. No consignar en las invitaciones algunos de sus requisitos exigi- 
dos por el artículo 16 del presente Reglamento. 


4. No observar el procedimiento y los plazos establecidos para la 


convocatoria de la audiencia conciliatoria que señala el artículo 
12 de la Ley. 


5. No observar el plazo señalado para la duración de la audiencia 
única establecido en el arcículo 11 de la Ley. 


6. Señalar en una sola invitación más de una fecha para la realiza- 


ción de la audicacia. 


7. No observar cualquiera de los principios, plazos o formalidades 
del trámite, establecidos por la Ley y el Reglamento para el pro- 
cedimiento conciliatorio. 


8. Inasistir injustificadamente a una audiencia de conciliación para 
la cual fue designado como conciliador. 


¡ación por: 


1 No velar que sus conciliadores redacten el acta de conciliación de 
conformidad con los requisicos señalados en el artículo 16 de la 
Ley incisos a), b), £), j) y k). 


Cursar invitaciones para conciliar a una o ambas partes, sin cumn- 
plir los plazos y/o el procedimiento establecidos para la convoca- 
toria que señala el artículo 12 de la Ley. 
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10. 


11. 


14. 


15, 


Notificar las invitaciones para conciliar a una o ambas partes, sin 
cumplir con los requisicos exigidos por el artículo 17 del presente 
Reglamento. 


Notificar cn una sola invitación más de una fecha para la realiza- 
ción de la audiencia de conciliación. 


Admitir a trámite un procedimiento conciliatorio sin la existencia 
del documento o los documentos relacionados con el conflicto. 


Entregar el acta de conciliación sin que esta cuente con las for- 
malidades establecidas en el artículo 16 de la Ley. 


No designar al conciliador dentro del plazo señalado en la Ley. 


Notificar las invitaciones para las partes sin haberse consignado 
La dirección del centro de conciliación. 


Permitir que su conciliador, en una sola invitación para conciliar, 
fije más de una fecha en la que se desarrollará la audiencia de 


Notificar en una sola fecha más de una invitación para conciliar 
para fechas distintas en que se desarrollará la audiencia de conci- 
liación, en un procedimiento conciliatorio. 


No atender al público en el horario autorizado por la DCMA, 
salvo que la modificación del mismo sc hubiera comunicado pre- 
viamente a dicha entidad. 


No velar que su conciliador observe los plazos estable 


Ley y su Reglamento para el procedimiento con 


No contar con libro de registro de actas o no mantenerlo 
acrualizado. 


Conservar el archivo de las actas de conciliación y/o registros y 
demás documentos exigidos por la normativa sobre conciliación 
extrajudicial, de manera irregular, negligente o desordenada. 


No convocar a las partes conciliantes para informar el defecto de 
forma que contiene el acta y expedir una nueva que sustituya a la 
anterior con las formalidades de Ley. 


Delas infracciones sancionadas con multa 


El artícalo 115 del Reglamento prescribe que se sanciona con multa: 
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a) Alos conciliadores pon 


b 


L 


2 


6 


10, 


Realizar procedimiento conciliatorio sobre maseria no conciliable. 
Permitir en la audiencia de conciliación la representación de per- 
sona natural que no se encuentra dentro de los supuestos que 
establece el artículo 14 de la Ley. 


Dar por concluido el procedimiento conciliatorio sin la forma 
establecida en el artículo 15 de la Ley. 

No observar alguna de las formalidades establecidas en el 
artículo 16 incisos c), d), 6), 8), h) e 3) de la Ley, para la elabora 
ción del acta. 


Actuar en un procedimiento conciliatorio sin estar adscrito al 
centro de conciliación donde se tramita el procedimiento, 


Redactar el acra de conciliación sin cuidar que el acuerdo conste 
en forma clara y precisa. 


Poner fin a un procedimiento de conciliación por decisión moti- 
vada sin expresión de causa debidamente fundamentada. 


Faltar al principio de confidencialidad. 


Reiterar dentro del lapso de doce meses la comisión de una 
emisma falea procesada y sancionada con amonestación. 


Incurrir en cualquiera de las conductas sancionables con amo- 
nestación luego de haber sido procesado y sancionado, por lo 
menos, en tres de ellas en el lapso de doce meses 


Alos centros de conciliación por: 


1 


Admitir a trámite procedimiento conciliatorio sobre materia no 
conciliable, 


Admitir a trámite procedimiento conciliatorio cuando no corres- 
ponda la solicitud al distrito conciliatorio de su competencia, 
salvo acuerdo de las partes. 


No supervisar que se lleve a cabo la audiencia de conciliación sin 
que el conciliador haya identificado correctamente a las partes. 


No supervisar que su conciliador observe las formalidades esta- 
blecidas en el artículo 16, incisos c), d), €), 2), h) e 1) de la Ley, 
para la elaboración del acta. 
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6. 


No supervisar que se lleve a cabo el procedimiento conciliarorio 
con representante de persona narural de acuerdo a lo dispuesto 
en el artículo 14 de la Ley. 


Permitir que su conciliador o algún servidor o funcionario del 
centro de conciliación, falte al principio de confidencialidad, 
salvo las excepciones previstas en la Ley y su Reglamento. 


ículo 30 


No enviar la información estadística, prevista en el 
de la Ley, tergiversarla u ocultarla 


No supervisar que su conciliador haga uso debido de la prerro- 
gativa que establece el arrículo 15, inciso f) de la Ley 


Negarse a expedir o demorar injustificadamente la expedición de 
copias certificadas adicionales de las actas de conciliación. 


No comunicar a la DCMA dentro de los cinco (5) días hábiles de 
cometida la infracción, las faltas cometidas por sus conciliadores 
adscritos 


Permitir la realización de audiencias por conciliadores no adscri- 
ros al centro de conciliación. 


'. Permitir la verificación de la legalidad del acuerdo conciliarorio 


por abogado no adscrito al centro de conciliación. 


No convocar a las partes para informar el defecto de forma que 
contiene el acta y expedir una nueya que sustituya a la anterior 
con las formalidades de Ley. 


No comunicar previamente a la DCMA, cualquier cambio en la 
información o documentación presentada para la autorización de 
funcionamiento. 


+ No comunicar previamente a la DCMA, cualquier cambio en la 


información del centro que deba estar registrada. 
No proporcionar a la DCMA la información que requiere en 


ejercicio de sus funciones de supervisión. 


No subsanar las observaciones señaladas en el acta de supervi- 
sión realizada por la DCMA, dentro de las condiciones y plazos 
estipulados en la misma 


. No expedir o condicionar la entrega de la copia certificada del 


acta de conciliación y la solicitud para conciliar, al pago de 
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19. 


23, 


24. 


25. 


gastos u honorarios adicionales una vez concluido el procedi- 
miento conciliarorio. 


No cumplir o permitir que sus conciliadores no cumplan con los 
principios, plazos o formalidades de trámite, establecidos por la 
Ley y su Reglamento para el procedimiento conciliatorio. 


. Funcionar sin contar con una persona responsable de la toma 


de decisiones en nombre y representación del centro, durante el 
horario de atención al público. 


. No exhibir el tarifario autorizado en un lugar visible para el 


público, o exhibir uno distinto al autorizado por el Minjus. 


. Vasiar le dirección del centro de conciliación, sin la previa sutori- 


zación de la DCMA. 


No comunicar al Minjus dentro de los cinco días útiles de ocu- 
rrida la infracción, las faltas cometidas por sus conciliadores. 


No. mantener adecuadamente las actas de conciliación yJo 
expedientes. 


Expedir copia certificada del acta de conciliación a personas distin- 
tas a las partes conciliantes, órgano jurisdiccional o el Minjos. 


. Reiterar dentro del lapso de doce (12) meses la comisión de una 


misma conducta procesada y sancionada con amonestación. 


. Incurrir en cualquiera de las conductas sancionables con amones- 


tación luego de haber sido procesado y sancionado por lo menos 
en tres de ellas en el lapso de doce meses 


5. Infracciones sancionadas con suspensión 


Según el artículo 117 del Reglamento, se sanciona con suspens 


2) _Alos conciliadores por: 


Realizar procedimiento conciliatorio sin haber identificado ple- 
namente a las partes intervinientes de la audiencia conciliaroria. 


Actuar en un procedimiento conciliatorio sin la existencia previa 
de un conflicto. 


Actuar en un procedimiento conciliatorio sin estar adscrito en 
el centro de conciliación en el que se presentó la solicitud de 
conciliación. 
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b 


12. 


Actuar en un procedimiento conciliatorio sin tener conocimiento 
de encontrarse inmerso en una cansal de impedimento O recusa- 
ción cuando estaba en posibilidad real de conocerla. 


Ejercer la función conciliadora sin haber cumplido con pegar la 
smulta a la que se encuentra sujeto. 

Utilizar la denominación o cualquier signo distintivo del Minjus 
0 sus órganos, en cualquier documento de presentar 


Redactar el Acta de Conciliación en mn formato distinto al apro- 
bado por el Minjus. 


Aceptar pagos, donativos, promesas o cualquier otra ventaja por 
las partes y terceros, con el fin de realizar un acto propio de su 
función. 

Actuar en un procedimiento conciliatorio con conocimiento de 
encontrarse incurso en una causal de impedimento o recusación. 


Obstruir la labor de supervisión, conforme a lo estipulado en el 
presente reglamento. 


Reiterar dentro del lapso de doce meses la comisión de una 
misma conducta procesada y sancionada con multa. 


Incurrir en cualquiera de las conductas sancionables con multa 
luego de haber sido procesado y sancionado por lo menos en tres 
(8) de ellas en el lapso de doce (12) meses. 


Alos centros de conciliación por: 


l 


Admitir a trámite un procedimiento conciliatorio sin la existen- 
cia previa de un conflicto. 


Incurrir en negligencia respecto de la conservación de las acras, 
que produzca pérdida, sustracción, deterioro o destrucción par- 
cial o total de estas. 


Sustituir a un conciliador o designar a otro, sin contar con la 
autorización de las partes, salvo caso fortuito o fuerza mayor 
debidamente acreditada. 


Realizar cobros por conceptos no comprendidos, o en montos 
superiores a las tarifas autorizadas por la DCMA 


Emplear un formato distinto al aprobado por el Minjus con el 
objeto de redactar las actas de conciliación. 
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6. 


10. 


11 


13. 


14. 


15 


16. 


17. 


Utilizar la denominación o cualquier signo distintivo del Min- 
jus o sus Órganos, en sus avisos, correspondencia o cualquier otro 
documento. 


Realizar audiencias de conciliación fucra del local autorizado, 
salvo autorización expresa de la DCMA, 


Permitir la realización de la audiencia de conciliación en un local 
que no cumpla con las exigencias previstas en la Ley y su Regla 
mento, en el caso que la DCMA haya permitido la realización de 
la audiencia conciliaroría fuera del local autorizado. 


No comunicar al Minjus, las modificaciones de la información 
contenida en el Registro de la DCMA, en los plazos señalados en 
la Ley y su Reglamento. 


No contar con los archivos, registros y/o demás documentación 
exigidos por la normativa sobre conciliación extrajudicial. 


Conservar los archivos, registros, actas y/o demás documenta- 
ción exigida por la Administración fuera del local del centro de 
conciliación. 


No atender casos de conciliación en materia de familia u otros, 
discriminando por razón de la condición de las partes u otras 
circunstancias. 


Permitir la programación, a la misma fecha y hora, de dos o 
más audiencias de conciliación con el mismo conciliador, con 
excepción de los procedimientos susceptibles de tramitación 
acumulable. 


No cumplir con los requerimientos y/o medidas correctivas dis- 
puestas por el Minjus. 


Requerir a los usuarios pagos no pactados por el servicio 
conciliatorio. 


Brindar servicios legales u otros, dentro del centro de con- 
ciliación, que sean contrarios a la función conciliadora o que 
sean requeridos por las partes con ocasión del procedimiento 
conciliatorio. 


Obstruir la labor de supervisión, conforme a lo dispuesto en el 
presente Reglamento. 
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18. Reiterar dentro del lapso de doce (12) meses la comisión de una 
misma conducta procesada y sancionada con multa. 


19. Incurrir en cualquiera de las conductas sancionables con multa 
luego de haber sido sancionado por lo menos en tres de ellas en 
el lapso de doce (12) meses, 


6. Faltas sancionadas con cancelación del Registro 


Según el artículo 119 del Reglamento, son faltas sancionadas con cance- 
lación del Registro a los Conciliadores por: 


1. Ejercer la función conciliadora pese a encontrarse suspendido o afecto 
a la medida de suspensión provisional 


Solicitar y/o aceptar de las partes o de terceros, pagos, donativos, 
promesas o cualquier otra ventaja con el tin de omitir un acto propio 
de su función o en violación de sus obligaciones o deberes. 


Valerse del procedimiento conciliatorio, del acuerdo conciliatorio o de 
sus efectos, para beneficiar o perjudicar a las partes o a terceros O 
para sí mismo. 


4. Llevar a cabo la tramitación de un procedimiento conciliarorio sin la 
existencia del documento o los documentos relacionados con el con- 
ficco si por su naturaleza este o estos scan esenciales. 


5. Reiterar dentro del lapso de doce (12) mescs la comisión de una 
misma conducta procesada y sancionada con suspensión. 


6.  Incurrir en cualquiera de las conductas sancionables con suspensión 
luego de haber sido procesado y sancionado por lo menos en tres (3) 
de ellas en el lapso de veinticuatro (24) meses. 


7. Faltas sancionadas con desautorización definitiva 


Según el artículo 121 del Reglamento, se sanciona con desautorización 
definitiva a los centros de conciliación por: 


1. Permitir el desempeño como conciliadores de quienes hubieren sido 
inhabilitados permanentemente como tales o se encontraren suspendi- 
dos por sanción o medida preventiva o no hayan cancelado la multa. 


2. Permitir ocasional o permanentemente que conciliadores que no cuen- 
ten con habilitación vigente efectúen conciliaciones extrajudiciales. 
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5. 


14. 


5. 


Atentar contra la imparcialidad de los conciliadores, al condicionar el 
pago de sus honorarios al acuerdo de las partes, o a la conducción de 
la audiencia cn beneficio de una de ellas. 


Permitir que ejerzan ocasional o permanentemente la función con= 
ciliadora, personas no acreditadas como conciliadores extrajudi 
por el Minjus. 


Permitir que efectúen conciliaciones cn marcrias especializadas, aque- 
llos conciliadores que no cuenten con la acreditación de la especiali- 
zación respectiva vigente. 


Brindar servicios de conciliación encontrándose suspendido, sea por 
sanción o como medida preventiva o no haber pagado la multa. 


Adulterar la información de los expedientes, cargos de invitaciones 
:lo actas de conciliación. 


Permitir que los integrantes del centro de conciliación participen 
actuando como conciliadores, abogados o peritos dentro de uno 
O más procedimientos conciliarorios, derivados de casos en los que 
hubieren participado en el ejercicio de sus profesiones u oficios u 
Otros. 


Admitir la suplantación de un conciliador adscrito al centro de conci- 
liación en una audiencia de conciliación. 


.. Dejar de funcionar de manera definitiva por un periodo de seis (6) 


meses o amás, sin la previa autorización del Minjus. 


. Presentar al Minjus documentos falsos y/o fraguados y/o adulterados. 


Negarse a proporcionar al Minjus, la información que este le requiera 
en ejercicio de su potestad sancionadora 


No actuar de conformidad con los principios éticos prescritos por la 
Ley y su Reglamento, 


Reiterar dentro del lapso de doce (12) meses la comisión de una 


misma conducta procesada y sancionada con suspensión. 


Incurrir en cualquiera de las conductas sancionables con suspensión 
luego de haber sido procesado y saacionado por lo menos en tres (3) 
de ellas en el lapso de veinticuatro (24) meses. 
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"VIII. DE LOS RECURSOS IMPUGNATORIOS 


El artículo 139 del Reglamento precisa que contra las resoluciones ema- 
nadas en la tramitación del procedimiento sancionador proceden los recursos 
de reconsideración y de apelación, La única excepción está referida a la reso- 
lución que dispone la apertura de procedimiento sancionador, la que tiene la 
condición de inimpugnable, rechazándose de plano cualquier recurso que pre- 
tenda su contradicción. 


El artículo 140 establece que la DCMA constituye la primera instancia 
para efectos de arender los recarsos administrativos; por lo tanto, resolverá los 
recursos de reconsideración y elevará los de apelación a la -cción Naci 
nal de Justicia (DNJ). Al haber variado la estrucrura orgánica del Ministerio 
de Justicia, la segunda instancia ya no es la DNJ sino la Dirección General de 
Defensa Pública y Acceso a la Justicia (DGDP) 


1. Del recurso de reconsideración 


El artículo 141 del Reglamento prescribe que el Recurso de Reconside- 
ración se interpone ante la DCMA debiendo sustentarse necesariamente en 
prueba nueva, Este recurso es opcional y su no interposición na impide la 
posibilidad del ejercicio del recurso de apelación. El plazo para la interposición 
del recurso de reconsideración es de quince (13) días hábiles, contados a par- 
tir del día siguiente de notificada la resolución y será resuelto por la DCMA 
en un plazo máximo de treinta (30) días hábiles, contados a partir del día 
siguiente de su presentación. 


2. Del recurso de apelación 


El artículo 142 del Reglamento establece que el Recurso de Apelación 
se presenta ante la DCMA quien lo elevará conjuntamente con el expediente 
administrativo, debiendo entenderse que será remitido al actual superior 
jerárquico que es la Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Jus- 
ticia, Su interposición procede cuando se sustenta en diferente interpretación 
de las pruebas producidas o se trate de cuestiones de puro derecho. Los plazos 
para su interposición y resolución son los mismos que los establecidos para el 
recurso de reconsideración. 


IX. DE LA ENTREGA DE ACERVO DOCUMENTARIO 


Conforme lo señalado en el artículo 145 del Reglamento, impuesta la 
sanción de desautorización definitiva, el centro de conciliación deberá cumplir 


3 


con remitir a la DCMA, en un plazo no mayor de quince (15) días hábiles 
contados a partir de su requerimiento. lo siguiente: 


a) El inventario de los procedimientos conciliarorios tramitados según 
el formato establecido por la DCMA. 


b) Las actas de conciliación con los respectivos expedientes conciliato- 
rios debidamente foliados, así como todos los documentos, sellos y 
libros utilizados durante el ejercicio de la función conciliadora, bajo 
responsabilidad. 


“Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior, sin que el obligado 
haya cumplido con semicir el acervo documentario solicitado, el Minjus está 
facultado para interponer la denuncia penal correspondiente ante el Ministe- 
rio Público, por el delito contra el patrimonio - apropiación ilícita y por el 
delito de desobediencia y resistencia a la autoridad, la cual será dirigida con- 
tra los representantes del centro de conciliación y los representantes de la per- 
sona juridica promotora del centro de conciliación, sin perjuicio de las demás 
acciones a que hubiere Ingar. 


CAPÍTULO 
XIV 


BREVE PARALELISMO ACERCA 
DE LA INTERVENCIÓN DE LOS 
SUJETOS EN EL PROCESO JUDICIAL 
Y EN EL PROCEDIMIENTO 
CONCILIATORIO 


CAPÍTULO 
XIV 


BREVE PARALELISMO ACERCA 
DE LA INTERVENCIÓN DE LOS SUJETOS 
EN EL PROCESO JUDICIAL 
Y EN EL PROCEDIMIENTO 
CONCILIATORIOS” 


“Habla para que yo te conozca” 


Sócrates 


L INTRODUCCIÓN 


La lógica que regula el proceso civil presenta una serio de diferencias con 
las pautas que debemos seguir cn todo procedimiento conciliatorio extrajudi- 
cial a iniciarse de manera previa a la judicialización de la controversia en tanto 
deba cumplirse con el requisito de procedibilidad exigido por ley. Esta sirua- 
ción genera algunos inconvenientes cuando los actores que participan en una 
conciliación extrajudicial no conocen en profundidad las reglas muy particu- 
lares y específicas que vamos a encontrar en el desarrollo de este mecanismo 
alternativo de resolución de conilictos, generando una colisión con nuestras 
muy arraigadas creencias, costumbres y pautas procesales a las que estamos 
acostumbrados, las que tendrán validez en un proceso judicial, pero que no se 
adecuan al desasrollo de un procedimiento conciliatorio. 


En este sentido, cl régimen legal que regula la intervención de los sujetos 
en el procedimiento conciliatorio no es la excepción a esta situación descrita 
anteriormente, ya que nos encontramos frente a una regulación procedimen- 
tal que se desarrolla en un contexto distinto al de la participación de los suje- 
tos procesales en un proceso, lo que moriva una explicación más minuciosa 
respecto de la forma como las partes principales y orros sujetos deben condu- 
irse en el contexto de una audiencia de conciliación extrajudicial, y así evitar 


(257) El presente trabajo ha sido claborado con la colaboración de Diana Marilyn Guia Abarca, abogada egro- 
ade de la Fncultad de Derecho de la Univeridad Andina del Casco y exdirerora del Centro ce Concilia- 


ción. A Price] Corella ue la cid del Gasco, 
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inconvenientes ocasionados por el desconocimiento de estas pauras legales. 
Por ello, consideramos conveniente realizar el presente estudio que muestre 
el paralclismo entre las actividades de los sujetos tanto ea el proceso judici 
como en el procedimiento conciliatorio, a fin de apreciar los puntos de coinci- 
dencia y aquellos aspectos que merecen mejor conocimiento en tanto hay una 
regulación legal específica, en aras de un desempeño eficiente de los sujeros 
procedimentales 


HH, PERSPECTIVA DESDE EL PROCESO CIVIL 


1. Las partes procesales: demandante y demandado 


El concepto procesal de parte responde al concepto gramarical y lógico de 
que parte es una porción de todo. En este caso, podemos afirmar que el todo 
es la relación jurídico-procesal y las partes son los sujecos de esa relación 9%. 
Es sabido que en un proceso vamos a encontrar una relación jurídica que se va 
a dar catre dos partes que reciben los nombres de demandante y demandado. 
Como señala Prieto - Castro, el proceso civil supone la existencia de dos o 
más personas en posición contrapuesta, llamadas precisamente por esto, desde 
antiguo y en los diversos sistemas jurídicos, partes, de las cuales una ejercita 
la acción pidiendo al órgano jurisdiccional el otorgamiento de justicia o tutela 
jurídica frente a la otra, distinguiéndose su respectiva posición por el nombre 
que se le asigna a cada una: demandante, actor, o parte actora es la que toma 
la iniciativa de la incoación del juicio u proceso; demandado v parte deman- 
dada es aquella contra la cual se dirige la acción. 


Esta relación jurídica sustantiva se va 2 dar como consecuencia del ejer- 
cicio del derecho de acción por parte del demandante, quien, invocando la 
tutela jurisdiccional de un derecho subjetivo que considera vulnerado, va a 
dirigir una pretensión en contra del demandado, quien a su vez se encuen- 
tra expedito para ejercer su derecho de contradicción. Queda claro que será el 
juez quien se encuentre investido de facultades para resolver esa situación de 
conflicto intersubjetivo de intereses con relevancia jurídica, mediante la actua- 
ción de la voluntad de la ley contenida en el derecho objetivo. 


En palabras de Hurtado“, se puede concluir que: 


(254) RODRÍGUEZ DOMÍNGUEZ, Elvito A, Alaamal de Dirchy Prcrad Cv. 6 edición, Giley Lina, 2005. 
pp-325), 

(059) PRIETO - CASTRO, Leonardo, Deraho Penal Cir edición, Tecnos, Madrid, 1989, pp. 66-81 

(260) HURTADO REYES, Mar Fxadamemos de Derecho Pruaad Cil. Idea, Li, 2009, pps 707- 
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a) El concepto de parte es estrictamente formal, su contenido es abso- 
lutamente procesal y queda desvinculado de la relación jurídica sus- 
tancial que pudo haber existido antes del proceso, por ello, scrá parte 
quien con la demanda propone una pretensión y en conera de quien 
se propone la pretensión, siendo el primero la parte demandante y el 
segundo, la parte demandada, sin interesar si fueron integrantes de 
la citada relación sustancial, siendo que la posición de partes en el 
proceso queda dererminada con la demanda, siendo esta una exigen- 
cia formal contemplada en el articulo 424, incisos 2 y 4 del Código 
Procesal Civil 


b) No tendrá la condición de parte quien acrúa en el proceso como 
representante, pues la decisión judicial del proceso no le produ- 
cirá efectos en su esfera jurídica, los efectos serán directos a quien 
representa, en tal sentido el concepto de parte aquí corresponderá al 
representado, y asume la calidad de parte quien demanda o quien 
ejercita el derecho de defensa, ya sea accuando en nombre propio o a 
través de un representante. 


€) Se debe entender que en el proceso hay dualidad de partes, es decir 
que solo hay dos partes, no hay proceso con solo una parte ni tam- 
poco hay proceso con más de dos partes, de ahí que en el proceso 
siempre exista un demandante y un demandado, y el hecho de que 
existan una pluralidad de personas conformando una de las partes no 
significa la existencia de más de dos partes, pues lo que existe es que 
una de las partes o las dos a la vez se encuentran integradas por más 
de un sujeto. 


d) Tienen capacidad para ser parte procesal todo sujero de derecho 
reconocido así por el ordenamiento jurídico, pero es posible que se 
carezca de capacidad procesal. 


€) De la noción de parte se puede delinear el concepto de tercero, en 
tal sentido, este último es la antítesis del primero, pues será tercero 
quien no aparece en la relación jurídica procesal ni como deman- 
dante ni como demandado, siendo ajeno a la relación procesal enta- 
blada con la demanda, 


2. Los sujetos procesales 


Como ya hemos visto, la participación de demandante y demandado se 
hace en condición de partes procesales, y podríamos suponer que los efectos 
de la sentencia que se emita en el proceso respectivo solo deberían afectarlos a 
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ellos. Empero, no debemos confundir el concepto de partes procesales con el 
de sujecos procesales, —o, como los denomina muestro Código adjerivo, suje- 
cos del proceso-, que es un concepto más amplio y que subsume al de par- 
tes, pues los sujetos procesales también tienen participación en el proceso, y 
que para el caso del proceso civil son los jueces, las propias partes deman- 
dante y demandada, sus abogados, los auxiliares jurisdiccionales“, los órga- 
nos de auxilio judicial“ y, eventualmente, el Ministerio Público. Asimismo, 
también cabe la posibilidad de que personas que no han intervenido en el im: 
cio de la relación procesal intervengan en el proceso como sujetos procesales, 
y que reciben la denominación de terceros. 


2.1. El juez 


En la actualidad vemos que el modelo adoptado por la mayoría de legis- 
laciones procesales al momento de orientar el procedimiento es el denomi- 
nado proceso por audiencia, en el que la audiencia es el elemento central del 
proceso. Así, la audiencia se concreta a través de la reunión de los tres suje- 
tos esenciales del proceso como son el juez y las partes demandada y deman- 
dante-, realizándose los actos del proceso en forma conjuara, y culminando a 
través de la expedición de la sentencia, que no es otra cosa que el acto del juz- 
gador en el que emite su juicio sobre la conformidad o disconformidad de la 
pretensión procesal con el derecho, y, en consecuencia, decide estimarla o des- 
estimarla, poniendo fin al proceso en un acto de decisión motivada contenida 
en una resolución”. 


En palabras de Monroy, el proceso civil existe porque en la realidad se 
presentan conflictos de intereses o incertidumbres con relevancia juridica, que 
urge sean resueltas o despejadas para que haya paz social en justicia“. Por 


(061) Como los secretarios de sal, los relaores, los sececaris de juzgado, los oficiales auxiliares de justicia, 
conforme la señalado enel arrículo 54 cel Cócigo Procesal Civil 

(262) Como el porio, l depcsitaio, el torerventa, el muscllco público, l curador procesal, la Policía y otros 
órganos que determino la ey, conforme al artículo 55 del Código Procesal Gil, 

(26%) Dumnte el trmmscueso de la relación entre el juez y el derecho, en el que están en juego más que 
la conerovorda encte las personas, sa protección frente al poder, se pueden diforencir tres siruacionos 
Fundamentales que se definen aate todo por la aticud del propio juez ante el derecho, es decir por el 
modo en que él mismo entiende y desempeña sa papel. Escas situaciones pueden ser cacatertadas tomo 
isbiceriedad judicial. aebicro judicial y legaliemo judicial. Fstamos en presencia de la arbicrriedad 
judicial siempre que el juez tengo una indeñinida larirud para falar, n siquiera limizada por recursos 
como la apelación, Eu el abraso judicial la laciud del juez aparece xcgulada por el desc, como sucedió 
sntes de la cociicación, un el derecho de juristas, Por último, exute legalismo judicial cutdo el juez se 
límica a aplicarla les, segn ocurre acrmalmenre en el derecho lepisado, Ver: BRAVO LIRA, Bernardino 
"Arbirrio judicial y legalismo, Juez y derecho en Europa conrinenral y en Iberoamérica sotes y después de 
la codifiuacióo”, Eu: Icoprosacó, megracón y razovamionos jordi, Edicuria Jusiica de Cll, Saniago, 
1991, p, 255 y 

(A64) Conviene precisar que no todo conflicto de intereses presente en la realidad es farible de sor conducido, 
por lus incercsados en su solución al Poder Judicial. Vemos que un so es jusiciable cuando ms 
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ello, socialmente hubo la necesidad de que los conflictos fueran solucionados 
por un tercero ajeno a aquel, y el devenir histórico fue el que dererminó que 
este tercero fucra parte de un poder del Estado, que es el que sc ha hecho 
cargo con exclusividad de esta actividad mediante el empleo de la función 
jurisdiccional. 


La llamada jurisdicción o función jurisdiccional antes mencionada es el 
poder-deber del Estado destinado a solucionar un conflicto de intereses o 
incertidumbre jurídica en forma exclusiva y definitiva a través de órganos 
(el Poder Judicial) y funcionarios (los jueces y magistrados) especializados 
que aplican el derecho correspondiente al caso concreto, utilizando su impe- 
rio para que sus decisiones se cumplan de manera ineludible, Decimos que es 
poder porque es exclusivo, ya que no hay otro órgano estatal y mucho menos 
particular encargado de tal tarea; y es deber porque el Estado no puede sus- 
traerse a su cumplimiento, bastando que lo solicite un titular de derechos 
para que se encuentre obligado a ororgarlo. 


En este orden de ideas, corresponde al juez ser el gran director del pro- 
ceso, en tanto lo dirige, dicta las resoluciones y realiza los actos procesales que 
scan necesarios, así como decide el conflicto de intereses o incertidumbre jurí- 
dica de manera debidamente motivada y razonada, previa actuación y valo- 
ración de la actividad probatoria de las partes, y así cumple can el deber de 
velar por la rápida solución de la controversia; siendo que lo decidido a través 
de la sentencia tiene que ser cumplido obligatoriamente por las partes cuando 
recae en la decisión la autoridad de cosa juzgada. 


2.2. Los abogados 


La participación de los abogados es vital para la validez de los actos que 
se realizan en un proceso judicial, pues la sola participación de las partes 


scancraros su siuaciomes muteils petfictamente ¿lencicables denso de una nora, posa; 
Eso abel pois de que me mias ¡ers pudo, 3 pas de esco M aeaci de OS 
decia mera, Ll cl le palliad de sebo E el ola ed pe conil 
la iposialaad ce escama en sde julia tv de de juego. Vesos que nn cuen pra puta 
la cación trmcendenda de us comica y. en comecucaca ve alos de calad fcimaca put er 
o joatcabl pu ecos ul loc l anal e tots del el co y el aaa dl eció 
de aliado de jr Baileado pur de iciación y elena solido seda pac el má 
julia opc ná ori artis 6 scan AL que lo que Cde calle de gra 
le comlaca mec eco par crezca pen relacio ct es liar alta dl 
dirias pee la cl se Eta de dispersa all de Lporccapariabald reli, 
alan de ea cu calce si, ae o parecio del altea! des ice de per 
Al lcojaicl y eigun consigo más perjuicio que benefi soci, como podrá cui el servido 
dle Jaci e cool prada y Enalmestí desleal pode atar uva amo masivo de [il 
dra mc E Liu aya ic R pcs de le poca bo Ea el paco, 
MONROY GÁLVEZ, Ju. Dorada ul ra al, Te Sen Fede Boga, 139, pp. 199 y 200. 
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demandante y demandada que se dará ante el juez no basta, siendo que por 
el principio de defensa cautiva, su acruación deberá darse forzosamente Con 
la asistencia de un abogado. En este sentido, cl artículo 139, numeral 14, de 
la Constitución Política del Perú proclama que son principios y derechos de 
la función jurisdiccional el principio de no ser privado del derecho de defensa 
en ningún estado del proceso; de manera complementaria, el artículo 132 del 
Código Procesal Civil es claro al exigir que todo escrito debe esrar autorizado 
por abogado colegiado con indicación clara de su nombre y registro o de lo 
contrario no se le dará trámite, Es más, de acuerdo a lo señalado en el artículo 
293 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el abogado tiene derecho a defen- 
der o prestar asesoramiento a sus patrocinados ante las autoridades judicia- 
les, parlamentarics, políticas, administrativas, policiales y militares, y ante 
las entidades o corporaciones de derecho privado, y ninguna autoridad puede 
impedir este ejercicio, bajo responsabilidad. Como vemos, salvo las excepcio- 
nes de ley —como ocurre en los procesos de alimentos—, la presencia del abo- 
gado es totalmente necesaria y obligatoria en el proceso judicial. 


2.3. Los terceros 
Conforme lo precisa Gozaini“, si el proceso se concibe como una lucha 
entre partes, es evidente que la incorporación de un tercero no se puede dar, 
en la concepción que concibe la teoría clásica, porque sí tiene intereses dife- 
rentes no tiene nada que hacer alli; si, en cambio, posee pretensiones coinci- 
dentes con una de las partes, viene a ayudarla, pudiendo así quebrar la regla 
de la igualdad. Así, en sentido técnico, aplicado por tanto únicamente al pro= 
ceso jurisdiccional, se es tercero mientras no se renga la calidad de parte, pues 
una vez adquirida, la condición para actuar se confunde con los supuestos de 
Litisconsorcio, vale decir, se pierde la condición de tercero para ser parte adhe- 
rente a uno de los litigantes. 


De allí que la presencia del tercero en el proceso civil solo resulta doc- 
crinariamente posible a partir de la llamada noción negativa de la condición 
de parte, es decir, resulta tercero quien no posee la investidura de parte, en 
razón de no ser demandante ni demandado; observándose así que la noción 
más aproximada del concepto de tercero solo se logra residualmente o por 
reducción del concepto de parte, esto es, aquella persona que sin ser parte 
interviene en el proceso en defensa de un interés que le es personal y distinto 
del de aquellas. Por ello la intervención de terceros en el proceso civil apa 
rece configurada desde el punto de vista de su naturaleza jurídica como una 


(265) GOZAINI, Osvaldo Alíedo, lena de Dilo Prnial ii. dias, Buevos Alea, 2005, pp. 2: 
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contingencia susceptible de dar nacimiento al llamado proceso con partes 
múltiples, pudiendo debatirse en él una pretensión única o concurriendo una 
pluralidad de pretensiones. 


3. Clases de intervención de terceros en el proceso civil 


La intervención de terceros es una institución procesal por la que a un 
sujeto que no es parte material y/o procesal en un proceso se le permite ingre- 
sar al mismo, debido al hecho de que tiene un interés jurídicamente relevante, 
directo o indirecto, en su resultado. La intervención de terceros supone encon- 
trarnos al hecho de que, con posterioridad a la interposición y notificación 
de la demanda al emplazado, se incorporan al proceso otros sujetos. De por 
medio están el interés y la legitimidad de los terceros para pretender incorpo- 
rarse voluntariamente al proceso o para ser incorporados a él, ya sea de oficio, 
por el juzgador o a petición de parte. 


Rosemberg” señala que esta intervención por adhesión es la participa 
)n de un tercero en la gestión de una controversia ajena en propio interés 
y para apoyo de una de las partes, llamadas parte principal, con lo cual tene- 
mos que el interviniente adherente acrúa junto a la parte principal, o si esta. 
permanece inactiva, en su lugar; pero siempre en nombre propio, por lo cual 
no es sa representante. Precisa, además, que los presupuestos de la proceden- 
cia de la intervención por adhesión son: i) que debe existir y estar todavía 
pendiente una controversia, el llamado proceso principal, entre otras perso- 
mas, siendo que el proceso principal será, por lo regular, un procedimiento de 
sentencia; ii) el proceso principal debe ya estar pendiente: es decir, estar noti- 
ficada la demanda o presentada la solicitud o debe llegar a pendiente junto 
con la adhesión del interviniente adherente; ii) el proceso principal debe esrar 
todavía pendiente, pues no hay intervención después de la resolución de la 
controversia con autoridad de cosa juzgada; pero sí cabe todavía en la ins- 
tancia de apelación o de revisión, en tanto el recurso es en sí admisible; iv) el 
proceso principal debe estar pendiente entre otras personas, pues no es posi- 
ble adherirse como interviniente adherente a sí mismo o a la parte legalmente 
representada por uno mismo, y si el interviniente adherente llegase a ser parte 
posteriormente, por ejemplo, a causa de herencia o traspaso del proceso a él, 
entonces cesa la procedencia de la intervención por adhesión; y v) el intervi 
niente adherente debe tener, de acuerdo con las afirmaciones de parte, pre- 
sentadas en el proceso principal, un interés jurídico en la victoria de la parte 


(266) ROSEMBERG, Leo, Tao de Donch Posa Cl Tor. tnrdicn. Lib primos Toa nr ra 
clción de Aedo meva Vita). ARA Edito, Lts, 2007, py». 309306. 
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principal (llamado canse de la intervención). Un interés de esta clase se da siem- 
pre cuando el interviniente adherente está en tal relación jurídica con las par- 
ces o el objeto del proceso principal que una sentencia desfavorable para la 
parte principal jafluiría, de algún modo, jurídicamente y para su detrimento, 
en su situación jurídica, de derecho privado o público 


Concluyendo, podríamos afirmar que cualquier tercero no podrá incor- 
porarse a un proceso, sino que deberá acreditar una seric de requisitos para la 
procedencia de su pedido: 1) que exista conexidad entre la pretensión del ter- 
cero y la pretensión de las partes procesales; i) que el tercero debe alegar un 
interés propio y actual en el proceso; ¿ii) que el interés invocado por el tercero 
sea legítimo; y iv) que exista un proceso entre las partes procesales pendiente 
de resolución”, 


En opinión de Gozaini*"”, la intervención del tercero puede ser volunta- 
ría o forzada, de acuerdo con el interés que ostente quien se encuentra fuera 
del proceso. 


Se denomina intervención voluntaria a la incorporación al proceso de 
cualquier interesado que acredite que la sentencia que entre las partes se dicte 
lo puede afectar de manera directa, Así, el interés que habilita la legitima- 
ción para actuar es independiente de la que acreditan ya las partes procesa- 
les. En cambio, será forzada cuando la intervención del tercero en un pro- 
ceso pendiente tiene su origen no en la decisión del tercero que invoca una 
legitimación, sino en la llamada de una de las partes (intervención a instan- 
cia de parte) o del juez (intervención por orden del juez), por lo que no cabe 
plantearse realmente en qué medida está aquel legitimado. Los supuestos de 
la intervención provocada excluyen, por principio, la alegación por el tercero 
de un interés que le legitime para intervenir, pues este tipo de intervención 
sería obligatoria porque sucede a petición de alguna de las partes o lo dispone 
el juez de oficio, a efectos de que participe en el proceso en trámite y de esta 
forma la sentencia a dictarse en Él pueda serle eventualmente opuesta. 


(267) Cócigo Proccal Civil: 
"Articulo 10) .- Requisitos y crámice común delas incervenciones 
Los terceros deben invocas interés legítimo. La solicitud tendrá la formalidad prevista pers la demanda en 
lo que era aplicable, debiendo acompañan los medios prabaroros correspondientes. 
El Juez declarará la procedencia o dencgará de plazo cl pedico de intervención. En el primer caso, 
clíé cusso a las peticiones del ¡exceso legicimsdo. Solo es apelable la resolución que deniega la Incr- 
vención, Los intervinientes se incorporan al proceso cu el estado cu que ese sc lille al momento de su 


(265) ROSEMBERG, Leo. Ob. ct, pp. 2356-20 
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En nuestra legislación, el Código Procesal reconoce las siguientes clases 
de intervención de terceros 


a) Intervención coadyuvante 


Según el artículo 97 del Código Procesal Civil*%, se permite la inter- 
vención coadyuvante de un tercero que no tiene relación directa con 
el objeto de la litis y que, por tanto, no le va a afectar directamente 
la sentencia, pero que riene una relación sustancial con una de las 
partes del proceso, relación que puede ser afectada sí dicha parte es 
vencida. El coadyuvante puede incorporarse en el proceso incluso 
durante el trámite en segunda instancia y puede realizar actos proce- 
sales que no estén en oposición a la parte que ayuda y no impliquen 
disposición del derecho discutido, 


Litisconsorcio 


El litisconsorcio es la situación jurídica en que se hallan diversas per- 
sonas que actúan en juicio conjuntamente como actores o demanda- 
dos. Etimológicamente podría considerarse como litigar en conjunto 
o junto con, siendo una situación procesal por la cual existe más de 
una persona como demandante (litisconsorcio activo), demandado 
(litisconsorcio pasivo) o existe pluralidad de demandantes y deman- 
dados (litisconsorcio mixto), por existir entre ellas algún tipo de 
situación que les habilita a actuar de manera conjunta con alguna de 
las partes. 


Otra forma de clasificar al litisconsorcio, presente en muestra legis 
lación procesal, está referida al litisconsorcio necesario, litisconsorcio 
facultativo o voluntario y al litisconsorcio cuasinecesario. 


El litisconsorcio necesario se presenta cuando la parte deman- 
dante o la parte demandada está conformada por más de una per- 
sona titulares de la relación sustantiva y que todos ellos tienen un 


(269) Cód Procesl Civil: 

"Arícalo 97. Intervención cosdpurance 
Quien tenga con una de la partes na relación juricicasuseuacial, + la que no deben extenderse los eftco 
is dela sentencia que tesulva ls pretensiones controvertidas en el proteso, pero que pueda ser afccrada 
desfewrablemente si dicha parte es vencida, puede inrerseriren el proceso como coadpuwance de ella 

70) Clio Procesel Civil. 
"Ardcalo 93.- Liusconsorcio necesario 
Granda la decsión a recasr er el proceso afecta de manera aiforme a todos los lisconsores, solo será 
expedida válidamente ñi todos comparsesn 0 son emplazados, rugán ee trace de liisconserao acrvo 6 
pasivo, sespestivamen, salvo disposición legal en contrario”. 
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interés común, esto es, una sola precensión procesal que les interesa 
sea rutelada por el juez, y es a partir de la figura de la legitimación 
activa o pasiva que sc define quiénes scrán litisconsortes necesarios cn 
el proceso, siendo que la susencia de un litisconsorte necesario en un 
proceso invalida la decisión final que se tome por el juez. La incorpo- 
ración de un litisconsorte necesario hace imperativo que se integre 
al proceso vía emplazamiento a todos los sujeros que formaron parte 
de la relación jurídica marerial y que puedan verse afectados por la 
sentencia. 


El litisconsorcio facultativo”? o voluntario se da cuando una per- 
sona que tiene interés propio y particular interviene en el proceso, 
ya sea como demandante o como demandado, proponiendo, lógica- 
mente, su pretensión procesal con base en elementos fácticos propios 
y bajo el amparo de una disposición sustantiva, por lo que son con: 
derados como litigantes independientes. El juez, al resolver la causa, 
tiene que pronunciarse sobre todas las pretensiones procesales pro- 
puestas, incluyendo las planteadas por el litisconsorte facultativo. Ni 
el Código Procesal Civil ni la propia naruraleza del derecho en con- 
troversia obligan al lirisconsorte volunrario a intervenir en el proceso, 
pues lo que hace es permitir que este participe en él proponiendo sus 
prerensiones, de lo que se desprende que su no intervención en el 
proceso no lo invalida ai lo afecta. 


El litisconsorcio cuasi necesario o impropiamente necesario se 
encuentra regulado en el arrículo 98 del Código Procesal Civil, 
en donde tenemos el caso de un tercero que tiene la necesidad de 
intervenir y convertirse en parte porque la sentencia puede afec 
tar su esfera de actuación jurídica. En este sentido, quien se Consi- 
dere titular de una relación jurídica sustancial a la que presumible- 
muence deban extenderse los efectos de una sentencia, y que por tal 
razón estuviera legitimado para demandar o haber sido demandado 
en el proceso, puede intervenir como litisconsorte de una parte, con 


(271) Cóioo Proceal Civil 

"Aricalo 9 - Livacorserdo fculeetivo 
Los liisconsortesfaculcarivos seri considerados coma litigantes independientes, Los actos de cuca uno de: 
llos no favorecen perjudican alos demás, su que pur ello e afecte la unudad del proceso”. 

(272) Cócligo Peoccesl Civil: 
"Arícalo 98 lutervención Liconsorcial 
Quien e considere citulas de una relación juridica suscuncia! a la que presumiblemente deba extenderse 
los efectos de uns setencia, y que por tal razón esvicr legitimado para demandar o haber sido deman- 
lada en el proceso, puede intervent como [irisconsore de una parte, con las mismas Facultades de esta. 
Este intervención puede ucurir incluso durante el trámico en segunda instancia”, 
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las mismas facultades de esta, incluso durante el trámite en segunda 
inscancia. 


e) Intervención excluyente principal 


Según el artículo 99 del Código Procesal Civil”, el tercero inter- 
viene para que se le declare tirular del derecho que es objero de la 
pretensión que se discute en el proceso, Por ello, su pretensión la 
dirige contra el demandante y el demandado, actuando como una 
parte más en el proceso, pudiendo solicitar su intervención hasta 
antes que se dicte sentencia en primera instancia. 


4) Intervención excluyente de propiedad o de derecho preferente 


Reguladas en el artículo 100 del Código Procesal Civil"*, en donde 
vemos la posibilidad de que pueda intervenir en un proceso el tercero 
cuyo bien que es de su propiedad o sobre el cual tiene mejor derecho 
en oposición a los litigantes haya sido afectado por una medida cau- 
telar; o también para que el tercero interviniente obtenga el recono- 
cimiento de derecho preferente respecto de lo obrenido en la ejecu- 
ción forzada. 


€) Denuncia civil 


Conocida también como llamamiento a terceros, y regulada en el 
articulo 102 del Código Procesal Civil”. Es el llamamiento que 
hace el demandado a otra persona, que, además de él o en su lugar, 
tiene alguna obligación o responsabilidad en el derecho discutido, 
solicitando al juez que notifique del inicio del proceso al tercero que 
no ha sido demandado y que también tiene obligación o responsa 
bilidad en el derecho discutido en el proceso, Una vez emplazado, 


(273) Código Procesel Civil 
“Articulo 99.- Intervención excluyente principal 
Quien pretenda, cn todo o cu part, ser declarado teulas del desecho discueido, puedo tacceven forum 
Lao su exigencia contra demendance y demandado, 
(27) Cóxio Procesol Civil 
"Articulo 100.- Intervención excluyente de propccad o de derecho preference 
Pace incervet ea un proceso quien pretendo se le recononca su derecho en oposición los icigances, 
como consecuencia de «luna wredida cautelos ejcurado sobre un bien de su propiedad o sobre el cual 
tuviera un mejor derecho que el titular de la medida caurelar”, 
(275) Cáliz Peocesl Civil 
'Arículo 102 - Denuncia civil 
El demandado que considere que cera persona, además de 6 en su lagar, rice alma cbligación o 
pomiabilidad en l derecho discuido, debe denunciarlo indicando su nombre y domicilio, a fin de que sele 
Botfique delisico del pescao”, 
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el denunciado será considerado como litisconsorte del denunciante y 
tendrá las mismas facultades que este. 


f) Aseguramiento de pretensión futura 


Regulada en el artículo 104 del Código adjetivo”, que señala que 
la parte que considere tener derecho para exigir de un tercero una 
indemnización por el daño o perjuicio que pudicra causado el resul- 
tado de un proceso, o derecho a repetir contra dicho terccro lo que 
debiera pagar en ejecución de sentencia, puede solicitar el empla- 
zamiento del tercero con el objeto de que en el mismo proceso se 
resuelva además la pretensión que tuviera contra él. 


2) Llamamiento posesorio 


Según el artículo 105 del Código Procesal Civil”?, quien teniendo 
un bien en nombre de otro (por ejemplo, un inquilino) es deman- 
dado como poscedor de él, debe expresarlo en la contestación de la 
demanda, precisando el domicilio del poseedor, bajo apercibimiento 
de ser condenado en el mismo proceso a pagar una indemnización 
por los daños y perjuicios que su silencio cause al demandante, ade- 
más de la mulca prevista en el artículo 65 del Código adjetivo. Para 
el emplazamiento al poscedor designado se seguirá el trámite que 
para la denuncia civil contempla el artículo 103 del Código Procesal 
Civil. En el caso de que el citado comparezca y reconozca que él es el 
poseedor, reemplazará al demandado, quien quedará fuera del pro- 
ceso; caso contrario, si el citado no comparece o, haciéndolo, niega 
su calidad de poscedor, el proceso continuará con el demandado, 
pero la sentencia surtirá efecto respecto de este y del poseedor por él 
designado. 


76) Código Pocosal Cie 
“Arícalo 104.> Aseguramiento de prensión fura 
La pare que considere tene derecho par esgi de un tercero una indemzación por el daño perio 
que pudiera causarle el rsultado de un proceso, o derecho 4 repecr concra dicho teo lo que debiera 
par en ejocción de semenci, puedo sliirar el emplezamiento del rero con l objeto de que en el 
nismo proceso se sesuelea además la pretensión que cuvieró contra dl” 
(27) Cádiz Procesl Ci 
“Atcalo 103 > Llamamiento posecria 
Quiea teniendo us bic cu mba de uo, es demuadado como pusendar de dl, debe espesa en la 
oorescación ala demanda, precisando el domicilio del poscrdor, ajo apecbimienwo de ser condenado 
cx dl mismo pmurso pagar una indemnización por ls dano y persiios que su serio cause al deman- 
lante, además de la multa prevista en el article 65. Para el emplazamaento al porcedor dengnado so 
Seguit el rico desrko o el arado 103 
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h) Llamamiento en caso de fraude o colusión 


Normado en cl artículo 106 del Código Procesal Civil, cuando en 
cualquier etapa del proceso se presuma fraude o colusión entre las 
partes, puede el juez, de oficio, ordenar la citación de las personas 
que puedan resultar perjudicadas, a fin de que hagan valer sus dere- 
chos, siendo que el juez puede suspender el proceso por un plazo no 
mayor a treinca días. El fraude procesal es un acco doloso destinado 
a desnacuralizar el normal desarrollo de un proceso, provocando 
situaciones injustas que afecten los intereses de una o ambas partes 
y, eventualmente, de terceros”, siendo este último el supuesto que 
regula este artículo bajo comentario, que busca evitar que prosperen 
procesos simulados cuya finalidad es perjudicar derechos de rerceros. 


1) Sucesión procesal 


Regulada en el artículo 108 del Código Procesal Civil%%, la sucesión 
procesal supone que al producirse la transmisión del derecho mate- 
rial objeto de la litis, por acto énter v/vos 0 por acto mortís cansa, el o 
los adquirentes asumen la calidad de parte, demandante y/o deman- 
dada, en reemplazo de su transferente, La idea es que si cambian los 
titulares de la relación material objero de la litis durante el crámice 
del proceso, este no se paralicc, sino que continúe con los nuevos 
titulares. 


(278) Cid Proc 
“Aruclo 106-- Liamamienco a caso de fue colasón 
Cuzndo en cualquier apa dl prociso se presuma feudo o colusión enc las pares, el Juez, de fico, 
ordenará la citación de las personas que pueden restar perjudicadas. fin de que hagas valer su dere. 
hos. Para tal fc, el ju puedo susperdiz dl preciso por us plazo m3 mayo a uciata día 

(219) Casación NS 130-2006-Agacucho, expida por la Sla Gl Transora de la Corte Suprema el 30 de 
oxrebre de 2006, y publicada en el liar fil E Pera el 2 de abri e 2007, p 19190 

(280) Cóxigo Procesal Cv 
“arucao 108 = cesión prosa 
Por la sucesón procesal un jet ocupa el Jugar de otro ea un peces, al recmplmalo como tiular 
acti. pusvo del derecho dsc, Se peesena la sucesión procesal cuando, 

Y, Falcida una persona que sca parte en el proceso, es reemplazada por su Sacesor, salvo disposición 
legal n contrarios 

2. Al extingais o fusionarse una persona juridica, mus ucciores cn el descho discutido comparece y 
corcladas el proceso 

El udguca por aso ene vivos de un deseo discado, sucede eu el prueso al erajnene. De 
habas ipesicin, el enajenante se inanicnc en el proceso cunoliuscomsore de u suceso 

4. Ganado el plazo del derecho disurido vence durane el proceso y el ujeo que adquiere o recupera el 
derecho, nuced enel poceto al que lo perdi 

Ia do caos delos ecos 1 y 2, la ale e comparecencia delos sucesores, descumias que condo el 

proceso con un curo procesal 

Será lala arividad procesal que e realice después que una de las pares perdió hsienluridad del desee 

cho dicurido. Sin embargo, si tanseutrdostrina días 1 compare el scene al proceso, et prose 

a con us curador proc, numbrado pedido e pat”, 
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3) Extromisión 

Conforme lo normado en el artículo 107 del Código adjetivo*%, 
la extromisión es el acto ordenado por el juez, mediante resolución 
debidamente morivada, por el cual dispone separar del proceso a 
un tercero legitimado, por considerar que su derecho 0 interés que 
lo legitimaba ha desaparecido o por haberse comprobado su inexi 
tencia. Liebman'”*” afirma que se podría considerar a la excromisión 
de una parte como un fenómeno inverso a la intervención, es decir, 
como la salida de una parte del proceso, que se produce por efecto 
del pronunciamiento del juez, que libera o excluye a una parte de 
la participación ulterior en el proceso, y puede referirse tanto a una 
parte originaria cuanto a una parte que haya intervenido o haya sido 
llamada al proceso ya pendiente 


111. PERSPECTIVA DESDE EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 


1. Los sujetos procedimentales: conciliador, solicitante e invitado 


Conforme lo estipula el artículo 10 de la Ley N* 26872, Ley de Conci- 
liación, la Audiencia de Conciliación sc realiza cn el local del centro de con- 
ciliación, contando con la presencia del conciliador extrajudicial y de las par- 
tes, solicitante e invitada“, Así, podemos afirmar que en un procedimiento 
conciliatorio vamos a encontrar como sujetos procedimentales al conciliador 
extrajudicial, al solicitante y al invitado, siendo que solo estos dos últimos 
tendrán la condición de ser partes procedimentales. 


El solicitante es aquella persona (narural o jurídica) que va a presen- 
tar su solicitud de conciliación ante un centro de conciliación extrajudicial 
con la finalidad de intentar resolver una controversia señalada en la preren- 
sión y dirigida contra el invitado; por su parte el invitado será le persona « 
la que sc precenderá emplazar con la solicitud de conciliación que contiene 


181) Código Pros 
“Arécalo 107 Exurocivión 
FEcepilnalmente, en cudglr momento el Juez por rsoloción debiclamente mucivada, puede separar 
del proceso un bre eumedo, por considerar que dl derecho aesés quedo lepitimaba ha desapar 
residan ales socsprb valen 
(282) Crudo pr RODRÍGUEZ DOMÍNGUE, ito 4. Obi, p. 60 
Ley de Conciliación 
“Artícao 10. Audiencia Única 
a Aatlcadk de Caosieción ds daña y ae salta 0105 da cade Gein stilo 
presencia del conciliador y de las parts, pudiendo comprender la són o sans necios para el 
Cumplimievw de es ies previos en a presen le Exepritnalment, el Miriro de Juricapodrá 
cier ln salió de lancia de canicas uva local di col ate ocre ado 
ado para dsarallo de la abma” (e enalado cmo), 
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la pretensión dirigida en su contra. No existe ningún inconveniente para que 
en un procedimiento conciliatorio se presenten pluralidad de personas que 
actúca tanto como solicitantes y/o invitados. 


En nuestro marco normativo la conciliación extrajudicial es visualizada 
como un requisito de procedibilidad"*% al que debe recurrir el futuro deman- 
dante antes de intentar judicializar su controversia, actuando en el procedh 
miento conciliatorio como solicitante, mientras que el futuro demandado 
actuará en la conciliación en condición de invitado. Sin perjuicio de ello, no 
existe ningún inconveniente para que el procedimiento conciliatorio extraju- 
dicial sea visualizado como una forma de evitar el inicio de un largo y tedioso 
juicio%9 o también como una forma de concluir un proceso judicial de 
manera distinta a la expedición de la sentencia**0 


Pero recordemos que tanto solicitante como invitado contarán con la 
ayuda de un conciliador extrajudicial, que es un tercero imparcial y neutral 
—es decir, es ajeno a los intereses en disputa y a las partes involucradas en la 
controversis-, capacitado y entrenado en la resolución de conflictos, que las 
asistirá creando un espacio de diálogo en la audiencia de conciliación a efec- 
tos de que ellas puedan llegar a un acuerdo que resuelve la controversia entre 
ellos y evite el inicio del proceso judicial posterior o concluya el proceso ya 
iniciado. El conciliador extrajudicial ejerce esta función conciliadora al inte- 
rior de un centro de conciliación extrajudicial, encontrándose obligado a cum- 
plir con los plazos, principios y formalidades del mismo, siendo que además 
de esta labor procedimental tiene como facultad proponer a las partes 
mulas conciliarorias respecto del fondo de la controversia, empero carece de 
1odo poder de decidir la controversia, que sigue siendo faculcad exclusiva de 
las partes como resultado de la coincidencia de sus voluntades. 


(284) Enesceseando, el mandaro procesal por el cual se corsidera a a conciliación extrajudicial corno requisito 
dle procedibilicdad mo lo tenemos en el Código Procesal Civil sivo en el eexro de la Ley NY 2687), Ley de 
Convillaión, cuyo asículo 6 prescribe que “(.) x la parto demandante, cu Forma provia u interpone 
su demande judicial, soliuca oí cosculre a la Audiencia respec an un corro de concillación 
extrajudicial para los fines señalados en el arcculo precedente, el juez competente al momento de 
calificar la demanda, la declarará improcedente por causa de manifless fala de interés para 
¡obrar (3 (el resaleado es muestro). 

(285) El artículo $ ce la Ley N? 26872, Ley ce Conclición, es claro al preceptuar que "la Conciliación es una 
“insctución que se constiuye como un mecanismo altermacivo para la solución de conficios, por el cual las 
partos acuden xoro un Cenero de conciliación oerajadical a fin que e les asiees en la brsqueca de una. 
solución consensual al confio”. 

(086) El arrculo 327 del Código Procesal Civil esrablece que "si habiendo proceso abierto, le partes conclian 
Fuera de este, presentarán con un crio el Acta de Conclicción respectiva, expedida por un centro de 
corilación Exteajulicial”, 
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Resulta pertinente reiterar que la realización de la audiencia de concilia- 
ción supone la reunión en una sesión conjunta (y eventualmente sesiones en 
privado o cancas) del conciliador extrajudicial con el solicitante y el invitado, 
con la finalidad de propiciar el restablecimiento del proceso de comunicación 
entre las partes, a fin de identificar el origen del coníliceo, así como propiciar 
la generación de opciones que intenten poner fin a la controversia de manera 
mutuamente satistacroria 


2. Concurrencia personal de las partes y casos de representación 


El primer párrafo del artículo 14 de la Ley señala que la concurrencia de 
las partes a la Audiencia de Conciliación es personal, salvo las personas que 
conforme a ley deban actuar a través de representantes legales. Al ofrecer el 
procedimiento concilizcorio la posibilidad de efectuarse concesiones recípro- 
cas entre las partes, el legislador ha preferido restringir la figura de la repre- 
sentación, señalando que la regla general será la de la concurrencia personal 
de las partes a la sudiencia y, por excepción, admite la posibilidad que sean los 
representantes los que puedan apersonarse a la audiencia de conciliación en 
nombre de las partes que representan. 


En la conciliación extrajudicial la representación supone la declaración de 
voluntad del representante que interviene a nombre, por cuenta y en inte- 
rés del representado, surtiendo su declaración efectos directos respecto de la 
esfera jurídica del representado 


a) Personas naturales 


Para el caso de las personas naturales, la regla general es la concu- 
rencia personal, permitiéadose la concurrencia mediante repre- 
sentante solo en los casos debidamente acreditados de: 1) incapaci- 
dad fisica temporal o permanente; o ii) cuando se domicilia fuera 
del distrito conciliatorio, ya sea en orro distrito conciliarorio o en el 


(287) Reicanos que el épica de pracnación paca pesa una serie de caracrsis aplicables cu un 
proceso pdicil, ero que no tenen eficacia para el procedimiento de concltación etiapicicl, ya que un 
Fdo ara ligar o puede sx cmplado cn un procecimiento cunlaorio, pues la aocmativ espeica 
de conclación (spodfiaaacso el íclo 14 de la Ley N* 26872, Loy de Conciliación) eajg una serio 
¿e requisitos adicional que no e exigen cn tm proceso judicial donde co tine plena valdez. Ecos 
requires, deacuerdo alo expido o cl preto arial 1 on: 4) el poder debo 1 ororgado mediante 
escrcara pública ú debe rcnr facultades pare poder conciliar cxeejudicalmente; debe enconerase 
¿mscrira en les Megirrs Públicos ses que ha sido otorgado amtee de la invncón para conciliar m) debe 
senor aculends pue or iaitado » conil; ) debe sencrfsulcacs expo para disponer del derscho 
materia de corclación. Sobre la cía que bemos efcruno respecto de la delete regulación de la 
representación en el procedimiento concilios puede consultar muestro aru: PINEDO ATIBIÁN, 
E Nain, "Ya tengo el poder, pero en la concilación m9 vop a poder”, Ene Rosie Jara ll Peri 
N* 102, Gac Jusll, Lay agost de 2009, pp. 271-278 
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b) 


o) 


extranjero, siendo que cualquiera de las dos situaciones deben acre- 
dicarse ante el centro de conciliación de manera documentada 
mediante la presentación del respectivo certificado médico o la cons- 
tancia de movimiento migratorio o el certificado domiciliario. A enn 
travio sons, debemos entender que la representación para personas 
naturales, que en un proceso judicial normalmente se efectúa a través 
del conocido poder para litigar, no opera en el procedimiento con= 
ciliatorio cuando el solicitante y el invitado domicilian en el mismo 
discrito conciliatorio y no presentan ningún impedimento físico, 
siendo que en estos casos será de exigencia obligaroria la concurren- 
cia personal de las personas naturales. 


Es requisito indispensable de la representación, en los casos que esta 
proceda, que se efecrúe mediante escritura pública, la que deberá 
contar con facultades expresas para conciliar extrajudicialmente, dis- 
poner del derecho materia de conciliación y poder ser invitado al pro- 
cedimiento conciliatorio. Dicha escritura pública deberá encontrarse 
inscrita en Registros Públicos si es que hubiera sido otorgada antes 
de la fecha de invitación para conciliar. 


Personas jurídicas 


Las personas jurídicas se apersonarán a la Audiencia de Conciliación 
a través de sus representantes legales en el país, bastando exhibir el 
documento donde conste la designación, debidamente inscrita en 
Registros Públicos y con el certificado de vigencia de poder respec= 
tivo, El artículo 13 del Reglamento de la Ley de Conciliación com- 
plemenca agregando que el gerente general o los administradores 
de las sociedades reguladas en la Ley General de Sociedades (Socie- 
dad Anónima, Sociedad Colectiva, Sociedades en comandita, Socie- 
dad Comercial de Responsabilidad Limitada y Sociedades Civiles); así 
como el administrador, representante legal o presidente del Consejo 
Directivo de las personas jurídicas reguladas en la Sección Segunda 
del Libro 1 del Código Civil (Asociación, Fundación y Comité), ci 
nen, por el solo mérito de su nombramiento, la facultad de conci 
extrajudicialmente. La representación se acredita con la copia nota- 
rialmente certificada del documento donde conste el nombramiento, 
debidamente inscrito. 


ar 


Incapaces absolutos y relativos 


La regla general en la conciliación es que esta solo puede ser reali- 
zada por personas capaces. Por ello, cuando se trace de derechos y 
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bienes de incapaces absolutos o relativos que acrúan a través de ruto- 
res o curadores, la conciliación se encuentra prohibida de realizarse, 
conforme a lo estipulado en el literal e. del artículo 7-A% de la Ley 
de Conciliación, incorporado por el Decreto Legislativo N* 1070. 
Recordemos que en los casos de incapaces absolucos y relativos, los 
eventuales actos de disposición de los derechos y bienes de los inca- 
paces por parte de sus representantes requieren de manera forzosa de 
una autorización judicial, con lo cual resultaría inúril iniciar un trá- 
mite previo al judicial si es que al final de cuentas se requerirá de la 
autorización judicial para convalidar un acto extrajudicial. 


Un caso distinto es la regulación referente a la posibilidad que los 
menores de edad que sean padres de menores actúen como represen- 
tantes de sus hijos en temas de alimentos, régimen de visitas y renen- 
cia, siendo que en esce caso dichos menores —mayores de 14 años y 
menores de 18 años- dejarían de ser incapaces desde el nacimiento 
del hijo, al disponerlo el artículo 46 del Código Civil“ que regula 
los casos de capacidad adquirida, y es un caso especial de representa- 
ción legal derivada del ejercicio de la patria potestad. 


3. La participación de otros sujetos procedimentales en el procedimiento 
conciliatorio 


Como hemos visto, el procedimiento conciliatorio se realiza con la par- 
ticipación del conciliador extrajudicial, el solicitante y el invitado, estos des 
últimos en su calidad de partes procedimentales, siendo que dicha participa- 
ción se realiza en la audiencia de conciliación que no es más que la reunión 
de todos los intervinientes, en una o varias sesiones (de forma simultánea y 
eventualmente en privado) hasta por un plazo máximo de 30 días calendario, 
plazo prorrogable por acuerdo de las partes. 


(288) Código Civil peruanos 
"Anícalo 46 Capacidad adquirida por suacriraoo v eculo oficial. 
1) 
Tiatírdese de muyores de catorce (14 años ces la incapacidad a partir del nacimiento del hijo, para cali 
sr solamente os siguientes actos 
1. Reconorer a au hijos 
2, Desnandar por gastos de eebarazo y puro, 
3, Desmundar y ser pares eo los procesos de renenciay alimentos a favor de sus hijos. 
4, Demandar y ser parte en los procets de filación exrramarrimenial de sus hijos 
Debcrsos consxderar además, que cl artículo 12, numeral 3, el Reglamento de la Ley de Conciliación, 
aprobado por Decreto Supremo NN” 014-2008-JUS, señala que procede la concilación cn los casos de 
padres menores de edad que scan reprosentanres de ss hijos cn marerias de alimentos y régimen de 
visitas, De all! se debe hacer una lecrara hiremárica para considerar que, en stos casos de capacidad 
idqavid, as suaceias conciliables son alimentos, tencia y régiencn de visitas, 
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Si bien es cierto que la presencia de las partes es estrictamente personal, 
tenemos la posibilidad que concurran a la audiencia de conciliación otras per- 
sonas que no ticacn la condición de partes procedimentales, pero sí de sujeros 
procedimentales, 


"Tenemos la participación del personal que brinda servicios de conciliación 
al interior del centro de conciliación extrajudicial, específicamente el secreta- 
rio general, quien se encarga de recepcionar las solicitudes de conciliación y 
notificar las invitaciones para conciliar, así como expedir las copias certificadas 
del acta de conciliación; «simismo, tenemos la presencia del director del cen- 
tro de conciliación, quien designa al conciliador para cada caso concreto*99; 
y finalmente está el abogado del centro de conciliación, quien debe verificar 
la legalidad de los acuerdos conciliatorios, con lo que tenemos que sa partici 
pación no es necesaria cuando los procedimientos conciliarorios concluyen sin 
acuerdo conciliarorio. 


Empero existe la posibilidad que encontremos en un procedimiento con- 
ciliacorio 4 personas que pueden actuar en condición de asesores o especia- 
listas y también los denominados testigos a ruego. 


También tenemos la posibilidad de que se incorporen al procedimiento 
concilisrorio otras personas que tengan la condición de alimentisras, y otras 
personas que puedan verse afectadas por el acuerdo conciliacorio suscrito 
entre las partes, siendo que su participación en el procedimiento con 
resulta obligatoria como terceros. 


a) Asesores o especialistas 


El artícalo 21, mumeral 1 del Reglamento de la Ley de Conciliación 
(aprobado por Decrero Supremo N* 014-2008-JUS) menciona la 
posibilidad de que las partes puedan estar ascsoradas por personas 
de su confianza o especialistas que coadyuven al logro de la concilia- 
ción, siendo que la participación de estos asesores o especialistas tiene 
por finalidad brindar información especializada a las partes, a fin que 
estas tomen una decisión informada, no debiendo de interferir en las 


(289) Las funciones del director y del secreto general como Órgenos de Disección del centro de concilin- 
ción se encuentran precisadas en el arrculo 48 del Replamenro de la Ley de Conciliación, aprobado por 
Decreto Supremo NV 014-2008 -JUS, que precin además que tano el director coro el accreario general 
del centro de conciliación debe ser conciliador extrajudiciales. 
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decisiones de las partes ni asumir un rol protagónico durante las dis- 
cusiones que se promuevan en la audiencia de conciliación“. 


ricas de la 


De la regulación legal se desprenden una serie de caracterí 
participación de los asesores o especialistas: 


En primer lagar, debe asumirse que las partes pueden hacer uso de 
la facultad de ir acompañados a la audiencia de conciliación con un 
asesor o especialista, lo que constiruye una prerrogativa de las par- 
tes mas no se constituye en una obligación. En este sentido, el hecho 
de que alguna de las partes vaya acompañada de un asesor o especia- 
lista y la otra parte no lo haga, o que ninguna lo haga, no invalida en 
modo alguno la realización de la audiencia. 


En segundo lugar, debemos distinguir el rol de asesor del de espe- 
cialisra. Los asesores pueden ser cualquier tipo de personas, sean 
letradas o no”, que podrán acompañar a cualquiera de las partes 
conciliantes —sean estas solicitante o invitado—, lo que abre la posi- 
bilidad que esta persona pueda scr cualquiera, sin importar el grado 
de instrucción, sino más bien el grado de confianza entre ellas; lo 
que mos lleva a afirmar que el asesor es cualquier persona que ins- 
pire confianza a la parte que acompaña y que la ayudará a tomar una 
decisión satisfactoria a sus intereses sobre la base de la apreciación 
objetiva y el sentido común. Por otro lado, se puede colegir que el 
especialista es una persona con conocimientos en determinada espe- 
talidad técnica o profesional y que su apoyo reside en su formación 
académica o práctica aplicable a la apreciación de determinado tema 


(290) Reglamento de la Ley de Conciliación, Decrero Supremo N” 01 4-200£-JUS: 

'Arículo 21 - Reglrs dela Aueiencia de Conciliación 

Pare la realización de lo Audiencia de Conciliación deberán observarse las siguiences reglas (..) 

1 Las partes pueden estar ascsorades por personas de su confianza o especialistas que cosdjuven en cl 
logro de la concilación. La participación de los asesores u especialistas tiene por finalicad brindar 
información especializada a los parte, a fin que estas tomen tna decisión informada y mo deberán de 
incorfei co las decisiones de las parres ni asumir wn rol proragónico durante las discusiones que se 
promuevan er le Audiencia de Conciliación y" 

(091) En ese senrido, la redacción del artículo 20, numeral 1, del derogado Reglsmento de la ley de 
Conciliación, apmbado, por Dectero Supremo N? 004-2005-JUS cra wn poso rendencioa, al inducir la 
participación de abogados como asesores, eu los siguientes términos 
Regiamento dela Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Suprezno NY" 004-2003-JUS (derogado) 
“Aríenlo 20.- Regles de ls Andiencia de Conciiacón.- Par la seaización dela Audiencia de Conciliación 
dleberin obreryare ls siguientes reglas: (--) 

Las parres puede estar asesocadas por pessonas de su conlanza, las cuales pueden see abugados 
tra especialidad profesional La purticipeción de los ascsores tene por finalidad brindar inci 
ción especializada a la parre asciornda para que esta tome una decisión informada, El 3scor no deberá 
Gineeíere en ls ciones de las partes nl asumir sn sol protagónico durane las discusiones que se 


psorauevan xn la Audiencia de Cuuclición(..) (el nsalcado es muero) 
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desde la perspectiva aportada por su formación y que servirá para 
que la parte que acompaña adopte una decisión sobre la base de cri 
terios más objetivos. 


En tercer lugar, vemos que el rol del asesor o especialista dentro de 
una audiencia de conciliación extrajudicial es particularmente espe- 
cífico y limitado. Decimos esto ya que el artículo bajo comentario 
señala taxativamente cuál es su función, que tiene por única finali- 
dad brindar información especializada a la parte asesorada para que 
esta tome una decisión informada, lo que podría entenderse también 
como el hecho de ayudar a la parte que asesora a evaluar todas y 
cada una de las opciones de solución que se elaboren al incerior de la 
audiencia y ver la conveniencia o no de adoptar dichas propuestas y 
su forma de redacción en el acta final. 


En cuarto lugar, el marco normativo limita el accionar de los asesores 
y especialistas al prescribir que estos no deberán interferir en las deci- 
siones de las partes ni asumir un rol protagónico durante las discu- 
siones que se promuevan en la Audiencia de Conciliación, ya que en 
última insrancia quienes toma la decisión serán las partes —y no los 
asesores ni los especialistas y son estas las que van a intentar resta 
blecer el proceso de comunicación roto por el conflicro, es decir, son 
las partes y el conciliador los que van a comunicarse y tener derecho 
a intervenir en el momento acordado, Esto podría entenderse como 
que los asesores tienen derecho a estar presentes en las audiencias, 
pero sin tener derecho a voz“%, Claro está que esto puede rraba- 
jarse de manera menos rígida y admitir cierras excepciones, como por 
ejemplo, cuando nos encontremos ante situaciones en que los ase- 
sores intervienen en un momento determinado de la audiencia para 
poder explicar con mayor detenimiento elgún aspecto técnico por 
delegación de la parte que asesoran, o para poder complementar lo 


(292) Es esos sencio, el arículo 17 del desogado primer Reglamento dela Loy de Cuaclisción, aprobado por 
Decrero Supremo NV" 001-98-JUS mencionaba especificamente que los asesores no tenian derecho a vuz, 
claro está que también disponía ficultades muy amplias para el conciliador y la parres paca objetar € 
“impedir la proscncia de un ascsr en La audiencia de conciliación, en os siguicntos emi 
Reidamento de ln Loy de Goneilación. Decreto Supremo N 00 |-98-JUS esogado!. 
"Artcalo 17. Para la realaación de la Audiencia de Conciliación deberán observarse las siguientes reglas: 
ed 

1 Las partes pueden estar asosoradas por peesoras de su confianza, scan Jerados a no. El conciliador 
mo peresiir su presencia en el ambienco donde se lleye a cabo la Conciliación cuado, 2 mu juicio, 
pesturben y impidan el desarrollo de le misma, cuando su presencia ses objetada por la dt parte sn 
necesidad de expresión de cansa. 

Los asesores, cuando su presencia se admita, podrán ser consultados por las partes, pero no tendrán 

derecho a voz wi podrán interferir cu las decisiones que se tomen (-.) (el rosado e sueco), 
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dicho por sus asesorados, siendo requisito indispensable que el aseso- 
rado manifieste su intención de que sea el asesor el que haga uso de 
la palabra cn su representación, como podría suceder cn un caso en 
que el gerente de un empresa otorgue el uso de la palabra a su con- 
tador para que sea este quien explique cómo fue que se calculó ral o 
cual porcentaje de interés, o cuando se prefiere que sea el abogado el 
que exponga los hechos que originaron la presentación de la solici- 
tud de conciliación. Lógicamente que esta disposición no impide que 
el asesor pueda tener algún tipo de diálogo con su asesorado, para lo 
cual el conciliador deberá velar porque estos diálogos entre asesor y 
ascsorados no interficran ni perjudiquen la dinámica propia de toda 
audiencia de conciliación. 


Otro tema a resaltar es que en la conciliación no se aplica el princi- 
pio de defensa cautiva —que rige de manera obligatoria para el proceso 
civil y por el cual la presencia del abogado es indispensable y obliga- 
toria—. Con ello se admite que las partes puedan asistir a la audiencia 
de conciliación con un abogado que ejercerá el rol de ser asesor legal, 
pero que debe limitar su actuación a lo señalado por el marco norm: 
tivo, es decir, no deberá confundir su participación en una audiencia de 
conciliación con su participación en un proceso judicial, y por lo tarro 
no deberá asumir un rol protagónico como una parte más, ni mucho 
menos deberá ser un factor que perturbe el desarrollo de la audien- 
cia de conciliación. Al respecto, Abanto? señala que no es necesa- 
rio armonizar el ejercicio de la defensa con el procedimiento conci 
torio, puesto que sí un asesor, excediéndose en sus facultades, perturba 
o impide el desarrollo del procedimiento conciliatorio, el concilia- 
dor puede expulsarlo, sin que ello implique un recorte del derecho de 
defensa previsto en el artículo 139, inciso 14, de la Constitución ni una 
contravención al artículo 293 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 
afirma esto al señalar que la Ley N" 26872, Ley de Conciliación, reco- 
noce el carácter consensual de la conciliación extrajudicial, por lo que 
el acuerdo final a que se arribe al final del procedimiento conciliatorio 
debe ser fiel expresión de la voluntad de las partes, no la de sus aseso- 
res y mucho menos la del conciliador, que no es un juez. 


Debemos suponer que cada parte riene derecho a asistir a la Audien- 
cia de Conciliación con un asesor, aunque el Reglamento no csta- 
blece un límice en cuanto al número máximo de asesores que pueden 


(093) ABANTO TORMES, Jaime David, 
os MARC Sy de jur ordinaria. Y 


conciliación ecajadcialy la condicio Jia: 
ici, Gejey Lama, 2010, pp. 143-147. 


la pee vr entr 
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concurrir para asistir a cada una de las partes, aunque se deberá velar 
por mantener cierta proporcionalidad y equilibro en cuanto a la 
percepción de poder que cada una de las partes pueda percibir que 
podría aumentar o disminuir dependiendo de la cantidad de asesores 
que se encuentren presentes para respaldar su posición. Asimismo, 
debería recomendarse particularmente en los temas de familia, 
donde los familiares rienden a formar alianzas o coaliciones con el 
familiar en conflicto y a antagonizar con la contraparce— que el ase- 
sor sea una persona neutral y que coadyuve al logro del acuerdo. 


b) Testigos a ruego 


Por otro lado, el arrículo 16 de la Ley de Conciliación contempla la 
participación de un testigo a ruego, el cual deberá firmar e impri- 
mir su huella digital en el acta de conciliación, para el caso de perso- 
nas analfabetas o que por cualquier circunstencia no puedan firmar 
ni poner su huella digital en el acta de conciliación“9, Esto comple- 
menta lo señalado en la parre final del numeral 1 del cirado articulo 
21 del Reglamento que contempla la participación de testigos a 
ruego, para el caso de personas analfabetas o que por cualquier cir- 
cunstancia se encuentren impedidas de firmar. En estos casos, el tes- 
tigo a ruego es designado por la parte respectiva y deberán suscribir 
el acta de conciliación en señal de conformidad ">. 


Recordemos que, de acuerdo al artículo 16, 4n fine, del Reglamento 
de la Ley de Conciliación, uno de los requísicos de la invitación para 
conciliar que se cursa a las partes cs señalar obligasoriamente que 
estas deben concurrir a la audiencia de conciliación acompañadas con 
un testigo a ruego en el caso que sean analfabetas o por cualquier 


94) Ley N' 26872, Ley de Conciliación 
"Artículo 16. deca 
(8) 
Zé el caso que la parte o Las partes no puedan fmar imprime su huella diga! por algún impedimento, 
Fisico, intervendrá un tescio a ruego quien Niemará e imprimirá su huella digital, En el caso de los analía- 
bros, también intervendrá un testigo a ruego, quien leerá y frmará el Acza de Concilación. La impresión 
¿dela huella digiral del alfabeto importa la acepración al contenido «el aca. En ambos casos se dejará 
constancia de esca siuación en el Acta. 
(095) Reglamento de la Loy de Conciliación. Decrero Supremo N* 014-2008 JUS: 
"Asúculo 21.- Reglas de la Audiencia de Conciliación 
Pasa la rlización de la Audencia de Conciliación deberán vbiervarse las siguientes reglas: (..) 
2 
Para el coso delas personas asalfabrss u que no puedas Gm la conciliación se llevar a cabo con la 


parciipación del tesi 2 ci que aquellas desiguen y que deberá suscrbi el Aca (+ 
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circunstancia se encuentren impedidas de firmar”. Con ello tene- 
mos que su presencia es obligatoria, y el hecho de que una de las 
partes que sc encuentre impedida de firmar no concurra acompañada 
por un testigo a ruego hace imposible la realización de la audiencia 
de conciliación y la consecuente suscripción del acta de conciliación, 
cualquiera que sea el resultado del procedimiento conciliatorio. 


El testigo a ruego no es un representante de la parte que acompaña, 
sino que es una persona que se limita a dar fe de la concurrencia de la 
parte impedida de firmar y de su manifestación de voluntad, sea esta 
positiva (mediante la aceptación de los términos del acuerdo conciliz- 
torio) o negativa (por falta de acuerdo o por inasistencia de la contra- 
parte). El precitado astículo 16 de la Ley señala que el analfabeto da su 
conformidad al contenido del acta mediante su impresión dactilar, y 
la participación del rescigo a ruego complementa esta acción al dar fe 
de la realización de dicho acto, con lo que tenemos que la presencia de 
la parte y del testigo a ruego son complementarias y necesariamente 
deben darse de manera conjunta, pero la colocación de la huella digiral 
del analfabeto en el acta impediría la interposición de cualquier acción 
judicial posterior destinada a invalidar la manifescación de voluntad del 
analfabeto. Lo mismo podríamos decir de la acruación conjunta en el 
caso de personas que no sean analfabetas pero que se encuentren impe- 
didas de firmar el acta por cualquier motivo. 


e) Otras personas con derecho alimentario 


El artículo 12 del Reglamento de la Ley de Conciliación contiene 
una disposición muy particular que establece un requisito que solo 
se exige en el caso de las solicitudes que versen sobre pensión de ali 
mentos. Efectivamente, el numeral 7 del precitado artículo señala: 
“Deberá indicar, en el caso de alimentos, si existen otras personas con 
derecho alimentario a fin de preservar los principios de buena fe y 
legalidad de la conciliación” 


Esta disposición legal resulta discutible?” toda vez que ni siquiera 
es exigida por el propio órgano jurisdiccional al momento de 


(296) Reglamento de lazy de Concilacón. Decreto Supremo N* 014-2008-JU3, 
"Arial 16- Contenudo delas inviracione a concilar 
08] 
Alliconalmento, en la inieacone, el Centro de concliscón deberá consignar cbligacoriamente la indi- 
caido perunenno para que en l io de pesas aulas o que uo pued mas ess compares 
acompañado de an tesugo a sucgo". 

(09%) Respecto a la rica formulada contra esa exigencia leal. Cór; PINEDO AUBIÁN, E Mertín, "Se 

dino”, En 


Hace camino al senda: análisis crítico ul recurrido que presenta el procedimiento con 
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interponer una demanda de alimentos. Estimamos que se parte de la 
premisa que las parres conciliantes podrían estar coludidas y acrua- 
rían de mala fe con la finalidad de perjudicar a un tercero (acreedor 
alimentises) con el acuerdo conciliatorio al que pudieran arribar, y 
por ello se exige que en este caso particular de alimentos el solici- 
tante debe indicar obligatoriamente en su solicicud si conoce o no de 
la existencia de otras personas con igual o mejor derecho alimenta- 
rio que el invitado a fin de que sean citadas a la audiencia respectiva. 
Algunos comentarios se hacen necesarios respecto a esta presunción 
legal contraria al principio de buena fe: 


En primer lugar, es un hecho probable que la conciliación extraju- 
dicial pueda ser empleada como un mecanismo para evadir acreen- 
cias alimentarias, empero esta situación de evasión no es patrimonio 


exclusivo de la conciliación, pues también puede darse al interior de 
un proceso judicial por alimentos, en donde además no se obliga al 
juez a requerir información al demandante ni este se encuentra obli- 
gado a señalar en su demanda respecto de la indicación obligato- 
ria de la existencia de otros terceros con los que de manera concu- 
rrente tendría la condición de alimentiscas. Por ello, y hasta que no 
se demuestre lo contrario, debe pensarse que la conducta de las par- 
tes se enmarca dentro del principio de la buena fe. 


Otro aspecto a considerar, derivado de lo anterior, es que si el solici 
tante manifiesta que no existen o desconoce de la existencia de otras 
personas con derecho alimentario, no habría forma de saber si este 
dato resulca verdadero, por lo que debe seguir presumiéndose un 
accionar enmarcado dentro de la buena fe. 


Si se indica en la solicitud la existencia de otras personas con igual o 
mejor derecho alimentario, estos deberán ser incorporados de manera 
obligatoria al procedimiento conciliatorio y, en consecuencia, deben 
ser citados a la audiencia de conciliación respectiva. Si concorda- 
mos esto con lo dispuesto por la parte final del artículo 15 del Regla- 
mento, si estos terceros, a pesar de estar válidamente citados, no con- 
curren, ensonces las parces solo podrán conciliar en la parte que les 
concierne a ellas sin afectar el derecho de estos terceros. 


Consideramos que la intención de requerir este dato a los solicitan- 
tes es buena, pero poco práctica en la realidad roda vez que la sola 


Reita Jurídica del Pr. N" 118, Gacera Jurídica, Lina, dicieribre de 2010, pp. 313-343. 
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existencia de un acreedor alimentario no significa necesariamente 
que estará interesado en accionar para exigir su derecho. Por otro 
lado, la parte solicitante podría mentir al afirmar desconocer de la 
existencia de otras personas con derecho alimentario, o conociendo 
de su existencia no necesariamente sabría sus domicilios a efectos de 
que sean incorporados al procedimiento conciliatorio, o siendo estos 
válidamente notificados demuestran su desinterés al no concurrir al 
procedimiento conciliatorio. Si la idea es proteger a los acreedores 
alimentarios, estimamos que ellos no se encuentran en situación de 
desamparo porque tienen expedira la vía del prorrateo a fin de efect 
vizar su derecho a una pensión alimenticia. 


Finalmente, debemos recordar que los temas de pensión de alimen- 
tos, al igual que todos los temas de familia, han sido declarados 
facultativos en mérito de la Ley N" 29876 que los ha incorporado en 
el artículo 9 de la Ley de Conciliación relativo a las materias concilia- 
bles fucultativas, razón por la cual ya no se exige el cumplimiento de 
la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad, aunque 
la técnica legislariva empleada ha sido deficiente, pues se sigue con- 
siderando estos temas en el artículo 7 de la Ley de Conciliación que 
regula las macerías conciliables obligatorias. 


d) Otras personas que puedan verse afectadas por el acuerdo conciliatorio 


La parte final del artículo 15 del Reglamento””” contiene una dispo- 
sición relativa a la incorporación obligatoria de terceros al procedi- 
miento conciliatorio. Se señala que en caso de que el acuerdo al que 
pudieran arribar las partes afecte el derecho de terceros, para conti- 
nuar la audiencia de conciliación estos deberán ser citados e incorpo- 
rados al procedimiento conciliatorio. Como vemos, queda a discre- 
ción del conciliador extrajudicial determinar si existen estos terceros 
a los cuales el posible acuerdo podría afectar, y deberá requerir a las 
partes el domicilio de estos terceros a efectos de citarlos para conti- 
nuar con la realización de la audiencia de conciliación. 


Empero, la disposición legal va más allá, pues derermina que si 
estos terceros, a pesar de estar válidamente citados, no concurien, 


(298) Reglamento de la Loy e Conciliación. Dectero Supremo N* 014-2008-JUS 
“Arsícalo 154.) 
La caso el acuerdo al que pudieran arribar las partes afecte el desecho de terceros, pera continuar la 
sudiencia de conciliación estos dsberán ser citados e incorporados al procedimiento concilizono, En caso 
los terceros a pesar de ecar válidamente notificados no assvan ala audiencia convocada, ls parte podrán 
eggs scuerclos sobre las avacerias que únicamente les acute ellos (Y. 
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entonces las partes solo podrán conciliar en la parte que les concierne 
a ellas, lo que supone que el límite a la libertad de estas partes sería 
la no vulneración del derecho de los terceros, a pesar de que estos 
no concurran a la audiencia, En los temas de Derecho Civil patrimo- 
nial esta disposición equivale en la práctica a iniciar un mini proce- 
dimiento concursal que resultaría poco útil y muy engorroso, sobre 
todo si apreciamos que constituye una limitación al principio de la 
autonomía de la voluntad de las partes, toda vez que debería con- 
siderarse que la inconcurtencia de los terceros supone un desinterés 
en reclamar su supuesto derecho y habilicaría a las partes a conciliar 


aun disponiendo de parte del derecho del tercero. Por otro lado, esti- 
'mamos que debería dejarse de lado la presunción de la mala fe de las 
partes conciliantes (que podría darse en algunos casos, pero que aun 
así tendría que demostrarse) para dar cabida a la presunción de un 


accionar guiado en la buena fe, presunción fur jamium que, adem: 
es un principio de la institución conciliadora 


Algunos ejemplo citados por Hurtado”? pueden sernos de mucha 
utilidad en un procedimiento conciliatorio para suponer en qué casos 
podríamos encontrarnos frente a la posibilidad de incorporar ubliga- 
corlamente a un tercero: 


- Se presenta un supuesto de litisconsorcio necesario cuando A 
demanda la ineficacia del acto jurídico realizado por su apoderado 
(B), quien excediendo sus facultades (falso procurador - art. 161 
del Código Civil) quien cransfirió un inmueble de su propiedad 
a C, la relación jurídica procesal no se constiruirá válidamente si 
el proceso solo es entre A (demandante) y B (demandado), pues 
existe la necesidad de emplazar a C, entonces la parte deman- 
dante estará constituida por A y la parte demandada por B (apo- 
derado) y C (comprados). El efecto de la sentencia favorable (es 
martoria) o desfavorable (desestimatoria) afectará a los sujetos que 
integran la parte demandada. 


- De igual manera, es supuesto de litisconsorcio necesario cuando 
A miembro de una sucesión indivisa (heredero) demanda la par- 
tición de la masa hereditaria (al amparo de lo regulado por el 
artículo 865 del Código Civil) para establecer su porcentaje de 
participación y hacerla efectiva, siendo que en este caso todos los 


299) HURTADO REYES, Marín, Ob, it, pp. 719-721, 
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e) 


coherederos necesariamente deben aparecer integrando la parte 
demandada. 


- Lo mismo ocurre en el proceso judicial de retracto, que según 
prescripción contenida en cl artículo 496 del Código Procesal 
Civil, quien demanda es el retrayente y quienes deben aparecer 
conformando la parte demandada son el vendedor (enajenante) y 
el comprador (adquirente) del bien objeto del retracto. 


- De manera similar, podríamos hablar de litisconsorcio necesa- 
rio cuando A (demandante) demanda a B (demandado) desa- 
lojo por vencimiento de contrato de arrendamiento, y en el pro- 
ceso se determina que B ocupa el bien inmucble con € que no ha 
sido emplazado, siendo que para que la relación jurídica proce 
sal sea válida C tiene que ser emplazado adecuadamente a efectos 
de que sea integrado a la relación jurídica procesal como litiscon- 
sorte necesario, 


- En los procesos de tercería, la parte pasiva debe estar integrada 
necesariamente por la parte demandante y demandada del pro- 
ceso principal, no siendo admisible una sentencia válida si no 
se integran como sujetos pasivos del proceso de tercería 4 estás 
partes 


- Otro ejemplo lo tenemos regulado en el Código Civil cuando dice 
que el acreedor puede dirigirse contra cualquiera de los deudores 
solidarios o contra todos ellos simultáneamente; en este caso, las 
reclamaciones entabladas contra uno, no serán obstáculo para las 
que posteriormente se dirijan concra los demás deudores solida- 
sios mientras no resulte pagada la deuda por completo (conforme 
prescripción contenida en el artículo 1186 del Código Civil; no 
obstante la naruraleza de la obligación que vincula a los deudo- 
res solidarios, para que en el proceso se produzca una relación 
jurídica válida, no es imperativo emplazar a todos los deudores. 
La relación procesal producida con el o los deudores solidarios 
emplazados es válida. 


Supuestos no previstos en la norma 


Si bien es cierco la norma ha contemplado la participación en la 
audiencia de conciliación de los testigos a ruego, no existe disposición 
similar a la señalada en el artículo 195 del Código Procesal Civil que 
contemple la participación de traductores o intérpreres cuando cual- 
quiera de las parces o los testigos no entiendan o no se expresen en 
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castellano. Estimamos que de manera similar a como se indica que 
las partes deben concurrir obligatoriamente acompañadas de un tes- 
tigo a rucgo, también debería señalarse obligatoriamente la obligato- 
riedad de concurrir acompañadas de un intérprete o traductor en el 
caso de que no hablen el idioma castellano. 


Esto mismo también podría contemplarse como exigencia para aque- 
llas personas, como los sordomudos, que puedan expresar su volun- 
tad de manera indubitable mediante el lenguaje de señas, pero 
que no estarían en capacidad de iniciar una comunicación eficiente 
con su contraparte toda vez que esta no domina dicha forma de 
comunicación, 


1V. CONCI 


LUSIONES 


Este breve paralelismo pone en evidencia que la lógica procesal 4 la que 
estamos acoscumbrados como operadores jurídicos al operar al interior de un 
proceso judicial no necesariamente se va a aplicar de la misma forma y con los 
mismos criterios al interior de un procedimiento conciliacorio extrajudicial. 


"Vemos que los roles de juez y de conciliador son distintos, ya que perte- 
necen a sistemas de resolución de confliccos distintos. El juez tiene como fun- 
ción principal la de decidir la solución del conflicto de intereses siendo que el 
proceso forma parte de un sistema de resolución de conflictos heterocompo- 
sitivo donde la función del tercero da cierta predicribilidad al acto de resolu- 
ción, que se da en un proceso de naturaleza pública y regulada por el Código 
Procesal Civil. En el caso del conciliador, y en tanto pertenece a un sistema 
aurocompositivo de resolución de conflictos, de naturaleza privada y regulado 
por la Ley de Conciliación, este carece de facultades coercitivas y de la capaci- 
dad de resolver la controversia, que será expresión de la voluntad de las par- 
tes, limitándose a guiar el procedimiento, acercar a las partes en disputa y, 
eventualmente, sugerir formas de solución que podrían ser aceptadas por las 
partes 


La función de los abogados, que en un proceso judicial tiene un rol pre- 
dominante y obligatorio en el desarrollo de los actos procesales por el princi- 
pio de defensa cautiva, en la conciliación se subsume a la regulación legal de 
la concurrencia con asesores o especialistas, siendo que no resulta obligatorio 
concurrir a la audiencia de conciliación con abogado, y en los casos de concu- 
rrencia el abogado debe limitar su conducta procedimental evitando actuar 
como una parte adicional y mucho menos adoptando comportamientos que 
perturben el desarrollo de la andiencia de conciliación. 
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En la conciliación se ha previsto la concurrencia obligatoria de testigos a 
ruego, pero se contempla únicamente para los casos de analfabetos o personas 
que por cualquicr circunstancia sc encuentran impedidas de firmar o colocar 
su huella digital. No habría ningún inconveniente en aceptar la posibilidad de 
aplicación supletoria de la norma procesal para ampliar esta obligatoriedad de 
concurrencia de las partes acompañadas de traductores o intérpretes, cuando 
no hablen el idioma castellano o se comuniquen con lenguaje de señas. 


Por otro lado, la norma ha establecido como regla general que la concu- 
rrencia de las personas naturales a la audiencia de conciliación debe ser per- 
sonal, limitando los casos en los que se admite la representación a la inca 
pacidad fisica o domiciliar fuera del distrito conciliatorio. Si bien es cierto 
existe un régimen de representación procesal regulado por el Código Proce- 
sal Civil mediante la figura del poder para litigar, ese régimen no resulta apli- 
cable en la conciliación extrajudicial, que establece un régimen más formal y 
rígido que limica el accionar de los representantes a menos que adecuen su 
representación a las exigencias formales señaladas en la norma específica sobre 
conciliación. 


Respecto a la intervención de terceros, la regulación de la norma sobre 
conciliación contempla una especie de intervención forzosa en dos supuestos: 
en el caso de otros alimentistas que pudieran verse afectados por un acuerdo 
conciliatorio previo, para lo cual se debe consignar de manera obligatoria en 
ha solicitud de conciliación de la existencia o no de aquellos; y en el caso gené- 
rico de otras personas que pudieran verse afectadas por el acuerdo conciliato- 
rio suscrito entre el solicitanxe y el invitado. En ambos casos, para que el pro- 
cedimiento conciliatorio pueda seguir desarrollándose estos terceros deben ser 
emplazados para que concurran a la audiencia, y en caso de inconcurrencia se 
limita la voluntad de las parces solicitante e invitada, pues solo pueden llegar 
a acuerdos que no afecten los derechos de estos terceros. Luego, existen casos 
de intervención forzosa (como en el caso de tercerías, copropietarios, retracto 
y otros) en los que deberá aplicarse, supletoriamente, la regulación adjetiva 
sobre litisconsorcio e intervención de terceros. 


Esperamos que el uso recurrente de la conciliación extrajudicial dentro de 
un esquema de obligatoriedad como requisito de procedibilidad pueda supe- 
sar estas diferencias existentes con la visión procesal, y que los sujeros pro- 
cedimenrales puedan, paulatinamente, alcanzar un desempeño eficiente que 
permita coadyuvar al logro de la finalidad abstracta del proceso como es la 
resolución del conflicto de intereses y al restablecimiento de la paz social en 
justicia. 
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SUGERENCIAS PARA SUPERAR EL 
DEFICIENTE TRATAMIENTO NORMATIVO 
DE LA REPRESENTACIÓN EN EL 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 


“Cuando muera quiero que me incineren y que el diez por 
«ienode s cenizas seas vercidas sobre nl representante” 


Groucho Marx 


1. INTRODUCCION 


El marco normativo de la Conciliación Extrajudicial introducido con la 
modificatoria efecruada a la Ley N 26872, Ley de Conciliación, mediante el 
Decreto Legislativo N" 1070 publicado en el diario oficial El Pernana el 28 de 
junio de 2008, y complementada con la promulgación del nuevo Reglamento 
de la Ley de Conciliación, aprobado por Deercto Supremo N* 014-2008-JUS, 
publicado en el diario oficial el 30 de agosto de 2008, adolece en su conjunto 
de una serie de incongruencias que afectan el normal desarrollo de la institu- 
ción conciliadora en el país y que debemos advertir a fin de corregir la norm 
tiva que regula el ejercicio de la función conciliadora a fin de na encontrarnos 
frente a formalismos legales que acarconen el empleo de este eficiente meca 
nismo alcernacivo de resolución de conflictos 99" 09), 


(300) Por cicar algunos ejemplos que evilención esas incongruencias, diremos que el Dectero Legislativo 
NY 1074 precedió a modiñcar la Ley N* 26872, Ley de Concilición, pero si omtrastaros el régimen de 
las materis concilables que este cnenpo normativo regula en el artículo 7-A (incorperado por el Decreto 
Legslacivo N* 1070) y en el arículo 9 vemos que no existe correlaso con lo que señala el respoccivo 

zmento de la Ley como norma de desaceollo en su arrculo $, Por so parte, debamos recordar que el 

:glamenso de la Ley de Concilación, Decreso Supremo N' 014-2004-JUS, fue publicado en el diario 

fil el 30 de agorre de 2008, pero con fechz 11 de serembre de 2005 fue publicada ¡ra extensa fo de 
erracas, por la cual se subsanaron umisianes y emores del texto original del resido Reglamento, 

(501) En ese sencdo, con anceríoridad hemos procedido a comentas el Proyecto de Ley N* 1910/2007-PE, 
quie era presentado por el Poder Ejecutivo con fea 27 ce noviembre de 2007 para modificar la Ley 
Corviliaión. Cfr: *Corciliación Exrrajadicial, marchas y coveraenarcas (A propósico de los dice años 
¿le la promulgación de la Ley de Conciliación y el proyecto ce lez que pretende modificarla”, publicado 
em: Atualidad Jurídica, Tono 174, Gacera Jurídica Tima mayo de 2008, pp. 92-100. De manera similar, 
Hemos comentado el marco lega crecido por el anterior Reglamento de la Ley de conelisción en mero 
succulo "Apostillas «1 Nuevo Reglamento dela Ley de Corcilición (Breves comentasio sobre el Decreto 
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Es objeto del presente trabajo poner énfasis en el estudio de un tema que 
consideramos medular, a fin de permitir la viabilidad de diversos procedi- 
mientos conciliatorios como es el de la figura de la representación, a fin de 
proponer sugerencias para una adecuada implementación y sincerar su tra- 
tamiento normacivo en la conciliación asimilándola a la figura del apoderado 
judicial, figura que sin muchos formalismos se viene empleando de manera 
eficiente al interior del proceso ci 


HH, LA REPRESENTACIÓN 


Según el artículo 145 del Código Civil, “el acto jurídico puede ser reali- 
zado mediante representante (..)”, Este postulado resulta una superación del 
Derecho Romano que señalaba el principio alteri stipulari nemo potest (ninguno 
puede estipular para otro) por el cual ningún acto jurídico podía ser realizado 
a través de representante "%?, Este artículo regula el insticuro de la repre- 
sentación directa, que es el insticuto jurídico que permite que una persona 
denominada “representante” realice actos jurídicos en nombre de otra persona 
denominada “representado” con la finalidad de que los efectos del acto jurí- 
dico celebrado tengan efectos en la esfera jurídica de este último, siempre que 
el representante actúe dentro de los límites de las facultades que le han sido 
conferidas”, Es decir, muestro ordenamiento jurídico permite sin ningún 
inconveniente que los actos jurídicos puedan ser realizados mediante repre- 
sentante, salvo disposición coneraria de la Jey. 


Javier de Belaúnde señala que el representante es una persona que actúa 
en nombre de otra persona y cuyos actos son eficaces respecto de esta y la 
vinculan, pero no constituyen su voluntad. Cuando un representante realiza 


supremo N'UDÁ-2005-JUS y su incidencia en los conciladores y en el procedimiento conciliaroro”, 
publicado ca Luena lam Asilizs y atómón juridica. Publicación del Centro de Aros Estudios e Invest 
igeciones Juridicas, Año L, N? 1, Arequipo, juli de 2008, pp. 102 129, Y Realmente se he hecho vs aná 
lisis general del auewo marco adrenacivo de la conciliación extrajudicial en el Per en nucsero arículo “El 
Ein de la Conciliacón”, publicado ea: Actulidad Jurirs. Torno 180, Gacees Juridica. Lema, noviembre, 
200%, pp. 88-103. 

(002) Resalta ¡merce lo señalado por Giovani Pao Posada al comentar la evolución hiscócica de la tos 
toción de la Represencación, pues señala que esta no era conocida ca el Derecho Romano, pero posterior» 
mente algunos postulados del derecho canónico posteiormaenee desarrollados por la escolástica española 
y la excuela del derecho nararal comenzeren definir el actual concepso de lo que hop on día conoce- 
nos como representación diera, Posteriormente se recoge el peincipa en va de excepción=, en el Cde 
Cante, al señalarse que por rela general, no es cio Ubligerse nu estipula en su propo nombre sino para 
sí mismo; proceso cue culmina con el BGB alemán que deja de reconocer al insituto dela representación. 
«como un instirato excepcional, stableciéndolo como regla generel al señalas que codos los negocios jur 
¿dies polían ser celebrados por un representan, tendencia seguida posteriormente por el Ciligo Cll 
ializno de 1942, Ct; Cátizo Gral enmemiado, Torno 1 1icalo Preliminar, Derecho de las pesonas, Acto 
Jurídico) Gicera Juridica, Lima, mrzo 2003, pp. S40 y 641 

(303) bid, p. 641. 
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actos jurídicos no emite la voluntad de la persona que representa, sino que 
acrúa en nombre de esta, pues la acruación del representante se encuadrará 
dentro de la teoría de la representación del acto jurídico, según la cual cl 
representante actúa en nombre del representado y sus actos producen efectos 
directamente respecto a este, si son realizados dentro del poder ororgado%%. 


El mismo artículo 145 del Código Civil señala que la facultad de repre- 
sentación la otorga cl interesado o la conficre la ley. El acto jurídico por medio 
del cual se otorga la representación se le denomina “poder” y tiene como 
características ser unilateral y recepticio, por medio del cual el representante 
resulta obligado a ejercer la representación, lo que supone la existencia de 
una relación jurídica entre el representante y el representado. Por otro lado, 
cuando la fuente de la representación se encuentra establecida en la ley, esta 
lo hace por consideración de la declaración de incapacidad de obrar de algu- 
nas personas y la necesidad de que estas puedan actuar en el tráfico jurídico 
estableciendo la persona que representará al incapaz. Aunque, la ley también 
puede otorgar representación legal por consideraciones distintas a la incapaci- 
dad, como sucede en el caso de la sociedad conyugal”, 


HI. ELAPODERADO JUDICIAL 


El apoderado judicial es aquella persona natural que cuenta con capaci- 
dad procesal, autorizada por otra persona natural o jurídica— para compare- 
cer en un proceso en su lugar y seguir la secuela procesal. 


Por otro lado, la comparccencia al proceso civil en representación de 
alguien que es parte material del mismo se puede dar, de acuerdo al artículo 
72 del Código Procesal Civil, mediante poder otorgado por escritura pública 
o por poder otorgado por acta ente el juez del proceso, siendo que en el pri- 
mer caso para su eficacia procesal no requiere estar inscrito en los Registros 
Públicos 


Un caso adicional de posibilidad de conferir poder lo tenemos mediante 
el acta de sesión de directorio o de junta general de socios debidamente ins- 
crito en los Registros Públicos (en el caso de las sociedades comerciales). Asi- 
mismo, según la Ley N% 26789 se establece una presunción legal acerca de las 
asociaciones, fundaciones y comités, lo mismo que en el caso de las sociedades 
comerciales y civiles contempladas en la Ley General de Sociedades (según la 
Ley N' 26539); esta presunción establece que bastará el solo nombramiento 


(60%) Ob,cir.pp.392 


(005) Ob, ci. pp. 643-646, 
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del administrador, representante legal, presidente del consejo directivo o 
gerente, según sea el caso, para contar con poder de representación procesal, 
a menos que los estatutos o por acuerdo de junta general sc establezca lo con- 
trario. Y precisamente, dicho nombramiento no siempre consta en escritura 
pública (aunque debe ser debidamente inscrito) 29%, 


Otro caso a considerar lo tenemos en los colegios profesionales, que son 
personas jurídicas de derecho público interno en razón a que estas institucio- 
nes son creadas por Ley, y su creación no necesariamente se inscribe en los 
Registros Públicos por lo que en base « ello, tal como lo señala la Resolución 
N? 431-2002-SUNARP/SN de fecha 27 de setiembre de 2002 los colegios 
profesionales no estan obligados a inscribirse en los Registros Públicos y por 
ende tampoco se encuentran obligados a registrar a su representantes legales. 


De conformidad con los artículos 74 y 75 del Código Procesal Civil, la repre= 
sentación judicial conferida al apoderado a través del poder, conocida comun- 
mente como poder para litigar, le concede facultades generales o especiales. 


En éste sentido, las facultades generales de representación le otorgan al 
apoderado las atribuciones y potestades con que cuenta el representado (salvo 
aquellas que por ley requieran de facultades expresas), las mismas que se 
entienden otorgadas mientras dure el proceso, legitimando al representante 
para la realización de todos los actos procesales a excepción de aquellos en que 
sea necesaria la participación personal y directa del representado. 


Las facultades especiales de representación se rigen por el principio de lite- 
ralidad, que condiciona la existencia de facultades a la indicación expresa en el 
poder del acto de que se trate, concediendo al apoderado las acribuciones y potes- 
tades de realizar, en general, actos de disposición de derechos sustantivos (cuyo 
titular sea el representado), así como demandar, reconvenir, contestar demandas, 
contestar reconvenciones, desistirse del proceso y de la pretensión, allanarse, con- 
«iliar, transigir, someter a arbitraje las pretensiones materia de controversia, sus- 
títuir y delegar la representación procesal así como realizar los demás actos que 
exprese la ley y que haya autorizado el representado en el poder correspondiente. 


En acertada opinión de Alberto Hinostroza, el otorgamiento de faculta- 
des especiales que se haga con remisión al artículo 75 del Código Procesal 
Civil ('conferimos poder a ... para la realización de todos los actos contem- 
plados en el artículo 75 del Código Procesal Civil...) resulta suficiente para 


(306) HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto, Cowarara al Cidigo Proc Cil. Tormo 1, reimpresión acaalzada, 
Guceta Juidica, Lima febreso de 2004, p. 162, 
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que el apoderado judicial realice todos los actos previstos en dicho nume- 
ral; y opina en este sencido debido al hecho que existen Órganos jurisdiccio- 
nales que, evidenciando desconocimiento del tema y una pobre incapacidad 
de interpretación, exigen la reproducción en el poder del texto íntegro del 
artículo 75 del código adjetivo, aun cuando se haya hecho expresa e íntegra 
remisión a este precepto legal”, 


Además, el artículo 76 del Código adjetivo referente al apoderado común, 
señala que cuando diversas personas constiruyan una sola parte material, <s 
decir, detentan la condición de litisconsortes, tendrán que actuar conjuntamente 
o deberán designar apoderado común, ya que a pesar de que cada litisconsorte 
procede con autonomía, uno respecto del otro, en muchos casos se hace impera- 
tivo por razones de economía procesal, unificar la personería de los litisconsor- 
tes por medio de un solo representante o apoderado común. Esta posibilidad se 
repite en el artículo 65 del Código Procesal Civil referente a la representación 
procesal del patrimonio autónomo, el mismo que existe cuando dos o más per- 
sonas tienen un derecho o interés común respecto de un bien, sin constiruir una 
persona jurídica (como el caso de los cónyuges, copropietarios, etc.) Recorde- 
'mos que la representación del patrimonio autónomo se da por cualquiera de los 
que lo integran cuando actúen como demandantes, pero la representación se da 
por todos los que lo conforman sí es que tienen la calidad de demandados. 


TV. DE LA OBLIGATORIEDAD DE CONCURRENCIA PERSONALAL 
PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO%% 


Recordemos que el procedimiento conciliatorio se inicia formalmente con 
la presentación de la solicitud de conciliación (que puede darse de manera 
verbal o escrica, individual o conjunta), y el artículo 12 del Reglamento señala 
cuales son los requisitos de esca solicieud. 


Debemos tener presente que existe la premisa que, conforme al artículo 6 
de la Ley como la parte final del artículo 15 de la Ley, se instaura un Régimen 
de Obligatoriedad de Concurrencia Personal de las Partes a la Audiencia de 


(307) HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto, O! 

(908) Debemaas precias que la exigencia de le concilación eaerajudicia como requísito de procediilidad para la 
interposición de ura demana se encuentra retringado al ámbito de aplicación territorial de la bligato- 
riedad de concurrencia de la conciliación excraludicia, que en vircud de ls modificacors introducidas por 
el Decrero Legislativo N* 1070, según su primera disposición final, enrrará en vigencia progresivamente 
«a los difeszcnes discicos conclistrios del pués según alecdaciooal que deberá ser aprobado median 
decrera supremo, excepto ea los diseicos conciiacurios (u provincias) de Leva, Trufilo y Acequipa as 
como el Distrio Judicial del Caoo Norte de Lima, salvo la provincia de Canra, en los cales ya se encnen- 
tran en plena aplicación puesto que se esubleció vn plazo de 60 días calendario deede la fecha de su 
publicación para pu enteada en vigencia, 
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Conciliación, puesto que de su tenor se desprenden varias sanciones a la parte 
que no concurre a la audiencia de conciliación, a saber: 


a) Si la parte demandante no solicita ai concurre a la audiencia de con- 
ciliación extrajudicial, el juez al momento de calificar la demanda, la 
declarará improcedente por causa de manifiesta falta de interés para 
obrar. 


D) La inasistencia de la parte invitada a la audiencia de conciliación pro- 
duce en el proceso judicial que se instaurc, presunción legal rel: 
tiva de verdad sobre los hechos expuestos en el acta de conciliación y 
reproducidos en la demanda. 


<) La misma presunción legal relativa de verdad se aplicará a favor del 
invitado que asista y exponga los hechos que determinen sus preten- 
siones para una probable reconvención, en el supuesto de que el soli- 
Citante no asista”, 


d) El juez debe imponer en el proceso una mulca no menor de dos ni 
mayor de diez unidades de referencia procesal a la parte que no 
haya asistido a la audiencia. 


Como hemos indicado en trabajos anteriores, resulta plansible la imple- 
mentación de este régimen de obligatoriedad de concurrencia de las parres 
a la audiencia de conciliación extrajudicial, a fin de generar un comporta- 
miento reiterado y constante en los usuarios del sistema de administración de 
justicia a fin de obligarlos a pasar por una instancia previa de conciliación, 
comportamiento reiterado que ea algún momento se convertirá en costum- 
bre y luego en cultura de paz (entendida como el comportamiento aceptado 


Tego de elo, se ha venido esubleciendo un Cronograma de implementación progresiva de la obli- 

acoriedad de la conciliación previa como requisico de procedibilidad que abarca varis discos 
conciiaario, 
Comentario apuste merece el hecho de que la serca disposicón complementaria final del Reglamento 
de la Ley de Concilición, felizmente precisado por la cuaeta disposición complementaria transitoria del 
Dascrero Supremo N*006-2010-JUS, señala que cada Provincia de cada Deparsamento s6 considera como 
tun Diseio Conciliscoio, con excepción de la provincia de Lima y la Provincia Constitucional del Callao 
que conscituyen un solo Distrito Concilatorio. 

(409) Somos de la apirión de que le prohibición de reconvenir en un proceso judicial al invirado que no con- 
curte a la aulencia de concilación cene como fundamento precisamente obligado a cuacucce al puo- 
cedimiento conciiscorio, por ello solo debería basar la concurrencia de la parte invisda a la audiencia 
para habiliaro a formulae una reconvención (ral y como contemplaba originalmente el Proyecto de Ley 
NY 1910/2007-PE), sin rexer que oxigile que además exponga los fandamentes des reconvención, ruda 
vez que estos Fandiacneucos seción podrán ses esgrimidos cuuedo se presen la desmurdo, sobre la base de 
ls pretensiones determendas y decerminables que se plasmen cn el aca. Además, al y Como está conce 
bdo el égiraen, si la sola concurrencia del invitado no lo habilica pasa planresr su recomsención, sg 
Finemos que veya acompaña de un abogado a la aveicncia de conciliación para cvalus la posiblidad de 
ssgurmencar su posible reconrención y que esta se cncuenare plasmada de sana ena co el aer, 
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pacíficamente por la mayoría del grupo social de que, en el caso de ocurrir un 
conflicto, la primera opción será concurrir a la conciliación). 


V. LA REPRESENTACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 


1. Regla general: concurrencia personal 


Se ratifica el régimen de concurrencia personal como la regla impe- 
rante en el procedimiento conciliatorio cuando el artículo 14 de la ley 
establece que “(...) la concurrencia a la audiencia de conciliación es perso- 
nal, salvo las personas que conforme a Ley deban actuar a través de repre- 
sentante legal (...)”. En principio, se afirma como fundamento de la exi- 
gencia de la concurrencia personal que son solo las partes las únicas que 
conocen el problema que las enfrenta y saben cuáles son los intereses que 
desean satisfacer, y en tanto la conciliación propicia el restablecimiento de 
la comunicación entre las partes, este deberá hacerse de manera personal 
entre ellas mismas 


Claro está que debemos entender —en vía de excepción a la regla— que la 
disposición legal por la que se permite que las personas que conforme a ley 
deban actuar a través de representantes legales pueden concurric al procedi- 
miento conciliatorio, merece ser analizada con mayor detenimiento, pues por 
disposición expresa del literal e) del artículo 7-A de la ley, no procede la con 
ciliación cuando se trate de derechos y bienes de incapaces a que se refieren 
los artículos 43 y 44 del Código Civil, los mismos que deben actuar a través 
de sus respectivos representantes, razón por la que no se encuentran inmersos 
dentro de esce supuesto de excepción. 


2. Excepciones a la regla de la concurrencia personal 


En este sentido el segundo párrafo del artículo 14 de la Ley de Concili 
ción señala dos clases de excepciones a la regla de la concurrencia personal: la 
primera referida únicamente a las personas domiciliadas en el extranjero o en 
distintos distritos conciliatorios, y la segunda que se aplica a personas impedi- 
das de trasladarse al centro de conciliación. No constituye una excepción a la 
regla de la concurrencia personal, pero es un tercer caso que admite la repre- 
sentación, el hecho de que nos encontremos frente a la presencia de personas 
jurídicas, las mismas que por mandaro legal deben actuar a través de repre- 
sentantes o apoderados. 


En este orden de ideas, se puede otorgar representación debido a la inca 
pacidad de concurrencia por domiciliar fuera del territorio nacional o en otro 
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distrito conciliatorio, que deberá ser acreditada con la constancia de movi- 
miento migratorio o certificado domiciliario. Asimismo, la imposibilidad de 
concurrencia del solicitante a la sede del centro de conciliación deberá consig- 
nacse en la solicitud a fin de aceptar la representación en vía de excepción a la 
regla de la concurrencia personal a la sudiencia de conciliación, La represen 
tación, tanto del solicitante como del invitado, se da únicamente por supues- 
ros de incapacidad física (remporal o permanente) que deberán ser acreditados 
mediante certificado médico emitido por institución de salud según lo señala 
el arcículo 14 del Reglamento. A contrario sensu, si cualquiera de las partes 
domicilia en el distrito conciliatorio y no se encuentra impedida físicamente 
—de manera temporal o permanente—, deberá concurrir a la audiencia de con- 
ciliación de manera personal. 


Lo que olvida el legislador es que la conciliación genera un acto jurí- 
dico""” denominado acuerdo conciliatorio, y como ya hemos mencionado, 
según muestra legislación los actos jurídicos pueden ser celebrados por repre- 
sentantes, por lo que perfectamente existe el marco normativo para realizar 
concilisciones mediante representante. Además, ya se ha admitido la repre- 
sentación en vía de excepción, de manera discutible en cuanto a su justifi- 
cación, por lo que consideramos que debería ampliarse las posibilidades de 
representación, no en vía de excepción, sino como una regulación autónoma, 
como ocurre en la legislación sustantiva y adjetiva. 


Por otro lado, y de conformidad al concepto legal de capacidad adqui- 
rida regulado en el artículo 46 del Código Civil, existe la posibilidad de que 
los padres de familia que sean menores de edad puedan concurrir al procedi- 
miento conciliatorio en representación de sus menores hijos para solicitar ali 
mentos y establecer régimen de visitas, debiendo acreditar la representación 
con la partida de nacimiento o documento de identidad del hijo, a fin de acre- 
ditar el parentesco. 


Requisitos del poder 


Respecto de las exigencias que debe cumplir la representación en el pro- 
cedimiento conciliatorio, el artículo 14 de la ley señala, además, que el poder 
deberá ser extendido mediante escritura pública y con facultades expresa- 
mente otorgadas para conciliar, no requiriendo inscripción registral en el caso 
de haber sido otorgado con posterioridad a la invitación para conciliar. Es 


(310) Recordemos que el arculo 16-4 de la Ley de conciliación señala que el acto jurí 
acts de conciliación solo podrí ser declarado nulo en vía de acción por sentencia emitida en pro- 
ceso judicial 
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decir, si nos encontramos frente a la siruación de que el poder hubiera sido 
ororgado con anterioridad a la inviración para conciliar, entonces debemos 
asumir que sí se exigc sin sustento lógico o práctico alguno— que el poder 
deberá encontrarse debidamente inscrito en los Registros Públicos. 


Pero el mismo artículo 14 de la ley a continuación señala que “(.. en caso de 
que las facultades -de representación hayan sido otorgadas con anterioridad a 
la invitación el poder deberá además contar con facultades para que el apoderado 
pueda ser invitado a un proceso conciliatorio (...”, siendo que esta disposición 
supone un exceso respecto del principio de literalidad que rige el otorgamiento de 
los poderes, pues deberíamos asumir pacíficamente que basta con que los pode- 
res señalen que se tiene facultades para conciliar, para asumirse que esta facultad 
implica también el hecho de ser invitado 4 un proceso conciliatorio. 


En este sentido también tenemos que el primer párrafo del artículo 13 del 
Reglamento peca de exceso al exigir que “(... tanto para las personas narurales 
como para las jurídicas los poderes deberán consignar literalmente la facultad 
de conciliar extrajudicialmente y de disponer del derecho mareria de conc 
ción (..)". Pero existe una aparente contradicción con esta exigencia de literali- 
dad, pues el segundo párrafo del mismo artículo reproduce la presunción legal 
aplicable a las personas jurídicas en las que basta ser nombrado gerente gen: 
ral, administrador, representante legal, presidente del consejo directivo o con- 
sejo de administración para presumir por el solo mérito del nombramiento que 
se posee, la facultad de conciliar (nótese que no se exige que se señale que debe 
haber facultades para conciliar extrajudicialmente, lo que supone que se puede 
conciliar tanto en el ámbito procesal como en el extrajudicial, debiendo acre- 
ditarse la representación con la copia notarialmente certificada del documento 
donde conste el nombramiento, debidamente inscrito. 


'n la práctica, estas exigencias excremas de lireralidad suponen que todos 
los poderes otorgados antes de la entrada en vigencia de las modificatorias de 
la legislación sobre conciliación no resultarían válidos y requerirán de manera 
forzosa un crámice notarial de modificación de poder o el otorgamiento de 
uno nuevo. 


Otro aspecto a considerar como una exigencia sin sentido radica en el 
hecho de que se atienda a la fecha de ororgamiento del poder, a fin de exi 
gir o no su inscripción registral, exigencia que no es práctica y no se entiende, 
a diferencia del tratamiento legal del poder para litigar, que para su eficacia 
procesal no requiere estar inscrito. 


Asimismo, el artículo 14 de la ley señala que en caso de que una de 
las partes esté conformada por cinco O más personas, estas podrán ser 
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representadas por un apoderado común. Deberíamos asumir que en este caso 
no interesaría si se encuentran bajo los supuestos de la excepción a la con- 
currencia personal, aunque parecería arbitrario el señalamiento de que scan 
como mínimo cinco personas, cuando vemos que la legislación adjetiva y sus- 
tantiva habla de dos o más personas. 


VI. PROPUESTAS PARA LA UNIFICACIÓN DEL RÉGIMEN DE LA 
REPRESENTACIÓN 


Resulta evidente que debería unificarse cl criterio de la representación en 
el procedimiento conciliatorio bajo las siguientes premisos: 


a) Debería sincerarse el tratamiento normativo de la concurrencia per- 

sonal, no como una regla general, sino como una de las posibilidades 
de concurrencia de las partes al procedimiento conciliatorio. En este 
sentido, y siguiendo el camino recorrido por la propia institución a 
lo largo de su evolución histórica, la representación debería ser reco- 
gida no como una posibilidad excepcional de concurrencia al proce- 
dimiento conciliatorio, sino como una figura autónoma que puede 
generar el nacimiento de un acto jurídico que surcirá efectos en la 
esfera jurídica del representado, 


b) 


Esta figura de la representación debería aceptarse tanco para solici- 
tantes como para invitados a conciliar, 


El único requisito para que opere la representación debería 
ser que el poder debe ser extcadido forzosamente por escritura 
pública y con facultades expresas para conciliar, debiendo asu- 
Amirse que los poderes otorgados con anterioridad en los que úni- 
camente se señalan facultades para conciliar deben ser entendidos 
en sus dos posibilidades conciliatorias (judicial y extrajudicial- 
mente) salvo disposición expresa en contrario. 


A fin de no crear un régimen diferenciado de exigencia de ins- 
cripción del poder en base a la fecha de su ororgamiento que 
resultaría más oneroso a los conciliantes, y de manera similar a la 
figura del apoderado judicial, sugerimos que para la eficacia pro- 
cedimental del poder este no requerirá estar inscrito, salvo el caso 
de personas jurídicas, en los que por mandato legal deberán estar 
debidamente inscricos y vigentes. 
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REQUISITOS DE LA REPRESENTACIÓN 
EN EL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO 


Requisitos del poder: 
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EN TEMAS DE FAMILIA 


O) 
XVI 


ACERCA DE MATRIMONIOS, UNIONES 
DE HECHO Y CONCILIACIÓN 
EXTRAJUDICIAL EN TEMAS DE FAMILIA 


“La familia es demasiado íntima para ser preservada por 
el espíritu de la justicia. Puede ser sostenida por el espíri- 
ru del amor, que va más allá de la justicia 


Reinhold Nicbuhr 


1 DERECHOS DERIVADOS DEL VÍNCULO CONYUGAL 


La Constitución Política del Perú declara que la comunidad y el Estado 
protegen a la familia y promueven el matrimonio y reconocen a estos como 
institutos naturales y fundamentales de la sociedadó!”. Por su paste, por defi- 
nición contenida en el artículo 234 del Código Civil”'”, el matrimonio es la 
unión libre y voluntaria de hombre y mujer con la finalidad de hacer vida en 
común. 


Buena parte de las disposiciones del Derecho de Familia contenidas en 
muestro marco normativo, empezando por el Código Civil, responden a una 
concepción tradicional en la que se considera que el origen de la familia se da 
por el acto del matrimonio. Ello se advierte al apreciar que la mayoría de estas 
disposiciones legales toman como punto de referencia y regulan a una familia 
que se origina del acto matrimonial. 


'Consticución Polcica del Perú de 1993, 
'Artcalo 4 Protección ala fama. Promoción del marrimonio, 
La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, u la madre y «l anciono en 
siraación de abandono, También protegen a la familia y promueven el marrimonio. Resonacen a estos 
úlcimes como inscicacos narurles y fundarencales de la sociedad, 
La form del muacrimonto y las causas de separación y de disolución son regulacas por la ley 
(312) Cácigo Civil pervanos 

“Artícalo 234.- Noción del matrimonio. 
El acrimordo es la nión voluntariamente concertade por un varán y una mujer legalmente apros para 
ellay formalizads con sujeción a las disposicones de este Códira, 3 fin de hacer vida en comón 
El marido y la mojer tienen en el hogar soranidad, consideraciones, derechos, deberes y resporsabiidades 
pala” 


427 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


De ordinario, en el Derecho Familiar se afirma que como consecuencia 
del acto marrimonial se originan una serie de deberes y derechos entre los 
cónyuges. Así, tenemos los conocidos deberes de fidelidad y asistencia, así 
como los deberes de lecho y habitación%!%, debiendo fijar un mismo domicilio 
conyugal en donde harán vida en común. También surgen entre los cónyuges 
una serie de derechos como los hereditarios, que también se proyecean a los 
descendientes'!", Y a nivel patrimonial, se genera entre los cónyuges un régi- 
men de bienes denominado sociedad de gananciales, el cual puede ser variado 
a uno de separación de patrimonios. 


UI. DEL RÉGIMEN PATRIMONIAL DEL MATRIMONIO 


Por naturaleza, toda familia para poder llevar una vida armoniosa 
depende de un sustento económico para desarrollar sus actividades cotidia- 
nas y brindar una base material para todos sus miembros, lo que supone 
que en el transcurso del tiempo los miembros de la familia podrán adg 
sir bienes que formarán parte del patrimonio familiar y que les permitirá 
cumplir determinados fines al interior de la organización familiar, El régi- 
men de bienes vinculado al matrimonio y el asunto patrimonial que se des- 
prende de aquel tiene que ver con la disponibilidad. Todo régimen de bienes 
tiene como contenido el conjunto de bienes muebles e inmuebles a los que 
les podamos atribuir un valor económico y que puede ser objeto de libre 
disposición. 


Así, a nivel patrimonial aplicable al matrimonio, la legislación peruana 


ha previsto como régimen general la sociedad de gananciales y, como régimen 


excepcional, el de separación de patrimonios”"”. 


(G13) Regulados en lor arrculos 288 y 289 del Gádigo Civil 

($14) Regulados en los arcculos 724, 816,818 y 822 del Código Cl. 

(515) Código Cial persanes 
"Ardótulo 293 - Elección del régimco puerimonial 
“Antes de la celebración del mstrcnonio, ls fucurs cónyuges pueden optar Ibremente por el régimen de 
sociedad de gananciales por el de separación de pucrimonios, el cual comenzará segir al colebrasse el 
Si los fucuros cónyuges upian puc el régimen de separación de pacsiznontos, debes osorgar esccura 
púbica, bajo sanción de mulidad, 
Pars quie surta cero debe inscribirse e el mgisrro persona. 
A files de cscirara pública se presume que los inserescdos han optado por el régimen de sociedad de 
gemas”, 


Acerca de matrimonios, uniones de hecho y conciliación extrajudicial en temas de familia 


1. El régimen de sociedad de gananciales 


La sociedad o comunidad de gananciales *!* implica que los bienes serán 
vistos como de ambos cónyuges, que poseen igual capacidad de derecho sobre 
ellos, pero las decisiones deben ser tomadas por ambos. Este régimen está 
compuesto por dos tipos de bienes: los bienes propios, que son los que per- 
tenecen exclusivamente a cada uno de los cónyuges y sobre los cuales ejerce 
pleno dominio, como los bienes que se adquieren a título gratuito por heren- 
cia, por legados o donaciones, los útiles y objetos para el desempeño de una 
profesión, los bienes adquiridos antes de la celebración del matrimonio y que 
han sido aportados por cada cónyuge al iniciarse la sociedad de gananciales 
y los objetos de uso personal, como los efectos personales, las diplomas, las 
condecoraciones, la correspondencia, recuerdos de familia, el vestuario, er 
y los bienes comunes o sociales, que son todos los bienes adquiridos después 
de la celebración del matrimonio, presumiéndose que han sido adquiridos por 
ambos cónyuges y que por lo tanto pertenecen a ambos, 


2. El régimen de separación de patrimonios 


La separación de patrimonios”"” supone que ambos cónyuges declaran 
expresamente mantenerse en forma independiente en relación a sus bienes. 
Esta decisión —que puede hacerse ances o después de la celebración del marri- 
monio- debe constar en una escrirara pública debidamente inscrita en Regis- 
tros Públicos. Obviamente que esta decisión es relativa a la ticularidad de los 
bienes adquiridos por cada uno de los cónyuges, que tendrán la condición de 
bienes propios, pues para el desempeño de una vida en común, ambos cónyu- 
pes se hacen cargo de los gastos familiares y se mantiene el deber de asistencia 
recíproca entre ellos. 


3. Laliquidación de la sociedad de gananciales 


El procedimiento convencional para la liquidación de la sociedad de 
gananciales prescrito en los artículos 322 y 323 del Código CivilW!* señala 


(516) Código Civil peruanos 
"Artículo 301 - Bienes de la sociedad de gamncilos. 
En el régimen de sociedicl de gananciales puede haber bienes propios de « 
accio 

(317) Cóxligo Civil peruanos 
"Artícalo 327.- Separación del patrimonio, 
En el rézimen de separación de paenmonios, cada cónyuge conserva a plenirnd la propicénd, adminis 
sxación y disposición de sus bienes presentes y fucurs y le corresponden los faros y productos de dichos 
bienes”, 

(318) Código Civil persanos 
"Antícalo 322 Liquidación dela sociedad de gunnacialos. 


cónyuge y Btenes de la 
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que, en primer lugar, se debe hacer el inventario de los bienes, dividiéndose 
estos en bienes propios y bienes comunes; luego se pagan las deudas y cargas 
de la sociedad matrimonial con los bienes sociales, y de lo que queda (que se 
denomina gananciales) recién se divide en partes iguales para cada cónyuge o 
de la forma que responda al libre albedrío y conveniencia de ellos. 


En este sentido, una situación en la cual ambos cónyuges deciden fenecer la 
sociedad de gananciales motivado por la decisión de iniciar un posterior pro- 
ceso de separación convencional y divorcio ulterior o simplemente optar por el 
cambio del régimen patrimonial dentro del matrimonio— puede someterse a un 
procedimiento de conciliación extrajudicial, ya que este tema al ser susceptible 
de valoración económica y ser objeto de libre disposición, posee los requisitos que 
lo habilitan para ser considerado como materia conciliable, conforme lo señala la 
Ley de Conciliación”. Además, al ser temas vinculados, nada impediría que en 
el mismo procedimiento de conciliación familiar se acordara el establecimiento 
de una pensión de alimentos, así como la determinación de la tenencia y un 
adecuado régimen de visitas en los casos en que hubiera hijos menores de edad. 


Estas conciliaciones efeccuadas por las partes, en asuntos relacionados con 
el derccho de familia, podrán scr integradas a la propuesta de convenio de 
separación convencional que las partes puedan presentar con posterioridad al 
juez, de acuerdo con el artículo 575 del Código Procesal Civil. Tratándose 


Kzalizado el inventario, se pagan las obligaciones sociales y las cergas y después e relncegra 4 cada cón- 
rez los hienes propios que quedaren” 
“Artículo 323.- Garanciales. 
¡Sos ganaricials os bien resmanes después de eeccuccdos los actos indicados cx el aríclo 322. 
Los gananciales se dividen por mitad encre ambos cónyuges o sus respectivos herederos. 

(319) Ley N' 26972, Ley de Conciliación. 
"Arsáculo 7.- Materias cncilables. 
¡Son materia de concliación las presersionos decerminadas u dererminables que ver sobre derechos 
disponibles delas pares 
Ea muceria de fumila, son conciiablos aquellas procersiones que versen sobre ponsión de alimentos, 
róglumen de viicas, encia así como ucras que se derivco le la relación familiar y respecto de las cuales 
las parres tengan libre disposición. El conciliador cn su acruación deberá aplicar el Peinipo del Incerés 
¡Superior del Niño (Y 
“Arícalo 9.- Tucsigibilidad dela conciliación cxerajudicil 
Para fcccos de la calificación de la demande judicial, no es cxsible la conciliación excrjudicial en los 
Sigolcates casos: 
1] 
5) En lor procesos judiciales referidos n pensión de alimente, régimen de vistas, renencia, mí como orros 
quese deriven de la relación falar y respecco delos cuales las partes ceogas bre disposició, 
Ha estos casos, la conciliación es faculcaciva 
(Arienlo modificado por ha Ley N* 29876, publicada cn el ario oficial el 4 de junio de 2012), 

(920) Código Procesal Civil. 
“Antículo 973.- Requisito especial dela demundo, 
A la demanda che anorarse especialmente la propuesta de convenio, firmada por ambos cónyuges, que 
regule los regímenes de ejercicio de la parra porestad, de alimentos y de liquidación de la sociedad de 

ancidlo conívree a isventerio valorizado de ls bienes cuya propiedad sc acredicado” 
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de una pretensión de divorcio la copia certificada del Acta de conciliación 
podrá anexarse a la demanda de separación convencional y divorcio ulterior. 


En el supuesto de que la decisión de liquidar la sociedad de gananciales res- 
ponda a la voluntad de iniciar los trámites para la disolución del vínculo matri- 
monial de manera convencional en sede no jurisdiccional, recordemos que de 
conformidad a lo señalado por la Ley N? 29227, Ley que regula el Procedi- 
miento No Contencioso de la Separación Convencional y Divorcio Ulterior en 
las Municipalidades y Notarías, conocida comúnmente como “Ley de Divorcio 
do", existe la posibilidad de iniciar este trámite ante una municipalidad o 
una notaría, para lo cual se debe cumplir con presentar sentencia judicial firme 
0 acta de conciliación extrajudicial que regule los temas de alimentos, tenencia 
y de visitas de los hijos menores de edad y/o hijos mayores con incapacidad, y si 
hubiera bienes sujetos al régimen de sociedad de gananciales, se debe contar con 
la escricura pública de sustitución o liquidación del régimen patrimonial, que 
perfectamente puede ser acordado en el acta de conciliación extrajudicial, pero 
debe encontrarse inscrita en los Registros Públicos para ser eficxz ante terceros. 


TI. LAS UNIONES DE HECHO 


Empero, los conílictos familiares susceptibles de someterse a un procedi. 
miento de conciliación extrajudicial no se dan únicamente en Familias que sur- 
gen del acto del matrimonio, pues también existen familias que se originan 
por el vínculo consanguíneo y que han sido normadas por nuestra legislación. 
Recordemos que el Código Civil de 1984 regula a las denominadas uniones 
de hecho, también conocidas como uniones de convivencia, que por definición 
contenida en el artículo 326 del Código Civil”, son uniones entre hombre y 
mujer libres de impedimento matrimonial, para alcanzar finalidades y cumplir 


($21) Código Civil persuwo (modificado por Ley N* 30007): 
"Artículo 326.- Efcctes de uniones de hecho. 
La unión de hecho, voluntariamente reglizada y emancenida por un varón y ura mujer, libres de 
impedimento matrimonial, para alcarzar fialicaces y cumplir deberes semejantes a los del macrimonio, 
“origina ua sociadad de bienes que se sujera al régiomos de sociedad de gananciales, a cuaora le lucre 
iplicable, siempre que dich unión haya durado, por lo nenos dos años continuos, 
La posesión constante de estado a parir de feche aproximada puede probarse cun cualquiera de los medios 
asésitidos pur la ley procesal, siempre que exista un principio de prueba esria. 
La unión de hecho termina por emuerto, auscacia, mutuo acuerdo y decisión unilareal, En esto úlcieno 
juce puede concecer, a elección del abandonado, una concidad de díncro por concepto de 
“indemnización e una pensión de alimentos, además de los derechos que le corresponda de conformidad 
«con el régimen de socedad de gananciales. 
“Tratándose de la unión de hecho que no reúna las condiciones señaladas en ote arrículo, el inrercendo 
cien expolita, en su caso, la acción de emsiuecimiento indebado. 
Zas utiones de hecho que scúnea las condiciones señaladas ca el presence artículo producen, respecto de 
sus miembros, derechos y deberes sucesorio, similares les del matrimonio, por lo que as disposiciones 
comtenidas en lor arríalos 223, 727, 730, 731, 752, 822, 83, £2 y M5 del Código Civil se aplican al 
incegramne sobrevivienee de la unión de heubo es ls sémmieos en que se aplicaría al cónyuge” 
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deberes semejantes a los del matrimonio, por un periodo mínimo de dos años 
de convivencia continua, y que genera una sociedad de gananciales cuando 
hay un previo reconocimiento de la convivencia. 


Esto es concordante con lo prescrito en el artículo 5 de la Constitución 
Política del Perú de 19932 que al referirse al concubinato señala que la 
unión estable de un varón y una mujer, libres de impedimento matrimonial, 
que forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad de bienes sujeta al 
régimen de la sociedad de gananciales en cuanto séa aplicable. 


En estos dispositivos legales vemos que el concepto de unión de hecho se 
equipara al de concubinaro, pues en ambos casos se habla de una conviven- 
cia habitual y pública entre dos personas de distinto sexo"*, o como señala 
magistralmente Cornejo Chávez, el concubinato (en sentido restringido) es la 
convivencia habitual, esto es, continua y permanente, desenvuelta de modo 
ostensible y sin impedimento para transformarse en matrimonio, en donde 
se infiere que no se considera incluida la relación sexual esporádica y el libre 
comercio carnal y la convivencia violaroria de alguna insalvable disposición 


legal relativa a los impedimentos para contraer matrimonio**”, 


1. Derechos derivados de una unión de hecho 
1.1. Derechos patrimoniales 


El mismo artículo 326 del Código Civil señala que la unión de hecho ter- 
mina por muerte, ausencia, mutuo acuerdo o decisión unilateral; siendo que 
cuando la unión de hecho termina por decisión unilateral o abandono, el 
abandonado puede solicitar una indemnización o una pensión de alimentos, 
además de los derechos que le correspondan de conformidad con el régimen 
de sociedad de gananciales. 


Pero, no toda unión entre varón y mujer puede ser considerada como una 
unión de hecho, pues debe cumplir con los requisitos señalados en el artículo 
326 del Código Givil, De allí que, doctrinarismente, se hace el distingo entre 
unión de hecho propia y unión de hecho impropia. 


Consutución Política del Perú de 1993 

'Aricalo 5. Concubinaco, 

La unión estable de un varón y unx mujer, libres de impecimento marrimorial, que forman wn hogar de 

hecho, de lugar a una comunidad de bienes sujea al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto sea 

aplicabl. 

(422) Arsrque se puede afirmar que el ercalo 402, muvera 3 del Código Civil contiene uns definición legal de 
«concubinato sl señalar expresamente: "se considera que hay concubinaco Cuando un vardo y tuna mujer, 

sin estar cosas entres, hacen vida de tales 

Héxor CORNEJO CHÁVEZ, Derio Fumilan pornanor scodad conyugal, suciedad perno - filial, amparo 

foredior del incprc. Gaceta Juridica, Lira, 1999, p. 63, 
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En el caso de la unión de hecho propia (que es la que cumple todas las 
condiciones reguladas en el artículo 526 del Código Civil) los miembros de 


dicha unión cienen derecho a la indemnización o al establecimiento de una 
pensión alimenticia y a la liquidación de sociedad de gananciales. 


Para el caso de la unión de hecho impropia (que es cuando la unión 
de hecho no cumple con las condiciones establecidas en el artículo 326 del 
Céódigo Civil, ya sca que la unión sc dé entre personas libres que no cumplen 
con el plazo legal o cuando se encuentren casadas con otra persona o tengan 
impedimento para legalizar su unión) el conviviente abandonado únicamente 
tiene derecho a demandar al otro miembro de la unión de hecho impropia por 
enriquecimiento indebido. 


Pero el hecho de que la convivencia cumpla con las condiciones señala- 
das en el artículo 326 del Código Civil no la convierte de manera automática 
en una unión de hecho propia, pues debe procederse al inicio de un trámite de 
reconocimiento de dicha convivencia para que se produzcan los efectos a nivel 
pacrimonial y se haga efectiva la protección al conviviente abandonado en lo 
que corresponde al derecho a ser indemnizado o a solicitar una pensión ali- 
menticia, así como a tener derecho a los bienes que se consideran parte de la 
sociedad de gananciales. Dicho reconocimiento puede ser judicial o notarial. 


2, Derechos sucesorios 


Posteriormente, la modificación introducida al artículo 326, n /2ne, del 
Código Civil por la Ley N* 30007, Ley que reconoce derechos sucesorios entre 
los miembros de uniones de hecho, amplía la protección patrimonial al reco- 
nocer derechos y deberes sucesorios similares a los del matrimonio a los con- 
vivientes integrantes de una unión de hecho que cumpla con los requisitos 
del artículo 326 del Código Civil y que se encuentre vigente al momento del 
fallecimiento de cualquiera de sus miembros y que se aplican al integrante 
sobreviviente de la unión de hecho en los rérminos en que se aplicarían al cón- 
yuge. Nótese que, al igual que el marco normarivo previo, para tener dere- 
chos sucesorios como conviviente se requerirá que la unión de hecho cumpla 
con los requisicos del artículo 326 del Código Civil, que sc encuentre vigente 
al momento del fallecimiento de cualquiera de sus miembros%” y además se 


(925) Ley N? 30007. 
"Artículo 2 Procecencia para el recoicimiento de derechos sucesorio 
Pers cuela unión de hecho dé lugar a derechos sucesoros e requisito que reána las condiciones señaladas 
en el articulo 326 del Cádigo Civil y que se encuentro igente al momento del fallecimiento de cualquiera 
dde sus miembros" 


E Martín Pinedo Aubián / La conciliación extrajudicial 


proceda al acto del reconocimiento de la convivencia”, el mismo que puede 
ser voluntario a través del inicio de un trámite de muruo acuerdo ante una 
notaría, o forzoso mediante el inicio de un proceso judicial de reconocimiento 
de convivencia. 


IV. LA CONCILIACIÓN EN TEMAS DE DERECHO FAMILIAR 


1. La facultatividad de la conciliación familiar 


Resulta interesante la posición del legislador en lo que respecta a las 
materias conciliables en temas de familia. Así, el segundo párrafo modificado 
del artículo 7 de la Ley de Conciliación que regula las materias conciliables 
obligatorias adoptó expresamente el principio del nameras apertus al señalar los 
temas de familia que son objeto de conciliación extrajudicial, al ser conside- 
tados como materias conciliables aspectos referentes a pensión de alimentos, 
régimen de visitas, tenencia y otras que se deriven de la relación familiar y 
respecto de las cuales las partes tengan libre disposición, debiendo el concilia- 
dor aplicar el principio del interés superior del niño, 


Esco implica en principio la posibilidad de incorporar como materia con= 
ciliable á cualquier otro tema de familia distinto a los enumerados taxativa- 
mente (como ocurre con la liquidación de sociedad de gananciales, que se dejó 
de mencionar como materia conciliable expresa, o los temas de modificatoria 
de alícuota en el caso de varios herederos sobre un mismo bien, o la división y 
artición de bienes entre herederos reconocidos, etc... 


En lo que respecta a la naturaleza facultativa de la conciliación en temas 
de familia, la modificación establecida por la Ley N% 29876, publicada en el 
diario oficial El Pernano el 5 de junio de 2012, ha incorporado al artículo 9 de 
la Ley de Conciliación que regula las materias conciliables facultativas, que 
los temas de familia —específicamente los referidos a pensión de alimentos, 
régimen de visitas, tenencia así como otros que deriven de la relación fami- 
liar y respecto de los cuales las partes tengan libre disposición scan consi- 
derados facaleativos; aunque la récnica legislativa es deficiente, pues no se 
ha dejado de considerarlos como materias conciliables obligatorias señaladas 


(926) Ley N'30007. 
“Artículo 3- Reconocimiento de derechos socesarios 
Bars los efectos de la presente Ley; se reconocen derechce sucesorios «Favor de los miembros de uniones 
dle hexho nscscas cn el Regisero Personal, de conformidad cor lo escablecido cn el uscculo 49 de la Ley 
26662, Ley de Comperencia Notarial en Ásuncos No Contenciosos, o nuconocidas por La vía judia 
Sín perjuicio de lo antes establecido, el integrante scbrevivienre prede solicitar cl reconocimiento jdicial 
le la ug de hecho e arce del fallecimiento del cuarta o sé hubiera stllzaco la irscsipeites risa 
“odiada cu el páecalo amrior”, 
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expresamente en el artículo 7 de la Ley, incongruencia normariva que tendrá 
que modificarse necesariamente, puesto que de una lectura aislada del artículo 
7 de la Ley de Conciliación, los magistrados podrían declarar la improceden- 
cia de una demanda en temas de familia, al seguirse señalando que los temas 
de familia son materias conciliables obligatorias. Una opinión personal es que 
no exiseía una justificación válida para que los temas de familia sean declara 
dos facultativos, debiendo de analizar la conveniencia de volver a considerar- 
los como materias conciliables obligarorias. 


Por otro lado, sí bien es cierto que la conciliación en temas derivados del 
derecho de familia ha pasado a ser una materia conciliable facultativa, debe= 
mos resaltar que las actas de conciliación con acuerdo tienen el mismo mérito 
ejecutivo y en caso de incumplimiento de los acuerdos, estos pueden ser exi- 
gidos a cravés del proceso de ejecución de resoluciones judiciales, La facul- 
tatividad reposa en la falta de exigencia del cumplimiento de la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad antes de la interposición de una 
demanda, pero suscrito un acuerdo, este posee mérito ejecutivo. 


2. Las materias conciliables en temas de familia 
En conclusión, las materias conciliables en remas de familia siguen siendo: 


1) El establecimiento de una pensión de alimentos. 


La solicitud para el establecimiento de una pensión de alimentos puede 
ser presentada no solo para los hijos menores de edad (que es la situa- 
ción más usual), sino que también existe la posibilidad de que perso- 
nas mayores de edad en su condición de acreedores alimentarios pue- 
den solicitarla a sus deudores alimentarios, como ocurre en el caso de 
los cónyuges, o los padres que piden alimentos a sus hijos mayores de 
edad así como los hijos que habiendo alcanzado la mayoría de edad se 
encuentran cursando con éxito estudios de una profesión u oficio, 


También los convivientes miembros de una unión de hecho propia pre- 
viamente reconocida podrían intentar extrajudicialmente el estables 
miento de una pensión de alimentos a su favor en caso de abandono. 


Otro aspecto a considerar es que, al amparo del artículo 46 del 
Código Civil*%” que regula la capacidad adquirida, la pensión de 


(327) Codigo Cil peruanos 
“Artícalo 46. Capacidad 2dquirida por masrimenio  tiralo oficial. La incapacidad de las personas mayo 
rea de dicciats (16) añes cesa por matsimonia o por obrener riulo oficial que les autori a ejercer una 


prokesión alii 
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alimentos puede ser solicitada también por menores de edad que 
sean padres de menores de edad" 


Otro tema a considerar es la posibilidad de conciliar si la pensión ali- 
menticia ya se encuentra fijada en una sentencia judicial. Creemos, 
sobre la base del principio de revisión de derechos, que si las par- 
tes que se encuentran mencionadas en la sentencia lo desean, pueden 
conciliar el establecimiento de nuevas condiciones para el cumpli- 
miento de la pensión de alimentos en los casos de aumento, reduc- 
ción y hasta exoneración de alimentos, para lo cual deberá mencio- 
únase en el Acta de conciliación que existe una sentencia previa y las 
partes de común acuerdo deciden modificarla“"”, Un tema discutible 
se presenca en los casos de prorrateo, cuando un tercero decide soli- 
citar una pensión de alimentos, y el obligado ya se encuentra cum- 
pliendo con el pago de una pensión de alimentos por mandato judi- 
cial a otro acreedor alimentario; en este caso particular, consideramos 
que no se debe exigir la conciliación, toda vez que habría que invi- 
tar a conciliar no solo al deudor alimentario, sino también al acree- 
dor alimentario, lo que disminuye las posibilidades de éxito de la 
conciliación, 


Ta capacidad adquirida por matrimonio no se pierde par la ceminación de est, 

“Tratándose de mayores de catorce (14) años cesala incapacidad a partir del nacimiento del hijo, para sali 
Zar solamente los siguientes cios 

1. Reconocer asus hos. 

2. Demandar por gastos de embarizo y paro, 

3. Desmandar y er perra en los procesos de tenencia y alimencos ufovor de vu hijos 

4, Deseundar y ser parts en los procisos de lución scraaccimcndal de sus js 

(828) Sobre este parricnar, debemos precisar que el nomeral 3 del artículo 12 cel Reglamento de la Ley de 
“Conciliación, aprobado por Decreto Supremo NY" 014-2004-JUS, habla los amenores de edad que seso 
represensances de sus lies en su concición de padre», a solcica la concillción exurajulicial e temas 
relaos a alimentos y régimen de vistas, lo que concordado de mancza sistemática con cl areículo 46 del 
Código Civil mos llevaría a «firmar que también se encontrarían habilitados para solcirar la conciliación 
sedal o reas de renncia. 

(529) Un rema contlitivo a añvel procesal lo renemos cuando la serteng previa que establece la pensión de 
alimentos ha ordenado que ext se haga cfcciva meciante la modalidad de descuento por planilla y que 
debe ser realizada pos el empleados del deuder alimensaro, En la pácica, el cmpleado: podía excusarso 
¿del cumplimiento del acta de conciliación que reemplaza a la sentencia pervia, al argumentar que debe 
ser un Juez quien le ordene dejar sin efecto el camplimucero de dicha sentencia,  pessr que legalmente 
tanto cl acta de concilición y lu sencenci tienen el mismo vslor ejecutivo, En osos casos, y a pesar de 
existir acuerdo previo de las partes, tc deberá iiciar un proceso de ejccnción del acea de conciliación no 
por incumplimiento sino por imponibilidad de cumplimiento del seuerdo concilisrorio. En st jemtido 
Fesultaria Conveniente que en este aso se halle un proceso simple y expeditivo por el cual se cemita el 
acta que reemplaza a 1a sentencia previa a mn juzgado, pero no para ejecutar el acta sino pars que sa. 
homologada y que sea el propio juzgado el que norligue al empleador de la variación de la sentencia 


previa por acta mueva a ectos de que le dé cumplimiento, 
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ii) El establecimiento de un régimen de visitas, a efecros de que el padre 
que no vive con sus hijos pueda mantener un adecuado contacto con 
aquellos. 


ññ) El establecimiento de la tenencia, a favor del padre que vive con sus 
hijos. 


iv) Otros derechos que se derivea de la relación familiar y sobre los cu= 
los las partes tengan libre disposición. 


Vale la pena mencionar, además, que en los tres primeros casos (alimen- 
tos, régimen de visitas y tenencia) lo que sc concilia no es el reconocimiento 
de esos derechos —los cuales ya existen, sino por el contrario se conciliará 
acerca de la forma en que van a hacerse efectivos. 


Así, vemos que es perfectamente válido que no solo los cónyuges sino los 
convivientes que forman parte de una unión de hecho propia, intenten some- 
ter a conciliación extrajudicial las controversias relativas al establecimiento de 
una pensión de alimentos a su favor y la liquidación de la sociedad de ganan= 
ciales, sino que además se podría iniciar un procedimiento conciliatorio para 
intentar acordar el pago de una indemnización al conviviente abandonado. 
Para ello, las uniones de hecho deberán camplir con los requisitos del artículo 
326 del Código Civil y haber cumplido con el trámite —voluntario o forzoso— 
del reconocimiento de la convivencia. 


Otro tema que se desprende es la posibilidad de conciliar temas como la 
división y partición de bienes hereditarios, para lo cual los solicitantes debe- 
rán acreditar no solo la condición de heredero, sino el título de heredero, para 
poder disponer de los bienes que conforman la masa hereditaria. Así, será 
requisito adicional a las solicitudes de conciliación el hecho de anexar la res- 
pectiva declaratoria de herederos o documento similar que los declare herede- 
ros. En este supuesto, podríamos aceptar solicitudes de conciliación presenta- 
das por cónyuges o convivientes que deben acreditar el título de heredero. 


3. Temas que no pueden ser objeto de conciliación extrajudicial 


Pero tenemos ciertos tipos de controversias que no pueden conciliarse, ya 
que existe impedimento legal expreso de somererlas a conciliación, como los 
temas sobre violencia familiar (art. 7-4, inc. hy) de la Ley) o los casos en que se 
trate de derechos y bienes de incapaces absolutos y relativos (art. 7-A, inc. e) de 
la ley). En estos casos, se debe presentar la demanda directamente al órgano 
jurisdiccional, señalando que por mandato legal expreso se exime de cumplir 
con el requisito de procedibilidad de la conciliación extrajudicial, 
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Un tema que no se ha entendido en su real magnirud por algunos ope- 
radores de la conciliación es el referido al divorcio. El divorcio consiste en que 
los cónyuges, después de un trámite más o menos lato, obtienen la declara- 
ción de que su matrimonio ha terminado y de que pueden, en consecuencia, 
inicias una nueva relación matrimonial o de simple convivencia. 


Recordemos, además, que las causales de divorcio se encuentran regula- 
das en el artículo 333 del Código Civil, siendo que únicamente en el divor- 
cio por scparación convencional o de mutuo acuerdo, ambas partos deciden 
de manera conjunta iniciar el trámite para solicitar la disolución del vínculo 
matrimonial; empero, en los demás casos nos encontramos frente al conocido 
divorcio sanción en el que el cónyuge inocente solicita ante el juez la destru 
ción del vínculo marrimonial por causa de la conducta del otro cónyuge que 
resulta culpable por realizar una conducta sancionada por el marco legal. 


Empero, en cualquiera de los casos, el divorcio es un pronunciamiento de 
la autoridad y no de las partes, por lo tanto no resulca una materia concili 
ble, y atendiendo a la naturaleza del divorcio por causal, no debería exigirse el 
inicio del procedimiento conciliarorio como requisito de procedibilidad al no 
poscer las partes libre disposición sobre la disolución del vínculo matrimonial. 


En este mismo sentido, como ya hemos visto, nada impide que los acuer- 
dos que versen exclusivamente subre asuntos de alimentos, tenencia, régimen 
de visitas y la liquidación de la sociedad de gananciales puedan integrarse a 
la propuesta de convenio que se presente con la demanda de separación con- 
vencional, pero no es factible un acuerdo respecto del inicio de los trámites de 
divorcio, pues en caso de incumplimiento se caería en el absurdo de preten- 
der exigir al juez que uno de los cónyuges se divorcie del otro en vía de ejecu- 
ción, S: el divorcio es de mutuo acuerdo, se deberá confiar en el ánimo de los 
cónyuges de culminar dicho proceso (en el que existe la posibilidad de desisti 
miento, reconciliación); empero, si solamente hay voluntad de uno de los cón- 
yuges, entonces se deberá seguir el proceso de divorcio invocando las causales 
específicas que resulten pertinentes. No hay otra vía procesal. 


"También recordemos que la Ley N* 29227, Ley que regula el procedi- 
miento no contencioso de separación convencional y divorcio ulterior ante 
municipalidades y notarías, conocida comúnmente como Ley de Divorcio 
Rápido, exige que en caso de existir hijos menores de edad o mayores con 
discapacidad, se debe acreditar haber resuelto los temas referentes al ejercicio 
de la patria potestad en lo que respecta a pensión de alimentos, régimen de 
visitas y tenencia, mediante una sentencia firme y consentida o mediante un 
acta de conciliación regulada por la ley de la materia. Si tomamos en cuenta 
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lo señalado por el artículo 4 de la Ley N* 29227, para solicitar la separación 
convencional, en el caso de que los cónyuges tengan hijos menores de edad 
o con incapacidad, deben presentar una sentencia judicial o un acta de con- 
ciliación emitida conforme a ley, respecto de los regímenes del ejercicio de 
la patria potestad, alimentos, tenencia y de visitas de aquellos. Aquí surge 
una discrepancia respecto de las marerias conciliables, pero debemos hacer 
la precisión que según la Ley de Conciliación la patria potestad no resulra- 
ría una materia conciliable, pero sí los atributos que derivan de ella, especi- 
ficamente en lo que respecta a alimentos, régimen de visitas y tenencia. Ási- 
mismo, el tema de divorcio, repetimos, no es una materia conciliable al no ser 
un derecho de libre disposición de las partes, sino un pronunciamiento de la 
autoridad. 


Finalmente, resulta evidente que los temas referidos al reconocimiento de 
la filiación, o al reconocimiento de la condición de heredero no son maerías 
conciliables por no ser materias de libre disposición de las partes, requiriendo 
forzosamente un pronunciamiento del órgano jurisdiccional. 


Y. CONVENIENCIA DEL EMPLEO DE LA CONCILIACIÓN 
FAMILIAR 


Se sabe que una de las principales ventajas del empleo de la Concilia- 
ción Extrajudicial es que los temas de alimentos, régimen de visitas, tenen- 
cia y liquidación de sociedad de gananciales pueden ser tramitados ante los 
centros de conciliación Extrajudicial, contando con la participación de un ter- 
cero capacitado y especializado en estos temas denominado conciliador extra- 
judicial, el mismo que debe contar con una especialización y acreditación en 
temas de familia lo que garantiza su desempeño eficiente. Además, el proce- 
dimiento provee un esquema en que el conciliador extrajudicial direcciona el 
procedimiento conciliatorio con la finalidad de ayudar a las partes a encontrar 
una solución que signifique la posibilidad de restablecimiento de la relación 
familiar o, si ello no es posible, una salida menos adversarial y dolorosa que 
la proporcionada por el esquema judicial, la misma que es obtenida dentro de 
un procedimiento que se caracteriza por su economía (respecto de los costos 
del proceso judicial) y por su celeridad (ya que rara vez su duración excede de 
30 días calendario). 


Pero no debemos confundir el papel de un conciliador con el de un recon- 
ciliador. Así, la participación del conciliador no está orientada a reconciliar a 
la pareja, sino que abre la posibilidad de ayudar a los miembros de la fami- 
lía a reorganizar sus relaciones familiares, pues estos problemas afectan a la 
totalidad de los componentes de la familia, y se tornan en problemas muy 
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complejos puesto que afectan la continuidad no solo de la relación matrimo- 
nia, sino de las relaciones pacerno-filiales; y decimos que son problemas com- 
plejos porque el vínculo matrimonial supone no solamente el origen de diver 
sos derechos, deberes y obligaciones entre los componentes de la Familia, sino 
que también ha existido una interacción tan estrecha en el plano afectivo pro- 
ducto de la convivencia tan prolongada, por lo que se hace necesario regular 
de manera detallada las consecuencias de la separación a partir del hecho de 
que ambos cónyuges han considerado que no es posible mantener la unidad 
matrimonial, En este sentido, el conciliador ayuda a los miembros de la fami- 
lía en crisis a intentar resolver sus controversias mediante la suscripción de 
acuerdos voluntarios, mutuamente satisfactorios y, por ende, con mayor vocá- 
ción de complimiento, 


Además, a través de la coparentalidad se hace entender a los miembros 
de la pareja conyugal o convivencial que la ruptura de la relación de pareja no 
debe afectar la continuidad de las relaciones con sus hijos. En otras palabras, 
podrán dejar de ser una pareja, pero nunca dejarán de ser padres, por lo que 
ambos deben esmerarse en potenciar y cumplir de mejor manera dicho rol en 
beneficio de sus hijos. 


Esperemos que el empleo de la conciliación extrajudicial en temas de 
familia suponga que los miembros de una familia en crisis vean la posibilidad 
de resolución pacífica de los innumerables problemas familiares que se pre- 
sentan en la realidad, los mismos que pueden ser apreciados en un ambiente 
menos litigioso y más humano. 


CAPÍTULO 
XVI 


LA POSIBILIDAD DE INCURRIR 
EN OMISIÓN DE ASISTENCIA 
FAMILIAR POR INCUMPLIMIENTO 
DE ACUERDOS CONCILIATORIOS 
SOBRE ALIMENTOS 


IO) 
XVII 


LA POSIBILIDAD DE INCURRIR EN 
OMISIÓN DE ASISTENCIA FAMILIAR 
POR INCUMPLIMIENTO DE ACUERDOS 
CONCILIATORIOS SOBRE ALIMENTOS 


“Muchas de las cosas que hemos menester tienen espe- 
ra, el xúño, no. ÉL escá haciendo ahora mísino sus huesos, 
criando su sangre y ensayando sur sentidos. A dl no 16 
puede responder: "mañana". Él se llama 'ahora”, 


Gabriela Miseral 


1 INTRODUCCIÓN 


Los alimentos se constituyen ca una institución muy importante en el 
Derecho familiar, por la cual se cumple la función protectora a los miembros 
de la familia, en especial a los hijos 


La obligación de prestar alimentos no solamente se limita a los padres, 
sino también puede extenderse a otros familiares que según la ley posean la 
condición de deudores alimentarios, y su incumplimiento se constituye en una 
excepción al principio consagrado constitucionalmente de que no hay prisión 
por deudas, habilicando al acreedor alimentario que se vea perjudicado por 
el incumplimiento a que, una vez verificado este y existir un requerimiento 
previo a nivel judicial, se pueda formalizar la denuncia por el delito de omi- 
sión de prestación de alimentos, delito que se encuentra penado hasta con tres 
años de pena privativa de libertad. 


Como es conocido, de ordinario el establecimiento de una pensión ali- 
menticia se da a eravés de una sentencia al final de un proceso judicial por ali- 
mentos y su incumplimiento por parte del deudor habilita al acreedor alimen- 
tario perjudicado a acudir a la vía penal a efectos de lograr coercitivamente 
el cumplimiento de las pensiones adeudadas por un comportamiento doloso. 
Empero, de la forma como se encuentra redactado el marco normativo surge 
la duda respecto a la posibilidad de acudir a esta misma vía penal y denun- 
ciar por el delito de omisión de asistencia familiar a la persona que incumple 
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con la obligación alimentaria que emana como consecuencia de la suscri 
ción voluntaria de un acta de conciliación extrajudicial y no de una resolución 
judicial firme y consentida. En el presente artículo intentaremos abordar este 
tema con la finalidad de unificar criterios entre los distintos operadores jurí- 
dicos que beneficien en última instancia a los beneficiarios de una pensión de 
alimentos libremente acordada. 


IL. EL DERECHO CONSTITUCIONALA NO SUFRIR PRISIÓN POR 
DEUDAS Y EL INCUMPLIMIENTO DE DEBERES ALIMENTA- 
RIOS COMO EXCEPCIÓN 


L El precepto constitucional “no hay prisión por deudas” 


La Constitución Política de 1993 establece en el apartado c) del inciso 24 
del artículo 2 como un derecho fundamental, que toda persona tiene dere 
cho a la libertad y a le seguridad personales; en consecuencia, no hay prisión 
por deudas, pero señala a continuación como excepción que este principio no 
Limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios %, 


Para García Toma, nuestra Cons ción solo admite la pérdida de la 
libertad en caso de morosidad económica únicamente cuando se acredite el 
incumplimiento de los deberes alimenticios, siempre que —de acuerdo con lo 
prescrito en el artículo 12 del Código Penal-- hubiere intención dolosa, es decir, 
que se acredise la intención o voluntad de incumplir. En oeras palabras, para 
nuestro sistema constitucional no existe la prisión por deudas salvo en el caso 
del incumplimiento doloso de los deberes alimentarios. El Tribunal Constitu- 
cional en el caso Amelia Gómez Sánchez Benvenuto (Exp. N? 02982-2003- 
HC/TC) ha señalado que la referida proscripción de la prisión por deudas 
tiene como excepción el incumplimiento de los deberes alimenticios, “toda 
vez que, en tales casos, están de por medio los derechos a la vida, la salud y a 
la inegridad del alimentist, en cuyo caso el juez competente puede ordenar 
la restricción de la libertad individual del obligado” * 


(430) "Conscitación Política del Perú de 1993. 
Articulo 2.- Derechos fundamentales dela persona 
"Tecla peraca tene derecho: 


Lo 
24, A la libercad y 4 la seguridad personals, En consccencia: 
re 
€. No hoy piitn par decdas. Esc palacio ss Usa el cacidaco judicial por incumpliclento de deberes 
clzcncarios. 
4 

(831) GARCÍA TOMA, Victor Las dorchn: fandamentalo, 2 edición corregida y aumentado, Adews SRL 
Accguipa, abri, 2013, pp. 304-306. 
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Así, nuestro sistema jurídico es claro al establecer que se encuentra pros- 
crita la pérdida de la libertad de un deudor por la existencia de deudas civiles 
no canceladas y que cn la antígiicdad cra una situsción muy común, conforme 
lo reconocía el Derecho Romano con la figura de la mamas ¿njectóo, que facul- 
taba al acreedor para tener preso en su casa al deudor moroso o insolvente, y 
vencido el plazo dado por el magistrado para el pago de la deuda, el acreedor 
podía dar muerte al dendor o venderlo como esclavo. Esta prohibición, que 
actualmente es regla general reconocida constirucionalmente como parte inte- 
grante del derecho a la libertad, tiene como única excepción que puede oca: 
sionar la pérdida de la libertad del deudor el incumplimiento de deberes al 
mentarios por parte de aquel. 


2. El tipo penal de omisión de prestación de alimentos 


Cuando una persona incumple dolosamente sus deberes alimentarios 
incurre en la conducta tipificada en el artículo 149 del Código Penal, que hace 
referencia al delito de omisión de prestación de alimentos que forma parte del 
Capítulo IV sobre la omisión de asistencia Familiar. Allí se señala que "aquel 
que omire cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial, será reprimido con pena privativa de la libertad no mayor 
de tres años o una prestación de servicios comunitarios de veinte a cincuenta 
jomales, sin perjuicio de cumplir el mandaco judicial "9, 


Como señala Peña Cabrera%”, el tipo penal del artículo 149 del Código 
Penal tendría como objero la integridad y bienestar de la familia, cuando el 
sujero obligado no sarisface por entero las necesidades más elementales de 
sus miembros, en otras palabras, el deber de asistencia familiar. La ley exige 
que este incumplimiento esté referido no solo a la falta de asistencia mare- 
rial o económica, sino también a la de carácter moral, como son las obligacio- 
nes de auxilio mutuo, educación, cuidado de la prole, etc. Así, para un sec- 
tor de la doctrina, se protege un bien dual: primero, el eficaz cumplimiento 
de los deberes familiares establecidos por la legislación civil, sancionando el 


(632) Código Penal: 
Arekculo 149 - Omisión de prestación de alimentos 
El que omiee cumplir us obligación de presar los alimentos que csablece una resolución jdicil será 
reprimido cea pena privativa de libertad no mayor de eres años, o con prestación de sevicio comunitario 
dle veinse a cincucnidós orcas, sin perjuicio de cumplir el mundaso judicial. 
Siel agente ha simulado orra cbligación de alimentos en connivencia con sra persona. rennncia.0 aban- 
¿lora mmalicienamente su trabmjo La pena será mo menor de uno mi mayor de cuatro años. 
St resulea Lesión grave muere y ess pudieron ser previscas, la pen será uu menys de dos el mayor de 
¿uaaro años en caso de lesión grave, y no menor de tr mu mayor e se años cn caso de muerte, 

(633) Cfr PEÑA CABRERA FREVRE, Alone R. Derch Pmal, Bro paca. Tomo 1, Idervas, Lira, 2008, pp 
AS 
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incumplimiento del deber de asistencia y solidaridad que tienen su origen 
en las relaciones familiares, y por otro lado, también se protege el respeto al 
principio de autoridad, que se vulacra con cl incumplimiento de una resolu 
ción judicial. 


En cuanto al sujeto activo del delito, este sería el sujero “judicialmente obli- 
ado a prestar una pensión alimenticia” y, según lo previsto en el artículo 474 
del Código Civil, los sujetos que pueden ser pasibles de una resolución juris- 
diccional de dicha naturaleza, serán los cónyuges, los ascendientes y descen- 
dientes y, los hermanos. El sujeto pasivo sería los menores hasta los 18 años, 
a menos de que se trate de un incapaz que no se encuentre en aptitud de 
atender su propia subsistencia o un hijo que se encuentre cursando estudios 
superiores con éxito; en el caso de los ascendientes, cuando se encuentran en 
estado de necesidad y, cuando se trata de los cónyuges, el alimentista será el 
cónyuge perjudicado por la separación de hecho. 


Prosigue Peña Cabrera señalando que esra figure delictiva refiere a un 
tipo de omisión propia, pues el agente contraviene un mandato imperativ 
“incumplimiento del contenido de una resolución jurisdiccional, en cuanto a 
la pensión alimenticia”, no se reficre a verificar la causación de estado perjudi- 
cial alguno. Basta para dar por configurado el supuesto de hecho, que exista 
previamente una intimidación judicial y, luego el incumplimiento deliberado 
del sujeto obligado. Ahora bien, siguiendo esta lógica, para encontrarse obli- 
gado a cumplir con la obligación alimenticia, ha de recordarse que antes de 
pasar a la vía penal, se debe haber ordenado al agente el pago de un monto 
de dinero dererminado por concepto de pensión alimenticia ya sea como man- 
daro de un juez como consecuencia de un proceso de alimentos —aunque tam- 
bién las partes pueden haber acordado esta obligación alimenticia de manera 
voluntaria en un acta de conciliación judicial o extrajudicial o, como preren- 
sión acumulada en un proceso de divorcio-, dando lugar a la intimación judi- 
cial de cumplimiento bajo apercibimiento de ser denunciado penalmente, si es 
que no cumple con la prestación alimenticia a su cargo. 


Así, Peña Cabrera menciona la sentencia recaída en el Exp. N* 6473-97- 
Lima. SPSS, que señala lo siguiente: “No basta la existencia de una sentencia 
fijando una pensión alimenticia y el presumido incumplimiento para que pro- 
ceda ¿ps0 facto la denuncia por omisión a la asistencia familiar, sino que además 
debe constatarse la presencia de una resolución conminatoria bajo apercibi- 
miento de ser denunciado por el ilícito mencionado”, De igual manera, la sen- 
tencia recaída en el Exp. N% 79-93-Lima dice: “Que se encuentra acreditado 
en autos que el procesado se sustrajo de su obligación de prestar alimentos a 
sus menores hijas, tal como fue ordenado en sentencia en el Fuero Civil y pese 
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a haber sido requerido conforme a ley para su pago, configurándose el delito 
materia de instrucción”. 


TIL. LA PENSIÓN DE ALIMENTOS 


Los alimentos no se limitan al simple hecho de nutrir, sino que implican 
una serie de elementos indispensables para el sustento, habicación, vestido, 
recreación y asistencia médica y psicológica, así como también educación, ins- 
1 y capacitación para el trabajo, es más, el Código del Niño y del 
Adolescente también considera como alimentos a los gastos del embarazo de 
la madre desde la concepción hasta la etapa de postparto", 


1. Formas de establecerse la pensión de alimentos 


Existen dos formas de establecerse la obligación alimentaria: 


Una primera forma, voluntaria, es cuando de mutuo acuerdo las partes 
determinan de manera libre y consensuada el monto, forma y periodicidad en 
que se cumplirá dicha prestación alimentaria, Esto puede hacerse mediante 
la suscripción de wn acta de conciliación extrajudicial, ya sea en un centro de 
conciliación Extrajudicial o en una Defensoría del Niño y del Adolescente, 
con lo cual se hace innecesario el inicio del proceso judicial. 


Respecto a la conciliación extrajudicial que se realiza ante un centro de 
concilisción Extrajudicial, el procedimiento conciliarorio se encuentra regn- 
lado por Ley N* 26872, Ley de Conciliación, y su Reglamento aprobado por 
Decreto Supremo N* 014-2008-JUS”%, reniendo el acta con acuerdo mérito 
de ser título ejecutivo de naruraleza extrajudicial, 


Por su parte, el procedimiento conciliatorio ante las Defensorías del Niño 
y del Adolescente se encuentra regulado por Ley N” 27337, Código de los 


(530) Codigo Gr 
'riclo 472. e entiende por alimentos lo que es indispensable paa el acento, hubución, exa, 
educación, nsrucón y epadcaión para el bajo, arrcnciamólic y patológica y recreación, segs 
Ta icuacón y posbiidads dela mal. También o gastos de embarazo e a madre desd ln conepión 
Fast lega de pseparto 
(Ariculo mediado por ley N*30292), 

(395) Lay N* 27357, Oigo delos Ninos y Adolsconrs 
“Ártico 92- Definición 
Se omsiera alimentos lo necesario pura el fscenso, Iubicación, eso, educació. inscrución y capaci 
cscón para dl usbajo, slercnda médico y puicológi y mcseción del elo del adolescents Taminén los 
Jas de embarazo e lead dele concepción het a sap de popa” 
draicalomoncado por Ley NS 30292) 

(336) Ch. PINEDO AUBIÁN, E. Marin. "e laca cumino l andar ali són al reido que pesen el 
prose conil”. En, Rio Jordá de Pr. 110, im, iiabe de 2010, pp. 315-345, 
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"Niños y Adolescentes, que debe ser concordado con la Ley N* 27007 y el 
Decreto Supremo N* 007-2004-MIMDES, que facultan a las Defensorías del 
Niño y del Adolescente para realizar conciliaciones extrajudiciales con título 
de ejecución. 


Empero, si no es posible el acuerdo mediante la forma voluntaria seña- 
lada precedentemente, queda la alternativa de que la pensión alimenticia sea 
establecida de manera forzosa por el jucz al final del respectivo proceso judi- 
cial de alimentos. Las características del proceso judicial suponen encontrar 
nos ante un mecanismo adversarial en el que el juzgador se encuentra en la 
obligación de imponer la solución a las partes a través de la expedición de 
vna sentencia, sin perjuicio de que las partes puedan conciliar ante el juez en 
la audiencia que este promueva, con lo cual carecería de objero el pronuncia 
miento jurisdiccional a través de la emisión de una sentencia, pues el acta de 
conciliación procesal cumple la misma finalidad que la sentencia en el sentido 
de que resuelve la controversia. 


En este sencido, recordemos que si se judicializa el tema de escablec 
miento de pensión de alimentos resultarán aplicables las disposiciones del pro- 
ceso único reguladas en el Código de los Niños y Adolescentes (artículos 164 
al 182), en donde se aprecia la posibilidad de que el juez invoque a las partes 
la solución de la controversia mediante conciliación, concluyendo el proceso 
con un acta, sin la expedición de una sentencia (art. 171), Por otro lado, se 
establece la aplicación supletoria del Código Procesal Civil (art. 182) 


Finalmente, resulta pertinente señalar que de acuerdo a la modificación 
efectuada por la Ley N” 30179, la acción que proviene de peasión alimen- 
ticia prescribe ahora a los quince años (habiéndose aumentado el anterior 
plazo de prescripción que era de dos años). Esto significa que, obrenida una 
sentencia o suscrica un acta de conciliación —que para efectos prácricos tie 
nen el mismo mérico ejecutivo— las obligaciones alimentarias que contienen 
pueden hacerse valer en la vía ejecutiva al ser exigibles dentro de ese plazo 
de prescripción. 


2. Sujetos obligados a prestar alimentos 


El Código Civil establece quiénes se encuentran obligados a prestar ali- 
mentos y su orden de prelación, así como quiénes pueden exigir el cumpli- 
miento de los alimentos, debiendo denominarse a los primeros deudores ali- 
mentarios y a los últimos, acreedores alimentarios. 


Según el artículo 474 del Código Civil, se deben alimentos recíproca- 
mente los cónyuggs, los ascendientes y descendientes y los hermanos. Por su 
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parte, el artículo 475 determina el orden de prelación de los obligados a pres- 
rar alimentos cuando sean dos o más los obligados a darlos, estando en primer 
lagar el cónyuge, en ausencia de este se transmite la obligación alimentaria 
a los descendientes, a los ascendientes, a los hermanos, En ausencia de cual- 
quiera de los anteriormente nombrados, la obligación alimentaria puede lle- 
gar a transmitirse inclusive a los tíos?” 


IV. LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL COMO MECANISMO 
ALTERNATIVO DE RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS FAMILIARES 


En principio, la conciliación extrajudicial es concebida como un requisito 
de procedibilidad obligatorio que resulta exigible antes de demandar sobre 
materias que versen sobre derechos disponibles, y únicamente en aquellos 
lugares donde se encuentra implementada la obligatoriedad de la exigibili- 
dad de dicho requisito. Ahora bien, esta exigencia no se aplica a los temas de 
familia al haber sido declarados como materias conciliables facultarivas. 


1. La facultatividad de la conciliación familiar 


El segundo párrafo modificado del artículo 7 de la Ley de Conciliación 
que regula las marerias conciliables obligatorias adoptó expresamente el prin- 
cipio del mumerm apertas al señalar los temas de familia que son objero de con- 
ciliación extrajudicial, al ser considerados como marerias conciliables aspecros 
referentes a pensión de alimentos, régimen de visitas, renencia y otras que se 
deriven de la relación familiar y respecto de las cuales las partes tengan libre 
disposición, debiendo el conciliador aplicar el Principio del Interés Superior 
del Niño. Esto implica en principio la posibilidad de incorporar como materia 
conciliable a cualquier otro tema de familia distinto a los enumerados taxaci- 
vamente (como ocurre con la liquidación de sociedad de gananciales, que se 
dejó de mencionar como materia conciliable expresa, o los temas de modif 
toria de alícuota en el caso de varios herederos sobre un mismo bien, o la divi- 
sión y partición de bienes entre herederos reconocidos, etc.) 


En lo que respecta a la naturaleza facultativa de la conciliación en temas 


de familia, la modificación establecida por la Ley N% 29876, publicada en el 


(937) Ley N' 27337, Código de los Niños y Adolescentes: 
“Artículo 93 - Obligados a prescr alimentos.- 
Es cbsligación de los padres presar alientos a los hijos. Por aumencia delos padres o desconocimiento de 
su paradero, prestan alimentos ca el orden de prelución slguiente: 
Los hermanos mayores de edad, 
Tosabnclos; 
Los purientes colaterales habia el ness grado; y 
Otros reprasabls del náño u del adolcsccane”, 
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diario oficial El Peruano el 5 de junio de 2012, ha incorporado al artículo 9 de 
la Ley de Conciliación que regula las materias concilizbles facultativas, que los 
cemas de familia —específicamente los referidos a pensión de alimentos, régi- 
men de visitas, tenencia así como otros que deriven de la relación familiar y 
respecto de los cuales las partes tengan libre disposición— sean considerados 
facultativos; aunque la técnica legislativa es deficiente, pues no se ha dejado 
de considerarlos como marerias conciliables obligatorias señaladas expre- 
samente en el artículo 7 de la ley, incongruencia normariva que tendrá que 
modificarse necesariamente, puesto que de una lectura aislada del arcículo 7 
de la Ley de Conciliación, los magistrados podrían declarar la improcedencia 
de una demanda en temas de familia, al seguirse señalando que los temas de 
familia son materias conciliables obligatorias. 


Una opinión personal es que no exiscía una justificación válida para que 
los temas de familia sean declarados facultativos, debiendo de analizar la con- 
veniencia de volver a considerarlos como materias conciliables obligatorias. 


2. El mérito ejecutivo de las actas de conciliación extrajudicial? 


De ordinario se suele afirmar que las actas de conciliación extrajudi- 
cial que contienen acuerdos tienen el mismo valor que una sentencia judicial 
firme y consentida. Esta afirmación reposa tal vez en el hecho de que ambos 
instrumentos comparten algunas características comunes, ya sea porque: 
i) ambas resuelven de manera definitiva la controversia, 1í) ambas evitan la 
revisión judicial de los hechos conflictivos; y, ili) ambas comparten la misma 
vía procesal cuando se tiene que acudir al órgano jurisdiccional cuando la 
parte obligada se muestra reacia a cumplir voluntariamente con sus obligacio- 
nes, teniendo que recurrirse al proceso de ejecución de resoluciones judiciales. 
Pero debemos hacer la precisión que esto no aplica para los casos de familia, 
en donde los conflictos se resuelven pero no de manera definitiva y, en conse- 
cuencia, se pueden volver a revisar los hechos conflictivos, todo ello en aplic: 
ción del principio de revisión de derechos —que desarrollaremos más adelante- 
y que se opone al principio de cosa juzgada, aunque esta situación no afecta el 
mérito ejecutivo del acta de conciliación con acuerdo y la posibilidad de recu- 
sir al órgano jurisdiccional en la vía del proceso de ejecución. 


Recordemos que son las partes las que están en condición de poder lle- 
gar a un acuerdo de manera voluntaria y consensuada, en cuyo caso el acra de 
conciliación contendrá la manifescación de voluntad de las partes en el sentido 


(638) Cfr, PINEDO AUBIÁN, E, Martín. "Panorama general sobre el mérito ejecucivo de las actos de conclia- 
có extrajudicial”, Ea: Ejun de Serena. Iusccut Pacífica. Limo, mayo 2015, pp. 131-161. 
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de solucionar de manera total o parcial sus conflictos, evitando la judicializa- 
ción de las controversias resueltas y teniendo el acta valor de título ejecutivo 
de naturaleza extrajudicial, 


El vigente artículo 18 de la Ley de Conciliación, modificado por el 
Decrero Legislarivo N* 1070, considera que el acta de conciliación con 
acuerdo conciliatorio constituye título de ejecución. Obviamente, esta 
posición legal es contraria a las modificaciones introducidas en nuestro orde- 
namiento procesal por el Decreto Legislativo N% 1069, que desde junio de 
2008 ha derogado la distinción entre títulos ejecutivos y títulos de ejecu- 

¡ón, encontráncionos ahora con la regulación contenida en el artículo 688 del 
Código Procesal Civil que únicamente considera la existencia de títulos ejecu- 
tivos de naturaleza judicial y extrajudicial, atendiendo al criterio procesal de 
la naturaleza jurisdiccional o no del ente que expide el instrumento. En este 
orden de ideas, las actas de conciliación extrajudicial con acuerdo toral o par- 
cial deben ser consideradas como títulos ejecutivos de naruraleza extrajudicial. 


Por otro lado, el precitado artículo 18 de la Ley de Conciliación establece 
que los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exigibles que cons- 
ten en las actas de conciliación con acuerdo total o parcial se ejecutarán a tra 
vés del proceso de ejecución de resoluciones judiciales. El artículo 22, ¿nr fine, 
del Reglamento de la Ley de Conciliación, aprobado por Decreto Supremo 
N* 014-2008-JUS, señala que el acta de conciliación se ejecutará a través del 
proceso único de ejecución. Una lectura sistemática de la estructura del Pro- 
ceso Único de Ejecución nos dará como respuesta que la vía procesal correcta 
para la ejecución de las acras de conciliación será el proceso de ejecución de 
resoluciones judiciales (aplicando los artículos 715, 716 y 717 del Código Pro- 
cesal Civil), pero cumpliendo las disposiciones generales del proceso único de 
ejecución (señaladas en los artículos 688 al 692-A del Código adjetivo). 


Debemos poner énfasis en que si bien es cierto que la conciliación en 
temas derivados del Derccho de familia ha pasado a scr una materia con 
ciliable facultativa —es decir, ya no se exige transitar por un procedimiento 
conciliacorio como requísito de procedibilidad-, las actas de conciliación con 
acuerdo que se suscriban poseen el mismo mérito ejecutivo, no afectándose la 
exigibilidad de los acuerdos, y en caso de un eventual incumplimiento estos 


(839) Debemos precicas la discrepancia que mani el arrícalo 18 de la Ley de Conclinción que sigue conside- 
tando al acta de conciliación com neucrdo concilstrio curo cítulo de ejecución, sieuación que coisiona 
cun las modificaciones incorporadas al Código Procesal Civil por el Decreto Legiletivo N" 1069, que, al 
derogar el artículo 713 (referenre 4 tíulos de ejeación) y mocificar el arrícalo 688 del Código adictivo, 
tania ls reglas del proceso de ejecución y considera alas actas de conciliación con acuerdo como snulos 
ejerativos le aaturaleza extrajudicial 
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pueden ser exigidos en cuanto a su cumplimiento forzoso a través del proceso 
de ejecución de resoluciones judiciales. La facultatividad, reiteramos, reposa 
en la falca de exigencia del cumplimiento de la conciliación extrajudicial como 
requisito de procedibilidad antes de la interposición de una demanda, pero 
suscrito un acuerdo, este es obligatorio para las partes al poseer mérito ejecu- 
tivo y en consecuencia es exigible judicialmente en caso de incumplimiento. 
Parafraseando a Loycel: “se ata a los bueyes por los cuernos y a los hombres 
por las palabras 


Sin perjuicio de esta facultatividad, ponemos énfasis en que la posibili 
dad de arribar a un acuerdo conciliatorio hace innecesario el inicio de un pro- 
ceso judicial mediante la interposición de la demanda de alimentos al haberse 
resuelto el tema de fondo por acuerdo de las parres a la vez que se obtiene un 
inscrumento similar a una sencencia que contiene obligaciones que en caso de 
incumplimiento se puede ejecutar a través del proceso de ejecución de resolu- 
ciones judiciales. 


3. Los alimentos como materia conciliable 


El establecimiento de una pensión de alimentos es una materia suscepti- 
ble de tramitarse a través de un procedimiento conciliatorio extrajudicial. 


La solicitud para el escablecimiento de una pensión de alimentos puede 
ser presentada no solo para acudir a los hijos menores de edad (que es la situa- 
ción más usual), sino que también existe la posibilidad de que personas mayo- 
res de edad en su condición de acreedores alimentarios pueden solicitarla 
a sus deudores alimentarios, como ocurre en el caso de los cónyuges, o los 
padres que piden alimentos a sus hijos mayores de edad así como los hijos que 
habiendo alcanzado la mayoría de edad se encuentran cursando estudios con 
éxito (este último supuesto regulado en el artículo 424 del Código Civil). 


“También los convivientes miembros de una unión de hecho propia previa- 
mente reconocida podrían intentar extrajudicialmente el establecimiento de 


Otro aspecto a considerar es que, al amparo del artículo 46 del Código 
Civil*9 que regula la capacidad adquirida, la pensión de alimentos puede 


(340) Codigo Cil peruanos 
“Artículo 46. Capacidad 2dquirida por masrimenin  tiralo oficial. La incapacidad de las personas mayo 
res de dicas (16) añcs cesa por matsimonia o por obrener riulo oficial que les autorice a ejercer una 
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ser solicitada también por menores de edad que sean padres de menores de 
edadoo, 


El principio de revisión de derechos 


Otro tema a considerar es la posibilidad de conciliar aun cuando la pen- 
sión alimenticia ya se encuentra fijada en una sentencia judicial o en un acta 
de conciliación de manera previa. Creemos, sobre la base del principio de revi 
sión de derechos, que si las partes que se encuentran mencionadas en la sen- 
tencia o en el acta lo desean, pueden conciliar el establecimiento de nuevas 
condiciones para el cumplimiento de la pensión de alimentos en los casos de 
aumento, reducción y hasta exoneración de alimentos, para lo cual deberá 
mencionarse en el acta de conciliación que existe una sentencia o acta previa y 
las partes de común acuerdo deciden modificarla, 


En este orden de ideas, resulta evidente que el principio de revisión de 
derechos se opone al principio de cosa juzgada, y podríamos definirlo como 
la posibilidad de que los términos de un acuerdo conciliatorio o de una deci- 
sión judicial que establecen obligaciones para las partes puedan ser modifica 
dos posteriormente por las partes, ya sca de manera consensuada o a través 
del inicio de la acción correspondiente, si es que han variado las circunstancias 
de hecho o la sicuación de las partes que dieron origen y justificaron el reco- 
nocimiento de determinado derecho. Este es un principio que vemos exclusi- 
vamente en el Derecho de familia y que se materializa en temas como los de 
pensión de alimentos, régimen de visitas y tenencia, los que pueden ser vari 
dos posteriormente a su determinación. 


Al respecto la Casación N” 251 1-2004/1CA establece que: “(...) Aten= 
diendo a la naturaleza del derecho alimentario, este se encuentra sujeto a las 
variaciones en la situación legal de las partes en el tiempo, además es un princi 
pio universalmente aceptado que no existe cosa juzgada en matería de fijación 


a capacidad adquirido por matrimonio no se pierde por la terminación de cat 
“Tiarárdese de meyures de catorce (14) añus cesa la incapacidad a parrr del macimienco del ho, para ali 
sr solamente os siguientes actos 
1 Reconocer a us hijos 
2. Demanar por garros de embarazo y paro. 
3, Demndar y ser parto en los procesos de cenenciay alimencos a favor desus hijos. 
4. Desnanidar y ser pr en los procesos de ilción excrararcimcnil de sus lujos 

(241) Sabre care partienlar, debemos preciar que el numeral 3 del arículo 12 del Reglamento de la Lep de 
Cuuxillación, aprobado por Deteto Supremo N" 014-2004-JUS, blica « Ls entres de edad que seso 
representantes de sus lujos en su concición de padres, a soliccar la conciliación extrajudicial en termas 
relasivos a alimentos y régimen de visi, lo que concordado de manera sistemárca con cl arícalo 46 del 
Código Civil nos llevaría a «firmar que rambién se encontrarían habilitados para solcirar la conciliación 
cscrajudicial cu tezas de tencia 
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de pensiones alimentarias (...)”. Por su parte la Casación N* 4670-2006/La 
Libertad señala que: “(..) A diferencia de la generalidad de las sentencias que 
cicncn la calidad de consentidas o ejecutoriadas, la recaída en un proceso de 
alimentos no tiene la calidad de cosa juzgada, en razón de que los alimentos 
pueden ser sujetos de aumento, disminución, exoneración, cese, entere otros, 
según scan las necesidades del alimentista o la capacidad del obligado; por lo 
tanto, los procesos de los cuales derivan permanecen siempre abiertos y no se 
consideran concluidos (...Y”. 


Recordemos que, según lo prescrito en el artículo 339 del Código Proce- 
sal Civil “aunque hubiera sentencia consentida o ejecutoriada, las partes pue- 
den acordar condonar la obligación que esta contiene, novarla, prorrogar el 
plazo para su cumplimiento, convenir una dación en pago y, en general, cele- 
brar cualquier acto jurídico destinado a regular o modificar el cumplimiento 
de la sentencia”, Vemos que la legislación adjetiva permite modificar una sen- 
tencia Firme y consentida que posee autoridad de cosa juzgada por acuerdo 
expreso de las partes, permitiéndoles celebrar cualquier acto jurídico posterior 
destinado a regular o modificar su cumplimiento, debiendo bastar el simple 
acuerdo de voluntades para que pueda operar esta modificación del cumpli- 
miento de la sentencia, caso contrario seguirá operando la autoridad de cosa 
juzgada de la sentencia y su correspondiente exigencia. 


Vale la pena mencionar, además, que en los casos de alimentos (al igual 
que en los casos de régimen de visitas y tenencia) lo que se concilia no es el 
reconocimiento de esos derechos —los cuales ya existen— sino por el contrario 
se conciliará acerca de la forma en que van a hacerse efectivos, Así, vemos que 
es perfectamente válido que no solo los cónyuges sino los convivientes que 
forman parte de una unión de hecho propia, intenten someter a conciliación 
extrajudicial las controversias relativas al establecimiento de una pensión de 
alimentos a su favor y la liquidación de la sociedad de gananciales, sino que 
además se podría iniciar un procedimiento conciliatorio para intentar acordar 
el pago de una indemnización al conviviente abandonado. Para ello, las unio- 
nes de hecho deberán cumplir con los requisitos del artículo 326 del Código 
Civil y haber cumplido con el trámite voluntario o forzoso— del reconoci- 
miento de la convivencia”, 


GA2) Cf, PINEDO AUBIÁN, E. Marrín, “Mactimonios, uniones de hecho y conciliación extrajudicial en 
texas ole fuel”, Eu: Aqualidad Jurídica. Towwo 238, Gacxca Juridica, Lina, seciembae 2013, pp. 63-90, 
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V. ¿EL INCUMPLIMIENTO DE UN ACTA DE CONCILIACIÓN 
PUEDE CONFIGURAR LA COMISIÓN DEL DELITO DE OMI- 
SIÓN DE PRESTACIÓN DE ALIMENTOS? 


1. ¿Elacta esigual a una sentencia? 


Si somos precisos en el análisis jurídico, podríamos encontrar una serie de 
diferencias entre las sencencias y las actas de conciliación, ya sea por el ente 
que las emite (el juez o el conciliador) la naturaleza del instrumento que con- 


tiene la obligación (público o privado), la forma de resolución de la controver- 
sia (voluntaria o forzosa, autocompositiva o heterocompositiva) entre otras. 


Pero, como se ha apreciado, coloquialmente podemos encontrar seme- 
janzas que nos llevan a afirmar que un acta de conciliación judicial o extra- 
judicial- que establece una pensión de alimentos es similar 4 una sentencia 
en tanto resuelve la controversia, estableciéndose la obligación alimentaria 
no por decisión jurisdiccional sino por la libre y coincidente voluntad de las 
partes. 


Un aspecto adicional reposa en que la suscripción del acta de conciliación 
con acuerdo hace innecesario el inicio de un juicio por alimentos, tal como 
ocurre ya sea al arribar a un acuerdo de naturaleza extrajudicial o también 
resolviendo la controversia al interior de un proceso por alimentos en el que 
las partes concilian ante el juez, concluyendo el proceso de manera especial sin 
pronunciamiento jurisdiccional contenido en una sentencia, 


Finalmente, como ya hemos visto, las obligaciones alimenticias libre- 
mente pactados entre acreedor y deudor alimentario se pueden ejecutar en 
aso de incumplimiento a través del proceso de ejecución de resoluciones judi- 
ciales, compartiendo la misma vía procedimental que las sentencias. 


2. Finalidad del proceso de ejecución 


Montoy'* afirma que si bien en sentido estricto el proceso judicial es 
unitario, es posible, atendiendo al propósito que se persigue con su uso o al 
derecho material que se pretende hacer efectivo con él, establecer criterios 
clasificatorios del proceso, siendo que por su función —romando en cuenta 
el propósito o la naturaleza de la satisfacción jurídica que se persigue con su 
uso- los procesos pueden ser clasificados en tres tipos: declarativo o de cono- 
cimiento, de ejecución y cautelar, 


(943) MONROY GÁLVEZ. Intrudeción al preso civil Tesi, Saca Fe de Bogord, 1996, pp. 196-141. 
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El proceso declarativo o de conocimiento tiene como presupuesto mare- 
rial la constatación de una inseguridad o incertidambre con relación a la exi 
tencia de un derecho material cn un sujeto, situación que ha devenido en un 
conflicto con otro, quien concibe que el derecho referido no acoge el interés 
del primer sujeto, sino el suyo. Así, tales opiniones contrarias requieren ser 
expresadas, probadas, alegadas y finalmente resueltas a través de un proceso 
judicial en donde el juez, al final, haciendo uso del sistema jurídico vigente, 
decide mancener y certificar la legalidad de la situación jurídica previa al ini- 
cio del proceso, o de otro lado, declara extinguida esta y crea una nueva. 
Cualquiera de estas dos posibilidades se concreta a través de una resolución 
judicial. 


El proceso de ejecución tiene un singular punto de partida, una situación 
fáctica inversa a la anreriormente descrica, esta vez en lugar de incercidum- 
bre, lo que hay es una seguridad en un sujeto de derechos, respecto de la exi 
tencia y reconocimiento jurídico de un derecho marerial (que está contenido 
en un título). A pesar de lo expresado, la necesidad de utilizar este proceso se 
presenta porque no obstante la contundencia del derecho, este no es recono- 
cido —expresa o tácitamente— por el sujeto encargado de su cumplimiento. 


En similar opinión se expresa Licbman, para quien las acciones ejecuti- 
vas son aquella actividad con la cual los órganos judiciales tratan de poner en 
existencia coactivamente un resultado práctico equivalente a aquel que habría 
debido producir otro sujeto, en cumplimiento de una obligación jurídica, 
siendo que la ejecución forzada modifica la situación de hecho existente”. 


Así, la obligación del deudor alimentario se encuentra contenida en un 
título -que puede ser un acta de conciliación o una sentencia, y se llegará a 
la vía ejecutiva del proceso de ejecución cuando dicha obligación no haya sido 
cumplida voluntariamente por aquel y, en consecuencia, el acreedor alimenta- 
rio queda habilitado para apoyarse en el órgano jurisdiccional y se cumpla de 
manera forzosa con el requerimiento que se le hará en vía ejecutiva. 


3. Trámite de la omisión de prestación de alimentos 


El delito de omisión de prestación de alimentos contenido en el artículo 
149 del Código Penal señalo que “aquel que omite cumplir su obligación de 
prestar los alimentos que establece una resolución judicial, será reprimido 
con pena privativa de la libertad no mayor de tres años o una prestación de 


(GA) LIESMAN, Enrico Till, Manzad e Dese Prceral Cu, Tracción de Sancigo Sencís Melendo, EJEA. 
Buenos Aire», 1980, pp. 149-159. 
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servicios comunitarios de veinte a cincuenta jornales, sin perjuicio de cumplir 
el mandaro judicial". 


Debemos entender que hay una serie de actos que deben ocurrir para 
asumir recién que nos encontramos frente a la comisión del delito, a saber: 


1) Debe existir un título o instramento que contenga la obligación ali- 
mentaria del deudor alimentario. En este caso, puede ser un acta de 
conciliación judicial o extrajudicial o también una sentencia firme y 
consentida en la que se puedan identificar tanto al acreedor como al 
deudor alimentario y la obligación alimentaria señalada de manera 
cierta, expresa y exigible. Como ya hemos señalado, para efectos 
prácticos ambos instrumentos —las actas y las sentencias— son consi- 
derados equivalentes. 


li) El acreedor alimentario debe haber iniciado el respectivo proceso de eje- 
cución de resoluciones judiciales como consecuencia del incumplimiento 
de las obligaciones alimentarias por parte del deudor alimentario, solici- 
tando al órgano jurisdiccional la ejecución del título ejecutivo —acra de 
conciliación o sentencia según corresponda—, mediante el requerimiento 
del amplimiento de sus obligaciones al dendor alimentario. 


ii), Como consecuencia de lo anterior, debe acreditarse que el Órgano juris- 
diccional encargado de la ejecución del acta o la sentencia haya proce- 
dido a expedir el mandato ejecutivo exigiendo al ejecutado el cumpli. 
miento de la obligación alimentaria, a través del requerimiento que se 
hace en sede jurisdiccional para que el deudor alimentario cumpla con 
su obligación, bajo apercibimiento expreso de remitir al fiscal las copias 
certificadas de la liquidación de las pensiones adeudadas. 


iv) Luego de este requerimiento el deudor alimentario debe persistir en 
el incumplimiento de sus obligaciones, originadas ¡por un comporta- 
miento doloso con intención de sustraerse de sus obligaciones alimen- 
tarias y hacer caso omiso al requerimiento contenido en el mandaro 
judicial, con lo cual el Juez debe hacer efectivo el apercibimiento. 


v) La modificación introducida por la Ley N' 284390", Ley que sim- 
plifica las reglas del proceso de alimentos, derermina que si el obli- 


345) Código Procesal Civil, 
"Artículo 360-A.- Apercibimiento y remisión al Pica, 
Si el oblipado, luego de haber sido notificado para la ejeención de sentencia firme, no cumple con el 
paro de les alímentos, el juez, x pedido de porte y prevn requerimiento de la pare demancada bajo 
apercibimieno expres, tcemidrí copia confiada de la liquidación de Las persions devengadas y de 
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gado luego de haber sido notificado para la ejecución de la senten- 
cia firme no cumple con el pago de los alimentos, el juez a pedido 
de parte y previo requerimiento a la parte demandada bajo aperai 
bimiento expreso, remitirá copia certificada de la liquidación de las 
pensiones devengadas y de las resoluciones respectivas al fiscal pro- 
vincial de turno a fin de que proceda conforme a sus acribuciones. 
Esta modificación permite que se solicite al juzgador que ha tenido 
conocimiento y sentenciado el juicio de alimentos que cumpla con 
lo ordenado por ley, es decir, de oficio remirir copia certificada de 
La liquidación de las pensiones al fiscal de turno quien formulará la 
denuncia por ante el juez penal de turno, 


vi) Este procedimiento también resultaría aplicable en los casos en que 
la obligación alimentaria se encuentre contenida en un acta de con- 
ciliación extrajudicial y no en una sentencia, toda vez que ambos 
instrumentos son equivalentes al ser títulos ejecutivos que se ejecu- 
tan en la misma vía procedimental, con la salvedad que únicamente 
se limitarían a exigir el cumplimiento de las pensiones alimenticias 
adeudadas y que han sido calculadas mediante la liquidación respec 
tiva, Decimos esco, toda vez que, como sabemos, los devengados de 
pensión alimenticia se liquidan únicamente dentro de un proceso de 
alimentos a parcir del día siguicnre de la notificación de la demanda 
de alimentos, atendiendo a lo ocurrido en el cuaderno de asignación 
anticipada, conforme lo señala el artículo 568 del Código Procesal 
Civil, y si las obligaciones del deudor alimentario emanan de un acta 
de conciliación extrajudicial tenemos que el acuerdo hizo innecesaria 
la interposición de la demanda, no existiendo ni proceso ni tampoco 
pensiones devengadas. 


vii), En este orden de ideas, no puede considerarse que el tipo penal bajo 
comentario se refiera únicamente a obligaciones alimenti 
das exclusivamente de sentencias, pues estas pueden estar conteni- 
das también en actas de conciliación que tienen idéntico valor que las 
sentencias al compartir la misma vía ejecutiva. 


emana- 


Como se ha señalado de manera previa, el tipo penal exige que: 
a) exista una obligación alimenticia —que puede estar contenida en 
una sentencia o en un acta de conciliación, siendo que el deudor 


las resoluciones tespectivs al Fiscal Provincial Penal de Turno, a fin de que psoceda de acuerdo a sus 
arribuciones 
Dicho acto, mustitaye el triste de interposición de desncia penal" 


(ácículo incorporado por el arículo 1 de la Ley NY 28439) 
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alimentario no ha cumplido con dicha obligación: b) que el acreedor 
alimentario haya accionado en la vía ejecutiva solicirando al órgano 
jurisdiccional que emplace al deudor para que lo conmine al cumpli- 
miento de la obligación alimenticia a través del requerimiento que 
es el instrumento que, finalmente, contiene el mandaro judicial de 
cumplimiento de la obligación alimentaria; c) el requerimiento judi- 
cial de cumplimiento debe ser bajo apercibimiento de comunicar de 
este incumplimiento de la obligación alimentaria al fiscal; y, d) el 
deudor siga sin cumplir su obligación alimentaria de manera dolosa, 
pese al requerimiento jurisdiccional, debiendo hacerse efectivo el 
apercibimiento. 


Decimos esco, ya que resultaría absurdo descartar las obligacio- 
nes alimentarias contenidas en un acta de conciliación y exigir que 
se deba iniciar un proceso judicial para obtener una sentencia que 
habilite a denunciar recién por el tipo penal de omisión de presta 
ción de alimentos porque el acta y la sentencia tienen el mismo valor 
ejecutivo. 


viii) Finalmente, el Decreto Legislativo N” 1194, que regula el Proceso 
Inmediato en casos de Flagrancia, señala que el fiscal deberá solici- 
tar la incoación del proceso inmediato para los delitos de omisión 
de asistencia familiar, sin perjuicio de poder aplicar el principio de 
oportunidad. Con ello tenemos que la tramitación de estos delitos 
se caracteriza por su celeridad, existiendo disposición legal de juz- 
gar de manera rápida el incumplimiento de las prestaciones alimen- 
tarias. Distinto será el hecho de considerar si se trata de una medida 
efectiva a nivel de política criminal, pero debemos reconocer que es 
un elemento que deberá considerar todo deudor alimentario que esté 
pensando en incumplir dolosamente con sus obligaciones, con lo que 
tenemos que más le convendría cumplir con sus obligaciones, 


VI. CONCLUSIONES 


Los acuerdos conciliatorios tienen una mayor vocación de cumplimiento 
al ser producto de acuerdos en los que prima la autonomía de la voluntad de 
las partes. Así, lo que diferencia un acta de conciliación con acuerdo de una 
sentencia es que la primera es el resultado de la coincidencia de voluntad de 
las partes mientras que la segunda es la decisión de un juez que es impuesta a 
las partes. Queda claro que ambos instrumentos deben ser cumplidos volun- 
tariamente, y será ante un incumplimiento que la parte perjudicada podrá 
recurrir al proceso de ejecución de resoluciones judiciales, 
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Además, debemos añadir que en el tema de alimentos el incumplimiento 
dela obligación alimentaria no se agota en la vía ejecutiva sino que, de persis- 
sir el incumplimiento por parte del deudor alimentario, sc habilita al acrecdor 
alimentario a recurrir a la vía penal y que solicite la privación de la libertad al 
deudor, amparado en el principio constitucional que no hay prisión por deu- 
das salvo cuando se trate de obligaciones alimentarias. 


El análisis sistemático de las normas a emplearse para hacer efectivo el 
cumplimiento de las obligaciones alimentarias nos lleva a afirmar que en caso 
de incumplimiento doloso de dichas obligaciones contenidas en una sentencia 
habilita al acreedor alimentario a recurrir a la vía penal invocando la comisión 
del tipo penal contenido en el artículo 149 del Código Penal, debiendo ao- 
tarse la vía ejecutiva de manera previa con el requerimiento judicial bajo aper- 
cibimienco de accionarse en la vía penal, siendo que no nos limitamos a obli- 
gaciones alimentarias contenidas en sentencias sino que también pueden estar 
contenidas en actas de conciliación judiciales o extrajudiciales. 
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ANÁLISIS DE LAS MODIFICACIONES 
INCORPORADAS AL CÓDIGO PROCESAL 
CIVIL POR LA LEY N” 30293 Y SU INCIDENCIA 
EN LA CONCILIACIÓN INTRA PROCESO 


"La justicia conciliatoria no tiende a resolver el conflicto en for- 
na caja dedo la sazón a ca oca de las partes, sino de una 
manera más pacífica, siendo tma forma de juscicia coexisrencial 
pará quienes deben luego seguir conviviendo, una 1ymer 104) 07 
diputes, esto es, una forma más cálido para resolver las disputas 
entre quienes se procuraba salieran de la resolución en buenas 
relaciones, sin vencedores ni vencidos". 


Mauro Cappellereí 


L INTRODUCCIÓN 


El 28 de diciembre de 2014 fe publicada en el diario oficial la Ley N* 30293, 
Ley que modifica diversos artículos del Código Procesal Civil a fin de pro- 
mover la modernidad y celeridad procesal, y que entrará en vigencia a los 30 
días hábiles de su publicación, los primeros días del mes de febrero de 201 
Como lo señala su artículo 1 esta ley tiene por objero modificar el Código 
Procesal Civil a fin de brindar herramientas para la celeridad de los procesos 
civiles, y a la vez, modernizar algunos requisitos y formalidades, La relación 
de artículos del Código adjetivo que han sido modificados es muy amplia y 
versa sobre temas rales como la incompetencia, acumulación objetiva y sub- 
jetiva, sucesión procesal, notificación por comisión y edictos, pruebas de ofi- 
cio, improbanza de la pretensión, actuación de prucbas, honorarios de peritos, 
tramitación de las tachas, suspensión legal y judicial del proceso, medios pro- 
bacorios en la apelación de sentencias, trámite de la apelación sin efecto sus- 
pensivo, condena en costas y costos, pago de multas, requisitos y anexos de la 
demanda entre otros temas relevantes. 


En el presente trabajo nos vamos a referir específicamente al análisis de 
dos artículos del Código Procesal Civil modificados por la norma en mención 
y que tienen que ver específicamente con la nueva regulación procesal en lo 
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que concierne a la posibilidad de realizarse audiencias de conciliación ¿ntra= 
roces, específicamente el artículo 324 que traca de la formalidad de la con- 
ciliación procesal, y el artículo 480 referente a la tramitación del proceso de 
separación de cuerpos y de divorcio. También veremos las posibilidades de 
uniformización del tratamiento adjetivo de la institución de la conciliación 
procesal. 


IL. LA EVOLUCIÓN DEL TRATAMIENTO NORMATIVO DE LA 
CONCILIACIÓN PROCESAL 


1. Tratamiento originario: conciliación procesal obligatoria 


Resulta interesance la forma cómo se ha regulado la conciliación procesal 
en el Código Procesal Civil de 1993. En un contexto de proceso por audien- 
cis la concilisción procesal era concebida originariamente como una audiencia 
de realización obligatoria guiada por un juez que tenía como una de sus fun- 
ciones más importantes la de propiciar la conciliación entre las partes. En este 
sentido, la redacción original del artículo 324 del Código Procesal Civil pres- 
cribía lo siguiente: 


“Artículo 324,- Formalidad de la conciliación 


La conciliación puede ocurrir ante el juez del proceso en la audiencia 
respectiva, o en la que este convoque de oficio o cuando lo soliciten 
las partes para tal efecto 


El juez no es recusable por las manifestaciones que pudiera formular 
en esta audienci 


El Código Procesal Civil regulaba originariamente a la institución de la 
conciliación pero con el carácter de ser una audiencia obligatoria que debía 
realizar el Juez al interior del proceso. Durante su vigencia se estableció la 
conciliación procesal en el Perú con las siguientes características: 1) procesal 
(dentro del proceso o intraproceso); ii) obligacoria, bajo sanción de nulidad 
del proceso; ili) se realizaba ante el juez del litigio: iv) se hacía en la andien- 
cia de conciliación respectiva o en cualquier momento posterior del proceso; y, 
y) podía scr convocada a pedido del juez o a solicitud de las partes. 


Esta forma de conciliación llamada procesal está normada considerán- 
dola como una de las formas especiales de conclusión del proceso (junto con 
el allanamiento y reconocimiento, la transacción judicial, cl desistimiento —de la 
acción y de la pretensión y el abandono), y regulándola como tal en los artículos 
323 al 329 del Código Procesal Civil que se encuentran en el Capítulo 1 sobre 
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Conciliación, Título IX, Formas Especiales de Conclusión del Proceso, Sección 
Tercera sobre Actividad Procesal, del Libro I sobre Justicia Civil. 


1.1. Sistemas conciliatorios generados por el marco normativo originario 


La redacción original del Código adjetivo, conforme lo hace notar Hilmer 
Zegarra", establecía la importancia reconocida a la conciliación y no limi- 
taba la posibilidad de su celebración, estableciendo que esta podía realizarse 
hasta en tres momentos diferentes antes que se dicte sentencia en segunda 
instancia y ante la presencia del juez, Así, en un primer momento se celebraba 
en la audiencia de conciliación (según lo prescribían el derogado inciso 9 del 
artículo 478, y el inciso 8 del artículo 491 y artículo 554 del Código Pro- 
cesal Civil, estos dos últimos modificados desde el año 2008 por el Decreto 
Legislativo N* 1070); en un segundo momento, cuando el juez la convoque 
de oficio; y en un tercer momento, en el que las partes lo soliciren, De esta 
manera, el conflicto de intereses podrá ser solucionado —vía conciliación en 
cualquier estado del proceso, pudiendo ser requerida tanto por el juez como 
por los litigantes. 


Esta regulación adjetiva originaria generaba dentro del proceso civil tres 
sisremas conciliarorios, a saber: 


a) Sistema de Conciliación Procesal Obligatoria del Juez 


Que operaba cuando la conciliación debía convocarse y realizarse 
necesariamente por el juez en una audiencia obligatoria dentro del 
proceso judicial, al existir obligación legal de realizarla campliendo 
ciertas reglas. procesales de manera escrupulosa (como reque- 
sir fórmuls conciliacoria a las partes o proponerla él en caso de que 


las partes no aceptaran las fórmulas de aquellas) bajo sanción de 
nulidad. 


b) Sistema de Conciliación Procesal Facultativa del Juez 


Que implicaba la realización de la audicacia de conciliación al inte- 
rior del proceso judicial cuando el juez lo creía necesario, esto es, el 
juez estaba facultado a convocar de oficio a una audiencia de con- 
ciliación procesal cuando consideraba que las circunstancias eviden- 
ciaban que las partes podían poner fin a la controversia mediante 
medios conciliatorios que hagan innecesario la imposición de una 


(346) ZEGARRA ESCALANTE, Hier. Formas alternar de conca an pro civil 3% edición acnaaizada, 
Maszol Ber Editores, Trjll, 1999, pp EIÍ-H12, 
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solución a las partes mediante expedición de sentencia, lo que justifi- 
caba el ejercicio de esta facultad de convocatoria por parte del juez. 


€) Sistema de Conciliación Procesal Facultativa de las Partes 


En él cual la realización de la audiencia de conciliación dependía 
exclusivamente de la voluntad de las partes, las cuales podían optar 
por solicitar de manera conjunta al juez la celebración de una audicn- 
cia de conciliación procesal a fin de evitar proscguir con el juicio y la 
consecuente expedición de la sentencia. 


La falta de acuerdo conciliatorio cn la realización de la audiencia de 
conciliación procesal obligatoria no impedía que, posterior a ella, se 
pudiese ejercer la facultad de convocar a una nueva audiencia de con 
ciliación procesal amparado en cualquiera de los orros dos sistemas 
conciliarorios procesales existentes (facultativa del juez y facultativa 
de las partes), siempre y cuando no se hubiese expedido sentencia en 
segunda inscanci: 


2. Conciliación procesal facultativa, por modificación del Decreto Legistativo 

N1070% 

Posteriormente, el arcículo 324 del Código Procesal Civil fue modificado 
por la única disposición modificatoria del Decreto Legislativo N? 1070, publi 
cado en el diario oficial el 28 de junio de 2008, quedando en los siguientes 
términos: 


rtículo 324.- Formalidad de la conciliación.- 


La conciliación se llevará a cabo ante un centro de conciliación cle- 
gido por las partes; no obstante, si ambas lo solicitan, puede el Juez 
convocarla en cualquier erapa del proceso 


El juez no es recusable por las manifestaciones que pudiera formular 
en esta audiencia". 


Esta nueva regulación varía la concepción en cuanto a la institución de la 
conciliación procesal, adoprando un criterio de considerarla facultativa, con- 
forme pasamos a decallar. 


(47) CF, PINEDO AUBIÁN, E Mastín. “El fin de la conciliación (El macvo marco rormarivo de la concilla- 
ción Esrapdical dado por el Decrer» Legilacivo N* 1070 y el nuevo Reglamento de la Ley de Concill- 
ción)". En AraadidadJoridica. Tono 180, Gaceta Jurídica, Lima, acvicbe de 2008, pp. BÉ-103, 
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2.1, Fenecimiento del Sistema de Conciliación Procesal Obligatoria del Juez 


Recordemos que, con la promulgación del Decreto Legislacivo N? 1070, 
mediante su disposición modificatoria única se derogaron los artículos 326 
(Audiencia de conciliación) y 329 (Protocolo de la Conciliación) del Código 
Procesal Civil, a la vez que se modificó no solo el artículo 324 sino también el 
artículo 327% del mismo cuerpo normativo, transformando a la conciliación 
judicial, que dejó de ser una audiencia de carácter obligacoria para el juez para 
transformarse cn un acto eminentemente facultativo para las partes. Otra 
consecuencia importante de esta regulación procesal es que la labor conci 
dora se sustrae de la esfera procesal y se encomienda a un tercero imparcial y 
neutral como es el conciliador extrajudicial, que ejerce su labor al interior de 
un centro de conciliación Extrajudicial y que cuenta además con la ventaja de 
encontrarse capacitado en el manejo de conflictos. 


Esta regulación presenta las siguientes características: i) la audien- 
cia conciliatoria se puede realizar fuera del local del juzgado ante un centro 
de conciliación extrajudicial: ii) el procedimiento conciliatorio extrajudicial 
es concebido como un requisito de procedibilidad obligarorio, conforme a la 
regulación contenida en la Ley N% 26872, Ley de Conciliación; iñi) el acuerdo 
concilisrorio adoptado ante un centro de concili j puede 
emplearse como una forma de dar conclusión a un proceso abierto; y iv) la 
conciliación procesal, que es eminentemente facultativa, debe ser solicitada 
por ambas partes al juez, quien en atención a este pedido conjunto deberá 
convocar a la realización de la audiencia respectiva en cualquier etapa del 
proceso. 


El Decreto Legislativo N% 1070 también modificó el artículo 468%% 
del Código Procesal Civil que, originariamente, obligaba al juez a convo- 
car a una audiencia de conciliación procesal una vez sancado el proceso, 


(548) Código Proc Civil de 1993: 
"Artenlo 327 - Conetkación y proceso 
Si habiendo proceso abierto, las partes concilian Fuera de este, presentarán con un escrito el acta 
de conciliación respectiva, expedida por un centro de conciliación excrajudicial 
Prescorada por ls partes el'aca de conciliación, l juez la aproberá premia verificación del requisito esta» 
blecdo en el asículo 32) , declarará concluido el proceso 
Sila conciliación presentada al juez es parcial, y ella recac sobre alguna de las precensions o se reñere a 
alguno e alganos de los litigantes, el process conemanr respecto de las pretensenes o de las personas no 
afectadas, Bn sc úlcimo caso, se tendrá ca cuerca lo normado sobre intervención de tercero” (el resalcado 
es nuesto, 

(649) Código Procesal Civil de 1993 
Arxcalo 468.- ijación de panecs contovenidos y sancamieno probsicorio 
“Expedido el auto de sarcariento procesal, la partes denso del tercero día de mouficadas propondrán al 
Juez por sento los puntos conmverrióos. Vencido este plazo on o sin la propuesta delas parres el juez 
procederá a fjar ls puntos coremveridos y la declaración de admisión o rechaso, según ses el cmo, de lor 
Endi probutoriv ofecidos. 
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prescindiendo actualmente de la realización obligatoria de la audiencia conci- 
liaroría; por su parte se derogaron los artículos 469 al 472 referidos a la finali- 
dad de la audiencia de conciliación y al hecho de tener una audiencia con o sin 
concilicción. 


Con estas disposiciones se eliminó el Sistema de Conciliación Procesal 
Obligatoria del Juez, con lo cual se liberaba al juez de convocar obligatori 
mente a una audiencia de conciliación procesal, convirtiéndolo en un juez de 
litigio. Un sector importante de magistrados considera adecuada la flexibi- 
lización de la realización de la audiencia de conciliación judicial que, al ser 
facultativa, la torna más ágil y menos formal; en este sentido nuestra posición 
siempre ha sido optar no por la eliminación de la audiencia de conciliación en 
sede judicial, sino poner a disposición de las partes múlriples espacios de diá 
logo en los que puedan emplear la conciliación, siendo un aspecto aparte el 
de la adecuada capacitación de los jueces en técnicas de conciliación que les 


permitan ser menos empíricos y más eficientes en cuanto al desempeño de su 
labor conciliadora. 


2.2. Persistencia del Sistema de Conciliación Procesal Facultativa del Juez 


En el sistema procesal incorporado al Código Procesal Civil por el 
Decreto Legislativo N* 1070 existe la duda respecto al fenecimiento del Sis 
tema de Conciliación Procesal Facultativo del Juez, pues si bien es cierto se 
dejó de regular expresamente en el Código adjetivo la posibilidad de que el 
juez convoque de oficio a una audiencia de conciliación procesal, se man- 
tiene en la Ley Orgánica del Poder Judicial las facultades conciliatorias del 
juez?" y, en consecuencia, se encontraría habilitado para poder convocar 
—aunque insistimos, de manera facultativa— a una audiencia de conciliación 
procesal. Consideramos que, a pesar de no haberse derogado las facultades 


Solo cusndo la acruación de los medios probasorios admicidos lo ssquiera, el juez señaló dís y hora para 

la rcalzación dela audiencia de pruebas 

La decisión par la que se 

«efecto suspensivo y con la calidad de dferiéa, AL prescidi de esca audiencia el Juee procede: 

miento ansicpado, sa perjuicio del derecho de las partes a solicitas la sculización de informe or 
(450) Ley Orgánica cel Poder Judicial 

"Artículo 185.- Facultades 

Son facultados de los mapstrados 

1. Propiciar la conciliación de las partes enediene un comparendo eu cualquier estado del juicio. 

¡Sila conciliación se realiza en fora toral e sienta acta indicando con precisión el acuerdo 4 que llegue 

Las partes, Ste slo parcial, se indica ea el aca los puntos eo los que las partes escán de acuerdo y aque- 

llos tros en que no csrán conformes y que queten pencienees para la resolución judicial. Raiicadoe Jas 

partes eu el esco del ata, ou asistencia de su respecivo Abogado, procede 4 Fernado, en cuyo caso los 

cuerdos que se hayan concertado son exigibles en via de ejecución de sentencia, formundo cuaderno sepa 

tado cando la conciliación es solo parcial 

No es de aplicación era frcultad, xenco la noreralezadel proceso alo permi, 

(Tel resaltado es aero), 


lena la realización de esca aueiencia o se prescinde de ella es impogmable sin 


juega 
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conciliarorias de los jueces contenidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
pocos jueces hicieron uso de aquellas, convirtiéndose en una inscicución casi 
inexistente, pudicado afirmar que cayó en desuso aunque el sisterma perviviese 
de manera formal. 


2.3. El pedido conjunto como requisito del Sistema de Conciliación Procesal 
Facultativa de las Partes 


Lo que sí queda claro es que el Sistema de Conciliación Procesal Faculta- 
tiva de las Parres se mantiene vigente, siendo requisito indispensable que la 
realización de la audiencia de conciliación procesal sea solicitada al juez por 
ambas partes; aunque ésta posición no es uniforme pues a criterio de Maria- 
nella Ledesma!” pretender que el pedido de audiencia concilintoria sea for- 
mulada por ambas partes, implicaría exigir el acuerdo preliminar entre estas 
para convocar 4 una audiencia conciliatoria, situación que no resulta viable en 
un primer momento, por el enfrentamiento de estas, siendo que nada perju- 
dicaría al proceso que una de las parres, dentro del tiempo para proponerla,, 
pudiera hacer conocer a través del juzgado, su vocación € interés por encon= 
trar algún arreglo al litigio a través de la actividad conciliatoria. 


Estimamos que el mandato legal es expreso al exigir que para que pro- 
ceda la convocatoria a una audiencia de conciliación procesal deben ser ambas 
partes las que soliciten al juez su realización, lo que siempre ya a suponer una 
especie de acuerdo preliminar, por lo que un pedido de naturaleza unilare- 
ral en este sentido no prosperaría a nivel procesal; sin embargo, y en aplica 
ción del precitado artículo 327 del Código Procesal Civil, podría darse una 
manifestación de voluntad unilateral de una de las partes procesales de que- 
rer resolver la controversia que se encuentra judicializada, pero esta se hará en 
un contexto extrajudicial mediante la presentación de una solicicud de conci- 
liación ante un centro de conciliación extrajudicial y, de llegarse a un acuerdo 
total podrá presentarse el acta de conciliación respectiva para que el juez con- 
dluya el proceso, 


2.4. La conciliación extrajudici 
procedibilidad 

Por otra parte, el Decreto Legislativo N” 1070 también modificó diver- 

sos articulos de la Ley N* 26872, Ley de Conciliación, con la finalidad de 

forcalecer a la conciliación extrajudicial al considerarla como requisico de 


obligatoria como requisito de 


(651) LEDESMA NARVÁEZ, Marienclla, Gomemeía ul Código Poca Civil. Tono 1, 2% ción, Gaceta Jue 
lc, Laa, abi de 2009, p. 668, 
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procedibilidad tal como se desprende de una lectura del vigente artículo 6 de 
la ley”, convirtiéndola en un requisito de procedibilidad obligatorio, previo 
a la interposición de toda demanda que verse sobre derechos disponibles. 


2.5. Sistema Conciliatorio Pre Procesal Obligatoria para las Partes 


Estas modificaciones generaron y fortalecieron un Sistema Conciliaro- 
rio Pre Procesal Obligaroria para las Partes, que también puede conside- 
rarse como un sistema prejudicial o de vía previa, en el cual, por mandato 
expreso de la ley, la conciliación es exigida a las partes de manera previa 
y obligatoriamente a la interposición de la demanda judicial, convirtión- 
dose en un requisito de procedibilidad de esta, En otras palabras, se exige 
al futuro litigante agotar la vía conciliatoria de manera previa, y en caso de 
no lograr solucionar su controversia, debe dejar constancia de esto en un 
acta que acompañará al escrito de demanda, sin la cual esta será declarada 
improcedente, Este es el sistema implementado por la Ley N” 26872, Ley 
de Conciliación y puesto en práctica en aquellos lugares donde viene funcio- 
nando la implementación progresiva de la exigencia de la conciliación como 
requisito de procedibilidad 


111. MODIFICACIONES INCORPORADAS POR LA LEY N" 30293 


1. Nueva fórmula legal del artículo 324 del Código Procesal Civil 


La Ley N” 30293 modifica nuevamente el artículo 324 del Código Proce- 
sal Civil en los siguientes términos: 


(632) Ley N 26872, Ley de Conillción: 
“Artcalo 6 Fale de neenco Conclacoio 
Sila parte demandarte, en formo previa a juteponer su demanda judicial, vo solici ni concurre a la 
audiencia respective anzs un centro de conclación extrajudicial pare los five señalados en el artículo pre» 
xdante, el juez competemue al momento de csliñicur la demanda, La declarará improcedeme por 
causa de manibiesta alta de incerés para obrar" (el resaltado es nuestro), 

(553) Recordemos que por Decruto Supremo N* 005-2010.JUS ve vstableció el calendario oil de eneada co 
vigencia de la obligucoriedad de la conciliación excejudiial y se ordenó que scan 1 caco de 5 dise 
trios concilatoros por año. nas provincas onde se exe la conciliación csttajaica como requiso 
de proccdísilida e ha fortalecido la conciliación cxtcajudicl al ser comsidetada camo un requisito de 
procedibilidad previo 4 a inerposición de una demanda que verse sobre denchos disponibles de nacusa- 
Íeza cv, aunque una ver camplico el ino coneliatorio y jucicalzad la controversia le conciliación 
procesal tiene un caracter faculesevo, en mérito las odiliacores introducidas al Código Pruccsl Cial 
porel Decreso Legíslacivo N* 1070. Empero, ese esquema de forcalecímiento de la concilación excraja- 
¿lc no opera en el resto de provincia del país donde tenemos un esquema de debiitarrienro de ambos 
Siccmas concilio» (exrajudiial y proce), toda vez que mise cre el complimicero de requiio de 
proceciblidad alguno que toma cu la práctica ala conciliación extrajudicial en aculcaciva— yal inceior 
del proceso jadcial los jueces se encuenrran con vna andiencia de conciliación judicial de casete fculta- 
tivo, E dect, en aquellos lugares donde no se encuenta implemeneada la cbliarcriedad de la exigencia 


¿dela corcilición excrajudicial ao existe ningún tipo de cuncilación, procesal mi exrajaciia, 


170 


Anális 


de las modificaciones incorporadas al Código Procesal Civil por la Ley N* 30293 


2 


*Formalidad de la conciliación.- 


Artículo 324.- La conciliación se lleva a cabo ante un centro de con- 
ciliación elegido por las partes; no obstante, si ambas lo solicitan, 
puede el juez convocarla en cualquier etapa del proceso. El juez no 
es recusable por las manifestaciones que pudiera formular en esta 
audiencia. 


Los jueces, de oficio o a solicitud de ambas partes, podrán citar a una 
audiencia de conciliación antes de emitir sentencia, salvo en los casos 
de violencia familiar, Si la audiencia de conciliación fuera a petición 
de ambas partes y cualquiera de ellas no concurre a la misma, se le 
aplica una multa de entre tres y seis unidades de referencia procesal 
CURP. 


Las nuevas relaciones entre los sistemas conciliatorios preprocesal obli 
gatoria para las partes, procesal facultativa de las partes y facultativa del 
juez 


En esta nueva regulación legal debemos precisar las nuevas relaciones que 


se dan entre los diversos sistemas conciliatorios existentes: 


a) Se mantiene e la concilisción extrajudicial como un requisito de pro- 
cedibilidad previo a la interposición de toda demanda sobre dere- 
chos disponibles, la cual se lleva a cabo ante un cencro de conci- 
liación extrajudicial elegido por las partes, es decir, se mantiene el 
Sistema Conciliatorio Pre Procesal Obligatorio para las Partes, aun- 
que como hemos visto esta obligatoriedad se encuentre limitada 
territorialmente. 


b) Por otro lado vemos que el marco normativo permite que, una 
vez judicializada la controversia, se pueda emplear a la conc 
ción extrajudicial como una forma especial de conclusión de un pro- 
ceso abierto, por el que una de las partes o ambas podrán manifes- 
tar su deseo de concluir el proceso en instancia conciliatoria iniciando 
un procedimiento conciliatorio y arribando voluntariamente a un 
acuerdo que sirva para ello, conforme lo señala el artículo 327 del 
Código Procesal Civil. 


c) Se establece la posibilidad de que, posterior la realización de la con- 
ciliación extrajudicial y consecuente judicialización de la controver- 
sia, a solicitud de ambas partes el juez puede convocar a una audien- 
cia de conciliación procesal, pedido que puede hacerse en cualquier 
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etapa del proceso. Esto supone que se mantiene el Sistema Concilia- 
torio Procesal Faculracivo de las Partes, pero con la exigencia legal 
expresa que el pedido de realización de la audiencia de cons 
procesal al juez debe ser formulado de manera conjunta por las par- 
tes procesales, en cualquier estado del proceso, antes de la expedi- 
ción de sentencia en segunda instancia, de acuerdo a lo prescrito en 
el artículo 323 del Código Procesal Civil. 


d) “También se señala que antes de expedir sentencia, los jueces -de ofi- 
cio o a solicitud de ambas partes podrán citar a una audiencia de 
conciliación procesal. Con ello tenemos la reincorporación legal 
expresa del Sistema Conciliarorio Procesal Facultativo del juez, por 
el cual los jueces tienen la facultad legal expresa de poder convocar 
de oficio a una audiencia de conciliación procesal, aunque debemos 
asumir que esta facultad podría ser considerada como una invocación 
final que formulan los jueces a las partes para que arreglen sus dife- 
rencias de manera armoniosa y mutuamente satisfactoria antes de 
expedir una sentencia que solamente beneficiaria a una de las partes. 


e) La disposición legal expresa que esta audiencia a realizarse de manera 
previa a la expedición de la sentencia no solo puede ser convocada 
de oficio por el juez sino que también puede ser solicitada por ambas 
partes, lo que supone un punto de conexión entre los sistemas conci- 
liatorios procesales facultativo del juez y facultativo de las partes. 


£) Creemos que pudo haberse regulado mejor este tema, pues ya existe 
la posibilidad de que ambas partes puedan solicitar de manera con- 
junta la realización de una audiencia de conciliación en cualquier 
estado del proceso y, por ende, también antes de la expedición de 
la sentencia; en todo caso, y tomando como modelo lo que sucede 
en un esquema de Arb/Med'9%, el juez de primera instancia podría 
convocar a una audiencia de conciliación previa a la expedición de la 
sentencia, invocando a las partes sobre la conveniencia del acuerdo 
que beneficie no a una sino a ambas partes. La naturaleza de esta 


(054) La gara del “Arh/Med' se isla com un juicio abra valinario ex el cual el bic legado el imumenxo 
dle optar una decisión coloca el laudo en un sobre y ale un momento de la habtección, diciendo a las 
partes que pueden leer juntas el fallo retomar el control de sa dispurs y comenzar a negociar. Al reino 
rear el ábitro, puede ocurrir que los participantes hayan decidido ler el Fallo o que, por el conenario, 
se abssengan de elo, Si cuido vaeive a la sola lus pares esuñn hablacdo cute sí y u0 la abiero el 
scbre com el laudo, el tercero se transfoemna e emediador. En caso que lleguen 2 un acuerdo, el facilitador 
se gusrda el sobre y nadie sabe: rl era su decsión Cir HIGHTON, Elena 1_y ÁLVAREZ, Gladps 5 
Nasiaión pana rowbrr conf Sere Resolución Alcermativa de Dsputas, N'1, 2 sición, Ad: Hor, Bue 
as Alres, 1994, pp. 123-124. 
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audiencia debería ser de carácter muy informal y con un ánimo 
pacificador. 


8) Otra posibilidad sería intentar un esquema de conciliación por deri- 
vación (que se configura en un sistema de conciliación procesal dele- 
zada), tal y como se encuentra contemplada en el ordenamiento pro= 
cesal mexicano, específicamente en el artículo 272-A del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que contempla que 
La actividad de conciliación la cumple no el juez sino un conciliador 
adscrito al juzgado, siendo que el juez tiene la obligación de remitir 
a las partes a un tercero experto en el manejo de situaciones confli 
tivas a efectos que dé crámite a la audiencia de conciliación, y en el 
caso de que la controversia se solucione, enconces procede a homo- 
logar el acta que contiene el acuerdo conciliatorio, caso contrario, 
retoma la conducción del procedimiento judicial. 


h) El juez no es recusable por las manifestaciones que pudiera expresar 
en la audiencia de conciliación procesal, sea esta convocada de oficio 
0 a pedido de parte 


1) Coincidente con lo señalado por el marco normativo vigente, se 
prohíbe expresamente cualquier tipo de intento conciliatorio en 
temas que versen sobre violencia familiar. Recordemos que la Ley 
N? 29990 —publicada en el diario oficial el 26 de enero de 2013 
ha establecido la prohibición de emplear la conciliación como forma 
de resolución de conflictos en los que se advierta casos de violen- 
cia familiar. Esta prohibición se aplica mediante modificaciones a lo 
regulado por el Código de los Niños y Adolescentes, la Ley de Con- 
ciliación y el Código Penal, con lo que este nuevo marco normativo 
prohíbe conciliar casos de violencia familiar a cualquier nivel, 


j) Finalmente, en el caso de que la audiencia de conciliación procesal 
hubiese sido convocada a pedido de las partes y esta no pudiese rea- 
lizarse por inconcurrencia de cualquiera de ellas, se establece la obli- 
gación de imponer una multa a aquella parte entre 3 a 6 Unidades 
de Referencia Procesal. Recordemos que la Ley N? 30293 también 
ha modificado el artículo 423 del Código Procesal Civil, referente 


(855) Siempee hemos sido paridarios dela exchusión de la volercia falar como meteria concilio, Al sespecro 
Cír- PINEDO AUSIÁN, E. Marti: "Rcyulea saladoble cl emaco normativo que probe conciliar la yiy- 
lencia famila”. En: Aduadidad Jovida. N' 231, Gaceta Jurídica. Lima, febrero, 2013, po. 123; “El nuevo 
¡marco normativo que elimina la concillación en asancos de violencia fila”. En: Rev Jurídica Pr, 
NP 144, Lima, febrero, 2013, pp. 215-216; "No procede le conciliación exeejudicial en casos de violencia 
Fenliao", Ea: Guazo Cri E Preral Crl. N' 1. Gaceca Jurídica. Lim, julio, 2013, pp. 315-316. 
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al pago de la multa, que debe pagarse inmediatamente después de 
impuesta y su exigencia ya no se hace por el juez de la causa al con- 
cluir el proceso, sino que luego de los 10 días de requerido cl pago 
mediante la resolución correspondiente sin haberse hecho efectivo el 
pago se transfiere la resolución de multa para su cobro en la oficina 
correspondiente, la que dispone de facultades coactivas. 


IV. LA CONCILIACIÓN EN EL PROCESO DE SEPARACIÓN DE 
CUERPOS Y DIVORCIO 


Ley N” 30293 también modifica la redacción del artículo 480 del Código 
adjetivo, que queda así: 
“Tramitación 


Artículo 480.- Las pretensiones de separación de cuerpos y de divor- 
cio por las causales señaladas en los numerales 1 al 12 del artículo 
333 del Código Civil, se sujeran al trámite del proceso de conoci- 
miento, con las particularidades reguladas en este subcapímalo. 


Estos procesos solo se impulsan a pedido de parte. 


Cuando haya hijos menores de edad, tanto el demandante como el 
demandado deberán anexar a su demanda o contestación uma pro- 
puesta respecto a las pretensiones de tenencia, régimen de visi- 
tas y alimentos. El juez evalúa las coincidencias entre las propuestas 
y acendiendo a la nacuraleza de las precensiones, puede citar a una 
audiencia complementaria conforme lo establece el artículo 326 del 
Código Procesal Civil, en la cual oirá a los niños, niñas y adolescentes 
sobre los cuales versa el acuerdo. 


El juez evalia las coincidencias entre las propuestas atendiendo a un 
criterio de razonabilidad, asimismo tomará en consideración la con- 
ducta procesal de aquel que haya frustrado el acto conciliatorio res- 
pecto a dichas prerensiones” 


Los párrafos incorporados establecen una serie de disposiciones procesales: 


a) En los procesos de separación de cuerpos y de divorcio por las cau- 
sales señaladas en los numerales 1 al 12 del artículo 333 del Código 
Civil en donde se encuentren involucrados hijos menores de edad, se 
establece la obligación al demandante y al demandado de anexar a 
su demanda o contestación 1na propuesta respecto a las pretensio- 
mes de tenencia, régimen de visitas y alimentos, Como la norma lo 
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dice expresamente, este requisito es exigido de manera obligatoria, 
aunque no sanciona gravemente su falta de presentación, por lo que 
debemos asumir que es un requisito de admisibilidad que puede ser 
subsanado en caso de no ser presentado, Por otro lado, esta exigen- 
cia de formular propuesta no impediría la interposición de cualquiera 
de las medidas cautelares sobre alimentos, tenencia y cuidado de los 
hijos reguladas en el artículo 485 del Código Procesal Civil 


b) Existe una obligación legal para que el juez evalúe las posibles coin- 
cidencias de las propuestas presentadas por las partes y, atendiendo 
a la naruraleza de las pretensiones, de manera facultativa se encuen- 
tra habilitado para poder cirar a ambas partes una audiencia comple- 
mentaria conforme a lo establecido en el artículo 326% del Código 
Procesal Civil en la cual oirá a los niños, niñas y adolescentes sobre 
los cuales versa el acuerdo. 


<) En un esquema de divorcio remedio se podría explicar la realización 
de una audiencia de conciliación facultativa, pero es muy dificil que 
su realización prospere en un esquema de divorcio sanción. 


d) Un punto a considerar es que el artículo 326 del Código Procesal 
Civil se encuentra derogado desde el año 2008, por lo que debería- 
mos asumir que las pautas que contenía deberían ser consideradas 
únicamente de manera referencial como pautas para el desarrollo de 
la audiencia complementaria que podrá convocarse de manera facul- 
tativa, ya que no podemos aplicar une norma que ha sido derogada. 
En este sentido, el juez escuchará a ambas partes y las razones que 
ellas expongan y luego podrá proponer una fórmula conciliatoria, la 
que podrá ser aceptada o no por las partes. 


(996) Cóclgo Procesal Civil de 1993: 
"Artículo 326.- Audiencia de conciiaión.- 
Presentes las pares, o sus apoderados o representantes con capacidad pue ell, el juez escuchará por su 
vxden las razones que expongan. De inmedisto propondes la fórmula de conciliación que su pradence 
asbieio le aconseje. También puede disponer la suspensión de la audiencia y su posterior reanudación 
leur de un plazo no mayor de diez días 
Si le fórmula conciliatoríafuess aceptada, se anoterá en el Libro de Conciliaciones que cada órgano jui 
¿lkconal Hlevasá al efecto, dejándose constancia cu el expediente. Sila propuesta mu e aceptula, se cxten- 
des cs desobindie omala plsnd, mencionas adsl pai quem press oe 
dida la misma. 
Si le sentencia otorga iguel o menor derecho que el que se propuso en la conciliación y fue rechazada, se 
Je leapoue al que lo sechazó una mualua 10 menor de dos nl enayor de dicz unidades de referencia procesal, 
salvo que se cate de un proceso de amentos, en cuyo caso el juez puede reducir e mula en accoción al 
monto demandado y al que se ordena pagar en sentencia 
(Amícalo derogado por la nica disposición elerogatoria del Decreso Legilasivo NC 1070 del 24 de junio 
de 2008), 
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€) Otro aspecto es el relacionado a la conveniencia de la participa 
ción de los menores en dicha audiencia complementaria. Asamimos 
que esta presencia deberá ser discrecional, aunque los artículos 9 y 
85 del Código de los Niños y Adolescentes, aprobado por Ley N* 
27337, establecen el derecho a la libertad de opinión de los niños y 
adolescentes que estuviesen en condiciones de formarse sus propios 
juicios, teniendo derecho a expresar su opinión libremente en todos 
los asuntos que les afecten, así como se establece que el juez espe- 
cializado debe escuchar la opinión del niño y tomar en cuenta la del 
adolescente. 


£) Se establece que el juez deberá evaluar las coincidencias de las pro- 
puestas formuladas por las partes acendiendo a un criterio de razon: 
bilidad, aunque estimamos que, en tanto hay menores involucrados, 
también deberá considerar el Principio del Interés Superior del Niño 
y del Adolescente y el respeto de sus derechos. 


8) Se dice también que el juez debe tomar en consideración la conducta 
procesal de aquel que haya frustrado el acto conciliatorio. Si la lógica 
es aplicar referencialmente el artículo 326 del Código Procesal Civil, 
pues deberá considerarse que la falta de aceptación de la propuesta 
conciliatoria del juez y el reconocimiento en la posterior sentencia de 
igual o menor derecho del que se propuso en la audiencia comple- 
menteria de conciliación generaría la obligación de imponer una san- 
ción, aunque resultará discutible si un juez pueda imponer una multa 
en mérito de una norma derogada. Siruación similar podría ocurrir 
en caso de inconcurrencia de alguna de las partes que imposibilite 
realizar la audiencia de conciliación. En todo caso, estas conductas 
procesales sí deberán considesarse al momento de expedir sentencia. 


Y. CONCLUSIONES 


Las modificatorias incorporadas por la Ley N” 30293, en lo que concierne 
a la posibilidad de realización de una audiencia de conciliación procesal, rea- 
firman un sistema de conciliación procesal facultarivo, canto por parte del 
juez como de las partes procesales, aunque hubiésemos preferido que se res- 
tablezca el esquema de conciliación procesal obligatoria por parte del juez. En 
la práctica estos sistemas conciliarorios conviven con el sistema conciliatorio 
obligatorio pre procesal o de vía previa que es obligatorio para las partes antes 
de interponer su demanda. 


Si bien es cierto este esfuerzo resulta loable, consideramos que pueden 
efectuarse correcciones y precisiones en lo que respecta a la forma en la que 
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los jueces deban actuar en las audiencias de conciliación procesal así como el 
objerivo que deba perseguirse en las mismas, sobre todo en la audiencia com- 
plementaria que podría convocarse en un proceso de divorcio y que se cons- 
tituyc en un problema al tratar de aplicar aunque sca referencialmente— un 
artículo derogado. También, deberá explorarse la posibilidad de incorporación 
de otros sistemas conciliarorios (como la conciliación delegada), con la finali- 
dad de brindar al justiciable varias opciones de conciliación, cada una con sus 
propias características y ventajas. 


En abstracto, la conciliación como institución resulta un mecanismo 
muy interesante que propicia el acercamiento entre partes enemistadas con 
la finalidad de ponerlos en paz. El problema no es la conciliación sino las per- 
sonas « las que hemos encomendado la labor conciliatoria, lo que debe ser 
una motivación para preocuparnos no solamente de brindar reglas procesa 
les claras por más facultaciva que sea la conciliación procesal- sino también 
en la adecuada capacitación de aquellos que están destinados a conducirla y 
desarrollarla. 
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CAPÍTULO 
XIX 


EL NUEVO MARCO NORMATIVO A 
EMPLEARSE EN LA RESOLUCIÓN DE 
CONFLICTOS CON EL ESTADO 


“El estado dermocrático debe aplicarse u servir a la mayoría y 
procurar a todos la igualdad delaote de la ley, debe al mismo 
tiempo protegerse contra el egoísmo y proteger al individuo 
contra la arbitrariedad del Estado” 


Pericles 


L INTRODUCCIÓN 


En la dinámica que existe entre los particulares y el Estado (o viceversa) 
pueden surgir infinidad de conflictos, ya sean estos de naruraleza contractual 
v extracontractual, los mismos que pueden ser resueltos 4 eravés de distintos 
inccanismos: algunos a través del proceso, otros mediante conciliación —pro- 
cesal y extrajudicial— y otros que deben sor resueltos exclusivamente mediante 
el arbitraje. 


El accionar del Estado en defensa de sus intereses, en cualquiera de los 
escenarios mencionados, se realiza principalmente a través de la participación 
de los procuradores públicos, los que representan a las entidades estarales y 
cuyo desempeño se ha caracterizado por ser poco partícipes de la solución de 
las controversias a través de mecanismos conciliatorios, motivados —ral vez 
por el temor fundado de ser objeto de algún tipo de control posterior a nivel 
de Contraloría debido a la sospecha de haber algún tipo de colusión al realizar 
arreglos que se conciben como perjudiciales a los intereses del Estado aunque 
no sea más que una falsa percepción; además escá el hecho de que en dichas 
audiencias solo cuentan con facultades de representación siendo que para rea 
lizar actos de disposición requieren de resolución autoritariva que los autorice 
a suscribir actas de conciliación, previo informe que deben presentar a la enti- 
dad que representan señalando la conveniencia del acuerdo, lo que en la prác- 
tica significa la suspensión de la audiencia de conciliación sin la certeza de que 
pueda obtenerse luz verde por parte de la entidad estatal, prefiriendo que el 
asunto sea decidido por un tercero. 
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Esto hace que se propicie el empleo del litigio o el arbitraje para que sea 
en definitiva un tercero el que decida la controversia a través de la expedición 
de una sentencia o de un laudo, luego de la tramitación de un proceso más o 
menos largo y tedioso. Obviamente que este espíritu adversarial del Estado se 
afianza en los casos en que la decisión no era favorable al Estado, estando casi 
obligados a interponer recursos impugnstorios (para el caso del proceso judi- 
cial) o recursos de anulación (para el caso de los arbitrajes) 


En los últimos tiempos se han dado un conjunto de normas que están 
orientadas a variar esta forma de accionar del Estado en el manejo de sus con- 
troversias, flexibilizando sus obligaciones en busca de soluciones rápidas y efi- 
cientes, pero sobre todo que signifiquen un fortalecimiento del empleo de 
mecanismos pacíficos y que no signifiquen una inversión estéril de los recur- 
sos estacales. Si bien es cierto escamos en una especie de periodo de transición 
(que perfectamente podríamos denominarlo periodo bisagra) que marca la 
entrada en vigencia de manera progresiva de estas disposiciones legales —con 
la consecuente problemática de la aplicación temporal de las normas, resulca 
interesante hacer un análisis general y sistemático a fin de ir especulando ses- 
pecto del impacto que puedan tener en el futuro inmediato en la resolución 
de conflictos con el Estado. 


IL. LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL COMO REQUISITO DE 
PROCEDIBILIDAD EN PROCESOS CIVILES 


En trabajos anteriores hemos señalado que el marco normativo establecía 
como regla general la exigencia al Estado del cumplimiento de la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad obligatorio antes de la inrerpo- 
sición de una demanda que verse sobre derechos disponibles de las partes, Así, 
esta regla gencral establece que el Estado en su conjunto se encuentra den 
tro de los alcances de la pauta procesal obligatoria contemplada en el artículo 
6 de la Ley N* 26872, Ley de Conciliación, por lo que si no se cumple con el 
requisito de procedibilidad de acreditar haber solicitado la conciliación extra- 
judicial, el juez debe rechazar liminarmente la demanda interpuesta, decla- 


ando su improcedencia al no cumplirse con el requisito exigido'*”. 


Es este orden de ideas, resulcaría imposible que un demandante que 
tenga la condición de ser parte del aparato estatal invoque una inexistente 


(657) Cfr: PINEDO AUBIÁN, E Mare: "La conciición corajadicial ca csiible al Estado cuando se trata de 
precerslones obre derechos dipombls", En: Diálga co l Javier, N' 168, Gaceta Jurídica Año 18, 
Tim, seriembre de 2012, pp. 99-109, Véase también: PINEDO AUBIÁN, F Martín “Ta indemnización 
por daños y periucios ex '2na maceria concliabie obligatoria inclusive paez el Estado”, En: Dilig om la 
Jorigradoia. NY 152, Gaeta Jubca, Año 19, Lima, voviembre de 2013, pp. 169-179, 
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falta de exigencia del cumplimiento del requisito previo de la conciliación, 
a pesar de las prerrogativas y privilegios que posee el Estado dentro del 
marco normativo que regula el proceso civil. Asimismo, tampoco podría ale- 
garse que sobre los bienes del Estado no hay facultades de libre disposición 
para argumentar una exclusión de la exigencia del requisito de la concilia- 
ción extrajudicial al no ser bienes sobre los que recac la característica de la 
libre disposición que sería facultad exclusiva de los bienes privados, toda vez 
que el marco normativo vigente permite los actos de disposición de derechos 
disponibles del Estado, pero cumpliendo con ¡na serie de requisitos para la 
validez de estos actos. Al contrario sensu, cuando el Estado sea demandado en 
este tipo de controversias, deberá exigir el cumplimiento del requisito previo 
del intento conciliatorio por parte del demandante, bajo sanción de exigir la 
declaración de improcedencia de la demanda interpuesta en su contra. 


TI. LA REGULACION EXCEPCIONAL INCORPORADA POR LEY 
N* 30514 


El régimen general señalado en el numeral anterior encuentra una pri- 
mera situación que se constituye en una excepción a la regla general del cum- 
plimiento obligatorio del requisito previo de la conciliación extrajudicial para 
el Estado, y que lo encontramos en la Ley N" 30514, publicada el 10 de 
noviembre de 2016, y por la cual se incorpora el literal ¡) al artículo 9 de la 
Ley N' 26872 (que regula las materias conciliables facultarivas) y que señala 
expresamente que no es exigible la conciliación extrajudicial: 


*)) En los procesos de indemnización interpuestos por la Contraloría 
General de la República según la acribución conferida por el artículo 
22, acápite d) de la Ley N* 27785, Ley Orgánica del Siscema Nacio- 
nal de Control y de la Contraloría General de la República, cuando, 
como consecuencia del ejercicio del control gubernamental, se deter- 
mine que funcionarios, servidores públicos o terceros ocasionaron 
daños y perjuicios al Estado”. 


El control gubernamental, por definición legal, es la supervisión, vigilan- 
cia y verificación de los actos y resultados de la gestión pública, en atención 
al grado de eficiencia, eficacia, transparencia y economía en el uso y destino 
de los secursos y bienes del Estado, así como del cumplimiento de las normas 
legales y de los lineamientos de política y planes de acción, evaluando los sis- 
temas de administración, gerencia y control, con fines de su mejoramiento a 
través de la adopción de acciones preventivas y correctivas pertinentes. 
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Asi, el pedido indemnizarorio que en sede judicial formule únicamente la 
Contraloría General de la República, como consecuencia del ejercicio del con- 
trol gubernamental cn donde determine obligación de indemnizar al Estado 
de funcionarios, servidores públicos o terceros que ocasionaron perjuicios al 
mismo, se encuenera eximido de cumplir obligatoriamente con el requisito de 
procedibilidad de la conciliación extrajudicial, al haberse convertido en una 
materia conciliable facultariva. En otras palabras, no se prohíbe la posibili- 
dad de conciliar el resarcimiento económico en vía de indemnización sino que 
deja de ser considerado un requisito de procedibilidad obligarorio y, al trans- 
formarse en una materia conciliable faculrativa, dependerá de la Contraloría 
si es que inicia el procedimiento conciliatorio extrajudicial ante un centro de 
conciliación extrajudicial autorizado por el Ministerio de Justicia para estable- 
cer de mutuo acuerdo el monto de la indemnización o, si lo prefiere, demanda 
directamente ante el Poder Judicial a fin de que sea el juez el que establezca el 
monto indemnizatorio a favor del Estado. 


Debemos entender -en concordancia con el referido artículo 22, acápite 
d) de la Ley N' 27785- que el pedido indemnizatorio se refiere al resarci- 
miento por el daño económico causado al Estado. En los casos de encontrarse 
presunción de ilícito penal de funcionarios o servidores públicos o terceros, 
estos deberán ser sancionados en la vía penal y, una vez obtenida la sentencia 
firme que declara su responsabilidad penal, recién se acredica el perjuicio y en 
consecuencia se podrá accionar en la vía civil solicitando la respectiva indem- 
nización por la comisión del delito o falta, siendo que en estos casos la conci- 
lación también es facultativa, conforme lo señala el literal g) del artículo 9 de 
la Ley de Conciliación. 


Este es un régimen excepcional que no resulta de aplicación a otras enti- 
dades distintas a la Contraloría General de la República -como ente rector 
del Sistema Nacional de Control. Así, si el pedido indemnizacorio formulado 
por el Estado es formulado por una entidad estatal ajena al Sistema Nacio- 
nal de Control entonces dicho pedido —en tanto se trata de un derecho de 
libre disposición- se encontrará sujeto « la exigencia del cumplimiento de la 
conciliación extrajudicial como requisico de procedibilidad en las provincias 
o distritos conciliatorios en donde ya se ha implementado, El hecho de que se 
exoncre a la Contraloría del intento conciliatorio previo al pedido indemniza- 
torio no responde a una política de Estado definida con claridad sino mas bien 
obedece a un utilitarismo nefasto que envía un mensaje negativo respecto 
de las ventajas del arreglo conciliatorio respecto de determinadas controver- 
sias, pues siempre quedará la duda del doble discurso del Estado, pues obliga 
a todo el mundo a intentar la conciliación previa como forma de resolución 
de controversias afirmando sus ventajas y bondades, pero paralelamente crea 
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mecanismos que excluyen al aparato estaral de su empleo en la resolución de 
controversias similares 


Vemos que el tratamiento normativo referente a las materias concilia- 
bles facultativas vuelve a sufrir una modificación parcial. Recordemos que por 
Ley N* 29876 se modificó el artículo 9 de la Ley de Conciliación y se decla- 
raron facultativa las materias conciliables referentes a pensión de alimentos, 
régimen de visitas, tenencia y otros derechos derivados de la relación fami- 
liar que scan objeto de libre disposición, aunque la técnica legislativa fue defi- 
ciente porque siguen siendo consideradas marerías conciliables obligatorias 
según se desprende de la lecrura del segundo párrafo del artículo 7 de la Ley 
N" 26872. Por otro lado, el artículo 7-A de la Ley N? 26872 referente a las 
materias no conciliables ha sufrido modificaciones parciales al considerarse 
como temas prohibidos de conciliar a la violencia familiar (por Ley N? 29990) 
y los casos de desalojo previstos en el Decreto Legislativo N” 1177 Decreto 
Legislativo que establece el Régimen de Promoción del Arrendamiento para 
vivienda y en la Ley N” 28364- Ley que regula el Contrato de Capitoliza- 
ción Inmobiliaria y sus modificatorias (excluidos de la exigibilidad de la con- 
ciliación por Decreto Legislativo N” 1196). Todo esto nos hace pensar que 
ha llegado el momento de unificar el tratamiento normativo de las materias 
conciliables en lugar de realizar modificaciones parciales que muchas veces 
responden a situaciones coyunturales u meros intereses momentáneos y que 
no son coordinadas mínimamente con el Ministerio de Justicia en su condi- 
ción de ene rector de la conciliación, 


IV. EL DECRETO LEGISLATIVO N' 1326 Y LA REESTRUCTU! RACIÓN 
DEL SISTEMA DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO 


El día 6 de enero de 2017 se publicó en el diario oficial el Decrero Legis- 
lativo N? 1326, Decreto Legislarivo que reestructara el sistema adminiscra- 
tivo de Defensa Jurídica del Estado y crea la Procuraduría General del Estado. 
Esta norma forma parte del paquete de normas dictadas por el Poder Ejecu- 
tivo al amparo de la Ley N* 30506 que delega en el Poder Ejecutivo la facul- 
tad de legislar entre otros- en matería de lucha contra la corrupción a fin 
de reestructurar el Sistema de Defensa Jurídica del Estado y que se encuentra 
en situación de nacatio legís pues recién entrará en vigencia al día siguiente de 
que sca publicado el respectivo reglamento. Recién allí operará la derogación 
expresa del Decreto Legislativo N* 1068 que creó el Sistema de Defensa Jurí- 
dica del Estado. 


"Tal como lo señala cl artículo 3 de esta norma, clla contiene disposirivos 
que regulan la aceuación de los procuradores públicos en sede fiscal, judicial, 
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extrajudicial, militar, arbitral, Tribunal Constitucional y órganos administrati- 
vos e instancias de similar nacuraleza y conciliaciones. Para tal efecto se crea la 
Procuraduría General del Estado (art. 10) que es la entidad competente para 
regular, supervisar, orientar, articular y dictar lineamientos para la adecuada 
defensa de los intereses del Estado a cargo de los procuradores públicos, con- 
forme a lo establecido en el artículo 47 de la Constitución Política del Perú. 


Dentro de las funciones de esta Procuraduría Gencral del Estado seña- 
ladas en el artículo 12 del Decreto Legislativo N' 1326 está la de promover 
la solución de conflictos o controversias cuando estos generen un menoscabo 
en los intereses del Estado, en coordinación con entidades del Sector Público 
(numeral 6), así como coordinar y analizar con las entidades de la administra 
ción pública la viabilidad y la conveniencia —costo beneficio— de llegar a una 
solución amistosa en las controversias no judicializadas en las que el Escado 
sea parte (numeral 10,5%, 


En el caso de los procuradores públicos, estos ejercen la defensa jurí- 
dica de los intereses del Estado (que puede darse a nivel de las procuradu- 
rías públicas nacionales, regionales, municipales, especializadas y ad hoc), Una 
función importante señalada de mancra expresa en el artículo 33 del Decreto 
Legislativo N” 1326 es que los procuradores públicos deben evaluar y propo- 
ner fórmulas tendientes a conseguir la conclusión de un proceso jurisdiccional, 
en aquellos casos cuyas estimaciones patrimoniales implican un mayor costo 
que el monto estimado que se pretende recuperar, conforme a los requisitos 
y procedimientos dispuestos por el Reglamento (numeral 1). También deben 
evaluar el inicio de acciones legales cuando estas resulten más onerosas que el 
beneficio económico que se pretende para el Estado (numeral 3). 


Asimismo, esce artículo 33 establece que los procuradores públicos deben 
emitir informes a los tirulares de las entidades públicas proponiendo la solu- 
ción más beneficiosa para el Estado, respecto de los procesos en los cuales 
interviene, bajo responsabilidad y con conocimiento a la Procuraduría General 
del Estado (numeral 6). 


(058) Sobre el reta del análisis costo-beneficio eesuls perinente mencionas que por Deureco Legislativo NS 
1310 se aprubtrca medidas adicionales de suxpllicación administrativa, exigiéndose que las ercidades del 
Poder Ejecativo deben realiza un Análisis de Calidad Regulatoria de todas las disposiciones normativas 
dle lcunce general _con excepción de leyes y normes con rango de ley- que establezcan procedimientos 
"dminiscacivs, Su de ¡denedica, reducir y/o eliminar aquellos que resulico inueresasio, inusificados, 
dlespraporcinalos, redundantes nu se encuentren adecuados a la Ley de Procedimiento Adenimiscracivo 
¡Gerena v a nermas con tango de ley que les sven e satemto. Pera ello deben emplear e Análisis de 
Calidad Regulatoria pare evaluar principios coro el costo-beneficio, necesidad, efcervidad, proporcio 
salidas de dichas dipasiciones normaciras. 
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Los procuradores públicos también deben conciliar, transigir y consen- 
tir resoluciones, así como desistirse de demandas, conforme a los requisitos y 
procedimientos dispuestos por el reglamento, siendo que para dichos efectos 
es necesario la autorización del titular de la entidad, previo informe del Pro- 
curados Público (numeral 8). Para términos prácticos, debe entenderse que 
se mantiene la obligación de obrener la autorización del tirular de la entidad 
(que deberá darse como un acto administrativo contenido en una resolución 
de autorización o como actualmente se exige a través de una resolución auto- 
ritativa) previa presentación del respectivo informe del procurador respecto de 
la conveniencia de la conciliación, transacción, consentimiento de resoluciones 
y desistimiento. 


Esto necesariamente supondrá una suspensión del procedimiento conci- 
liacorio a fin de que el procurador público pueda presentar su informe y obre- 
ner la resolución de la entidad que lo autoriza a suscribir el acuerdo conci- 
liarorio. En este sentido se ha pronunciado la Directiva N% 001-2016-JUS/ 
DGDP-DCMA, Lineamientos para la correcta prestación del servicio de con- 
ciliación extrajudicial, aprobada por Resolución Directoral N” 069-2016-JUS/ 
DGDE que prescribe en su numeral 5.7 que el títular de la entidad, o la per- 
sona que este delegue de forma expresa y por resolución, cuenta con faculta- 
des suficientes para participar en los procedimientos de conciliación extraju= 
dicial, pudiendo suscribir los acuerdos, si además está aucorizado para ello. 
Luego precisa que para firmas los acuerdos conciliatorios, es necesario que se 
cucare con resolución autoritativa conforme a lo escablecido en el artículo 38 
y 38-B del Reglamento de la Ley de Defensa Jurídica del Estado, aprobado 
por Decrero Supremo N' 017-2008-JUS —aun vigente-, debiendo esta conte- 
ner los acuerdos a plasmarse en el Acta de Conciliación. Finalmente se precisa 
quantum respecto de ls exigencia de la resolución autoritativa ya se señala 
que el procurador no requerirá de resolución autoritariva Cuando el importe 
a pagar, que no sea pago indebido, no supere la 05 unidades impositivas 
aributarias. 


En sentido idéntico está la regulación contenida en el artículo 183 del 
Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado por Decreto 
Supremo N" 350-2015-EF (el cual aún no ha sido modificado a fin de ade- 
cuarlo a las recientes variaciones legales) y que señala que de ser necesario 
contar con una Resolución Autoritativa para arribar a un acuerdo conciliato- 
rio, el procedimiento se puede suspender hasta por un plazo de treinta (30) 
días hábiles. Si ambas partes lo acuerdan, dicho plazo puede ser ampliado por 
treinta (30) días hábiles adicionales. Si vencidos los plazos antes señalados la 
entidad no presenta la resolución autoritariva ante el centro de conciliación, se 
encenderá que no existe acuerdo y se concluirá el procedimiento conciliatorio. 
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Y. EL DECRETO LEGISLATIVO N" 1341 QUE MODIFICA LA LEY 
DE CONTRATACIONES CON ELESTADO 


Por otra parte, el 7 de enero de 2017 se publicó en el diario oficial el Decreto 
Legislativo N" 1341, Decreto Legislativo que modifica la Ley N* 30225, Ley de 
Contrataciones del Estado. Según lo establecido en su segunda disposición 
complementaria final, las modificaciones efectuadas por este decreto legisla- 
tivo entrarán en vigencia a los quince días contados a partir de la publicación 
de las modificaciones al reglamento de la Ley N" 30225, por lo que aun se 
encuentran también en periodo de ructin lgís. 


Recordemos que la solución de controversias con el Estado en la etapa 
de ejecución contracrual se realiza mediante conciliación, arbicraje o junta de 
resolución de disputas y se encuentra regulada por la nueva Ley de Contra- 
taciones del Estado, Ley N" 30225 y su reglamento aprobado por Decreto 
Supremo N? 350-2015-EE El artículo 45.1 de la Ley N* 30225 dispone que 
se resuelven medisnte conciliación o arbitraje las concroversias que surjan 
entre las partes sobre ejecución, interpretación, resolución, inexistencia, ine- 
ficacia o invalidez del contrato, siendo que las controversias sobre nulidad del 
contrato solo pueden ser sometidas a arbitraje. 


Si bien es cierto que el Decreto Legislativo N' 1341 modifica varios artículos 
de la Ley de Contrataciones del Estado, vamos a referirnos exclusivamente a 
las modificaciones efeccuadas en lo que respecta a la solución de concroversias 
de la ejecución contraccual reguladas en el artículo 45 de la Ley N? 30225, a 
saber 


a) Recordemos que de acuerdo con lo señalado en el artículo 45.1 
modificado, las controversias que surjan entre las partes sobre la eje- 
cución, interpretación, resolución, inexistencia, ineficacia o invalidez 
del contrato se resuelven, mediante conciliación o arbitraje aunque 
se establece como regla general que este arbitraje será de naturaleza 
instirucional, según el acuerdo de las partes, mientras que el arbitraje 
Ad Hoc podrá emplearse de manera excepcional según los supuestos 
que en el reglamento se establezcan, regulación con la cual discrepa- 
mos pues se restringe la capacidad de decisión de las partes respecto 
al tipo de arbitraje que pueden elegir. Asimismo, la norma precisa 
que las controversias sobre la nulidad del contrato solo pueden ser 
sometidas a arbitraje. 


b) Se mantiene la prohibición de someter a conciliación, arbitraje 
o junta de resolución de disputas la decisión de la Entidad o de la 
Contraloría General de la República de aprobar o no la ejecución 
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d) 


de prestaciones adicionales. Por otro lado, las pretensiones referi- 
das a enriquecimiento sin causa o indebido, pago de indemnizacio- 
nes o cualquier otra que se derive u origine cn la falta de aproba- 
ción de prestaciones adicionales o de la aprobación parcial de estas, 
por parte de la encidad o de la Contraloría General de la República, 
según corresponda, no pueden ser sometidas a conciliación, arbitraje, 
ni a orros medios de solución de controversias establecidos en la pre- 
sente ley o el reglamento, correspondiendo en su caso, ser conocidas 
por el Poder Judicial, Todo pacto en contrario es mulo. 


También se mantiene la regulación contenida en el artículo 45.2 que 
señala que para los casos específicos en los que la materia en con- 
troversia se refiera a nulidad de contraco, resolución de contrato, 
ampliación de plazo contractual, recepción y conformidad de la pres- 
tación, valorizaciones o metrados, liquidación del contrato, se debe 
iniciar el respectivo medio de solución de controversias —concilia- 
ción o arbitraje dentro del plazo de treinta (30) días hábiles con- 
forme a lo señalado en el reglamento, En supuestos diferentes a los 
mencionados, los medios de solución de controversias previstos en 
este artículo deben ser iniciados por la parte interesada en cualquier 
momento anterior a la fecha del pago final. Luego del pago final, 
las controversias solo pueden cscar referidas a vicios ocultos en bic- 
nes, servicios u obras y a las obligaciones previstas en el contrato que 
deban cumplirse con posterioridad al pago final. En estos casos, el 
medio de solución de controversias se debe iniciar dentro del plazo 
de treinta (30) días hábiles conforme a lo señalado en el reglamento. 
Se precisa que todos los plazos señalados en este mumeral son de 
caducidad. 


El artículo 45.5 sigue estableciendo que la conciliación se realiza en 
un centro de conciliación —extrajudicial— acreditado por el Ministe- 
rio de Justicia y Derechos Humanos, mientras que el arbitraje insti- 
tucional se realiza en una institución arbitral acreditada por el Org; 
nismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE), conforme 
a lo dispuesto en la directiva que se apruebe para tal efecto. Lo que 
se ha incorporado en este artículo es que, presentada una propuesta 
de conciliación por el contratista, la entidad debe proceder a realizar 
el análisis costo-beneficio, considerando el costo en tiempo y recur- 
sos del proceso arbitral, la expectativa de éxico de seguir el arbitraje, 
y la conveniencia de resolver la controversia en la instancia más tem- 
prana posible. En este extremo, resultaría muy interesante recoger 
la experiencia de la previa evaluación neutral o temprana o conocida 
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también como early neral evaluation, que en nuestro sistema legal 
no pasó de ser un proyecto de ley%*”, por la que se somete una con- 
troversia a expertos independientes de las partes para que emitan 
una decisión técnica concenida en un informe, previo a un juicio, con 
la finalidad de que se les facilite llegar a un acuerdo consensuado. 
El experto neutral es un tercero experto en el tema y que es contra 
tado por las partes para que emita un dictamen y las partes —des- 
pués y a partir de ese dictamen— se reúnen con sus abogados e inician 
un proceso de negociación contando con un parámetro objerivo y de 
legitimidad. 


Vemos que la evaluación neutral (considerada como un medio alter- 
naxivo de solución de confliccos adicional y complementario a la con- 
ciliación extrajudicial y al arbitraje) tiene por objeto cosdyuvar a que 
las partes con vista a un informe imparcial lleguen a un acuerdo sin 
participación de un tercero en sus negociaciones; asimismo, no es 
un mecanismo presencial ya que no es necesaria su presencia en una 
audiencia bastando la solicitud de un informe por escrito el cual no 
tiene carácter vinculante pare las partes sino que por el contrario solo 
tiene la condición de un informe que eventualmente serviría para que 
las partes transijan en su controversia o a cravés de un procedimiento 
conciliatorio lleguen a un acuerdo, 


e) El mismo artículo 45.5 precisa que constituye responsabilidad fun- 
cional impulsar o proseguir la vía arbieral cuando el análisis costo- 
beneficio derermina que la posición de la entidad razonablemente 
no será acogida en dicha sede, lo que es coincidente con lo prescrito 
en el numeral 10 del artículo 12 del Decreto Legislativo N* 1326 
señalado precedentemente, Asimismo, se determina que será cl 


(939) Mediante el Proyecto de Ley N' 3372 97-<K cuyo autor fue el congresista Jorge Muñiz Sihes, se propuso. 
la iocorporación 4 muestra legislación de la igura de la “Evaluación Neverl” como un medio alcemacivo 
le solución de conflictos rurgidos tre las partes y cuya actuación sería fcultacinn y complementaria 
un procedimiento de conciliación extrajudicial, Este proyecto fue archivado definitivamente en la sesión 
dll 2 de junio de 1999 

(460) Dare efectos purammene didícccos so consideran Únicamente a la negecisción, mediación, conciliación, 
sdbicaje y proceso judicial que se consirayen en ura espec ce formas básicas de resolución de con: 
Flicos, pero exiscen orras figuras Mibridas como el med-arb, ini jucio y evaluación temprana peurral 
Pero hay autores que consideran formas adicionales de resolve conflcros corno la pericia arbitral, experto 
el, oyente neutral, esclarecedor de cuesriores de hecho, consejero especal, omindmman, programas de 
«quepa y reclamos, juxcio sumosio por jurado», scvcrdo descrminsdo por el jesdo, grpo mcr crcura- 
Espto, alquile de jue, trburales religosos, embellecimiento de contratos y operador de proceso, que no 
ca sino derivaciones de estas formas bésicas ya anocadas. Ver HIGHTON, Elena L y ALVAREZ, Gladys 
5, Modhacón puna reslcr confio Sr Raoacón Alternar de Digas. N? 1, 2% edición, Ad-Hoc, Buenos 
Als, 1996. pp. 119-138. 
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reglamento establecerá otros criterios, parámetros y procedimientos 
para la coma de decisión de conciliar. 


Se ha precisado que para desempeñarse como árbitro, únicamente en 
el caso de los arbitrajes 4d Jue, se requiere estar inscrito en el Regis 
tro Nacional de Árbitros administrado por el OSCE, conforme a 
los requisitos y condiciones establecidos en la directiva que apruebe 
dicha entidad para tal efecto, siendo este un registro de aprobación 
automática, sujeto a fiscalización posterior. Además se ha eliminado 
la exigencia de que para desempeñarse como secretario arbitral se 
debe estar inscrito en el Registro Nacional de Secretarios Arbitrales 
administrado por el OSCE. 


El artículo 45.8 sigue señalando que el laudo arbitral es inapelable def 
nitivo y obligatorio para las partes desde el momento de su notificación, 
debiéndose notificar a las partes en forma personal y 4 través del Sistema 
Electrónico de Contrataciones del Escado (Scace) para ofecto de su efica- 
cia. La notificación se tiene por efectuada desde ocurrido el último acto. 
Contra dicho laudo solo cabe interponer recurso de anulación de acuerdo 
a lo establecido en el Decreto Legislativo N” 1071 Decreto Legislativo 
que norma el arbitraje en el Perú 


Se ha incorporado como un requisito para la interposición del recurso 
de anulación del laudo por el contratista que se requiere presentar 
fianza bancaria solidaria, incondicionada y de realización automática 
en favor de la entidad, conforme al porcentaje que se establezca en 
el reglamento, con una vigencia no menor a seis (6) meses renova- 
bles por todo el tiempo que dure el trámite del recurso. Esto aparen- 
temente contradice lo regulado en el artículo 66 del Decreto Legis- 
lativo N9 1071 que norma el arbitraje pues en esta norma se precisa 
que cuando la parte que impugna el laudo mediante el recurso de 
anulación solicite la suspensión del cumplimiento del laudo debe 
cumplir con la presentación de esta garantía, caso contrario únicas 
mente no se suspende el cumplimiento de la obligación que puede 
ser ejecutada en el proceso de ejecución respectivo— mas no se cons- 
tituye como requisito para la interposición del recurso de anulaci 
Estaremos a la espera de lo que se señale en el reglamento para ve: 
ficar si se mantiene esta aparente contradicción o se precisa que solo 
se exigirá si lo que se pretende además es paralizar la ejecución del 
Ludo. 


Por otro lado, se ha establecido que las entidades no pueden inter- 
poner recurso de anulación del laudo u otra actuación impugnable 
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en vía judicial, salvo que se cumplan las siguientes condiciones 
de manera conjunta: 1) que la acción judicial sea autorizada por la 
máxima autoridad de la entidad, mediante resolución debidamente 
motivada, bajo responsabilidad, siendo esta faculead indelegable; 
y ii) que la referida aurorización sea aprobada por el titular del sec- 
tor correspondiente, excepto tratándose de ministerios en cuyo caso, 
la autorización deberá ser aprobada por Consejo de Miniseros, y si 
consideramos que el plazo para la interposición del referido recurso 
es muy breve (dentro de los 20 días siguientes a la notificación del 
laudo, según lo prescrito en el artículo 64 del Decrero Legislativo N* 
1071), en la práctica scrá materialmente imposible contar con dicha 
autorización. Además se Mexibiliza la labor de los procuradores públi- 
cos pues se señala que cuando no interpongan recurso de anulación 
de laudo mo incurren en responsabilidad. 


Adicionalmente, sin perjuicio de lo señalado el laudo puede ser anu- 
lado a solicitud de parte si la composición del árbitro único o del tri- 
bunal arbitral o si las actuaciones arbitrales no se han ajustado a lo 
establecido en la presente ley y en su reglamento; siempre que tal 
circunstancia haya sido ubjero de reclamo expreso en su momento 
ance el árbicro único o tsibunal arbitral por la parte afectada y fue 
descstimado, En caso de que dicha circunsrancia haya constiruido 
causal de recusación, la anulación solo resulta procedente si la parte 
afectada formuló, oportunamente, la recusación respectiva y esta fue 
desestimada. 


VI, CONCLUSIONES 


Resulta interesante que el norte que ahora pretende guiar el accionar del 
Estado en la búsqueda de resolución a sus controversias esté inspirado en el 
empleo de mecanismos que pretendan lograr la solución rápida y económica 
así como el empleo eficiente de sus recursos, obligando a sus defensores a 1ea- 
lizar un verdadero análisis de las consecuencias de seguir litigando (en sede 
judicial o acbitral) y zanjar definitivamente la controversia cuando el resul- 
tado del litigio sea mucho menos favorable a los intereses del Estado, para 
lo cual no solo se Aexibiliza su labor y funciones sino que hasta se plasma un 
mandato legal que obliga a ver el litigio como última ratio. Esperemos que 
las próximas disposiciones que reglamenten este accionar vayan en la misma 
dirección, pues como dijo Aristóteles: “no hace falta un gobierno perfecto; se 
necesita uno que sea práctico”. 
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Las leyes inútiles debilitan a las necesarias” 


Montesquieu 


1. LA COLISIÓN NORMATIVA PRODUCIDA POR LA DIRECTIVA 
APROBADA MEDIANTE RESOLUCIÓN DIRECTORAL 


El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, en su condición de ente 
rector de la conciliación extrajudicial en el Perú, ha aprobado mediante Reso- 
lución Directoral N” 069-2016-JUS-DGDP del 12 de agosto de 2016 la 
Directiva N” 001-2016-JUS-DGDP-DCMA denominada “Lineamientos para 
la correcta prestación del servicio de conciliación extrajudicial” elaborada por 
la Dirección de Conciliación Extrajudicial y Medios Alternativos de Solución 
de Conflictos (DCMA) del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Un 
hecho que llama poderosamente la atención es que el texto de esta directiva 
carece de una adecuada divu/gatin legís al no haber sido publicada en el diario 
oficial así como tampoco la resolución directoral que la aprueba, lo que pon- 
deía en duda el carácter imperativo de sus disposiciones“, 


Dicha directiva contiene “criterios establecidos por la DICMA, con la fina- 
lidad que los operadores del sistema conciliatorio tomen de (sic) conocimiento 
y sirva como herramienta para la tramitación de las diversas solicitudes de 
conciliación de manera eficiente (...)”. Prosigue señalando —y evidenciando 


(661) Constitución Política del Per. 

srícalo 109.- Vigencia y obligarorieded de la Ley. 

La ley es obligazora desde el dí siguiente de su publicación eu el cio oficia, salvo disporición comercia 
dle la ansma ley que poscerga su vigencia en codo 0 en parte” (al resaleado es astro). 

“Aríenlo 31 - Suprerraca de la Constirición 

La Constitación prevalece sobre roda norma legal la ley sobre las normas de ieferice jerarquía, ya euce- 
sivasmense, La publicidad es esencial para la vigencia de coda noruna del Escado” (el rsalcado cs sao). 
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una visión procesalista de la conciliación extrajudicial que “la conciliación 
extrajudicial es un procedimiento formal que asimila las exigencias, garan- 
rías y presupuestos del eventual proceso judicial a que podría dar lugar, como 
son la competencia territorial, relación jurídica existente, emplazamiento 
válido, actos jurídicos con fin lícito, legalidad de los acuerdos aplicables a cada 
caso concreco, la actuación por apoderados, entre otros; por lo que es pre- 

¡sa que el procedimiento conciliatorio que concluya con la expedición de un 
Acta de Conciliación cumpla con lo establecido en la Ley de Conciliación y su 
Reglamento”. 


No dudamos de las buenas intenciones de la DCMA al aprobar esta 
directiva, pero siempre nos ha parecido que cualquier tipo de mejora en la 
normativa no puede estar guiada por el secretismo ni la autosuficiencia de la 
adminiscración pública sino que debe caracterizarse por la apercura y el dié 
logo toda vez que la experiencia de los operadores de la conciliación extraju- 
dicial no se únicamente a los conciliadores de los centros de concilia- 
ción gratuitos del propio Ministerio sino que es más vasta y enriquecedora si 
sumamos la práctica de los operadores privados así como los diversos estu- 
dios académicos que se han venido realizando en los últimos años tratando 
de resolver problemas propios de un marco normativo que sigue presentando 
incongruencias. 


Por otro lado, es evidente que nos encontramos frente a un caso de coli- 
sión normativa, pues vamos a encontrar que la nueva regulación introducida 
por esta directiva establece prohibiciones o precisa regulaciones en un sentido 
distinco y que no se encuentran consignadas en la Ley de Conciliación o en 
su reglamento, Es evidente que la directiva posee múltiples aciertos —y que 
felicitamos— pero es objeto del presente trabajo detallar las principales cues- 
tiones formales que merecen un mejor análisis a fin de evitar que se produz- 
can incongruencias con otras disposiciones legales de mayor jerarquía, sobre la 
base de una visión integral que permita superarlas de una manera más óptima 
en beneficio de los operadores y usuarios del sistema conciliatorio. 


Il. OPCIONES DE SOLUCIÓN FRENTE A UN CASO DE COLISIÓN 
NORMATIVA 


Resulta evidente que en el caso de existir colisión normativa entre nor- 
mas de igual jerarquía, esta puede ser resuelta mediante una serie de criterios 
como la temporalidad, acudiendo al momento en que se dictaron estas dispo- 
siciones legales y que ordena que prevalezca la ley posterior que deroga a la 
ley anterior, por otro lado, tenemos el principio de especialidad de la norma, 
que sagicre que debe prevalecer la norma que conticnc una regulación más 
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específica en detrimento de otra norma que no la tiene. En el caso de colisión 
normativa entre normas de diferente jerarquía, la solución parte por preferir a 
la norma de mayor jerarquía. 


Como se sabe, el marco normativo que regula a la Conciliación Extra- 
judicial en el Perú está dado por la Ley IN? 26872 —Ley de Conciliación- (y 
sus respectivas modificerorias) y su norma de desarrollo que es el Decreto 
Supremo N” 014-2008-JUS, por el que se aprucba el vigente Reglamento de 
la Ley de Conciliación. En estos casi veinte años de vigencia de la norma se 
han producido una serie de modificaciones importantes a dicho marco nor- 
imativo y que han significado cambios de dirección en la ruta que ha seguido 
la implementación de la conciliación extrajudicial como un eficaz mecanismo 
alternativo de resolución de conflicros. 


En este sentido, independientemente de las motivaciones a las que obe= 
decían, estas modificaciones se realizaron a través de una técnica legislativa 
por la que el texto de la ley era modificado o derogado por otra norma de la 
misma jerarquía —ya sea una Ley o un Decrero Legislativo" y lo mismo 
ocurría para el caso de su Reglamento, que era modificado o derogado siem- 
pre por un Decreto SupremoS%, Han existido inclusive casos en los que se 
han dictado normas complementarias al mismo nivel, como ocurrió para el 
caso de la implementación progresiva de la obligatoriedad de la conciliación 
como requisito de procedibilidad, al establecerse el respectivo cronograma. 


Como vemos, en estas múltiples modificaciones y derogaciones del marco 
normativo de la conciliación se ha resperado lo señalado en el artículo 1 del 
Título Preliminar del Código Civil cuando se precisa que una ley se deroga 
por otra ley?%, 


La jerarquía normativa peruana está compuesta en un primer nivel por 
actos legislativos: la Constitución Política, seguida de los tratados, las Leyes 
(orgánicas, ordinarias, resoluciones legislativas, reglamento del Congreso, 
decretos de urgencia), los decretos legislativos, así como las normas regionales 


(662) Recordemos que la Ley NY 26372, Ley de Conciliacón, la Silo modificada en varias oporcunidades, Así, 
tenemos ls Leyes NV 27363, 27398, 28163 y 29876, Además, por acto de legszción delegada contenido 
ven el Decre Lepislacivo N* 1070 también se produjeron modificaciones importantes en e ceso lega, 

(563) La soria ha tenido tres reglamentos, aprobados por Decrezo Supremo N 001-98-JUS, Decreso Supremo. 
WO T-2005-JUS y el vigente Decreto Supremo N*014-2008-JUS, 

(464) Un ejemplo de derogación rácica de una ley por orra ley lo renemos con la promulgación de la Ley N'29876 
por la que e declaran los temas derivados del Derecho «e emilia como enseriascomciiable facalasivas 
Este cexco legal dejó sin eco la disposición contenida co el segundo párrafo del artículo 7 de la Ley 
'N? 26872, Ley de Conciliación, que aun considera a estos remas como mareras conclibles obligaroras 
era ejemplo lo tenemos en la modificación legal por ls que a conclición extrajudical dejó de ser conc 
¿dera como requisito de adosiibilada pues coovertis en requisico de procedibiidad, 
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de carácter general y las ordenanzas municipales, En un segundo nivel rene- 
mos a los acros administrativos, compuestos por los decretos supremos, las 
resoluciones supremas, resoluciones minisecriales, resoluciones dirccrorales 
y demás resoluciones expedidas por la autoridad administrativa, Todos estos 
actos se circunscriben dentro del vocablo ley, y en palabras de Marcia) Rubio, 
“(...) aunque la utilización del vocablo Ley" pareciera excluir a las normas de 
rango inferior tales como los decretos y resoluciones (...) como en el caso de 
los decreros legislarivos, también aquí consideramos procedente recurrir a 
la analogía señalando que, en aplicación a partir de este artículo, un decrero 
supremo solo podrá ser modificado por otro decrero supremo, y así suce 
vamente (Y, En otras palabras, por legislación debe encenderse tanto el 
ámbito de las normas con rango de ley leyes, resoluciones legislativas, eraca- 
dos y decretos legislativos, así como también otras disposiciones legislarivas 
de rango distinto —deceetos, resoluciones, ordenanzas, erc.— ya que la legisla- 
ción contiene muchos más tipos de cuerpos normativos que las leyes e inclu- 
sive que todas las disposiciones con rango de ley. 


En el supuesto de encontrarnos frente a un caso de colisión normativa 
en normas de discinto rango en la escala jerárquica normativa, se debe pre- 
ferir a la norma de mayor jerarquía, conforme lo señala la propia Constitu- 
ción Política. Asi, el artículo 51 de la Constitución Política de 1993 establece 
claramente que: “La Conscicución prevalece sobre toda norma legal; la ley, 
sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente”. Recordemos que 
el Principio de Jerarquía Normariva, conocido comúnmente como Pirámide 
de Kelsen, establece que una norma de inferior jerarquía dependerá su validez 
4 que no sea incomparible con una norma de superior jerarquía, pues el orde- 
namiento jurídico es un sistema de normas ordenadas jerárquicamente entre 
sí. Se precisa que en caso de incompatibilidad de una norma constitucional o 
superior con una de inferior jerarquía, priman las primeras y no las segundas. 


En este orden de ideas, debe considerarse que si bien es cierto que el 
inciso b) del artículo 109 del Reglamento de Organización y Funciones 
(ROF) del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, aprobado por Decreto 
Supremo N” 011-2012-JUS, establece como función de la DCMA proponer a 
la Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia las Directivas 
requeridas para garantizar la calidad del servicio, y que el inciso 1) del artículo 
102 de dicho decreto supremo señala como función de la Dirección General 
de Defensa Pública y Acceso a la Justicia, la de emitir resoluciones, circulares 


(665) RUBIO CORREA, Marcio. Térda Prdiminor del Cizo Civil. 10* edición, Lonc Esirorial de la Poni 
cía Universidad Caeblica del Perú, Liema, cctabre, 2008, p. 21 
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y demás documentos de gestión de carácter general, estos deben escar orien- 
tados a lograr la eficacia y eficiencia de los servicios que ella -la Dirección 
General de Defensa Pública brinda. 


Se debe precisar además que la finalidad del ROF es definir y delimi- 
tar las facultades, funciones y atribuciones de los órganos que conforman el 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, así como definir su estructura 
orgánica (art. 1) y es de aplicación exclusivamente a todas las unidades orgá- 
nicas, proyectos, comisiones, consejos y órganos de coordinación del Ministe- 
rio de Justicia y Derechos Humanos, así como a sus organismos públicos ads- 
critos (art. 3), con lo cual se puede colegir que los operadores privados no se 
encontrarían bajos los alcances de una regulación de tipo administrativa con- 
tenida en una Resolución Directoral y que es en muchos casos distinta a la 
señalada en la Ley de Conciliación y su reglamento, ya que sus obligaciones 
y funciones como operadores de la conciliación se encuentran precisadas en 
dichas normas. 


IMMI. ALGUNOS CASOS DE COLISIÓN NORMATIVA CONTENIDOS 
EN LA DIRECTIVA 


1. Alimentos a hijos no reconocidos 


El numeral 5.1.1. de la directiva establece en su literal a) que se conside 
úrarán como materias conciliables en materia de familia a la pensión de alimen- 
tos, precisando que se puede solicitar pensión de alimentos para hijos nacidos 
dentro del matrimonio, para hijos extramarrimoniales reconocidos por ambos 
padres y de aquellos cuya paternidad no haya sido reconocida ni declarada 
judicialmente. Esto es coincidente con lo señalado en el Código de los Niños 
y Adolescentes que permite iniciar procesos de alimentos sin perjuicio de la 
prueba sobre el vínculo familiar. 


Una primera observación la cenemos en que este supuesto de poder soli- 
citar una conciliación para un menor no reconocido debe ser precisado en 
el Reglamento de la Ley de Conciliación, pues se tendría que considerar de 
manera expresa como una causal liberadora de la exigencia legal de adjuntar 
a la solicitud de conciliación copia de los documentos relacionados con el con- 
flicto con la finalidad de acreditar la preexistencia del mismo (contenida en el 
artículo 14, numeral 4. del Reglamento), pues en este caso ya no sería nece- 
sario acreditar el entroncamiento y consecuente obligación legal de acudir con 
alimentos al acreedor alimentario limitándose únicamente a identificar a las 
partes 
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Si analizamos esta siruación desde la perspectiva de clasificar los alimen- 
tos en forzosos y voluntarios, tenemos que esta flexibilización en la exigen- 
cia de acreditar el entroncamiento podría scr una vía para que personas que 
no tienen la condición legal de deudores alimentarios puedan comprometerse 
mediante un acto de liberalidad a acudir con una pensión alimenticia volunta- 
sia a personas que no serían acreedores alimentarios y con las cuales no habría 
vna exigencia legal de acudir al existir un orden de prelación que debe respe- 
tarse, como ocurriría por ejemplo en el caso de abuelos, tíos o padrinos que 
quieren acudir a un menor que no es su hijo y con el cual no existe un vínculo 
formal ni una obligación legal de acudirlo —o viceversa, cuando se trate de 
nietos, sobrinos o ahijados que solicitan una pensión alimenticia—, en tanto 
seguiría siendo un acto voluntario que se constituye en una liberalidad que 
puede ser acordada vía conciliación. 


En cuanto a la exigencia de indicar en la solicitud de conciliación la exis- 
tencia de otras personas con derecho alimentario (contenida en el numeral 
7 del artículo 12 del reglamento, y que debe ser concordada con el artículo 
15, in fine, del mismo reglamento) deberá entenderse que debe seguir siendo 
cumplida al momento de recibirse la solicitud de conciliación. Esta disposición 
aplicable únicamente a los procedimientos conciliatorios que versen sobre ali- 
mentos deberá ser derogada por ser poco práctica al establecer una formalidad 
que ni siquiera se exige en los procesos de alimentos a nivel jurisdiccional, 


Por otro lado, surge la duda respecto del hecho de acordar el estableci- 
miento de una pensión de alimentos 4 un menor no reconocido y que esto 
pueda ser asumido como una especie de reconocimiento de filiación por parte 
del supuesto padre y, de acuerdo a lo señalado el Código del Niño y del Ado- 
lescenee, podría ser empleado como causal de filiación. Debemos tener pre- 
sente que según lo señalado en el artículo 171 del Código de los Niños y Ado- 
lescentes modificado por Ley N" 28439: “Si durante la audiencia única el 
demandado aceptara la paternidad, el juez tendrá por reconocido al hijo. A 
este efecto enviará a la municipalidad que corresponda, copia certificada de 
la pieza judicial respectiva, ordenando la inscripción del reconocimiento en la 
partida correspondiente, sin perjuicio de la continuación del proceso”. Obyi; 
mente podríamos ampararnos en la regulación respecto de la confidencialidad 
contenida en el artículo 8 de la Ley de Conciliación que establece que todo lo 
sostenido o propuesto en la audiencia de conciliación carece de valor proba- 
torio; pero surgen ciertas dudas respecto del empleo futuro del acuerdo con- 
«iliatorio contenido en el acta de conciliación como una forma indirecta de 
reconocimiento de filiación, más aún cuando se podría indicar una supuesta 
filiación en la solicitud, la que es parte integrante del acta de conciliación. 
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La directiva en su numeral 5.2.1. al referirse a los supuestos y materias no 
conciliables establece que no se dará trámite a través de la conciliación extra- 
judicial, por tratarse de temas dispuestos en sede judicial, a los temas relativos 
a reducción o exoneración de alimentos, así como la variación de tenencia y de 
régimen de visitas. El argumento de que no podría modificarse el contenido 
de una sentencia a través de un acuerdo conciliatorio resulta muy endeble y 
no resiste el más mínimo análisis jurídico. Para empezar hay una contradic- 
ción contenida en el literal d) del mumeral 5.1.1. de la directiva cuando señala 
que la exoneración de alimentos sí es conciliable, debiendo anexarse a la soli- 
citud de conciliación la resolución judicial mediante la cual se otorgó la pen- 
sión de alimentos. 


Pero hay un caso de colisión normativa evidente al advertir que esta dis- 


posición se contrapone al Principio de Revisión de Derechos 


El marco normativo vigente permite la posibilidad de conciliar temas 
relativos a pensión alimenticia, renencia y régimen de visiras aunque estos 
ya hayan sido fijados en una sentencia judicial o en un acta de conciliación 
de manera previa. El principio de revisión de derechos debe entenderse en la 
posibilidad de que si las partes que se encuentran mencionadas en la sentencia 
v en el acta lo desean, pueden conciliar el establecimiento de nuevas condicio 
mes para el cumplimiento de la pensión de alimentos en los casos de aumento, 
reducción y hasta exoneración de alimentos, para lo cual deberá mencionarse 
en el acta de conciliación que existe una sentencia o acta previa y las partes de 
común acuerdo deciden modificarla. El mismo criterio se aplica para la vari 
ción de la tenencia y del régimen de visitas 


En este orden de ideas, resulta evidente que el principio de revisión de 
derechos se opone al principio de cosa juzgada, y podríamos definirlo como 
la posibilidad de que los rérminos de un acuerdo conciliatorio o de una deci- 
sión judicial que establecen obligaciones para las partes puedan ser modif 
dos posteriormente por las partes, ya sea de manera consensuada mediante 
un acuerdo conciliatorio o de manera forzosa a través del inicio de la acción 
correspondiente, si es que han veriado las circunstancias de hecho o la situa 
ción de las partes que dicron origen y justificaron el reconocimiento de 
dererminado derecho. Este es un principio que vemos exclusivamente en el 


(366) Cf. PINEDO AUBIÁN, E. Martín. “¡Payá comples el acta o vas dentro!: Ta omisión de astencia fa 
Lar por incumplimiento de acuerdos concilisrerios sobre alimertor”. En: Garro Gail 6 Presa! Cid 
N'36, jucio, 2016, p, 235-250. 
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Derecho de familia y que se materializa en temas como los de pensión de ali- 
mentos, régimen de visitas y tenencia, los que pueden ser variados posterior- 
mente a su determinación. 


Al respecto la Casación N” 2511-2004/ICA establece que: Áten- 
diendo a la naturaleza del Derecho alimentario, este se encuentra sujeto a las 
variaciones en la situación legal de las partes en el tiempo, además es un prin- 
cipio universalmente aceptado que no existe cosa juzgada cn materia de fijas 
ción de pensiones alimentarias (...)”. Por su parte la Casación N? 4670-2006/ 
La Libertad señala que: “(...) A diferencia de la generalidad de las sentencias 
que tienen la calidad de consentidas o ejecutoriadas, la recaída en un pro- 
ceso de alimentos no tiene la calidad de cosa juzgada, en razón de que los ali- 
mentos pueden ser sujeros de aumento, disminución, exoneración, cese, entre 
otros, según sean las necesidades del alimentista o la capacidad del obligado; 
por lo tanto, los procesos de los cuales derivan permanecen siempre abiertos y 
no se consideran concluidos (...”. 


Además, si analizamos la secuencia procesal establecida en el Código de 
los Niños y Adolescentes, vemos que el juez se encuentra obligado a convo- 
car a una audicacia de conciliación procesal y se presenta la posibilidad de 
que una sentencia puede ser modificada por una conciliación procesal. Al ses- 
pecto el artículo 171 del Código de los Niños y Adolescentes señala que una 
vez saneado el proceso el juez invocará a las partes a resolver la situación del 
nino o adolescente concilintoriamente, siendo que si hay conciliación y esta no 
lesiona los intereses del niño o del adolescente se dejará constancia en acta de 
conciliación procesal y este acuerdo conciliatorio tendrá el mismo efecto de 
una sentencia. En este sentido, y aplicando supletoriamente el artículo 327 
del Código Procesal Civil, no existiría inconveniente para que inclusive se 
pueda concluir el proceso a través del empleo de la conciliación extrajudicial si 
es que existe coincidencia de voluntades en las partes 


En definitiva, la directiva restringe la posibilidad de conciliar la seducción 
o exoneración de alimentos, la variación de tenencia y del régimen de visi- 
tas únicamente cuando estos temas han sido definidos de manera voluntaria 
mediante un acta de conciliación previa, pero excluye la posibilidad de conci- 
liar estos temas si han sido establecidos por una sentencia, con lo cual obliga 
a las partes a judicializar innecesariamente estas controversias argumentando 
que solo el juez puede modificar una sentencia, pero olvidando que también 
existe un espacio dentro del proceso en el que las partes pueden acordar la 
modificación de los derechos reconocidos en una sentencia previa de manera 
libre y voluntaria haciendo innecesaria la expedición de la sentencia conforme 
se ha demostrado. Si esto es posible, entonces no debería existir impedimento 
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legal alguno para que las partes que deseen intentar resolver estas controver- 
sias puedan hacerlo mediante el empleo de la conciliación extrajudicial evi- 
cando el inicio del proceso. 


3. Imposibilidad de conciliar un laudo arbitral 


El numeral 5.2.2. de la directiva señala que algunas materias (refiriéndose 
a temas de naturaleza civil) contienen derechos no disponibles que cuentan 
con una vía propia de tramitación, otras deben ser objero de actuación proba- 
toria que conlleva declaración de derechos y en otros casos no existe conflicto, 
razón por la que no procede que sean abordadas a través de la conciliación 
extrajudicial. Así, en el literal d) precisa que un laudo arbitral no puede con- 
ciliarse porque es definitivo, inapelable y de obligatorio cumplimiento desde 
su norificación a las partes, produciendo efectos de cosa juzgada similares a los 
de una sentencia judicial, por tanto, no puede ser modificado por voluntad de 
las partes. Este razonamiento colisiona con disposiciones legales que sí habili- 
tan un comportamiento distinto al prohibido. 


El artículo 123 del Código Procesal Civil establece el carácter inmuta- 
ble de las sentencias que adquicren la autoridad de cosa juzgada, y de manera 
coincidente el artículo 328 del Código adjetivo señala que la conciliación surte 
el mismo efecto que la sentencia que tiene autoridad de cosa juzgada. Por su 
parte, el artículo 59 del Decreto Legislativo N% 1071 que regula el arbitraje 
establece que el lando produce efectos de cosa juzgada. Para efectos prácti 
cos, las sentencias judiciales firmes y consentidas, los laudos arbitrales y las 
actas de conciliación con acuerdo deben concebirse como instrumentos simi- 
lares en lo que respecta a los efectos que presentan y la consiguiente posibi 
lidad de ejecución de las obligaciones en ellos contenidas, porque al amparo 
del artículo 688 del Código Procesal Civil son títulos ejecutivos que compar- 
ten la misma vía de ejecución que es el proceso de ejecución de resoluciones 
judiciales. 


Ahora bien, si bien es cierto que las obligaciones contenidas en una sen- 
tencia pueden ser ejecutadas de manera forzosa no siempre se llega a esta eje- 
cución. En este sentido, el artículo 339 del Código Procesal Civil establece 
que, aunque hubiera sentencia consentida o ejecutoriada, las partes pue- 
den acordar condonar la obligación que esta contiene, novarla, prorrogar el 
plazo para su cumplimiento, convenir una dación en pago y, en general, cele- 
brar cualquier acto jurídico destinado a regular o modificar el cumplimiento 
de la sentencia. Sin embargo -se precisa- dicho acto jurídico no tiene la cali- 
dad de transacción ni produce los efectos de esca. Es decir, al encontrarnos 
frente a una sentencia firme y consencida las partes se encuentran obligadas al 
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cumplimiento de lo ordenado por el magistrado, pero no existe ningún incon- 
veniente para que ambas partes, de mutuo acuerdo, puedan regular o variar 
el mandato judicial, requiriéndose de manera obligatoria la coincidencia de 
voluntad de las partes contenida en un acto jurídico para acordar la forma de 
cumplimiento de la sentencia con autoridad de cosa juzgada, pero este posible 
acuerdo no afectará el valor de dicha decisión judicial. 


En este sentido vale precisar que el convenio que realicen las partes, en 
momento posterior al pronunciamiento de una sentencia que queda firme, 
regulando o modificando el cumplimiento del fallo definitivo no configura 
vna transacción; por lo que no se altera lo resuelto, conservando la calidad de 
cosa juzgada, incidiendo tan solo en su consumación material o ejecución, es 
decir, lo que las partes convengan podrá modificar el mandato judicial, pero la 
sentencia como acto permanecerá inalterable (Cas. N* 2154-2003, Lima). 


Vemos que el artículo 339 del Código adjerivo contiene la posibilidad de 
modificar no solo una sentencia sino también se amplía la posibilidad de var; 
ción a un acuerdo conciliatorio o a un laudo arbitral a cravés de un acto jurídico 
posterior como lo es la conciliación, aunque no únicamente en cuanto al cum- 
plimiento de las obligaciones sino también respecto a la posibilidad de vari 
ción de las obligaciones contenidas en el acta. Si partimos de la premisa que el 
acuerdo conciliatorio es un acto juridico, en tanto es manifestación de voluntad 
de las partes destinada a crear, regular, modificar o extinguir relaciones jurídi- 
cas, entonces no habría ningún inconveniente para que las partes pudieran —al 
amparo del artículo 339 del Código adjetivo- acordar vía una nueva conc 
ción variar o modificar la forma de cumplimiento de los acuerdos contenidos 
tanto en una sentencia como en un laudo o en un acta. El tema nos lleva tam- 
bién a verificar que sería posible susticuir una obligación primigenia por otra 
mediante el empleo de la novación conforme lo habilita el artículo 1277 del 
Código Civil, pero el requisito para que pueda proceder será que las partes 
estén de acuerdo en la sustitución de obligaciones, caso contrario se mantendrá 
el mérico ejecutivo del laudo y la consecuente exigibilidad de los acuerdos a tra- 


vés del proceso de ejecución de resoluciones judiciales, 


4. Hegalidad de las “Excepciones a la regla” en caso de declaración de 
improcedencia de una demanda 


El numeral 5.2.2. de la direcriva establece una excepción a la regla de 
las materias que no deben ser consideradas como conciliables, señalando que 


(661) Cr, PINEDO AUBIÁN, E. Marín, "Acerca del efecto de cora jungada de lus actas de conciliación”, Ens 
Actualidad Cai. Publicación del Intiuco Pacifico, N' 28, Lima, octubre de 2016, jp. 237-248, 
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“cuando el órgano jurisdiccional declare improcedente la demanda por no 
haber agotado el intento conciliatorio respecto de una mareria considerada 
no conciliable y, apclada la resolución, ha sido confirmada por el Superior, en 
estos casos podrán iniciar el procedimiento conciliatorio, debiendo adjuntarse 
copia de las resoluciones judiciales de ambas instancias”, Luego se precisa que: 
“En audiencia efectiva, si las partes pretenden disponer de derechos que son 
indisponibles, el conciliador debe concluir la audiencia por decisión debida- 
mente motivada del conciliado 


Esta disposición vulnera lo establecido en el artículo 7-A de la Ley de 
Conciliación que establece un catálogo de materias no conciliables para culmi- 
nar en su literal j) señalando como mandato legal imperativo que no procede 
la conciliación en las pretensiones que no sean de libre disposición por las par- 
tes conciliantes. Recordemos que el artículo 7 de la misma ley precisa que son 
materia de conciliación las pretensiones determinadas o determinables que 
versen sobre derechos disponibles de las partes. En este sentido, encontrar 
nos frente a una materia que la ley de conciliación le da un mérico de ser no 
conciliable no puede ser transformada en materia conciliable simplemente por 
un acto contenido en una resolución jurisdiccional pues nos encontraríamos 
frente a un absurdo que denota una falta de comprensión respecto de la con- 
ciliabilidadl esto es, de lo que es susceptible de conciliarse o no. 


En este caso se visualiza que debe cumplirse con la formalidad del requi- 
sito de procedibilidad pero no porque lo diga la norma sino porque lo ha 
determinado de manera errónea un magistrado a través de una decisión que 
ha sido objero del respectivo recurso impugnarorio y cuyo criterio ha sido 
confirmado por el superior jerárquico. Esto supone habilitar al centro de con- 
ciliación únicamente a recibir y dar trámite a la solicirud de conciliación con 
el único objetivo de que el demandante cumpla con adjuntar a su demanda 
un acta de conciliación que acredite haber transitado por la instancia conci- 
liatoria, estando prohibido poder conciliarse el tema de fondo que evidente- 
mente no es una materia conciliable y ordenándose concluir el procedimiento 
mediante un acta de conclusión de procedimiento por decisión debidamente 
motivada del conciliador. 


En lugar de optar por salidas fáciles que estén dirigidas al mero cumpli- 
miento de una exigencia judicial surgida de un acto de calificación deficiente 
de la demanda —aunque esto signifique el dar crámice a un procedimiento 
sobre materia evidentemente no conciliable y que no habrá posibilidad de cul- 
minar con acuerdo de algún tipo-, debería pensarse en empezar a unificar e 
terios encre los operadores de la conciliación extrajudicial, los operadores juri: 
diccionales y el ente rector de la conciliación, a fin de establecer lineamientos 
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sólidos respecto de determinar con la mayor precisión cuáles son las materias 
conciliables en las que sí deba exigirse agotar el intento previo de la conci 
ción extrajudicial y evitar este tipo de situaciones en que se desvirtúa la finali 
dad que debe perseguir la concilisción extrajudicial. 


5. Representación 


Debe considerarse el deficiente régimen de representación que se 
encuentra regulado en la Ley de Conciliación, debiendo existir un since- 
ramiento de la posibilidad de celebrar la conciliación extrajudicial a través 
de un apoderado con un régimen similar al regulado en el Código Procesal 
Civil y que, curiosamente, es menos formal que el régimen que se exige en la 
conciliación”. 


Al margen de ello, tenemos que en los casos en que se concurra a la 
audiencia de conciliación con un poder insuficiente se genera nueva pauta 
procedimental a la señalada en la ley de conciliación y su reglamento pues se 
señala en el numeral 5.4.5. de la direcciva que en los casos que una de las par- 
tes asisca con poder insuficiente a la audiencia de conciliación, no podrá par- 
ticipar de la misma, no obstante, sc deberá consignar su presencia cn la cons- 
rancia de asistencia o en el aces de conciliación, según sca el caso, indicando 
que el poder no cumple con las formalidades de ley, siendo que ello no ame- 
rita la suscripción de la referida constancia o del acta. Además, se establece 
que se debe entregar copia certificada del acta de conciliación o copia simple 
de la constancia de suspensión, donde deberá hacerse constar que su poder no 
se encuentra con arreglo a ley y que motiva la no realización de la audiencia. 
Resulta obvio que si el representante carece de poder de representación sufi- 
"nte este hecho debe considerarse como una simple y pura inasistencia. 


6. Nuevas causales de reprogramación de audiencia 


El numeral 5.8 de la directiva referente al procedimiento conciliatorio 
señala que si las partes asisten a la audiencia con Documento Nacional de 
Identidad caduco, el conciliador aplicando el principio de buena fe, reprogra- 
mará la audiencia de conciliación indicando el hecho ocurrido con la condi- 
ción que en la siguiente fecha, la parte asista con ficha de trámite expedida 
por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec) y el docu- 
mento de identidad caduco, Se establece además que si en la siguience fecha 


(368) Cf, PINEDO AUBIÁN, E. Martín. "Ya tengo el poder (.) pero en la concilación no voy a poder; 
euerencas para superar el deficiente reramniento normarivo de la representación en el procedimiento. 
iatorio", Exc Rerána Julie dl Perú, NY 102, Liza, agusto, 2009, pz. 271-278, 
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de audiencia, la parte asiste sin la ficha de trámite en el Reniec, el conciliador 
procederá a redactar la constancia de asistencia de la parte que tenga su docu- 
mento de identidad vigente y la inasistencia de la parte que tenga el docu- 
mento de idencidad caduco. Si en la siguiente fecha de audiencia la sicuación 
persiste, se concluirá el procedimiento por inasistencia de una de las partes a 
dos sesiones. 


Esta disposición genera innecesariamente una sesión adicional y una 
nueva causal de justificación de inasistencia y consecuente reprogramación de 
la audiencia distinta a la discapacidad fisica temporal debidamente acreditada 
señalada en el segundo párrafo del artículo 19 del Reglamento. Debería con- 
siderarse que la persona que concurre sin documento de identidad vigente o si 
la respectiva constancia que acredita que se encuentra realizando el trámite de 
renovación configura un simple caso de inasistencia, debiendo mantenerse un 
régimen que no permita su justificación ni la reprogramación de la audiencia, 
sino que se mantenga la regulación procedimental acorde a lo regulado en el 
artículo 21 del Reglamento de la Ley de Conciliación. 


La directiva señala otros supuestos en los que procede la reprogramación 
de la audiencia de conciliación en supuestos distintos a los establecidos cn cl 
artículo 19 del reglamento: cuando las notificaciones se realicen sin arreglo a 
ley, se incumplan los plazos, entre otros. La reprogramación deja sin efecto la 
notificación defectuosa, debiendo ponerse en conocimiento de lo ocurrido a 
ambas partes. Estos supuestos adicionales (que vienen a salvar el vacío que se 
producía frente a la nulidad del acto de notificación de las invitaciones a con- 
«iliar por incumplimiento de las formalidades exigidas en el artículo 17 del 
reglamento) deberán consignarse obligatoriamente en el reglamento de la ley 
de conciliación a efectos que sean de camplimiento obligarorio, 


7. Desistimiento y conclusión del procedimiento con informe 


El mumeral 5.8. de la directiva señala en el literal d) que el solicitante 
puede desistirse del procedimiento conciliarorio en cualquier momento, 
siendo que el pedido de desistimiento debe ser por escrito, concluyendo el 
procedimiento conciliatorio con Informe Debidamente Motivado, el cual 
de haberse cursado las invitaciones a la parte invitada se le deberá poner de 
conocimiento. 


Deberá entenderse que el acto de desistimiento planteado se equipara a 
un desistimiento de la pretensión y, en consecuencia, solo podría hacerse hasta 
antes de la expedición del acta de conciliación por la que se concluye el proce- 
dimiento conciliatorio, pudiendo formularse inclusive en la misma audienc 
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de conciliación. Además, no habría impedimento para que este desistimiento 
pueda presentarse de manera conjunta o convencional. Pero recordemos que 
esta especio de desistimiento de la pretcasión solo afecta la pretensión deter 
minads planteada por el solicitante y consecuentemente el desarrollo del pro- 
cedimiento conciliatorio al concluirlo por pedido expreso del solicitante mas 
no impide que posteriormente se pueda volver a presentar una nueva solicitud 
de conciliación sobre los mismos hechos ya que el hecho de haber transitado 
por la conciliación extrajudicial no significa agorar el derecho mismo. 


Respecto de si se debe exigir la conformidad del invitado para que opere 
este desistimiento es claro que no se constituye en un requisito de validez, por 
lo cual no sería necesario, aun en el caso de que el emplazado formule preten- 
siones determinables (como los fandamentos de su probable reconvención al 
amparo del artículo 16 literal g de la Ley de Conciliación), situación en la cual 
deberá proseguirse con la audiencia respecto de la discusión de estas pretensio- 
nes determinables que no se verían afectadas por el desistimiento formulado 
por el solicitante respecto únicamente de las pretensiones formuladas por él. 


Un hecho que debe considerarse es que el artículo 15 de la Ley de Con- 
ciliación establece las formas de conclusión del procedimiento conciliato- 
rio y por su parte el artículo 16 de la ley señala que el acta debe contener 
necesariamente una de las formas de conclusión del procedimiento concili 
torio señaladas en el artículo anterior. Así, tenemos que por mandato legal 
todo procedimiento conciliatorio debe concluir mediante la expedición de 
la respectiva acta de conciliación, que es la forma natural de conclusión de 
un procedimiento, siendo que en ninguna parte de la normativa vigente se 
habla como forma alternativa de conclusión del procedimiento conciliato- 
rio el hacerlo mediante la expedición de informes. Además, de persistir esta 
situación tendríamos procedimientos conciliarorios iniciados mediante una 
solicitud pero que no concluirían con un acta sino mediante un informe, 
supuesto que no se encuentra considerado como una forma de conclusión del 
procedimiento. 


Recordemos que el artículo 15 de la Ley de Conciliación contempla como 
una de las formas de conclusión del procedimiento conciliatorio a la decisión 
debidamente motivada del conciliador en audiencia efectiva, por advertir vio- 
lación a los Principios de la Conciliación, por retirarse alguna de las partes 
anses de la conclusión de la audiencia o por negarse a firmar el acta de conci- 
liación. En este caso, nos encontramos ante la posibilidad de concluir el pro- 
cedimiento conciliarorio por causales roralmente distintas a las orras mencio- 
nadas en el artículo 15 de la ley (a saber: acuerdo toral, acuerdo parcial, falta 
de acuerdo, inasistencia de una parte a dos sesiones e inasistencia de ambas 
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partes a una sesión). El problema es que exige que nos encontremos frente a 
la concarrencia de la toralidad de las partes conciliantes en lo que se conoce 
como audicncia cfectiva, Pero limita los casos de conclusión del procedimiento 
concilistorio al retiro de alguna de las partes antes de la conclusión de la 
audiencia, o por negarse a fiemar el acta o por advertir violación a los princi- 
pios de la conciliación (como ocurre por ejemplo con el tema de la confiden- 
cialidad). Deberá considerarse una futura modificación legal a fin de ampliar 
los alcances de esta causal de conclusión motivada del procedimiento a fin de 
que sirva como un cajón de sastre en el que se subsuman todas las formas de 
conclusión del procedimiento conciliatorio. 


8. Obligación de crear nuevos libros de asistencia y entrega de copias 


El numeral 5.10 de la directiva establece una seric de recomendaciones 
adicionales que se constituyen en realidad en muevas obligaciones para los 
operadores de la conciliación 


El literal c) señala que el centro de conciliación extrajudicial, al concluir 
la audiencia de conciliación esrá obligado a entregar copia certificada del acta 
de conciliación a las partes asistentes para lo cual deberá crear el libro de 
registro de entrega de copias certificadas donde hará constar su entrega, lo 
que deberá ser comunicado a la DCMA. 


Por su parte, el literal d) señala que el centro de conciliación extrajudi- 
cial, antes de iniciar la audiencia deberá identificar correctamente a las partes 
conciliantes y hacer constar su asistencia para lo cual deberá crear el libro de 
registro de asistencia donde hará firmar a las partes asistentes y con ello acre- 
ditar su asistencia, lo que deberá ser comunicado a la DCMA. 


Es evidente que el procedimiento conciliatorio requiere de la incor- 
poración de ciertos elementos que brinden un mejor nivel de seguridad al 
momento de constatar tano la concurrencia de las partes como de verificar 
la entrega de las respectivas copias certificadas de las actas, pero recordemos 
que el artículo 52 del reglamento establece como única obligación del cen- 
tro de conciliación contar únicamente con un libro de registro de actas, un 
archivo de expedientes y un archivo de acras, y se señala que es facultad de los 
centros de conciliación llevar otros libros de registros para mejor desarrollo de 
la prestación del servicio conciliacorio. No entendemos cual es la lógica para 
transfocmar una facultad en una obligación legal lo que evidenci 
sivo e innecesario formalismo que es ajeno a la naturaleza del procedimiento 
conciliatorio. 


Un Excc= 
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TV. CONCLUSIONES 


Toda mejora al marco normativo que regula la conciliación extrajudicial, 
tanto en sus aspectos formales como de procedimiento, merece ser impulsada 
y apoyada, Pero esta mejora continua debe hacerse respetando criterios míni- 
mos que respete el marco normativo vigente y con una visión sistemática que 
logre unificar y no atomizar los criterios a emplearse tanto por operadores 
como usuarios del sistema conciliatorio en su conjunto, y que no debe privile- 
giar decerminados criterios institucionales sin considerar a la totalidad de ope- 
radores que poseen una abundante y enriquecedora experiencia ganada con 
mucho esfuerzo a lo largo de los años en el fragor del desarrollo de muchos 
procedimientos conciliarorios y que merece ser escuchada y tomada en 
cuenta. Este será el primer paso para luego buscar la unificación de criterios 
con el órgano jurisdiccional a fin de lograr una adecuada interacción habida 
cuenta que la institución de la conciliación extrajudicial tiene una relación de 
complementariedad con el Poder Judicial, pues su eficacia está supedicada a 
un adecuado funcionamiento de aquel en lo que respecta a la calificación de la 
conciliación como requisito de procedibilidad y como título ejecutivo, 


Ely Devons dijo una vez, refiriéndose a los economistas: “si los economis- 
tas quieren estudiar el caballo, no van a mirar a los caballos. Se quedan en sus 
estudios diciendo: ¿qué haría yo si fuera caballo?”, Regulaciones y modifica- 
ciones de un marco normarivo que parten de meras especulaciones de escri- 
torio no quedan más que en un largo inventario de buenas intenciones que 
muchas veces colisionan con disposiciones legales elementales al faltar una 
visión sistemática del marco legal en su conjunto al carecer muchas veces de 
una visión real e integral de cómo funciona la institución de la conciliación, lo 
que viene generando mayor confusión entre los operadores y usuarios del sis- 
tema conciliarorio. Esta sicuación de falca de apertura deberá ser revertida por 
la DCMA, 
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CAPÍTULO 
XXI 


LA CONCILIACIÓN 
Y ELARBITRAJE DE CONSUMO 
COMO FORMAS DE TUTELA 
DEL CONSUMIDOR EN EL PERÚ 


IO) 
XXI 


LA CONCILIACIÓN Y EL ARBITRAJE DE 
CONSUMO COMO FORMAS DE TUTELA 
DEL CONSUMIDOR EN EL PERÚ 


'El consurno es el único fin y propósito de toda producción, y 
el interés del productor deberíaser acendido solo en la medida 
que sea necesario para promover el del consumidor” 


Alarm Senicho 


L LA TUTELA DEL CONSUMIDOR 


Como concepto general podernos ampararnos en la definición formulada 
por Guido Alpa que señala que la tutela del consumidor se integra con 
un complejo normativo de diverso valor y fuerza, dirigido a proteger la 
salud, la integridad física y el patrimonio de las personas, de las conse- 
cuencias negativas derivadas de la comercialización de bienes y servi- 
cios de consumo; esas normas forman parte a su vez, de un complejo 
más vasto, que suele denominarse Derecho del consumo, y que com- 
prende no solo a los consumidores, sino a los proveedores y a los diver- 
sos organismos de contralor del Estado””. 


Doctrinariamente se realizaba una distinción entre el consumidor jurí- 
dico (el que adquiere un bien o servicio) y el consumidor material (quien 
utiliza, consume o disfruta un bien o servicio), y con esta distinción se pres- 
taban algunos cuestionamientos respecto del alcance de la prorección que el 
marco normativo proporcionaba a estos últimos, ya que este criterio rescrin 
gido giraba en torno al contrato de consumo y sus partes como sujeros legi- 
timados, y con ello se entendería la plena protección del consumidor contra- 
tante, debilitándose el reclamo o derecho cuando se trataba del consumidor 
material. Esta distinción, injusta en la práctica, está siendo superada, ya que 
se deja de lado el concepto de consumidor cliente como sujeto protegido 


(969) ALPA, Guido. Ticela del onsamata e suerdl sali ompras. Dobsgos, UU Mullins, 1977, p. 9) y 8 
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por el marco normativo y se amplía la protección legal al consumidor desti- 
natario final, tomando relevancia el concepto de consumo para provecho del 
grupo social, y el reconocimiento de sus derechos al reclamo aun cuando no 
hayan consumidores clientes %Y, 


En palabras de Hernández, en la llamada sociedad de bienestar (cono- 
cida también como welfare state o stato de benessere) se crean diariamente nuevos 
productos de consumo, siendo que no podemos escapar de la ambivalencia 
de la producción y del consurno, del cotidiano bombardeo de los sofisticados 
mensajes que las empresas de producción en masa dedican, a través de medios 
adecuados (marketing), a los consumidores para que adquieran artículos super 
fiuos que, obviamente, las más de las veces son innecesarios. En definitiva el 
“consumismo” afecta a esta categoría colectiva, no solo por dicha adquisición 
sino por su gran variedad y volumen, el alto costo y los defectos o vicios ocul- 
tos que a menudo padecen los artículos en el mercado, y la propaganda falaz e 
insidiosa con que se logra su asimilación, En este sentido, el eje del problema 
radica en cómo vamos a hacer frente a esa sociedad, sobre todo cuando los 
mecanismos de tutela no han sido lo suficientemente adecuados”, Considera 
que otros problemas que afectan una adecuada rurela a los consumidores son 
el desconocimiento por parte de los consumidores de sus propios derechos, 
o los problemas psicológicos como obstáculos de los reclamos de tutela por 
parte del consumidor como poca cuantía del daño sufrido, convencimiento 
crrónco de o poder exigir a la empresa u temor de afrontar gastos procesales 
con escasa probabilidad de éxico' "2, 


En materia de vutela al consumidor, las Naciones Unidas, mediante Reso- 
lución 39/248 de la Asamblea General del 16 de abril de 1985, estableci 
ron Directrices sobre Protección al Consumidor, debiendo prestarse aten- 
ción a sus disposiciones relativa'?”>, las mismas que alientan la creación de 


(670) En este sentido, el erículo 1Y, 1.1. el Código de Prerección y Defensa del Consumidor. aprobado por Lay 
N' 29571, señala que se enciendo por consumidores e usuarios a “ls pesonas macucals y jurídicas que 
adquieren, weilzan o disfracan como destinacrios finles productos o servicos materiales o inmarcrads, 

etico propio o de su grapo fumiliar o social, acruando así cn un ámbito ajeno a una actividad 
“empresarial o profesional” 

(571) HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, Martz del Pila, “Escudios cn como 4 la cuccla de consumidores”, En; 
Keonta de Derribo Privado. Órgano periódico del Institaro de Investigaciones Judios de la Universidad 
Nadonal Autónoma de Máxco. Año 2, N' 6, seriembri-diciembre, Año 1991, p. 548 

(972) Ibid, p. 549, 

(573) AIRES/A9/248. 16 april 1985: Disposiciones Relativas— 

e) 

Arnes, 

Guuadalnes for consumer protect. 

E Meatorosenablig racamers aabt redes 

2%, Gorermenss should establih or maintain legal andlor admviniseacive measures ro crable consumers 
dx, 39 appropriate, relerant orgenieations vo obtaia redes lcougih formal ur infor procesos 
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mecanismos voluntarios de resolución de conflictos y propician la instauración 
de procedimientos extrajudiciales por las empresas para la recepción de recla- 
maciones y resolución de controversias Y, 


Por su parte, la Comunidad Económica Europea y el Consejo de Europa 
emitieron Directivas en materia de turela de consumidores (el Programa Pre- 
liminar para una Política de Protección e Información a los Consumidores, de 
abril de 1975 y, la Carta Europca de Prorccción a los Consumidores, de mayo 
de 1973), generando un sistema de protección con base en los derechos bási- 
cos de los consumidores, a saber: a) derechos de protección de la salud y la 
seguridad, b) derecho al resarcimiento de daños, c) la tutela de los intereses 
económicos, d) derecho a la educación, organización e información, e) derecho 
a la expresión (consulta y participación), f) derecho al asesoramiento y asisten- 


dia y, 2) derecho a la representación ”>. 


Por ello, el derecho a la protección de los intereses económicos, hace alu- 
sión al tratamiento y control de aquellas actividades comerciales que pueden 
ser de modo injustificado económicamente lesivas « los consumidores. Así, la 
protección de este derecho encuentra su máxima expresión en la regulación 
que de la configuración del contrato ofrezca el ordenamiento jurídico privado, 
ya que el ¿ter del contrato puede afectar al interés económico de los consum: 
dores a lo largo de todo el proceso de formación (oferta y contenido del con- 
trato) y de su vigencia (cumplimiento, garantías, posibilidad de renuncia y 
responsabilidad) 


Un aspecto novedoso resultó el criterio de la Comunidad Económica 
Europea en lo relativo a mecanismos alternativos de tutela de los consumi- 
dores, cuya operatividad se instrumenta a través de la creación de organi 
mos que intervienen en sucesivos momentos en el control de las condicio 
nes generales de contratación, con funciones preventivas o de vigilancia sobre 
el empleo de cláusulas generales o contratos modelo que contengan cláusu- 
las lesivas a los intereses de los consumidores, siendo que estas auroridades 


iacare pediros, a, inenpensw aná cesa. Such procedaos sho cab: parcela scoune 
rte need 0 low-hcome conemers 
29. Goreramenes suuid cocourag al enterpis to resolve consamens dspuesin af, xpectoas am 
irreal mener, and o coobel volunracy mechanisms, inclding abrir servicos and inormal 
compluns procedo, bh can provide asian to comme. 
30. fac on arabe noes anal  dipureseolvin procdasssbcnld be mud ralabl o 
(174) SAGUÉS, Mari ota, “Flencia del ceso la jun en la cua dl consumidores Argencia proble» 
másica y pempecivas”. En Rana Ima Iocmencon) de Dada) Hora, Número 32:33, Mimo 
special obre cer laica Unversaad Nacional Auróvoma de Mco. Año 2002. pp, 102-104 
(375) HERNÁNDEZ MARTINEZ, Mute Pla. Obi, pp. 392353, 
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pueden conminar a las empresas al cese de la utilización de ciercas cláusulas 
abusivss, estando inclusive legitimadas para actuar ante la autoridad judicial. 
Una seguada característica de la rucla a los consumidores la tenemos cn la 
ercación de órganos de nacuraleza parajudicial (integrados por representantes 
de los consumidores y la empresa), con competencia para conocer de contro- 
versias surgidas en ocasión de la violación de las directivas administrativas que 
prohíben cautelarmente el empleo de cláusulas abusivas. Aunque este nivel 
de protección está dirigidos a un colectivo terminan logrando su protección a 


nivel individual“, 


En lo que atañe al derecho a la representación y acceso a la justicia, pue- 
den constituirse asociaciones de consumidores, las cuales pueden tener partici- 
pación en el empleo de la mediación, la conciliación, el arbitraje y la amigable 
composición. Esta forma de solución de conflictos supone descartar la solución 
jurisdiccional y encomendarla a órganos integrados por representantes de los 
consumidores. En este sentido, se fomenta la creación de asociaciones o agru- 
paciones de consumidores. 


Un antecedente de la regulación específica de protección al consumidor lo 
tenemos cn la Constitución española de 1978, que incluye entre los derechos 
fundamentales de los habitantes una norma que garantiza la defensa de los 
consumidores y usuarios, en los siguientes términos: 


“Artículo 51 


1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y 
usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguri- 
dad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos 


2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación 
de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y 
oirán a estas en las cuestiones que puedan afectar a aquellos, en 
los términos que la ley establezca. 


3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley 
regulará el comercio interior y el régimen de autorización de pro- 
ductos comerciales”, 


Al amparo de este precepto consricncional fe que posteriormente se 
expidió la Ley General 26/1984, del 19 de julio, de Defensa de los Consu- 
midores y Usuarios, la misma que por Real Decrero Legislativo N” 1/2007 


(076) HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, Maria del Pilar. Ob. cc. p. 353. 
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del 16 de noviembre de 2007 reúne en un texto único de 163 artículos la Ley 
de Defensa de los Consumidores y Usuarios y la transposición de directivas 
comunitarias curopcas que incidca en ella, 


De manera similar, la Constitución Argentina consagra en su artículo 42 
prescribe: 


“Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en 
la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e inte- 
reses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad 
de elección, y a condiciones de traco equitativo y digno. Las autori- 
dades provecrán la protección de esos derechos, a la educación para 
el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de dis- 
torsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y 
legales, al de la ca y eficiencia de los servicios públicos, y a la 
constitución de asociaciones cle consumidores y usuarios. La legisla- 
ción establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solu- 
ción de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos 
de competencia nacional, previendo le necesaria participación de las 
asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesa- 
das, en los organismos de control". 


De manera coincidente y siguiendo esta tendencia, en nuestra legisla- 
ción, el artículo 65 de la Constitución Política peruana de 1993 establece 
un precepto constitucional que reconoce los derechos de los consumidores y 
usuarios al señalar: 


1 Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para 
tal efecto garantiza el derecho a la información sobre bienes y servi- 
cios que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo 
vela, en particular, por la salud y la seguridad de la población”. 


En este sentido, el Código de Protección y Defensa del Consumidor, 
aprobado por Ley N* 29571, señala en el artículo VI referente a Políticas 
Públicas, en el numeral 6 que: 


“El Estado garantiza mecanismos eficaces y expeditivos para la situa- 
ción de conilictos entre proveedores y consumidores. Para tal efecto, 
promueve que los proveedores atiendan y solucionen y rápidamente 
los reclamos de los consumidores, el uso de mecanismos alternarivos 
de solución como la mediación, la conciliación y el arbitraje de con- 
sumo voluntario; y, sistemas de autorregulación; asimismo, garan- 
tiza el neceso a procedimientos administrativos y judiciales ágiles, 
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expeditivos y eficaces para la resolución de confliccos y la reparación 
de daños. Igualmente, facilita el acceso a las acciones por intereses 
colectivos y difusos". 


Es decir, en materia de protección a los consumidores el marco normativo 
vigente dado por el Código de Protección y Defensa del Consumidor contem= 
pla dos nivcles de resolución de conflictos entre consumidores y proveedores: 


- Un primer nivel de protección a través del empleo de mecanismos 
alternativos de solución de conílictos como el arbitraje de consumo 
(arts. 137 al 144 y 145 al 146), la conciliación (art. 147) y la media- 
ción (art. 148), por medio de los cuales la resolución de la controver- 
sia se hace por voluntad del árbitro de consumo o por voluntad de 
las partes en contlicto, lo que haría innecesario cualquier tipo de pro- 
nunciamiento por parte de la autoridad de consumo administrativa. 


- Un segundo nivel de resolución de conflictos en sede administrativa 
mediante el inicio de procedimientos sancionadores a cargo del Insti- 
tuto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Prorección de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi), que es la autoridad con competen 
cia primaria y de alcance nacional para conocerlas presuntas inftac- 
ciones a las disposiciones contenidas en el Código de Protección 
y Defensa del Consumidor, de Protección y Defensa del Consumi- 
dor, entidad que puede imponer sanciones y medidas correctivas en 
caso de acreditarse la responsabilidad administrativa del proveedor. 
La cobertura a nivel nacional del Indecopi se da mediante la consti- 
tución de órganos resolutivos de procesos sumarísimos de prorección 
al consumidor y la desconcentración de la competencia de la Comi- 
sión de Protección al Consumidor las comisiones de a nivel de ofici- 
as regionales. 


TI. ELARBITRAJE DE CONSUMO 


El arbitraje de consumo es un mecanismo alternativo de solución de con- 
flicros en relaciones de consumo, especialmente diseñado y dirigido a atender 
las quejas y reclamaciones de los consumidores y usuarios en relación con pro- 
veedores que realicen cualquier actividad o sector empresarial. Su finalidad es 
la participación de un árbitro especializado en temas de consumo, cuya fun- 
ción será resolver con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes las 
quejas o reclamaciones de los consumidores o usuarios mediante la expedición 
de un laudo arbitral. 


La conciliación y el arbitraje de consumo como formas de tutela del consumidor an el Perú 


El Sistema del Arbitraje de Consumo se encuentra regulado en los 
artículos 137 al 144 de la Ley N” 29571, Código de Protección y Defensa 
del Consumidor, y sc encuentra reglamentado mediante el Decreto Supremo 
N? 046-2011-PCM. 


El Indecopi como autoridad de consumo, coordinará con los gobiernos 
regionales y municipales, para que estos, en su respectiva jurisdicción, organi- 
cen y promuevan el sistema entre los agentes del mercado y los consumidores, 
así como que constituyan de juntas arbitrales de consumo. Las juntas arbitra- 
les, que funcionarán en la sede del gobierno regional o municipal, contarán 
con un presidente y un sectetario técnico, que deberán ser ahogados con rec 
nocida solvencia e idoneidad profesional y conocimiento de las normas que 
contiene el Código de Consumo. 


El sistema de arbitraje de consumo está inspirado en el sistema español, 
pero la diferencia fundamental es que el sistema español se desarrolla en sede 
judicial mientras que el sistema de arbirraje de consumo peruano se desarrolla 
en sede administrativa dependiente de la autoridad de consumo, en este caso, 
el Indecopi. Además, presenta una característica adicional en el hecho que, 
de acuerdo al artículo 137 del Código de Protección y Defensa del Consumi- 
dor, el arbitraje de consumo es gratuito, lo que implica que el inicio del pro- 
cedimiento no está sujeto a pago de tasa o tarifa; sin embargo, los gastos que 
demanden la actuación de pruebas y otras diligencias, serán asumidos por la 
parte que solicita la actuación de la prueba 


De acuerdo con el artículo 140 del Código de Protección y Defensa del 
Consumidor, el sistema de arbitraje de consumo promovido por el Indecopi 
es voluntario, pero no impide que los proveedores y consumidores sometan 
sus discrepancias o controversias a un centro privado de arbitraje, siendo de 
aplicación en estos casos los reglamentos arbicrales de cacta centro y la Ley de 
Arbitraje, Decreto Legislativo N“ 1071; para ello se va a requerir que en los 
contratos de consumo conste la cláusula arbitral indicando el centro de arbi- 
traje privado donde se resolverán las discrepancias o controversias que puedan 
suscitarse. 


La adhesión al sistema de arbitraje de consumo por parte de los 
proveedores será voluntaria, mediante la presentación de la respectiva soli- 
citud al Indecopi, siendo que el periodo de adhesión será como mínimo por 
un año, aunque también puede ser indeterminado. Se entiende que la adhe- 
sión será válida para todas las juntas arbitrales que funcionen en el país. 
De producirse la adhesión del proveedor al sistema de arbitraje de con- 
sumo, de acuerdo al artículo 141 del Código de Protección y Defensa del 
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Consumidor, en su publicidad, vitrinas y papel membretado y en el portal 
del Indecopi se difundirá un distintivo que identifique que el proveedor está 
adherido al sistema, por tanto, cualquier controversia se resolverá a través 
del arbitraje de consumo. Pero también debe entenderse el sometimiento al 
arbicraje de consumo, cuando las partes han consignado en sus contratos la 
cláusula de sometimiento arbitral o, a través de documentos anexos, donde 
conste la voluntad del proveedor de arreglar las controversias a través del 
arbitraje. 


En otros países donde se ha establecido de manera similar un Sistema 
de Arbitraje de Consumo (como los que existen en Argentina, en Brasil o en 
Europa), este es un sistema de arbitraje gratuito financiado por el Estado y 
casi todas las empresas se adhieren al sistema de arbitraje, incentivados en que 
empresas han encontrado que esta es una vencaja, ya que si el proveedor riene 
un problema con un consumidor y no es capaz de resolverlo directamente, 
no tiene que ir a un procedimiento largo e incierto, sino que va al sistema de 
arbitraje de consumo supeditado a la autoridad de consumo que resuelva el 
problema mediante este sistema de arbicraje ágil y expeditivos, que proveen 
una solución más eficiente de los conflictos entre proveedores y consumidores. 
Aunque esta no es la única opción, puesto que en otros países (como Estados 
Unidos) el sistema de arbitraje de consumo aprovecha la capacidad instalada y 
el now how de instituciones arbicrales privadas de gran prestigio, que compi- 
ten entre ellos por la preferencia de los proveedores”, lo que podría ser una 
alternativa a seguir para fortalecer el sistema de arbitraje de consumo a nivel 
nacional. 


Los órganos arbitrales tienen entre sus funciones más importan- 
tes requerir a las partes la presentación y acruación de todo tipo de prue- 
bas, citar a las partes para la realización de la audiencia única a fin de escla- 
recer los hechos controvertidos y expedir el lando arbitral. En el caso de los 
órganos arbitrales colegiados, estarán integrados por tres árbitros, de los 
cuales dos serán designados de la lista de árbitros propuestos por las asoci: 
ciones de consumidores y gremios empresariales, respectivamente, y el pre- 
sidente será designado por la entidad que consciruyó la junta arbitral, trátese 
de un gobierno regional y/o local. En el caso de órganos arbitrales uniperso- 
nales, estos serán ejercidos por árbitros nominados por la respectiva autoridad 


) CAVERO SAFRA, Enrique. "Comencaris sobre el sistema de arbicrae de cocsumo”, Pusenci realizada 
en el Prówer Congrem Nacional de Arbitraje y Concliacn. Evento organizado por el Centro de Invescgación 
dle Estudiantes de Derecho de la Univeridad Nacional Sen Antonio Abad del Cusco y la Univenied 
“Aoi del Cusco. Cusco, 18 y 19 de agosco de 2011, 
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regional y/o local y solo para peticiones de arbitraje cuya cuantía no supere 
vuna cuantía de 3 unidades impositivas tributarias. 


En términos generales, el procedimiento arbitral posee las características 
de un proceso sumario, ya que se inicia con la petición a la junta arbitral, 
adjuntando los medios probatorios, ororgándose 2 días hábiles para subsanar 
omisiones y formalidades; el escrito de petición de inicio del procedimiento 
arbitral no requiere firma ni concurrencia de abogado cn las diligencias. 
Admitida la petición de arbitraje, el órgano arbitral correrá traslado a la otra 
parte por 10 días hábiles; se podrá citar a audiencia única; el plazo máximo 
para expedir el laudo arbitral será de 90 días hábiles; para casos complejos el 
plazo para laudar se podrá extender por 15 días hábiles. 


Características adicionales las tenemos en el hecho que los órganos asbi 
trales no pueden imponer sanciones administrativas, aunque sí existe la posi- 
bilidad que impongan indemnizaciones sín límire cualitativo ni cuantitativo, 
aunque la estructura del procedimiento arbitral podría no ser la adecuada 
para acreditar los daños. 


El artículo 145 del Código de Protección y Defensa del Consumidor 
señal, 


Artículo 145.- Arbitraje 


El sornetimiento voluntario del consumidor al arbitraje de consumo 
excluye la posibilidad de que este inicie un procedimiento adminis- 
trativo por infracción a las normas del presente Código o que pre- 
tenda beneficiarse con una medida correctiva dictada por la autori- 
dad de consumo en los procedimientos que esta pueda seguir para la 
protección del incerés público de los consumidores. 


La naturaleza del arbitraje determina la exclusión de someter una con- 
troversia al conocimiento y acto de decisión de la autoridad estatal para enco- 
mendarla a un árbicro en un procedimiento de naruraleza privada, En este 
sentido, cuando el consumidor decide someterse voluntariamente a un arbi- 
traje de consumo, expresa su voluntad de que la controversia específica que 
mantiene de manera individual con el proveedor de un producto o servicio sea 
decidida en sede arbitral —aunque el arbitraje de consumo sea un arbitraje de 
naruraleza administrariva— mediante la participación de árbirros especializa- 
dos que resuelven la concroversia mediance la expedición de un lando arbicral. 


Ahora bien, la norma precisa que el sometimiento de la controversia a 
arbitraje de consumo tiene un efecto exclusivo y excluyente ya que se impide 
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al consamidor el empleo de mecanismos administrativos en la resolución de 
la controversia, al prohibírsele el inicio posterior de cualquier tipo de proct 
dimiento administrativo contemplado en cl artículo 106 del Código de Pro- 
tección y Defensa del Consumidor” (salvo el procedimiento sancionado: por 
incumplimiento de acuerdo conciliatorio o laudo arbitral) ante la Autoridad 
de Consumo, ya que el árbitro ¡pasa a ocupar el lugar que le correspondería 
a la autoridad de consumo en la resolución de la controversia, impidiéndose 
pronunciamiento alguno del ente administrativo, puesto que la voluntad del 
consumidor se ha dado en el sentido que sea el árbitro, y no el ente adminis 
trativo, quien resuelva el fondo del asunto controvertido. 


En otras palabras, aunque la controversia que supone la afectación de un 
interés individual que se someta a arbitraje implique infracción a las normas 
de protección al consumidor, esce tema deberá ser resuelto única y exclusivas 
mente mediante arbitraje de consumo (con la consabida prohibición al órgano 
arbitral de imponer sanciones administrativas) y no podrá solicitarse pronun- 
ciamiento alguno de la autoridad de consumo sobre este mismo tema que, 
por el solo sometimiento a arbitraje, ya excluye la participación de la autori- 
dad de consumo en su conocimiento y resolución como conflicto individual. 


Otra consecuencia del sometimiento de una controversia individual al 
arbitraje de consumo la tenemos en el hecho que, sí la autoridad de consumo 
ejerciese su facultad de iniciar un procedimiento administrativo en defensa 
de intereses colectivos como consecuencia de los hechos vistos en el arbí- 
traje de consumo, el solo sometimiento del consumidor al arbitraje de con 
sumo le impide beneficiarse de cualquier medida que se dicte en sede admi- 
nistrativa en defensa de estos intereses difusos, puesco que su voluntad ha sido 
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la solución de la controversia mediante arbitraje, excluyendo cualquier tipo 
de sometimiento a las reglas y beneficios de la sede administrativa de tutela 
al consumidor. Esto supone que el consumidor que haya decidido someterse 
voluntariamente al arbitraje no podrá solicitar beneficio de ninguna clase 
hacia él, respecto de la aplicación de eventuales medidas correctivas —repara- 
doras o complementarias-, dictadas por la autoridad de consumo en los pro- 
cedimientos que esta pudiera seguir en protección del interés público de los 
consumidores como consecuencia de la controversia mareria del arbirraje o de 
tras controversias que sean similares a la suya que den origen a procedimien- 
ros adminiscrativos en defensa del interés difuso de los consumidores, puesto 
que esto supondría una intromisión —indirccta— de la autoridad de consumo 
en el procedimiento arbitral, en el acto de decisión de las juntas arbitrales y 
en las consecuencias del laudo arbitral aplicable al caso particular. 


El artículo 146 del Código de Protección y Defensa del Consumidor señala: 
Artículo 146.- Laudo arbitral 


El laudo arbitral que se emite en un arbitraje de consumo no €s 
vinculante para la autoridad administrativa para que inicie o conti- 
núe de oficio un procedimiento administrativo en defensa del interés 
público de los consumidores. 


Como ya se ha señalado, el sometimiento del consumidor a un arbitraje 
de consumo significa que desea que sea un árbitro y no la autoridad de con 
sumo como ente administrativo el que resuelva su controversia individual, es 
decir, que se está decidiendo excluir la coneroversia concreta de los alcances 
generales de la protección y solución que proporciona la instancia administra- 
tiva en defensa de intereses colectivos de los consumidores y se decide some- 
terla a un mecanismo arbitral donde se dará una solución específica a este 
caso concreto mediante la expedición del laudo arbitral, el mismo que tiene 
efectos de cosa juzgada al contener una solución definitiva de la controversia 
individual cncre consumidor y proveedor y evita una revisión de esos mismos 
hechos en cualquier tipo de sede. 


En este orden de ideas, a diferencia de la solución obtenida como conse- 
cuencia de un procedimiento administrativo que puede llegar a ser vinculante 
y tener alcances generales erga arnes —en caso se vulneren intereses colectivos 
de los consumidores-, y de cumplimiento obligarorio en la protección de la 
totalidad de consumidores, el laudo arbitral que se expide en la resolución de 
un caso concreto como acto de decisión en un arbitraje de consumo no obliga 
a la autoridad administrativa a iniciar o continuar un procedimiento adminis- 
trativo en defensa del interés público de los consumidores, habida cuenta que 
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esta solución en sede arbitral contenida en el laudo arbitral solo tendría efec- 
tos vinculantes ¿inter partes arbitrales, arendiendo a la naruraleza individual de 
la controversia. 


Pero, si bien es cierto se reconoce que la solución contenida en el laudo 
arbitral solamente resuelve el conflicto intersubjetivo de intereses entre el 
proveedor y el consumidor, conforme + lo señalado en el artículo 14307 del 
Cédigo de Protección y Defensa del Consumidor, si al interior de un proce- 
dimiento que implique el empleo de mecanismos alternativos de solución 
de conilictos, ya sea un arbitraje de consumo, una conciliación o una media- 
ción, la autoridad administrativa de consumo advierte indicios de hechos que 
supongan una infracción a la normativa sobre consumidor al existir indicios 
de afectación de intereses colectivos y sea susceptible de ser sancionada en 
defense de estos intereses, esta se encuentra habilitada, faculcacivamente, para 
iniciar de oficio investigaciones y procedimientos administrativos que permi- 
tan la defensa de estos intereses difasos. 


En estos casos, el arbitraje de consumo podrá continuar para resolver la 
controversia individual, sin perjuicio del pronunciamiento en defensa de los 
intereses colectivos que podría darse en sede administrativa, independiente- 
mente de la forma como se pronuncie el laudo arbirral; con lo que tenemos que 
la solución dada por el órgano arbitral solo resultaría vinculante para las par- 
tes arbitrales mas no para la autoridad administrativa que tendría la facultad de 
poder iniciar o continuar de oficio, procedimientos administrativos en defensa 
de intereses colectivos de los consumidores como consecuencia de los hechos 
que han sido apreciados y resueltos en instancia arbieral, aunque los consumi- 
dores no puedan beneficiarse de eventuales medidas correctivas dictadas en sede 
administrativa en defensa de intereses colectivos de los consumidores. 


II. LA CONCILIACIÓN 
El artículo 147 del Código de Protección y Defensa del Consumidor señala: 


(379) Cócigo de Paorrción y Defensa del Consumico: Ley N' 29971: 
“Antícalo 143. Imeresés colectiva. 
El sornciimiento de una consrovena u arblrje, conciliación y mediación no impido 4 la Auccridad com- 
peceue basarse en los animos hechos cono indicio de uc infacción e las normas del presente Código 
Para iniciar invesigaciones y pcocedimiencos de ofiio por propia iniciativa que tenga por ubjeto la protec 
ión del interés colectivo de los consumidores. 
La existencia de un sobitrje en ráeite en el que se díscare la posible aecración del imerés particuler de 
tun consucuádos, pos helos sizllaces a los que son objeto de un procedinicuto por uectsción a ineceres 
¡aleceves, nu impide ni obstaculiza el erdanico de est ulcimo, 
En cualquier aso y amp cuando en la mediación o conciliación las parres arriben a un acuerdo, la auxor 
led competente puede iniciar por prupia nicas continaar de oficio el procedimiento, si del málinis de 
Js hechos demunciacos considera que pueden esca afecrándose intensos colecivos” 
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Artículo 147.- Conciliación 


Los consumidores pueden conciliar la controversia surgida con el 
proveedor con anterioridad e incluso durante la tramitación de los 
procedimientos administrativos por infracción a las disposiciones de 
protección al consumidor a que se refiere el presente Código. 


Los representantes de la autoridad de consumo autorizados para tal 
efecto pueden promover la conclusión del procedimiento administra 


En la conciliación, el funcionario encargado de dirigir la audiencia, pre- 
vio análisis del caso, puede intentar acercar las posiciones de las partes 
para propiciar un arreglo entre ellas o, alternativamente, propone una 
formula de conciliación de acuerdo con los hechos que son materia de 
controversia en el procedimiento, la que es evaluada por las partes en 
esc acto a fin de manifestar su posición o alternativas al respecto. La 
propuesta conciliatoria no genera responsabilidad de la persona encar- 
gada de la diligencia ni de la autoridad administrativa, debiendo cons- 
tar ello en el acta correspondiente así como la fórmula propuesta 


El artículo 147 del Código de Protección y Defensa del Consumidor con- 
cibe el empleo de la conciliación en sede adminiserativa, no solo como un meci- 
nismo alternativo de solución de conflictos de consumo que evita el ínicio de un 
procedimiento administrativo ante la autoridad de consumo, sino que también 
se ha previsto su empleo como una forma que permite la conclusión de un pro- 
cedimiento administrativo ya iniciado, evitando el pronunciamiento de la auto- 
ridad administrativa de consumo, siendo que el intento conciliatorio no solo se 
restringe a las partes (consumidor o proveedor) sino que se otorga facultades de 
promover e invocar la conciliación a los funcionarios representantes de la autori- 
dad de consumo, quienes se encuentran faculeados para, en cualquier momento, 
intentar acercar los intereses de las partes en conflicto y, eventualmente, pro- 
poner fórmulas de solución a las partes, hecho que no es visto como pérdida de 
imparcialidad y neutralidad ni mucho menos generará responsabilidad adminis 
trativa al funcionario encargado de dirigár la audiencia. 


Esta posibilidad de concluir un procedimiento administrativo por invita- 
ción del funcionario ya estaba contemplada en el artículo 299% del Decreto 


(380) Ley sobr= Faculcados, Norma» y Organización del Indecopi, Decreeo Legálrivo N' 807. 
Artículo 29.- En cualquiez estado del procedimiento, e incluso antes de adminsse trámite la denuncia, 
el secretario técnico poérá citar a las pares a andiencia de conciliación. La andiencia se cesarmllará ano 
el eecrerri técnico 9 ante la persona que esto designe, Si ambos partes ariban a mm acuerdo respecto. 
¿de e denuncia se levantará un sera donde conse el acuerdo respertivo, l miso que tendrá efectos de: 
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Legislativo N* 807, Ley sobre Facultades, Normas y Organización del Inde- 
copi, que establecía que en cualquier estado del procedimiento la Secrera- 
ría Técnica podrá citar a las partes a una audiencia de conciliación. Eviden- 
temente, dicha disposición fue dejada sin efecto con la posterior entrada en 
vigencia del Decrero Legislativo N* 1044, Ley de Represión de la Compe- 
tencia Desleal, en la medida en que, según su artículo 28, el procedimiento 
en matería de competencia desleal se inicia siempre de oficio, que conside- 
raba que el administrado que motive el inicio de un procedimiento se consri- 
ruye únicamente como un colaborador de la Administración Pública, Ahora 
se recoma la posibilidad de iniciar esre procedimiento de conciliación admini 
trativa ante el funcionario del Indecopi. 


Consideramos que el empleo de la conciliación en sede administrariva, cal 
como está prevista, se da dentro de un marco de facultatividad que no es muy 
provechoso si de lo que se trata es de ofrecer el empleo de mecanismos que 
exploren la posibilidad de una solución pronta a la controversia y arrajgar en 
los usuarios su uso reiterado y constante como mecanismo alternativo de reso- 
lución de conflictos. En todo caso, al ser una materia susceptible de ser valo- 
rada económicamente y ser objeto de libre disposición, debería considerarse 
su empleo no como una facultad sino como tna instancia obligatoria pre- 
via al inicio de todo procedimiento administrativo, tal cual esta visualizado 
el régimen de obligatoriedad de la conciliación extrajudicial regulado por la 
Ley N' 26872, Ley de Conciliación“, sugiriendo, en tanto la norma no lo 
prohíbe, que la resolución podría darse no solo en sede adminiseraciva —por 
pedido expreso de las partes o del funcionario— sino también mediante el ini- 
cio previo al procedimiento administrativo de un procedimiento conciliatorio 
al interior de un centro de conciliación extrajudicial que ofrece la posibilidad 
de contar con la asistencia de un conciliador extrajudicial, que se encuentra 
capacitado y entrenado en técnicas de resolución de conflictos. 


Si este mecanismo no obtuviera resultado favorable, entonces también 
existiría la posibilidad de que el funcionario de la autoridad de consumo con- 
voque a una audiencia de conciliación al interior del procedimiento admi- 
nistrativo intentando la solución consensuada a la controversia. Debemos 


transacción ertrajudicial, En cualquier caso, la Comisión podrá continuar de oficio el procedimiento, del 
vais delos hcchos denunciados considera que podría estarse afectando tncerses de terceros 

(681) Ley de Concilisción, Ley N* 26872: 
“Articulo 6.- Falta de intente concliacario 
Si la paste dermancdanee, en forma previa a interponer su demanda judicial, mo licita mí concure a la 
“audiencia respectiva ante un ceatso de concilición extrajudicial paca los fues señalados ex el artículo 
precedente, el ez competente al momento de calificar la demanda, la delarará improcedente por cansa 
de manifces fala de interés para obrar”. 
(Arécalo neificado por el Deseas Legscivo N” 1070, gublicado ca el iaio vial el 26 de junio de 2008), 
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precisar que no se trata de duplicidad de funciones sino de brindar a las par- 
tes en confliccos diversas instancias en las que se pueden agotar la posibilidad 
de llegar a una solución mutuamente satisfactoria, siendo que ambos siste- 
mas conciliatorios —conciliación privada y conciliación administrativa— pue- 
den convivir perfectamente. 


Es más, si existiese procedimiento administrativo en curso, consideramos 
que no existiría inconveniente para que sc acuda a un procedimiento concilia- 
torio —tanto privado como administrativo a fin de intentar concluir el pro- 
cedimiento sin tener que esperar al acto de decisión de la autoridad adminis- 
trativa, de manera similar a la posibilidad de concluir un proceso judicial ya 
iniciado, antes de la expedición de la sentencia, mediante el acto conciliatorio, 
regulada por el artículo 327 del Código Procesal Civil" 


Por otro lado, si bien es cierto, la audiencia conciliatoria administrariva se 
desarrolla de manera muy simple, la ley no señala pautas más específicas res 
pecto a la forma de desarrollarla, como por ejemplo: cómo debe tratarse infor- 
mación reservada al amparo del principio de confidencialidad, si se pueden 
realizar sesiones privadas por separado con cada una de las partes, la no obli- 
garoriedad de concurrir con abogado o la posibilidad de suspender la audien- 
cia para otra sesión posterior, En este caso, se sugiere una aplicación suplero- 
ria del procedimiento de conciliación regulado en la Ley de Conciliación y su 
reglamento (aprobado por Decreto Supremo N' 014-2008-JUS), además de 
una capacitación a los funcionarios encargados de poder realizar estas audien- 
cias de conciliación, en lo que se refiere a técnicas de negociación y técnicas de 
comunicación, a fin de poder escar a la alcura de las exigencias propias en la 
gestión adecuada de conflictos “*Y, puesto que una diferencia cualitativa entre 
el conciliador adminiscrativo y el conciliador extrajudicial es que los prime- 
ros concilian por mandato de la norma resultando su ejercicio un poco empí- 
rico, mientras que los segundos para conciliar deben acreditar un proceso de 


(682) Cócio Procesal Civil: 

“Arícalo 327.- Conciliación y proceso Sí halícado proceso abiero, la partos concilian fuera de oso, 
presentarán cun un escrito el acta de conciliación respectiva, expedida por un centro de conciliación 
extrajudicial 

Presentada por las pares el acta de conciliación, l juez la aprobará previa verificación del requisito esta 
blecido en el astículo 325 y, decloracá concluido el proceso 

St le conciliación presentada al juez es paria, y lla recae scbre alguna de ls pretensiones o se refiere a 
ialzuno u algunos de los isgastes, el proceso Cone respecta de las pretensiones y delas personas no 
afectadas, este úlrimo caso, se tendrá en cuenca lo normado sobre inrersención de tercero” 

(083) Pata ceuer una visión respecto de cómo funciona el régisen de olligacociedod de la conciliación extra. 
judicial y la dinámica propia de una sudienca de conciliación extrajudicial, remicimos a la lecrura del 
sirsienee artículo: PINEDO AUBIÁN, E Marrin. “Se hace camino al anéar: análisis crítico al recorrido 
que presenta el procedimiento conciliatorio”, Env Rows Jovdica del Pri. N* 118, Lima, diciembre de 
2010 pp. 315345. 
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formación y capacitación previo lo que puede garantizar su idoneidad en el 
manejo de siruaciones conflictivas. 


Respecto de las propuestas que puedan formular las partes o el funcionario 
encargado del desarrollo de la audiencia conciliaroria, no se regula con precisión 
cómo se maneja el tema de la confidencialidad, puesto que de una lectura del 
último párrafo del artículo bajo comentario, la propuesta de solución formulada 
por cl fincionario no genera responsabilidad ni de dl ni de la autoridad admini 
trativa, pero dicha propuesta tiene que consignarse obligatoriamente en el acta 
respectiva, No se menciona si también existe obligación de consignar en el acta 
las propuestas o las posiciones que pudieran haberse formulado recíprocamente 
el consumidor como el proveedor, aunque debemos asumir que estas no debe- 
rán consignarse en el acta salvo si ambas partes lo autorizan expresamente. 


En todo caso, la norma es clara al precisar que no se genera responsabili- 
dad del funcionario o de la entidad administrativa por el solo hecho de propo- 
ner una fórmula conciliatoria, sino que debe considerarse como una consecuen 
dia del ejercicio de sus facultades como conciliador administrativo y no un acto 
de parcialización a título personal o institucional, lo que impide cualquier tipo 
de cuestionamiento a su desempeño posterior en instancia decisoria, de manera 
similar a lo señalado por el arcículo 324 del Código adjetivo“%%. 


Recordemos que a nivel de un proceso judicial, el juez no es recusable 
por las manifestaciones que pudiera expresar en la audiencia de conciliación 
procesal, sea esta convocada de oficio o a pedido de parte. Las causales para 
solicitar la recusación de un juez se encuentran expresamente señaladas en 
el artículo 307 del Código Procesal Civil (amistad o enemistad manifiesta, 
parentesco consanguíneo o por afinidad, relaciones de crédito, empleadores o 
herederos, o existencia de proceso vigente con cualquiera de las partes, interés 
directo o indirecto en el resultado del proceso, entre otras). Al margen que no 
existe una causal específica de recusación del juez por las manifestaciones que 
pudiera formular en la audiencia de conciliación, debe entenderse que la dis- 
posición legal expresa prohíbe su recusación por esta inexistente causal, aun 


(184) Clio Procesal Civil 

La conalación se llera a cabo ante un centco de conciliación elegido por las partes; no ubitant, stambas 
losalicieo, puede el juez convocar en cualquier eraps del proceso. El juez no es recusable por las mani 
Festaciones que pacliera formular en eta mudiencia, 
Los jueces, de oficio u u soliicud de subas paris, podeáo clar una audiencia de conciliación ances de 
emmisr sentencia, salvo en les casos de violencia famila: Sila arxincie de conciliación facra a peición 
¿le bre pares y cualquiera de ells po concurre a la misma, se le aplica ma mal ele entre res y seis 
vanidades de referencia proceso) (URD) 
CArucalo modificado por la Ley N* 30293 publicada cu el diario iia el 28 de dicieabre de 2014). 
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cuando cualquiera de las partes considere que exista algún tipo de prejuzga- 
miento o interés en el resultado del proceso. 


En definitiva, lo que se busca con la prohibición de su recusación a nivel 
procesal es que los jueces no tengan temor de convocar a una audiencia de 
conciliación de oficio o a pedido de parte, al no ser posible que la mera pro- 
posición de fórmulas conciliatorias en dicha audiencia sea considerado por las 
partes como un prejuzgamiento que le cause un grave perjuicio a la hora de 
tener que resolverse la controversia mediante la expedición de una sentencia 
al haber fracaso la invocación conciliaroria del juez y, de ser considerado como 
un acto de prejuzgamiento, que no exista posibilidad de habilicar a Las partes 
a formular tal pedido al interior del proceso. Lo correcto es que esta facultad 
de convocar a una conciliación y proponer fórmulas conciliatorias se enmarcan 
dentro de las Fanciones de todo magistrado que tienen como objetivo lograr la 
paz social, configurándose en un acto de buenas intenciones, resultado impro- 
cedente cualquier pedido de recusación del juez por las opiniones, manifesta- 
mes o sugerencias que pudiera haber expresado en dicha audiencia. 


En este orden de ideas, y a fin de evitar problemas derivados del invento 
de un consumidor o un proveedor de considerar a las propuestas del funcions 
sio administrativo como una posible pérdida de imparcialidad y neutralidad 
—aunque ya la norma descarta cualquier tipo de responsabilidad de este o de 
la autoridad de consumo que representa en sede administrativa—, o de con- 
siderar a las propuestas de las partes como un reconocimiento de los hechos 
denunciados, sería recomendable adoptar la posición de consignar en el acta 
únicamente los hechos materia de controversia y los términos en que se plas- 
men los acuerdos conciliatorios =si se llegase a acuerdo entre las partes— o la. 
falta de acuerdo o la inasistencia de una o ambas partes a la audiencia, asegu- 
sando a las partes que, en virtud del principio de confidencialidad que debe 
darse en toda audiencia de conciliación, nada de lo sostenido o dicho en la 
audiencia tiene valor probatorio, resultando innecesario consignar en el acta 
las propuestas formuladas, tal como lo señala el último párrafo del artículo 16 


de la Ley de Conciliación 


TV. MEDIACIÓN 


Respecto de la mediación, el artículo 148 del Código de Protección y 
Defensa del Consumidor señala: 


(383) Ley de Couciliación, Ley N' 
“Arícalo 16. Acta... 
El eta mo podes comente los poteiónes y las prepuisrs de las puesto dé conciliador salvo que anta 


lo aacorica expresen, lo que podeá ser meciruado por dl juez respectivo co su sportacidad, 


26812: 
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Artículo 148.- Mediación 

Los consumidores pueden someter a mediación la controversia surgida 
con el proveedor con anterioridad a la tramitación de un procedimiento 
administrarivo por infracción a las disposiciones de este Código. 


El artícalo bajo comentario precisa que el consumidor puede oprar por el 
inicio de un procedimiento de mediación, el cual puede realizarse de manera 
facultativa con anterioridad al inicio de un procedimiento administrativo ante 
la autoridad de consumo. Si bien es cierto se considera a la mediación como 
un mecanismo facultativo de naturaleza privada previo al inicio de un procedi- 
miento administrativo, no se establece de manera clara ante qué persona o enti- 
dad se iniciaría este procedimiento de mediación. Estimamos que, amparados 
en el marco legal vigente, en vez de hablar del sometimiento a mediación de 
manera previa al inicio del procedimiento administrativo, hubiera sido preferi- 
ble emplear la conciliación extrajudicial regulada por la Ley N” 26872, consi- 
derándola como una conciliación de naruraleza pre administrativa, ya que en 
nuestra legislación solamente se contemplan de manera normativa al arbitraje y 
a la conciliación como mecanismos alternativos de solución de conflicros% 


Asimismo, somos partidarios que en lugar de señalar a la mediación, 
se debería preferir el empleo de la conciliación excrajudicial regulada por 
la Ley N* 26872 para hacerse cargo de esta forma de resolución de conflic- 
tos toda vez que los problemas entre consumidores y proveedores perfecta 
mente enmarcan dentro de la definición de las materias conciliables al poder 
ser susceptibles de ser valoradas económicamente y ser objeto de libre disposi- 
ción. Además, un aspecto favorable en el empleo de la conciliación extraju= 
dicial como mecanismo previo al inicio de un procedimiento administrativo lo 
tendríamos en el aprovechamiento de la capacidad instalada de los centros de 
conciliación extrajudicial privados, así como en la idoneidad de los conciliado- 
res extrajudiciales adscritos a los mismos que para el ejercicio de la labor con- 
ciliadora deben acreditar haber transitado por un proceso previo de formación 
y capacitación. 


Bebo fare ea percent fis qu bic enc cons cn uc hice al 
end de le medición le renos cn a Ieilación laboral, nunque encontramos un comfaión deco 
Gapeos tati scadiado y conca, punts que se el eáclo 39 dl Deere Loy N3 23593, Le de 
Ralcloes Cocca de Tabaja se señale que; la paras o sucia l cocida, podr ua ns 
medidor 4 cayo ei, en momento que lo cols spúrsno, presea una o uds prpuetas de 
Acid que le pat: pueden nep rodea 

A rr 
ración ccoubmic y ser abjeo de br disposición, serios consular dl sigues acto, PINEDO 
AUBIÁN, E Marte 46 Y esa es concilabl: la ne (y comlcada tegulacón de ls emaeran 
concdable enla lay de Conclacón Esraudaal, E: ota Jai de Pri. NS 16. Lia, combo 
O. pp 20331 
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Otro aspecto que redunda a favor de muestra posición lo tenemos en 
cuanto a la limitación que presenta la mediación como mecanismo alternativo 
de solución de conflictos, habida cuenta que el mediador solo guía el procedi 
miento a su cargo, mas se encuentra imposibilitado de proponer a las partes 
fórmulas de solución a la controversia; situación que no se da en la concilia- 
ción en donde el tercero cuenta con facultades expresas para poder incidir en 
la solución ejerciendo cierta influencia en las partes a través del ejercicio de la 
facultad de poder proponer fórmulas de solución a las partes en vía de consejo 
o sugerencia, con lo que tiene un campo de maniobrabilidad más amplio. 


Además, existe una omisión respecto del valor del acta conteniendo el 
posible acuerdo en vía de mediación, ya que esta no poscería el mismo valor 
que tiene el lando arbitral o el acta con acuerdo conciliatorio. Efectivamente, 
el arcículo 144%%% del Código de Protección y Defensa del Consumidor men- 
ma expresamente que únicamente el laudo arbitral firme y el acta suscrita 
por las partes que contiene un acuerdo conciliatorio celebrado entre consumi: 
dor y proveedor constituyen título ejecutivo, conforme a los dispuesto en el 
artículo 688 del Código Procesal Civil%%, En otras palabras, y concordando 
ambas disposiciones legales, solo las actas de conciliación con acuerdo y los 
laudos arbitrales serían susceptibles de ejecutarse mediante el proceso de eje- 
cución de resoluciones judiciales al tener el valor de ser títulos ejecutivos de 
nacuraleza extrajudicial, además de habilitar el ínicio de un procedimiento 
sancionador en sede administrativa en caso de incumplimiento, de acuerdo al 
artículo 106 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, micneras 
que las acrós de mediación solamente servirían como medio probacorio para 
acreditar la solución a la controversia entre consumidor y proveedor, mas no 
serian suscepribles de ejecutarse. 


Por su parte, el artículo 149 del Código de Protección y Defensa del 
Consumidor señala: 


(6858) Gócio de Proreción y Defensa del Consumidor, Ley N 29571 
'Arucalo 144. Exigiblidad delos laudos arbtrales y acuerdos 
El luudo arbitral fire y el acta suscriza por las pares que contiene un acuerdo concilisrorio celebrado 
entre consumidor y provesdor, conforme a loe mecanismos señalados en el prerente espiral, constimyen 
cirulo ejecutivo, conforme alo dipaesco e el arsículo N* 688 de Cdigo Procesal Civil. 

dig Processl Civil: 

Articulo 688 - Tilos ejecutivos 

Sale se puede promover ejecución en vireud de stulos ejecuevos de raruralosa judicial o extrajudicial 

segun ses el aso. Son efulos cecacivos los siguientes: 

Tas resoluciones judicales firmes 

Los laudos arbieals firmes; 

Las Acts de Conciliación de acuerdo a Ley; ( 
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Artículo 149,- Acta de mediación 


La propuesta que puede plantear el denunciado no constituye reco- 
nocimiento de los hechos denunciados, salvo que así lo señale de 
manera expresa. 


Este artículo señala que la propuesta que pudiera plantear el denunciado 
como opción de solución a la controversia con el consumidor no constituye 
reconocimiento expreso de responsabilidad alguna por los hechos denuacia- 
dos, teniendo como única excepción que así sca señalado de manera expresa. 
Esto supone que el acta de mediación tendría que contener, necesariamente, 
las opciones de solución que pudieran formular tanto el consumidos como el 
proveedor, y que —excepcionalmente— podrían ser consideradas como un reco- 
nocimiento expreso del proveedor de los hechos denunciados, La posible con- 
secuencia del reconocimiento expreso de los hechos denunciados sería con- 
siderarlos como una declaración asimilada, al amparo de lo regulado por el 
artículo 221 del Código Procesal Ciyil'%0, 


Aunque, como bien apunta Abanto”*”, respecto de considerar un supuesto 
valor probarorio de los ofrecimientos conciliacorios, señala que, en ciertas 06 
siones, la intención de un denunciado ca sede administrativa de llegar a un 
acuerdo con el denunciante ofreciendo la devolución del importe de dinero reci- 
bido no implica necesariamente el reconocimiento de responsabilidad alguna 
respecto a la calidad del producto adquirido sino una conducta coincidente con 
una política de satisfacción al cliente, en aras de llegar a una solución armo- 
niosa, aun en desmedro de su economía, o evitar un problema mayor, al ser más 
práctico hacer una concesión para obrener una solución rápida y económica, 
sobre todo si el cliente desa también ahorrar tiempo y dinero. 


Recordemos que en aplicación del principio de confidencialidad se 
debe proteger a las partes de cualquier siruación que signifique un aprove- 
dhamienco o abuso de la información que se pudiera conseguir de la contra- 
parte en un procedimiento de nacuraleza privada —sca este mediación o con- 
«iliación—, siendo que se debe garantizar a las partes que nada de lo sostenido 
o propuesto en la audiencia privada será empleado fuera de aquella en ningún 
tipo de proceso o procedimiento posterior pues carecerá de valor probatorio, 


(490) Código Procesal Cv: 
“Artícalo 221 .- Declaración asimilado. 
Las afirmaciones convenidos cn scmaciones judiciales o esriros de las pares, se ienen como declaración 
dle estas, aunque el proceso sea declaro nulo, siempre que la cuzón del vico 1 las ufecie de manera 
direc” 

(691) ABANTO TORRES, Jaime David, La omcilición ecrajudicial yla conciliación judicial, Un pass de o entr 
os MARC 5 y da jr ordinaria, Gris Lim, 2010, pp. 214-220. 
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salvo las excepciones de ley. Esta es la columna vertebral de todo procedi- 
miento de mediación o conciliación que dará a las partes la libertad de expre- 
sarse libremente. 


Marianela Ledesma —citada por Abanto'””— menciona respecto del valor 
probatorio que los órganos jurisdiccionales reconocen a las declaraciones de 
las partes en las audiencias conciliatorias, que existe dualidad en su tratas 
miento, ya que la conciliación judicial está influenciada por el principio de 
publicidad y por ello todo lo dicho por las partes tiene valor probatorio, mien- 
tras que en la conciliación extrajudicial se tiene como principio rector la con- 
fidencialidad, motivo por el cual lo actuado en el procedimiento conciliatorio 
carece de todo valor probatorio, 


Consideramos que una forma de propiciar el acercamiento entre las par- 
tes sería una regulación más eficiente del principio de confidencialidad, siendo 
que en aplicación de este principio, en el acta de mediación con acuerdo a la 
que pudiera arribarse, solamente debería constar las controversias entre con- 
sumidor y proveedor que dieron origen al procedimiento de mediación y la 
forma en que se solucionó el problema, o la ausencia de solución. Si el acta va 
a contener el reconocimiento por parte del proveedor de los hechos denuncia- 
dos, este reconocimiento deberá ser expreso. 


Y. CONCLUSIONES 


El sistema de resolución de conflictos mediante mediación, conciliación 
y arbitraje regulado por el Código de Protección y Defensa del Consumidor 
presenta una serie de elementos que deben ser mejorados antes de aspirar a 
un empleo efectivo y eficiente: 


a) Para un mejor empleo de la conciliación administrativa que busque 
lograr la adecuada resolución de conflictos entre consumidores y pro- 
veedores, debería señalarse la aplicación supletoria de las disposiciones 
contenidas en la Ley de Conciliación y su reglamento, sobre todo en lo 
que respecta al procedimiento y a los requisitos de validez del acta. 


b)_ Se debe velar por capacitar adecuadamente a los conciliadores admi- 
nistrativos en el manejo de situaciones de conflicto así como en técni- 
cas de comunicación, que les permitan desempeñarse adecuadamente 
en la conducción de uns audiencia de conciliación. Recordemos que 
el ejercicio de su función se da por mandato legal, pero muchos 


(592) ABANTO TORES, Jue David. Ob ct, 219. 
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carecen de una adecuada capacitación lo que se traduce en un ejerci- 
cio de tipo empírico. 


El ejercicio de la función conciliadora en sede administrativa no debe 
ser impedimento para generar una especialización en resolución de 
conflictos de consumidores a nivel de centros de conciliación extraju= 
diciales, lo que dependerá del Ministerio de Justicia en su condición 
de ente rector. 


Debería subsumirse la regulación legal sobre mediación dentro de los 
alcances de la conciliación a fin de implementar dos sistemas de con- 
ciliación (administrativo y extrajudicial) que perfectamente podrían 
emplearse en la búsqueda de soluciones en favor de los consumi- 
dores, habida cuenta del vacío legal respecto de la forma en que se 
pueda implementar la mediación. 


Las juntas arbitrales de consumo deben constituirse progresivamente 
por la Autoridad Nacional de Protección del Consumidor en los 
gobicrnos regionales y locales, pero existe mucho desconocimicato ca 
estas entidades respecto de esta regulación legal y de la dinámica que 
envuelve al sistema de arbitraje de consumo, por lo que se sugiere 
una mayor difusión y coordinación con dichas instancias de gobierno 
(regional y local). 


Si bien es cierto se concibe al sistema de arbitraje de consumo como 
una forma gratuita y voluntaria de solución de conflictos entre con- 
sumidores y proveedores, estos son puntos que deberán merecer un 
mejor análisis para poder lograr su implementación. Respecto de la 
gracuidad, si la idea es que el consumidor no asuma los costos de 
implementación del arbitraje, estimamos que la labor de los árbi- 
tros podría encomendarse a personal que labore para el Estado (de 
manera similar a los conciliadores extrajudiciales o los defensores de 
oficio que laboran para el Estado, y cuya remuneración es asumida 
previamente por aquel). Respecto de la voluntariedad para acceder al 
arbitraje de consumo, esto está relacionado con la adecuada difusión 
de las características y ventajas del sistema de arbitraje encre los con- 
sumidores, a fin de que tengan una solución a su controversia, situa- 
ción que no se da siempre cuando sc emplea la conciliación, 


ANEXOS 


EJEMPLO DE EXPEDIENTE 
CONCILIATORIO 


CASO PRÁCTICO 


CASA DE PAPEL 


Napoleón Huamán es un profesor jubilado a quien su pensión no le alcanza paca aftontar el 
creciente costo de vida, Vive solo en la casa que compró con su diamta esposa, una preciosa pro- 
piedac de des piscs ubicada co una hermosa zona residencial, Aconsejado por un vecino, decide 
poner en alquiler el primer piso de su casa y generar una renta adicional a su magra pensión. 


Para su suerte, hace seis meses conoce en una reunión social a Juan Concha, quien ha venido 
arcalizas unos negocios en la ciudad y necesica alquilar un inmueble. Napoleón decide alqui- 
larle el primer piso a Juan y suscriben un contrato de arrendamiento por un monto de US$ 150 
mensuales que serían abonados en su cuenta del Banco de la Nación los días 20 de cada mes, 
pagándose en el acto de suscripción del contrato dos meses de adelanto y un mes de garanrá 
El contrato celebrado entre ambos escablecía una duración forzosa de un año, con prohi 
de subarsendas, así como el prorrateo en el pago de los servicios de agua y luz 


Como consecuencia de sus nuevos ingresos, hace poco más de un mes Napoleón decide reali- 
zar un largo viaje para visitar u unos parientes a quienes no veía hacía muchos años, El día que 
debía depositarse en su cuenta el monto del alquiler Juan no lo hizo, y a pesar de que Napoleón 
intentó comunicarse con él para saber el motivo de la demora no pudo localizarlo 

Hace unos diez días Napoleón regresó de viaje, y al intentar ingresar al segundo piso de su 
inmueble se dio con la sorpresa de que quien estaba viviendo en el primer piso era Armando 
Paredes, quien pensando que escaban Intentando ingresar al inmueble para robar, casi golpea 
a Napoltóa con ua palo de escoba. 

Saperado este incidente, Napoleón se identifica como el propietario de la casa mostrando su título 
de propiedad y los recibos de servicios que están a su nombre, 4 lo cual Armando responde que 
eso no es cierto porque él había colebrado hace menos de un mes un contrato de alquiler con 
Juan Concha, quien, haciéndose pasar como propietario aprovechando la ausencia de Napoleón, 
había puesto un uviso en el diacio ponicado en alquiler el primer piso del inmmucble. Armando 
y Juan celebraron un contrato de arrendamiento por la sama de US$ 150 mensuales, habién- 
dose pagado un mes de adelanto y un mes de garantía, 


Armaodo se considera estafado, razón por la cual y en tanto no sc arregle la situación, no va a 
abonar arrendamiento alguno a nadie, Como era de esperarse Juan ha desaparecido y Napo- 
león está preocupado pues no está recibicado peasión alguna, y encima tiene que soportar a un 
vecino incómodo que hace mucha bulla. Peor aún. Por esta razón solicica una conciliación para 
que Armando proceda a desalojar el inmucble inmediatamente, 


E. Martín Pinedo Aubián/ La conciliación estrajudicial 


Domingo. 


5 2 2 


a 2 ES 
Plazo Méximo. 


SOLICITUD DE CONCILTACIÓN 


L DATOS GENERALES 


Fecha : 01 de mayo de 2017. 

Nombre del solicitante : Napoleón Huamán Huamán. 

Documento de identidad : DNIN*31128093. 

Domicilio 2 Jr Las Gavioss N? 187,280 piso, La Vio 

Nombre del apoderado o representante —: No comino 

Domicilio del apoderado o representante ; Na oigo. 

¡Nombre del invitado 3 Armando Paredes Díaz. 

Domicilio del invitado 2 Jr. as Gavioras N* 187, ler. Piso, La Vic- 
toria, Lima, 


IL, HECHOS QUE DIERON LUGAR AL CONFLICTO 
Que, mi persona es propictario del inmucble, con el número y dirección arriba señalados, 
habiendo suscrito contrato de arrendamiento del primer piso de mi vivienda con el Señor Juan 
Concha Barba, en fecha 20 de marzo del presente año, cuyo alquiler es de US$150.00 Dólares, 
y que a la fecha no ha cumplido con el pago los metes de abril y mayo 

Al retornar hace una semana de un viaje que realice al interior del país, para mi gran sorpresa 
hallo en el primer piso de mi vivienda al invicado señor Armando Paredes Díaz, en lugar de mí 
inquilino Juan Concha Barba, con quien no pude entablar comunicación alguna. 

Que el señor Armando Paredes Díaz argumenta que hace menor de un mes suscribió un contearo 
de arrendamiento con el señor Juan Concha Barba, que considero no tiene valor legal al no ser este 
propietario de la vivienda y estar pactado expresamente el subarrendamiento en el contraro celo- 
brado con aquel, hecho que he expresado al invitado a efectos que proceda a desocupar volunta- 
ríamente el inmucble de mi propiedad, siendo que ha hecho caso omiso a estos requerimientos al 
sctalar que desea resolver su siruación directamente con su supuesto arrendador, perjudicándome 
pues se ha negado a reconocer efccrasrme algún ripo de pago por concepto de alquiler. 


XL OTRAS PERSONAS CON DERECHO ALIMENTARIO 
No corresponde, 


IV. PRETENSIÓN 


Que, al no tener ningún vínculo contractual con el señor Armando Paredes Diaz, solicito la res- 
«icución de la posesión de mi inmueble y que el invitado proceda a desocupar el inmucble de mi 
propiedad, siendo la materia a conciliar desalojo por ocupante precario. 


Y FIRMA DEL SOLICITANTE 


NAPOLEÓN HUAMÁN HUAMÁN 
DNI N' 31128093 
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VI. DOCUMENTOS QUE ADJUNTO 

Copia simple de mi DNI. 

Copia simple del tículo de propiedad del inmueble de mi propiedad. 

Copia simple de la partida regiscral de mi inmueble. 

Copia simple recibos de pago de auto avalúo e impuesto predial. 

Copia simple del contrato de arrendamiento, suscrito con el señor Juan Concha Barba. 


sono 


ESQUELA DE DESIGNACIÓN 
DE CONCILIADOR 


CENTRO DE CONCILIACIÓN 
“NUEVO CONCILIUM” 
Autorizado su funcionamiento por Resolución N" 0001-2017-JUS 
Dirección: Pasaje Vizcarra N? 100, Lima 
EXP.N”01-2017 

Señor Conciliador: 

JULIUS LÓPEZ LÓPEZ. 

Conciliador Extrajudicial, con Registro N' 22222 


La presence tiene por objezo informarle que usted ha sido designado como conciliador en el caso 
solicitado por el señor Napoleón Hixamán Huamán, invitando al señor Armando Paredes Díaz 


Para lo cual, de haber algún impedimento deberá abstenerse de actuar en la conciliación, poniendo 
en conocimiento las circunstancias que lo afecte, en el díz de recibida la presente designación. 


El expediente del caso es el N“01-2017, para que usted lo pueda revisar y encontrar en el 
archivo del centro de conciliación, siendo la materia a conciliar: Desalojo por ocupante precario, 


Limo, 2 de mayo de 2017 


WILLY WALKER RÍOS 
Director del Centro 


INVITACIÓN PARA CONCILTAR 
(Para ambas partes) 


CENTRO DE CONCILIACIÓN 
“NUEVO CONCILIUM” 


Autorizado su funcionamiento por Resolución N” 0001-2017-JUS 


Dirccción: Pasaje Vizcarra N” 100, Lima. 


EXP" 01-2017 


Señores: 
Nombre o Razón Social Dirección 

Solicicancets) Napoleón Huamán Huamán Je. Las Gaviocas N? 187, 240 piso, La Victoria, Liza. 

Irémado(s!— Armando Paredes Dísz Je. Las Gavioras N' 187, Let. Piso, La Victoria, Lima. 


De mi especial estima: 
Por medio de la presente, le invito a participar ca una audiencia de conciliación que se reali- 
zará en el Pasaje Vizcarra N 100, Lima, el día Lunes 15 de mayo de 2017, a horas 3:00 
pam. (10 minutos de tolerancia), en la cual me permiiró asisirle en la búsqueda de una solu= 
ción común al problema que tienen respecto del desalojo de vivienda por ocupante preca- 
sio, de acuerdo coo la copia simple de la solicitud de Gonciliación y anexos que se le adjunta 
en la presente invitación. 


La conciliación extrajudicial cs una inscitución consensual, es decir primo la voluntad de las 
partes para solucionar conflictos o divergencias, a través de un procedimiento ágil, flexible 
y económico, ahoccando cl tiempo que les demandaría un proceso, y los mayores costos del 
mismo. Asimismo, no es necesaria la presencia de un abogado y de arribarse a acuerdos el 
acta con acuerdo conciiazorio conscicuye tículo de ejecución de conformidad con el arrículo 
18 de la Ley de Conciliación N* 26872, modificado por el astículo 1 del D.L N* 1070. 
Las partes deberán asistica la reunión conciliatora identificándose con documento de identidad 
y/o documento que acredite la representación, en el que se consigue literalmente la facultad 
¿de conciliar extemjadicialmente y de disponer del derecho materia de conciliación, entregando 
fotocopia del documento de identidad, copia nocarialencare legalizada y cerrificada según sea 
el caso, al centro de conciliación. Las personas ilerradas o que no puedan Firmar deberán acer- 
carse al centro de conciliación con un testigo a ruego. 


Sin otro particular, quedo de usted, 


11, 3 de mayo de 2017 


JULIUS LÓPEZ LÓPEZ 
Conciliador Extrajudicial 
Registro N“ 22222 


CONSTANCIA DE ASISTENCIA 
E INVITACIÓN PARA CONCILIAR 


CENTRO DE CONCILIACIÓN 
“NUEVO CONCILIUM” 
Autorizado su funcionamiento por Resolución N* 0001-2017-JUS 
Dirección: Pasaje Vizcarra N' 100, Lima 


EXP.N*01-2017 


Lo la ciudad de Andabwaglas, sicado las 3:00 pm del día 15 de mayo de 2017, ame mí Julius 
López López, en mi calidad de conciliador debidamente acreditado por el Ministerio de Justi- 
cia, mediante Registro N? 22222; se presentó el solicitane don Napoleón Huamán Huamán, 
a.efeccos de llegar a un acuerdo concilarorio con don Armando Paredes Díaz, siendo la materia 
a Conciliar Desalojo de vivienda por ocupante precario, 


ASISTENCIA DE UNA DE LAS PARTI 


Siendo las 3:20 pm del día 15 de mayo de 2017 
se verificó la presencia de 


luego de hacer los llamados respectivos solo 


Napoleón Huamán Huamán (solicitante), 
Habiendo no asistido el señor: 
Armando Paredes Díaz (invicado). 


SE SEÑALA NUEVA FECHA PARA LA REALIZACIÓN DE LA AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN: 

Decconftrimidsd con lo señalado por la Ley dle Conciliación N* 26872, modificado por el Decreto 
Legilativo N' 1070 y el Decreto Supremo NY 014-2008.JUS - Reglamento de la Ley de Con- 
iliación, se convocs a una nueva sesión para la realización de la audiencia de conciliación para 
ol día 24 de mayo de 2017, a horas 3:00 pro, en las insralaciones del Centro de Conciliación 
"NUEVO CONCILIUM” ubicado en el Pasaje Vicar N* 100, Lima, dándose po noia 
a parte asístente. 


JULIUS LÓPEZ LÓPEZ Napolcón Huamán Huamán 
Conciliador Extrajudicial Solicitante 
Registro N? 22222 
(sera, bella y sell) (Nummbre, firma y bella) 
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SEGUNDA INVITACIÓN PARA CONCILIAR 


(Para la parte que no concurrió a la primera sesión) 


CENTRO DE CONCILIACIÓ! 
"NUEVO CONCILIUM” 


Autorizado su funcionamiento por Resolución N? 0001-2017-JUS 


Dirección: Pasaje Vizcarra N* 100, Lima 


EXPN'01-2017 
Señores: 


ombre o Razón Social 
Solicicamets) Napoleón Hussado Fluamán — Je Las Gaviotas N 187, 2d0 piso, La Vicroria, Lina, 
Invirado(ó% — Armando Paredes Días Jr. Las Gavioras N? 187, Ler. Piso, La Victoria, Lima. 


De ri especial estimo 


Dor medio de la presente, le reitero la invitación a participar en una audiencia de conciliación 
que se realizará en el Pasaje Vizcarra N* 100, Lima, el día miércoles 24 de mayo de 2017, 
a horas 3:00 p.m. (10 minutos de tolerancia), en la cual me permiiré asistile co la búsqueda 
de una solución común al problema que tienen respecto del desalojo de vivienda por ocu- 
pante precario, de acucrdo con la copis simple de la solicirud de conciliación y anexos que se 
le adjuntó en la primera invitación, 


La conciliación exerajudicial 63 una insritución consensual, es decir primo la voluntad de las 
partes para solucionar conflictos o divergencias, a través de un procedimiento der, flexible 
y económico, ahorrando el tiempo que les demandaría nn proceso, y los mayores costos del 
mismo. Asimismo, no es necesaria la presencia de un abogado y de asribarse a: acuerdos el 
acta con acuerdo conciliatorio conscicuye títalo de ejecución de conformidad con el artículo 
18 dela Ley de Coveilizción N 26872, modificado por el astículo 1 del D.L. N? 1070. 


Las partes deberán asistir a la reunión conciliatoria identificándose con docamento de identidad 
y/o documento que acredite la representación, en el que se consigne literalmente la facultad 
de conciliar extrajadicialmente y de disponer del derecho mareria de conciliación, entregando 
fotocopia del documento de identidad, copia notarialmenre legalizada p certificada según sca 
el caso, al centro de conciliación, Las personas iletradas o que no puedan Firmar deberán accr- 
carse al centro de conciliación con un testigo a sueo, 


Sin orro particular, quedo de usted. 
Lima, 15 de mayo de 2017 


JULIUS LÓPEZ LÓPEZ 
Conciliador Extrajudi 
Registro N" 22222 


ACTA DE CONCILIACIÓN 
N* 01-2017 


CENTRO DE CONCILIACIÓN 
“NUEVO CONCILIUM” 


Autorizado su funcionamiento por Resolución N* 0001-2017-JUS. 
Dirección: Pasaje Vizcarra N“ 100, 


EXP.N"01-2017 


En la ciudad de Lima, disurico de Lima, siendo las 300 pan del día 24 del mes de mayo del 
año 2017, ante mí Julius López López, identificado con Documento Nacional de Ídenti- 
dad N* 12343678 en mi calidad de Concilindor Extrajudicial debidamente surorizado por el 
Ministerio de Jusricia con Registro N 22222 y registro de especialidad en asuntos familia- 
res N* 2222, se presentaron con el objeto que les asista en la solución de su con/icto, la 
parte solicitante Napoleón Huamán Huamán, identificado con Documento Nacional de 
Identidad N” 31 128093, con domicilio €n Jr, Las Gaviotas N? 187, segundo piso, distrito de 
Ta Victoria, Provincia de Lima; y la parte invitada Armando Paredes Díaz, identificado con 
"Documento Nacional de Identidad N* 24029821, con domicilio en Jr. Las Gaviotas N* 187, 
primer piso, distrito de La Victoria, Provincia de Lima; con el objeto de que les asista e la solo" 
ión de su conflicto. 


Iniciada la audiencia de concilfación se procedió a informar a ls partes sobre el procedimiento 
conciliarorio, su naruraloza, características fines y ventajas. Asimismo se señaló a las partes las 
normas de conducta que deberán observas. 

HECHOS EXPUESTOS EN LA SOLICITUD 

De acuerdo a lo señalado en la solicirud de conciliación que forrao parte integrante de la pre- 
sente acta. 

DESCRIPCIÓN DE LAS CONTROVERSIAS 

1. El solicieunte pide la restieución de la posesión del primer piso del inmueble de su propiedad 
;pado por el invitado, y que el invitado proceda a desocupar el inmueble al tener la con- 
dición de posecdor precario (pretensión determinada). 


2. El invitado solicita que se le reconozca las mejoras necesasias que ha efectuado en el inmueble 
que viene poseyendo (pretensión determinable) 


ACUERDO CONCILIATORIO TOTAL 


Considerando los hechos señalados y las propuestas formuladas por las partes, se conviene en 
celebrar un Acuerdo en los siguientes términos: 


Primero.- Ambas partes acuerdan que el invitado, señor Armando Paredes Díaz, se compro 
nece a restituir la posesión del incaueble ubicado cu Jr, Las Gaviotas N* 187, primer piso, dis- 
trico de La Victoria, Provincia de Lima, a favor del solicitante Napoleón Huamán Huamán 


Segundo.- La fecha de restitución de la posesión mediante la entrega del inmueble al solici- 
ase por parte del invitado será el día viernes 30 de junio de 2017, fecha en la que hará entrega 
fisica del inmueble junto con las llaves, previa verificación de las condiciones de entrega, com- 
prometiéndose el invicado a encregas el inmueble en adecuadas condiciones, salvo el deterioro 
normal por el uso del bien. 


ES 
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Tercero.- El solicitante se compromete a reconocer las mejoras necesarias efectuadas por el invi- 
tado en el inmueble que viene ocupando, En mérito del reconocimiento de esas mejoras, per- 
mitirá que el invirado continúe en la posesión del primer piso del inmucble hasta el día viernes 
30 de junio de 2017 sin efectuar ningún cobro por concepto de alquileres, salvo el pago de los 
servicios de agua y Jnz, que serán prorrateados en partes iguales entre el solicitante y el invitado, 
"VERIFICACIÓN DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS 

E este acto, Rómulo Remo Cachay, con Registro del C.A.L. NS 99000, abogado de este cen- 
110 de conciliación procedió a verificar la legalidad de los acuerdos adoptados por las partes 
conciliantes, dejándose expresa constancia que conocen, que de conformidad con el artículo 
18 de la Ley de Conciliación N” 26872, modificado por el articulo 1 del Decreto Legislativo 
'N? 1070, concordado con el artículo 688 Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil, 
Decrero Legislarivo N* 768, modificado por el Decreto Legislativo N* 1069, el acta de esco 
acuerdo conciliarorio consriruye Tírulo Ejecutivo. 


Leído el texto, los conciliantes manifiestan su conformidad con el mismo, siendo las 4:15 pm 
horas del día 24 del mes de mayo del año 2017, en señal de lo cual firman la presente Acta 
"01-201, la misma que consta de 2 páginas. 
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EXTRAJUDICIAL 


PROBLEMAS MÁS FRECUENTES 
Y SOLUCIONES 


El marco normativo que regula la concilación extrajudicial 
en el Perú, que ya cuenta con veinte años de vigencia, ha 
sufrido una serie de modificaciones que han influenciado 
tanto en su aplicación por pane de los operadores así como 
0 cnplano de objetivos inicialmente previsios 
por. 

En esta obra se realza un amplio análisis de la problemática 
legal que se presenta como consecuencia de la aplicación de 
las normas que regulan el acclonar de operadores de la 
concliación extrajudicial, así como los diferentes. aspectos 
sobre la materia que deben afrontar tanto los abogados 
como los jueces. Los diversos Captulos añora una serie 


que van desde el análisis de las materias concllabies hasta 


la dinámica propía del procedimiento concillatorio, entre 
otros temas de sumo Interés. 
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